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§ 1

NOTA DE AUTOR

El Código incluye también normas, que si bien han perdido vigencia por la finalización 
del estado de alarma, facilita una mejor comprensión sistemática del derecho vigente.
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§ 2

Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes 
de apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia 

tributaria

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 334, de 23 de diciembre de 2020

Última modificación: 13 de marzo de 2021
Referencia: BOE-A-2020-16823

I
La Organización Mundial de la Salud elevó el pasado 11 de marzo de 2020 la situación 

de emergencia de salud pública ocasionada por el SARS-CoV-2 a pandemia internacional.
Para hacer frente entonces a la crisis sanitaria en nuestro país, fue preciso adoptar 

medidas inmediatas que resultaron eficaces para poder controlar la propagación de la 
enfermedad. En este sentido, el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19, permitió hacer frente a la situación de emergencia sanitaria y proteger la salud 
y la seguridad de la ciudadanía.

La crisis sanitaria provocada por el SARS-CoV-2 ha cambiado por completo el escenario 
económico mundial. Las medidas de distanciamiento físico y limitaciones a la movilidad, 
necesarias y efectivas para controlar la transmisión del virus, tienen un enorme impacto en la 
actividad productiva y el bienestar de la ciudadanía. Estos efectos se han dejado notar tanto 
en la oferta, con severas dificultades para las cadenas de suministros y el cierre temporal de 
negocios, como en la demanda doméstica y externa, con una importante repercusión sobre 
algunos sectores como el turismo o el comercio, esenciales para la economía española. El 
cierre temporal de negocios, las restricciones a la libre circulación o la suspensión de actos 
públicos tienen un inevitable impacto sobre las empresas, que desempeñan un papel central 
en la creación de empleo y riqueza para el conjunto del país. En estas circunstancias, 
preservar el tejido productivo y atender a las dificultades transitorias de las empresas es una 
prioridad para superar las consecuencias de esta pandemia.

Para hacer frente a esta situación, el Gobierno ha puesto en marcha un conjunto de 
medidas sin precedentes desde el mes de marzo para apoyar al tejido productivo y social, 
minimizar el impacto negativo y lograr sostener una base sobre la que impulsar al máximo la 
actividad económica una vez finalizada la alarma sanitaria. Entre otros, los Reales Decretos-
leyes 7/2020, de 12 de marzo, 8/2020, de 17 de marzo, 11/2020, de 31 de marzo, 15/2020, 
de 21 de abril, o 25/2020, de 3 de julio, implementaron un conjunto de medidas de apoyo a la 
liquidez, laborales y de sostenimiento de rentas, con especial atención a los autónomos.

Tras el proceso de desescalada y el fin de la vigencia del estado de alarma, el país entró 
en una etapa de nueva normalidad, durante la cual los poderes públicos y las autoridades 
sanitarias continuaron tomando medidas dirigidas a controlar los brotes y frenar los 
contagios. Entre ellas, el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas urgentes de 
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prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por 
el COVID-19, el Plan de respuesta temprana en un escenario de control de la pandemia, las 
declaraciones de actuaciones coordinadas en salud pública acordadas en el seno del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud o las diferentes disposiciones y actos 
adoptados por las autoridades competentes de las comunidades autónomas y ciudades con 
estatuto de autonomía.

No obstante, la llegada del otoño se tradujo en España, al igual que en la mayoría de 
países europeos, en una tendencia ascendente en el número de casos, que han hecho 
necesaria la puesta en marcha de toda una serie de nuevas medidas, amparadas en una 
nueva declaración del estado de alarma por Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el 
que se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas 
por el SARS-CoV-2.

II
La cadena de valor del turismo es una de las actividades económicas más afectadas por 

la actual crisis sanitaria. España es líder mundial en turismo, sector que representa el 12,4 % 
de su PIB y supone el 13,7 % de la afiliación a la Seguridad Social. En las entradas, en el 
periodo enero-octubre se ha producido una caída de más del 76 por ciento respecto al 
mismo periodo de 2019, y el gasto turístico ha descendido de forma similar, un 75,9 por 
ciento respecto al mismo periodo del año anterior. Estas caídas en la llegada de turistas 
afectan profundamente al sector hotelero, de transporte aéreo y transporte discrecional por 
autobús.

Por otro lado, el comercio minorista también muestra signos de desgaste a raíz de las 
consecuencias derivadas de la situación sanitaria. El comercio minorista es un sector 
importante de la economía española, no solo por la dimensión, 5,2 por ciento del PIB, y el 
empleo que genera, 10 por ciento del total de ocupados de la economía y el 58,2 por ciento 
del sector del comercio, sino como componente de ordenación económica y social del 
territorio donde se lleva a cabo su actividad: el 13,2 por ciento de las empresas activas en 
2019 en España tenían como actividad principal la del comercio minorista. El comercio 
minorista, con casi 2 millones de trabajadores, es una fuente importante de empleo 
femenino, con algo más del 60 % de empleos ocupados por mujeres. Además, el 51 por 
ciento de las empresas de comercio minorista con soporte legal de persona física 
correspondían a mujeres, frente a un 36,7 % en el conjunto de la economía española.

El impacto de la elevada incidencia del SARS-CoV-2 y de las medidas adoptadas se ha 
dejado notar con intensidad sobre el nivel de ventas y el empleo del sector. De acuerdo con 
los índices de comercio al por menor del Instituto Nacional de Estadística, la caída promedio 
de las ventas a precios constantes del sector entre enero y septiembre ha sido del 8,5 por 
ciento.

Todo ello incide en un sector con alta incidencia de autónomos y micropymes y con una 
función económica y social esencial. Además, el cierre de establecimientos comerciales 
repercute no solo sobre los ingresos y empleo del propio sector, sino que tiene un efecto 
arrastre sobre otros sectores productivos, que son los proveedores de sus productos.

La situación descrita y la evolución de la pandemia hacen necesario extender la 
aplicación de algunas de las ayudas aprobadas en meses anteriores, así como aprobar 
nuevas medidas encaminadas a reforzar la actividad económica y a apoyar a empresas y 
autónomos.

III
Ante los impactos económicos y sociales que la crisis sanitaria está generando, y desde 

la primera declaración del estado de alarma por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
desde el Gobierno se han adoptado medidas de índole diversa en apoyo de los sectores 
más afectados. Algunos de los más relevantes han sido los Expedientes de Regulación 
Temporal de Empleo (ERTE), la moratoria legislativa de deudas hipotecarias y la línea de 
avales del ICO. Las medidas adoptadas hasta el momento han demostrado ser herramientas 
eficaces para mantener los empleos y contener la destrucción de puestos de trabajo.
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En el caso del turismo, se debe señalar, en primer lugar, la importancia de los ERTE. El 
acogimiento a expedientes de regulación temporal de empleo por fuerza mayor ha sido muy 
intenso entre las empresas que operan en el sector turístico, siendo especialmente 
relevante, por el número de personas trabajadoras afectadas, en servicios de comidas y 
bebidas, servicios de alojamiento, actividades deportivas, recreativas y de entretenimiento, 
agencias de viajes y operadores turísticos y transporte aéreo. A cierre de noviembre de 
2020, más de 473.000 trabajadores que pertenecen a las actividades del turismo (incluyendo 
agencias de viajes), hostelería y comercio siguen en la situación de ERTE relacionado con el 
SARS-CoV-2.

En relación con la ampliación de los ERTE de los fijos-discontinuos, se estima que en la 
actualidad aproximadamente 200.000 están afectados por procedimientos de suspensión o 
reducción de jornada, y 32.000 han accedido a la prestación extraordinaria regulada en el 
artículo 25.6. d) del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19. De la cifra 
anterior, en el sector turístico se estima que la medida habrá favorecido la contratación de 
unos 125.000 fijos-discontinuos.

Por otro lado, para facilitar el acceso a liquidez a las empresas del sector, el Gobierno 
habilitó la línea de avales COVID-19 del ICO, que hasta el pasado 30 de noviembre, se 
habían avalado 41.500 M€ de préstamos a más de 256.000 empresas del sector turístico 
(incluidas agencias de viajes), hostelería y comercio, el 37 por ciento del total de la 
financiación concedida por esta línea. Unos avales que se añaden a otros 400 millones de 
euros de la línea COVID instrumentada por el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo y 
ejecutada al cien por cien. Hoteles, restaurantes, empresas del transporte aéreo de 
pasajeros y agencias de viaje figuran entre sus principales beneficiarios.

Según el Banco de España, 40.000 autónomos del sector del turismo, hostelería y 
comercio se habían beneficiado de la moratoria legislativa de deudas hipotecarias, hasta el 
30 de octubre. Del mismo modo, se han concedido 1.647 moratorias hipotecarias específicas 
para inmuebles afectos a una actividad turística (amparadas en el Real Decreto-ley 25/2020, 
de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo). El 
saldo vivo (equivalente al importe agregado) era de 1.800 millones de euros. Otros 40.000 
han visto suspendidas las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía 
hipotecaria.

Finalmente, con carácter específico para el sector turístico, el pasado 18 de junio el 
Gobierno lanzó el Plan de Impulso del Sector turístico, un conjunto de 28 medidas con una 
dotación de 4.262 millones de euros para recuperar la confianza en España como destino 
seguro, mejorar su competitividad, reactivar el sector, reforzar el modelo de conocimiento e 
inteligencia turística y desplegar acciones de marketing y promoción.

El Plan de Impulso contenía de manera muy destacada medidas en el ámbito de 
formación. Así, por ejemplo, dentro del Programa Anfitriones se ha desarrollado una 
capacitación específica para las personas trabajadoras del sector en el cumplimiento de las 
medidas de seguridad sanitaria.

Para la mejora de la competitividad, el Plan de Impulso incorporó el apoyo a nuevas 
herramientas de inteligencia turística, que se ha concretado en la creación del Visor de 
Datos del Turismo (DATAESTUR); el refuerzo de la red de Destinos Turísticos Inteligentes y 
el programa de Planes de Sostenibilidad Turística en Destinos con una inversión de 58 
millones de euros en 2020 y que se encuentra ya en la fase de ejecución de los 25 proyectos 
beneficiarios junto con las comunidades autónomas y entidades locales.

Por otro lado, en lo que se refiere al sector comercial, desde el primer momento el 
Gobierno puso en marcha varias medidas de las que se han beneficiado de manera 
particular empresas y personas trabajadoras de ese sector.

Como en el caso del turismo, cabe destacar las destinadas al mantenimiento del empleo 
y a evitar la destrucción del tejido productivo, respecto de las que cabe señalar que dos 
tercios de los trabajadores del comercio minorista afectados por un ERTE son mujeres, así 
como el aplazamiento de impuestos y contribuciones sociales o las medidas en materia de 
arrendamiento de locales de negocio. Asimismo, ha tenido un gran impacto la Línea ICO 
Avales COVID-19, en la que las operaciones correspondientes al comercio minorista 
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ascienden a 105.279, con un total de 82.402 empresas, y una financiación que supera los 
8.343 millones de euros.

Desde el Ministerio de Industria, Comercio y Turismo se ha mantenido un continuo 
contacto con las comunidades autónomas, con las principales asociaciones de comercio, 
patronal, Cámara de Comercio de España, la FEMP y sindicatos para coordinar actuaciones, 
especialmente en relación con la desescalada y con las condiciones sanitarias necesarias 
para ejercer la actividad comercial en la nueva normalidad. También se ha mantenido un 
diálogo constante con el sector para resolver todo tipo de consultas y dudas que iban 
surgiendo. En este sentido, se habilitó un buzón de consultas, que estuvo operativo desde el 
día 17 de marzo. Hasta finales de agosto, se había dado respuesta a casi 2.000 consultas 
planteadas por particulares, asociaciones, empresas, ayuntamientos o comunidades 
autónomas entre otros.

De cara a fomentar el consumo se ha planificado el desarrollo de diversas campañas de 
publicidad con la Cámara de Comercio de España, con el objetivo de contribuir a la 
sostenibilidad del comercio minorista. Específicamente, y dada la trascendencia que tiene 
para este sector los meses de noviembre y diciembre en el nivel de ventas, de cara a 
fomentar el consumo en las tiendas físicas, se está desarrollando una campaña de 
publicidad en medios con el lema «Levantar una persiana, es construir un país«, para 
trasladar un llamamiento a la ciudadanía para apoyar día a día el sector comercial -desde el 
pequeño comercio de barrio, las grandes superficies hasta el comercio ambulante- con el 
objetivo de contribuir a su sostenibilidad, además de poner en valor la seguridad en los 
locales y la profesionalidad, calidad, confianza y cercanía de los comerciantes en su trabajo 
diario.

A esta campaña se unirá la difusión de mensajes para sensibilizar sobre los daños de la 
compra de falsificaciones y concienciar sobre el consumo responsable y seguro en esta 
época de grandes compras a través de la campaña para la lucha contra las falsificaciones 
impulsada por la Oficina Española de Patentes y Marcas.

Por todo ello, este real decreto-ley busca aliviar la situación de empresas y autónomos, 
especialmente los relacionados con la actividad turística, hostelera y comercial, para permitir 
que puedan mantener su viabilidad y no se vean irremediablemente abocados al cierre como 
consecuencia de la pandemia.

IV
Este real decreto-ley se estructura en 4 capítulos, 18 artículos, 6 disposiciones 

adicionales, 1 disposición transitoria y 10 disposiciones finales.
En el capítulo I de este real decreto-ley se establecen medidas para reducir los gastos 

fijos de arrendamiento que soportan empresas y autónomos. Debido a las medidas 
excepcionales adoptadas por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, muchas 
actividades económicas se han visto obligadas a suspender su actividad o a reducir 
drásticamente la misma.

Como consecuencia de lo anterior, la falta de ingresos o la minoración de los mismos 
durante el periodo que dure el estado de alarma puede dar lugar a la incapacidad financiera 
de autónomos y pymes para hacer frente al cumplimiento, total o parcial, de sus obligaciones 
de pago de renta de locales en alquiler que pone en serio riesgo la continuidad de sus 
actividades.

A falta de acuerdo entre las partes, la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de 
Arrendamientos Urbanos, no prevé causa alguna de exclusión del pago de la renta por 
fuerza mayor o por declaración de estado de alarma u otras causas, salvo en lo referido en 
su artículo 26, relativo a la habitabilidad de la vivienda derivada de la ejecución de obras, 
que puede ser aplicable a los locales de negocio a través del artículo 30 de esa misma ley.

Asimismo, si se acude a la regulación del Código Civil referida a la fuerza mayor, 
tampoco ofrece una solución idónea, porque no ajusta la distribución del riesgo entre las 
partes, aunque puede justificar la resolución contractual en los casos más graves.

Por todo lo anterior, se considera conveniente ofrecer una respuesta que permita abordar 
esta situación y regular un procedimiento para que las partes puedan llegar a un acuerdo 
para la modulación del pago de las rentas de los alquileres de locales, como continuación y 
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mejora del que se propuso por el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas 
urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo

Por otro lado, estas medidas no lesionan los derechos constitucionales que a las partes 
asisten y respetan el contenido esencial de la propiedad privada y la libre empresa 
consagrados en los artículos 33 y 38, respectivamente, de la Constitución Española. Estas 
medidas se ajustan a los parámetros de constitucionalidad que se han venido estableciendo 
por la jurisprudencia del Tribunal Constitucional para medidas semejantes de intervención 
estatal en relaciones jurídico-privadas, al no implicar el vaciamiento del contenido económico 
de la renta acordada y no suponer una pérdida esencial, o vaciamiento, de la utilidad 
económica del bien arrendado (SSTC 89/1994, de 17 de marzo). En este sentido, y de 
acuerdo con la jurisprudencia constitucional, la utilidad económica de la propiedad dada en 
arrendamiento implica la percepción de la correspondiente merced arrendaticia.

Específicamente, el real decreto-ley cumpliría con los juicios de idoneidad y necesidad, 
pues en él se prima con claridad que habrá que estar a lo que voluntariamente pacten el 
arrendador y el arrendatario de establecimientos comerciales, al restringirse la aplicación de 
estas medidas únicamente en aquellos casos en los que no existan pactos entre particulares 
en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del SARS-CoV-2. Y, 
finalmente, la norma cumple con el juicio de proporcionalidad en sentido estricto, pues con el 
mantenimiento de las relaciones contractuales existentes antes de la pandemia facilita la 
solución de conflictos, y evita pérdidas de empleos, empresas y de negocios, impagos, 
situaciones concursales y litigiosidad en el futuro.

Dada la eficacia de los ERTE y de las exenciones vinculadas a ellos para mantener el 
empleo, el capítulo II recoge medidas en el ámbito laboral y de seguridad social que 
pretenden paliar los efectos perniciosos de la pandemia derivada del SARS-CoV-2, en 
especial reforzando la protección de las medidas que afectan en determinados sectores 
productivos, contenidas en el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas 
sociales en defensa del empleo. Específicamente, se refuerza la protección en relación con 
las actividades de «Comercio al por mayor de bebidas», «Restaurantes y puestos de 
comidas», «Establecimientos de bebidas», «Actividades de los jardines botánicos, parques 
zoológicos y reservas naturales» y «Actividades de juegos de azar y apuestas». Estas 
actividades se incluyen en este real decreto-ley ya que, con fecha 14 de diciembre, la tasa 
de cobertura de las personas trabajadoras todavía cubiertas por los ERTE es superior al 15 
% de los afiliados en su código de CNAE, y su tasa de recuperación desde primeros de 
mayo es inferior al 65 %.Por ello, se aplican ahora las exenciones previstas en la disposición 
adicional primera del citado real decreto-ley a las empresas de los sectores indicados que 
han prorrogado sus expedientes de regulación temporal de empleo, respecto a sus personas 
trabajadoras afectadas por los mismos, tanto con su actividad suspendida como reiniciada 
en el mes de diciembre de 2020 o que la hubieran reiniciado desde la entrada en vigor del 
Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del empleo, en 
los términos de su artículo 4.2.a), a las que se aplicarán los mismos porcentajes ya 
establecidos en el apartado 4 de la disposición adicional primera del citado real decreto-ley.

A continuación, el Capítulo III recoge diversas medidas en materia tributaria, con el 
objeto de volver a establecer algunas medidas que ya estuvieron vigentes con anterioridad, y 
adoptar otras nuevas, en aras a disminuir el impacto de la crisis del SARS-CoV-2 en 
sectores especialmente vulnerables, como son, entre otros, el turismo y el comercio.

Así, cabe destacar el restablecimiento de los aplazamientos de deudas tributarias para 
evitar las posibles tensiones en tesorería que puedan experimentar las pymes y los 
autónomos, concediendo durante seis meses esta facilidad de pago de tributos que ya se 
había establecido en el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-19.

En el ámbito del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con la finalidad de 
adaptar la cuantía del rendimiento neto determinado con arreglo al método de estimación 
objetiva a la realidad económica derivada de la actual situación de emergencia sanitaria, por 
una parte, se eleva el porcentaje de reducción del cinco por ciento a aplicar al rendimiento 
neto de módulos en la declaración del Impuesto correspondiente al ejercicio 2020. En 
concreto, dicha reducción queda fijada, con carácter general, en el veinte por ciento, 
porcentaje que se eleva hasta el treinta y cinco por ciento para actividades vinculadas al 
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sector turístico, la hostelería y el comercio. Además, el nuevo importe de la reducción se 
tendrá en cuenta para cuantificar el rendimiento neto a efectos del cuarto pago fraccionado 
correspondientes al ejercicio 2020 y para el primer pago fraccionado de 2021.

Adicionalmente, para flexibilizar el régimen de pymes y autónomos, de forma análoga a 
lo establecido en el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, se elimina la vinculación 
obligatoria que durante tres años se establece legalmente para la renuncia al método de 
estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del régimen 
simplificado y del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre 
el Valor Añadido. En concreto, se establece que la renuncia a la aplicación del método de 
estimación objetiva para el ejercicio 2021, no impedirá volver a determinar con arreglo a 
dicho método el rendimiento de la actividad económica en 2022. Igualmente, para aquellos 
contribuyentes que renunciaron a dicho método en el ejercicio 2020, de forma tácita 
mediante la presentación del pago fraccionado correspondiente al primer trimestre del 
ejercicio, o con posterioridad, de forma expresa o tácita, se permite que puedan volver a 
aplicar el método de estimación objetiva en los ejercicios 2021 o 2022.

Por otra parte, también de manera análoga a la medida adoptada por el Real Decreto-ley 
15/2020, de 21 de abril, que consideró como período de inactividad el tiempo en el que 
estuvo declarado el estado de alarma a los efectos de cuantificar el pago fraccionado del 
primer y segundo trimestre de 2020, se declara, a los efectos del cálculo del rendimiento 
anual con arreglo al método de estimación objetiva, que no se computen como período en el 
que se hubiera ejercido la actividad, tanto los días en que estuvo declarado el estado de 
alarma en el primer semestre de 2020, como los días del segundo semestre de 2020 en los 
que, estando declarado o no el estado de alarma, el ejercicio efectivo de la actividad 
económica se hubiera visto suspendido como consecuencia de las medidas adoptadas por la 
autoridad competente para corregir la evolución de la situación epidemiológica derivada del 
SARS-CoV-2. Asimismo, se establece que tales días tampoco se tengan en cuenta de cara a 
la cuantificación del pago fraccionado correspondiente al cuarto trimestre de 2020.

En el Impuesto sobre el Valor añadido, y en paralelo con lo que se establece en el 
método de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de Personas Físicas, se 
reduce en el año 2020 un veinte por ciento la cuota anual devengada por operaciones 
corrientes del régimen simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido, porcentaje que se 
eleva hasta el treinta y cinco por ciento para las actividades vinculadas al sector turístico, la 
hostelería y el comercio. Dichas reducciones se aplicarán también en el cálculo del ingreso a 
cuenta correspondiente a la primera cuota trimestral del ejercicio 2021, y en el cálculo de la 
referida cuota devengada por operaciones corrientes del régimen especial simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido no se computarán como período de actividad los días en 
que estuvo declarado el estado de alarma en el primer semestre de 2020, así como los días 
del segundo semestre de 2020 en los que, estando declarado o no el estado de alarma, el 
ejercicio efectivo de la actividad económica se hubiera visto suspendido como consecuencia 
de las medidas adoptadas por la autoridad competente para corregir la evolución de la 
situación epidemiológica derivada del SARS-CoV-2.

Debe indicarse que, como consecuencia de las modificaciones introducidas en el método 
de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, en el régimen 
simplificado y del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre 
el Valor Añadido, se considera oportuno fijar un nuevo plazo para presentar las renuncias o 
revocaciones a los citados métodos y regímenes especiales.

Por otra parte, se establece un incentivo fiscal con el que se pretende que las personas 
físicas que alquilan los locales en los que se desarrollan determinadas actividades 
económicas vinculadas al sector turístico, la hostelería y el comercio acuerden 
voluntariamente rebajas en la renta arrendaticia correspondiente a los meses de enero, 
febrero y marzo de 2021, permitiendo computar como gasto deducible para el cálculo del 
rendimiento del capital inmobiliario la cuantía de la rebaja de la renta acordada durante tales 
meses.

Asimismo, en los impuestos personales cuya base imponible se determina conforme al 
Impuesto sobre Sociedades, se modifica la antigüedad exigida para deducir las pérdidas por 
deterioro de los créditos derivadas de las posibles insolvencias de deudores de forma que 
los seis meses que se exige que hayan transcurrido entre el vencimiento de la obligación y el 
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devengo del Impuesto se reducen a tres meses para las empresas de reducida dimensión, 
con el objeto de que estas empresas puedan acelerar la incorporación en la base imponible 
de tales pérdidas en los períodos impositivos que se inicien en los años 2020 y 2021. Esta 
previsión se recoge también de forma paralela en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas, de modo que las cantidades adeudadas puedan anticipar su 
consideración de gasto deducible en el cálculo del rendimiento del capital inmobiliario.

Por último, el capítulo IV introduce medidas de flexibilización que permitan el 
mantenimiento de incentivos regionales y ayudas para garantizar la liquidez del sector 
turístico. Los incentivos regionales son las ayudas financieras que concede la Administración 
General del Estado a la inversión productiva para fomentar la actividad empresarial, 
orientando su localización hacia zonas previamente determinadas. Consisten en 
subvenciones a fondo perdido y tienen como objetivo paliar los desequilibrios 
interterritoriales.

Ante las consecuencias originadas por la crisis sanitaria se pone de manifiesto la 
necesidad de flexibilizar algunos de los requisitos para ser beneficiario de estas ayudas, y 
así se hace en relación con el nivel mínimo de fondos propios, las condiciones de 
mantenimiento del empleo y de la inversión, así como la posible ejecución de proyectos.

V
Por lo que respecta a las disposiciones de la parte final, la disposición adicional primera 

excluye de la aplicación de las medidas contempladas en el capítulo I a las personas 
arrendatarias de las entidades a que se refiere el artículo 22.1 de la Ley 38/2015, de 29 de 
septiembre, del sector ferroviario, debido a que en ese ámbito ya existe una regulación 
específica al respecto, la prevista en el artículo 10 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de 
junio, por el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la 
reactivación económica, para cuya solicitud se abre de nuevo el plazo de forma 
extraordinaria.

La disposición adicional segunda prevé un régimen transitorio de las zonas de gran 
afluencia turística reguladas en la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales. 
Ante la apremiante situación del comercio minorista, una de las medidas más importantes 
para el impulso y la flexibilidad de la oferta en el sector de la distribución minorista pasa por 
la flexibilización de horarios comerciales y el fomento de comercio de compras, lo que 
requiere una modificación de los criterios exigidos para poder declarar un área como zona de 
Gran Afluencia Turística.

Actualmente, los criterios utilizados en la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, se refieren a 
los datos estadísticos del ejercicio inmediatamente anterior referentes a habitantes, 
pernoctaciones o pasajeros de cruceros. Dado que los datos de 2020 serán muy inferiores a 
los de años anteriores, los requisitos para ser declarada como Zona de Gran Afluencia 
Turística en 2021 resultarán mucho más difíciles de cumplir, con el consiguiente perjuicio 
para el comercio minorista. Por ello, es urgente flexibilizar esos criterios para que no tengan 
en cuenta los datos de 2020, que por su carácter especialmente bajo podrían desvirtuar el 
objetivo de la norma de dinamizar el comercio minorista.

La disposición adicional tercera mantiene la extensión de la bonificación por 
prolongación del periodo de actividad de los trabajadores con contratos fijos discontinuos de 
forma excepcional durante 2021, en todas las comunidades autónomas y durante los meses 
de abril a octubre de 2021, de manera complementaria a la medida prevista para los meses 
de febrero, marzo y noviembre en el proyecto de ley de Presupuestos Generales del Estado 
para 2021, así como mantener la compatibilidad de estas bonificaciones con las 
exoneraciones de las cuotas de la Seguridad Social que pudieran resultar aplicables.

La disposición adicional cuarta exime a los artistas en espectáculos públicos y a los 
profesionales taurinos de acreditar el cumplimiento del requisito de haber prestado servicios 
con unas retribuciones mínimas o participado en un número determinado de espectáculos, a 
efectos de mantenerse incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social durante el 
año 2021; teniendo en cuenta las dificultades y limitaciones que para el ejercicio de su 
actividad han sufrido como consecuencia de la pandemia provocada por el SARS-CoV-2.

La disposición adicional quinta amplia el plazo de solicitud del subsidio especial por 
desempleo regulado en el artículo 1 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el 
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que se aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo y de 
apoyo al sector cultural, para aquellas personas que hubieran agotado prestaciones por 
desempleo entre el 14 de marzo y el 30 de junio de 2020. El nuevo plazo será de un mes 
desde el día siguiente a la entrada en vigor de este real decreto-ley.

La disposición adicional sexta declara de interés general a las obras para la 
construcción, reforma, mejora, ampliación o rehabilitación de las infraestructuras, 
instalaciones y equipamientos que se hallen incluidas en los planes de infraestructuras para 
la seguridad del Estado y de los Centros de Internamiento de Extranjeros aprobados por 
acuerdos del Consejo de Ministros.

Por su parte, la disposición final primera revisa la exención prevista para las 
retribuciones en especie derivadas de fórmulas indirectas de prestación del servicio de 
comedor de empresa, con la finalidad de aclarar que dicha exención resulta también de 
aplicación en el caso del trabajo a distancia o no presencial. De esta forma, la exención debe 
resultar aplicable no solo cuando el servicio se presta en el propio local del establecimiento 
de hostelería, sino también cuando la prestación se efectúe para su consumo fuera del 
citado local, tanto en el caso de su recogida en el mismo por el propio trabajador, como en el 
de su entrega en su centro de trabajo o, en el caso de un día de trabajo a distancia o de 
teletrabajo, en el lugar elegido por aquel para desarrollar este último.

A continuación, la disposición final segunda incluye una modificación de la disposición 
adicional décima del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, al objeto de incorporar un apartado 
para regular la coordinación entre el planeamiento urbano y aquellas obras que los órganos 
de la Administración General del Estado desarrollen al amparo del artículo 120 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. En la aplicación práctica del 
régimen jurídico vigente en este supuesto se ha comprobado que en su redacción actual 
desnaturaliza la efectividad de la actuación administrativa de emergencia. En consecuencia, 
y en coherencia con la necesidad de actuación inmediata prevista en dicho artículo, la 
modificación establece una reducción de plazos para los trámites de comunicación entre las 
administraciones competentes.

La modificación se completa con la incorporación de una disposición transitoria para 
permitir que este régimen jurídico se aplique a los proyectos o actuaciones que se 
encuentren pendientes de a la fecha de su entrada en vigor de la recepción prevista en el 
artículo 243 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.

La disposición final tercera modifica el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. Por un lado, se 
introduce una nueva disposición adicional trigésimo primera por la que se limita el alcance de 
la devolución de cuotas en aquellos casos en que su procedencia se derive de solicitudes de 
variación o corrección de datos de Seguridad Social efectuadas fuera de plazo 
reglamentario. En tales supuestos, únicamente se tendrá derecho al reintegro del importe 
correspondiente a las tres mensualidades anteriores a la fecha de presentación de esas 
solicitudes. Por otro lado, se reforma la disposición transitoria decimosexta del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, relativa a las bases y tipos de cotización 
y a la acción protectora en el Sistema Especial para Empleados de Hogar establecido en el 
Régimen General de la Seguridad Social, de modo que se amplía hasta el año 2023 el 
periodo transitorio de aplicación de la escala de bases de cotización de dicho sistema 
especial que en ella se contempla y que, conforme a su actual redacción, finalizaría este año 
2020, acompasándose así las previsiones de dicha disposición transitoria a la regulación que 
sobre bases y tipos de cotización para el referido sistema especial se contiene en el proyecto 
de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021.

A continuación, la disposición final cuarta amplía el plazo para realizar gastos 
subvencionables en las ayudas a los titulares de las salas de exhibición, reconocidas en el 
Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo. Inicialmente, dicho plazo comprendía solo el 
ejercicio 2020. No obstante, la actividad de exhibición se ha visto alterada sustancialmente, 
tanto por las medidas sanitarias y de prevención acordadas, como por la retirada del 
mercado de las grandes producciones. De este modo, se ha dificultado, cuando no impedido, 
la realización de los gastos subvencionables durante este año 2020, siendo imprescindible 
extender el plazo para ello hasta el 31 de mayo de 2021.
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La disposición final quinta añade un nuevo apartado al artículo 29 del Real Decreto-ley 
20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital. La situación de 
pandemia ha determinado que la implantación del procedimiento que en él se establece no 
hubiera podido realizarse, desde el inicio, de forma generalizada, por la necesidad de 
realizar los desarrollos técnicos necesarios de interoperabilidad entre administraciones. Una 
vez completados los desarrollos técnicos, resulta urgente su implementación para atender, 
con la mayor premura posible, las situaciones de necesidad que son objeto de protección por 
el ingreso mínimo vital. Este mecanismo supone, además, un avance en la colaboración 
entre administraciones y un beneficio para el ciudadano, permitiéndole relacionarse con la 
administración que pueda resultarle más cercana.

La disposición final sexta modifica el Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, al 
objeto de incorporar la necesaria referencia al Instituto Social de la Marina y reflejar sus 
competencias.

La disposición final séptima establece, con vigencia hasta 31 de diciembre de 2022, y de 
conformidad con lo establecido en la Directiva (UE) 2020/2020 del Consejo de 7 de 
diciembre de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo relativo a medidas 
temporales en relación con el impuesto sobre el valor añadido aplicable a las vacunas contra 
la COVID-19 y los productos sanitarios para diagnóstico in vitro de esta enfermedad en 
respuesta a la pandemia de COVID-19, la aplicación del tipo del cero por ciento del IVA a las 
entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de las vacunas y de los productos 
sanitarios para diagnóstico in vitro de la COVID-19, para favorecer la vacunación de la 
población española y el diagnóstico de su evolución sanitaria hasta la erradicación de la 
pandemia. También será de aplicación el tipo cero del impuesto a los servicios de transporte, 
almacenamiento y distribución de estos productos para rebajar los costes asociados a su 
utilización y garantizar su difusión. Para evitar la necesidad de adaptar los sistemas de 
facturación de los sujetos pasivos, estas operaciones se documentarán en factura como 
operaciones exentas. No obstante, la aplicación de un tipo impositivo del cero por ciento no 
determina la limitación del derecho a la deducción del Impuesto sobre el Valor Añadido 
soportado por el sujeto pasivo que realiza la operación. En paralelo con lo anterior, también 
se realiza un ajuste en el tipo del recargo de equivalencia aplicable a las mencionadas 
operaciones.

Por último, las disposiciones finales octava, novena y décima, se refieren al desarrollo 
reglamentario y ejecución del real decreto-ley, a los títulos competenciales que amparan al 
Estado para dictar esta norma, y a la entrada en vigor de la norma.

Las medidas contenidas en este real decreto-ley que constituyan ayudas de Estado se 
establecerán de acuerdo con la normativa de la Unión Europea al respecto. En particular, 
cuando se considere de aplicación, se configurarán de conformidad con el Marco Temporal 
de Ayudas -COVID 19 y con el Marco Nacional Temporal aprobado por las Decisiones de la 
Comisión Europea SA.56851 (2020/N), de 2 de abril de 2020, y SA.57019 (2020/N), de 24 de 
abril de 2020 y sus modificaciones.

VI
El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en 

caso de extraordinaria y urgente necesidad». La adopción de medidas de carácter 
económico acudiendo al instrumento del real decreto-ley ha sido avalada por el Tribunal 
Constitucional siempre que concurra una motivación explícita y razonada de la necesidad, 
entendiendo por tal que la coyuntura económica exige una rápida respuesta, y la urgencia, 
asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la adopción de la medida de que se trate 
mediante una tramitación por el cauce normativo ordinario podría generar algún perjuicio.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin 
que justifica la legislación de urgencia, sea, tal y como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 
4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación 
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever 
requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.
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Es manifiesta la necesidad de acudir a este instrumento normativo ante la grave 
situación que viene soportando nuestro país desde la declaración de emergencia de salud 
pública de importancia internacional, que impuso la necesidad de declarar el estado de 
alarma y que ha supuesto a la ciudadanía, trabajadores, empresas y sector público un 
sacrificio que demanda una respuesta adicional de los poderes públicos. El rápido 
empeoramiento de la situación sanitaria ha generado una segunda ola de contagios que ha 
requerido de la aplicación de nuevas medidas sanitarias de contención que permitan frenar 
la expansión de la enfermedad. Estas medidas necesarias para la protección de la salud 
pública tienen un impacto en la actividad económica que no puede desconocerse. A la ya 
débil situación de la economía, y en concreto de los sectores del turismo, hostelería y 
comercio, se unen nuevas restricciones que afectan a los patrones de consumo.

Para evitar el colapso de estos sectores se requiere de una actuación urgente que 
permita asegurar su viabilidad. En este sentido, medidas como las propuestas en este real 
decreto-ley en materia de arrendamientos de locales de negocios, tributos, seguridad social, 
mantenimiento de los incentivos regionales o zonas de gran influencia turística son urgentes 
para evitar el estrangulamiento económicos de autónomos y pymes como consecuencia de 
las medidas de contención adoptadas. Es necesaria su aprobación inmediata para aliviar sus 
problemas de tesorería y evitar una mayor destrucción de empleo.

En definitiva, las circunstancias actuales requieren de una política pública destinada a 
cumplir unos objetivos bien definidos por el Gobierno y cuya materialización requiere de una 
extraordinaria y urgente implementación y de su impulso en este momento que motivan la 
urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley y que se inscribe en el juicio político o de 
oportunidad que corresponde al propio Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 
142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de 
prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de 
Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el cumplimiento de la seguridad jurídica 
y la salud pública.

Como el Tribunal Constitucional ha tenido ocasión de subrayar «el hecho de que una 
materia esté reservada a la ley ordinaria, con carácter absoluto o relativo, no excluye eo ipso 
la regulación extraordinaria y provisional de la misma mediante decreto-ley« (SSTC 60/1986, 
FJ 2; 182/1997, FJ 8; 100/2012, FJ 9; 35/2017, de 1 de marzo, FJ 5).

Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse demuestran que, en ningún caso, 
el presente real decreto-ley desborda o constituye un supuesto de uso abusivo o arbitrario de 
este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, 
FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al contrario, 
todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la presente 
norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, 
de 20 de octubre, FJ 3).

A su vez, las medidas establecidas por el real decreto-ley no lesionan derechos 
constitucionales y respetan el contenido esencial de la propiedad privada y la libre empresa 
consagrados en el artículo 33 y 38, respectivamente, de la Constitución Española. Estas 
medidas se ajustan a los parámetros de constitucionalidad que se han venido estableciendo.

En relación con el empleo del real decreto-ley como instrumento para la introducción de 
estas modificaciones en el ordenamiento jurídico, se debe tener en cuenta tanto la 
concurrencia de los presupuestos habilitantes que justifican la utilización de esta clase de 
norma, como cuales son las materias vedadas a este instrumento normativo. En relación con 
los primeros, como señala el artículo 86.1 de nuestra Constitución, los reales decretos-leyes 
«no podrán afectar al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, 
deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I, al régimen de las 
Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general». En el caso del presente real 
decreto-ley no se afecta a ninguna de estas materias.

En efecto, las regulaciones que se incorporan a la norma no suponen una afección del 
núcleo esencial de ninguno de los anteriores elementos, puesto que no se regula ninguna 
institución básica del Estado, no se afecta a la naturaleza de los derechos y deberes de la 
ciudadanía, no se incide en el régimen de las comunidades autónomas puesto que no es 
objeto de ninguna de estas medidas, y tampoco tiene relación alguna con el régimen 
electoral, de modo que nada hay en su contenido que obste a su aprobación en este punto.
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En particular, y por lo que se refiere a las medidas de carácter tributario, como señala la 
STC 100/2012, de 8 de mayo, en su FJ 9, «del hecho de que la materia tributaria esté sujeta 
al principio de reserva de ley (arts. 31.3 y 133.1 y 3 CE) y de que dicha reserva tenga 
carácter relativo y no absoluto «no se deriva necesariamente que se encuentre excluida del 
ámbito de regulación del decreto-ley, que podrá penetrar en la materia tributaria siempre que 
se den los requisitos constitucionales del presupuesto habilitante y no ‘afecte’, en el sentido 
constitucional del término, a las materias excluidas» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 
8; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; y 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; 245/2004, de 16 de 
diciembre, FJ 4; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7).

Y, sobre este particular, en la sección 2 del capítulo segundo del título I de la 
Constitución, bajo la rúbrica «De los derechos y deberes de los ciudadanos», se inserta el 
art. 31.1 CE, precepto que establece «un auténtico mandato jurídico, fuente de derechos y 
obligaciones», del que «se deriva un deber constitucional para los ciudadanos de contribuir, 
a través de los impuestos, al sostenimiento o financiación de los gastos públicos» (SSTC 
182/1997, de 28 de octubre, FJ 6; 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 5; y 189/2005, de 7 de 
julio, FJ 7), siendo, en consecuencia, uno de «los deberes cuya afectación está vedada al 
Decreto-ley el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos que enuncia el art. 
31.1 CE» (SSTC 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 5; y 
189/2005, de 7 de julio, FJ 7) (…).

Pues bien, el artículo 31.1 de la Constitución Española «conecta el citado deber de 
contribuir con el criterio de la capacidad económica» y lo relaciona, a su vez, «no con 
cualquier figura tributaria en particular, sino con el conjunto del sistema tributario», por lo que 
queda claro que «que el decreto-ley no podrá alterar ni el régimen general ni aquellos 
elementos esenciales de los tributos que inciden en la determinación de la carga tributaria, 
afectando así al deber general de los ciudadanos de contribuir al sostenimiento de los gastos 
públicos de acuerdo con su riqueza mediante un sistema tributario justo» (SSTC 182/1997, 
de 18 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; y 
189/2005, de 7 de julio, FJ 7). De manera que vulnerará el art. 86 CE «cualquier intervención 
o innovación normativa que, por su entidad cualitativa o cuantitativa, altere sensiblemente la 
posición del obligado a contribuir según su capacidad económica en el conjunto del sistema 
tributario» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, 
de 30 de junio, FJ 7; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7). Por tanto, será preciso tener en cuenta 
«en cada caso en qué tributo concreto incide el decreto-ley –constatando su naturaleza, 
estructura y la función que cumple dentro del conjunto del sistema tributario, así como el 
grado o medida en que interviene el principio de capacidad económica–,qué elementos del 
mismo –esenciales o no resultan alterados por este excepcional modo de producción 
normativa– y, en fin, cuál es la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se 
trate» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 
30 de junio, FJ 7; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7).».

A la luz de estas consideraciones, cabe afirmar que las medidas tributarias contenidas 
en este real decreto-ley no vulneran el citado artículo 31 de la Constitución ya que, como se 
señala en la antes citada STC 100/2012 (FJ 9), no alteran «de manera relevante la presión 
fiscal que deben soportar los contribuyentes y, por consiguiente, no ha provocado un cambio 
sustancial de la posición de los ciudadanos en el conjunto del sistema tributario, de manera 
que no ha afectado a la esencia del deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los 
gastos públicos que enuncia el artículo 31.1 CE» (SSTC 137/2003, de 3 de julio, FJ 7; y 
108/2004, de 30 de junio, FJ 8).

Las medidas tributarias ahora adoptadas cumplen escrupulosamente con las exigencias 
constitucionales expresadas en la jurisprudencia antes mencionada.

VII
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el presente real 
decreto-ley se ajusta a los principios de buena regulación.

Así, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, la iniciativa se fundamenta en 
el interés general que supone atender a las circunstancias sociales y económicas 
excepcionales derivadas de la crisis de salud pública provocada por el SARS-CoV-2, siendo 
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este el momento de adoptar medidas adicionales para subvenir a estas necesidades y 
constituyendo el real decreto-ley el instrumento más adecuado para garantizar su 
consecución.

La norma es acorde con el principio de proporcionalidad al contener la regulación 
imprescindible para lograr el objetivo de garantizar el bienestar de toda la ciudadanía y de 
las personas trabajadoras en particular y minimizar el impacto en la actividad económica 
ante la situación excepcional actual.

Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo coherente con el derecho 
de la Unión Europea y el resto del ordenamiento jurídico, siguiendo los principios rectores de 
la política social y económica.

En cuanto al principio de transparencia, el real decreto-ley expone con claridad sus 
objetivos, y se exceptúan los trámites de consulta pública y de audiencia e información 
públicas, conforme el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley no impone 
cargas administrativas.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de las competencias exclusivas atribuidas al 
Estado en materia de regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
comunidades autónomas; legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y 
desarrollo por las comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan; bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
hacienda general y deuda del Estado; y legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las comunidades 
autónomas; establecidas en los artículos 149.1.1.ª, 7.ª, 8.ª, 13.ª, 14.ª y 17.ª, 
respectivamente, de la Constitución; así como al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.2 
de la Constitución Española, que dispone que, sin perjuicio de las competencias que podrán 
asumir las comunidades autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como 
deber y atribución esencial.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, de la 
Ministra de Hacienda, de la Ministra de Trabajo y Economía Social, y del Ministro de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y previa deliberación del Consejo de Ministros en 
su reunión del día 22 de diciembre de 2020,

DISPONGO:

CAPÍTULO I
Medidas extraordinarias dirigidas a arrendamientos de locales de negocios

Artículo 1.  Arrendamientos para uso distinto del de vivienda con grandes tenedores.
1. En ausencia de un acuerdo entre las partes para la reducción temporal de la renta o 

una moratoria en el pago de la misma, la persona física o jurídica arrendataria de un contrato 
de arrendamiento para uso distinto del de vivienda, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, o de 
industria, que cumpla los requisitos previstos en el artículo 3 de este real decreto-ley, podrá 
antes del 31 de enero de 2021 solicitar de la persona arrendadora, cuando esta sea una 
empresa o entidad pública, o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona física o jurídica 
que sea titular de más de 10 inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una 
superficie construida de más de 1.500 m2, una de las siguientes alternativas:

a) Una reducción del 50 por ciento de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el 
estado de alarma declarado por Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se 
declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el 
SARS-CoV-2, y sus prórrogas y podrá extenderse a las mensualidades siguientes, hasta un 
máximo de cuatro meses.
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b) Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará durante el periodo 
de tiempo que dure el estado de alarma declarado por Real Decreto 926/2020, de 25 de 
octubre y sus prórrogas, y podrá extenderse a las mensualidades siguientes, hasta un 
máximo de cuatro meses. Dicha renta se aplazará, sin penalización ni devengo de intereses, 
a partir de la siguiente mensualidad de renta arrendaticia al fin del plazo señalado en el 
apartado 3. El pago aplazado de las rentas se podrá realizar durante un periodo de dos años 
a contar desde la finalización de la moratoria, y siempre dentro del plazo a lo largo del cual 
continúe la vigencia del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas, 
repartiéndose los importes aplazados de manera proporcional a lo largo del período.

2. En los casos en los que en el contrato de arrendamiento esté previsto el pago, 
además de la renta arrendaticia, de otros gastos derivados de servicios de mantenimiento o 
de otro tipo, y de los cuales el arrendatario se beneficia, estos gastos comunes quedarán 
excluidos de las medidas previstas en el apartado anterior.

3. La persona arrendadora comunicará expresamente su decisión a la arrendataria, en el 
plazo máximo de siete días hábiles, desde que la arrendataria le haya formulado su solicitud 
por un medio fehaciente. A partir de la siguiente mensualidad arrendaticia al fin de ese plazo, 
se aplicará automáticamente la medida elegida por el arrendador de entre las descritas en 
los apartados a y b del apartado 1, o, en defecto de comunicación expresa en plazo, la 
solicitada por el arrendatario.

4. En caso de que las partes hubieran llegado a un acuerdo sobre la reducción de la 
renta o la moratoria de su pago que afectara únicamente a una parte del período 
comprendido por el estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de 
octubre, y sus prórrogas, así como a un máximo de cuatro meses posteriores a la 
finalización de la última prórroga de dicho estado de alarma, los apartados 1 y 2 de este 
artículo también resultarán de aplicación, pero la medida correspondiente prevista en el 
apartado 1 se aplicará únicamente para la parte del período no afectada por el acuerdo de 
las partes.

Artículo 2.  Otros arrendamientos para uso distinto del de vivienda.
1. La persona física o jurídica arrendataria de un contrato de arrendamiento para uso 

distinto del de vivienda de conformidad con lo previsto en el artículo 3 de la Ley 29/1994, de 
24 de noviembre, o de industria, cuyo arrendador sea distinto de los definidos en el artículo 
1, y cumpla los requisitos previstos en el artículo 3, podrá solicitar de la persona 
arrendadora, antes del 31 de enero de 2021, el aplazamiento temporal y extraordinario en el 
pago de la renta siempre que dicho aplazamiento o una rebaja de la renta no se hubiera 
acordado por ambas partes con carácter voluntario.

2. Exclusivamente en el marco del acuerdo al que se refiere el apartado anterior, las 
partes podrán disponer libremente de la fianza prevista en el artículo 36 de la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, que podrá servir para el pago total o parcial de alguna o algunas 
mensualidades de la renta arrendaticia. En caso de que se disponga total o parcialmente de 
la misma, el arrendatario deberá reponer el importe de la fianza dispuesta en el plazo de un 
año desde la celebración del acuerdo o en el plazo que reste de vigencia del contrato, en 
caso de que este plazo fuera inferior a un año.

Artículo 3.  Requisitos de los trabajadores autónomos y pymes arrendatarios a efectos de 
los artículos 1 y 2.

Podrán acceder a las medidas previstas en los artículos 1 y 2, los trabajadores 
autónomos y pymes arrendatarios de bienes inmuebles para uso distinto del de vivienda 
cuando cumplan los siguientes requisitos:

1. En el caso de contrato de arrendamiento de un inmueble afecto a la actividad 
económica desarrollada por el trabajador autónomo:

a) Estar afiliado y en situación de alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma 
mediante el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o en el Régimen 
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Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar o, en su caso, en una de las 
Mutualidades sustitutorias del RETA.

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 
vigor del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, o por órdenes dictadas por la Autoridad 
competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del referido real decreto.

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida como 
consecuencia de la entrada en vigor del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, se deberá 
acreditar la reducción de la facturación del mes natural anterior al que se solicita el 
aplazamiento o reducción de la renta en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la 
facturación media mensual del trimestre al que pertenece dicho mes referido al año anterior.

2. En caso de contrato de arrendamiento de inmueble afecto a la actividad económica 
desarrollada por una pyme:

a) Que no se superen los límites establecidos en el artículo 257.1 del texto refundido de 
la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de 
julio.

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 
vigor del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, o por órdenes dictadas por la Autoridad 
competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del referido real decreto.

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo 
previsto en el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, se deberá acreditar la reducción de 
su facturación del mes natural anterior al que se solicita el aplazamiento o reducción de la 
renta en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la facturación media mensual del 
trimestre al que pertenece dicho mes referido al año anterior.

Artículo 4.  Acreditación de los requisitos.
El cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior, se acreditará por la 

persona arrendataria ante la arrendadora mediante la presentación de la siguiente 
documentación:

a) La reducción de actividad se acreditará inicialmente mediante la presentación de una 
declaración responsable en la que, sobre la base de la información contable y de ingresos y 
gastos, se haga constar la reducción de la facturación mensual en, al menos, un 75 por 
ciento, en relación con la facturación media mensual del mismo trimestre del año anterior. En 
todo caso, cuando el arrendador lo requiera, el arrendatario tendrá que mostrar sus libros 
contables al arrendador para acreditar la reducción de la actividad.

b) La suspensión de actividad, se acreditará mediante certificado expedido por la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria o por la entidad competente para tramitar el 
cese de actividad extraordinario regulado en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 
declarada por el interesado.

Artículo 5.  Consecuencias de la aplicación indebida de la reducción y el aplazamiento 
temporal y extraordinario en el pago de la renta.

Las personas arrendatarias que se hayan beneficiado de la reducción y del aplazamiento 
temporal y extraordinario en el pago de la renta sin reunir los requisitos establecidos en el 
artículo 3, serán responsables de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así 
como de todos los gastos generados por la aplicación de estas medidas excepcionales, sin 
perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que la conducta de los mismos pudiera 
dar lugar.

Artículo 6.  Exclusión de la aplicación de la medida a arrendadores incursos en concurso de 
acreedores.

1. Lo dispuesto en el artículo 1 no resultará de aplicación cuando la persona arrendadora 
se encuentre en concurso de acreedores o cuando, como consecuencia de la aplicación de 
las medidas previstas en dicho artículo, el arrendador se encuentre en probabilidad de 
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insolvencia o ante una insolvencia inminente o actual, de acuerdo con lo establecido en el 
Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley Concursal.

2. El arrendador que pretenda la aplicación de este artículo 6 deberá acreditar 
encontrarse en alguna de las situaciones previstas en él.

CAPÍTULO II
Medidas de apoyo en el ámbito laboral y seguridad social

Artículo 7.  Medidas extraordinarias en materia de cotización vinculadas a los expedientes 
de regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 de enero de 
2021 para determinadas actividades de los sectores de turismo, hostelería y comercio.

1. Las empresas que tengan expedientes de regulación temporal de empleo basados en 
el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, prorrogados automáticamente 
hasta el 31 de enero de 2021 de conformidad con el artículo 1 del Real Decreto-ley 30/2020, 
de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo, y cuya actividad se 
clasifique en los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –
CNAE-09–, 4634 (Comercio al por mayor de bebidas), 5610 (Restaurantes y puestos de 
comidas), 5630 (Establecimientos de bebidas), 9104 (Actividades de los jardines botánicos, 
parques zoológicos y reservas naturales) y 9200 (Actividades de juegos de azar y apuestas), 
quedarán exoneradas del abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad 
Social y por conceptos de recaudación conjunta respecto de las personas trabajadoras 
afectadas por dichos expedientes que reinicien su actividad a partir del 1 de diciembre de 
2020, o que la hubieran reiniciado desde la entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2020, 
de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del empleo, en los términos de su artículo 
4.2.a), por los periodos y porcentajes de jornada trabajados en dicho mes; y respecto de las 
personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas en el mes de diciembre de 
2020 o en el mes de enero de 2021, por los periodos y porcentajes de jornada afectados por 
la suspensión.

2. Esta exención se aplicará en los porcentajes y condiciones que se indican a 
continuación:

a) El 85 por ciento de la aportación empresarial devengada en diciembre de 2020 y 
enero de 2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020.

b) El 75 por ciento de la aportación empresarial devengada en diciembre de 2020 y 
enero de 2021, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta a 29 de febrero de 2020.

3. La exención regulada en este artículo será incompatible con las medidas reguladas en 
el artículo 2 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Asimismo, resultará de aplicación lo dispuesto en los apartados 3, 4, 5, 6 y 7 del artículo 
2 del citado real decreto-ley, en materia de procedimiento de aplicación, control, efectos, 
financiación y alcance de las exenciones, y los artículos 4 a 7 del citado real decreto-ley, en 
materia de límites relacionados con reparto de dividendos y transparencia fiscal, salvaguarda 
del empleo, medidas extraordinarias para la protección del empleo, interrupción del cómputo 
de la duración máxima de los contratos temporales, horas extraordinarias y nuevas 
externalizaciones de la actividad.

4. A efectos de lo establecido en este artículo, se considerará que el código de la 
CNAE-09 en que se clasifica la actividad de la empresa es el que resulte de aplicación para 
la determinación de los tipos de cotización para la cobertura de las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales respecto de las liquidaciones de cuotas 
presentadas en septiembre de 2020, según lo establecido en la disposición adicional cuarta 
de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2007.
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CAPÍTULO III
Medidas en materia tributaria

Artículo 8.  Aplazamiento de deudas tributarias.
(Derogado).

Artículo 9.  Reducción en 2020 del rendimiento neto calculado por el método de estimación 
objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de la cuota devengada por 
operaciones corrientes del régimen simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido.

1. La reducción prevista en la disposición adicional primera de la Orden HAC/1164/2019, 
de 22 de noviembre, por la que se desarrollan para el año 2020 el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el régimen especial 
simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido, será:

a) El 20 por 100, para las siguientes actividades:

IAE Actividad económica
División 0 Ganadería independiente.

– Servicios de cría, guarda y engorde de ganado.

– Otros trabajos, servicios y actividades accesorios realizados por agricultores o ganaderos que estén excluidos o no incluidos en el régimen especial de la agricultura, 
ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido.

– Otros trabajos, servicios y actividades accesorios realizados por titulares de actividades forestales que estén excluidos o no incluidos en el régimen especial de la 
agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido.

– Aprovechamientos que correspondan al cedente en las actividades agrícolas desarrolladas en régimen de aparcería.
– Aprovechamientos que correspondan al cedente en las actividades forestales desarrolladas en régimen de aparcería.

–
Procesos de transformación, elaboración o manufactura de productos naturales, vegetales o animales, que requieran el alta en un epígrafe correspondiente a actividades 
industriales en las Tarifas del Impuesto sobre Actividades Económicas y se realicen por los titulares de las explotaciones de las cuales se obtengan directamente dichos 
productos naturales.

– Agrícola o ganadera susceptible de estar incluida en el régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido.
– Actividad forestal susceptible de estar incluida en el régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido.
– Producción de mejillón en batea.

419.1 Industrias del pan y de la bollería.
419.2 Industrias de la bollería, pastelería y galletas.
419.3 Industrias de elaboración de masas fritas.
423.9 Elaboración de patatas fritas, palomitas de maíz y similares.
641 Comercio al por menor de frutas, verduras, hortalizas y tubérculos.

642.1, 2, 3 y 4 Comercio al por menor de carne y despojos; de productos y derivados cárnicos elaborados, salvo casquerías.
642.5 Comercio al por menor de huevos, aves, conejos de granja, caza; y de productos derivados de los mismos.
642.6 Comercio al por menor, en casquerías, de vísceras y despojos procedentes de animales de abasto, frescos y congelados.

643.1 y 2 Comercio al por menor de pescados y otros productos de la pesca y de la acuicultura y de caracoles.
644.1 Comercio al por menor de pan, pastelería, confitería y similares y de leche y productos lácteos.
644.2 Despachos de pan, panes especiales y bollería.
644.3 Comercio al por menor de productos de pastelería, bollería y confitería.

644.6 Comercio al por menor de masas fritas, con o sin coberturas o rellenos, patatas fritas, productos de aperitivo, frutos secos, golosinas, preparados de chocolate y bebidas 
refrescantes.

647.1 Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y de bebidas en establecimientos con vendedor.

647.2 y 3 Comercio al por menor de cualquier clase de productos alimenticios y bebidas en régimen de autoservicio o mixto en establecimientos cuya sala de ventas tenga una 
superficie inferior a 400 metros cuadrados.

659.4 Comercio al por menor de prensa, revistas y libros en quioscos situados en la vía pública.
691.1 Reparación de artículos eléctricos para el hogar.
691.2 Reparación de vehículos automóviles, bicicletas y otros vehículos.
691.9 Reparación de calzado.
691.9 Reparación de otros bienes de consumo n.c.o.p. (excepto reparación de calzado, restauración de obras de arte, muebles, antigüedades e instrumentos musicales).
692 Reparación de maquinaria industrial.
699 Otras reparaciones n.c.o.p.

721.2 Transporte por autotaxis.
722 Transporte de mercancías por carretera.

751.5 Engrase y lavado de vehículos.
757 Servicios de mudanzas.

849.5 Transporte de mensajería y recadería, cuando la actividad se realice exclusivamente con medios de transporte propios.
933.1 Enseñanza de conducción de vehículos terrestres, acuáticos, aeronáuticos, etc.
933.9 Otras actividades de enseñanza, tales como idiomas, corte y confección, mecanografía, taquigrafía, preparación de exámenes y oposiciones y similares n.c.o.p.
967.2 Escuelas y servicios de perfeccionamiento del deporte.
971.1 Tinte, limpieza en seco, lavado y planchado de ropas hechas y de prendas y artículos del hogar usados.
972.1 Servicios de peluquería de señora y caballero.
972.2 Salones e institutos de belleza.
973.3 Servicios de copias de documentos con máquinas fotocopiadoras.

b) El 35 por ciento, para las siguientes actividades:
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IAE Actividad económica
651.1 Comercio al por menor de productos textiles, confecciones para el hogar, alfombras y similares y artículos de tapicería.
651.2 Comercio al por menor de toda clase de prendas para el vestido y tocado.

651.3 y 5 Comercio al por menor de lencería, corsetería y prendas especiales.
651.4 Comercio al por menor de artículos de mercería y paquetería.
651.6 Comercio al por menor de calzado, artículos de piel e imitación o productos sustitutivos, cinturones, carteras, bolsos, maletas y artículos de viaje en general.

652.2 y 3 Comercio al por menor de productos de droguería, perfumería y cosmética, limpieza, pinturas, barnices, disolventes, papeles y otros productos para la decoración y de 
productos químicos, y de artículos para la higiene y el aseo personal.

653.1 Comercio al por menor de muebles.

653.2 Comercio al por menor de material y aparatos eléctricos, electrónicos, electrodomésticos y otros aparatos de uso doméstico accionados por otro tipo de energía distinta de 
la eléctrica, así como muebles de cocina.

653.3 Comercio al por menor de artículos de menaje, ferretería, adorno, regalo, o reclamo (incluyendo bisutería y pequeños electrodomésticos).
653.4 y 5 Comercio al por menor de materiales de construcción, artículos y mobiliario de saneamiento, puertas, ventanas, persianas, etc.

653.9 Comercio al por menor de otros artículos para el equipamiento del hogar n.c.o.p.
654.2 Comercio al por menor de accesorios y piezas de recambio para vehículos terrestres.
654.5 Comercio al por menor de toda clase de maquinaria (excepto aparatos del hogar, de oficina, médicos, ortopédicos, ópticos y fotográficos).

654.6 Comercio al por menor de cubiertas, bandas o bandajes y cámaras de aire para toda clase de vehículos, excepto las actividades de comercio al por mayor de los artículos 
citados.

659.2 Comercio al por menor de muebles de oficina y de máquinas y equipos de oficina.
659.3 Comercio al por menor de aparatos e instrumentos médicos, ortopédicos, ópticos y fotográficos.
659.4 Comercio al por menor de libros, periódicos, artículos de papelería y escritorio y artículos de dibujo y bellas artes, excepto en quioscos situados en la vía pública.
659.6 Comercio al por menor de juguetes, artículos de deporte, prendas deportivas de vestido, calzado y tocado, armas, cartuchería y artículos de pirotecnia.
659.7 Comercio al por menor de semillas, abonos, flores y plantas y pequeños animales.

662.2 Comercio al por menor de toda clase de artículos, incluyendo alimentación y bebidas, en establecimientos distintos de los especificados en el grupo 661 y en el epígrafe 
662.1.

663.1 Comercio al por menor fuera de un establecimiento comercial permanente de productos alimenticios, incluso bebidas y helados.
663.2 Comercio al por menor fuera de un establecimiento comercial permanente de artículos textiles y de confección.
663.3 Comercio al por menor fuera de un establecimiento comercial permanente de calzado, pieles y artículos de cuero.
663.4 Comercio al por menor fuera de un establecimiento comercial permanente de artículos de droguería y cosméticos y de productos químicos en general.
663.9 Comercio al por menor fuera de un establecimiento comercial permanente de otras clases de mercancías n.c.o.p.
671.4 Restaurantes de dos tenedores.
671.5 Restaurantes de un tenedor.

672.1, 2 y 3 Cafeterías.
673.1 Cafés y bares de categoría especial.
673.2 Otros cafés y bares.
675 Servicios en quioscos, cajones, barracas u otros locales análogos.
676 Servicios en chocolaterías, heladerías y horchaterías.
681 Servicio de hospedaje en hoteles y moteles de una o dos estrellas.
682 Servicio de hospedaje en hostales y pensiones.
683 Servicio de hospedaje en fondas y casas de huéspedes.

721.1 y 3 Transporte urbano colectivo y de viajeros por carretera.

2. El importe de la reducción previsto en el apartado 1 anterior se tendrá en cuenta para 
cuantificar el rendimiento neto a efectos del cuarto pago fraccionado correspondiente al 
ejercicio 2020.

3. Para el cálculo del primer pago fraccionado correspondiente al ejercicio 2021, la 
reducción prevista en la disposición adicional primera de la Orden HAC/1155/2020, de 25 de 
noviembre, por la que se desarrollan para el año 2021 el método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el régimen especial simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, será la prevista en el apartado 1 anterior.

4. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que desarrollen actividades 
empresariales o profesionales incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 22 de 
noviembre, y estén acogidos al régimen especial simplificado, a efectos del cálculo de la 
cuota anual del citado régimen especial, podrán reducir en un 20 por ciento el importe de las 
cuotas devengadas por operaciones corrientes correspondientes a tales actividades en dicho 
año.

No obstante, dicha reducción será del 35 por ciento para las siguientes actividades:

I.A.E. Actividad económica

653.2 Comercio al por menor de material y aparatos eléctricos, electrónicos, electrodomésticos y otros aparatos de uso doméstico accionados por otro tipo de energía distinta de 
la eléctrica, así como muebles de cocina.

653.4 y 5 Comercio al por menor de materiales de construcción, artículos y mobiliario de saneamiento, puertas, ventanas, persianas, etc.
654.2 Comercio al por menor de accesorios y piezas de recambio para vehículos terrestres.
654.5 Comercio al por menor de toda clase de maquinaria (excepto aparatos del hogar, de oficina, médicos, ortopédicos, ópticos y fotográficos).
654.6 Comercio al por menor de cubiertas, bandas o bandajes y cámaras de aire para toda clase de vehículos.

659.3 Comerciantes minoristas matriculados en el epígrafe 659.3 por el servicio de recogida de negativos y otro material fotográfico impresionado para su procesado en 
laboratorio de terceros y la entrega de las correspondientes copias y ampliaciones.

663.1
Comercio al por menor fuera de un establecimiento comercial permanente dedicado exclusivamente a la comercialización de masas fritas, con o sin coberturas o rellenos, 
patatas fritas, productos de aperitivo, frutos secos, golosinas, preparación de chocolate y bebidas refrescantes y facultado para la elaboración de los productos propios de 
churrería y patatas fritas en la propia instalación o vehículo.

671.4 Restaurantes de dos tenedores.
721.1 y 3 Transporte urbano colectivo y de viajeros por carretera.
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I.A.E. Actividad económica
671.5 Restaurantes de un tenedor.

672.1, 2 y 3 Cafeterías.
673.1 Cafés y bares de categoría especial.
673.2 Otros cafés y bares.
675 Servicios en quioscos, cajones, barracas u otros locales análogos.
676 Servicios en chocolaterías, heladerías y horchaterías.
681 Servicio de hospedaje en hoteles y moteles de una o dos estrellas.
682 Servicio de hospedaje en hostales y pensiones.
683 Servicio de hospedaje en fondas y casas de huéspedes.

721.1 y 3 Transporte urbano colectivo y de viajeros por carretera.

5. Los empresarios y profesionales referidos en el apartado 4 anterior podrán reducir en 
un 20 o 35 por ciento los porcentajes señalados en el número 3 de las Instrucciones para la 
aplicación de los índices y módulos en el Impuesto sobre el Valor añadido del anexo II de la 
Orden HAC/1155/2020, de 25 de noviembre, para el cálculo del ingreso a cuenta 
correspondiente a la primera cuota trimestral del ejercicio 2021.

Artículo 10.  Reducción del número de períodos impositivos afectados por la renuncia al 
método de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente a los ejercicios 2020 y 2021.

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que 
desarrollen actividades económicas cuyo rendimiento neto se determine con arreglo al 
método de estimación directa por haber renunciado para el ejercicio 2020 al método de 
estimación objetiva en la forma prevista en la letra b) del apartado 1 del artículo 33 del 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real 
Decreto 439/2007, de 30 de marzo, o en el momento de presentar la declaración censal en 
caso de inicio de la actividad a partir de 1 de abril de 2020, podrán volver a determinar el 
rendimiento neto de su actividad económica con arreglo al método de estimación objetiva en 
el ejercicio 2021 o 2022, siempre que cumplan los requisitos para su aplicación y revoquen 
la renuncia al método de estimación objetiva en el plazo previsto en la letra a) del apartado 1 
del artículo 33 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o 
mediante la presentación en plazo de la declaración correspondiente al pago fraccionado del 
primer trimestre del ejercicio 2021 o 2022, según corresponda, en la forma dispuesta para el 
método de estimación objetiva.

2. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que 
desarrollen actividades económicas cuyo rendimiento neto se determine con arreglo al 
método de estimación objetiva y renuncien a la aplicación del mismo para el ejercicio 2021, 
en las formas previstas en el apartado 1 del artículo 33 del Reglamento del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, podrán volver a determinar el rendimiento neto de su 
actividad económica con arreglo al método de estimación objetiva en el ejercicio 2022, 
siempre que cumplan los requisitos para su aplicación y revoquen la renuncia al método de 
estimación objetiva en el plazo previsto en la letra a) del apartado 1 del artículo 33 del 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o mediante la presentación 
en plazo de la declaración correspondiente al pago fraccionado del primer trimestre del 
ejercicio 2022 en la forma dispuesta para el método de estimación objetiva.

3. La renuncia al método de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y la posterior revocación prevista en los párrafos anteriores tendrá los 
mismos efectos respecto de los regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el 
Valor Añadido o en el Impuesto General Indirecto Canario.

Artículo 11.  Incidencia de los estados de alarma decretados en 2020 en la determinación 
del rendimiento anual con arreglo al método de estimación objetiva del impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y en el cálculo de la cuota devengada por operaciones 
corrientes del régimen especial simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido en dicho 
período.

1. A los efectos previstos en el número 7 de las Instrucciones para la aplicación de los 
signos, índices o módulos en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y los 
números 8 y 9 de las Instrucciones para la aplicación de los índices y módulos en el 
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Impuesto sobre el Valor Añadido del anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 22 de 
noviembre, no se computará, en ningún caso, como período en el que se hubiera ejercido la 
actividad, los días en que estuvo declarado el estado de alarma en el primer semestre de 
2020, así como los días del segundo semestre de 2020 en los que, estando declarado o no 
el estado de alarma, el ejercicio efectivo de la actividad económica se hubiera visto 
suspendido como consecuencia de las medidas adoptadas por la autoridad competente para 
corregir la evolución de la situación epidemiológica derivada del SARS-CoV-2.

En particular, para la cuantificación de los módulos «personal asalariado», «personal no 
asalariado» y «personal empleado», en su caso, no se computarán como horas trabajadas 
las correspondientes a los días a los que se refiere el párrafo anterior y para la cuantificación 
de los módulos «distancia recorrida» y «consumo de energía eléctrica» no se computarán 
los kilómetros recorridos ni los kilovatios/hora que proporcionalmente correspondan a los 
días a que se refiere el primer párrafo.

2. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que 
desarrollen actividades económicas incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 
22 de noviembre, y determinen el rendimiento neto de aquellas por el método de estimación 
objetiva, para el cálculo de la cantidad a ingresar del pago fraccionado en función de los 
datos-base a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 110 del Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al cuarto trimestre de 
2020 no computarán como días de ejercicio de la actividad, en ningún caso, los días 
naturales en los que el ejercicio efectivo de la actividad económica se hubiera visto 
suspendido como consecuencia de las medidas adoptadas por la autoridad competente para 
corregir la evolución de la situación epidemiológica derivada del SARS-CoV-2.

Artículo 12.  Plazos de renuncias y revocaciones al método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y a los regímenes especiales simplificado y 
de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor Añadido, para el año 2021.

1. El plazo de renuncias al que se refieren los artículos 33.1.a) del Reglamento del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el artículo 33.2, párrafo segundo, del 
Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, 
de 29 de diciembre, así como la revocación de las mismas, que deben surtir efectos para el 
año 2021, será desde el día siguiente a la fecha de publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» del presente real decreto-ley hasta el 31 de enero de 2021.

2. Las renuncias y revocaciones presentadas, para el año 2021, a los regímenes 
especiales simplificado y de la agricultura, ganadería y pesca del Impuesto sobre el Valor 
Añadido o al método de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, durante el mes de diciembre de 2020, con anterioridad al inicio del plazo previsto en 
el apartado 1 anterior, se entenderán presentadas en período hábil.

No obstante, los sujetos pasivos afectados por lo dispuesto en el párrafo anterior, podrán 
modificar su opción en el plazo previsto en el apartado 1 anterior.

Artículo 13.  Incentivo fiscal para fomentar la rebaja de la renta arrendaticia.
Con efectos desde 1 de enero de 2021 se añade una disposición adicional cuadragésima 

novena en la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional cuadragésima novena.  Gastos deducibles de los 
rendimientos del capital inmobiliario correspondientes a alquileres de locales a 
determinados empresarios durante el período impositivo 2021.

Los arrendadores distintos de los previstos en el apartado 1 del artículo 1 del 
Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al 
sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia tributaria, que hubieran 
suscrito un contrato de arrendamiento para uso distinto del de vivienda, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, 
de Arrendamientos Urbanos, o de industria, con un arrendatario que destine el 
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inmueble al desarrollo de una actividad económica clasificada en la división 6 o en 
los grupos 755, 969, 972 y 973 de la sección primera de las tarifas del Impuesto 
sobre Actividades Económicas aprobadas por el Real Decreto Legislativo 1175/1990, 
de 28 de septiembre, podrán computar en 2021 para el cálculo del rendimiento del 
capital inmobiliario como gasto deducible la cuantía de la rebaja en la renta 
arrendaticia que voluntariamente hubieran acordado a partir de 14 de marzo de 2020 
correspondientes a las mensualidades devengadas en los meses de enero, febrero y 
marzo de 2021.

El arrendador deberá informar separadamente en su declaración del Impuesto 
del importe del gasto deducible a que se refiere el párrafo anterior por este incentivo, 
consignando asimismo el número de identificación fiscal del arrendatario cuya renta 
se hubiese rebajado.

No será aplicable lo establecido en esta disposición, cuando la rebaja en la renta 
arrendaticia se compense con posterioridad por el arrendatario mediante incrementos 
en las rentas posteriores u otras prestaciones o cuando los arrendatarios sean una 
persona o entidad vinculada con el arrendador en el sentido del artículo 18 de la Ley 
del Impuesto sobre Sociedades o estén unidos con aquel por vínculos de parentesco, 
incluido el cónyuge, en línea directa o colateral, consanguínea o por afinidad hasta el 
segundo grado inclusive.»

Artículo 14.  Deducibilidad de pérdidas por deterioro de los créditos derivadas de las 
posibles insolvencias de deudores en empresas de reducida dimensión en los períodos 
impositivos que se inicien en 2020 y 2021.

Los contribuyentes del Impuesto sobre Sociedades, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas o del Impuesto sobre la Renta de No residentes que obtengan rentas 
mediante establecimiento permanente situado en territorio español que cumplan las 
condiciones del artículo 101 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, en los períodos impositivos que se inicien en el año 2020 y en el año 2021 
podrán deducir, en dichos períodos, las pérdidas por deterioro de los créditos derivadas de 
las posibles insolvencias de deudores cuando en el momento del devengo del impuesto el 
plazo que haya transcurrido desde el vencimiento de la obligación a que se refiere la letra a) 
del apartado 1 del artículo 13 de dicha ley sea de tres meses.

Artículo 15.  Reducción del plazo para que las cantidades adeudadas por los arrendatarios 
tengan la consideración de saldo de dudoso cobro.

El plazo de seis meses a que se refiere el número 2.º de la letra e) del artículo 13 del 
Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas quedará reducido a tres 
meses en los ejercicios 2020 y 2021.

Reglamentariamente podrá modificarse el plazo previsto en este artículo.

CAPÍTULO IV
Flexibilización de los requisitos para el mantenimiento de los incentivos 

regionales

Artículo 16.  Flexibilización de los requisitos relativos al cómputo de fondos propios para el 
mantenimiento de los incentivos regionales.

A los efectos de la obligación de contar con un nivel mínimo de fondos propios fijado en 
la resolución individual de concesión, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.b) del 
Real Decreto 899/2007, de 6 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de los incentivos 
regionales, de desarrollo de la Ley 50/1985, de 27 de diciembre, de incentivos regionales 
para la corrección de desequilibrios económicos interterritoriales, y en relación con las 
personas solicitantes que hubieran sido declarados como beneficiarios de los incentivos 
regionales con anterioridad a la declaración del estado de alarma por el Real Decreto 
926/2020, de 25 de octubre, no se tomarán en consideración las pérdidas de los ejercicios 
2020 y 2021.
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Artículo 17.  Habilitación para la suspensión de la ejecución de los proyectos.
1. Las empresas beneficiarias de los incentivos regionales podrán solicitar la 

modificación de los plazos o calendario de cumplimiento de condiciones para la ejecución del 
proyecto y para el cumplimiento de las condiciones particulares de la concesión en los 
términos previstos en el artículo 31.1.d) del Real Decreto 899/2007, de 6 de julio de 2007, 
por el que se aprueba el Reglamento de los incentivos regionales, de desarrollo de la Ley 
50/1985, de 27 de diciembre.

2. La solicitud deberá realizarse antes del vencimiento de los plazos cuya modificación 
se solicita, pero no será necesario que se realice al menos 2 meses antes del vencimiento 
de los mismos.

Artículo 18.  Cumplimiento de las condiciones de mantenimiento del empleo y de la 
inversión en las concesiones de incentivos regionales.

1. A los efectos de acreditar el cumplimiento de la condición de mantenimiento del 
empleo recogida en las resoluciones individuales de concesión de incentivos regionales, se 
computarán aquellas personas trabajadoras que mantienen su relación con la empresa pero 
que se encuentran en situación de cese temporal en virtud de expedientes de regulación 
tramitados por las causas legalmente previstas y reconocidas por la administración, siempre 
que, una vez terminada la situación que motivó el cese temporal, se restituya el empleo 
preexistente durante el tiempo legalmente establecido por la normativa laboral aplicable.

2. A los efectos de acreditar el cumplimiento de la condición de mantenimiento de la 
inversión en condiciones normales de funcionamiento recogida en las resoluciones 
individuales de concesión de incentivos regionales, se considerarán condiciones normales 
de funcionamiento el cese temporal de la actividad justificado por circunstancias 
excepcionales siempre que los activos de la inversión subvencionada se mantengan en 
condiciones de funcionar, el empleo se mantenga a un nivel compatible con el desarrollo de 
la actividad, y esta se reinicie efectivamente tan pronto desaparezcan las circunstancias 
excepcionales que motivaron su cese temporal.

Disposición adicional primera.  Arrendamientos de las entidades a las que se refiere el 
artículo 22.1 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario.

Las medidas extraordinarias contempladas en el capítulo I de este real decreto-ley no 
serán de aplicación a las personas arrendatarias de las entidades a que se refiere el artículo 
22.1 de la Ley 38/2015, de 29 de septiembre, del sector ferroviario, que se regirán en esta 
materia por lo dispuesto en el artículo 10 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por el 
que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la reactivación 
económica.

No obstante lo anterior, se establece que las personas arrendatarias de esas entidades 
del mencionado artículo 22.1 podrán solicitar la aplicación de las medidas contempladas en 
el artículo 10 del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, en el plazo de un mes desde la 
entrada en vigor de este real decreto-ley.

Disposición adicional segunda.  Régimen transitorio de las zonas de gran afluencia 
turística para 2021, reguladas en la Ley 1/2004, de 21 de diciembre de horarios comerciales.

Durante el ejercicio 2021, en relación con las declaraciones de zonas de gran afluencia 
turística que deban declararse o revisarse a efectos de comprobar el cumplimiento o 
mantenimiento de las circunstancias que justificaron su declaración, en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 5.5 de la Ley 1/2004, de 21 de diciembre, de Horarios Comerciales, y 
de las distintas normas autonómicas dictadas en desarrollo del mismo, no se considerarán 
los datos de habitantes, pernoctaciones y pasajeros de cruceros del año 2020. En su lugar, 
se aplicará la media de los tres años anteriores, del 2017 al 2019 inclusive.
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Disposición adicional tercera.  Medidas de apoyo a la prolongación del periodo de 
actividad de los trabajadores con contratos fijos discontinuos en los sectores de turismo y 
comercio y hostelería vinculados a la actividad turística.

1. Las empresas, excluidas las pertenecientes al sector público, dedicadas a actividades 
encuadradas en los sectores de turismo, así como los de comercio y hostelería, siempre que 
se encuentren vinculados a dicho sector del turismo, que generen actividad productiva en los 
meses de abril a octubre de 2021, y que inicien o mantengan en alta durante dichos meses 
la ocupación de los trabajadores con contratos de carácter fijo discontinuo, podrán aplicar 
una bonificación en dichos meses del 50 por ciento de las cuotas empresariales a la 
Seguridad Social por contingencias comunes, así como por los conceptos de recaudación 
conjunta de Desempleo, FOGASA y Formación Profesional de dichas personas trabajadoras.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de las medidas que con la misma finalidad y por 
otros periodos se puedan establecer en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 
2021.

2. Estas bonificaciones serán compatibles con las exenciones de cuotas empresariales a 
la Seguridad Social que pudieran corresponder. El importe resultante de aplicar las 
exenciones y estas bonificaciones no podrán, en ningún caso, superar el 100 por 100 de la 
cuota empresarial que hubiera correspondido ingresar.

Disposición adicional cuarta.  Supresión durante el año 2021 de los requisitos mínimos de 
actividad para el mantenimiento en el Censo de Activos de los Profesionales Taurinos y para 
la inclusión en el Régimen General de la Seguridad Social de los artistas en espectáculos 
públicos durante los períodos de inactividad.

1. Los artistas en espectáculos públicos que en algún momento del año 2020 hubieran 
estado en alta en el Régimen General de la Seguridad Social por dicha actividad, o en 
situación de inactividad a la que se refiere el artículo 249 ter del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, podrán solicitar durante el ejercicio 2021 su inclusión en el Régimen General de la 
Seguridad Social durante sus períodos de inactividad sin necesidad de acreditar el 
cumplimiento de los requisitos previstos en dicho artículo.

2. A efectos de la actualización del Censo de Activos de Profesionales Taurinos durante 
el ejercicio 2021, se exime a los profesionales taurinos de acreditar el cumplimiento del 
requisito de haber participado en un número mínimo de espectáculos durante la temporada 
taurina correspondiente al año 2020, conforme a lo previsto en el artículo 11, apartado 3.1, 
de la Orden de 20 de julio de 1987, por la que se desarrolla el Real Decreto 2621/1986, de 
24 de diciembre, que procede a la integración de diversos Regímenes Especiales en materia 
de campo de aplicación, inscripción de Empresas, afiliación, altas y bajas, cotización y 
recaudación.

Como consecuencia de lo anterior, con efectos de 1 de enero de 2021, se consideran en 
situación de alta en el Censo de Activos de Profesionales Taurinos a todos los profesionales 
taurinos que lo estuvieran a fecha de 31 de diciembre de 2019, así como a aquellos que 
hubieran ingresado en dicho Censo a lo largo de 2020.

Disposición adicional quinta.  Medidas sociales complementarias para la protección por 
desempleo y de apoyo al sector cultural.

1. Se otorga un nuevo plazo para la presentación de solicitudes para el subsidio especial 
por desempleo regulado en el artículo 1 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, 
por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo 
y de apoyo al sector cultural, que podrán presentarse durante el plazo de un mes a partir del 
día siguiente a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley. Las solicitudes 
presentadas pasado dicho plazo serán denegadas.

2. La solicitud de este subsidio implicará la suscripción del compromiso de actividad al 
que se refiere el artículo 300 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social
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Disposición adicional sexta.  Declaración de interés general de las infraestructuras para la 
seguridad del Estado incluidas en planes aprobados por el Consejo de Ministros.

Las obras para la construcción, reforma, mejora, ampliación o rehabilitación de las 
infraestructuras, instalaciones y equipamientos que se hallen incluidas en los planes de 
infraestructuras para la seguridad del Estado y de los Centros de Internamiento de 
Extranjeros aprobados por acuerdos del Consejo de Ministros tendrán, a todos los efectos 
previstos en las leyes, la consideración de obras de interés general.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio para actos promovidos por la 
Administración General del Estado sujetos a intervención municipal previa y que cumplan los 
requisitos para la tramitación de emergencia en el ámbito del texto refundido de la Ley de 
Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de 
octubre.

La disposición final segunda de será de aplicación a los proyectos o actuaciones que se 
encuentren, a la entrada en vigor del presente real decreto-ley, pendientes de la tramitación 
previa a la recepción prevista en el artículo 243 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público. En estos supuestos se entenderá excepcionalmente iniciado el 
procedimiento previsto en el apartado 1 de la disposición adicional décima del texto 
refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 
7/2015, de 30 de octubre, con la declaración de emergencia adoptada por el órgano 
competente. Asimismo, las actuaciones previstas en los párrafos a) y b) del apartado 4 de 
esa misma disposición adicional se podrán solicitar en un mismo trámite. En el caso de que 
el Ayuntamiento o, en su caso, la Comunidad Autónoma no se pronuncien en el plazo 
establecido, se podrán proseguir las actuaciones.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de 
los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Con efectos desde 1 de enero de 2020 y vigencia indefinida se modifica la letra a) en el 
apartado 3 del artículo 42 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redactada 
de la siguiente forma:

«a) Las entregas a empleados de productos a precios rebajados que se realicen 
en cantinas o comedores de empresa o economatos de carácter social. Tendrán la 
consideración de entrega de productos a precios rebajados que se realicen en 
comedores de empresa las fórmulas indirectas de prestación del servicio cuya 
cuantía no supere la cantidad que reglamentariamente se determine, con 
independencia de que el servicio se preste en el propio local del establecimiento de 
hostelería o fuera de éste, previa recogida por el empleado o mediante su entrega en 
su centro de trabajo o en el lugar elegido por aquel para desarrollar su trabajo en los 
días en que este se realice a distancia o mediante teletrabajo.»

Disposición final segunda.  Modificación del texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana, aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre.

Se añade un nuevo apartado 4 a la disposición adicional décima, con la siguiente 
redacción:

«4. Cuando los actos a que se refiere el apartado 1 cumplan los requisitos que 
justifican la tramitación de emergencia regulada por el artículo 120 de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el Ministro o la Ministra 
competentes por razón de la materia podrán declarar dicha situación de emergencia 
conjuntamente en la misma Orden Ministerial por la que se declara la urgencia o 
excepcional interés público, reduciéndose en tal caso los plazos previstos en el 
citado apartado, de la siguiente forma:
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a) 5 días naturales, tras la notificación al Ayuntamiento para que este notifique, a 
su vez, la conformidad o disconformidad del proyecto de que se trate con la 
ordenación urbanística en vigor. En el caso de que el Ayuntamiento no se pronuncie 
en el tiempo indicado, se continuará con el procedimiento establecido.

b) 5 días naturales para la emisión del informe del órgano competente de la 
comunidad autónoma, a contar también desde la oportuna notificación. En el caso de 
que la Comunidad Autónoma no se pronuncie en el tiempo indicado, se continuará 
con el procedimiento establecido.»

Disposición final tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Uno. Se añade una disposición adicional, la trigésima primera, en los siguientes 
términos:

«Disposición adicional trigésima primera.  Devolución de cuotas en supuestos de 
variación de datos de empresas y trabajadores.

Cuando se solicite fuera de plazo reglamentario una variación de los datos 
aportados con anterioridad o una corrección de los mismos, tanto de empresarios 
como de trabajadores, y proceda la devolución de las cuotas ingresadas, únicamente 
se tendrá derecho al reintegro del importe que corresponda a las tres mensualidades 
anteriores a la fecha de la solicitud. «

Dos. Se modifica la disposición transitoria decimosexta que queda redactada en los 
siguientes términos:

«Disposición transitoria decimosexta.  Bases y tipos de cotización y acción 
protectora en el Sistema Especial para Empleados de Hogar.

1. Sin perjuicio de lo establecido en la sección segunda del capítulo II del título II 
de esta ley, la cotización a la Seguridad Social en el Sistema Especial para 
Empleados de Hogar establecido en el Régimen General de la Seguridad Social se 
efectuará conforme a las siguientes reglas:

a) Cálculo de las bases de cotización:
1.º Las bases de cotización por contingencias comunes y profesionales se 

determinarán con arreglo a la escala, en función de la retribución percibida por los 
empleados de hogar, prevista anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado.

2.º Hasta el año 2022, las retribuciones mensuales y las bases de cotización de 
la escala se actualizarán en idéntica proporción al incremento que experimente el 
salario mínimo interprofesional.

3.º A partir del año 2023, las bases de cotización por contingencias comunes y 
profesionales se determinarán conforme a lo establecido en el artículo 147 de esta 
ley, sin que la cotización pueda ser inferior a la base mínima que se establezca 
legalmente.

b) Tipos de cotización aplicables:
1.º Para la cotización por contingencias comunes, sobre la base de cotización 

que corresponda según lo indicado en el apartado a) se aplicará, a partir del 1 de 
enero de 2019, el tipo de cotización y su distribución entre empleador y empleado 
que se establezca con carácter general, en la respectiva Ley de Presupuestos 
Generales del Estado, para el Régimen General de la Seguridad Social.

2.º Para la cotización por contingencias profesionales, sobre la base de 
cotización que corresponda según lo indicado en el apartado a) se aplicará el tipo de 
cotización previsto en la tarifa de primas establecidas legalmente, siendo la cuota 
resultante a cargo exclusivo del empleador.
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2. Desde el año 2012 hasta el año 2022, a efectos de determinar el coeficiente 
de parcialidad a que se refiere la regla a) del artículo 247, aplicable a este Sistema 
Especial para Empleados de Hogar, las horas efectivamente trabajadas en el mismo 
se determinarán en función de las bases de cotización a que se refieren los números 
1.º y 2.º del apartado 1.a) de esta disposición, divididas por el importe fijado para la 
base mínima horaria del Régimen General por la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado para cada uno de dichos ejercicios.

3. Lo previsto en el artículo 251.a) será de aplicación a partir de 1 de enero de 
2012.

4. Desde el año 2012 hasta el año 2022, para el cálculo de la base reguladora de 
las pensiones de incapacidad permanente derivada de contingencias comunes y de 
jubilación causadas en dicho período por los empleados de hogar respecto de los 
periodos cotizados en este sistema especial solo se tendrán en cuenta los periodos 
realmente cotizados, no resultando de aplicación lo previsto en los artículos 197.4 y 
209.1.b).»

Disposición final cuarta.  Modificación del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el 
que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-2019.

Se modifica el apartado 2 del artículo 11 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por 
el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-2019, que queda redactado de la siguiente 
manera:

«Estas ayudas irán destinadas a sufragar los gastos que a continuación se 
relacionan realizados por las salas de exhibición cinematográfica en el año 2020 y 
hasta el 31 de mayo de 2021, derivados de la crisis del COVID-19:

a) Gastos incidentales generados como consecuencia de las medidas sanitarias 
adoptadas. Entre otros, implementación de un plan de prevención de riesgos para 
personas trabajadoras y público, desinfección, compra de material –mascarillas, 
guantes, jabón desinfectante, mamparas– o señalética específica, entre otros 
elementos y acciones necesarias para la protección y seguridad de las personas.

b) Campañas orientadas a la reapertura y vuelta del público a los cines.
c) Actuaciones que permitan aumentar la programación de campañas escolares.
d) Espacio publicitario para promoción y tráiler de cine español en las salas, así 

como de campañas institucionales.»

Disposición final quinta.  Modificación del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el 
que se establece el ingreso mínimo vital.

Se modifica el artículo 29 del Real Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se 
establece el ingreso mínimo vital, que pasa a estar redactado de la siguiente forma:

«Artículo 29.  Mecanismos de colaboración con otras administraciones
1. Con el fin de intensificar las relaciones de cooperación, mejorar la eficiencia de 

la gestión de la prestación no contributiva de ingreso mínimo vital, así como facilitar 
la utilización conjunta de medios y servicios públicos, mediante la asistencia 
recíproca y el intercambio de información, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social 
y Migraciones o, en su caso, la Administración de la Seguridad Social podrán 
celebrar los oportunos convenios, o acuerdos, o cualquier otro instrumento de 
colaboración con otros órganos de la Administración General del Estado, de las 
administraciones de las comunidades autónomas y de las entidades locales.

2. Las comunidades autónomas podrán remitir al Instituto Nacional de la 
Seguridad Social y este podrá reconocer la prestación de ingreso mínimo vital a las 
personas interesadas que otorguen su consentimiento a la comunidad autónoma de 
su domicilio para que, con dicha finalidad y a través de los protocolos telemáticos de 
intercambio de información habilitados al efecto, remita los datos necesarios para la 
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identificación de dichas personas y la instrucción del procedimiento, así como un 
certificado emitido por la mencionada comunidad autónoma que será suficiente para 
que la entidad gestora considere solicitadas las prestaciones por las personas 
interesadas en la fecha de su recepción por la entidad gestora.

El mencionado certificado será acreditativo de la constitución, en su caso, de una 
unidad de convivencia conforme establece el artículo 6 y del cumplimiento de los 
requisitos a que se refieren los artículos 4, 5 y el artículo 7 del presente real decreto-
ley; así como de que se encuentra en su poder toda la documentación que pruebe el 
cumplimiento de dichos requisitos, a excepción de la vulnerabilidad económica a la 
que se refiere el artículo 8 del presente real decreto-ley, que será analizada por el 
Instituto Nacional de la Seguridad Social.

Asimismo, el mencionado certificado será suficiente para que la entidad gestora 
considere cumplidos los requisitos indicados en los párrafos anteriores en el 
momento que se certifique por la comunidad autónoma, sin perjuicio de la obligación 
de las comunidades autónomas de remitir al referido Instituto toda la documentación 
en el plazo máximo de seis meses a contar desde la fecha de la resolución de la 
prestación o, en su caso, dentro de los diez días siguientes a la solicitud a tal efecto 
cuando sea necesaria para la resolución de cualquier reclamación.

El derecho a la prestación del ingreso mínimo vital nacerá a partir del primer día 
del mes siguiente al de la fecha de presentación del certificado.

Los expedientes resueltos por el Instituto Nacional de la Seguridad Social se 
comunicarán a las comunidades autónomas a través de los protocolos informáticos 
establecidos.

Si en virtud del certificado emitido por la correspondiente comunidad autónoma 
se reconociese una prestación que posteriormente fuera declarada indebida y no 
fuese posible recuperar el importe abonado, los perjuicios ocasionados serán a cargo 
de la comunidad autónoma certificadora.»

Disposición final sexta.  Modificación del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por 
el que se aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo y 
de apoyo al sector cultural.

Se modifica el apartado 4 del artículo 1, que queda redactado como sigue:
«4. La gestión del subsidio especial corresponderá al Servicio Público de Empleo 

Estatal o, en su caso, al Instituto Social de la Marina, como entidades gestoras de las 
funciones y servicios derivados de las prestaciones de protección por desempleo.»

Disposición final séptima.  Tipo impositivo aplicable del Impuesto sobre el Valor Añadido a 
las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de determinados bienes y 
prestaciones de servicios necesarios para combatir los efectos del SARS-CoV-2 así como a 
efectos del régimen especial del recargo de equivalencia.

1. Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y vigencia hasta el 31 
de diciembre de 2022, se aplicará el tipo del 0 por ciento del Impuesto sobre el Valor 
Añadido a:

a) Las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de productos sanitarios 
para diagnóstico in vitro del SARS-CoV-2 que sean conformes con los requisitos 
establecidos en la Directiva 98/79/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de 
octubre de 1998, sobre productos sanitarios para diagnóstico in vitro o en el Reglamento 
(UE) 2017/746 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 5 de abril de 2017, sobre los 
productos sanitarios para diagnóstico in vitro y por el que se derogan la Directiva 98/79/CE y 
la Decisión 2010/227/UE de la Comisión y el Real Decreto 1662/2000, de 29 de septiembre, 
sobre productos sanitarios para diagnósticos «in vitro».

b) Las entregas de vacunas contra el SARS-CoV-2 autorizadas por la Comisión Europea.
c) Las prestaciones de servicios de transporte, almacenamiento y distribución 

relacionados con las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias, previstas en 
las letras a) y b) anteriores.

Estas operaciones se documentarán en factura como operaciones exentas.
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2. El tipo del recargo de equivalencia aplicable, durante el ámbito temporal mencionado 
en el apartado anterior, a las entregas de los bienes citados en dicho apartado, será el 0 por 
ciento.

Disposición final octava.  Desarrollo reglamentario y ejecución.
Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los departamentos ministeriales, en 

el ámbito de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final novena.  Títulos competenciales.
Este real decreto-ley se dicta al amparo de las competencias exclusivas atribuidas al 

Estado en materia de regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de 
todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; legislación laboral, sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las 
comunidades autónomas; legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y 
desarrollo por las comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan; bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
hacienda general y Deuda del Estado; y legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus servicios por las Comunidades 
Autónomas; establecidas en los artículos 149.1.1.ª, 7.ª, 8.ª, 13.ª, 14.ª y 17.ª, 
respectivamente, de la Constitución; así como al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.2 
de la Constitución Española, que dispone que, sin perjuicio de las competencias que podrán 
asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la cultura como 
deber y atribución esencial.

Disposición final décima.  Entrada en vigor.
El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, ha sido convalidado por Acuerdo del 
Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 28 de enero de 2021. Ref. BOE-
A-2021-1612
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§ 3

Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, por el que se adoptan 
medidas para la reducción de la brecha de género y otras materias 
en los ámbitos de la Seguridad Social y económico. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 29, de 3 de febrero de 2021

Última modificación: 23 de febrero de 2022
Referencia: BOE-A-2021-1529

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas en el ámbito económico

Artículo 7.  Extensión del plazo de solicitud y de duración de moratorias y suspensiones.
Hasta el 30 de marzo de 2021, inclusive, podrán solicitar la moratoria o suspensión en el 

pago de las cuotas de la financiación de los siguientes deudores comprendidos en el ámbito 
de aplicación de las normas señaladas en el artículo 8.1 por un plazo máximo de nueve 
meses:

a) Quienes no hubieran solicitado previamente la moratoria o suspensión, o
b) quienes hubieran disfrutado de una o varias moratorias o suspensiones por un plazo 

total acumulado inferior a nueve meses por cada financiación.

Artículo 8.  Duración total de las moratorias y suspensiones.
1. La duración acumulada de las moratorias y suspensiones legales o acogidas a 

acuerdos sectoriales concedidas desde el 30 de septiembre de 2020 no podrá superar un 
total de nueve meses.

A los efectos previstos en este apartado, se entiende por moratorias y suspensiones 
legales las concedidas al amparo de las siguientes disposiciones:

a) Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19;

b) Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19;

c) Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la 
reactivación económica y el empleo;

d) Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio, de medidas de reactivación económica para 
hacer frente al impacto del COVID-19 en los ámbitos de transportes y vivienda.
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A los efectos de lo previsto en este apartado, se entiende por moratoria acogida a un 
acuerdo sectorial a las reguladas por los artículos 6 a 8 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 
de mayo, por el que se adoptan medidas complementarias en materia agraria, científica, 
económica, de empleo y Seguridad Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19.

2. La información sobre moratorias y suspensiones establecida en el artículo 16 bis del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el artículo 27 del Real Decreto-ley 11/2020, de 
31 de marzo, en el artículo 9 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, en el artículo 23 del 
Real Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio, y en el artículo 6.3 del Real Decreto-ley 19/2020, de 
26 de mayo, se remitirá semanalmente por las entidades prestamistas supervisadas por el 
Banco de España, en la forma y plazo que este establezca.

Artículo 9.  Acceso del Instituto de Crédito Oficial a calificaciones crediticias asignadas por 
el Banco de España.

El Instituto de Crédito Oficial, con el objeto de cumplir con las obligaciones establecidas 
por la normativa europea relativa a ayudas de estado, en la concesión o gestión de avales 
públicos, tendrá derecho a obtener cuando así lo solicite información individualizada por 
empresa de las calificaciones crediticias del Banco de España realizadas en el ejercicio de 
sus funciones de implementación de la política monetaria, exceptuándose este supuesto de 
la obligación de secreto regulada en el artículo 82 de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito. El Instituto de Crédito Oficial 
vendrá obligado a tratar de manera confidencial la información individual de las calificaciones 
crediticias, pudiendo utilizar la misma exclusivamente para el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en la normativa europea de ayudas de estado en la concesión o 
gestión de avales públicos.

[ . . . ]
Disposición adicional segunda.  Acreditación de la reducción de la facturación por los 
trabajadores autónomos que han percibido las prestaciones por cese de actividad 
contempladas en los Reales Decretos-leyes 8/2020, de 17 de marzo, 24/2020, de 26 de 
junio, y 30/2020, de 29 de septiembre.

A efectos de acreditación del requisito de reducción de la facturación al que se refieren 
los artículos 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, el artículo 9 del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, y la disposición adicional cuarta del Real Decreto-ley 30/2020, 
de 29 de septiembre, se entenderá que los trabajadores autónomos han experimentado esa 
reducción siempre que el número medio diario de trabajadores con actividad afiliados al 
sistema de la Seguridad Social en la actividad económica correspondiente, expresada a 
cuatro dígitos (CNAE), durante el periodo al que corresponda la prestación, sea inferior en 
más de un 7,5 por ciento al número medio diario correspondiente al segundo semestre de 
2019.

[ . . . ]
Disposición adicional cuarta.  Extensión de plazos aplicables a las moratorias.

Los plazos establecidos en los artículos 7 y 8.1 podrán extenderse mediante orden de la 
persona titular del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, cuando así se 
establezca mediante la correspondiente modificación de las Directrices de la Autoridad 
Bancaria Europea sobre las moratorias legislativas y no legislativas de los reembolsos de 
préstamos aplicadas a la luz de la crisis del COVID-19.

Disposición transitoria única.  Régimen transitorio para las moratorias y suspensiones de 
financiaciones.

Las moratorias y suspensiones concedidas entre el 30 de septiembre de 2020 y la 
entrada en vigor de este real decreto-ley al amparo de lo previsto en el artículo 7 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el artículo 21 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, en el artículo 3 del Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, en el artículo 18 del Real 
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Decreto-ley 26/2020, de 7 de julio, o en un acuerdo sectorial de los regulados por los 
artículos 6 a 8 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, mantendrán las condiciones y 
duración por las que fueron concedidas en su día.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
Los capítulos I y III del título I y las disposiciones adicionales primera, segunda y tercera 

se dictan al amparo del artículo 149.1.17.ª de la Constitución, que atribuye al Estado 
competencias en materia de legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social.

Por su parte, el capítulo II del título I se dicta al amparo del artículo 149.1.1.ª, 13.ª, 14.ª, 
17.ª y 18.ª de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
sobre la regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes 
constitucionales; bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; 
hacienda general y deuda del Estado; legislación básica y régimen económico de la 
Seguridad Social; y bases del régimen jurídico de las administraciones públicas y el 
procedimiento administrativo común.

El título II y la disposición adicional  cuarta se dictan al amparo del artículo 149.1. 6.ª, 8.ª, 
11.ª y 13.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia en materia de 
legislación mercantil; legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y 
desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan; de bases de la ordenación de crédito y banca; y de bases y coordinación de 
la planificación general de la actividad económica.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo y ejecución del presente real decreto-ley, y al Ministro de Inclusión, Seguridad 
Social y Migraciones para el desarrollo, por orden ministerial, del registro de mediadores 
sociales del ingreso mínimo vital regulado en la disposición transitoria octava del Real 
Decreto-ley 20/2020, de 29 de mayo, por el que se establece el ingreso mínimo vital.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 3/2021, de 2 de febrero, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 18 de febrero de 2021. Ref. BOE-A-2021-2842
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§ 4

Real Decreto-ley 2/2022, de 22 de febrero, por el que se adoptan 
medidas urgentes para la protección de los trabajadores autónomos, 
para la transición hacia los mecanismos estructurales de defensa del 
empleo, y para la recuperación económica y social de la isla de La 
Palma, y se prorrogan determinadas medidas para hacer frente a 

situaciones de vulnerabilidad social y económica. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 46, de 23 de febrero de 2022
Última modificación: 26 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2022-2849

Artículo 1.  Exención de la obligación de cotizar a favor de los trabajadores autónomos que 
hayan percibido alguna modalidad de prestación por cese de actividad al amparo de lo 
dispuesto en el Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, de medidas urgentes para la 
protección del empleo, la recuperación económica y la mejora del mercado de trabajo.

1. A partir del 1 de marzo de 2022, los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, o en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, que estuvieran de alta 
en estos regímenes y vinieran percibiendo el 28 de febrero de 2022 alguna de las 
prestaciones por cese de actividad previstas en los artículos 10 y 11 del Real Decreto-ley 
18/2021, de 28 de septiembre, tendrán derecho a una exención de la obligación de cotizar a 
la Seguridad Social y para la formación profesional con las siguientes cuantías:

a) 90 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de marzo de 2022.
b) 75 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de abril de 2022.
c) 50 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de mayo de 2022.
d) 25 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de junio de 2022.
Para que sean aplicables estos beneficios en la cotización los trabajadores autónomos 

deberán mantener el alta en el correspondiente régimen especial de la Seguridad Social 
hasta el 30 de junio de 2022.

2. La base de cotización, a efectos de la determinación de la exención, será la base de 
cotización por la que venía cotizando el trabajador autónomo antes de acceder a la 
prestación por cese de actividad.

3. La exención establecida en este precepto será incompatible con la percepción de la 
prestación por cese de actividad en cualquiera de sus modalidades.

4. La obtención de las exenciones contempladas en este precepto que resulten 
indebidas como consecuencia de la pérdida del derecho a las prestaciones de cese de 
actividad contemplada en los artículos 10 y 11 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de 
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septiembre, dará lugar a la revisión de oficio por parte de la entidad u organismo 
competente.

5. Lo dispuesto en este precepto será de aplicación a los trabajadores autónomos que 
agoten las prestaciones a las que se refiere el artículo 2 de este real decreto-ley, a partir de 
la finalización de las exenciones a las que se refiere el apartado 4 de dicho artículo y hasta el 
30 de junio de 2022.

6. Las exenciones de la obligación de cotizar establecidas en este artículo serán 
asumidas por las mutuas colaboradoras y, en su caso, por el Instituto Social de la Marina, 
como entidades con cargo a cuyos presupuestos se financiaron las correspondientes 
prestaciones de los artículos 10 y 11 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, que 
originan el derecho a estas exenciones. Del mismo modo se actuará cuando a las 
exenciones a las que se refiere este artículo se acceda como consecuencia de lo establecido 
en el apartado anterior.

Artículo 2.  Prestación extraordinaria por cese de actividad para los trabajadores autónomos 
afectados por una suspensión temporal de toda la actividad como consecuencia de una 
resolución de la autoridad competente como medida de contención de la propagación de la 
COVID-19.

1. A partir del 1 de marzo de 2022, los trabajadores autónomos que se vean obligados a 
suspender todas sus actividades como consecuencia de una resolución adoptada por la 
autoridad competente como medida de contención en la propagación del virus COVID-19, o 
mantengan por los mismos motivos la suspensión de su actividad iniciada con anterioridad a 
la fecha indicada, tendrán derecho a una prestación económica por cese de actividad de 
naturaleza extraordinaria, en los términos que se establecen en este precepto, siempre que 
se reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar afiliados y en alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, al menos treinta días naturales antes de la 
fecha de la resolución que acuerde la suspensión de la actividad y, en todo caso, antes de la 
fecha de inicio de la misma cuando esta se hubiese decretado con anterioridad al 1 de 
marzo de 2022.

b) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si en 
la fecha de la suspensión de la actividad no se cumpliera este requisito, el órgano gestor 
invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días 
naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos 
efectos para la adquisición del derecho a la protección.

2. La cuantía de la prestación será del 70 por 100 de la base mínima de cotización que 
corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación 
extraordinaria por cese de actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 
por 100.

3. El derecho a la prestación nacerá desde el día en que sea efectiva la medida de cierre 
de actividad adoptada por la autoridad competente, o desde el 1 de marzo de 2022 cuando 
se mantenga la suspensión de actividad iniciada con anterioridad a esta fecha.

4. Durante el tiempo que permanezca la actividad suspendida se mantendrá el alta en el 
régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la 
obligación de cotizar. La exoneración del ingreso de las cuotas se extenderá desde el primer 
día del mes en el que se adopte la medida de cierre de actividad, o desde el 1 de marzo de 
2022 cuando se mantenga la suspensión de actividad iniciada con anterioridad a esta fecha, 
hasta el último día del mes siguiente al que se levante dicha medida, o hasta el 30 de junio 
de 2022 si esta última fecha fuese anterior.

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de cotizar 
se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas 
por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.
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La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta prestación 
extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la Tesorería 
General de la Seguridad Social, a través de los procedimientos que esta establezca, la 
información necesaria para la aplicación de lo establecido en este apartado, tanto en el 
momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la revisión posterior, 
conforme a lo establecido en el apartado 9.

5. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución por 
el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por cuenta 
ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional, con el 
desempeño de otra actividad por cuenta propia, con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuya actividad se haya visto afectada por el cierre, así como con 
la percepción de una prestación de la Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario 
viniera percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de 
actividad será, además, incompatible con las ayudas por paralización de la flota. Sin perjuicio 
de ello, en el supuesto de percepción de tales ayudas, y previa acreditación de tal extremo, 
los trabajadores autónomos también quedarán exonerados de la obligación de cotizar en los 
términos señalados en el apartado 4.

6. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

7. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

8. La percepción de esta nueva prestación tendrá una duración máxima de cuatro 
meses, finalizando el derecho a la misma el último día del mes en que se acuerde el 
levantamiento de las medidas o el 30 de junio de 2022, si esta última fecha fuese anterior.

El tiempo de percepción de la prestación no reducirá los periodos de prestación por cese 
de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro.

9. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo deberá solicitarse dentro 
de los primeros veintiún días naturales siguientes a la entrada en vigor de la resolución de 
cierre de actividad, o antes del 21 de marzo cuando la suspensión de actividad se hubiera 
acordado con anterioridad al 1 de marzo y no se estuviera percibiendo la prestación 
extraordinaria contemplada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de 
septiembre.

En el caso de que la solicitud se presente fuera del plazo establecido, el derecho a la 
prestación se iniciará el primer día del mes siguiente al de la solicitud. En estos casos, el 
trabajador autónomo quedará exento de la obligación de cotizar desde el día que tenga 
derecho a percibir la prestación.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea 
procedente, estimando o desestimando la solicitud. Finalizada la medida de cierre de 
actividad se procederá a revisar todas las resoluciones provisionales adoptadas. En el 
supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la prestación, se 
iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente percibidas, debiendo 
además en estos casos ingresar las cotizaciones correspondientes a todo el periodo de 
percepción indebida de la prestación, aplicándose el procedimiento de gestión recaudatoria 
del sistema de la Seguridad Social en todos sus términos.

10. En la solicitud de la prestación el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de 
ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con alguno 
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otro tipo de ingresos, debiendo constar, asimismo, el consentimiento de todos los miembros 
de la unidad familiar para el acceso a la información tributaria.

Para poder admitir a trámite la solicitud, el interesado deberá aportar una declaración 
jurada de los ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por 
cuenta ajena, así como una autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las 
mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar de la 
administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la revisión de 
los requisitos de acceso a la prestación. Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al 
perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa y la declaración de la 
renta a la entidad gestora de la prestación.

Disposición adicional primera.  Transición a los nuevos expedientes de regulación 
temporal de empleo de los artículos 47 y 47 bis del Estatuto de los Trabajadores.

1. Los expedientes de regulación temporal de empleo referidos en el artículo 1 del Real 
Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, y vigentes a la fecha de entrada en vigor de este 
real decreto-ley, se prorrogarán automáticamente hasta el 31 de marzo de 2022.

Asimismo, se prorrogarán hasta el 31 de marzo de 2022 los expedientes de regulación 
temporal de empleo vigentes a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley y que 
hubiesen sido autorizados con base en lo dispuesto en los artículos 2 y 5.1 del Real Decreto-
ley 18/2021, de 28 de septiembre, incluidos los autorizados con arreglo a la disposición 
transitoria única de la misma.

2. A los expedientes previstos en el apartado 1 y a las personas trabajadoras afectadas 
por los mismos les seguirán resultando de aplicación las medidas previstas en el Real 
Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, hasta el 31 de marzo de 2022, sin perjuicio de lo 
establecido en la disposición adicional segunda de este real decreto-ley.

3. La prórroga de las medidas de protección por desempleo del artículo 7 del Real 
Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, se extenderá hasta el día 31 de marzo de 2022.

Disposición adicional segunda.  Beneficios en materia de cotización a la Seguridad Social 
de los expedientes de regulación temporal de empleo a los que se refiere la disposición 
adicional primera.

A los expedientes de regulación temporal de empleo prorrogados en virtud de la 
disposición adicional primera de este real decreto-ley les serán de aplicación durante el mes 
de marzo de 2022, las exenciones en la cotización a la Seguridad Social reguladas en el 
artículo 4 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, en los mismos términos y 
condiciones establecidos en dicho artículo, con las particularidades siguientes:

a) En los supuestos regulados en los apartados 1.a) 1.º y 3, el porcentaje de exención 
será del 20 por ciento.

b) En los supuestos regulados en los apartados 1.a) 2.º y 3, el porcentaje de exención 
será del 60 por ciento.

c) En los supuestos regulados en los apartados 1.b) 1.º y 3, el porcentaje de exención 
será del 30 por ciento.

d) En los supuestos regulados en los apartados 1.b) 2.º y 3, el porcentaje de exención 
será del 60 por ciento.

e) En los supuestos regulados en el apartado 2 el porcentaje de exención será del 90 por 
ciento

Disposición adicional tercera.  Prórroga de la vigencia del Plan MECUIDA y de las 
prestaciones y subsidios previstos en los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 
3 de noviembre, por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la 
protección por desempleo y de apoyo al sector cultural.

1. Se prorroga, hasta el 30 de junio de 2022, el artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo, por el que se regula el Plan MECUIDA.

2. Se prorroga la duración de las prestaciones y subsidios previstos en los artículos 2, 3 
y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, en su redacción dada por el Real 
Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, hasta el día 30 de junio de 2022.
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[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 2/2022, de 22 de febrero, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 10 de marzo de 2022. Ref. BOE-A-2022-4137
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§ 5

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

CAPÍTULO I
Medidas de apoyo a los trabajadores, consumidores, familias y colectivos 

vulnerables

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables

[ . . . ]
Artículo 3.  Moratoria de deuda arrendaticia.

Se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda arrendaticia 
para las personas arrendatarias de vivienda habitual en situación de vulnerabilidad 
económica a causa del COVID-19, desde este artículo y hasta el artículo 9, ambos incluidos.

Artículo 4.  Aplicación automática de la moratoria de la deuda arrendaticia en caso de 
grandes tenedores y empresas o entidades públicas de vivienda.

1. La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al amparo de la 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se encuentre en 
situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el artículo siguiente, podrá 
solicitar de la persona arrendadora cuando esta sea una empresa o entidad pública de 
vivienda o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona física o jurídica que sea titular de 
más de diez inmuebles urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida 
de más de 1.500 m2, hasta el 28 de febrero de 2022, el aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total 
o parcial de la misma no se hubiera conseguido ya con carácter voluntario por acuerdo entre 
ambas partes.

2. En el caso de que el acuerdo no se hubiese producido, el arrendador comunicará 
expresamente al arrendatario, en el plazo máximo de 7 días laborables, su decisión, 
escogida entre las siguientes alternativas:

a) Una reducción del 50% de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el estado 
de alarma decretado por el Gobierno y las mensualidades siguientes si aquel plazo fuera 
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insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, 
con un máximo en todo caso de cuatro meses.

b) Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia que se aplicará de manera 
automática y que afectará al periodo de tiempo que dure el estado de alarma decretado por 
el Gobierno y a las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, si aquel plazo fuera 
insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19, 
sin que puedan superarse, en ningún caso, los cuatro meses. Dicha renta se aplazará, a 
partir de la siguiente mensualidad de renta arrendaticia, mediante el fraccionamiento de las 
cuotas durante al menos tres años, que se contarán a partir del momento en el que se 
supere la situación aludida anteriormente, o a partir de la finalización del plazo de los cuatro 
meses antes citado, y siempre dentro del plazo a lo largo del cual continúe la vigencia del 
contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas. La persona arrendataria no tendrá 
ningún tipo de penalización y las cantidades aplazadas serán devueltas a la persona 
arrendadora sin intereses.

3. Lo dispuesto en los dos apartados anteriores resultará de aplicación a todos los 
arrendamientos correspondientes al Fondo Social de Vivienda derivado del Real Decreto-ley 
27/2012 de 15 de noviembre, de medidas urgentes para reforzar la protección a los 
deudores hipotecarios.

4. La persona arrendataria podrá tener acceso al programa de ayudas transitorias de 
financiación reguladas por el artículo 9, levantándose la moratoria en el pago de la renta 
arrendaticia regulada por este artículo y el consiguiente fraccionamiento de las cuotas 
preestablecido, en la primera mensualidad de renta en la que dicha financiación esté a 
disposición de la persona obligada a su pago.

Artículo 5.  Definición de la situación de vulnerabilidad económica a efectos de obtener 
moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual.

1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 requerirán la concurrencia conjunta, a los efectos de 
obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual, de 
los siguientes requisitos:

a) Que la persona que esté obligada a pagar la renta de alquiler pase a estar en 
situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o haya 
reducido su jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, u otras 
circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no alcanzando 
por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el mes anterior 
a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo 
en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad igual o superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que 
le incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el 
límite previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los 
incrementos acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que la persona obligada a pagar la renta arrendaticia sea persona con 
parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de 
discapacidad reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física 
o sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así 
como en los casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a 
su cuidador, para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de 
cinco veces el IPREM.
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b) Que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o 
igual al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la 
unidad familiar. A estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe 
del coste de los suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de 
los servicios de telecomunicación fija y móvil, y las posibles contribuciones a la comunidad 
de propietarios, todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer al 
arrendatario.

2. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá por unidad familiar la 
compuesta por la persona que adeuda la renta arrendaticia, su cónyuge no separado 
legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan 
en la vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento 
familiar y su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la 
vivienda.

3. No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad económica a 
consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19 a los efectos de 
obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual 
cuando la persona arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad 
familiar que habita aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España. Se 
considerará que no concurren estas circunstancias cuando el derecho recaiga únicamente 
sobre una parte alícuota de la misma y se haya obtenido por herencia o mediante 
transmisión mortis causa sin testamento. Se exceptuará de este requisito también a quienes, 
siendo titulares de una vivienda, acrediten la no disponibilidad de la misma por causa de 
separación o divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o cuando la vivienda 
resulte inaccesible por razón de discapacidad de su titular o de alguna de las personas que 
conforman la unidad de convivencia.

Artículo 6.  Acreditación de las condiciones subjetivas.
1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 5 se acreditará por la 

persona arrendataria ante la persona arrendadora mediante la presentación de los siguientes 
documentos:

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan en la vivienda habitual:
i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis 
meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes: nota simple del servicio de índices del Registro de la 
Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.

e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 
requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real 
decreto-ley.

2. Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos 
requeridos en las letra a) a d) del apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una 
declaración responsable que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con 
las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la 
finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la 
aportación de los documentos que no hubiese facilitado.
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Artículo 7.  Consecuencias de la aplicación indebida por la persona arrendataria de la 
moratoria excepcional de la deuda arrendaticia y de las ayudas públicas para vivienda 
habitual en situación de vulnerabilidad económica a causa del COVID-19.

1. La persona o personas que se hayan beneficiado de una moratoria de la deuda 
arrendaticia de su vivienda habitual y/o de ayudas públicas para atender al pago de la misma 
sin reunir los requisitos previstos en el artículo 5, serán responsables de los daños y 
perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los gastos generados por la 
aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las responsabilidades de otro 
orden a que la conducta de los mismos pudiera dar lugar.

2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no podrá ser inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por la persona arrendataria por la aplicación de la norma, la cual 
incurrirá en responsabilidad, también, en los casos en los que, voluntaria y deliberadamente, 
busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica con la finalidad 
de obtener la aplicación de las medidas reguladas por este real decreto-ley.

Artículo 8.  Modificación excepcional y transitoria de las condiciones contractuales de 
arrendamiento en el caso de arrendadores no comprendidos entre los recogidos en el 
artículo 4 como consecuencia del impacto económico y social del COVID-19.

1. La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual suscrito al amparo de la 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se encuentre en 
situación de vulnerabilidad económica, tal y como se define en el artículo 5, podrá solicitar de 
la persona arrendadora, cuando esta no sea ninguna de las comprendidas en el artículo 4, 
en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de este Real Decreto-ley y en los 
términos recogidos en los apartados 2 a 4 siguientes, el aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total 
o parcial de la misma no se hubiera acordado previamente entre ambas partes con carácter 
voluntario.

2. Una vez recibida la solicitud, la persona arrendadora comunicará a la arrendataria, en 
el plazo máximo de 7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento 
aplazado de la deuda que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en 
relación con las mismas.

3. Si la persona física arrendadora no aceptare ningún acuerdo sobre el aplazamiento y, 
en cualquier caso, cuando la persona arrendataria se encuentre en la situación de 
vulnerabilidad sobrevenida referida en el artículo 5, esta podrá tener acceso al programa de 
ayudas transitorias de financiación reguladas por el artículo siguiente.

Artículo 9.  Aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la 
financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como 
consecuencia de la expansión del COVID-19.

1. Con objeto de proporcionar cobertura financiera para hacer frente a los gastos de 
vivienda por parte de los hogares que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social 
y económica como consecuencia de la expansión del COVID 19, se autoriza al Ministerio de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana para que, mediante convenio con el Instituto de 
Crédito Oficial, por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea de avales con 
total cobertura del Estado, para que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación a las personas que se encuentren en la referida situación de 
vulnerabilidad, en forma de préstamo con un plazo de devolución de hasta seis años, 
prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y sin que, en ningún caso, devengue ningún 
tipo de gastos e intereses para el solicitante.

2. Las ayudas transitorias de financiación serán finalistas, debiendo dedicarse al pago de 
la renta del arrendamiento de vivienda habitual y podrán cubrir un importe máximo de seis 
mensualidades de renta.

3. A estas ayudas transitorias de financiación podrán acceder todos aquellos 
arrendatarios que se encuentren en situación de vulnerabilidad sobrevenida como 
consecuencia de la expansión del COVID-19, de acuerdo con los criterios y requisitos que se 
definan a través de una Orden del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, 
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que incluirán en todo caso, y como mínimo, las situaciones definidas en el artículo 5 del 
presente Real Decreto-ley. Dicha Orden no precisará desarrollo normativo posterior para su 
aplicación y cumplirá en todo caso con la normativa de la Unión Europea en materia de 
ayudas de Estado.

4. La Orden del Ministerio de Transportes Movilidad y Agenda Urbana establecida en el 
apartado anterior no estará sujeta a la autorización del Consejo de Ministros, prevista en el 
artículo 10.2 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

5. A los efectos de la aplicación de las ayudas transitorias de financiación, se establece 
que en el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la entidad de crédito de 
conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la subvención de gastos 
e intereses que conlleve dicho préstamo, por lo que no requerirá resolución de concesión del 
Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana. Las ayudas en la modalidad de 
subvención de tipo de interés se financiarán por el Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana con cargo a la aplicación presupuestaria 17.09.261N.481, “Bonificación de 
gastos e intereses por concesión de préstamos a arrendatarios en situación de 
vulnerabilidad por el COVID-19”. Este crédito tendrá la consideración de ampliable. La 
verificación del cumplimiento de los requisitos de los beneficiarios de la subvención se 
realizará “ex post” por el Ministerio de Transportes Movilidad y Agenda Urbana, conforme a 
la normativa de aplicación.

6. El convenio del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con el Instituto 
de Crédito Oficial al que se refiere el apartado 1 y la Orden del Ministerio de Transportes, 
Movilidad y Agenda Urbana referida en apartados anteriores, quedan exceptuados de la 
aplicación de lo dispuesto en los apartados Sexto y Séptimo del Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 27 de diciembre de 2019, por el que se establecen los criterios de aplicación de 
la prórroga para 2020 de los Presupuestos Generales del Estado vigentes en el año 2019. 
Adicionalmente, al convenio le resultará de aplicación el régimen especial previsto en el 
artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

Téngase en cuenta la Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica el Convenio con el Instituto de 
Crédito Oficial E.P.E., para la gestión de los avales y de la subvención de gastos e intereses por 
parte del Estado a arrendatarios en la "Línea de avales de arrendamiento COVID-19". Ref. 
BOE-A-2020-4786

[ . . . ]

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 5  Moratorias y ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual [parcial]

– 41 –

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-4786
http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2020-4786


§ 6

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 15 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4554

CAPÍTULO I
Medidas para reducir los costes de pymes y autónomos

Artículo 1.  Arrendamientos para uso distinto del de vivienda con grandes tenedores.
1. La persona física o jurídica arrendataria de un contrato de arrendamiento para uso 

distinto del de vivienda de conformidad con lo previsto en el artículo 3 de la Ley 29/1994, de 
24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, o de industria, que cumpla los requisitos 
previstos en el artículo 3, podrá solicitar de la persona arrendadora, cuando esta sea una 
empresa o entidad pública de vivienda, o un gran tenedor, entendiendo por tal la persona 
física o jurídica que sea titular de más de 10 inmuebles urbanos, excluyendo garajes y 
trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 m2, en el plazo de un mes desde la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, la moratoria establecida en el apartado 2 de este 
artículo, que deberá ser aceptada por el arrendador siempre que no se hubiera alcanzado ya 
un acuerdo entre ambas partes de moratoria o reducción de la renta.

2. La moratoria en el pago de la renta arrendaticia señalada en el apartado primero de 
este artículo se aplicará de manera automática y afectará al periodo de tiempo que dure el 
estado de alarma y sus prórrogas y a las mensualidades siguientes, prorrogables una a una, 
si aquel plazo fuera insuficiente en relación con el impacto provocado por el COVID-19, sin 
que puedan superarse, en ningún caso, los cuatro meses. Dicha renta se aplazará, sin 
penalización ni devengo de intereses, a partir de la siguiente mensualidad de renta 
arrendaticia, mediante el fraccionamiento de las cuotas en un plazo de dos años, que se 
contarán a partir del momento en el que se supere la situación aludida anteriormente, o a 
partir de la finalización del plazo de los cuatro meses antes citado, y siempre dentro del 
plazo de vigencia del contrato de arrendamiento o cualquiera de sus prórrogas.

Artículo 2.  Otros arrendamientos para uso distinto del de vivienda.
1. La persona física o jurídica arrendataria de un contrato de arrendamiento para uso 

distinto del de vivienda de conformidad con lo previsto en el artículo 3 de la Ley 29/1994, de 
24 de noviembre, o de industria, cuyo arrendador sea distinto de los definidos en el artículo 
1.1, y cumpla los requisitos previstos en el artículo 3, podrá solicitar de la persona 
arrendadora, en el plazo de un mes, desde la entrada en vigor de este Real Decreto-ley el 

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

– 42 –



aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta siempre que dicho 
aplazamiento o una rebaja de la renta no se hubiera acordado por ambas partes con 
carácter voluntario.

2. Exclusivamente en el marco del acuerdo al que se refieren los apartados anteriores, 
las partes podrán disponer libremente de la fianza prevista en el artículo 36 de la Ley 
29/1994, de 24 de noviembre, que podrá servir para el pago total o parcial de alguna o 
algunas mensualidades de la renta arrendaticia. En caso de que se disponga total o 
parcialmente de la misma, el arrendatario deberá reponer el importe de la fianza dispuesta 
en el plazo de un año desde la celebración del acuerdo o en el plazo que reste de vigencia 
del contrato, en caso de que este plazo fuera inferior a un año.

Artículo 3.  Autónomos y pymes arrendatarios a efectos del artículo 1 y el artículo 2.
Podrán acceder a las medidas previstas en los artículos 1 y 2 de este real decreto-ley, 

los autónomos y pymes arrendatarios cuando cumplan los siguientes requisitos:
1. En el caso de contrato de arrendamiento de un inmueble afecto a la actividad 

económica desarrollada por el autónomo:
a) Estar afiliado y en situación de alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma 

mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 
alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar o, 
en su caso, en una de las Mutualidades sustitutorias del RETA.

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o por órdenes dictadas por la Autoridad 
competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del referido real decreto.

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida como 
consecuencia de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se deberá 
acreditar la reducción de la facturación del mes natural anterior al que se solicita el 
aplazamiento en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la facturación media mensual 
del trimestre al que pertenece dicho mes referido al año anterior.

2. En caso de contrato de arrendamiento de inmueble afecto a la actividad económica 
desarrollada por una pyme:

a) Que no se superen los límites establecidos en el artículo 257.1 del Real Decreto 
Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de 
Sociedades de Capital.

b) Que su actividad haya quedado suspendida como consecuencia de la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o por órdenes dictadas por la Autoridad 
competente y las Autoridades competentes delegadas al amparo del referido real decreto.

c) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo 
previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se deberá acreditar la reducción de 
su facturación del mes natural anterior al que se solicita el aplazamiento en, al menos, un 75 
por ciento, en relación con la facturación media mensual del trimestre al que pertenece dicho 
mes referido al año anterior.

Artículo 4.  Acreditación de los requisitos.
El cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 3, se acreditará por el 

arrendatario ante el arrendador mediante la presentación de la siguiente documentación:
a) La reducción de actividad se acreditará inicialmente mediante la presentación de una 

declaración responsable en la que, en base a la información contable y de ingresos y gastos, 
se haga constar la reducción de la facturación mensual en, al menos, un 75 por ciento, en 
relación con la facturación media mensual del mismo trimestre del año anterior. En todo 
caso, cuando el arrendador lo requiera, el arrendatario tendrá que mostrar sus libros 
contables al arrendador para acreditar la reducción de la actividad.
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b) La suspensión de actividad, se acreditará mediante certificado expedido por la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad declarada por el 
interesado.

Artículo 5.  Consecuencias de la aplicación indebida del aplazamiento temporal y 
extraordinario en el pago de la renta.

Los arrendatarios que se hayan beneficiado del aplazamiento temporal y extraordinario 
en el pago de la renta sin reunir los requisitos establecidos en el artículo 3, serán 
responsables de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los 
gastos generados por la aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las 
responsabilidades de otro orden a que la conducta de los mismos pudiera dar lugar.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051

• Véase la Orden CIN/1062/2020, de 6 de noviembre, que se dicta en cumplimiento de la 
disposición adicional duodécima del presente Real Decreto-ley, en materia de apoyo 
financiero a las actuaciones de parques científicos y tecnológicos. Ref. BOE-A-2020-14251
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§ 7

Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los 
criterios y requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que 
pueden acceder a las ayudas transitorias de financiación 
establecidas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en 

el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 121, de 1 de mayo de 2020
Última modificación: 25 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4759

Téngase en cuenta la Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de Transportes, Movilidad 
y Agenda Urbana, por la que se publica el Convenio con el Instituto de Crédito Oficial E.P.E., para la gestión de 
los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la "Línea de avales 
de arrendamiento COVID-19". Ref. BOE-A-2020-4786

El artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, autoriza al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana a que, 
mediante convenio con el Instituto de Crédito Oficial desarrolle una línea de avales, con total 
cobertura del Estado, a fin de que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación para hacer frente al alquiler de vivienda habitual de los hogares 
que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social y económica como consecuencia 
de la expansión del COVID-19.

Igualmente, prevé que mediante una Orden del Ministerio de Transportes, Movilidad y 
Agenda Urbana se definan los criterios y requisitos para acceder a estas ayudas transitorias 
de financiación, que incluirán en todo caso, y como mínimo, las situaciones definidas en el 
artículo 5 del citado real decreto-ley. El mismo artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, preceptúa que dicha Orden no precisará desarrollo normativo posterior para su 
aplicación y debe cumplir en todo caso con la normativa de la Unión Europea en materia de 
ayudas de Estado.

En ese marco legal especial establecido por el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, 
de 31 de marzo, por el que preferentemente deben regirse estas ayudas transitorias de 
financiación, la ayuda consiste en la financiación misma, el aval y la exención de gastos e 
intereses para el solicitante. Además, corresponde a las entidades de crédito «ofrecer 
ayudas transitorias de financiación» y, por tanto, aceptar las solicitudes de ayudas que 
cumplan los requisitos para acceder a ellas. El sistema descrito se complementa con la 
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colaboración del Instituto de Crédito Oficial para la gestión de las ayudas y con el 
seguimiento y control de las ayudas que, una vez definidos los criterios y requisitos para 
acceder a ellas, prevé esta Orden.

Para la financiación de estas ayudas, el Consejo de Ministros, en su reunión de catorce 
de abril de dos mil veinte, ha aprobado el Acuerdo por el que se modifican los límites y el 
número de anualidades establecidos en el artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, para adquirir compromisos de gasto con cargo a 
ejercicios futuros, a fin de dar cumplimiento al Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, en la aplicación presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de 
gastos e intereses por concesión de préstamos a arrendatarios en situación de 
vulnerabilidad por el COVID-19», sin crédito inicial.

Además, el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia ha 
completado el artículo 9 Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, para incluir, entre otras 
previsiones, que «en el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la entidad de 
crédito de conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la subvención 
de gastos e intereses que conlleve dicho préstamo, por lo que no requerirá resolución de 
concesión del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana». Igualmente se ha 
añadido que las ayudas en la modalidad de subvención de tipo de interés se financiarán por 
el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana con cargo a la aplicación 
presupuestaria 17.09.261N.481, «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19; así como que 
«este crédito tendrá la consideración de ampliable» y que «la verificación del cumplimiento 
de los requisitos de los beneficiarios de la subvención se realizará ex post por el Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, conforme a la normativa de aplicación».

En su virtud y de acuerdo con el referido artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, dispongo:

Artículo 1.  Objeto y ámbito.
1. Constituye el objeto de esta Orden la definición de los criterios y requisitos para 

acceder a las ayudas transitorias de financiación en la modalidad de préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado. Estos préstamos serán concedidos por entidades de crédito, 
contarán con total cobertura mediante aval del Estado y no devengarán ningún tipo de 
gastos e intereses para el solicitante (en adelante, préstamos avalados y subvencionados 
por el Estado).

2. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se podrán conceder a 
arrendatarios de viviendas habituales localizadas en todo el territorio español.

Artículo 2.  Régimen jurídico.
Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se regirán por el artículo 9 del 

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19; así como 
por la presente Orden.

Supletoriamente, se aplicarán la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y su reglamento, aprobado por Real Decreto 887/2006, de 21 de julio; la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria y la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Artículo 3.  Características y compatibilidad de los préstamos avalados y subvencionados 
por el Estado.

Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado deberán cumplir estas 
condiciones:

1. Podrán otorgarse por las entidades de crédito adheridas a la LÍNEA DE AVALES 
ARRENDAMIENTO COVID-19 (en adelante, entidades de crédito).
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2. Se otorgarán, por concesión directa y por una sola vez, a los arrendatarios de vivienda 
habitual que cumplan todos y cada uno de los requisitos establecidos en esta Orden.

3. Desde su formalización, contarán con la total cobertura del aval del Estado (Ministerio 
de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana) y con una subvención por todos los gastos e 
intereses del préstamo con cargo al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana 
(MITMA).

4. Serán finalistas y deberán dedicarse exclusivamente al pago de la renta del 
arrendamiento de la vivienda habitual.

5. Serán compatibles con cualquiera de las ayudas al alquiler reguladas en el Plan 
Estatal de Vivienda 2018-2021 y, específicamente, con las del programa de ayudas para 
contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de 
vivienda habitual; sin perjuicio de que estas últimas hayan de destinarse, en su caso, a la 
amortización del préstamo.

6. Serán gestionados con la colaboración del Instituto de Crédito Oficial (ICO) que, a tal 
fin, suscribirá un convenio con el MITMA, al que se adherirán las Entidades de crédito que 
vayan a conceder los préstamos.

Artículo 4.  Condiciones subjetivas de los arrendatarios.
1. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado podrán otorgarse a los 

arrendatarios de vivienda habitual, residentes en España, con contrato en vigor suscrito al 
amparo de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, que se 
encuentren en situación de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 
sanitaria ocasionada por el COVID-19 (en adelante, arrendatarios); siempre que reúnan de 
forma conjunta los siguientes requisitos:

a) Que el arrendatario o alguno de los miembros de la unidad familiar se encuentre 
afectado por una circunstancia que implique una reducción de ingresos, por pasar a estar en 
situación de desempleo, por estar afectado por un Expediente Temporal de Regulación de 
Empleo (ERTE), por haber reducido su jornada por motivo de cuidados, por cese de 
actividad de los trabajadores por cuenta propia o por otras circunstancias sobrevenidas 
vinculadas a la actividad laboral o empresarial que impliquen dicha reducción de ingresos 
como consecuencia de la expansión del COVID-19.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el mes 
anterior a la solicitud de la ayuda, no alcance el límite de cinco veces el Indicador Público de 
Renta de Efectos Múltiples mensual (en adelante IPREM).

c) Que la renta arrendaticia más los gastos y suministros básicos resulte superior o igual 
al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad 
familiar. A estos efectos, se entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del 
coste de los suministros de electricidad, gas, gasoil para calefacción, agua corriente, de los 
servicios de telecomunicación fija y móvil, y las posibles contribuciones a la comunidad de 
propietarios, todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer al arrendatario, 
referidos al periodo de un mes.

Para obtener estos préstamos no será exigible hallarse al corriente en el cumplimiento 
de las obligaciones tributarias o con la Seguridad Social ni del pago de obligaciones por 
reintegro de otras subvenciones.

2. A los efectos de este artículo se entenderá por unidad familiar la compuesta por la 
persona que adeuda el arrendamiento, su cónyuge no separado legalmente o pareja de 
hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la vivienda, 
incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar y su 
cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

3. En caso de ser varios los titulares de un mismo contrato de alquiler, será obligatorio 
que todos ellos formalicen como prestatarios un solo contrato de préstamo, del que 
responderán todos de forma solidaria.

4. No se entenderá que concurren los supuestos de vulnerabilidad económica a 
consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, a los efectos de 
obtener ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual, cuando la 
persona arrendataria o cualquiera de las personas que componen la unidad familiar que 
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habita aquella sea propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España. Se considerará 
que no concurren estas circunstancias en alguno de estos casos:

a) Cuando el derecho recaiga únicamente sobre una parte alícuota de la misma y se 
haya obtenido por herencia o mediante transmisión mortis causa sin testamento

b) Para quienes, siendo titulares de una vivienda, acrediten la no disponibilidad de la 
misma por causa de separación o divorcio, por cualquier otra causa ajena a su voluntad o 
cuando la vivienda resulte inaccesible por razón de discapacidad de su titular o de alguna de 
las personas que conforman la unidad de convivencia.

Artículo 5.  Acreditación de las condiciones subjetivas.
Para acreditar los requisitos a que se refiere el artículo 4 deberán presentarse ante la 

entidad de crédito los siguientes documentos, dependiendo del hecho alegado:
a) En caso de situación legal de desempleo, certificado expedido por la entidad gestora 

de las prestaciones en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, certificado 
expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 
declarada por el interesado.

c) Personas que habitan en la vivienda habitual:
– Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
– Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos.
d) Titularidad de los bienes: Certificado catastral o nota simple del servicio de índices del 

Registro de la Propiedad de todos los miembros de la unidad familiar.
e) En todo caso e incluido en el modelo de solicitud del anexo I de esta Orden: 

declaración responsable del arrendatario relativa al cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 4 de esta Orden y de los requisitos del artículo 13 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones que resulten de aplicación, con 
mención expresa de que los ingresos de la unidad familiar son inferiores a 5 veces el IPREM 
en el mes anterior a la solicitud de la ayuda y de que la renta arrendaticia más los gastos y 
suministros básicos, correspondientes también al mes anterior a la solicitud del préstamo, 
resulta superior o igual al 35 por cien de los ingresos netos de la unidad familiar, así como a 
las circunstancias sobrevenidas que suponen la reducción de ingresos a que se refiere el 
apartado a) del artículo 4.1.

Esta declaración podrá sustituir la aportación de algunos de los documentos anteriores 
siempre que incluya la justificación expresa de los motivos, relacionados con las 
consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impidan tal aportación. Tras la finalización 
del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de tres meses para aportar dichos 
documentos a la entidad de crédito.

Junto con estos documentos se presentará la solicitud del préstamo, que incluye la 
declaración responsable, conforme al modelo establecido en el anexo I de esta Orden.

Artículo 6.  Financiación.
1. Para la concesión de estos préstamos, el ICO pondrá a disposición de las entidades 

de crédito la LÍNEA DE AVALES ARRENDAMIENTO COVID-19 por un importe global de mil 
doscientos millones de euros (1.200.000.000 €); conforme autoriza la disposición adicional 
tercera del Real Decreto-Ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias 
para apoyar a la economía y al empleo.

El ICO podrá adherir a la LÍNEA DE AVALES ARRENDAMIENTO COVID-19 a las 
entidades de crédito sometidas a supervisión del Banco de España.

2. La bonificación de los gastos e intereses de los préstamos se financiará por el MITMA 
con cargo a la aplicación presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses 
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por concesión de préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el 
COVID-19».

La bonificación de gastos e intereses no podrá superar el importe resultante de aplicar el 
tipo 1,5 % TAE al préstamo.

El ICO adelantará a las entidades de crédito la bonificación de gastos e intereses de los 
préstamos y, posteriormente, el MITMA, con cargo a la aplicación presupuestaria 
17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de préstamos a 
arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19», abonará al ICO el importe de 
dicha bonificación. A tales efectos, se establece un importe máximo global de ciento doce 
millones de euros (112.000.000 €), con la siguiente distribución por anualidades, de 
conformidad con el Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020:

Aplicación 17.09.261N.481

(Importes en millones de euros)

Año Bonificación gastos e intereses de los préstamos concedidos por las entidades de crédito a los 
arrendatarios

2021 10
2022 20
2023 17
2024 15
2025 13
2026 11
2027 9
2028 8
2029 5
2030 3
2031 1
Total. 112

3. En el convenio que se suscriba entre el MITMA y el ICO se establecerán los términos 
de colaboración en relación con el aval a otorgar por el MITMA, así como la bonificación de 
gastos e intereses.

4. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se otorgarán hasta que se 
alcance cualquiera de estos límites o, en su caso, los que resulten de su ampliación:

a) Mil doscientos millones de euros, como máximo que puede ser avalado por el MITMA 
conforme a la disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar a la economía y al empleo.

b) Ciento doce millones de euros por «Bonificación de gastos e intereses por concesión 
de préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19»; conforme al 
Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020).

Artículo 7.  Condiciones de los préstamos.
Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado se otorgarán con sujeción a 

estas condiciones:
1. Se formalizarán mediante un contrato de préstamo entre la entidad de crédito y el 

arrendatario.
2. La cuantía del préstamo podrá alcanzar hasta el 100 % del importe de seis 

mensualidades, en virtud del contrato de arrendamiento de vivienda habitual vigente, con un 
máximo de 5.400 euros, a razón de un máximo de 900 euros por mensualidad.

3. Las seis mensualidades financiables podrán ser desde el 1 de abril de 2020 y no 
podrán ser posteriores a 6 meses a contar desde la firma del préstamo entre la entidad 
bancaria y el arrendatario ni posteriores al fin de vigencia del contrato de arrendamiento o 
sus prórrogas.

4. El plazo de amortización inicial podrá ser de hasta 6 años y podrá pactarse un período 
de carencia de principal de seis meses. Una vez transcurridos los tres primeros años desde 
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la concesión del préstamo y antes de seis meses de la finalización del plazo inicial, será 
admisible una única prórroga de 4 años de plazo de amortización adicional, siempre que se 
acredite ante la Entidad de crédito que, en el momento de la solicitud de prórroga, persiste la 
situación de vulnerabilidad y se cumplen los requisitos definidos en esta Orden. Cuando en 
la operación de préstamo figuren varios arrendatarios para una misma vivienda, será 
obligatorio que todos ellos formulen la solicitud de prórroga y todos respondan de forma 
solidaria.

El arrendatario podrá realizar la cancelación total o amortización anticipada facultativa de 
la financiación, sin que ello le genere gastos o comisiones.

En todo caso, la cancelación o amortización anticipada, total o parcial, se producirá de 
manera inmediata en el supuesto en el que se satisfaga, respectivamente, la totalidad o 
parte del importe del préstamo, ya se realice el pago por el arrendatario o por las 
Administraciones públicas competentes en materia de vivienda o protección social.

5. El aval otorgado por el MITMA se mantendrá hasta el último plazo de amortización 
pactado más 180 días.

6. En el contrato se hará constar que se deberá proceder a la amortización anticipada del 
préstamo por el arrendatario y procederá el reintegro de la subvención por gastos e intereses 
si se comprobara que el arrendatario ha incurrido en falsedad, ocultación o inexactitud 
relevante al presentar los documentos o la declaración responsable a que se refiere el 
artículo 4 de esta Orden.

Artículo 8.  Presentación de solicitudes y formalización de los préstamos.
1. Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado deberán ser solicitados por 

el arrendatario ante la Entidad de crédito, con el modelo de solicitud que figura en el anexo I 
de esta Orden, antes del 30 de septiembre de 2020 y deberán formalizarse antes del 31 de 
octubre de 2020. A propuesta de la comisión de seguimiento prevista en el convenio entre el 
MITMA y el ICO, mediante orden ministerial, estos plazos podrán prorrogarse hasta el 30 de 
noviembre y el 31 de diciembre de 2020, respectivamente.

Téngase en cuenta que se prorroga el plazo para solicitar los préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado hasta el 9 de agosto de 2021 y el plazo para formalizar hasta el 9 
de septiembre de 2021, según establecen los apartados primero y segundo de la Orden 
TMA/498/2021, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8657

2. Los arrendatarios deberán acreditar ante la Entidad de crédito que cumplen los 
requisitos establecidos en el artículo 4 de esta Orden. La presentación de la solicitud 
implicará el consentimiento del interesado para el tratamiento de datos por el ICO y el 
MITMA, a efectos de las disposiciones vigentes en materia de protección de datos, así como 
la autorización al ICO y al MITMA para poder consultar los datos fiscales y laborales de los 
arrendatarios y para su cesión por parte de este último a la Consejería u organismo 
competente en materia de vivienda de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y 
Melilla, según la localización de la vivienda arrendada, con el único objeto de que éstas 
puedan utilizar esta información para analizar la situación de vulnerabilidad del arrendatario 
para la aplicación de posibles ayudas presentes o futuras.

3. La Entidad de crédito solo concederá los préstamos a los arrendatarios que acrediten 
cumplir los requisitos establecidos en el artículo 4 de esta Orden y aporten la totalidad de la 
documentación requerida en los términos previstos en el artículo 5 de la misma.

4. Los gastos e intereses del préstamo no podrán superar el importe resultante de aplicar 
el tipo 1,5 % TAE al préstamo. En dichos gastos se entenderán comprendidos todos los que 
se devenguen desde la solicitud del préstamo hasta su cancelación.

5. En el momento de formalizar el préstamo, la Entidad de crédito deberá cumplimentar 
el formulario previsto en el anexo II de esta Orden y remitirlo al ICO verificando, con carácter 
previo a la formalización del préstamo avalado y subvencionado por el MITMA, el 
cumplimiento de los requisitos de los arrendatarios para obtener las ayudas.
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6. Con ocasión del otorgamiento del préstamo, la entidad de crédito no podrá exigir al 
interesado la contratación de ningún producto o servicio adicional.

Artículo 9.  Pago de las ayudas al arrendador.
1. La entidad de crédito abonará el importe del préstamo, correspondiente a las seis 

mensualidades, directamente a la persona o entidad arrendadora de la vivienda, previa 
comunicación, para su toma de razón, al titular del préstamo.

2. El abono se realizará con periodicidad mensual, salvo que se acuerde una 
periodicidad distinta, y, en su caso, con un pago inicial que comprenda las mensualidades 
devengadas y no pagadas desde el 1 de abril de 2020 hasta la firma del contrato de 
préstamo. La entidad de crédito deberá conservar el justificante de cada uno de los pagos 
que realice.

Artículo 10.  Seguimiento y control de las ayudas.
1. En el convenio que se suscriba entre el MITMA y el ICO se regulará la colaboración 

entre ellos, y la de las entidades de crédito, para el seguimiento y control de estas ayudas.
2. En todo caso, el ICO facilitará esta información al MITMA:
a) Quincenalmente, un informe justificativo de los préstamos avalados y subvencionados 

por el Estado.
b) Con carácter anual, un informe justificativo de todos los préstamos concedidos, el 

importe de aval ejecutado, el importe de los gastos e intereses bonificados; los préstamos 
amortizados; las operaciones que las entidades de crédito hayan comunicado como fallidas y 
los importes recuperados.

Artículo 10 bis.  Verificación y control de las ayudas.
Para la verificación y comprobación de las ayudas reguladas en esta orden se aplicará lo 

siguiente:
a) Se realizará mediante muestreo aleatorio una comprobación de que la documentación 

presentada por los beneficiarios de las ayudas es la exigida por el artículo 5.
b) Si se aprecian errores o incoherencias en la documentación, o falsedad, ocultación o 

inexactitud irrelevante de los expedientes comprobados se dará por terminada la verificación 
y comprobación de la totalidad de los expedientes y si fuera elevada se realizará una nueva 
comprobación que comprenda una muestra representativa de los restantes expedientes 
hasta alcanzar un índice de errores o incoherencias irrelevante.

El muestreo aleatorio se realizará por sorteo, bajo la supervisión de la Dirección General 
de Vivienda y Suelo del Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en el que se 
determine una fecha de suscripción de los préstamos a partir de la cual serán examinados 
los expedientes o mediante otro criterio objetivo determinado por dicha Dirección General.

En todo caso, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá verificar y 
comprobar cualquier otro expediente si ello fuera preciso para un adecuado control de las 
ayudas.

Artículo 11.  Causas de reintegro de las ayudas.
1. La Entidad de crédito deberá conservar la documentación acreditativa de los requisitos 

de elegibilidad del arrendatario solicitante del préstamo durante doce años desde la firma del 
contrato de préstamo. La comisión de seguimiento del convenio podrá reducir este plazo 
para los préstamos que estén ya totalmente amortizados y para los préstamos que no 
hubieren solicitado la prórroga.

2. El MITMA podrá verificar en todo momento que los préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado se han otorgado a arrendatarios que cumplían los requisitos 
de elegibilidad para obtenerlos; así como que el importe de aquellos se ha destinado a la 
finalidad para la que se otorgaron.

3. En caso de que se compruebe que, de acuerdo con la documentación aportada al 
formular la solicitud, el arrendatario no cumplía los requisitos para obtener el préstamo en el 
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momento de su concesión por la Entidad de crédito, se exigirá a esta el reintegro al MITMA 
de los abonos realizados por el ICO en concepto de subvención de gastos e intereses, a 
cuyo importe se aplicará el interés de demora.

4. Si el MITMA comprobara que el arrendatario ha destinado el importe del préstamo a 
una finalidad distinta para la que se otorgó, o que el arrendatario ha incurrido en falsedad, 
ocultación o inexactitud relevante al presentar los documentos o en cualquier declaración 
responsable a que se refiera esta Orden; se procederá del siguiente modo:

a) Si el préstamo estuviera pendiente de abonarse, en todo o en parte, se cancelará el 
abono de las cantidades pendientes y el arrendatario deberá proceder a la amortización 
anticipada del préstamo.

b) En todo caso, se exigirá al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses 
satisfechos por el préstamo; a cuyo importe se aplicará el interés de demora.

5. En el caso de que la Entidad de crédito califique un préstamo como fallido, tras el 
ejercicio de todas las acciones que en buena práctica deba realizar la Entidad para la 
recuperación de importes impagados y para el que se haya ejecutado el aval, MITMA 
solicitará al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses satisfechos por el préstamo; a 
cuyo importe también se aplicará el interés de demora.

6. En el MITMA, corresponderá a la Dirección General de Vivienda y Suelo realizar las 
actuaciones de verificación, comprobación y reintegro a que se refiere este precepto. Para el 
reintegro se aplicará la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.

Artículo 12.  Infracciones y sanciones.
En los supuestos de infracciones administrativas en materia de subvenciones y ayudas 

públicas, será de aplicación lo previsto en el título IV de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
y en el título IV de su Reglamento.

Artículo 13.  Control financiero y publicidad de las subvenciones.
El control financiero de subvenciones se ejercerá en los términos previstos en el título III 

de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
Las subvenciones reguladas en esta Orden están sujetas a las normas generales de 

publicidad y transparencia previstas en la Ley General de Subvenciones y demás normativa 
de desarrollo.

Disposición adicional única.  
Lo dispuesto en esta orden podrá ser desarrollado o modificado por orden del Ministerio 

de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana.

Disposición final.  Entrada en vigor.
Esta Orden entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I
Formulario de solicitud de préstamo

Modelo de formulario a cumplimentar por los arrendatarios al presentar ante la Entidad de 
crédito la solicitud del préstamo regulado en esta Orden
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ANEXO II
Formulario de concesión del préstamo

Modelo de formulario a cumplimentar por la Entidad de crédito al formalizar el préstamo 
acogido a la LÍNEA DE AVALES ARRENDAMIENTO COVID-19 del artículo 9 del Real 

Decreto-ley 11/2020
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§ 8

Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica el 
Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E., para la gestión de 
los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del 
Estado a arrendatarios en la "Línea de avales de arrendamiento 

COVID-19"

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 122, de 2 de mayo de 2020
Última modificación: 25 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4786

Con fecha 1 de mayo de 2020 se ha suscrito, previa tramitación reglamentaria, el 
Convenio de colaboración entre el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y el 
Instituto de Crédito Oficial, E.P.E. para la gestión de los avales y de la subvención de gastos 
e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la «Línea de avales de arrendamiento 
COVID-19».

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 48.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, se publica en el «Boletín Oficial del Estado» dicho 
convenio de colaboración, que figura como anexo a esta resolución.

ANEXO
Madrid, 1 de mayo de 2020.
En presencia de D. José Luis Ábalos Meco, Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda 

Urbana.

REUNIDOS
De una parte, D. Pedro Saura García, en su calidad de Secretario de Estado de 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en virtud del Real Decreto 28/2020, de 14 de 
enero (BOE 15/01/2020), actuando en el ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 
62.2 g) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

De otra parte, D. José Carlos García de Quevedo Ruiz en nombre y representación del 
Instituto de Crédito Oficial, E.P.E. (en adelante ICO), con CIF Q2876002C y domicilio en 
Madrid, Paseo del Prado, n.º 4, en su calidad de Presidente, por virtud de su nombramiento 
por Real Decreto 683/2018, de 22 de junio de 2018.

Ambas partes, en la calidad en que intervienen en este acto, se reconocen 
recíprocamente capacidad legal para obligarse y otorgar el presente y, a tal efecto,
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EXPONEN

Primero.  
Que el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (en adelante, MITMA), de 

conformidad con el Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, es el Departamento Ministerial al 
que corresponde la propuesta y ejecución de las políticas del Gobierno en materia de 
vivienda.

Segundo.  
Que el ICO es un Organismo público configurado como Entidad pública empresarial de 

las previstas en los artículos 84, 103 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público; está adscrita al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital a través de la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la 
Empresa, que tiene naturaleza jurídica de Entidad de Crédito y la consideración de Agencia 
Financiera del Estado.

Son fines del ICO, de acuerdo con el artículo 2 de sus Estatutos aprobados por Real 
Decreto 706/1999, de 30 abril (BOE de 13 de mayo), el sostenimiento y la promoción de 
actividades económicas que contribuyan al crecimiento y a la mejora de la distribución de la 
riqueza nacional y, en especial, de aquellas que, por su trascendencia social, cultural, 
innovadora o ecológica, merezcan su fomento.

Para el cumplimiento de los fines que le atribuye el artículo 2 de su Estatuto, el Instituto 
de Crédito Oficial podrá, de acuerdo con el artículo 4 de sus Estatutos, desarrollar, sin 
perjuicio de las competencias de los distintos Departamentos ministeriales, las siguientes 
funciones: Formalizar, gestionar y administrar fondos, subvenciones, créditos, avales u otras 
garantías, cuotas y cualesquiera instrumentos financieros al servicio de sus fines, pudiendo a 
dicho efecto realizar toda clase de operaciones financieras de activo.

Tercero.  
Que el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
regula una serie de medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables y entre ellas, en su 
artículo 9, establece la aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del 
Estado de la financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica 
como consecuencia de la expansión del COVID-19.

Cuarto.  
Que el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, autoriza al MITMA para que, mediante 

convenio con el ICO, por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea de avales 
con total cobertura del Estado, para que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación a los arrendatarios de vivienda habitual que se encuentren en la 
referida situación de vulnerabilidad, con un plazo de devolución de hasta seis años, 
prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y sin que, en ningún caso, devengue ningún 
tipo de gastos e intereses para el solicitante.

Quinto.  
Que la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y 

requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que pueden acceder a las ayudas 
transitorias de financiación establecidas en el artículo 9 del real decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, establece los criterios y requisitos que deben 
cumplir los arrendatarios en situación de vulnerabilidad sobrevenida como consecuencia de 
la expansión del COVID-19 para poder acceder a las ayudas transitorias de financiación en 
la modalidad de préstamos avalados y subvencionados por el Estado, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020.
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Sexto.  
Que mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020, se han aprobado 

las partidas presupuestarias que se indican en este Convenio y se han autorizado límites 
para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria 
para financiar por parte del MITMA, la bonificación de intereses y gastos al cliente y la 
compensación a ICO por los gastos de gestión y administración incurridos por la línea 
prevista en el Real Decreto-ley 11/2020.

Séptimo.  
Que la disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 

medidas urgentes complementarias para apoyar a la economía y al empleo señala: «En 
relación con la línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la financiación a 
arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como consecuencia de la 
expansión del COVID-19, aprobada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá conceder avales por 
un importe máximo de 1.200 millones de euros».

Octavo.  
Que el MITMA y el ICO proponen la suscripción de un Convenio, por el que se 

establecen los términos de la colaboración entre ambas partes en relación con el aval a 
otorgar por el MITMA en concepto de cobertura total del riesgo de las operaciones que 
cumplan con los requisitos establecidos en el presente Convenio, así como la bonificación 
por el MITMA de los gastos e intereses para el cliente de la financiación avalada.

Noveno.  
De conformidad con lo dispuesto en la disposición final cuarta-Tres.6 del Real Decreto-

ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al 
COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia el presente convenio:

1.º) Queda exceptuado de lo dispuesto en los apartados Sexto y Séptimo del Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 27 de diciembre de 2019, por el que se establecen los criterios de 
aplicación de la prórroga para 2020 de los Presupuestos Generales del Estado vigentes en 
el año 2019, se formaliza la distribución por secciones y se aprueban medidas para reforzar 
el control del gasto público; y

2.º) Le es de aplicación el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, en el que se establece el siguiente régimen especial para los convenios 
relacionados con el COVID-19:

– No resultan de aplicación las disposiciones contenidas en los apartados 1 y 2 en las 
letras a), b) y c) del artículo 50 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, así como en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 
2017, por el que se aprueban las instrucciones para la tramitación de convenios, en la 
tramitación administrativa y suscripción de los convenios; y

– Quedan excluidos de lo establecido en el apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, perfeccionándose y resultando 
eficaces por la prestación del consentimiento de las partes, sin perjuicio de su posterior 
inscripción en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del 
sector público estatal y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

De acuerdo con lo anterior, las partes suscriben el presente Convenio, que se regirá de 
conformidad con las siguientes
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ESTIPULACIONES

Primera.  Objeto, ámbito territorial y vigencia del Convenio.
a) Objeto.
El objeto del presente Convenio es establecer los términos de colaboración entre el 

MITMA y el ICO, en relación con la gestión del aval a otorgar por el MITMA, así como con la 
gestión y pago de la bonificación de gastos e intereses, a los préstamos formalizados por las 
Entidades de crédito para hacer frente al alquiler de vivienda habitual por parte de los 
hogares que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social y económica como 
consecuencia de la expansión del COVID-19, conforme a lo establecido en el Real Decreto-
ley 11/2020 y la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

Es objeto también de este Convenio establecer el compromiso financiero por MITMA 
para atender al gasto derivado de las comisiones a abonar al ICO por la administración y 
gestión de la línea de avales aprobada en el artículo 9 del RDL 11/2020 y la disposición 
adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar a la economía y al empleo que recibirá el ICO.

Ámbito territorial.
El ámbito territorial de aplicación de este Convenio es el territorio español.
b) Vigencia.
1. El presente Convenio resultará eficaz el mismo día de su firma, sin perjuicio de su 

posterior inscripción en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de 
Cooperación del sector público estatal y publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

2. De conformidad con lo establecido en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, el 
presente Convenio tendrá una vigencia de 14 años desde su firma.

3. No obstante lo anterior, las Partes se obligan al cumplimiento de todas las 
obligaciones, mientras subsistan, que dimanen de este Convenio.

Segunda.  Características generales de los avales y la bonificación de intereses y gastos.
a) Instrumentación
El ICO, en nombre y por cuenta del MITMA, formalizará contratos de avales con las 

Entidades de crédito adheridas a la línea «Línea de Avales Arrendamiento COVID-19» (en 
adelante, línea de avales). El texto del contrato de aval entre ICO y las Entidades 
Financieras se ajustará en todos sus términos y condiciones a lo establecido en el presente 
Convenio y en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA

Los contratos de aval con las Entidades de crédito se formalizarán con posterioridad a la 
publicación en el «Boletín Oficial del Estado» del presente Convenio.

b) Importe.
b.1) Importe de avales.
El ICO, actuando en nombre y por cuenta del MITMA, pondrá a disposición de las 

Entidades de crédito adheridas la línea avales por un importe global máximo de mil 
doscientos millones de euros (1.200.000.000 €), de conformidad con lo dispuesto en el 
presente Convenio.

Si en alguna anualidad el importe disponible para el abono de comisiones de 
administración o gestión de ICO, o el abono de los importes correspondientes a bonificación 
de gastos e intereses, por parte del MITMA no fuera suficiente para cubrir los desembolsos 
que deba realizar al ICO de acuerdo con la Estipulación Cuarta, el MITMA desembolsará a 
ICO los importes correspondientes pendientes de pago en la siguiente o siguientes 
anualidades en las que haya importe disponible suficiente.

b.2) Importe de bonificación de gastos e intereses.
El ICO, actuando en nombre y por cuenta del MITMA, pondrá a disposición de las 

Entidades de crédito adheridas a la línea las ayudas en forma de bonificaciones de gastos e 
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intereses de los préstamos, concedidos a los clientes por las citadas entidades con cargo a 
sus fondos, por un importe global máximo de ciento doce millones de euros (112.000.000 €).

En el mismo acto de concesión del préstamo por parte de la Entidad de crédito de 
conformidad con la regulación establecida, se entenderá concedida la subvención de gastos 
e intereses que conlleve dicho préstamo, en virtud de lo establecido en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 11/2020 y en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA. Las ayudas en 
la modalidad de subvención de tipo de interés se financiarán por el MITMA con cargo al 
gasto máximo aprobado para dicha línea de ayudas.

Si en alguna anualidad el importe disponible para la bonificación de gastos e intereses 
por parte del MITMA no es suficiente para cubrir los desembolsos que deba realizar al ICO 
de acuerdo con la Estipulación Cuarta, el MITMA desembolsará a ICO los importes 
pendientes de pago en la siguiente o siguientes anualidades en las que haya importe 
disponible suficiente.

c) Plazo de formalización de operaciones con los Clientes.
Las operaciones avaladas y subvencionadas por el Estado deberán formalizarse entre el 

Cliente y la Entidad de crédito adherida con posterioridad a la fecha de firma del contrato de 
aval entre ICO y dicha Entidad.

El cliente podrá solicitar el préstamo a la entidad de crédito antes del 31 de mayo de 
2021 con el modelo de solicitud que figura en el anexo I de la Orden TMA/378/2020, de 30 
de abril, del MITMA. Las entidades de crédito deberán formalizar los préstamos con los 
clientes antes del 30 de junio de 2021. No obstante, mediante acuerdo de la Comisión de 
Seguimiento a la que hace referencia la estipulación séptima del presente Convenio, el ICO 
y el MITMA podrán proponer la ampliación de ambos plazos hasta el 31 de agosto de 2021 y 
el 30 de septiembre de 2021 respectivamente. Esta ampliación, en su caso, se realizará 
mediante Orden del MITMA tal y como se señala en el artículo 8 de la Orden TMA/ 
378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

Téngase en cuenta que se prorroga el plazo para solicitar los préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado hasta el 9 de agosto de 2021 y el plazo para formalizar hasta el 9 
de septiembre de 2021, según establecen los apartados primero y segundo de la Orden 
TMA/498/2021, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8657

d) Clientes.
Podrán ser Clientes todos aquellos arrendatarios de vivienda habitual residentes en 

España que se encuentren en situación de vulnerabilidad sobrevenida como consecuencia 
de la expansión del COVID-19, de acuerdo con los criterios y requisitos definidos en la 
Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA y que se recogen en el Anexo I del 
presente Convenio. La verificación del cumplimiento de las condiciones de elegibilidad en 
base a los referidos criterios y requisitos corresponderá a la Entidad de crédito, como trámite 
previo a la formalización del préstamo. La entidad de crédito solo concederá los préstamos 
avalados y subvencionados por el Estado a los arrendatarios que acrediten cumplir los 
requisitos establecidos en el artículo 4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA 
en los términos previstos en demás artículos de la misma.

En caso de ser varios los titulares en un mismo contrato de alquiler, será obligatorio que 
todos ellos formalicen el contrato de préstamo con la Entidad de crédito como prestatarios. A 
estos efectos, se formalizará un solo contrato de préstamo en el que figuren todos los 
arrendatarios como prestatarios del préstamo, del que responderán todos de forma solidaria, 
y deberán cumplir conjuntamente los requisitos y condiciones establecidos en el Anexo I.

En todo caso, el contrato de arrendamiento a tener en cuenta deberá corresponder a la 
vivienda completa, pudiendo incluir el mobiliario, los trasteros, y las plazas de garaje y otras 
dependencias anexas a la vivienda, pero excluyendo los acuerdos de subarriendo y el 
alquiler de habitaciones.

e) Conceptos financiables e importe máximo de financiación por préstamo.
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Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado formalizados entre el Cliente y 
la Entidad de crédito serán finalistas, debiendo dedicarse la financiación al pago de la renta 
del arrendamiento de la vivienda habitual del Cliente.

El importe máximo de financiación, con cargo a los fondos de la Entidad de crédito, por 
operación de préstamo podrá cubrir hasta el 100% del importe de seis mensualidades, en 
virtud del contrato de arrendamiento de vivienda en vigor y sus prórrogas, con un máximo de 
5.400 euros, a razón de un máximo de 900 euros cada mes, por contrato de arrendamiento y 
préstamo. Las seis mensualidades máximas financiables podrán ser de fecha desde el 1 de 
abril de 2020 y no podrán ser posteriores a 6 meses a contar desde la firma del préstamo 
entre la Entidad de crédito y el Cliente ni posteriores al fin de vigencia del contrato de 
arrendamiento o sus prórrogas.

Las Entidades de crédito abonarán las cuantías correspondientes a las seis 
mensualidades directamente a la persona o entidad arrendadora de la vivienda, previa 
comunicación, para su toma de razón, al titular del préstamo.

El abono se realizará con periodicidad mensual, salvo que se acuerde periodicidad 
distinta, y, en su caso, con un pago inicial que comprenda las mensualidades devengadas y 
no pagadas desde el 1 de abril de 2020 hasta la firma del contrato de préstamo. La Entidad 
de crédito deberá conservar el justificante de cada uno de los pagos que se realicen.

f) Modalidad de financiación.
Las operaciones de financiación entre el Cliente y las Entidades de crédito deberán 

instrumentarse mediante un contrato de préstamo financiado con fondos de la citada entidad, 
independientemente de las fuentes de financiación de la Entidad de crédito.

g) Plazos de las operaciones de préstamo.
Los Clientes podrán formalizar las operaciones de préstamo por un plazo de hasta seis 

años, prorrogable excepcionalmente por otros cuatro años.
A estos efectos, el Cliente y la Entidad de crédito podrán acordar un plazo de 

amortización inicial de hasta 6 años y los Clientes podrán solicitar a la Entidad de crédito, por 
escrito, una vez transcurridos al menos tres años desde la fecha de concesión del préstamo 
y antes de seis meses de la finalización del plazo inicial, una única prórroga de 4 años de 
plazo de amortización adicional, siempre que se acredite ante la entidad financiera que 
persisten, en el momento de la solicitud de prórroga, su situación de vulnerabilidad y se 
cumplan los requisitos definidos en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA y que 
se recogen en el Anexo I del presente Convenio

En caso de que en la operación de préstamo figuren varios arrendatarios como Clientes, 
será obligatorio que todos ellos formulen la solicitud de prórroga y todos respondan de forma 
solidaria.

Una vez establecida, en su caso, la prórroga excepcional de cuatro años de la operación 
de préstamo, la Entidad de crédito establecerá la nueva cuota mensual a aplicar hasta la 
finalización del nuevo periodo del préstamo, redistribuyendo el capital del préstamo 
pendiente de pago.

El Cliente podrá solicitar un periodo de carencia de principal de 6 meses, que deberá ser 
aceptado e incorporado en las condiciones de la operación de financiación por parte de la 
Entidad de crédito.

El Cliente podrá realizar la cancelación total o amortización anticipada facultativa de la 
financiación, sin que ello genere gastos o comisiones para el Cliente.

En todo caso, la cancelación o amortización anticipada, total o parcial, se producirá de 
manera inmediata en el supuesto en el que, respectivamente, se satisfaga la totalidad o 
parte del importe del préstamo, ya sea a través del pago por parte del Cliente o a través de 
transferencia realizada por las Administraciones públicas competentes en materia de 
vivienda o protección social.

h) Duración del aval.
El aval permanecerá vigente durante un periodo igual al del último plazo de amortización 

pactado en el contrato de préstamo suscrito entre la Entidad de crédito y el Cliente, o su 
prórroga, más 180 días.
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i) Tipo de interés máximo y comisiones al Cliente.
El tipo de interés del préstamo formalizado por de la Entidad de crédito al con Cliente 

será fijo, hasta 1,5% TAE, y estará subvencionado por el MITMA de acuerdo con lo 
establecido en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA, sin que, en ningún caso, 
estos préstamos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 9.1 del Real Decreto-ley 
11/2020, devenguen ningún tipo de gastos e intereses para el solicitante.

La Entidad de crédito no podrá aplicar al Cliente comisiones por ningún concepto.
La Entidad de crédito no podrá aplicar tipos de demora al Cliente ni gastos o comisiones 

por la reclamación de importes impagados o comisiones o gastos por cualquier otro 
concepto.

La Entidad de crédito no podrá exigir al Cliente la contratación de ningún producto o 
servicio para la concesión de la financiación.

j) Bonificación del MITMA de gastos e intereses.
Los importes de las ayudas en la modalidad de bonificación de gastos e intereses del 

préstamo, que se concedan al amparo de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del 
MITMA se financiarán con cargo al gasto aprobado por el MITMA en la partida 
presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19» para la 
concesión de dichas subvenciones. En virtud de esta Orden, el MITMA bonificará el 100 % 
de los gastos e intereses de las operaciones de préstamo formalizadas con los clientes, esto 
es, el 100 % del tipo de interés aplicado por la entidad de crédito a la operación, con el límite 
máximo indicado en el apartado anterior.

A estos efectos la entidad de crédito no cobrará al cliente ningún importe por gastos e 
intereses y, una vez al año, en los primeros quince días de diciembre de cada ejercicio, la 
entidad de crédito comunicará a ICO los importes de tipo de interés devengados por los 
préstamos formalizados con los clientes que hayan recibido el aval, desde el 1 de diciembre 
del año anterior y hasta el 30 de noviembre del ejercicio correspondiente; a excepción de la 
comunicación de intereses devengados correspondiente al periodo entre el 1 de diciembre y 
el 30 de septiembre de 2031, que se realizará por las Entidades al ICO en la primera 
quincena de octubre de 2031.

En la segunda quincena de diciembre de cada ejercicio, ICO abonará a las Entidades de 
crédito los importes de intereses comunicados por las Entidades, a excepción de los 
importes que se comuniquen en 2031, que se abonarán a las Entidades en la segunda 
quincena de octubre de 2031. El MITMA abonará al ICO, en los términos previstos en la 
estipulación cuarta, los importes que hayan sido abonados por el ICO a las entidades.

Las cuotas de principal impagadas por los clientes devengarán intereses hasta la fecha 
de la presentación del requerimiento de pago a ICO por ejecución del aval, con el límite de 
30 de septiembre de 2031, fecha en la que se detendrá el devengo de intereses de las 
cuotas que, en su caso, resten impagadas por los clientes, independientemente de que la 
fecha de presentación por la entidad al ICO del requerimiento de pago por ejecución del aval 
sea posterior.

k) Aprobación de los préstamos.
Los Clientes deberán presentar sus solicitudes de financiación a las Entidades de crédito 

que hayan formalizado el contrato de aval con el ICO.
Las Entidades de crédito analizarán si las solicitudes de financiación cumplen todas las 

condiciones establecidas en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA para la 
concesión de las ayudas transitorias de financiación en la modalidad de préstamos avalados 
y subvencionados por el Estado. No podrán concederse operaciones de préstamo avaladas 
y con subvención de gastos e intereses en esta línea por las Entidades de crédito a ninguna 
operación que no cumpla todas las condiciones establecidas en la citada Orden y para las 
que no se aporten por los Clientes la totalidad de la documentación requerida en la misma.

Para las operaciones de préstamo formalizadas, la Entidad de crédito comunicará a ICO, 
a través de Banc@ico, la relación de operaciones formalizadas y para las que solicita el aval 
y la subvención de gastos e intereses de acuerdo con el procedimiento que se establecerá 
en los correspondientes contratos de aval entre ICO y las Entidades.
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Las Entidades de crédito señalarán en sus sistemas de contabilidad y de gestión del 
riesgo estas operaciones, con el fin de facilitar su trazabilidad. Posteriormente, incorporarán 
esta señalización en su declaración a la Central de Información de Riesgos, siguiendo a tal 
efecto las instrucciones del Banco de España.

l) Riesgo de las operaciones de préstamo.
El aval del MITMA a las Entidades de crédito será por el 100% del riesgo de los Clientes, 

sin cap. El ICO gestionará los avales en nombre y por cuenta del MITMA, y no asume riesgo 
de las operaciones formalizadas con los clientes.

El aval del MITMA cubrirá las cantidades impagadas por el Cliente de principal de cada 
operación.

El ICO abonará a las Entidades de crédito los importes correspondientes a los avales 
ejecutados de acuerdo con el apartado n) de esta Estipulación. El MITMA abonará a ICO, en 
los términos previstos en la Estipulación Cuarta, los importes que hayan sido abonados por 
el ICO a las Entidades de crédito.

m) Comisión de aval.
El MITMA no aplicará comisión por la prestación del aval, que será gratuito para las 

Entidades de crédito y los Clientes.
n) Gestión del aval.
El aval se gestionará de acuerdo con este procedimiento:
1. Comunicación y abono de importes impagados.
En caso de impago del principal por el Cliente, la Entidad de crédito podrá solicitar al ICO 

el desembolso del importe correspondiente al riesgo asumido por el MITMA para cada una 
de las operaciones formalizadas con los Clientes de acuerdo con el apartado l) de esta 
Estipulación «Riesgo de las operaciones de financiación».

A estos efectos:
– La Entidad de crédito podrá considerar impagadas aquellas cuotas en las que, 

habiendo el Cliente desatendido el pago de principal, éste no hubiera procedido a regularizar 
su situación dentro de los Noventa (90) días naturales posteriores a la fecha del 
incumplimiento.

– La Entidad de crédito, con periodicidad trimestral, comunicará a ICO aquellas 
operaciones que hayan resultado impagadas a lo largo del correspondiente trimestre, 
indicando el importe correspondiente al principal impagado.

– La comunicación deberá realizarse a través de Banc@ico con periodicidad trimestral, 
dentro de los Quince (15) días naturales inmediatamente posteriores a la finalización de 
cada trimestre natural, que finalizan los días 31 de marzo, 30 de junio, 30 de septiembre y 31 
de diciembre.

– No obstante lo establecido en el punto anterior, con la finalidad de permitir un mayor 
margen de operativa a la Entidad de crédito, para aquellas operaciones que pudieran tener 
posibilidad de regularización en sus pagos, se amplía en un trimestre natural adicional el 
plazo para que la Entidad de crédito realice la comunicación de impagados a ICO.

– El importe máximo de la liquidación de impagados vendrá determinado por el 100% 
del principal impagado de cada cuota para cada operación formalizada con el Cliente.

– El ICO, en un plazo de Sesenta (60) días hábiles desde la recepción de la 
comunicación de impagados, procederá a abonar a la Entidad de crédito el 100% del importe 
del principal impagado de las operaciones comunicadas, sin perjuicio de la obligación de la 
Entidad de crédito de realizar las correspondientes actuaciones de reclamación al Cliente de 
importes impagados, conforme a las mejores prácticas bancarias.

– La Entidad de crédito aplicará los importes recibidos del ICO en concepto de principal 
impagado a la cuenta de mora del Cliente, rebajando la deuda que éste tiene contraída con 
ella, en el momento que, una vez agotadas las acciones de recobro la Entidad considere la 
operación como fallida.
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– La Entidad de crédito estará obligada al envío de un informe jurídico individualizado 
por operación que certifique la declaración del fallido, para aquellas operaciones que la 
Entidad de crédito considere fallidas.

– En caso de ejecución del aval, el ICO abonará el mismo progresivamente a lo largo de 
toda la duración de la operación conforme al plazo inicialmente establecido y por las cuotas 
vencidas impagadas. No se abonará el importe del principal no vencido y pendiente de pago, 
con independencia de si la Entidad declara la cancelación o vencimiento anticipado de toda 
la operación antes del plazo inicialmente establecido, excepto si el vencimiento anticipado 
tiene su origen en la detección por MITMA de falsedad o error relevante imputable al Cliente 
en la solicitud de financiación en la Línea.

2. Recuperación de importes impagados.
La Entidad de crédito, a través de los mecanismos que utilice conforme a las mejores 

prácticas bancarias, realizará las correspondientes actuaciones de recobro de las 
operaciones para las que se han comunicado importes impagados (y para las que se haya 
recibido el correspondiente 100% de tales importes correspondiente al aval del Ministerio), 
incluyendo el ejercicio de cuantas acciones judiciales pueda corresponder agotando todas 
las vías posibles.

El ICO gestionará con las Entidades de crédito los cobros de los importes recuperados 
en función de la comunicación recibida por la Entidad de crédito.

En caso de efectuarse recuperaciones de importes relativos a estas operaciones, la 
Entidad de crédito vendrá obligada a reintegrar a ICO el 100% de los importes recuperados, 
con el límite del importe abonado por el ICO en virtud del aval.

El abono a ICO del 100% de las recuperaciones dinerarias que se produzcan de 
importes relativos a operaciones impagadas se hará con periodicidad trimestral. Los 
importes recibidos por el ICO de las Entidades de crédito minorarán el saldo pendiente de 
pago que, en su caso, exista por parte del MITMA a ICO. En caso de que se reciban por ICO 
recuperaciones de las Entidades de crédito, una vez que se hayan reintegrado por el MITMA 
al ICO todos los importes abonados a las Entidades de crédito por ejecución de aval y 
bonificación de gastos e intereses, el ICO ingresará en el Tesoro los importes recuperados 
de acuerdo con lo establecido en la Estipulación Cuarta del presente Convenio.

A estos efectos, y con carácter previo al abono al ICO de las cantidades 
correspondientes, la Entidad de crédito deberá comunicar los importes recuperados a través 
de Banc@ico.

Los importes aplicados a impagos que se recuperen no incrementarán el aval para 
nuevos impagos.

Respecto de los gastos en que se incurra para recuperar el importe impagado, se 
aplicará lo siguiente:

– Al iniciar las operaciones de recuperación, la Entidad de crédito remitirá al ICO una 
estimación de gastos.

– De los importes recuperados de cada operación, la Entidad de crédito podrá, previa 
justificación documental adecuada al ICO, descontar el 100% de los gastos en los que haya 
incurrido para hacer efectiva la recuperación para operaciones, siempre que dichos gastos 
sean en todo caso inferiores al importe de lo recuperado para cada una de esas 
operaciones.

– En la certificación a que se refiere la Estipulación Cuarta se hará constar lo siguiente:
a) Importe de los gastos de recuperación, según la estimación inicial de la Entidad de 

crédito.
b) Importe de los gastos de recuperación efectivamente descontados por la Entidad de 

crédito.
c) Importe recuperado que se ingresa en el Tesoro.
– La Comisión de seguimiento podrá solicitar al ICO que emita informe sobre si los 

mecanismos de recuperación empleados se ajustan a las mejores prácticas bancarias.
3. Control de fallidos.
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Se consideran fallidas aquellas operaciones vencidas o no, para las que después de un 
análisis individualizado de la Entidad de crédito se considere remota su recuperación y se 
proceda a darles de baja del activo.

El ICO recibirá de la Entidad de crédito, para su comunicación al MITMA, información 
trimestral de operaciones declaradas fallidas, definidas de acuerdo con la Circular 4/2017 del 
Banco de España, a lo largo del trimestre anterior a la fecha de comunicación.

La Entidad de crédito enviará al ICO, con periodicidad trimestral, la relación de 
operaciones declaradas contablemente fallidas a lo largo del trimestre anterior a la fecha de 
comunicación. La comunicación se realizará a través de Banc@ico y deberá estar firmada 
con certificado digital.

Una vez finalizadas todas las labores recuperatorias por parte de la Entidad de crédito 
ésta certificará al ICO la declaración del fallido mediante un informe jurídico emitido por la 
misma, y de manera individualizada por operación.

En todo caso, el MITMA conservará sus derechos de cobro de recuperaciones en caso 
de que se produjeran recuperaciones posteriores a la declaración de fallido por la Entidad de 
crédito, estando igualmente obligada la Entidad de crédito a realizar el abono 
correspondiente al ICO.

Igualmente, una vez hecha por la Entidad de crédito la declaración de fallido, el MITMA 
conservará su derecho para, conforme a la legislación aplicable en cada caso, recobrar el 
principal avalado y reintegrar la subvención por gastos e intereses.

o) Comisiones de gestión del ICO al MITMA.
El MITMA abonará a ICO en concepto de gestión del aval y de la bonificación de gastos 

e intereses por el ICO las siguientes comisiones:
– Comisión de gestión: comisión de 0,25% flat, calculada sobre el importe de las 

operaciones formalizadas. El pago se realizará por el MITMA en cada ejercicio con cargo a 
la partida 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros», en los términos establecidos en la 
Estipulación Cuarta del presente Convenio.

– Comisión de administración: comisión de 0,1 % anual, calculada sobre el importe del 
saldo vivo del aval gestionado por el ICO, a 30 de noviembre del ejercicio anterior. En la 
certificación enviada en 2020 al MITMA de acuerdo con lo establecido en la estipulación 
cuarta del presente Convenio, se calculará sobre el importe de avales emitidos hasta el 30 
de noviembre de 2020. El pago se realizará por el MITMA en cada ejercicio con cargo a la 
partida 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros» en los términos establecidos en la 
estipulación cuarta del presente Convenio.

p) Garantías del Cliente a la Entidad de crédito:
La Entidad de crédito no podrá solicitar al Cliente ningún tipo de garantía para la 

aprobación del préstamo.
q) Documentación de las operaciones.
En relación con las operaciones avaladas y subvencionadas por el MITMA de acuerdo 

con lo establecido en el presente Convenio, el ICO incluirá en los contratos con las 
Entidades de crédito, entre otras, que deberán enviar al ICO la siguiente documentación, que 
se facilitará por el ICO al MITMA:

– La documentación acreditativa de la condición de elegibilidad del solicitante a aportar 
a la Entidad de crédito por el Cliente de acuerdo con la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, 
del MITMA, y que se recogen en el Anexo I del presente Convenio.

– Modelo de formulario a cumplimentar por parte de la Entidad de crédito en el momento 
de concesión del préstamo avalado y subvencionado por el Estado de acuerdo con la Orden 
TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA y que se recoge en el Anexo II del presente 
Convenio.

A estos efectos, el envío de documentación al MITMA, podrá realizarse a través de la 
aplicación Banc@ico, a la que se daría acceso por el ICO, en su caso, al MITMA mediante 
certificado digital. El ICO no solicitará a las Entidades de crédito documentación adicional a 
la indicada.
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Asimismo, la Entidad de crédito deberá conservar la citada documentación acreditativa 
de la condición de elegibilidad del solicitante durante doce años desde la firma del contrato 
de préstamo. La comisión de seguimiento de este convenio podrá reducir este plazo para los 
préstamos que estén ya totalmente amortizados y para los préstamos que no hubieren 
solicitado la prórroga.

Corresponderá al MITMA la verificación ex post de la elegibilidad del Cliente, pudiendo 
ser efectuada aplicando técnicas de tratamiento masivo de datos, sobre la base de la 
información aportada por la Entidad de crédito de acuerdo con el contenido de los Anexos I y 
II y cuyo desarrollo podrá ser objeto de contratación, encargo o convenio.

En caso de que se compruebe que, de acuerdo con la documentación aportada al 
formular la solicitud, el arrendatario no cumplía los requisitos para obtener el préstamo en el 
momento de su concesión por la Entidad de crédito, se exigirá a esta el reintegro al MITMA 
de los abonos realizados por el ICO en concepto de subvención de gastos e intereses, a 
cuyo importe se aplicará el interés de demora.

Si el MITMA comprobara que el arrendatario ha destinado el importe del préstamo a una 
finalidad distinta para la que se otorgó, o que el arrendatario ha incurrido en falsedad, 
ocultación o inexactitud relevante al presentar los documentos o en cualquier declaración 
responsable a que se refiera la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA se 
procederá del siguiente modo:

a) Si el préstamo estuviera pendiente de abonarse, en todo o en parte, se cancelará el 
abono de las cantidades pendientes y el arrendatario deberá proceder a la amortización 
anticipada del préstamo.

b) En todo caso, se exigirá al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses 
satisfechos por el préstamo; a cuyo importe se aplicará el interés de demora.

En el caso de que la Entidad de crédito califique un préstamo como fallido, tras el 
ejercicio de todas las acciones que en buena práctica deba realizar la Entidad para la 
recuperación de importes impagados y para el que se haya ejecutado el aval, MITMA 
solicitará al arrendatario el reintegro de los gastos e intereses satisfechos por el préstamo; a 
cuyo importe también se aplicará el interés de demora.

Los importes que en su caso sean reintegrados por el Cliente a través de la Entidad de 
crédito a los que se refiere esta Estipulación tendrán el mismo tratamiento que el indicado en 
el presente Convenio para los importes abonados por las Entidades de crédito en concepto 
de recuperaciones.

Tercera.  Obligaciones de la Entidad de crédito en relación con los contratos de préstamo a 
formalizar con los clientes.

El ICO establecerá en los contratos de aval con las Entidades de crédito la obligación de 
la Entidad de incorporar en los contratos de préstamo que formalice con los Clientes las 
siguientes cláusulas:

1) Información de la cobertura del préstamo con el aval y la bonificación de gastos e 
intereses otorgada por el MITMA, con referencia expresa al presente Convenio.

2) Información de la obligación del Cliente de cumplir con las condiciones de elegibilidad 
previstas en la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA para acceder al préstamo 
avalado y subvencionado por el Estado con una ayuda en la modalidad de bonificación de 
gastos e intereses.

3) Declaración del Cliente de no haber obtenido financiación dentro de la Línea de 
Avales Arrendamiento COVID-19 por importe superior a seis veces la renta mensual del 
alquiler de su vivienda habitual.

4) Declaración del Cliente de reconocimiento y autorización al ICO, al MITMA, a la 
Entidad de crédito y a cualquier otro organismo que estos designen a efectuar cuantos 
controles físicos o documentales consideren oportunos para comprobar el efectivo 
cumplimiento de las condiciones de elegibilidad de la Línea y el empleo del Préstamo 
exclusivamente para atender la renta de su vivienda habitual.

5) El Cliente tendrá la facultad de amortizar anticipadamente el préstamo, sin 
penalización, total o parcialmente.
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6) Amortización anticipada obligatoria en los supuestos de detectarse incumplimiento de 
cualquiera de las condiciones de esta Línea, falta de justificación del cumplimiento, falsedad 
o error. El reembolso anticipado conllevará para el Cliente la obligación de pago de una 
comisión del 2% flat sobre las cantidades dispuestas en concepto de penalización.

7) Información al Cliente de que el MITMA se reserva el derecho a ejercitar las acciones 
legales que procedan para la recuperación de los importes impagados, con los efectos 
previstos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de 
Subvenciones y demás normativa que resulte de aplicación.

8) Consentimiento del Cliente a la amortización anticipada del préstamo y al reintegro de 
la subvención por gastos e intereses si se comprobara que el arrendatario ha incurrido en 
falsedad, ocultación o inexactitud relevante al presentar los documentos o la declaración 
responsable a que se refiere el artículo 4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del 
MITMA.

9) Consentimiento del Cliente para el tratamiento de datos por el ICO y el MITMA a 
efectos de las disposiciones vigentes en materia de protección de datos, así como la 
autorización al ICO y al MITMA para poder consultar los datos fiscales y laborales de los 
arrendatarios y para su cesión por parte de este último a la Consejería u organismo 
competente en materia de vivienda de la Comunidad Autónoma o ciudades de Ceuta y 
Melilla, según la localización de la vivienda arrendada, con el único objeto de que éstas 
puedan utilizar esta información para analizar la situación de vulnerabilidad del arrendatario 
para la aplicación de las ayudas presentes o futuras que, en su caso, puedan resultar 
aplicables.

Cuarta.  Abono por el MITMA de las comisiones de gestión y administración y de los 
importes abonados a las Entidades de crédito por el ICO.

El MITMA abonará anualmente al ICO los importes que hayan sido pagados por el ICO a 
las entidades de crédito por la ejecución de los avales y la bonificación de gastos e 
intereses, así como las comisiones de gestión y administración devengadas en el periodo; 
ello supondrá que los actos de gestión presupuestaria destinados a la aplicación definitiva al 
Presupuesto del gasto derivado de la ejecución de los citados avales también 
corresponderán al MITMA.

A estos efectos, el ICO enviará al MITMA anualmente, dos certificaciones:
Una con el importe correspondiente a las ejecuciones del aval y a la comisión de 

administración, con el siguiente desglose:
a. Fondos desembolsados por el ICO a las entidades de crédito en el ejercicio en el que 

se envía la certificación por ejecuciones del aval asumidas por el ICO (100 % de las cuotas 
impagadas por los clientes de principal en el ejercicio).

b. Importe correspondiente a la comisión de administración sobre el saldo vivo del 
importe avalado a 30 de noviembre del ejercicio anterior. En el caso de la certificación 
enviada en 2020, se calculará sobre el importe de avales emitidos hasta el 30 de noviembre 
de 2020 (0,1 % sobre el saldo vivo avalado).

c. Importes certificados por el ICO al MITMA en ejercicios anteriores en concepto de 
comisión de gestión, comisión de administración o importes abonados a las entidades de 
crédito por ejecuciones del aval que estén pendientes de pago por parte del MITMA por no 
contar el MITMA con presupuesto suficiente para su pago en el ejercicio correspondiente.

d. Importes por ejecuciones del aval recuperados por las entidades de crédito que hayan 
sido abonados al ICO en el ejercicio, con el desglose previsto en la estipulación segunda n).

Y otra con el importe correspondiente al importe de la subvención en la modalidad de 
bonificación de los gastos e intereses de los préstamos que corresponden a los beneficiarios 
de las ayudas aprobadas por el MITMA y concedidas al amparo de la Orden TMA/378/2020, 
de 30 de abril, del MITMA con el siguiente desglose:

e. Importes de la bonificación de gastos e intereses desembolsada por el ICO a las 
entidades de crédito en el ejercicio.
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f. Importes abonados a las entidades de crédito por bonificaciones de intereses que 
estén pendientes de pago por parte del MITMA por no contar el MITMA con presupuesto 
suficiente para su pago en el ejercicio correspondiente.

g. Importes de la bonificación de gastos e intereses recuperados por las entidades de 
crédito que hayan sido abonados al ICO en el ejercicio.

Entre 2020 y 2030, estas certificaciones se remitirán por el ICO al MITMA en el mes de 
diciembre. Las certificaciones correspondientes al ejercicio 2031 se remitirán por ICO al 
MITMA en la segunda quincena del mes de octubre.

El MITMA con carácter previo al pago de la bonificación de gastos e intereses, de las 
comisiones de gestión y administración, y ejecución del aval, efectuará las comprobaciones 
oportunas de:

– Certificación por ejecución de aval y comisión de administración (a+b+c–d).
– Certificación por bonificación de gastos e intereses (e+f–g).
para luego transferir al ICO el importe de costes certificado por el ICO. El pago al ICO de 

los importes certificados se realizará, en lo que se refiere a las certificaciones presentadas 
entre 2020 y 2030, en el primer trimestre del ejercicio siguiente a aquel en el que se han 
recibido las certificaciones; y en lo que se refiere a las certificaciones presentadas en octubre 
de 2031, durante la primera quincena de noviembre de 2031.

En el caso de las comisiones a ICO con la limitación de la consignación presupuestaria 
de cada ejercicio prevista en el presente Convenio y, en el caso de la bonificación de gastos 
e intereses a entidades de crédito con la limitación establecida en la Orden TMA/378/2020, 
de 30 de abril, del MITMA en base a la cual se aprueba el gasto máximo correspondiente a 
las subvenciones de gastos e intereses regulados en la misma.

El importe correspondiente a la comisión de gestión (0,25 % flat, calculada sobre el 
importe de las operaciones formalizadas) se abonará por el MITMA de la siguiente manera:

– En el año 2020 se abonará por el MITMA 0,1 millones de euros a ICO.
– En la segunda quincena de octubre de 2021, ICO certificará al MITMA el importe total 

correspondiente de comisión de gestión y el MITMA abonará en la primera quincena de 
noviembre de 2021 el importe total de comisión de gestión certificado menos 0,1 millones de 
euros.

Si el importe contenido en la certificación anual de un ejercicio es inferior a la cuantía 
comprometida para un ejercicio, se procederá a realizar el reajuste de las anualidades en el 
ejercicio correspondiente, con sujeción a lo dispuesto en el penúltimo párrafo de esta 
estipulación.

Los importes de compromiso iniciales de gasto que se requiere que estén aprobados en 
la partida presupuestaria 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros» del MITMA serán, 
como máximo, los siguientes, sin perjuicio de lo que se indica a continuación para los 
supuestos de ajustes de importes entre ejercicios (cifras en millones de euros).

Los importes de las ayudas a los arrendatarios correspondientes a la bonificación de 
gastos e intereses del préstamo, que se concedan al amparo de la Orden TMA/378/2020, de 
30 de abril, del MITMA, se financiarán con cargo al gasto aprobado por el MITMA en la 
partida presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el Covid19» para la concesión 
de dichas ayudas, por lo que la cuantía de las mismas que se recoge en el en el epígrafe 
b.2) de la estipulación segunda es a título informativo, no forma parte del compromiso de 
gasto derivado de este Convenio.

Importes en millones de euros

Año Comisión Administración 
ICO [CA]

Comisión Gestión 
ICO [CG]

Total Importe 
Convenio [CA+ CG]

Bonificacion Gastos e 
Intereses Orden 

TMA/378/2020, de 30 de 
abril

2020  0,1 0,1  
2021 1 2,9 3,9 10
2022 1,2 0 1,2 20
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Año Comisión Administración 
ICO [CA]

Comisión Gestión 
ICO [CG]

Total Importe 
Convenio [CA+ CG]

Bonificacion Gastos e 
Intereses Orden 

TMA/378/2020, de 30 de 
abril

2023 1,1 0 1,1 17
2024 1 0 1 15
2025 0,9 0 0,9 13
2026 0,8 0 0,8 11
2027 0,7 0 0,7 9
2028 0,6 0 0,6 8
2029 0,5 0 0,5 5
2030 0,4 0 0,4 3
2031 0,4 0 0,4 1
Total. 8,6 3 11,6 112

Si a 30 de junio de 2021, o la fecha a la que se prorrogue la formalización de contratos 
con los clientes, la cuantía de los préstamos formalizados fuese inferior a 1.200 millones de 
euros, en el trimestre inmediatamente siguiente a la finalización del periodo de formalización 
de contratos con los clientes se ajustarán, con sujeción a lo dispuesto en la estipulación 
séptima del presente Convenio, los importes comprometidos indicados en el cuadro anterior 
adecuándolos al importe de financiación efectivamente concedida.

En el primer trimestre de cada uno de los ejercicios de 2022 al 2031, se podrán revisar 
los importes comprometidos, previa certificación por el ICO del saldo vivo a 30 de noviembre 
del ejercicio anterior de las operaciones avaladas, y con sujeción a lo dispuesto en la 
estipulación séptima del presente Convenio.

En los casos de reajuste de las anualidades entre ejercicios de los importes 
comprometidos, siempre que no se altere el importe total de los mismos, la tramitación del 
expediente financiero de reajuste de anualidades no precisará la suscripción de una Adenda, 
siendo suficiente el acuerdo de la comisión de seguimiento con la propuesta de 
reprogramación de los importes, una vez valorada por dicha comisión la certificación emitida 
por el ICO.

En el supuesto de que después de la certificación de 2031 se produzcan ejecuciones de 
aval por las entidades, derivadas del impago de las últimas cuotas de préstamos 
prorrogados, una vez finalizado el plazo para ejecutar el aval de la última operación que 
venza en la Línea, ICO presentará una certificación al MITMA en la que se recogerán:

(i) los importes pagados a las Entidades por ejecuciones de aval que se produzcan con 
posterioridad a la certificación de 2031,

(ii) los importes por ejecuciones de aval que se hubieran certificado por ICO al MITMA en 
ejercicios anteriores y que estuvieran pendientes de pago al ICO; y

(iii) los cobros por recuperaciones y devoluciones que se hayan obtenido de las 
Entidades desde la certificación anterior;

para abono por el MITMA al ICO de la cantidad resultante de sumar (i) + (ii) – (iii) en el 
plazo máximo de los treinta días naturales siguientes a la fecha de presentación de la 
certificación.

Si con posterioridad a la certificación a remitir en 2032 conforme a lo previsto en los 
párrafos anteriores, tras el abono por el MITMA de la última certificación enviada por el ICO, 
se produjeran recuperaciones, el ICO ingresará en el Tesoro, en el mes de enero del 
ejercicio siguiente los importes que haya recibido de las entidades de crédito en el año 
inmediatamente anterior correspondientes a operaciones impagadas para las que el MITMA 
haya abonado previamente el aval asumido por el ICO así como la bonificación de gastos e 
intereses.

Quinta.  Envío de datos relativos a operaciones.
Durante el periodo de formalización de préstamos entre las Entidades de crédito y los 

Clientes el ICO facilitará al MITMA quincenalmente un informe de las operaciones avaladas 
por el MITMA, en la línea de avales, con los datos relativos a las operaciones formalizadas.

Con carácter anual, el ICO enviará al MITMA un informe con la relación de todas las 
operaciones para las que se hayan abonado importes de aval a las Entidades de crédito por 
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haber sido impagadas por los Clientes total o parcialmente, la relación de todas las 
operaciones para las que se hayan abonado bonificaciones de gastos e intereses, la relación 
de todas las operaciones para las que se hayan recibido importes por recuperaciones de las 
Entidades de crédito, y la relación de todas las operaciones que las Entidades de crédito 
hayan comunicado como fallidas

A estos efectos, el envío de los informes al MITMA, podrá realizarse a través de la 
aplicación Banc@ico, a la que se daría acceso por el ICO, en su caso, al MITMA mediante 
certificado digital.

Sexta.  Reintegro de importes avalados.
El ICO establecerá en los contratos de aval con las Entidades de crédito, la obligación de 

éstas de reintegrar al ICO los importes recibidos en concepto de aval y de bonificación de 
gastos e intereses, y no podrá realizar nuevas ejecuciones del aval, en los siguientes 
supuestos:

1. El incumplimiento de cualquiera de las condiciones del aval. En caso de 
incumplimiento que afecte solo a una o varias operaciones, el reintegro de los importes 
abonados se limitarán a los correspondientes a las operaciones afectadas.

2. La inexactitud o falsedad en las manifestaciones y declaraciones de la Entidad de 
crédito.

Los importes reintegrados por la Entidad de crédito a los que se refiere esta Estipulación 
tendrán el mismo tratamiento que el indicado en el presente Convenio para los importes 
abonados por las Entidades de crédito en concepto de recuperaciones.

Séptima.  Seguimiento y evaluación.
Para el seguimiento, vigilancia y control de ejecución del presente Convenio se 

constituirá una comisión de seguimiento constituida por los siguientes miembros:
– Dos representantes del MITMA, designados por la Secretaría General de Agenda 

Urbana y Vivienda.
– Dos representantes del ICO, uno de los cuales pertenecerá a la Dirección de 

Mediación y Pyme designado por la Directora de mediación y PYME y el otro al 
Departamento de Administración de Operaciones, designado por el jefe del citado 
departamento.

Los miembros de la comisión, una vez designados, elegirán de común acuerdo quién de 
ellos ejercerá de secretario, que contará con voz y voto.

La comisión se reunirá cuantas veces se considere necesario y sus funciones serán el 
seguimiento del desarrollo del Convenio, así como de cualquier otra incidencia de 
interpretación y cumplimiento que pudiera producirse sobre el desarrollo del mismo. 
Asimismo, la comisión decidirá sobre la prórroga, en su caso, de la ampliación del plazo de 
formalización de operaciones entre los Clientes y las Entidades de crédito de acuerdo con lo 
establecido en el epígrafe c) de la Estipulación Segunda del presente Convenio.

En lo no previsto de forma expresa en este Convenio para la comisión de seguimiento, 
serán de aplicación las normas reguladoras de los órganos colegiados contenidas en el 
capítulo II, sección 3.ª del Título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Octava.  Modificación.
Las disposiciones del presente Convenio podrán ser parcial o totalmente modificadas por 

acuerdo expreso de las partes, para la mejor eficiencia y eficacia de su finalidad, previo 
cumplimiento de los requisitos formales y legales necesarios para ello. Las modificaciones 
acordadas, en su caso, se adjuntarán como adenda al texto del Convenio. Las 
correspondientes adendas, que se tramitarán siguiendo el procedimiento que exija la 
legislación vigente, resultarán eficaces una vez inscritas en el Registro Electrónico estatal de 
Órganos e Instrumentos de Cooperación del sector público estatal y publicadas en el 
«Boletín Oficial del Estado».
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Novena.  Causas de extinción y efectos.
Las causas de extinción del presente convenio serán las previstas en el artículo 51 de la 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
Serán causas de extinción del presente Convenio:
– el transcurso de la vigencia del Convenio.
– el mutuo acuerdo de las partes.
– el incumplimiento, por cualquiera de las partes, de las obligaciones pactadas por parte 

de alguno de los firmantes. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 51 c) de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

– por decisión judicial declaratoria de la nulidad del Convenio.
En caso de incumplimiento del Convenio por una de las partes, la otra podrá notificar a la 

parte incumplidora un requerimiento para que cumpla en el plazo de un mes con las 
obligaciones o compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será 
comunicado también a la Comisión de Seguimiento.

Si transcurrido el plazo de un mes persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió 
notificará a la otra y a la Comisión de Seguimiento la concurrencia de la causa de resolución 
del convenio y podrá considerar que el mismo queda resuelto desde ese mismo momento. Si 
como consecuencia del incumplimiento, se declarara una obligación de abono de 
cantidades, o de indemnización de los perjuicios causados éstos deberán ser abonados en 
el plazo de dos meses desde su liquidación.

En todo caso se estará a lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en cuanto a los efectos de la resolución del 
presente Convenio. En cualquier caso, permanecerán vigentes las obligaciones derivadas de 
las operaciones avaladas.

Décima.  Publicidad.
Las partes firmantes se comprometen a destacar, en las actividades que realicen para la 

difusión de las actuaciones previstas en el Convenio, la colaboración prestada entre ellas, 
así como a incorporar sus respectivos logotipos en los materiales que se produzcan y utilicen 
para la publicidad o difusión de las actividades que pudieran ser realizadas.

Decimoprimera.  Naturaleza, régimen jurídico y jurisdicción.
1. El convenio, de naturaleza administrativa, se rige por lo establecido en el Capítulo VI 

del Título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público y demás normativa que sea de aplicación.

2. Las partes, en el seno de la comisión de seguimiento, resolverán de mutuo acuerdo 
cualquier problema de interpretación, así como las controversias que pudieran suscitarse 
durante su ejecución. En ausencia de acuerdo, las cuestiones derivadas de su aplicación 
serán recurribles de conformidad con lo previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

Decimosegunda.  Protección de datos.
Las partes se comprometen a cumplir durante la vigencia de este Convenio, e inclusive 

una vez finalizada su vigencia por la causa que sea, lo dispuesto en el Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la 
protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a 
la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, y resto de normativa europea y nacional de protección de datos.

Los datos personales proporcionados en este Convenio o como consecuencia del 
desarrollo del mismo se conservarán durante el período de tiempo necesario en función de 
los siguientes criterios: a) obligación y plazos legales de conservación; b) duración de la 
relación contractual establecida con la Entidad; c) límite de tiempo para las 
responsabilidades legales que pueden derivarse de la relación contractual establecida con la 
Entidad; y d) solicitud de supresión enviada por la parte interesada, cuando corresponda.
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En cualquier momento puede ejercer el derecho a obtener confirmación sobre si sus 
datos personales se están procesando o no, así como a ejercer los derechos de acceso, 
rectificación, limitación del tratamiento, supresión, portabilidad y oposición, enviando su 
solicitud por escrito a Paseo del Prado, 4, 28014 - Madrid o por correo electrónico a 
delegadoprotecciondatos@ico.es, en ambos casos junto con la copia de su Documento 
Nacional de Identidad o equivalente, como prueba de su identidad. Le informamos que 
puede comunicarse con el Delegado de Protección de Datos de ICO, enviando su solicitud o 
consulta por escrito al correo o dirección anteriormente mencionado.

Decimotercera.  Notificaciones.
Las notificaciones y comunicaciones que hubieren de ser cursadas por una parte a la 

otra en relación con el presente Convenio, se remitirán, a las siguientes direcciones:
Por parte del MITMA:
Dirección General de Vivienda y Suelo.
Paseo de la Castellana 67 - 28071-Madrid.
Correo electrónico: dgvs@mitma.es
Por parte del ICO:
Dirección de Mediación y Pymes.
Área de Mediación con Entidades Financieras.
Paseo del Prado 4 - 28014-Madrid.
Correo electrónico: ana.martinez@ico.es
En el caso de que se produjeran cambios en los domicilios señalados, se notificarán de 

forma inmediata, por correo certificado, a la otra parte para su conocimiento.
En prueba de conformidad, las partes suscriben el presente documento en duplicado 

ejemplar, en lugar y fecha indicados en el encabezamiento.

ANEXO I
Condiciones de elegibilidad y documentación acreditativa.

Las condiciones de elegibilidad del solicitante y la documentación acreditativa a aportar a 
la Entidad de crédito son las siguientes:

Documentación a aportar Contenido de la documentación y condiciones de elegibilidad

1
SOLICITUD DEL PRÉSTAMO Y DECLARACIÓN 
RESPONSABLE incluida en la misma, según modelo del Anexo I 
de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA junto con la 
información y documentación requerida en la propia solicitud.

El solicitante deberá cumplimentar, firmar y aportar la solicitud del préstamo, que incluye declaración responsable, 
conforme al MODELO del Anexo I de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA.
Habrá de cumplir, bajo su responsabilidad, los requisitos incluidos en dicha declaración responsable y habrá de 
APORTAR LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN REQUERIDA EN LA SOLICITUD, conforme al MODELO 
referido.
Así mismo, tal y como se incluye en dicho MODELO, habrá de consentir que el arrendador conozca la existencia de 
la concesión del préstamo, autorizar al MITMA a consultar y contrastar la información declarada y de comprometerse 
a proporcionar cualquier documentación que pueda solicitarse para la comprobación de los datos declarados.

2
DECLARACION RESPONSABLE
en caso de que la persona arrendataria o cualquiera de las 
personas que componen la unidad familiar que habita la vivienda 
son propietarias o usufructuarias de alguna vivienda en España y 
están incursas en las excepciones previstas en el artículo 4.4 de 
la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

Se aportará declaración responsable que, en caso de que algún miembro de la unidad familiar sea propietario o 
usufructuario de alguna vivienda en España, acredite que están incursas en alguna de las excepciones previstas en 
el artículo 4.4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA

3
DECLARACION RESPONSABLE
en caso de que el solicitante no pudiese aportar alguno de los 
documentos requeridos como consecuencia de la crisis del 
COVID-19

En caso de que el solicitante no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos, podrá ser sustituido 
transitoriamente mediante declaración responsable siempre que incluya la justificación expresa de los motivos, 
relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la finalización del 
estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de tres meses para dicha aportación a la Entidad de crédito.
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ANEXO II
Formulario de concesión del préstamo

Modelo de formulario a cumplimentar por la Entidad de crédito al formalizar el préstamo 
acogido a la Línea de Avales Arrendamiento COVID-19 del artículo 9 del RDL 11/2020:

Renta mensual del contrato de arrendamiento 
de vivienda y datos del arrendador para el 
abono de la ayuda.

Cantidad en euros, a partir de la información contenida en los contratos de arrendamiento de vivienda y sus prórrogas.
Datos del contrato de arrendamiento en vigor, en el que figure identificación del arrendador y la cuenta corriente de su titularidad para 
que la Entidad de crédito abone la ayuda financiera directamente al arrendador en concepto de renta arrendaticia.

Importe de préstamo concedido. Cantidad en euros de capital concedido al solicitante, que cómo máximo podrá ascender a seis mensualidades de renta, con el máximo 
de 900 euros por mensualidad.

Plazo de devolución del préstamo. Número de meses fijados para la devolución del préstamo concedido.
Cuota mensual del préstamo. Cantidad en euros correspondiente a la cuota mensual establecida para la devolución de la totalidad del capital del préstamo.
Acreditación de las condiciones de elegibilidad del solicitante:

Descripción de la circunstancia que implique la 
reducción de ingresos de alguno de los 
miembros de la unidad familiar.

Se detallará la circunstancia acreditada por el solicitante:
a. pasar a estar en situación de desempleo
b. por estar afectado por un Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE)
c. por haber reducido su jornada por motivo de cuidados,
d. por cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia
e. por otras circunstancias sobrevenidas vinculadas a la actividad laboral o empresarial que impliquen dicha reducción de ingresos

Composición de la unidad familiar. Se detallará el número de miembros de la unidad familiar que han tenido ingresos en el mes anterior a la solicitud.

Cumplimiento del límite de ingresos. Se especificará que los ingresos de la unidad familiar en el mes anterior a la solicitud se encuentran por debajo de 5 veces el IPREM, 
conforme a declaración responsable del solicitante.

Cumplimiento del requisito de sobrecarga 
financiera para hacer frente al pago del 
alquiler.

Se especificará que se cumple que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulta superior o igual al 35% de los 
ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar en el mes anterior a la solicitud conforme a declaración 
responsable del solicitante.

Cumplimiento del requisito de que ningún 
miembro de la unidad familiar que reside en la 
vivienda es propietario o usufructuario de 
alguna vivienda en España.

Se detallará la documentación facilitada por el solicitante para acreditar que ningún miembro de la unidad familiar que reside en la 
vivienda es propietario o usufructuario de alguna vivienda en España:
– Certificado catastral o nota simple registral de todas las personas que componen la unidad familiar que acredite que ninguna de ellas 
es propietaria o usufructuaria de alguna vivienda en España.
– Declaración responsable, en caso de ser propietaria o usufructuaria de alguna vivienda y se de alguna de las excepciones previstas 
en el artículo 4.4 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA..
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§ 9

Resolución de 1 de diciembre de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica la 
Adenda al Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E., para la 
gestión de los avales y de la subvención de gastos e intereses por 
parte del Estado a arrendatarios en la "Línea de avales de 

arrendamiento COVID-19"

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 323, de 11 de diciembre de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-15998

Con fecha 30 de noviembre de 2020 se ha suscrito, previa tramitación reglamentaria, la 
adenda al Convenio de colaboración entre el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana y el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E. para la gestión de los avales y de la 
subvención de gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la «Línea de 
avales de arrendamiento COVID-19».

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 48.8 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, se dispone la publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado» de dicho Convenio de colaboración, que figura como anexo a esta resolución.

ANEXO
Adenda al Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E., para la gestión de 
los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del Estado a 

arrendatarios en la «Línea de avales de arrendamiento COVID-19»
Madrid, 30 de noviembre de 2020.

REUNIDOS
De una parte, don Pedro Saura García, en su calidad de Secretario de Estado de 

Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, en virtud del Real Decreto 28/2020, de 14 de 
enero (BOE de 15 de enero de 2020), actuando en el ejercicio de la competencia atribuida 
por el artículo 62.2.g) de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público.

De otra parte, don José Carlos García de Quevedo Ruiz en nombre y representación del 
Instituto de Crédito Oficial, E.P.E. (en adelante ICO), con CIF Q2876002C y domicilio en 
Madrid, paseo del Prado, n.º 4, en su calidad de Presidente, por virtud de su nombramiento 
por Real Decreto 683/2018, de 22 de junio de 2018.
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Ambas partes, en la calidad en que intervienen en este acto, se reconocen 
recíprocamente capacidad legal para obligarse y otorgar el presente y, a tal efecto,

EXPONEN

Primero.  
Que el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (en adelante, MITMA), de 

conformidad con el Real Decreto 2/2020, de 12 de enero, es el Departamento Ministerial al 
que corresponde la propuesta y ejecución de las políticas del Gobierno en materia de 
vivienda.

Segundo.  
Que el ICO es un Organismo público configurado como Entidad pública empresarial de 

las previstas en los artículos 84, 103 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público; está adscrita al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital a través de la Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la 
Empresa, que tiene naturaleza jurídica de Entidad de Crédito y la consideración de Agencia 
Financiera del Estado.

Son fines del ICO, de acuerdo con el artículo 2 de sus Estatutos aprobados por Real 
Decreto 706/1999, de 30 abril (BOE 13 mayo), el sostenimiento y la promoción de 
actividades económicas que contribuyan al crecimiento y a la mejora de la distribución de la 
riqueza nacional y, en especial, de aquellas que, por su trascendencia social, cultural, 
innovadora o ecológica, merezcan su fomento.

Para el cumplimiento de los fines que le atribuye el artículo 2 de sus Estatutos, el 
Instituto de Crédito Oficial podrá, de acuerdo con el artículo 4 de sus Estatutos, desarrollar, 
sin perjuicio de las competencias de los distintos Departamentos ministeriales, las siguientes 
funciones: Formalizar, gestionar y administrar fondos, subvenciones, créditos, avales u otras 
garantías, cuotas y cualesquiera instrumentos financieros al servicio de sus fines, pudiendo a 
dicho efecto realizar toda clase de operaciones financieras de activo.

Tercero.  
Que el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 

urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, 
regula una serie de medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables y entre ellas, en su 
artículo 9, establece la aprobación de una línea de avales para la cobertura por cuenta del 
Estado de la financiación a arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica 
como consecuencia de la expansión del COVID-19.

Cuarto.  
Que el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, autoriza al MITMA para que, mediante 

Convenio con el ICO, por un plazo de hasta catorce años, se desarrolle una línea de avales 
con total cobertura del Estado, para que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación a los arrendatarios de vivienda habitual que se encuentren en la 
referida situación de vulnerabilidad, con un plazo de devolución de hasta seis años, 
prorrogable excepcionalmente por otros cuatro y sin que, en ningún caso, devengue ningún 
tipo de gastos e intereses para el solicitante.

Quinto.  
Que la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y 

requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que pueden acceder a las ayudas 
transitorias de financiación establecidas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19, establece los criterios y requisitos que deben 
cumplir los arrendatarios en situación de vulnerabilidad sobrevenida como consecuencia de 
la expansión del COVID-19 para poder acceder a las ayudas transitorias de financiación en 
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la modalidad de préstamos avalados y subvencionados por el Estado, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020.

Sexto.  
Que mediante Acuerdo de Consejo de Ministros de 14 de abril de 2020, se aprobaron las 

partidas presupuestarias que se indican en el Convenio de 1 de mayo de 2020 y se 
autorizaron límites para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria para financiar por parte del MITMA, la bonificación de intereses y 
gastos al cliente y la compensación a ICO por los gastos de gestión y administración 
incurridos por la línea prevista en el Real Decreto-ley 11/2020.

Séptimo.  
Que la disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 

medidas urgentes complementarias para apoyar a la economía y al empleo señala: «En 
relación con la línea de avales para la cobertura por cuenta del Estado de la financiación a 
arrendatarios en situación de vulnerabilidad social y económica como consecuencia de la 
expansión del COVID-19, aprobada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana podrá conceder avales por 
un importe máximo de 1.200 millones de euros.».

Octavo.  
De conformidad con lo dispuesto en la disposición final cuarta-Tres.6 del Real Decreto-

ley 16/2020, de 28 de abril, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al 
COVID-19 en el ámbito de la Administración de Justicia ese Convenio:

1.º) Quedó exceptuado de lo dispuesto en los apartados sexto y séptimo del Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 27 de diciembre de 2019, por el que se establecen los criterios de 
aplicación de la prórroga para 2020 de los Presupuestos Generales del Estado vigentes en 
el año 2019, se formaliza la distribución por secciones y se aprueban medidas para reforzar 
el control del gasto público; y

2.º) Le es de aplicación el artículo 39 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19», en el que se establece el siguiente régimen especial para los convenios 
relacionados con el COVID-19:

– No resultan de aplicación las disposiciones contenidas en los apartados 1 y 2 en las 
letras a), b) y c) del artículo 50 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, así como en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de diciembre de 
2017, por el que se aprueban las instrucciones para la tramitación de convenios, en la 
tramitación administrativa y suscripción de los convenios; y

– Queda excluidos de lo establecido en el apartado 8 del artículo 48 de la Ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, perfeccionándose y resultando 
eficaz por la prestación del consentimiento de las partes, sin perjuicio de su posterior 
inscripción en el Registro Electrónico estatal de Órganos e Instrumentos de Cooperación del 
sector público estatal y su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Noveno.  
Que el MITMA y el ICO suscribieron el 1 de mayo de 2020 un Convenio (publicado en el 

BOE de 2 de mayo de 2020), por el que se establecieron los términos de la colaboración 
entre ambas partes en relación con el aval a otorgar por el MITMA en concepto de cobertura 
total del riesgo de las operaciones que cumplen con los requisitos establecidos en el 
Convenio de 1 de mayo de 2020, así como la bonificación por el MITMA de los gastos e 
intereses para el cliente de la financiación avalada.
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Décimo.  
Que vista la evolución actual de la pandemia, y en consecuencia de la vulnerabilidad 

sobrevenida que la misma pueda generar en los arrendatarios de vivienda habitual, así como 
su incierta proyección en los próximos meses, hace recomendable modificar los plazos 
inicialmente previstos y ya prorrogados por Orden TMA/924/2020, de 29 de septiembre.

De acuerdo con lo anterior, las partes suscriben el presente Convenio, que se regirá de 
conformidad con las siguientes

ESTIPULACIONES

Primera.  Objeto: Plazo de formalización de operaciones con los clientes.
El objeto de la presente adenda es modificar el plazo de solicitud y formalización de las 

operaciones de los clientes con las entidades de crédito adheridas a la línea.
Asimismo, se incorporan en esta adenda modificaciones menores, destinadas a la 

corrección de errores de redacción identificadas por las Partes.
En este sentido, se modifica:
1. El segundo párrafo apartado c) de la estipulación segunda, que pasará a tener la 

siguiente redacción:
El cliente podrá solicitar el préstamo a la entidad de crédito antes del 31 de mayo de 

2021 con el modelo de solicitud que figura en el anexo I de la Orden TMA/378/2020, de 30 
de abril, del MITMA. Las entidades de crédito deberán formalizar los préstamos con los 
clientes antes del 30 de junio de 2021. No obstante, mediante acuerdo de la Comisión de 
Seguimiento a la que hace referencia la estipulación séptima del presente Convenio, el ICO 
y el MITMA podrán proponer la ampliación de ambos plazos hasta el 31 de agosto de 2021 y 
el 30 de septiembre de 2021 respectivamente. Esta ampliación, en su caso, se realizará 
mediante Orden del MITMA tal y como se señala en el artículo 8 de la Orden TMA/ 
378/2020, de 30 de abril, del MITMA.

2. Apartado j) de la estipulación segunda, que pasará a tener la siguiente redacción:
Los importes de las ayudas en la modalidad de bonificación de gastos e intereses del 

préstamo, que se concedan al amparo de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del 
MITMA se financiarán con cargo al gasto aprobado por el MITMA en la partida 
presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el COVID-19» para la 
concesión de dichas subvenciones. En virtud de esta Orden, el MITMA bonificará el 100 % 
de los gastos e intereses de las operaciones de préstamo formalizadas con los clientes, esto 
es, el 100 % del tipo de interés aplicado por la entidad de crédito a la operación, con el límite 
máximo indicado en el apartado anterior.

A estos efectos la entidad de crédito no cobrará al cliente ningún importe por gastos e 
intereses y, una vez al año, en los primeros quince días de diciembre de cada ejercicio, la 
entidad de crédito comunicará a ICO los importes de tipo de interés devengados por los 
préstamos formalizados con los clientes que hayan recibido el aval, desde el 1 de diciembre 
del año anterior y hasta el 30 de noviembre del ejercicio correspondiente; a excepción de la 
comunicación de intereses devengados correspondiente al periodo entre el 1 de diciembre y 
el 30 de septiembre de 2031, que se realizará por las Entidades al ICO en la primera 
quincena de octubre de 2031.

En la segunda quincena de diciembre de cada ejercicio, ICO abonará a las Entidades de 
crédito los importes de intereses comunicados por las Entidades, a excepción de los 
importes que se comuniquen en 2031, que se abonarán a las Entidades en la segunda 
quincena de octubre de 2031. El MITMA abonará al ICO, en los términos previstos en la 
estipulación cuarta, los importes que hayan sido abonados por el ICO a las entidades.

Las cuotas de principal impagadas por los clientes devengarán intereses hasta la fecha 
de la presentación del requerimiento de pago a ICO por ejecución del aval, con el límite de 
30 de septiembre de 2031, fecha en la que se detendrá el devengo de intereses de las 
cuotas que, en su caso, resten impagadas por los clientes, independientemente de que la 
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fecha de presentación por la entidad al ICO del requerimiento de pago por ejecución del aval 
sea posterior.

3. El tercer párrafo apartado o) de la estipulación segunda, que pasará a tener la 
siguiente redacción:

– Comisión de administración: comisión de 0,1 % anual, calculada sobre el importe del 
saldo vivo del aval gestionado por el ICO, a 30 de noviembre del ejercicio anterior. En la 
certificación enviada en 2020 al MITMA de acuerdo con lo establecido en la estipulación 
cuarta del presente Convenio, se calculará sobre el importe de avales emitidos hasta el 30 
de noviembre de 2020. El pago se realizará por el MITMA en cada ejercicio con cargo a la 
partida 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros» en los términos establecidos en la 
estipulación cuarta del presente Convenio.

4. La estipulación cuarta, que pasará a tener la siguiente redacción:
El MITMA abonará anualmente al ICO los importes que hayan sido pagados por el ICO a 

las entidades de crédito por la ejecución de los avales y la bonificación de gastos e 
intereses, así como las comisiones de gestión y administración devengadas en el periodo; 
ello supondrá que los actos de gestión presupuestaria destinados a la aplicación definitiva al 
Presupuesto del gasto derivado de la ejecución de los citados avales también 
corresponderán al MITMA.

A estos efectos, el ICO enviará al MITMA anualmente, dos certificaciones:
Una con el importe correspondiente a las ejecuciones del aval y a la comisión de 

administración, con el siguiente desglose:
a. Fondos desembolsados por el ICO a las entidades de crédito en el ejercicio en el que 

se envía la certificación por ejecuciones del aval asumidas por el ICO (100 % de las cuotas 
impagadas por los clientes de principal en el ejercicio).

b. Importe correspondiente a la comisión de administración sobre el saldo vivo del 
importe avalado a 30 de noviembre del ejercicio anterior. En el caso de la certificación 
enviada en 2020, se calculará sobre el importe de avales emitidos hasta el 30 de noviembre 
de 2020 (0,1 % sobre el saldo vivo avalado).

c. Importes certificados por el ICO al MITMA en ejercicios anteriores en concepto de 
comisión de gestión, comisión de administración o importes abonados a las entidades de 
crédito por ejecuciones del aval que estén pendientes de pago por parte del MITMA por no 
contar el MITMA con presupuesto suficiente para su pago en el ejercicio correspondiente.

d. Importes por ejecuciones del aval recuperados por las entidades de crédito que hayan 
sido abonados al ICO en el ejercicio, con el desglose previsto en la estipulación segunda n).

Y otra con el importe correspondiente al importe de la subvención en la modalidad de 
bonificación de los gastos e intereses de los préstamos que corresponden a los beneficiarios 
de las ayudas aprobadas por el MITMA y concedidas al amparo de la Orden TMA/378/2020, 
de 30 de abril, del MITMA con el siguiente desglose:

e. Importes de la bonificación de gastos e intereses desembolsada por el ICO a las 
entidades de crédito en el ejercicio.

f. Importes abonados a las entidades de crédito por bonificaciones de intereses que 
estén pendientes de pago por parte del MITMA por no contar el MITMA con presupuesto 
suficiente para su pago en el ejercicio correspondiente.

g. Importes de la bonificación de gastos e intereses recuperados por las entidades de 
crédito que hayan sido abonados al ICO en el ejercicio.

Entre 2020 y 2030, estas certificaciones se remitirán por el ICO al MITMA en el mes de 
diciembre. Las certificaciones correspondientes al ejercicio 2031 se remitirán por ICO al 
MITMA en la segunda quincena del mes de octubre.

El MITMA con carácter previo al pago de la bonificación de gastos e intereses, de las 
comisiones de gestión y administración, y ejecución del aval, efectuará las comprobaciones 
oportunas de:

– Certificación por ejecución de aval y comisión de administración (a+b+c–d).
– Certificación por bonificación de gastos e intereses (e+f–g).
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para luego transferir al ICO el importe de costes certificado por el ICO. El pago al ICO de 
los importes certificados se realizará, en lo que se refiere a las certificaciones presentadas 
entre 2020 y 2030, en el primer trimestre del ejercicio siguiente a aquel en el que se han 
recibido las certificaciones; y en lo que se refiere a las certificaciones presentadas en octubre 
de 2031, durante la primera quincena de noviembre de 2031.

En el caso de las comisiones a ICO con la limitación de la consignación presupuestaria 
de cada ejercicio prevista en el presente Convenio y, en el caso de la bonificación de gastos 
e intereses a entidades de crédito con la limitación establecida en la Orden TMA/378/2020, 
de 30 de abril, del MITMA en base a la cual se aprueba el gasto máximo correspondiente a 
las subvenciones de gastos e intereses regulados en la misma.

El importe correspondiente a la comisión de gestión (0,25 % flat, calculada sobre el 
importe de las operaciones formalizadas) se abonará por el MITMA de la siguiente manera:

– En el año 2020 se abonará por el MITMA 0,1 millones de euros a ICO.
– En la segunda quincena de octubre de 2021, ICO certificará al MITMA el importe total 

correspondiente de comisión de gestión y el MITMA abonará en la primera quincena de 
noviembre de 2021 el importe total de comisión de gestión certificado menos 0,1 millones de 
euros.

Si el importe contenido en la certificación anual de un ejercicio es inferior a la cuantía 
comprometida para un ejercicio, se procederá a realizar el reajuste de las anualidades en el 
ejercicio correspondiente, con sujeción a lo dispuesto en el penúltimo párrafo de esta 
estipulación.

Los importes de compromiso iniciales de gasto que se requiere que estén aprobados en 
la partida presupuestaria 17.09.261N.359 «Otros gastos financieros» del MITMA serán, 
como máximo, los siguientes, sin perjuicio de lo que se indica a continuación para los 
supuestos de ajustes de importes entre ejercicios (cifras en millones de euros).

Los importes de las ayudas a los arrendatarios correspondientes a la bonificación de 
gastos e intereses del préstamo, que se concedan al amparo de la Orden TMA/378/2020, de 
30 de abril, del MITMA, se financiarán con cargo al gasto aprobado por el MITMA en la 
partida presupuestaria 17.09.261N.481 «Bonificación de gastos e intereses por concesión de 
préstamos a arrendatarios en situación de vulnerabilidad por el Covid19» para la concesión 
de dichas ayudas, por lo que la cuantía de las mismas que se recoge en el en el epígrafe 
b.2) de la estipulación segunda es a título informativo, no forma parte del compromiso de 
gasto derivado de este Convenio.

Importes en millones de euros

Año Comisión 
Administración ICO [CA]

Comisión Gestión 
ICO [CG]

Total Importe 
Convenio [CA+ CG]

Bonificacion Gastos e 
Intereses Orden 

TMA/378/2020, de 30 de 
abril

2020 0,1 0,1
2021 1 2,9 3,9 10
2022 1,2 0 1,2 20
2023 1,1 0 1,1 17
2024 1 0 1 15
2025 0,9 0 0,9 13
2026 0,8 0 0,8 11
2027 0,7 0 0,7 9
2028 0,6 0 0,6 8
2029 0,5 0 0,5 5
2030 0,4 0 0,4 3
2031 0,4 0 0,4 1
Total. 8,6 3 11,6 112

Si a 30 de junio de 2021, o la fecha a la que se prorrogue la formalización de contratos 
con los clientes, la cuantía de los préstamos formalizados fuese inferior a 1.200 millones de 
euros, en el trimestre inmediatamente siguiente a la finalización del periodo de formalización 
de contratos con los clientes se ajustarán, con sujeción a lo dispuesto en la estipulación 
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séptima del presente Convenio, los importes comprometidos indicados en el cuadro anterior 
adecuándolos al importe de financiación efectivamente concedida.

En el primer trimestre de cada uno de los ejercicios de 2022 al 2031, se podrán revisar 
los importes comprometidos, previa certificación por el ICO del saldo vivo a 30 de noviembre 
del ejercicio anterior de las operaciones avaladas, y con sujeción a lo dispuesto en la 
estipulación séptima del presente Convenio.

En los casos de reajuste de las anualidades entre ejercicios de los importes 
comprometidos, siempre que no se altere el importe total de los mismos, la tramitación del 
expediente financiero de reajuste de anualidades no precisará la suscripción de una Adenda, 
siendo suficiente el acuerdo de la comisión de seguimiento con la propuesta de 
reprogramación de los importes, una vez valorada por dicha comisión la certificación emitida 
por el ICO.

En el supuesto de que después de la certificación de 2031 se produzcan ejecuciones de 
aval por las entidades, derivadas del impago de las últimas cuotas de préstamos 
prorrogados, una vez finalizado el plazo para ejecutar el aval de la última operación que 
venza en la Línea, ICO presentará una certificación al MITMA en la que se recogerán:

(i) los importes pagados a las Entidades por ejecuciones de aval que se produzcan con 
posterioridad a la certificación de 2031,

(ii) los importes por ejecuciones de aval que se hubieran certificado por ICO al MITMA en 
ejercicios anteriores y que estuvieran pendientes de pago al ICO; y

(iii) los cobros por recuperaciones y devoluciones que se hayan obtenido de las 
Entidades desde la certificación anterior;

para abono por el MITMA al ICO de la cantidad resultante de sumar (i) + (ii) – (iii) en el 
plazo máximo de los treinta días naturales siguientes a la fecha de presentación de la 
certificación.

Si con posterioridad a la certificación a remitir en 2032 conforme a lo previsto en los 
párrafos anteriores, tras el abono por el MITMA de la última certificación enviada por el ICO, 
se produjeran recuperaciones, el ICO ingresará en el Tesoro, en el mes de enero del 
ejercicio siguiente los importes que haya recibido de las entidades de crédito en el año 
inmediatamente anterior correspondientes a operaciones impagadas para las que el MITMA 
haya abonado previamente el aval asumido por el ICO así como la bonificación de gastos e 
intereses.

Segunda.  Naturaleza y jurisdicción.
En todo lo que no se oponga a la presente Adenda, serán de aplicación las 

estipulaciones de carácter general contenidas en el Convenio suscrito el 1 de mayo de 2020.
En prueba de conformidad, las partes suscriben el presente documento en duplicado 

ejemplar, en lugar y fecha indicados en el encabezamiento.–El Secretario de Estado de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, Pedro Saura García.–El Presidente del Instituto de 
Crédito Oficial, E.P.E., José Carlos García de Quevedo Ruiz.
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§ 10

Orden TMA/498/2021, de 21 de mayo, por la que se modifican los 
plazos para solicitar y formalizar los préstamos avalados y 
subvencionados por el Estado establecidos en la Orden 
TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y 
requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que pueden 
acceder a las ayudas transitorias de financiación establecidas en el 
artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que 
se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 124, de 25 de mayo de 2021

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2021-8657

El artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, autoriza al Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana (MITMA) a que, 
mediante Convenio con el Instituto de Crédito Oficial (ICO) desarrolle una línea de avales, 
con total cobertura del Estado, a fin de que las entidades de crédito puedan ofrecer ayudas 
transitorias de financiación para hacer frente al alquiler de vivienda habitual de los hogares 
que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social y económica como consecuencia 
de la expansión del COVID-19.

Igualmente, prevé que mediante una Orden del Ministerio del MITMA se definan los 
criterios y requisitos para acceder a estas ayudas transitorias de financiación, que incluirán 
en todo caso, y como mínimo, las situaciones definidas en el artículo 5 del citado real 
decreto-ley.

La ayuda consiste en el aval y la bonificación total de gastos e intereses para el 
solicitante.

Conforme a lo anterior se dictó la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se 
definen los criterios y requisitos de los arrendatarios de vivienda habitual que pueden 
acceder a las ayudas transitorias de financiación establecidas en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, que fue 
publicada en el BOE el 1 de mayo de 2020. Así mismo el 1 de mayo de 2020 se suscribió el 
Convenio entre el MITMA y el ICO, para la gestión de los avales y de la subvención de 
gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la «Línea de avales de 
arrendamiento COVID-19», publicado en el BOE el 2 de mayo de 2020 mediante Resolución 
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de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de Transportes, Movilidad y Agenda 
Urbana.

El artículo 8 de la Orden TMA/378/2020 en su apartado 1 señala:
«Los préstamos avalados y subvencionados por el Estado deberán ser solicitados por el 

arrendatario ante la Entidad de crédito, con el modelo de solicitud que figura en el anexo I de 
esta Orden, antes del 30 de septiembre de 2020 y deberán formalizarse antes del 31 de 
octubre de 2020. A propuesta de la Comisión de Seguimiento prevista en el Convenio entre 
el MITMA y el ICO, mediante orden ministerial, estos plazos podrán prorrogarse hasta el 30 
de noviembre y el 31 de diciembre de 2020, respectivamente.»

En el mismo sentido se pronuncia el apartado c) de la estipulación segunda del Convenio 
que literalmente señala:

«El Cliente deberá solicitar el préstamo a la Entidad de crédito antes del 30 de 
septiembre de 2020 con el modelo de solicitud que figura en el anexo I de la Orden 
TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA. Las Entidades de crédito deberán formalizar los 
préstamos con los Clientes antes del 31 de octubre de 2020. No obstante, mediante acuerdo 
de la Comisión de Seguimiento a la que hace referencia la estipulación séptima del presente 
Convenio, el ICO y el MITMA podrán proponer la ampliación de ambos plazos hasta el 30 de 
noviembre y el 31 de diciembre de 2020 respectivamente. Esta ampliación, en su caso, se 
realizará mediante Orden del MITMA tal y como se señala en el artículo 8 de la Orden TMA/ 
378/2020, de 30 de abril, del MITMA.»

Tal y como posibilita el apartado 1 de la Orden y el apartado c) de la Estipulación 
Segunda del Convenio, los plazos han sido prorrogados hasta el 30 de noviembre y el 31 de 
diciembre respectivamente por la Orden TMA/924/2020, de 29 de septiembre, por la que se 
prorroga el plazo para solicitar y formalizar los préstamos avalados y subvencionados por el 
Estado previstos en el artículo 8 de la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, y en el Convenio 
entre el MITMA y el ICO, para la gestión de los avales y de la subvención de gastos e 
intereses por parte del Estado a arrendatarios en la «Línea de avales de arrendamiento 
COVID-19».

La evolución de la pandemia hizo recomendable prorrogar nuevamente dichos plazos. 
Así la Orden TMA/1134/2020, de 30 de noviembre, por la que se modifican los plazos para 
solicitar y formalizar los préstamos avalados y subvencionados por el Estado establecidos en 
la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, por la que se definen los criterios y requisitos de los 
arrendatarios de vivienda habitual que pueden acceder a las ayudas transitorias de 
financiación establecidas en el artículo 9 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por 
el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, publicada en el BOE de 2 de diciembre de 2020, prorrogó dichos 
plazos hasta el 31 de mayo de 2021 y el 30 de junio de 2021, respectivamente. En el mismo 
sentido se pronuncia el apartado 1 de la estipulación primera de la Adenda al Convenio entre 
el MITMA y el ICO en la «Línea de avales de arrendamiento COVID-19», suscrita el 30 de 
noviembre de 2020 y publicada en el BOE del día 11 de diciembre de 2020.

El artículo primero de la Orden TMA/1134/2020 y el apartado 1 de la estipulación primera 
de la Adenda al Convenio señalan que estos nuevos plazos para solicitar y formalizar los 
préstamos avalados y subvencionados por el Estado podrán ser prorrogado hasta el 31 de 
agosto de 2021 y hasta el 30 de septiembre de 2021, respectivamente, mediante orden 
ministerial previa propuesta de la Comisión de Seguimiento prevista en el Convenio entre el 
MITMA y el ICO.

La Comisión de Seguimiento del Convenio entre el MITMA y el ICO, en su reunión de 5 
de mayo de 2021, ha propuesto la ampliación de los plazos para solicitar y formalizar los 
préstamos avalados y subvencionados por el Estado hasta el 9 de agosto de 2021 y hasta el 
9 de septiembre de 2021, respectivamente.

Atendiendo a la propuesta de la referida Comisión de Seguimiento, a la evolución actual 
de la pandemia y en consecuencia de la vulnerabilidad sobrevenida que la misma pueda 
generar en los arrendatarios de vivienda habitual, así como a su más o menos incierta 
proyección en los próximos meses, y en coordinación con la extensión durante tres meses a 
partir de la finalización del estado de alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 
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de octubre, de otras medidas de protección a las personas vulnerables en materia de acceso 
y disfrute de una vivienda digna y adecuada, se hace recomendable volver a modificar los 
últimos plazos fijados y prorrogarlos hasta el 9 de agosto de 2021 y el 9 de septiembre de 
2021, respectivamente.

En virtud de lo anterior, dispongo:

Primero.  Plazo para solicitar los préstamos.
El plazo para solicitar los préstamos avalados y subvencionados por el Estado es hasta 

el 9 de agosto de 2021.
Este plazo podrá ser prorrogado hasta el 31 de agosto de 2021 mediante orden 

ministerial previa propuesta de la Comisión de Seguimiento prevista en el Convenio entre el 
MITMA y el ICO.

Segundo.  Plazo para formalizar los préstamos.
El plazo para formalizar los préstamos avalados y subvencionados por el Estado es 

hasta el 9 de septiembre de 2021.
Este plazo podrá ser prorrogado hasta el 30 de septiembre de 2021 mediante orden 

ministerial previa propuesta de la Comisión de Seguimiento prevista en el Convenio entre el 
MITMA y el ICO.

Tercero.  Entrada en vigor.
Esta Orden entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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§ 11

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

CAPÍTULO I
Medidas de apoyo a los trabajadores, consumidores, familias y colectivos 

vulnerables

Sección 1.ª Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables

[ . . . ]
III

Artículo 19.  Moratoria de deuda hipotecaria.
La deuda hipotecaria o los préstamos hipotecarios a los que se refieren los artículos 7 a 

16 ter del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, serán la deuda hipotecaria contraída o 
los préstamos hipotecarios contratados para la adquisición de:

a) La vivienda habitual.
b) Inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen los empresarios y 

profesionales a los que se refiere la letra a) del artículo 16.1.
c) Viviendas distintas a la habitual en situación de alquiler y para las que el deudor 

hipotecario persona física, propietario y arrendador de dichas viviendas, haya dejado de 
percibir la renta arrendaticia desde la entrada en vigor del Estado de alarma decretado por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, o deje de percibirla hasta un mes después de la 
finalización del mismo.

[ . . . ]
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§ 12

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]
IV

Artículo 7.  Moratoria de deuda hipotecaria.
1. Se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda hipotecaria 

para la adquisición de la vivienda habitual, de inmuebles afectos a la actividad económica 
que desarrollen empresarios y profesionales y de viviendas distintas a la habitual en 
situación de alquiler, conforme al artículo 19 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 
por quienes padecen extraordinarias dificultades para atender su pago como consecuencia 
de la crisis del COVID-19 desde este artículo y hasta el artículo 16ter de este real decreto-
ley, ambos incluidos.

2. A los efectos de la moratoria de deuda hipotecaria a la que se refiere el apartado 
anterior tendrán la consideración de empresarios y profesionales las personas físicas que 
cumplan las condiciones previstas en el artículo 5 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del 
Impuesto sobre el Valor Añadido.

Artículo 8.  Ámbito de aplicación de la moratoria de deuda hipotecaria.
1. Las medidas previstas en este real decreto-ley para la suspensión de las obligaciones 

derivadas de los contratos de préstamo con garantía hipotecaria vigentes a la fecha de 
entrada en vigor de este real decreto-ley cuya finalidad fuera la adquisición de vivienda 
habitual o de inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen empresarios y 
profesionales se aplicarán a dichos contratos cuando concurran en el deudor todos los 
requisitos establecidos en el artículo 16 del real decreto ley 11/2020, de 31 de marzo, para 
entender que está dentro de los supuestos de vulnerabilidad económica.

2. Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor 
principal, respecto de su vivienda habitual y con las mismas condiciones que las 
establecidas para el deudor hipotecario.

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

– 86 –



Artículo 9.  Definición de la situación de vulnerabilidad económica.
1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia 

sanitaria ocasionada por el COVID-19 quedan definidos con el siguiente tenor:
a) Que el deudor hipotecario pase a estar en situación de desempleo o, en caso de ser 

empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de sus ingresos o una caída 
sustancial de sus ventas.

b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar no supere, en el 
mes anterior a la solicitud de la moratoria:

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos 
Múltiples mensual (en adelante IPREM).

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad 
familiar. El incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo 
en el caso de unidad familiar monoparental.

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 
años miembro de la unidad familiar.

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada 
discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le 
incapacite acreditadamente de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite 
previsto en el subapartado i) será de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos 
acumulados por hijo a cargo.

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con parálisis cerebral, con 
enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, 
con un grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los 
casos de enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, 
para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces 
el IPREM.

c) Que la cuota hipotecaria, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o igual 
al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad 
familiar.

d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar haya sufrido una 
alteración significativa de sus circunstancias económicas en términos de esfuerzo de acceso 
a la vivienda, en los términos que se definen en el punto siguiente.

2. A los efectos de lo previsto en este artículo se entenderá:
a) Que se ha producido una alteración significativa de las circunstancias económicas 

cuando el esfuerzo que represente la carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya 
multiplicado por al menos 1,3.

b) Que se ha producido una caída sustancial de las ventas cuando esta caída sea al 
menos del 40 %.

c) Por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o 
pareja de hecho inscrita y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la 
vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o acogimiento familiar 
y su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda.

Artículo 10.  Fiadores, avalistas e hipotecantes no deudores.
Los fiadores, avalistas e hipotecantes no deudores que se encuentren en los supuestos 

de vulnerabilidad económica podrán exigir que la entidad agote el patrimonio del deudor 
principal, sin perjuicio de la aplicación a éste, en su caso, de las medidas previstas en el 
Código de Buenas Prácticas, antes de reclamarles la deuda garantizada, aun cuando en el 
contrato hubieran renunciado expresamente al beneficio de excusión.

Artículo 11.  Acreditación de las condiciones subjetivas.
1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 9 se acreditará por el 

deudor ante la entidad acreedora mediante la presentación de los siguientes documentos:
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a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad 
gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de 
prestaciones o subsidios por desempleo.

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 
certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano 
competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de 
cese de actividad declarada por el interesado.

c) Número de personas que habitan la vivienda:
i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho.
ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, 

con referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis 
meses anteriores.

iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para 
realizar una actividad laboral.

d) Titularidad de los bienes:
i. Nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los miembros 

de la unidad familiar.
ii. Escrituras de compraventa de la vivienda y de concesión del préstamo con garantía 

hipotecaria.
e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 

requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según este real 
decreto-ley.

Artículo 12.  Solicitud de moratoria.
Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de este real decreto-ley podrán 

solicitar del acreedor, hasta el 29 de septiembre de 2020, una moratoria en el pago del 
préstamo con garantía hipotecaria para la adquisición de su vivienda habitual o de inmuebles 
afectos a la actividad económica que desarrollen empresarios y profesionales. Los deudores 
acompañarán, junto a la solicitud de moratoria, la documentación prevista en el artículo 17 
del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

Artículo 13.  Concesión de la moratoria.
1. Una vez realizada la solicitud de la moratoria a la que se refiere el artículo 12 de este 

real decreto-ley, la entidad acreedora procederá a su implementación en un plazo máximo de 
15 días.

2. Una vez concedida la moratoria, la entidad acreedora comunicará al Banco de España 
su existencia y duración. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la 
moratoria no se considerarán vencidos. Durante el período de suspensión no se devengará 
interés alguno.

3. La aplicación de la suspensión no requerirá acuerdo entre las partes, ni novación 
contractual alguna, para que surta efectos, pero deberá formalizarse en escritura pública e 
inscribirse en el Registro de la Propiedad. La inscripción de la ampliación del plazo inicial 
tendrá plenos efectos, en su caso, frente a los acreedores intermedios inscritos aunque no 
cuente con el consentimiento de estos.

4. Cuando prestamista y prestatario beneficiario de la moratoria acuerden una novación 
como consecuencia de la modificación del clausulado del contrato en términos o condiciones 
contractuales que vayan más allá de la mera suspensión a la que se refiere el artículo 13, 
incorporarán, además de aquellos otros aspectos que las partes pacten, la suspensión de las 
obligaciones contractuales impuesta por este real decreto-ley y solicitada por el deudor, así 
como el no devengo de intereses durante la vigencia de la suspensión.

5. Cuando la entidad financiera conceda, simultánea o sucesivamente, una moratoria 
legal y una moratoria convencional, el acuerdo de moratoria convencional suscrito con el 
deudor recogerá expresamente el reconocimiento de la moratoria legal, suspendiéndose los 
efectos de la moratoria convencional hasta el momento en el que finalice aquella.
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6. A los efectos de este artículo, se entenderá por moratoria legal la regulada en los 
artículos 13.3, 14 y 15 de este real decreto-ley.

7. A los efectos de este artículo, se entenderá por moratoria convencional la regulada en 
los artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan 
medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad 
Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19.

Artículo 14.  Efectos de la moratoria.
1. La solicitud de la moratoria a la que se refiere el artículo 12 conllevará la suspensión 

de la deuda hipotecaria durante el plazo de tres meses y la consiguiente inaplicación durante 
el periodo de vigencia de la moratoria de la cláusula de vencimiento anticipado que, en su 
caso, constara en el contrato de préstamo con garantía hipotecaria.

La duración de la suspensión podrá ser ampliada por Acuerdo del Consejo de Ministros.
2. Durante el periodo de vigencia de la moratoria a la que se refiere el presente capítulo 

la entidad acreedora no podrá exigir el pago de la cuota hipotecaria, ni de ninguno de los 
conceptos que la integran (amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni 
en un porcentaje. Tampoco se devengarán intereses.

Artículo 15.  Inaplicación de intereses moratorios.
1. En todos los contratos de crédito o préstamo garantizados con hipoteca inmobiliaria en 

los que el deudor se encuentre en los supuestos de vulnerabilidad económica prácticas y 
acredite ante la entidad que se encuentra en dicha circunstancia, no se permitirá la 
aplicación de interés moratorio por el período de vigencia de la moratoria.

2. Esta inaplicabilidad de intereses no será aplicable a deudores o contratos distintos de 
los regulados en el presente real decreto-ley.

Artículo 16.  Consecuencias de la aplicación indebida por el deudor de las medidas para la 
reestructuración de la deuda hipotecaria inmobiliaria.

1. El deudor de un crédito o préstamo garantizado con hipoteca que se hubiese 
beneficiado de las medidas de moratoria en este real decreto-ley sin reunir los requisitos 
previstos en el artículo 9, será responsable de los daños y perjuicios que se hayan podido 
producir, así como de todos los gastos generados por la aplicación de estas medidas de 
flexibilización, sin perjuicio de las responsabilidades de otro orden a que la conducta del 
deudor pudiera dar lugar.

2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no puede resultar inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por el deudor por la aplicación de la norma.

3. También incurrirá en responsabilidad el deudor que, voluntaria y deliberadamente, 
busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad económica con la finalidad 
de obtener la aplicación de estas medidas, correspondiendo la acreditación de esta 
circunstancia a la entidad con la que tuviere concertado el préstamo o crédito.

Artículo 16 bis.  Régimen de supervisión y sanción.
1. Las entidades prestamistas supervisadas por el Banco de España remitirán cada día 

hábil a esta Autoridad la siguiente información referida al día hábil precedente:
a) Número de solicitudes de suspensión presentadas por deudores.
b) Número de suspensiones concedidas.
c) Número de beneficiaros de la suspensión, desagregados, por un lado, en deudores y 

avalistas y, por otro lado, en asalariados y empresarios/profesionales.
d) Número de préstamos cuyo pago se ha suspendido.
e) Saldo vivo pendiente de amortización cuyo pago se suspende.
f) CNAE de la actividad que venía realizando el deudor.
g) Número de préstamos en los que el deudor solicita que se documente la suspensión 

en escritura notarial.
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2. Los artículos 7 a 16 y el apartado primero de este artículo tendrá la consideración de 
normas de ordenación y disciplina a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 10/2014, de 26 
de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.

Artículo 16 ter.  Formalización en escritura pública de la moratoria hipotecaria.
1. Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 

inscripción de la moratoria hipotecaria legal en los términos del apartado 3 del artículo 13 y 
de la formalización e inscripción de la novación del préstamo hipotecario en los supuestos 
del apartado 4 del artículo 13, serán satisfechos en todo caso por el acreedor y se 
bonificarán en un 50 por ciento en los siguientes términos:

a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará el arancel correspondiente a las 
escrituras de novación hipotecaria, previsto en la letra f) del apartado 1 del número 1 del 
anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel 
de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna a partir del 
quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. El arancel mínimo 
previsto será de 30 euros y el máximo de 75.

b) Por la práctica de la inscripción se aplicará el arancel previsto para las novaciones 
modificativas en artículo 2.1.g) del Anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 17 de noviembre, 
por el que se aprueba el Arancel de los Registradores. Al resultado se le aplicará una 
bonificación del 50 por ciento. El arancel mínimo previsto será de 24 euros y el máximo de 
50 euros.

2. (Derogado)
3. Formalizada la escritura pública se remitirá por el notario autorizante al Registro de la 

Propiedad través de cualquiera de los medios de presentación que permite la Ley 
hipotecaria.

[ . . . ]
Disposición final primera.  Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre 
Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre.

Se añade un nuevo número 28 al artículo 45.I.B) del texto refundido de la Ley del 
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, con la siguiente redacción:

«28. Las escrituras de formalización de las novaciones contractuales de 
préstamos y créditos hipotecarios que se produzcan al amparo del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 
impacto económico y social del COVID-19, quedarán exentas de la cuota gradual de 
documentos notariales de la modalidad de actos jurídicos documentados de este 
Impuesto, siempre que tengan su fundamento en los supuestos regulados en los 
artículos 7 a 16 del citado real decreto-ley, referentes a la moratoria de deuda 
hipotecaria para la adquisición de vivienda habitual».

[ . . . ]
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§ 13

Resolución de 27 de mayo de 2020, de la Dirección General de 
Seguridad Jurídica y Fe Pública, por la que se aprueban los modelos 
de solicitud para hacer constar en el Registro de Bienes Muebles la 
suspensión de las obligaciones contractuales derivadas de préstamo 
o garantía hipotecaria contratado por persona física que se encuentre 
en situación de vulnerabilidad económica, en la forma definida por el 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 158, de 5 de junio de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-5734

Vistos los artículos 16 y 21 a 24 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, así como la disposición adicional decimoquinta, apartado 3, del 
Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar 
la economía y el empleo, ante la conveniencia de facilitar el modo de solicitar ante el 
Registro de Bienes Muebles la constancia de haberse producido la moratoria a que refieren 
dichos preceptos, dadas las dificultades logísticas impuestas por la declaración del Estado 
de Alarma y con el fin de facilitar su obtención tanto a los consumidores como a las 
entidades financiadoras, este Centro Directivo acuerda:

Aprobar los modelos que se anejan, de utilización voluntaria, sin perjuicio de cualquier 
otra novación que pueda seguir presentándose en la forma y por los cauces ordinarios 
previstos por la legislación vigente.

ANEXO 1
Modelo de solicitud, ante el Registro de Bienes Muebles de la constancia de 

moratoria para varios contratatos
D./D.ª ............................................................................................................, en nombre y 

representación de la entidad ................................................................................., provista de 
CIF número ....................., con domicilio social 
en ....................................................................................................................., en su 
condición de (apoderado, consejero delegado, etc.), en virtud de (datos de escritura de 
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nombramiento ...........................................), inscrita en el Registro Mercantil 
de ............................................... con fecha .................. (datos de la inscripción).

EXPONE
I. Que ostenta la condición de acreedor en los siguientes contratos de financiación 

inscritos en el Registro de Bienes Muebles en relación a los bienes que se especifican, 
siendo deudores las personas físicas que igualmente se relacionan:

1. Contrato 1 (al que se refiere la suspensión/ datos de inscripción del bien objeto del 
contrato y deudor/es que ha/han realizado la solicitud de 
suspensión): ...............................................................................................................................
.............................................

2. Contrato 2: ........................................................................................................................
......................................................................................................................................

3. Contrato 3: ........................................................................................................................
.....................................................................................................................................

4. Contrato 4: ........................................................................................................................
......................................................................................................................................

II. Que a consecuencia de la pandemia provocada por el COVID-19 se han dictado 
recientemente diversas disposiciones, entre ellas varias de carácter económico, y, dentro de 
la mismas, algunas favoreciendo una moratoria o suspensión en las obligaciones 
contractuales de naturaleza crediticia, especialmente en los artículos 21 y siguientes del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 así como 
en la disposición adicional decimoquinta apartado 3 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de 
abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo.

III. Que la entidad acreedora ha recibido de los deudores que resultan del apartado I 
solicitud de suspensión de su obligación de pago derivada de los referidos contratos, al 
amparo de la citada legislación y de la normativa general y complementaria mediante escrito 
de fecha ................

IV. Que la entidad acreedora ha examinado la documentación aportada y el cumplimiento 
de los requisitos legalmente previstos y con base en ello

ACUERDA
Reconocer la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas de los 

citados contratos con una duración de tres meses ampliables mediante Acuerdo del Consejo 
de Ministros al amparo de la indicada normativa.

Solicitar la inscripción del presente en el Registro de Bienes Muebles competente.
En ............................., a ....... de ................................ de .............

ANEXO 2
Modelo de solicitud, ante el Registro de Bienes Muebles de la constancia de 

moratoria para un único contrato
D./D.ª ............................................................................................................, en nombre y 

representación de la entidad ................................................................................., provista de 
CIF número ....................., con domicilio social 
en ....................................................................................................................., en su 
condición de (apoderado, consejero delegado, etc.), en virtud de (datos de escritura de 
nombramiento .............................................), inscrita en el Registro Mercantil 
de ..................................... con fecha .................. (datos de la inscripción).
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EXPONE
I. Que como consecuencia del 

contrato .................................................................................................................................. 
(indicar datos de la inscripción e identificación del bien) 
D./D.ª .................................................................................. resulta acreedor de la persona 
física D./D.ª ............................................................................................................

II. Que a consecuencia de la pandemia provocada por el COVID-19 se han dictado 
recientemente diversas disposiciones, entre ellas varias de carácter económico, y, dentro de 
la mismas, algunas favoreciendo una moratoria o suspensión en las obligaciones 
contractuales de naturaleza crediticia, especialmente en los artículos 21 y siguientes del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19 así como 
en la disposición adicional decimoquinta apartado 3 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de 
abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo

III. Que la entidad acreedora ha recibido del deudor que resulta del apartado I, solicitud 
de suspensión de su obligación de pago derivada del referido contrato, al amparo de la 
citada legislación y de la normativa general y complementaria mediante escrito de 
fecha ...................................................

IV. Que la entidad acreedora ha examinado la documentación aportada y el cumplimiento 
de los requisitos legalmente previstos y con base en ello

ACUERDA
Reconocer la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas del citado 

contrato con una duración de tres meses ampliables mediante Acuerdo del Consejo de 
Ministros al amparo de la indicada normativa y

Solicitar la inscripción del presente en el Registro de Bienes Muebles competente
En ............................., a ....... de ................................ de .............
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§ 14

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Medidas para sostener la actividad económica ante las dificultades transitorias 
consecuencia del COVID-19

[ . . . ]
Sección 2.ª Flexibilización en materia de suministros

Artículo 42.  Flexibilización de los contratos de suministro de electricidad para autónomos y 
empresas.

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de 
suministro de electricidad titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante 
su alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos o asimilable, y empresas se podrán acoger a las siguientes medidas:

a) En cualquier momento, podrán suspender temporalmente o modificar sus contratos de 
suministro, o las prórrogas de dichos contratos, para contratar otra oferta alternativa con el 
comercializador con el que tienen contrato vigente, al objeto de adaptar sus contratos a sus 
nuevas pautas de consumo, sin que proceda cargo alguno en concepto de penalización.

b) Los distribuidores atenderán las solicitudes de cambio de potencia o de peaje de 
acceso, con independencia de que el consumidor hubiera modificado voluntariamente las 
condiciones técnicas de su contrato de acceso de terceros a la red en un plazo inferior a 
doce meses, y aunque no se haya producido ningún cambio en la estructura de peajes de 
acceso o cargos que le afecte. Cuando las solicitudes no puedan atenderse por medios 
remotos, las actuaciones de campo que, en su caso, fueran necesarias, estarán sujetas a los 
planes de contingencia adoptados y comunicados por las empresas distribuidoras.

En caso de que el consumidor cuente con una autorización para la aplicación conjunta 
de una única tarifa de acceso, de conformidad con lo establecido en el artículo 5.3.4.º del 
Real Decreto 1164/2001, de 26 de octubre, por el que se establecen tarifas de acceso a las 
redes de transporte y distribución de energía eléctrica, podrá solicitar el cambio de potencia 
o de peaje de acceso sin que medie resolución expresa de la Dirección General de Política 
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Energética y Minas. Los distribuidores deberán atender las solicitudes en los términos 
establecidos en este artículo. En todo caso, los consumidores deberán notificar a esa 
Dirección General las solicitudes realizadas a los distribuidores.

2. Una vez finalizado el estado de alarma, en el plazo de tres meses, el consumidor que 
haya solicitado la suspensión de su contrato de suministro podrá solicitar su reactivación.

En el mismo plazo de tres meses tras la finalización del estado de alarma, el consumidor 
que haya solicitado la modificación de su contrato de suministro o la modificación de los 
parámetros técnicos del contrato de acceso de terceros a la red prevista en el apartado 
anterior, podrá solicitar una nueva modificación del contrato de suministro o unos nuevos 
valores de los parámetros técnicos del contrato de acceso de terceros a la red. Cuando el 
consumidor cuente con una autorización para la aplicación conjunta de una única tarifa de 
acceso, este deberá notificar a la Dirección General de Política Energética y Minas dicha 
solicitud.

3. Las reactivaciones del contrato de suministro y las modificaciones de los contratos 
anteriormente señaladas se realizarán en el plazo máximo de cinco días naturales y sin que 
proceda la repercusión de coste alguno sobre el consumidor, a excepción de:

a) los pagos por derechos de extensión por incrementos de potencia contratada por 
encima del umbral contratado antes del inicio del estado de alarma,

b) los pagos por supervisión de instalaciones cedidas, en su caso, y,
c) en el caso de que resultase necesario el cambio de los equipos de medida, el pago de 

actuaciones sobre los equipos de control y medida previstos en el capítulo VII del Real 
Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la metodología de 
retribución de la actividad de distribución de energía eléctrica.

En la aplicación, en su caso, de los pagos anteriormente citados se estará a lo previsto 
en el capítulo VII del Real Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la 
metodología de retribución de la actividad de distribución de energía eléctrica.

En el caso de que la nueva modificación de potencia no supere el umbral contratado 
antes del inicio del estado de alarma, tampoco se aplicará lo dispuesto en el artículo 83.5 del 
Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 
transporte, distribución, comercialización, suministro de electricidad y procedimientos de 
autorización de instalaciones de energía eléctrica, sobre la revisión de las instalaciones de 
más de veinte años.

4. En las leyes de Presupuestos Generales del Estado que se aprueben tras la entrada 
en vigor de este real decreto-ley, y con el fin de compensar en el Sistema Eléctrico la 
reducción de ingresos consecuencia de las medidas previstas en el apartado 1 anterior, se 
dotará un crédito en la sección presupuestaria del Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico por el importe equivalente a la reducción de ingresos para el Sistema 
Eléctrico atribuible a dichas medidas en el ejercicio anterior.

El importe al que se refiere el párrafo anterior, será transferido a la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia, e incorporado de una sola vez, como ingreso, al sistema de 
liquidaciones del sistema eléctrico gestionado por ese organismo.

Artículo 43.  Flexibilización de los contratos de suministro de gas natural.
1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de 

suministro de gas natural titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante 
su alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos o asimilable, y empresas se podrán acoger a las siguientes medidas:

a) El titular del punto de suministro podrá solicitar a su comercializador la modificación 
del caudal diario contratado, la inclusión en un escalón de peaje correspondiente a un 
consumo anual inferior o la suspensión temporal del contrato de suministro sin coste alguno 
para él.

b) El comercializador podrá solicitar al distribuidor o transportista alguna de las 
siguientes medidas:

1.º) El cambio de escalón de peajes del término de conducción del peaje de transporte y 
distribución;
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2.º) La reducción de caudal contratado en productos de capacidad de salida de duración 
estándar o de duración indefinida, en este último caso sin que hayan tenido que transcurrir 
12 meses desde la última modificación del caudal contratado y sin que dicha modificación se 
contabilice a los efectos del plazo mínimo para la solicitud de una nueva modificación;

3.º) La anulación de los productos de capacidad de salida contratados y la suspensión 
temporal de contratos de acceso de duración indefinida, sin ninguna restricción.

c) Todos los ahorros derivados de los menores pagos de peajes consecuencia de la 
aplicación de las medidas anteriores deberán ser repercutidos íntegramente por el 
comercializador al titular del punto de suministro.

2. Las modificaciones de los contratos anteriormente señaladas se realizarán sin que 
proceda la repercusión de coste alguno sobre el comercializador o el consumidor por parte 
de distribuidores y transportistas, con independencia de la fecha de fin de vigencia del 
contrato de acceso o del plazo transcurrido desde su firma o última modificación. Cuando las 
solicitudes no puedan atenderse por medios remotos, las actuaciones de campo que, en su 
caso, fueran necesarias, estarán sujetas a los planes de contingencia adoptados y 
comunicados por las empresas distribuidoras.

3. Una vez finalizado el estado de alarma, en el plazo de tres meses, el titular del punto 
de suministro que haya solicitado la modificación de la capacidad contratada o del escalón 
del peaje de acceso podrá solicitar el incremento de caudal o cambio de escalón de peajes 
del Grupo 3 sin ninguna limitación temporal o coste alguno. En caso de suspensión temporal 
del contrato de acceso, la nueva activación del contrato se hará en el plazo máximo de cinco 
días naturales y no conllevará el abono de derechos de alta o de acometida, salvo que sea 
necesario realizar una puesta en servicio, consecuencia de un cierre previo y puesta en 
seguridad de la instalación.

4. En las leyes de Presupuestos Generales del Estado que se aprueben tras la entrada 
en vigor de este real decreto-ley, y con el fin de compensar en el Sistema Gasista la 
reducción de ingresos consecuencia de las medidas previstas en el apartado 1 anterior, se 
dotará un crédito en la sección presupuestaria del Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico por el importe equivalente a la reducción de ingresos para el Sistema 
Gasista atribuible a dichas medidas en el ejercicio anterior.

El importe al que se refiere el párrafo anterior será transferido a la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia, e incorporado de una sola vez, como ingreso al sistema de 
liquidaciones del sistema gasista gestionado por ese organismo.

Artículo 44.  Suspensión de facturas de electricidad, gas natural y productos derivados del 
petróleo.

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de 
suministro de energía eléctrica, gas natural, gases manufacturados y gases licuados del 
petróleo por canalización, titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante 
su alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos o asimilable y pequeñas y medianas empresas, tal y como se definen 
en el Anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión Europea, podrán solicitar, 
por medios que no supongan desplazamiento físico, a su comercializador o, en su caso, a su 
distribuidor, la suspensión del pago de las facturas que correspondan a periodos de 
facturación que contengan días integrados en el estado de alarma, incluyendo todos sus 
conceptos de facturación.

En la solicitud de los consumidores deberán aparecer claramente identificados el titular 
del punto de suministro y el Código Universal de Punto de suministro (CUPS).

2. En estos casos, las comercializadoras de electricidad quedarán eximidas de la 
obligación de abonar el peaje de acceso a las redes de transporte y distribución 
correspondiente a las facturas aplazadas a la empresa distribuidora, establecida en el 
párrafo d) del artículo 46.1 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, hasta 
que el consumidor abone la factura completa.

Las comercializadoras deberán comunicar a las distribuidoras la información relativa a 
los titulares de puntos de suministro, y los CUPS asociados, que han solicitado la 
suspensión del pago conforme al apartado anterior.
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3. Por su parte, las comercializadoras de gas natural quedarán eximidas de abonar el 
término de conducción del peaje de transporte y distribución correspondiente a las facturas 
aplazadas a la empresa distribuidora o transportista, establecida en el párrafo f) del artículo 
81.2 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, hasta que el 
consumidor abone la factura completa.

Las comercializadoras deberán comunicar a las distribuidoras o transportistas la 
información relativa a los titulares de puntos de suministro, y los CUPS asociados, que han 
solicitado la suspensión del pago conforme al apartado anterior.

4. Las comercializadoras de electricidad y gas natural y las distribuidoras de gases 
manufacturados y gases licuados del petróleo por canalización también quedarán eximidas 
de la liquidación del IVA, del Impuesto Especial de la Electricidad, en su caso, y del Impuesto 
Especial de Hidrocarburos, también en su caso, correspondientes a las facturas cuyo pago 
haya sido suspendido en virtud de esta medida, hasta que el consumidor las haya abonado 
de forma completa, o hayan transcurrido seis meses desde la finalización del estado de 
alarma.

5. Una vez finalizado dicho estado de alarma, las cantidades adeudadas se regularizarán 
a partes iguales en las facturas emitidas por las comercializadoras de electricidad y gas 
natural y las distribuidoras de gases manufacturados y gases licuados del petróleo por 
canalización, correspondientes a los periodos de facturación en los que se integren los 
siguientes seis meses. Los autónomos y empresas que se acojan a la suspensión de la 
facturación recogida en este artículo no podrán cambiar de comercializadora de electricidad 
o gas natural, según el caso, mientras no se haya completado dicha regularización.

6. Las comercializadoras de electricidad y gas natural, y las distribuidoras de gases 
manufacturados y gases licuados del petróleo por canalización, cuyos ingresos se vean 
reducidos como consecuencia de las medidas incluidas en el apartado 1 podrán solicitar los 
avales definidos en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 o 
cualquier otra línea de avales creada de forma específica con este fin, por el importe por el 
que hayan visto reducidos sus ingresos, teniendo en cuenta las exenciones recogidas en el 
punto 2 para las comercializadoras de electricidad y en el punto 3 para las comercializadoras 
de gas natural.

7. Las distribuidoras de electricidad y las distribuidoras y transportistas de gas natural, 
cuyos ingresos provisionales por recaudación de peajes se vean reducidos como 
consecuencia de las medidas incluidas en el apartado 2 podrán solicitar los avales definidos 
en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, o cualquier otra línea de 
avales creada de forma específica con este fin, por el importe por el que hayan visto 
reducidos sus ingresos.

[ . . . ]
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§ 15

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
Artículo 28.  Derecho a percepción del bono social por parte de trabajadores autónomos 
que hayan cesado su actividad o hayan visto reducida su facturación como consecuencia del 
COVID-19.

1. Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda habitual y en los 
términos recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la 
figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos, los consumidores que, cumpliendo el requisito de renta del 
apartado 2, acrediten con fecha posterior a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, que el titular del punto de suministro, o alguno de los miembros de su 
unidad familiar, profesionales por cuenta propia o autónomos, tienen derecho a la prestación 
por cese total de actividad profesional o por haber visto su facturación en el mes anterior al 
que se solicita el bono social reducida en, al menos, un 75 por ciento en relación con el 
promedio de facturación del semestre anterior, en los términos establecidos en el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Cuando el contrato de suministro de la vivienda habitual del profesional por cuenta 
propia o autónomo esté a nombre de la persona jurídica, el bono social deberá solicitarse 
para la persona física, lo que implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro.

2. Para poder adquirir la condición de consumidor vulnerable referida en el apartado 
anterior, será condición necesaria que la renta del titular del punto de suministro, en caso de 
formar parte de una unidad familiar, la renta conjunta anual de la unidad familiar a la que 
pertenezca, calculada de acuerdo con lo estipulado en el artículo 4 de la Orden 
ETU/943/2016, de 6 de octubre, por la que se desarrolla el Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras 
medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica, sea igual o 
inferior:

– a 2,5 veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) de 14 pagas, 
en el caso de que el titular del punto de suministro no forme parte de una unidad familiar o 
no haya ningún menor en la unidad familiar;

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

– 98 –



– a 3 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un menor en la unidad 
familiar;

– a 3,5 veces el índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya dos menores en la 
unidad familiar.

A estos efectos, se considera unidad familiar a la constituida conforme a lo dispuesto en 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio.

3. La condición de consumidor vulnerable definida en los apartados anteriores y, por 
tanto, el derecho a percibir el bono social en los términos que corresponda, se extinguirá 
cuando dejen de concurrir las circunstancias referidas, estando obligado el consumidor a 
comunicar este hecho al comercializador de referencia.

En ningún caso la consideración de consumidor vulnerable por el cumplimiento de los 
apartados anteriores se extenderá más de 6 meses desde su devengo, sin perjuicio de la 
posibilidad de acogerse a dicha condición en cualquier momento anterior o posterior a esa 
fecha al amparo del resto de supuestos previstos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre.

La empresa comercializadora de referencia estará obligada a indicar al consumidor, en la 
última factura que emita antes del vencimiento del plazo de 6 meses, la fecha de tal 
vencimiento, informando de que, una vez superado dicho plazo, el consumidor pasará a ser 
facturado a PVPC por la misma comercializadora de referencia, e indicando la posibilidad de 
que el consumidor pueda, alternativamente, contratar su suministro con un comercializador 
en mercado libre.

4. Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en los apartados 
anteriores y solicitar la percepción del bono social, el consumidor remitirá a un 
comercializador de referencia, a través de la dirección de correo electrónico que aparezca en 
su página web, el modelo de solicitud definido en el Anexo IV junto con la siguiente 
documentación acreditativa:

– Copia del NIF o NIE del titular del punto de suministro y, en caso de que forme parte de 
una unidad familiar, copia del NIF o NIE de cada uno de los miembros para los que dicho 
documento sea obligatorio.

– Certificado de empadronamiento en vigor, individual o conjunto, del titular de punto de 
suministro o de todos los miembros de la unidad familiar.

– Libro de familia, en el caso de que exista unidad familiar.
– Acreditación de su condición conforme el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 

medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19. En particular, cuando el trabajador autónomo se encuentre en el supuesto de 
cese de actividad, la acreditación se realizará mediante certificado expedido por la Agencia 
Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la Comunidad Autónoma, 
en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad declarada por el interesado.

La comercializadora de referencia remitirá al titular del punto de suministro un correo 
electrónico de confirmación de recepción de la solicitud.

Por orden de la Vicepresidenta Cuarta y Ministra para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, se podrá modificar el modelo de solicitud que se establece en el Anexo IV.

Véase el art. 1 de la Orden TED/320/2020, de 3 de abril, que desarrolla este artículo. Ref. 
BOE-A-2020-4292.

[ . . . ]
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§ 16

Orden TED/320/2020, de 3 de abril, por la que se desarrollan 
determinados aspectos del derecho a percepción del bono social por 
parte de trabajadores autónomos que hayan cesado su actividad o 
hayan visto reducida su facturación como consecuencia del 
COVID-19 y se modifica el modelo de solicitud del bono social para 
trabajadores autónomos que hayan visto afectada su actividad como 
consecuencia del COVID-19, establecido en el Anexo IV del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 

hacer frente al COVID-19

Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico
«BOE» núm. 94, de 4 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4292

El Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, ha 
regulado en su artículo 28 el derecho a percepción del bono social por parte de trabajadores 
autónomos que hayan cesado su actividad o hayan visto reducida su facturación como 
consecuencia del COVID-19.

Este artículo 28 precisa del desarrollo de especialidades de plazos procedimentales para 
la tramitación y comunicación de la aplicación del bono social a sus solicitantes, teniendo en 
cuenta que en lo no previsto en el citado artículo y en esta orden, es aplicable toda la 
normativa vigente sobre el bono social y, en particular, la recogida en la Ley 24/2013, de 26 
de diciembre, del Sector Eléctrico, en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, y en la 
Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre.

La disposición final undécima habilita para que los Ministros, en el ámbito de sus 
competencias, puedan dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Por otra parte, en el anexo IV se recoge el modelo de solicitud por el que los 
consumidores comprendidos en dicho artículo han de acreditar la condición de consumidor 
vulnerable definida en dicho precepto y solicitar la percepción del bono social, y que se ha de 
dirigir a un comercializador de referencia a través de la dirección de correo electrónico que 
aparezca en su página web, junto con la documentación justificativa que se prevé en el 
artículo 28.4 del citado Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

Esta orden también tiene por objeto modificar el modelo de solicitud que se establece en 
el anexo IV, a fin de clarificar algunos aspectos prácticos de aplicación de esta nueva 
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modalidad de bono social, de acuerdo con la habilitación para efectuar dicha modificación 
mediante orden ministerial en el último párrafo del artículo 28.4.

En su virtud, dispongo:

Artículo 1.  Normativa aplicable y plazos de subsanación y comunicación para la aplicación, 
en su caso, del bono social previsto en el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo.

1. De acuerdo con el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el 
que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para 
hacer frente al COVID-19, será de aplicación al bono social otorgado a los consumidores 
vulnerables previstos en el mismo, toda la normativa vigente sobre el bono social y, en 
particular, la recogida en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, en el Real 
Decreto 897/2017, de 6 de octubre, y en la Orden ETU/943/2017, de 6 de octubre.

2. Respecto de la tramitación de las solicitudes que se amparan en el citado artículo 28 
del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, en el caso de que la solicitud fuera 
incompleta, en el plazo máximo de cinco días hábiles desde la recepción, el comercializador 
de referencia se dirigirá al consumidor indicando la documentación acreditativa que debe 
subsanar.

Una vez recibida por el comercializador de referencia la solicitud del consumidor 
completa acompañada de la documentación acreditativa, en el plazo máximo de cinco días 
hábiles, la comercializadora de referencia, a través de la plataforma informática disponible a 
tal efecto en la sede electrónica del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, comprobará los datos que obren en la misma y comunicará mediante correo 
electrónico al consumidor el resultado de la comprobación del cumplimiento de los requisitos 
recogidos en los apartados 1 y 2 del artículo 28 para la aplicación del bono social, indicando, 
en su caso, la fecha a partir de la cual procederá a su aplicación.

En el caso de que el resultado sea positivo, en dicho plazo se deberá haber realizado el 
cambio de comercializador y la formalización del contrato a Precio Voluntario para el 
Pequeño Consumidor.

3. El bono social se devengará a partir del primer día del ciclo de facturación en el que 
tenga lugar la recepción de la solicitud completa con la documentación acreditativa que, en 
su caso, sea necesaria.

Artículo 2.  Modificación del modelo de solicitud del bono social para trabajadores 
autónomos que hayan visto afectada su actividad como consecuencia del COVID-19 
establecido en el anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer 
frente al COVID-19.

El anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, que establece el modelo de solicitud del bono social para trabajadores 
autónomos que hayan visto afectada su actividad como consecuencia del COVID-19, queda 
modificado en los términos que se establecen en el anexo de esta orden.

Disposición transitoria primera.  Adaptación de la plataforma informática y plazo de 
comunicación a los solicitantes.

El plazo de cinco días para la comprobación de datos en la plataforma informática 
previsto en el artículo 1.2 de esta orden no será exigible hasta que la mencionada plataforma 
haya sido adaptada a lo previsto en el artículo 28 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo. La Secretaría de Estado de Energía comunicará a los comercializadores de 
referencia la efectividad de la adaptación de dicha plataforma informática.
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Disposición transitoria segunda.  Solicitudes presentadas conforme al modelo que se 
establece en el anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

Los comercializadores de referencia deberán adaptar el modelo que pongan a 
disposición de los consumidores comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 28 del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, a la entrada en vigor de esta orden.

No obstante, se tendrán por válidamente presentadas las solicitudes que se ajusten al 
modelo que se recoge en el anexo IV y de acuerdo con los requisitos del artículo 28 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, siempre que conste autorización expresa por parte del 
titular o, en caso de formar parte de una unidad familiar, de todos los miembros de la unidad 
familiar mayores de 14 años, para la consulta a las correspondientes bases de datos de la 
Agencia Estatal de la Administración, o en el caso del País Vasco y Navarra, de la Agencia 
Foral correspondiente, que contengan información sobre rentas por parte del Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, a partir de los datos introducidos por la 
comercializadora de referencia en la aplicación implementada al efecto en la sede 
electrónica del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, sin perjuicio de 
las mejoras que sean exigibles para acreditar válidamente los requisitos establecidos en el 
citado artículo 28.

A estos efectos, los solicitantes podrán remitir el nuevo modelo establecido en el anexo 
de esta orden. Asimismo, los comercializadores podrán solicitar la subsanación de la falta de 
consentimiento en relación con el modelo de solicitud establecido en el anexo IV del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. En ambos casos, se considerará como fecha de 
presentación para, en su caso, el devengo del bono social, la fecha en la que se presentó el 
modelo de solicitud del anexo IV del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, siempre que 
la solicitud contuviera la documentación acreditativa que, en su caso, fuera necesaria.

Disposición final única.  Entrada en vigor.
Esta orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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ANEXO
ANEXO IV [Formulario de solicitud]
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§ 17

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las dificultades 
transitorias consecuencia de la situación

I

Sección 1.ª Línea de avales para las empresas y autónomos para paliar los 
efectos económicos del COVID-19 y ampliación del límite de endeudamiento 

neto del ICO

Artículo 29.  Aprobación de una Línea para la cobertura por cuenta del Estado de la 
financiación otorgada por entidades financieras a empresas y autónomos.

1. Para facilitar el mantenimiento del empleo y paliar los efectos económicos del 
COVID-19, el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital otorgará avales a 
la financiación concedida por entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, 
entidades de dinero electrónico, entidades de pagos a empresas y autónomos para atender 
necesidades derivadas, entre otras, de la gestión de facturas, pago de nóminas y a 
proveedores, necesidad de circulante, vencimientos de obligaciones financieras o tributarias 
u otras necesidades de liquidez. También se podrán destinar los avales a la Compañía 
Española de Reafianzamiento, Sociedad Anónima (CERSA) así como a pagarés 
incorporados al Mercado de Renta Fija de la Asociación de Intermediarios de Activos 
Financieros (AIAF) y al Mercado Alternativo de Renta Fija (MARF).

2. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá conceder avales 
por un importe máximo de 100.000 millones de euros, hasta el 30 de junio de 2022. Las 
condiciones aplicables y requisitos a cumplir, incluyendo el plazo máximo para la solicitud del 
aval, se establecerán por Acuerdo de Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo 
normativo posterior para su aplicación.
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3. Los avales regulados en esta norma y las condiciones desarrolladas en el Acuerdo de 
Consejo de Ministros cumplirán con la normativa de la Unión Europea en materia de Ayudas 
de Estado.

Téngase en cuenta la Resolución de 27 de junio de 2022, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 21 de junio de 2022, por el que se instruye al ICO para habilitar la 
extensión del vencimiento de los avales liberados al amparo del presente artículo. Ref. BOE-
A-2022-10809

Sección 2.ª Ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO con el fin de 
aumentar los importes de las Líneas ICO de financiación a empresas y 

autónomos

Artículo 30.  Ampliación del límite de endeudamiento neto del ICO con el fin de aumentar las 
Líneas ICO de financiación a empresas y autónomos.

1. Se amplía en 10.000 millones de euros el límite de endeudamiento neto previsto para 
el Instituto de Crédito Oficial en la Ley de Presupuestos del Estado, con el fin de facilitar 
liquidez adicional a las empresas, especialmente pymes y autónomos. Esto se llevará a cabo 
a través de las Líneas de ICO de financiación mediante la intermediación de las entidades 
financieras tanto a corto como a medio y largo plazo y de acuerdo con su política de 
financiación directa para empresas de mayor tamaño.

2. El ICO adoptará las medidas que sean precisas, a través de sus órganos de decisión, 
para flexibilizar y ampliar la financiación disponible y mejorar el acceso al crédito de las 
empresas, preservando el necesario equilibrio financiero previsto en sus Estatutos.

II

Artículo 31.  Línea extraordinaria de cobertura aseguradora.
1. Con carácter extraordinario y con una duración de 6 meses desde la entrada en vigor 

del presente real decreto ley, se autoriza la creación de una línea de cobertura aseguradora 
de hasta 2.000 millones de euros con cargo al Fondo de Reserva de los Riesgos de la 
Internacionalización, con las siguientes características:

a) Serán elegibles los créditos de circulante necesarios para la compañía exportadora, 
sin que sea necesario su relación directa con uno o varios contratos internacionales, siempre 
que respondan a nuevas necesidades de financiación y no a situaciones previas a la crisis 
actual.

b) Beneficiarios: las empresas españolas consideradas como Pequeñas y Medianas 
Empresas conforme a la definición del anexo I del Reglamento UE 651/2014 de la Comisión, 
así como otras empresas de mayor tamaño, en las que concurran las siguientes 
circunstancias:

– Que se trate de empresas internacionalizadas o en proceso de internacionalización, al 
cumplir al menos uno de los siguientes requisitos:

• Empresas en las que el negocio internacional, reflejado en su última información 
financiera disponible, represente al menos un tercio (33 %) de su cifra de negocios, o

• empresas que sean exportadoras regulares (aquellas empresas que hayan exportado 
regularmente durante los últimos cuatro años conforme a los criterios establecidos por la 
Secretaría de Estado de Comercio).

– Que la empresa se enfrente a un problema de liquidez o de falta de acceso a la 
financiación resultado del impacto de la crisis del COVID-19 en su actividad económica.

c) Quedan expresamente excluidas aquellas empresas en situación concursal o pre-
concursal, así como aquellas empresas con incidencias de impago con empresas del Sector 
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Público o deudas con la Administración, registrados con anterioridad al 31 de diciembre de 
2019.

d) El porcentaje de cobertura del riesgo de crédito en las operaciones suscritas bajo la 
presente Línea no superará el límite que pueda establecerse en cada momento de acuerdo 
con la normativa de la UE en materia de ayudas de Estado.

e) Podrá destinarse hasta un máximo del 35% del importe de la línea a entidades 
cotizadas.

2. Se recurrirá a mecanismos ágiles de decisión de las operaciones individuales que se 
imputen en la línea, así como el análisis del riesgo de cada operación se realizará, 
particularmente para las pequeñas y medianas empresas, con criterios de información y 
solvencia extraordinarios, en el marco de las condiciones del mercado generadas por la 
crisis sanitaria, mientras dure la misma.

3. La línea se instrumentará en dos tramos de 1.000 millones de euros, entrando el 
segundo en vigor tras haberse verificado una ejecución satisfactoria del primer tramo.

4. Se autoriza a la Comisión de Riesgos por Cuenta del Estado a que incluya dentro de 
la Línea de cobertura todo tipo de operaciones comerciales, incluidas las nacionales, ya 
sean de suministro de bienes, prestación de servicios, u otras que realicen las empresas 
españolas, por entender que las mismas forman parte de la estrategia comercial de estas 
empresas que actúan preferentemente en el ámbito de la internacionalización.

5. Las coberturas serán otorgadas por la Compañía Española de Seguros de Crédito a la 
Exportación, S.A. Cía. de Seguros y Reaseguros (CESCE), S.M.E. en nombre propio y por 
cuenta del Estado, al amparo de lo previsto en la Ley 8/2014, de 22 de abril, el Real Decreto 
1006/2014, de 5 de diciembre y lo establecido en el presente real decreto-ley.

6. Con carácter excepcional se realizarán las dotaciones presupuestarias suficientes al 
Fondo de Reserva de los Riesgos de la Internacionalización, por el importe de las 
indemnizaciones abonadas con cargo a esta Línea, para garantizar la sostenibilidad 
financiera a medio y largo plazo del Fondo de Reserva de los Riesgos de la 
Internacionalización.

[ . . . ]
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§ 18

Resolución de 25 de marzo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020, por el que se 
aprueban las características del primer tramo de la línea de avales 
del ICO para empresas y autónomos, para paliar los efectos 

económicos del COVID-19

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 83, de 26 de marzo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-4070

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 24 de marzo de 2020, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se aprueban las características del primer tramo de la línea de avales del 
ICO para empresas y autónomos, para paliar los efectos económicos del COVID-19.

A los efectos de dar publicidad al mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 24 
de marzo de 2020,

Esta Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa ha resuelto disponer la 
publicación del mismo en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la presente 
Resolución.

ANEXO

EXPOSICIÓN
El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, establece una serie de medidas 
para preservar la normalidad de los flujos de financiación y los niveles de circulante y 
liquidez, para así permitir que empresas y autónomos continúen abonando los salarios de los 
empleados y las facturas a proveedores, manteniendo la actividad económica. Entre estas 
medidas, el artículo 29 de esta norma prevé una línea de avales por importe máximo de 
100.000 millones de euros que aportará el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para la cobertura de la financiación otorgada por entidades 
financieras a empresas y autónomos.

Dado que se trata de avales en rango «pari passu», en los que se comparte riesgo con 
las entidades financieras, se movilizarán también importantes cantidades por parte de las 
entidades privadas. Por tanto, las cantidades que por medio de esta línea de avales se 
ponen a disposición para mantener la actividad económica de empresas y autónomos han 
de entenderse como un mínimo, que vendrá complementado por recursos adicionales del 
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sector privado. De este modo, se pone a disposición de la economía española una 
importante red de seguridad financiera para poder hacer frente a esta excepcional situación.

El citado artículo 29 establece que las condiciones aplicables y requisitos a cumplir, 
incluyendo el plazo máximo para la solicitud del aval, se determinarán por Acuerdo de 
Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo normativo posterior para su aplicación. 
Las condiciones específicas para la liberación del primer tramo de la línea de avales, por 
importe máximo de 20.000 millones de euros, se detallan en el anexo I.

En su virtud, y a propuesta de la Vicepresidenta Tercera y Ministra de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, el Consejo de Ministros, en su reunión del día 24 de 
marzo de 2020, acuerda:

1. Establecer, de acuerdo con lo regulado en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, las condiciones aplicables y requisitos a cumplir, 
detallados en el anexo I, para el primer tramo de la línea de avales que ascenderá a un 
importe de 20.000 millones de euros, otorgada por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital. Mediante este primer tramo, el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital avalará la financiación otorgada por entidades de crédito, 
establecimientos financieros de crédito, entidades de dinero electrónico y entidades de 
pagos a empresas y autónomos para paliar los efectos en su actividad como consecuencia 
del COVID-19. Los avales del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital 
serán gestionados a través del Instituto de Crédito Oficial en los términos previstos en este 
Acuerdo.

2. Los importes correspondientes a los quebrantos que se produzcan por la ejecución del 
aval, así como los gastos de gestión y administración del Instituto de Crédito Oficial por la 
instrumentación de este aval, se atenderán desde la partida presupuestaria del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital establecida al efecto y conforme a los 
términos indicados en los anexos de este Acuerdo y la autorización de límites para adquirir 
compromisos de gasto en ejercicios futuros recogida en el anexo II de este acuerdo.

3. Facultar al Instituto de Crédito Oficial para que, en el ámbito de sus competencias, a 
través de sus órganos competentes, resuelva cuantas incidencias prácticas pudiesen 
plantearse para la ejecución de esta línea de avales y durante toda la vigencia de las 
operaciones. En aquellas cuestiones que puedan tener implicaciones presupuestarias o para 
su equilibro financiero, el Instituto de Crédito Oficial podrá hacer las propuestas 
correspondientes a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos para su 
consideración.

4. Mandatar al Instituto de Crédito Oficial para que dentro de los 10 días siguientes a la 
adopción de este Acuerdo de Consejo de Ministros disponga lo necesario para la puesta en 
marcha de forma efectiva de esta línea de avales.

5. Autorizar al Instituto de Crédito Oficial a cargar en el Fondo de Provisión creado por el 
Real Decreto-Ley 12/1995, de 28 de octubre, sobre medidas urgentes en materia 
presupuestaria, tributaria y financiera, los quebrantos por ejecución de los avales, así como 
los costes financieros y gastos de gestión y administración que para el Instituto de Crédito 
Oficial suponga la instrumentación de esta línea de avales por cuenta del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital.

ANEXO I
Las condiciones aplicables y requisitos a cumplir son los siguientes:

Definiciones y finalidad

Definición de pyme.
Se considerarán pymes aquellas empresas que reúnan esta condición de acuerdo con el artículo 2 del anexo I del Reglamento (UE) n.º 
651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, por el que se declaran determinadas categorías de ayudas compatibles con el mercado 
interior en aplicación de los artículos 107 y 108 del Tratado.

Definición de entidad financiera. A los efectos de este Acuerdo, se entenderá que son entidades financieras las entidades de crédito, establecimientos financieros de 
crédito, entidades de dinero electrónico y entidades de pago.
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Finalidad.

Para facilitar el mantenimiento del empleo y paliar los efectos económicos del COVID-19, la línea de avales tiene por objetivo cubrir los 
nuevos préstamos y otras modalidades de financiación y las renovaciones concedidos por entidades financieras a empresas y autónomos 
para atender las necesidades de financiación derivadas, entre otros, de pagos de salarios, facturas, necesidad de circulante u otras 
necesidades de liquidez, incluyendo las derivadas de vencimientos de obligaciones financieras o tributarias.

Importes del primer tramo y de los subtramos

Importe total del primer tramo de la línea de 
avales. Hasta 20.000 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.

Importes por subtramos de la línea de 
avales.

Se crean dos subtramos, con los siguientes importes y categorías:
Hasta 10.000 millones de euros para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a autónomos y pymes.
Hasta 10.000 millones de euros para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a empresas que no reúnan la condición de pyme.

Préstamos elegibles y análisis de riesgos

Características de los préstamos elegibles.

Préstamos y otras operaciones otorgados a empresas y autónomos que tengan domicilio social en España y se hayan visto afectados por 
los efectos económicos del COVID-19, siempre que:
Los préstamos y operaciones hayan sido formalizados o renovados con posterioridad al 17 de marzo de 2020.
Los acreditados no figuren en situación de morosidad en la consulta a los ficheros de la Central de Información de Riesgos del Banco de 
España (CIRBE) a 31 de diciembre de 2019.
Los acreditados no estén sujetos a un procedimiento concursal a fecha de 17 de marzo de 2020, bien por haber presentado solicitud de 
declaración de concurso, o por darse las circunstancias a que se refiere el artículo 2.4 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, para 
que el concurso sea solicitado por sus acreedores.

Importe máximo del préstamo por cliente.

Hasta un máximo de 1,5 millones de euros en una o varias operaciones de préstamo a autónomos y empresas, se aplicarán las 
disposiciones específicas del Reglamento (UE) n ° 1407/2013 de la Comisión, de 18 de diciembre de 2013, relativo a la aplicación de los 
artículos 107 y 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a las ayudas de minimis.
Para préstamos por encima de 1,5 millones de euros, hasta el máximo establecido en el Marco Temporal de Ayudas de Estado de la 
Comisión Europea tanto para autónomos y empresas que reúnan la condición de pyme como para empresas que no reúnan la condición 
de pyme.

Análisis del perfil de riesgos y condiciones de 
elegibilidad de la operación.

Se avalarán las operaciones de hasta 50 millones de euros que hayan sido aprobadas por la entidad conforme a sus políticas de riesgos, 
sin perjuicio de comprobaciones posteriores sobre sus condiciones de elegibilidad.
Se avalarán las operaciones por encima de 50 millones de euros una vez que ICO haya analizado el cumplimiento de las condiciones de 
elegibilidad de manera complementaria al análisis de la entidad financiera.

Fuentes de financiación de las operaciones.
Este esquema de avales será otorgado a los préstamos y otras modalidades de financiación a las empresas y autónomos concedidos por 
las entidades financieras con independencia de su fuente de financiación. No obstante, si la operación de préstamo contase con la 
financiación de ICO, el esquema previsto en este Acuerdo será aplicable a la participación de ICO en las mismas condiciones.

Porcentajes máximos, remuneración, plazos de formalización y de vencimiento máximo del 
aval

Porcentajes máximos de aval.
En el caso de pymes y autónomos el aval ascenderá como máximo al 80% de la operación.
En empresas que no reúnan la condición de pyme el aval cubrirá como máximo el 70% de nuevas operaciones y el 60% de operaciones 
de renovación.

Remuneración del aval.

La remuneración de los avales concedidos a préstamos hasta 1,5 millones de euros será de 20 puntos básicos sobre el saldo del importe 
total avalado.
La remuneración de los avales concedidos a autónomos o empresas que tengan la consideración de pymes para operaciones con un 
importe nominal superior a 1,5 millones de euros será de:
20 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento de hasta 1 año.
30 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento superior a 1 año y hasta 3 años.
80 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento superior a 3 años y hasta 5 años.
La remuneración de los avales concedidos a empresas que no tengan la consideración de pymes para nuevas operaciones con un importe 
nominal superior a 1,5 millones de euros será de:
30 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento de hasta 1 año.
60 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento superior a 1 año y hasta 3 años.
120 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento superior a 3 años y hasta 5 años.
La remuneración de los avales concedidos a empresas que no tengan la consideración de pymes para operaciones de renovación con un 
importe nominal superior a 1,5 millones de euros será de:
25 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento de hasta 1 año.
50 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento superior a 1 año y hasta 3 años.
100 puntos básicos anuales para avales con un vencimiento superior a 3 años y hasta 5 años.

Plazo de solicitud de los avales. Los avales podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 2020. El plazo podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas 
de Estado de la UE, por Acuerdo de Consejo de Ministros.

Plazo de vencimiento máximo del aval. El plazo del aval emitido coincidirá con el plazo de la operación hasta un máximo de 5 años.
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Derechos y obligaciones de las entidades financieras

Derechos y obligaciones de las entidades 
financieras.

La entidad financiera decidirá sobre la concesión de la correspondiente financiación al cliente de acuerdo con sus procedimientos internos 
y políticas de concesión y riesgos.
Los costes de los nuevos préstamos y renovaciones que se beneficien de estos avales se mantendrán en línea con los costes cargados 
antes del inicio de la crisis del COVID-19, teniendo en cuenta la garantía pública del aval y su coste de cobertura.
Las entidades financieras se comprometen a mantener al menos hasta 30 de septiembre de 2020 los límites de las líneas de circulante 
concedidas a todos los clientes y en particular, a aquellos clientes cuyos préstamos resulten avalados.
Las entidades financieras señalarán en sus sistemas de contabilidad y de gestión del riesgo estas operaciones, con el fin de facilitar su 
trazabilidad. Posteriormente, incorporarán esta señalización en su declaración a la Central de Información de Riesgos, siguiendo a tal 
efecto las instrucciones del Banco de España.

Relaciones financieras entre ICO, las entidades financieras y el Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital

Relaciones de ICO con las entidades 
financieras.

ICO abonará a las entidades financieras los importes correspondientes a los avales ejecutados.
La gestión administrativa del aval entre ICO y la entidad financiera, y las recuperaciones en caso de ejecución de la misma, se llevará a 
cabo conforme al procedimiento que se establecerá por ICO en el contrato marco de avales con las entidades.

Comisiones ICO de gestión y administración. Comisión de gestión y administración: 0,05% flat, calculada sobre volumen de cartera avalada.

Abono de remuneración de aval y comisión 
de gestión y administración y 
recuperaciones.

Las entidades financieras abonarán al ICO los importes derivados de la remuneración del aval y el porcentaje, en pari passu, de las 
recuperaciones equivalente al riesgo avalado que, en su caso, realicen de los importes impagados. El ICO a su vez transferirá estos 
importes al Fondo de Provisión aprobado por Real Decreto ley 12/1995.
El ICO cargará en el Fondo de Provisión los importes correspondientes a la comisión de gestión y administración en el ejercicio en que se 
devenguen las mismas.
Si con posterioridad a 2028, tras el abono por el Ministerio de la última certificación enviada por ICO, se produjeran recuperaciones, el ICO 
ingresará en el Tesoro, en el mes de enero del ejercicio siguiente los importes que haya recibido de las entidades financieras en el año 
inmediatamente anterior correspondientes a operaciones impagadas para las que el Ministerio haya abonado previamente el aval.

Reposición del Fondo de Provisión Real 
Decreto-ley 12/1995.

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital repondrá anualmente o siempre que sea necesario para mantener el saldo 
positivo, los importes que hayan sido cargados al Fondo de Provisión 12/1995 en ejecución de los avales y los gastos y costes de gestión 
y administración del aval. El procedimiento de reposición será similar a lo previsto en otros Convenios recientes con las adaptaciones a lo 
previsto en este Capítulo de este real decreto-Ley y las referencias se entenderán hechas al Ministerio de referencia del aval.
En el primer trimestre de cada uno de los ejercicios 2021 al 2027, se podrán revisar los importes comprometidos para «reposición garantía 
ICO» y «coste de administración», previa certificación por el ICO del saldo vivo a 1 de enero de cada ejercicio de las operaciones 
avaladas.

Seguimiento de la línea y habilitaciones

Seguimiento de la línea. El ICO informará con carácter quincenal al Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital de la utilización de la línea de 
avales.

Otros trámites. No son necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de Consejo de Ministros.
Habilitación a la Ministra de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital.

Se habilita a la Ministra de Asuntos Económicos y Transformación Digital para adoptar las medidas necesarias que garanticen la adecuada 
distribución de la línea de avales entre los operadores.

Ayudas de Estado

Ayudas de Estado. La línea está sujeta a la normativa sobre ayudas de Estado de la Unión Europea.

ANEXO II

Primero.  
Se autorizan límites para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros 

en aplicación de lo dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria para financiar por parte del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital los gastos de gestión y administración incurridos por la línea de 
financiación prevista en esta norma.

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital atenderá con cargo a la 
partida presupuestaria 27.03.931M.359 «Otros gastos financieros» con los siguientes 
importes de compromiso plurianual iniciales de gasto, sin perjuicio de los supuestos ajustes 
de importes entre los ejercicios.
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Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital: Techo Máximo de Gasto 
Millones de euros

 Otros Gastos Financieros
27.03.931M.359

2020 0
2021 0
2022 2
2023 2
2024 2
2025 2
2026 2
2027 0
2028 0
Total 10

Comisión de gestión y administración: 0,05% flat, calculada sobre volumen de cartera 
avalada, prorrateada en 5 años.

Segundo.  
ICO podrá contratar o ampliar los contratos existentes directamente, conforme a la 

excepción prevista en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público, mediante adjudicación directa y hasta un límite de 1 Millón de euros por 
contrato, los servicios de apoyo externo que sean necesarios para la puesta en marcha y 
desarrollo de esta iniciativa lo antes posible.
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§ 19

Resolución de 10 de abril de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 10 de abril de 2020, por el que se 
instruye al Instituto de Crédito Oficial a poner en marcha el segundo 
tramo de la línea de avales aprobada por el Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, y se establece que sus beneficiarios sean las 
pequeñas y medianas empresas y autónomos afectados por las 

consecuencias económicas del COVID-19

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 101, de 11 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4414

El Consejo de Ministros en su reunión del día 10 de abril de 2020, ha adoptado un 
Acuerdo, por el que se instruye al Instituto de Crédito Oficial a poner en marcha el segundo 
tramo de la línea de avales aprobada por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y se 
establece que sus beneficiarios sean las pequeñas y medianas empresas y autónomos 
afectados por las consecuencias económicas del COVID-19.

A los efectos de dar publicidad al mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 10 
de abril de 2020, esta Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa ha resuelto 
disponer la publicación del mismo en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la 
presente Resolución.

ANEXO
«El Consejo de Ministros

ACUERDA
1. Aprobar la puesta en marcha con carácter inmediato de un nuevo tramo de la línea de 

avales creada en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 por 
un importe de 20.000 millones de euros, que complementa la aprobada por Acuerdo de 
Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020 por importe de otros 20.000 millones de 
euros. Mediante este segundo tramo, el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital avalará la financiación otorgada a pequeñas y medianas empresas y autónomos por 
entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, entidades de dinero electrónico 
y entidades de pagos para paliar los efectos en su actividad como consecuencia del 
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COVID-19. Los avales del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital serán 
gestionados a través del Instituto de Crédito Oficial en los términos previstos en este 
Acuerdo.

2. Los importes correspondientes a los quebrantos que se produzcan por la ejecución del 
aval, así como los gastos de gestión y administración del Instituto de Crédito Oficial por la 
instrumentación de este aval, se atenderán desde la partida presupuestaria del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital establecida al efecto y conforme a los 
términos indicados en los anexos de este Acuerdo y la autorización de límites para adquirir 
compromisos de gasto en ejercicios futuros recogida en el anexo II de este acuerdo.

3. Facultar al Instituto de Crédito Oficial para que, en el ámbito de sus competencias, a 
través de sus órganos competentes, resuelva cuantas incidencias prácticas pudiesen 
plantearse para la ejecución de esta línea de avales y durante toda la vigencia de las 
operaciones. En aquellas cuestiones que puedan tener implicaciones presupuestarias o para 
su equilibro financiero, el Instituto de Crédito Oficial podrá hacer las propuestas 
correspondientes a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos para su 
consideración.

4. Autorizar al Instituto de Crédito Oficial a cargar en el Fondo de Provisión creado por el 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de octubre, sobre medidas urgentes en materia 
presupuestaria, tributaria y financiera, los quebrantos por ejecución de los avales, así como 
los costes financieros y gastos de gestión y administración que para el Instituto de Crédito 
Oficial suponga la instrumentación de esta línea de avales por cuenta del Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital.

EXPOSICIÓN
El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, establece una serie de medidas 
para preservar la normalidad de los flujos de financiación y los niveles de circulante y 
liquidez, para así permitir que empresas y autónomos continúen abonando los salarios de 
sus empleados, las facturas a proveedores y sus gastos corrientes, con el objeto de 
mantener la actividad económica y el empleo. Entre estas medidas, el artículo 29 de esta 
norma prevé una línea de avales por importe máximo de 100.000 millones de euros que 
aportará el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital para la cobertura de 
la financiación otorgada por entidades financieras a empresas y autónomos.

El Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de marzo, por el que se libera el primer tramo 
de avales por importe de 20.000 millones de euros, está consiguiendo de manera eficiente 
los objetivos fundamentales de contención de los problemas de liquidez de las empresas. 
Aunque el importe de 20.000 millones de euros de los avales del primer tramo aún no ha 
sido consumido plenamente, es oportuno proceder a la rápida puesta a disposición de un 
nuevo tramo, por importe nuevamente de 20.000 millones de euros. Este segundo tramo de 
avales se destina a avalar exclusivamente la financiación otorgada a pequeñas y medianas 
empresas y autónomos por considerar que son los agentes de la actividad económica que 
más requieren de este apoyo en la actualidad. Los requisitos a cumplir por las pymes y los 
autónomos son los establecidos en este Acuerdo de Consejo de Ministros, sin que las 
entidades financieras puedan añadir otros.

Este nuevo Acuerdo de Consejo de Ministros prevé nuevamente que los préstamos 
elegibles serán aquellos puestos a disposición de pymes y autónomos por entidades de 
crédito, entre las que destacan las cajas rurales por su papel vertebrador y capilar del tejido 
económico español, establecimientos financieros de crédito, entidades de dinero electrónico 
y entidades de pagos, siempre y cuando se hubieran adherido al contrato marco del ICO 
antes del 15 de mayo de 2020. Asimismo, con el fin de garantizar que las pymes y los 
autónomos son los beneficiarios reales de los avales, este Acuerdo de Consejo de Ministros 
refuerza y precisa las previsiones del anterior, incorporando en el Acuerdo explícitamente lo 
ya contenido en el contrato marco firmado con ICO, que establece que el precio para el 
cliente de los créditos que se beneficien del aval deberá ser, en general, inferior al de los 
préstamos y otras operaciones que no cuenten con el aval, y la prohibición de que las 
entidades condicionen la concesión de un préstamo avalado a la contratación por parte del 
cliente de otros productos.
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Las condiciones específicas para la liberación del segundo tramo de la línea de avales, 
por importe máximo de 20.000 millones de euros, se detallan en el anexo I.»

ANEXO I
Las condiciones aplicables y requisitos a cumplir son los siguientes:

Primero.  
Todas las condiciones y términos previstos en el Acuerdo de Consejo de Ministros, de 24 

de marzo, incluyendo sus Anexos, se entenderán aplicables también a este segundo tramo, 
no siendo necesarios tramites adicionales a este Acuerdo de Consejo de Ministros.

Segundo.  
Adicionalmente, se establecen las siguientes condiciones, que serán incorporadas en el 

contrato marco que las entidades hayan formalizado con ICO.

Definición de entidad 
financiera

Serán elegibles las entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, 
entidades de dinero electrónico y entidades de pago que hayan solicitado la adhesión al 
contrato marco de ICO antes del 15 de mayo.

Importe total del 
segundo tramo de la 
línea de avales

Hasta 20.000 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a autónomos 
y pymes.

Plazo de solicitud de 
los avales

Los avales de este segundo tramo podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 
2020. El plazo podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas de Estado 
de la UE, por Acuerdo de Consejo de Ministros.

Derechos y 
obligaciones de las 
entidades 
financieras.

Los costes de los nuevos préstamos y renovaciones que se beneficien de estos avales 
se mantendrán en línea con los costes cargados antes del inicio de la crisis del 
COVID-19, teniendo en cuenta la garantía pública del aval y coste de cobertura y por lo 
tanto, en general, deberán ser inferiores a los costes de los préstamos y otras 
operaciones para la misma tipología de cliente que no cuenten con el aval. El 
cumplimiento de esta condición será supervisado por ICO.
Las entidades financieras aplicarán los mejores usos y prácticas bancarias en beneficio 
de los clientes y no podrán comercializar otros productos con ocasión de la concesión 
de préstamos cubiertos por este aval público ni condicionar su concesión a la 
contratación por parte del cliente de otros productos.

Tercero.  
Adiciones y disposiciones aplicables a este segundo tramo para pymes y autónomos.

Cuarto.  
La distribución de la línea de avales entre los operadores se llevará a cabo conforme a 

los mismos criterios que los establecidos por la Ministra de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para el primer tramo, si bien para este segundo tramo la distribución 
del volumen máximo asignado será válida hasta el 30 de junio. A partir de esa fecha, los 
importes de aval asignados y no utilizados por las entidades se distribuirán entre el resto de 
operadores, de forma proporcional al importe de aval que hubieran utilizado hasta esa fecha.
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§ 20

Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 65, de 13 de marzo de 2020
Última modificación: 5 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-3580

I
Desde que la Organización Mundial de la Salud declaró el pasado 30 de enero que la 

situación en relación al coronavirus COVID-19 suponía una emergencia de salud pública de 
importancia internacional, se han ido adoptando una serie de medidas orientadas a proteger 
la salud y seguridad de los ciudadanos, contener la progresión de la enfermedad y reforzar el 
sistema de salud pública.

En particular, la situación generada por la evolución del COVID-19 ha supuesto la 
necesidad de adoptar medidas de contención extraordinarias por las autoridades de salud 
pública, dentro del actual escenario de contención reforzada, coordinadas en el marco del 
Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud. Estas medidas, junto con las 
adoptadas por otros países, están teniendo un impacto económico, que se proyecta en 
particular sobre determinadas empresas y sectores de la economía española, así como 
sobre los ciudadanos de las zonas afectadas.

El reciente Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud 
pública, adopta una serie de medidas urgentes, orientadas a evitar la propagación de la 
enfermedad, mantener la protección social de los trabajadores por cuenta propia o ajena y 
garantizar el suministro y la mejor distribución de medicamentos y productos sanitarios. Así, 
se ha previsto que los periodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadoras como 
consecuencia del virus COVID-19 tendrán la consideración de situación asimilada a 
accidente de trabajo a efectos de la prestación económica por incapacidad temporal del 
sistema de Seguridad Social; y el suministro centralizado por la Administración, de forma 
temporal, en los casos en que un medicamento o producto sanitario se vea afectado por 
excepcionales dificultades de abastecimiento.

También el Consejo de Ministros de 10 de marzo ha acordado la prohibición de los 
vuelos directos entre la República italiana y los aeropuertos españoles entre los días 11 y 25 
de marzo.

Se han adoptado también otras medidas tales como la habilitación en los Centros de 
Estancia Temporal de Inmigrantes (CETI) de una sala para el supuesto de que fuera 
necesario proceder al aislamiento de alguna persona, las labores de monitoreo de grupos 
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vulnerables a COVID-19 y la recomendación del uso de los protocolos propuestos por 
Sanidad en los centros gestionados por otras instituciones. En el ámbito de las instituciones 
penitenciarias, se han tomado medidas para limitar los accesos durante 14 días a prisiones y 
centros de inserción social situados en Madrid, Vitoria y Labastida al tratarse de «zonas de 
transmisión significativa», y la suspensión o limitación de las comunicaciones familiares.

Además, en algunas comunidades autónomas se ha adoptado el cierre temporal de 
centros educativos y de atención a mayores, así como la suspensión de las actividades en 
espacios cerrados que reúnan a más de mil personas.

En el ámbito de la Unión Europea, los Jefes de Estado y de Gobierno celebraron el 10 de 
marzo un Consejo Europeo extraordinario con el fin de analizar la situación en los Estados 
Miembros y reiterar la necesidad de un enfoque europeo común, tomando las medidas 
necesarias y actuando con rapidez. En este sentido, el Consejo Europeo identificó cuatro 
prioridades:

Primera, limitar la propagación del virus. Los Estados miembros reiteraron como máxima 
prioridad asegurar la salud de los ciudadanos, y basar las actuaciones en las 
recomendaciones científicas y de las autoridades sanitarias, con medidas proporcionales. 
Segunda, el suministro de equipo médico. Se acordó encargar a la Comisión el análisis de 
las necesidades y la puesta en marcha de iniciativas para evitar situaciones de 
desabastecimiento, en colaboración con la industria y mediante contrataciones públicas 
conjuntas. Además, la Comisión tiene la intención de adquirir equipos de protección personal 
a través del Mecanismo de Protección Civil, prestando especial atención a mascarillas y 
respiradores. Tercera, la promoción de la investigación, en particular para el desarrollo de 
una vacuna. Y en cuarto lugar, hacer frente a las consecuencias socioeconómicas. La Unión 
y sus Estados miembros subrayaron su disposición a hacer uso de todos los instrumentos 
necesarios. En particular, atendiendo al impacto potencial en la liquidez, apoyando a las 
PYMES, a los sectores específicos afectados y a los trabajadores.

Para dar respuesta urgente a estas prioridades, la Comisión Europea está trabajando en 
dos frentes, el sanitario y el económico.

En el ámbito sanitario, se han anunciado actuaciones tales como la coordinación de 
medidas mediante conferencias telefónicas diarias con los Ministros de Sanidad e Interior, la 
organización de un equipo de epidemiólogos y virólogos de diferentes Estados miembros 
para proponer directrices a nivel europeo, el inventario de los equipos de protección y 
aparatos respiratorios disponibles, así como de su capacidad de producción y distribución, el 
refuerzo de la iniciativa europea para financiar la investigación específica sobre el 
Coronavirus y la movilización de 140 millones de euros de financiación pública y privada 
para investigación sobre vacunas, diagnóstico y tratamiento.

Por su parte, la Comisión Europea ha anunciado también otras medidas en el ámbito 
económico. Así, se está llevando a cabo una imprescindible coordinación entre los Estados 
miembros, la Comisión y el Banco Central Europeo. Se quiere asimismo asegurar que las 
ayudas estatales puedan fluir a las empresas que las necesiten, adaptando, en su caso, la 
normativa de ayudas de estado y se aprovechará plenamente la flexibilidad que existe en el 
Pacto de Estabilidad y Crecimiento. Cabe destacar, además, que el 10 de marzo la Comisión 
Europea ha anunciado una «Iniciativa de Inversión de Respuesta al Coronavirus» dirigida a 
apoyar a los sistemas de atención de la salud, PYMES, mercado de trabajo, sectores 
especialmente afectados y otras áreas vulnerables, y presentará medidas que permitan 
utilizar de manera rápida y excepcional los Fondos Estructurales en ese sentido.

II
Este Real Decreto-ley tiene por objeto la adopción de nuevas medidas para responder al 

impacto económico negativo que se está produciendo en el ámbito sanitario, en el sector 
turístico, y sobre las personas afectadas por las medidas de contención adoptadas por las 
autoridades competentes, así como prevenir un mayor impacto económico negativo sobre 
las PYMES y autónomos. En concreto, las medidas adoptadas se orientan a reforzar el 
sistema de salud pública, apoyar a las personas trabajadoras y familias más vulnerables 
afectadas por la situación excepcional y extraordinaria, garantizar la liquidez de las 
empresas del sector turístico y apoyar la financiación de las pequeñas y medianas empresas 
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y autónomos. Además, el presente Real Decreto-ley establece unas medidas para la gestión 
eficiente de las Administraciones Públicas.

El capítulo I adopta una serie de medidas de refuerzo en el ámbito sanitario.
La infección COVID-19 en España está provocando una tensión sin precedentes en el 

Sistema Nacional de Salud, tanto en los servicios prestadores de asistencia sanitaria como 
en los servicios de salud pública.

La protección de la salud pública de la ciudadanía española, así como el tratamiento y la 
recuperación de las personas afectadas por esta infección depende de la capacidad de 
respuesta de las Administraciones sanitarias, es decir del Ministerio de Sanidad y de los 
órganos competentes en materia de salud de las Comunidades Autónomas.

La alerta sanitaria actual requiere una coordinación sin fisuras entre las distintas 
administraciones competentes, tanto a nivel nacional como internacional, que está siendo 
liderada, con reconocimiento tanto poblacional como profesional, por el Ministerio de 
Sanidad.

Asimismo, actualmente se están activando y ejecutando los planes de contingencia 
sanitarios por parte de las comunidades autónomas pero la situación actual requiere una 
reorganización acelerada y refuerzo, del Sistema Nacional de Seguridad Social, para 
garantizar, a todos los niveles, la protección de la salud, no solo individual sino también 
colectiva en España. Todo ello porque el enfoque se debe centrar en reforzar, con garantías, 
el control y la vigilancia epidemiológica, la atención en el ámbito domiciliario de los pacientes 
que lo permitan (no abordando solo el tratamiento y seguimiento de la enfermedad 
COVID-19, sino el necesario seguimiento ante otras patologías con objeto de garantizar la 
protección de su salud sin necesidad de acudir a los centros de salud ni a los hospitales), y 
la atención hospitalaria de las personas afectadas que lo requieran.

Esta situación excepcional requiere de una respuesta contundente, proporcionada, 
meditada y ágil por parte del Gobierno de España y de las comunidades autónomas, que 
lance un mensaje inequívoco a la ciudadanía y a los profesionales del Sistema Nacional de 
Salud mediante la dotación de recursos económicos adicionales a los que actualmente 
disponen las Administraciones sanitarias autonómicas para hacer frente a esta epidemia.

Por tanto, ante esta situación se dotan, con carácter excepcional, recursos 
presupuestarios con cargo al Fondo de Contingencia para atender los gastos ocasionados 
por las necesidades sanitarias que se presenten en las Comunidades Autónomas y mitigar 
las consecuencias sociales y económicas derivadas de esta pandemia.

Por otro lado, el Gobierno aprobó, en su reunión de Consejo de Ministros del día 11 de 
enero de 2019, el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2019 
que fue remitido a las Cortes Generales para proceder a su tramitación parlamentaria, 
habiendo sido rechazado en el debate de totalidad en el Pleno del Congreso de los 
Diputados de 13 de febrero de 2019.

El proyecto de ley constituía el vehículo ordinario para instrumentar, entre otras múltiples 
medidas, la actualización de la financiación de las administraciones territoriales que 
corresponde a las comunidades autónomas y las entidades locales en aplicación de sus 
respectivos sistemas de financiación para el ejercicio 2019.

Ante la situación de prórroga presupuestaria fue necesario proceder a la aprobación del 
Real Decreto-ley 13/2019, de 11 de octubre, por el que se reguló la actualización 
extraordinaria de las entregas a cuenta para el año 2019 de las Comunidades Autónomas de 
régimen común y de las entidades locales, en situación de prórroga presupuestaria, y se 
establecen determinadas reglas relativas a la liquidación definitiva de la participación de las 
entidades locales en los tributos del Estado, correspondiente al año 2017.

Dicho real decreto-ley tuvo como finalidad, entre otras evitar efectos relevantes e 
irreversibles sobre las finanzas públicas de los distintos niveles de la Administración.

En la actualidad, se encuentra en fase de elaboración el anteproyecto de la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado, si bien dicho anteproyecto todavía no se encuentra 
concluido. No obstante, el Gobierno ha aprobado recientemente el Acuerdo por el que se 
adecuan los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública para el conjunto de 
Administraciones Públicas y de cada uno de sus subsectores para el año 2020 y se fija el 
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límite de gasto no financiero del Presupuesto del Estado para el año 2020, Acuerdo que fue 
ratificado por el Congreso el 27 de febrero de 2020 y por el Senado el 4 de marzo de 2020.

El Fondo Monetario Internacional en la Declaración Final de la Misión de la Consulta del 
artículo IV de 2020 considera que ante el brote de coronavirus, se entiende que el gobierno 
deba dotar de recursos suficientes al sector sanitario, además de destinar un apoyo 
específico a los más afectados, y que estas medidas temporales de carácter extraordinario 
deberían intensificarse según sea necesario para prevenir y contener el virus y mitigar el 
impacto económico.

Habida cuenta del hecho de que las competencias en materia sanitaria corresponden a 
las Comunidades autónomas de acuerdo con el esquema establecido en el artículo 148 de la 
Constitución que establece que las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias 
en materia de sanidad e higiene; competencias que han sido asumidas en los 
correspondientes Estatutos de Autonomía, se hace preciso reforzar su financiación en esta 
crítica coyuntura.

Según los últimos datos disponibles del año 2018 de la clasificación funcional de las 
Administraciones Públicas Regionales el gasto en salud supone más del 36% del total de 
empleos no financieros del subsector de Comunidades Autónomas. Dicho porcentaje se 
eleva a más del 38% en relación a los presupuestos autonómicos aprobados para el ejercicio 
2019, así como respecto a los datos disponibles de los presupuestos del ejercicio 2020. De 
esta manera, se evidencia que, en el conjunto de competencias autonómicas, los gastos 
sanitarios representan indudablemente la principal política de gasto, siendo a su vez, la que 
asume un mayor peso específico en el conjunto de servicios públicos fundamentales sobre 
los que se garantiza un nivel mínimo en el conjunto del territorio español.

Las actuales circunstancias en relación a los gastos sanitarios que resulta necesario 
asumir por las Comunidades Autónomas para prestar la atención sanitaria y controlar la 
propagación derivada del COVID-19, se unen a una presión, ya de por sí alcista, del gasto 
sanitario, que con carácter estructural viene afectando a dicho ámbito, y que es preciso 
atender para procurar por parte del conjunto de Administraciones Públicas el mejor servicio 
público posible a los ciudadanos, con las necesarias garantías de acceso y equidad a dichos 
servicios sanitarios y a las innovaciones farmacéuticas y terapéuticas disponibles. Todo ello, 
hace necesario arbitrar las medidas financieras oportunas que permitan asegurar la 
adecuada atención de las necesidades sanitarias de la población y de los correspondientes 
Servicios de Salud.

De no aprobarse el presente real decreto ley las Comunidades Autónomas podrían verse 
abocadas a una difícil situación financiera que les dificultaría y podría poner en riesgo el 
adecuado desempeño de las labores sanitarias que les corresponden ante la situación de 
pandemia declarada, debiendo dotarse de recursos suficientes al sector sanitario.

Con la finalidad de evitar estos perjuicios al interés general, este capítulo adopta las 
medidas de ajuste imprescindibles para actualizar las entregas a cuenta de las 
administraciones territoriales. Esta actualización no altera el régimen financiero actual de las 
comunidades autónomas y no puede considerarse una modificación o alteración del mismo, 
sino que por el contrario se basa en la aplicación de los artículos 12 a 20 de la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre.

El artículo 2 regula la actualización de entregas a cuenta de comunidades autónomas; el 
artículo 3 establece que para la determinación de la actualización del importe de las entregas 
a cuenta, la previsión de ingresos tributarios previos a la cesión a las administraciones 
territoriales será la disponible en el momento de publicación del presente Real Decreto-ley 
para la elaboración del anteproyecto de Presupuestos Generales del Estado para 2020, de 
conformidad a lo dispuesto en el artículo 11.2 de la Ley 22/2009 anteriormente citada, el 
artículo 4 se ocupa de los restantes parámetros, variables o datos de referencia necesarios 
para la aplicación de lo previsto en los citados artículos 12 a 20 de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre; el artículo 5 regula cómo se llevarán a cabo los libramientos que, en aplicación 
del sistema de financiación autonómica, se efectúen por la Administración General del 
Estado a favor de las comunidades autónomas en los meses posteriores al de la entrada en 
vigor del presente real decreto-ley; el artículo 6 regula los suplementos de créditos 
necesarios para financiar estas entregas a cuenta.

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 20  Ampliación y ámbito de aplicación de la línea de financiación Thomas Cook  [parcial]

– 121 –



Por otro lado, este capítulo también procede a la modificación del artículo 94.3 del texto 
refundido de la Ley de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2015, de 24 de julio, a fin de incorporar la 
posibilidad de que el Gobierno pueda regular el mecanismo de fijación de los precios de 
otros productos necesarios para la protección de la salud poblacional y de prever que, 
cuando exista una situación excepcional sanitaria, con el fin de proteger la salud pública, la 
Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos pueda fijar el importe máximo de 
venta al público de los medicamentos y otros productos.

Con ello, se trata de posibilitar una intervención temporal en el precio de los productos 
sanitarios no sujetos a prescripción médica, así como de otro tipo de productos necesarios 
para la protección de la salud poblacional, de venta al público. Todo ello con el fin de 
garantizar su acceso adecuado a la ciudadanía, y luchar frente a la expansión del COVID-19 
en nuestro país.

El capítulo II, por su parte, introduce las medidas de apoyo a la familia.
En primer lugar, se asegura el derecho básico de alimentación de niños y niñas en 

situación de vulnerabilidad que se encuentran afectados por el cierre de centros educativos 
decretado en diferentes zonas del país como medida para frenar la expansión del COVID-19. 
La medida tiene como objetivo prevenir situaciones de carencia como consecuencia de la 
falta de acceso a los servicios de comedor de los centros educativos de los que algunos de 
estos niños y niñas disfrutan gracias a las becas de comedor. La atención de los menores en 
condiciones de vulnerabilidad es una de las prioridades estratégicas del Gobierno y en las 
actuales circunstancias deben ser un colectivo especialmente protegido.

El real decreto-ley establece las medidas (ayudas económicas o prestaciones directas de 
servicios de distribución de alimentos) gestionadas por los servicios sociales de atención 
primaria en coordinación con los centros escolares y las respectivas consejerías de 
educación y de servicios sociales de las comunidades autónomas, Ceuta y Melilla; y aprueba 
la concesión de suplementos de crédito en el presupuesto del Ministerio de Derechos 
Sociales y Agenda 2030 por importe total de 25.000.000 euros para financiar las 
correspondientes transferencias a las comunidades autónomas, Ceuta y Melilla para 
proceder a la puesta en marcha de las medidas.

En segundo lugar, en el ámbito de la educación obligatoria, debe tenerse en cuenta que 
la interrupción de las actividades lectivas presenciales en los centros educativos, que 
pudiera adoptarse como medida de contención sanitaria, obliga a la modificación del 
calendario escolar establecido por cada administración educativa, en el marco de la norma 
básica fijada por la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, con el fin de que por 
las citadas administraciones se pueda ordenar de una manera flexible el desarrollo del curso 
escolar, con la combinación de actividades no presenciales que resulten adecuadas.

En tercer lugar, en coherencia con lo establecido para los trabajadores encuadrados en 
el Régimen General de Seguridad Social por el Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, 
por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la 
protección de la salud pública, y con la finalidad de evitar la propagación de la enfermedad y 
mantener la protección social de la ciudadanía, se establece también para el personal 
encuadrado en el régimen del mutualismo administrativo que los periodos de aislamiento o 
contagio como consecuencia del COVID-19 tendrán la consideración de situación asimilada 
a accidente de trabajo a efectos de la prestación económica por incapacidad temporal del 
correspondiente régimen especial de Seguridad Social.

El capítulo III articula medidas de apoyo al sector del turismo.
En primer lugar, este real decreto-ley articula una línea de financiación a determinadas 

empresas y autónomos que se consideran especialmente afectados por el COVID-19. Esta 
línea de financiación fue creada por el artículo 4 del Real Decreto-ley 12/2019, de 11 de 
octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los efectos de la apertura de 
procedimientos de insolvencia del grupo empresarial Thomas Cook, y sus instrumentos de 
desarrollo, que establecieron una línea de financiación de 200 millones de euros, gestionada 
por el Instituto de Crédito Oficial y con una garantía parcial del 50% del Ministerio de 

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 20  Ampliación y ámbito de aplicación de la línea de financiación Thomas Cook  [parcial]

– 122 –



Industria, Comercio y Turismo, para las empresas y trabajadores autónomos del sector 
turístico y de actividades conexas con el mismo.

Se ha constatado en la actual crisis que uno de los principales sectores económicos 
afectados está siendo el sector turístico, y ello, por las restricciones a la libre circulación de 
personas que se están tomando y la menor demanda de servicios turísticos por la 
incertidumbre y el efecto precaución. Todo ello está teniendo un impacto económico 
importante en las líneas aéreas, en el sector turístico y en el comercio minorista. Un ejemplo 
de ello es que el pasado día 6 de marzo, la Organización Mundial del Turismo (OMT) revisó 
sus perspectivas de llegadas de turistas internacionales para 2020, situándolas en un -1% a 
-3%, lo que supone una pérdida estimada de entre 30.000 y 50.000 millones de dólares 
(EE.UU.) en ingresos procedentes del turismo internacional. Antes del brote del COVID-19, 
la OMT había previsto un crecimiento positivo de entre el 3% y el 4% para este año.

En consecuencia, la irrupción del COVID-19 está afectando severamente y de forma 
generalizada al sector turístico, que constituye uno de los sectores clave (12,3% del 
Producto Interior Bruto) de una potencia turística como España, cuyos operadores 
económicos necesitan, con carácter urgente, medidas de apoyo financiero para poder 
compensar, en lo posible, los descensos de sus ingresos ordinarios, y dotarse de liquidez 
para hacer frente a sus obligaciones.

Por consiguiente, con carácter de extraordinaria y urgente necesidad, se refuerza y 
extiende la referida línea de financiación prevista inicialmente para los afectados por la 
insolvencia del Grupo empresarial Thomas Cook, a los afectados por la crisis 
desencadenada por el COVID-19, por lo que dicha línea de financiación se extiende a todas 
las empresas y trabajadores autónomos establecidos en España y encuadrados en los 
sectores económicos definidos en la disposición adicional primera que son los que, por el 
momento, están siendo especialmente afectados por la misma. Asimismo, la línea de 
financiación se dota con 200 millones de euros adicionales a los 200 millones de euros 
inicialmente previstos.

Como los términos y condiciones de esta línea de financiación ampliada son idénticos a 
los ya establecidos por el artículo 4 del Real Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre, y por 
sus instrumentos de desarrollo, su aplicación será automática a la entrada en vigor de este 
Real Decreto-ley, sin necesidad de desarrollo normativo o convencional, o acto jurídico de 
aplicación, alguno, que demorarían en exceso la necesaria aplicación de la medida, 
instruyéndose al ICO para que con carácter inmediato realice las gestiones oportunas con 
las entidades financieras para que la línea de financiación ampliada esté operativa en el 
plazo máximo de diez días desde la entrada en vigor.

En segundo lugar, la situación excepcional provocada por el COVID-19 puede tener una 
especial incidencia en el empleo de los trabajadores fijos discontinuos que trabajan en el 
sector turístico y en todos los sectores vinculados al mismo en todas las comunidades 
autónomas. Por ello, en el presente real decreto-ley, como medida extraordinaria, se anticipa 
y se amplía a los meses de febrero a junio de 2020 la aplicación de esta bonificación 
respecto de aquellos trabajadores que pueden verse más afectados por la situación 
excepcional mencionada en todas las comunidades autónomas.

El capítulo IV recoge las medidas de apoyo financiero transitorio.
Así, se persigue mitigar el posible impacto que el escenario de contención reforzada 

pueda tener en los sectores más vulnerables de la economía, esto es, PYMES y autónomos.
Con esta finalidad, para evitar posibles tensiones en tesorería que puedan experimentar 

estos colectivos, se propone una flexibilización en materia de aplazamientos, concediendo 
durante seis meses esta facilidad de pago de impuestos a PYMES y autónomos, previa 
solicitud, en unos términos equivalentes a una carencia de tres meses.

Por otro lado, la Secretaría General de Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa del 
Ministerio de Industria, Turismo y Comercio ha establecido como objetivo fundamental de la 
política industrial contribuir al aumento del peso del sector industrial en la economía 
española, que se situó en el 14,2% del Producto Interior Bruto en el año 2019. Para 
estimular el desarrollo industrial se aprobó un marco normativo para la financiación de 
proyectos de inversión para la mejora de la competitividad industrial, la sostenibilidad, la 
transformación digital o que contribuyan a la reindustrialización. Este estímulo adopta la 
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forma de apoyo financiero a proyectos industriales en diferentes programas regulados 
mediante sus respectivas órdenes de bases a través de la concesión de préstamos a largo 
plazo.

La irrupción del COVID-19 está afectando a la cadena de valor de amplios sectores 
industriales, especialmente internacionalizados y está incrementando el coste de la 
producción debido al mayor coste logístico de importación de piezas y suministros. Por ello 
se proporciona a los operadores económicos, medidas de apoyo financiero para poder 
compensar, en lo posible, los descensos de sus ingresos ordinarios y dotarse de liquidez 
para hacer frente a sus obligaciones.

En este sentido, se considera esencial que las empresas que hayan recibido apoyo 
financiero a la inversión industrial a través de préstamos de la Secretaría General de 
Industria y de la Pequeña y Mediana Empresa puedan solicitar el aplazamiento de 
reembolso.

El capítulo V, por su parte, adopta una serie de medidas para la gestión eficiente de las 
Administraciones Públicas.

El artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por 
la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo 
y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014 establece la tramitación 
de emergencia como mecanismo para actuar de manera inmediata a causa de 
acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan grave peligro o de necesidades 
que afecten a la defensa nacional. Este régimen excepcional en la contratación pública 
encaja a la perfección en la situación actual para hacer frente al COVID-19.

Así en lo que respecta a este real decreto-ley, este capítulo determina la tramitación de 
emergencia para la contratación de todo tipo de bienes o servicios que precise la 
Administración General del Estado para la ejecución de cualesquiera medidas para hacer 
frente al COVID-19.

Por otro lado, dado el contexto presupuestario actual de Prorroga de los Presupuestos 
Generales del Estado se arbitran mecanismos excepcionales que permitan la transferencia 
de recursos entre Secciones Presupuestarias con el fin de poder atender todas las 
necesidades que se presenten, preservando la estabilidad presupuestaria.

Por último, también en el contexto de la situación creada como consecuencia de la 
propagación del coronavirus COVID-19, la disposición final primera modifica la Ley 50/1997, 
de 27 de noviembre, del Gobierno, a fin de establecer la posibilidad de que el Presidente del 
Gobierno, en situaciones excepcionales y cuando la naturaleza de la crisis lo exija, decida 
motivadamente que el Consejo de Ministros, las Comisiones Delegadas del Gobierno y la 
Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios puedan celebrar sesiones, 
adoptar acuerdos y aprobar actas a distancia por medios electrónicos, con las debidas 
garantías.

Dicha previsión afecta, exclusivamente, a un aspecto parcial y concreto del régimen de 
funcionamiento del Gobierno en tanto que órgano colegiado de dirección política, y no a 
elementos estructurales, esenciales o generales de su organización y funcionamiento (STC 
60/1986, de 20 de mayo, FJ 4).

Por otra parte, los términos de la citada modificación son respetuosos con el principio 
subyacente al artículo 97 de la Constitución, conforme al cual la reunión presencial del 
Gobierno debe ser la regla general, puesto que, en línea con lo señalado en la reciente STC 
45/2019, de 27 de marzo, (FJ 6 B), la celebración de sesiones y la adopción de acuerdos a 
distancia debe reservarse para casos justificados, excepcionales y con las oportunas 
garantías.

III
La adopción de medidas de carácter económico mediante Real Decreto-ley ha sido 

avalada por el Tribunal Constitucional siempre que concurra una motivación explícita y 
razonada de la necesidad –entendiendo por tal que la coyuntura económica exige una rápida 
respuesta– y la urgencia –asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la adopción de 
la medida de que se trate mediante una tramitación por el cauce normativo ordinario podría 
generar algún perjuicio–.

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 20  Ampliación y ámbito de aplicación de la línea de financiación Thomas Cook  [parcial]

– 124 –



El Real Decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el 
fin que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 
4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación 
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever 
requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

La situación generada por la declaración de emergencia de salud pública de importancia 
internacional genera la concurrencia de motivos de salud pública que justifican la 
extraordinaria y urgente necesidad de adoptar medidas. En el actual escenario de 
contención y prevención del COVID-19 es urgente y necesario atajar la epidemia y evitar su 
propagación para proteger la salud pública.

Asimismo, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se 
inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, 
de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone 
una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, 
Recurso de Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el cumplimiento de la 
seguridad jurídica y la salud pública. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse 
demuestran que, en ningún caso, el presente real decreto-ley constituye un supuesto de uso 
abusivo o arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 
100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de 
febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la 
adopción de la presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de 
diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Debe señalarse también que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

Este real decreto-ley responde a los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, tal y como exige la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. A estos 
efectos se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia dado 
el interés general en el que se fundamentan las medidas que se establecen, siendo el real 
decreto-ley el instrumento más adecuado para garantizar su consecución. La norma es 
acorde con el principio de proporcionalidad al contener la regulación imprescindible para la 
consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, se ajusta al principio de 
seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico. En cuanto al 
principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de consulta pública, 
audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y aprobación de 
decretos-leyes. Por último, en relación con el principio de eficiencia, este real decreto-ley no 
impone carga administrativa alguna adicional a las existentes con anterioridad.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital, y de los Ministros de Hacienda, de Educación 
y Formación Profesional, de Trabajo y Economía Social, de Industria, Comercio y Turismo, 
de Sanidad, y de Derechos Sociales y Agenda 2030, y previa deliberación del Consejo de 
Ministros en su reunión del día 12 de marzo de 2020,

DISPONGO:

[ . . . ]
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CAPÍTULO III
Medidas de apoyo al sector del turismo

Artículo 12.  Ampliación de la línea de financiación Thomas Cook para atender al conjunto 
de empresas establecidas en España incluidas en determinados sectores económicos.

1. La línea de financiación prevista en el artículo 4 del Real Decreto-ley 12/2019, de 11 
de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar los efectos de la apertura de 
procedimientos de insolvencia del grupo empresarial Thomas Cook se amplía a todas las 
empresas y trabajadores autónomos con domicilio social en España que estén incluidos en 
los sectores económicos definidos en la Disposición Adicional primera de este Real Decreto-
ley y contará con 200 millones de euros adicionales a los previstos inicialmente en el citado 
artículo 4 del Real Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre.

La partida presupuestaria del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo de garantía del 
50% de los créditos dispuestos de la línea ICO, se amplía de los 100 millones de euros 
iniciales hasta los 200 millones de euros para dar cobertura a la línea de financiación 
ampliada de hasta 400 millones de euros, ajustándose los importes presupuestarios 
correspondientes en cada año a estos nuevos límites.

Para ampliar la partida presupuestaria de garantía del Ministerio de Industria, Comercio y 
Turismo se autorizan nuevos límites de compromisos de gasto que modifican los aprobados 
por Acuerdo de Consejo de Ministros de fecha 20 de diciembre de 2019 por los importes que 
se indican:

Año

Compromiso máximo a adquirir
–

Euros
20.04.432A.441 20.04.432A.359

2019 0,00 20.000,00
2020 0,00 20.000,00
2021 0,00 40.000,00
2022 5.000.000,00 1.040.000,00
2023 10.000.000,00 100.000,00
2024 30.000.000,00 80.000,00
2025 60.000.000,00 40.000,00
2026 60.000.000,00 20.000,00
2027 35.000.000,00 20.000,00
Total 200.000.000,00 1.380.000,00

2. Se aplicarán a esta línea de financiación y a la correspondiente garantía ampliada, de 
modo automático y a la entrada en vigor de este real decreto -ley, los mismos términos y 
condiciones que los aprobados para la línea de financiación prevista en el artículo 4 del Real 
Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre, tanto los previstos en el referido artículo 4, como los 
previstos en el conjunto de instrumentos que lo desarrollan y han servido para la puesta en 
marcha de la referida línea de financiación, sin que sea necesario desarrollo normativo, 
convencional, o acto jurídico de aplicación alguno.

En concreto, se aplicarán los términos y condiciones establecidos en los Acuerdos de 
Consejo de Ministros aprobados para la implementación de la citada línea de financiación y 
garantía, de fechas 20 de diciembre de 2019, si bien modificado según los nuevos límites de 
compromisos de gasto, y 27 de diciembre de 2019, así como el Acuerdo de Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos de 31 de octubre de 2019 y el Convenio 
formalizado entre el ICO y la Secretaria de Estado de Turismo el 27 de diciembre de 2019.

3. Se instruye al ICO para que con carácter inmediato a la entrada en vigor de este real 
decreto-ley realice las gestiones necesarias con las entidades financieras para que la línea 
de financiación ampliada pueda estar a disposición de las empresas en el plazo máximo de 
diez días a contar desde la referida entrada en vigor.

[ . . . ]
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Disposición adicional primera.  Ámbito de aplicación de la línea de financiación ampliada 
Thomas Cook para atender al conjunto de empresas establecidas en España incluidas en 
determinados sectores económicos.

Podrán ser destinatarios de la línea de financiación prevista en el artículo 4 del Real 
Decreto-ley 12/2019, de 11 de octubre, por el que se adoptan medidas urgentes para paliar 
los efectos de la apertura de procedimientos de insolvencia del grupo empresarial Thomas 
Cook, ampliada conforme a lo establecido en el artículo 13, las empresas y autónomos con 
domicilio social en España que formalicen operaciones en la Línea «ICO Empresas y 
Emprendedores», cuya actividad se encuadre en uno de los siguientes CNAE del sector 
turístico:

Cód. CNAE2009 Título CNAE2009
493 Otro transporte terrestre de pasajeros.

4931 Transporte terrestre urbano y suburbano de pasajeros.
4932 Transporte por taxi
4939 Tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.

511 Transporte aéreo de pasajeros.
5110 Transporte aéreo de pasajeros.
5221 Actividades anexas al transporte terrestre.
5222 Actividades anexas al transporte marítimo y por vías navegables interiores
5223 Actividades anexas al transporte aéreo
551 Hoteles y alojamientos similares.

5510 Hoteles y alojamientos similares.
552 Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia.
553 Campings y aparcamientos para caravanas.
559 Otros alojamientos.

5590 Otros alojamientos.
56 Servicios de comidas y bebidas.

561 Restaurantes y puestos de comidas.
5610 Restaurantes y puestos de comidas.
5621 Provisión de comidas preparadas para eventos.
5629 Otros servicios de comidas.
7711 Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros.
7721 Alquiler de artículos de ocio y deportes.
7911 Actividades de las agencias de viajes.
7912 Actividades de los operadores turísticos.
799 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.

7990 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.
855 Otra educación.
91 Actividades de bibliotecas, archivos, museos y otras actividades culturales.

9004 Gestión de salas de espectáculos.
9102 Actividades de museos.
9103 Gestión de lugares y edificios históricos.
9321 Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
9329 Actividades recreativas y entretenimiento.

[ . . . ]
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§ 21

Resolución de 6 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 5 de mayo de 2020, por el que se 
establecen los términos y condiciones del tercer tramo de la línea de 
avales a préstamos concedidos a empresas y autónomos, a los 
pagarés incorporados al Mercado Alternativo de Renta Fija (MARF) y 
a los reavales concedidos por la Compañía Española de 
Reafianzamiento, SME, Sociedad Anónima (CERSA), y se autorizan 
límites para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios 
futuros en aplicación de lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 

47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 129, de 9 de mayo de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4903

El Consejo de Ministros, en su reunión del día 5 de mayo de 2020, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se establecen los términos y condiciones del tercer tramo de la línea de 
avales a préstamos concedidos a empresas y autónomos, a los pagarés incorporados al 
Mercado Alternativo de Renta Fija (MARF) y a los reavales concedidos por la Compañía 
Española de Reafianzamiento, SME, Sociedad Anónima (CERSA), y se autorizan límites 
para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

A los efectos de dar publicidad al mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de 
mayo de 2020, esta Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa ha resuelto 
disponer la publicación del mismo en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la 
presente Resolución.

ANEXO
El Consejo de Ministros

ACUERDA
1. Establecer, de acuerdo con lo regulado en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, 

de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, en la redacción dada por el Real Decreto-ley 15/2020, las 
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condiciones aplicables y requisitos a cumplir, detallados en el anexo I, para el tercer tramo 
de la línea de avales que ascenderá a un importe de 20.000 millones de euros, otorgada por 
el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Mediante este tercer tramo, el 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital avalará la financiación otorgada 
a empresas y autónomos por entidades de crédito, establecimientos financieros de crédito, 
entidades de dinero electrónico y entidades de pagos para paliar los efectos en su actividad 
como consecuencia del COVID-19. Los avales del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital serán gestionados a través del Instituto de Crédito Oficial en los 
términos previstos en este Acuerdo.

2. Establecer, de acuerdo con lo regulado en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, en su redacción dada por el número cuatro de la 
disposición final octava del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo, las condiciones aplicables y 
requisitos a cumplir, detallados en los anexos II y III, para el tramo de la línea para reavales 
concedidos por la Compañía Española de Reafianzamiento, S.M.E., Sociedad Anónima (en 
adelante CERSA) que ascenderá a un importe de 500 millones de euros y para el tramo de 
la línea de avales para las emisiones de pagarés incorporados al Mercado Alternativo de 
Renta Fija (MARF) que ascenderá a un importe de 4.000 millones de euros, otorgadas por el 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, para paliar los efectos del 
COVID-19. Los avales del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital serán 
gestionados con la colaboración del Instituto de Crédito Oficial en los términos previstos en 
este Acuerdo.

3. Los importes correspondientes a los quebrantos que se produzcan por la ejecución de 
los avales descritos en los anexos I, II y III, así como los gastos de gestión y administración 
del Instituto de Crédito Oficial de los avales, se atenderán desde la partida presupuestaria 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecida al efecto y 
conforme a los términos indicados en los anexos de este Acuerdo y la autorización de límites 
para adquirir compromisos de gasto en ejercicios futuros recogida en el anexo IV de este 
Acuerdo.

4. Facultar al Instituto de Crédito Oficial para que, en el ámbito de sus competencias, a 
través de sus órganos competentes, resuelvan cuantas incidencias prácticas pudiesen 
plantearse para la ejecución de esta línea de avales y durante toda la vigencia de las 
operaciones. En aquellas cuestiones que puedan tener implicaciones presupuestarias o para 
su equilibrio financiero, el Instituto de Crédito Oficial podrá hacer las propuestas 
correspondientes a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos para su 
consideración.

5. Mandatar a CERSA, Bolsas y Mercados Españoles Renta Fija, S.A.U., como sociedad 
rectora del mercado MARF, el Instituto de Crédito Oficial y la Secretaria General del Tesoro y 
Política Financiera, para que dentro de los veinte días siguientes a la adopción de este 
Acuerdo de Consejo de Ministros dispongan lo necesario para la puesta en marcha de forma 
efectiva de los respectivos tramos de la línea de avales.

6. Autorizar al Instituto de Crédito Oficial a cargar en el Fondo de Provisión creado por el 
Real Decreto-Ley 12/1995, de 28 de octubre, sobre medidas urgentes en materia 
presupuestaria, tributaria y financiera, los quebrantos por ejecución de los avales, así como 
los costes financieros y gastos de gestión y administración que para el Instituto de Crédito 
Oficial suponga la instrumentación de la línea de avales por cuenta del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital.

7. En relación con el cumplimiento de la normativa de ayudas de Estado, este tramo de 
la línea de avales, al igual que el anterior tramo aprobado por Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 10 de abril de 2020, se configura de conformidad con el Marco Nacional 
Temporal relativo a las medidas de ayuda a empresas y autónomos consistentes en 
subvenciones directas, anticipos reembolsables, ventajas fiscales, garantías de préstamos y 
bonificaciones de tipos de interés en préstamos destinadas a respaldar la economía en el 
contexto del actual brote de Covid-19, aprobado por la Comisión Europea en su Decisión 
SA.56851 (2020/N), de 2 de abril.
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EXPOSICIÓN
El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, establece una serie de medidas 
para preservar la normalidad de los flujos de financiación y los niveles de circulante y 
liquidez, contribuyendo así a que empresas y autónomos sigan abonando los salarios de los 
empleados y las facturas a proveedores, manteniendo la actividad económica. Entre estas 
medidas, el artículo 29 de esta norma prevé una línea de avales por importe máximo de 
100.000 millones de euros que aportará el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para la cobertura de la financiación otorgada por entidades 
financieras a empresas y autónomos. Hasta el momento, se han puesto a disposición de 
empresas y autónomos 40.000 millones de euros en avales liberados por aprobación de 
sendos Acuerdos de Consejo de Ministros de 24 de marzo y 10 de abril de 2020. El 75 por 
ciento de estos avales han ido destinados a la cobertura de las necesidades de liquidez de 
pymes y autónomos, por entender que son los agentes económicos que más lo requieren. 
Dado el buen funcionamiento de este sistema de avales, el presente Acuerdo libera 10.000 
millones de euros adicionales para pymes y autónomos y otros 10.000 millones de euros 
para empresas que no tengan la consideración de pyme, en línea con lo establecido en el 
anexo I. En el anexo se clarifican algunas de las obligaciones de las entidades financieras 
para asegurar un adecuado uso de la línea.

El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril también prevé que puedan beneficiarse de 
los avales los pagarés incorporados al Mercado de Renta Fija de la Asociación de 
Intermediarios de Activos Financieros (AIAF) y al Mercado Alternativo de Renta Fija (MARF). 
De este modo, no sólo se fomenta el acceso a la liquidez por medio de canales bancarios, 
sino también a través de los mercados de capitales. Este Acuerdo prevé dotar con hasta 
4.000 millones de euros de avales a las emisiones de pagarés que tengan lugar tras la 
publicación de este Acuerdo y hasta el 30 de septiembre de 2020, siempre y cuando la 
emisión se lleve al amparo de un programa de pagarés incorporado al MARF a la fecha de 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, en línea con lo establecido en 
el anexo II.

En los anexos I y II se aclaran algunas de las obligaciones a que también han de atender 
las empresas y autónomos beneficiarios de los avales del Estado. En particular, y teniendo 
en cuenta que la configuración de las líneas ICO ya impide que se beneficien empresas que 
tengan su sede en paraísos fiscales, se incide en el empleo de la financiación avalada 
exclusivamente para atender las necesidades de liquidez de la empresa, sin emplear los 
fondos para otros fines como el pago de dividendos.

Con el fin de seguir apoyando a las pymes, el Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, 
de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo, prevé un 
reforzamiento del reaval concedido por CERSA, aumentando así la capacidad de aval de las 
Sociedades de Garantía Recíproca, presentes en todas las Comunidades Autónomas de 
España y con gran capilaridad como reforzadoras del acceso a la financiación de las pymes 
de las distintas áreas geográficas en que se encuentran presentes. Por medio de este Real 
Decreto-ley, se concede un aval a CERSA por importe de 500 millones de euros, tal y como 
se establece en el anexo III.

ANEXO I
Las condiciones aplicables y requisitos para cumplir son los siguientes:

Primero.  
Todas las condiciones y términos previstos en los Acuerdos de Consejo de Ministros de 

24 de marzo y 10 de abril de 2020, incluyendo sus anexos, se entenderán aplicables también 
a este tercer tramo, no siendo necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de Consejo de 
Ministros.
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Segundo.  
Adicionalmente a las anteriores, se establecen las siguientes condiciones, que serán 

incorporadas en el contrato marco que las entidades hayan formalizado con ICO.

Importe total del 
tercer tramo de la 
línea de avales

Hasta 20.000 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a autónomos 
y empresas.

Importe por 
subtramos de la 
línea de avales

∙ Hasta 10.000 millones de euros para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a 
autónomos y pymes.
∙ Hasta 10.000 millones de euros para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a 
empresas que no reúnan la condición de pyme.

Plazo de solicitud de 
los avales

Los avales de este tercer tramo podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 2020. 
El plazo podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas de Estado de la 
UE, por Acuerdo de Consejo de Ministros.

Derechos y 
obligaciones de las 
entidades 
financieras

Las entidades no podrán cargar ningún coste financiero o gasto sobre los importes no 
dispuestos por el cliente.
Las entidades deberán cumplir con todos los requisitos establecidos en los Acuerdos de 
Consejo de Ministros y el Contrato Marco con ICO y sus adendas, sin perjuicio de la 
eventual consideración de sus incumplimientos materiales como infracción a efectos de 
disciplina de las entidades financieras.

Obligaciones de las 
empresas y 
autónomos 
beneficiarios del aval

La financiación obtenida deberá emplearse para atender las necesidades de liquidez 
derivadas, entre otros, de la gestión de facturas, pago de nóminas y a proveedores, 
necesidad de circulante y vencimientos de obligaciones financieras o tributarias. Por 
tanto, a modo de ejemplo, la financiación avalada por el Estado no puede ir en ningún 
caso destinada al pago de dividendos ni de dividendos a cuenta.

Tercero.  
La distribución de la línea de avales entre los operadores se llevará a cabo conforme a 

los mismos criterios que los establecidos en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 10 de 
abril para el segundo tramo, si bien para este tercer tramo la distribución del volumen 
máximo asignado será válida hasta el 30 de junio. A partir de esa fecha, los importes de aval 
asignados y no utilizados por las entidades se distribuirán entre el resto de operadores, de 
forma proporcional al importe de aval que hubieran utilizado hasta esa fecha.

ANEXO II
Avales a empresas emisoras en MARF

Las condiciones aplicables y requisitos para cumplir son los siguientes:

Definiciones y finalidad

Definición de 
empresa 
beneficiaria.

Se considerarán empresas beneficiarias aquellas empresas no financieras que tengan 
su domicilio social en España y que a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 15/2020, 
de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el 
empleo, contasen con programas de pagarés vigentes e incorporados al Mercado 
Alternativo de Renta Fija (MARF) y que no se encuentren en situación de empresa en 
crisis según lo establecido en el apartado 18 del artículo 2 del Reglamento (UE) 
651/2014 de la Comisión de 17 de junio de 2014 por el que se declaran determinadas 
categorías de ayudas compatibles con el mercado interior en aplicación de los artículos 
107 y 108 del Tratado. En particular, las empresas que emiten los pagarés avalados no 
podrán estar sujetas a un procedimiento concursal a fecha de 17 de marzo de 2020, 
bien por haber presentado solicitud de declaración de concurso, o por darse las 
circunstancias a que se refiere el artículo 2.4 de la Ley 22/2003, de 9 de julio, 
Concursal, para que el concurso sea solicitado por sus acreedores.

Finalidad. Fomentar el mantenimiento de las fuentes de liquidez proporcionadas por los mercados 
de capitales y no sólo a través de los canales bancarios tradicionales.

Importes del primer tramo
Importe total del 
primer tramo de la 
línea de avales.

Hasta 4.000 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital.

Pagarés elegibles

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 21  Tercer tramo de la línea de avales a préstamos concedidos a empresas y autónomos

– 131 –



Características de 
los pagarés 
elegibles.

Pagarés emitidos en el Mercado Alternativo de Renta Fija MARF por empresas no 
financieras que tengan domicilio social en España siempre que:
– Se emitan conforme a un programa de pagarés incorporado al Mercado Alternativo 
de Renta Fija (MARF) por empresas que tuvieran vigente un programa de pagarés en el 
MARF en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de 
medidas urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo.
– Se emitan tras la adopción de este Acuerdo y de la correspondiente firma del 
contrato de aval y no más tarde del 30 de septiembre de 2020.

Importe máximo del 
aval por empresa.

El importe máximo del aval por empresa no podrá superar el importe del programa de 
pagarés incorporado al MARF vigente en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-
ley 15/2020, de 21 de abril.

Porcentajes máximos, remuneración, plazos de formalización y de vencimiento máximo del aval
Porcentajes 
máximos de aval.

– El importe de aval para cada una de las emisiones de pagarés de cada emisor será 
como máximo el 70% del importe de cada emisión.

Remuneración del 
aval.

La remuneración de los avales será de:
– 30 puntos básicos anuales sobre el importe avalado para pagarés con un 
vencimiento de hasta 12 meses.
– 60 puntos básicos anuales sobre el importe avalado para pagarés con un 
vencimiento superior a 12 meses y hasta 24 meses.

Plazo de solicitud de 
los avales y 
seguimiento.

Los avales podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 2020. El plazo podrá 
ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas de Estado de la UE, por 
Acuerdo de Consejo de Ministros.
Los programas registrados en el MARF deberán recoger los avales que sean 
concedidos dentro de esta línea tras la firma del correspondiente contrato de aval.

Plazo de 
vencimiento máximo 
del aval.

El plazo del aval emitido coincidirá con el plazo de vencimiento del pagaré avalado 
hasta un máximo de 24 meses.

Derechos y obligaciones de las empresas emisoras

Derechos y 
obligaciones de las 
empresas.

– Acreditar a través de las entidades colocadoras, ante Bolsas y Mercados Españoles 
Renta Fija S.A.U, en el ámbito de sus competencias como sociedad rectora del 
mercado MARF, y ante ICO el cumplimiento de los requisitos, condiciones y límites 
establecidos en este Acuerdo de Consejo de Ministros como empresa no financiera 
emisora de pagarés y el cumplimiento de las condiciones de y límites de cada emisión 
que pretenda acogerse al aval, conforme a la normativa aplicable en cada caso. Las 
empresas o las entidades colocadoras podrán recabar de Bolsas y Mercados 
Españoles, S.A.U. toda la información que consideren necesaria relativa a la efectiva 
incorporación a MARF de las emisiones avaladas de pagarés.
– Asegurar en sus emisiones de pagarés avalados que, en todo caso y sin 
excepciones, la jurisdicción aplicable será la española.
– Colaborar con el ICO y con Bolsas y Mercados Españoles Renta Fija S.A.U como 
sociedad rectora del mercado MARF para el buen fin de las operaciones.
– Emplear la financiación obtenida para atender las necesidades de liquidez derivadas, 
entre otros, del pago de nóminas, la gestión de facturas a proveedores, necesidad de 
circulante y vencimientos de obligaciones financieras o tributarias u otras necesidades 
de liquidez. Por tanto, a modo de ejemplo, la financiación avalada por el Estado no 
puede ir en ningún caso destinada al pago de dividendos ni de dividendos a cuenta..
– No tener su sede en paraísos fiscales.

Relaciones financieras entre las empresas emisoras y los tenedores de pagarés y el ICO

Relaciones de ICO 
con las empresas 
beneficiarias.

El ICO y Bolsas y Mercados Españoles Renta Fija S.A.U. como Sociedad Rectora del 
mercado MARF firmarán un Contrato Marco con cada una de las empresas 
beneficiarias y las entidades colocadoras que participen en los programas de emisión 
de pagarés que pretendan contar con el aval en el que se establecerán las condiciones 
que regirán las relaciones entre las partes, la funciones de cada parte participante de 
acuerdo con lo establecido en este Acuerdo del Consejo de Ministros.

Relaciones del ICO 
con los tenedores de 
los pagarés 
avalados.

El ICO abonará, en su caso, a los tenedores de los pagarés los importes 
correspondientes a los avales ejecutados a través del sistema que se acuerde con 
Bolsas y Mercados Españoles Renta Fija S.A.U. como Sociedad Rectora de los 
mercados MARF, para lo que resultará necesaria identificación de los mismos
La gestión administrativa del aval y las recuperaciones en caso de ejecución del mismo 
se llevará a cabo conforme al procedimiento que se establecerá por el ICO con todas 
las partes participantes en el Contrato Marco de avales.
Si la emisión contase con la participación de ICO como inversor, el esquema previsto 
en este Acuerdo será aplicable a la participación de ICO en las mismas condiciones.

Comisiones ICO de 
gestión y 
administración.

Comisión de gestión y administración: 0,05% flat, calculada sobre volumen de cartera 
avalada.
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Abono de 
remuneración de 
aval.

Las empresas abonarán al ICO a través del sistema que se acuerde con Bolsa y 
Mercados Españoles Renta Fija S.A. como sociedad rectora de los mercados MARF los 
importes derivados de la remuneración del aval. El ICO a su vez transferirá estos 
importes, al igual que las recuperaciones de importes relativos a las emisiones de 
pagarés avaladas, al Fondo de Provisión aprobado por Real Decreto ley 12/1995.
El ICO cargará en el Fondo de Provisión los importes correspondientes a la comisión de 
gestión y administración en el ejercicio en que se devenguen las mismas.
Si con posterioridad a 2023, tras el abono por el Ministerio de la última certificación 
enviada por ICO, se produjeran recuperaciones, el ICO ingresará en el Tesoro, en el 
mes de enero del ejercicio siguiente los importes que haya recibido de las empresas en 
el año inmediatamente anterior correspondientes a operaciones impagadas para las 
que el Ministerio haya abonado previamente el aval.

Reposición del 
Fondo de Provisión 
Real Decreto-ley 
12/1995.

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital repondrá anualmente o 
siempre que sea necesario para mantener el saldo positivo, los importes que hayan 
sido cargados al Fondo de Provisión 12/1995 en ejecución de los avales y los gastos y 
costes de gestión y administración del aval. El procedimiento de reposición será similar 
a lo previsto en otros Convenios recientes con las adaptaciones a lo previsto en este 
Capítulo de este real decreto-Ley y las referencias se entenderán hechas al Ministerio 
de referencia del aval.
En el primer trimestre de cada uno de los ejercicios 2021 al 2027, se podrán revisar los 
importes comprometidos para «reposición garantía ICO» y «coste de administración», 
previa certificación por el ICO del saldo vivo a 1 de enero de cada ejercicio de las 
operaciones avaladas.

Otros trámites, seguimiento de la línea y habilitaciones

Seguimiento de la 
línea.

El ICO con la colaboración de Bolsas y Mercados Españoles Renta Fija S.A.U. como 
sociedad rectora del mercado MARF informará mensualmente al Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital de la utilización y seguimiento de la línea de 
avales.

Otros trámites. No son necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de Consejo de Ministros.
Ayudas de Estado

Ayudas de Estado. La línea está sujeta a la normativa sobre ayudas de Estado de la Unión Europea.

ANEXO III
Avales a CERSA

Definiciones y finalidad

Finalidad.

Para facilitar el mantenimiento del empleo y paliar los efectos económicos del 
COVID-19, la línea de avales tiene por objetivo apoyar la labor realizada por la 
Compañía Española de Reafianzamiento, SME Sociedad Anónima (CERSA), 
consistente en el reafianzamiento o cobertura parcial del riesgo asumido por las 
Sociedades de Garantía Recíproca para las pequeñas y medianas empresas, 
favoreciendo así la concesión de crédito que permita a éstas atender las necesidades 
de financiación derivadas, entre otros, de pagos de salarios, facturas, necesidad de 
circulante u otras necesidades de liquidez.

Importes del primer tramo
Importe total del 
primer tramo de la 
línea de avales.

Hasta 500 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital en forma de reaval a las operaciones de CERSA.

Porcentajes máximos, remuneración, plazos de formalización y de vencimiento máximo del aval

Porcentajes 
máximos de aval.

El porcentaje de reaval máximo a cargo del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital será de 80 puntos porcentuales. El porcentaje variará en cada 
operación para complementar el reaval aportado a CERSA por el Fondo Europeo de 
Inversiones con cargo a distintos programas de la Unión Europea y sin exceder 
conjuntamente 90 puntos porcentuales. Así, en el caso de reavales concedidos por 
CERSA que cuenten con un aval del 80% por parte del Fondo Europeo de Inversiones, 
el porcentaje de aval máximo a cargo del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital se elevará hasta 10 puntos porcentuales. Para aquellos reavales 
concedidos por CERSA y que no se beneficien de un aval por parte del Fondo Europeo 
de Inversiones, el porcentaje de aval máximo a cargo del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital será de 80 puntos porcentuales.

Plazo de solicitud de 
los avales.

Los avales podrán solicitarse para todas las operaciones formalizadas por CERSA 
desde el 1 de abril de 2020 y hasta el 30 de septiembre de 2020. El plazo podrá 
ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas de Estado de la UE, por 
Acuerdo de Consejo de Ministros.

Plazo de 
vencimiento máximo 
del aval.

El plazo del aval emitido coincidirá con el plazo del reaval aprobado por CERSA hasta 
un máximo de 5 años.

Relaciones financieras entre CERSA y el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
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Relaciones con 
CERSA.

La gestión administrativa del aval entre el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital y CERSA, y las recuperaciones en caso de ejecución de la 
misma, se llevarán a cabo por parte de CERSA conforme al procedimiento que se 
establecerá en el contrato marco entre el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital y CERSA.

Reposición del 
Fondo de 
Provisiones 
Técnicas.

El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital repondrá anualmente los 
importes que hayan sido cargados al Fondo de Provisiones Técnicas de CERSA 
(regulado en la Ley 1/1994 y el Real Decreto 1644/1997, de 31 de octubre de 1997, 
relativo a las normas de autorización administrativa a requisitos de solvencia de las 
sociedades de reafianzamiento) en ejecución de los avales netos de las recuperaciones 
correspondientes a las operaciones incluidas en la línea de avales por la parte 
reavalada por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital.
En el primer trimestre de cada uno de los ejercicios 2021 al 2029, se revisarán los 
importes a aportar previa certificación por CERSA del saldo resultante a 31 de 
diciembre cada ejercicio.

Otros trámites

Seguimiento de la 
línea.

CERSA informará con carácter mensual al Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital de la utilización de la línea de avales en cuanto a nuevas 
operaciones incluidas en la misma y trimestralmente de la evolución del riesgo y las 
ejecuciones de avales.

Otros trámites. No son necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de Consejo de Ministros.
Ayudas de Estado

Ayudas de Estado. La línea está sujeta a la normativa sobre ayudas de Estado de la Unión Europea.

ANEXO IV

Primero.  
Los límites autorizados en el anexo II del Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de 

marzo de 2020, para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en 
aplicación de los dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria para financiar por parte del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital los gastos de gestión y administración incurridos por ICO en la 
implementación del primer tramo de la línea de avales prevista en el artículo 29 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con cargo a la partida presupuestaria 27.03.931M.359 
«Otros gastos financieros», y que fueron ampliados en el Acuerdo de Consejo de Ministros 
de 10 de abril de 2020 conforme al apartado primero del anexo I del mismo para el segundo 
tramo, se consideran asimismo ampliados y adaptados proporcionalmente y en plazo a cada 
uno de los tramos adicionales previstos en este Acuerdo en cuya gestión y administración 
participe ICO.

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación digital: Techo Máximo de gasto

(Millones de euros)

Tramo I
ACM 

24.03.2020

Tramo II
ACM 

10.04.2020

Tramo III
ACM

Tramo MARF
ACM Total

Importe avales 20.000 20.000 20.000 4.000 64.000
Años Otros gastos financieros 27.03.931M. 359
2020 0 0 0 0 0
2021 0 0 0 0 0
2022 2 2 2 0.4 6.4
2023 2 2 2 0.4 6.4
2024 2 2 2 0.4 6.4
2025 2 2 2 0.4 6.4
2026 2 2 2 0.4 6.4
2026 0 0 0 0 0
2028 0 0 0 0 0

Total 10 10 10 2 32

Comisión de gestión y administración: 0.05% flat, calculada sobre el volumen de cartera 
avalada prorrateada 5 años.
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Segundo.  
ICO podrá contratar o ampliar contratos existentes directamente conforme a la excepción 

prevista en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, mediante adjudicación directa y hasta un límite de 1 millón de euros por contrato, los 
servicios de apoyo externo que sean necesarios para la puesta en marcha y seguimiento de 
las iniciativas previstas en este Acuerdo.
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§ 22

Resolución de 19 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 19 de mayo de 2020, por el que se 
instruye al Instituto de Crédito Oficial a poner en marcha el cuarto 
tramo de la línea de avales aprobada por el Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, y se establece que sus beneficiarios sean las 
pequeñas y medianas empresas y autónomos afectados por las 

consecuencias económicas del COVID-19

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 142, de 20 de mayo de 2020

Última modificación: sin modificaciones
Referencia: BOE-A-2020-5140

El Consejo de Ministros en su reunión del día 19 de mayo de 2020, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se instruye al Instituto de Crédito Oficial a poner en marcha el cuarto 
tramo de la línea de avales aprobada por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, y se 
establece que sus beneficiarios sean las pequeñas y medianas empresas y autónomos 
afectados por las consecuencias económicas del COVID-19.

A los efectos de dar publicidad al mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 19 
de mayo de 2020,

Esta Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa ha resuelto disponer la 
publicación del mismo en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la presente 
Resolución.

ANEXO
El Consejo de Ministros acuerda:
1. Aprobar la puesta en marcha con carácter inmediato de un nuevo tramo de la línea de 

avales creada en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, por 
un importe de 20.000 millones de euros. Mediante este cuarto tramo, el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital avalará la financiación otorgada a pequeñas y 
medianas empresas y autónomos por entidades de crédito, establecimientos financieros de 
crédito, entidades de dinero electrónico y entidades de pagos para paliar los efectos en su 
actividad como consecuencia del COVID-19. Los avales del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital serán gestionados a través del Instituto de Crédito 
Oficial en los términos previstos en este Acuerdo.
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2. Los importes correspondientes a los quebrantos que se produzcan por la ejecución de 
los avales descritos en el anexo I se atenderán conforme a los términos establecidos en el 
mismo y las aplicaciones presupuestarias que en su momento determine el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital. Los gastos de gestión y administración del 
Instituto de Crédito Oficial de los avales se atenderán desde las partidas presupuestarias del 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecidas al efecto y 
conforme a los términos indicados en los anexos de este Acuerdo y la autorización de límites 
para adquirir compromisos de gasto en ejercicios futuros recogida en el anexo II de este 
Acuerdo.

3. Autorizar al Instituto de Crédito Oficial a cargar en el Fondo de Provisión creado por el 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de octubre, sobre medidas urgentes en materia 
presupuestaria, tributaria y financiera, los quebrantos por ejecución de los avales, así como 
los costes financieros y gastos de gestión y administración que para el Instituto de Crédito 
Oficial suponga la instrumentación de la línea de avales por cuenta del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital.

4. Facultar al Instituto de Crédito Oficial para que, en el ámbito de sus competencias, a 
través de sus órganos competentes, resuelva cuantas incidencias prácticas pudiesen 
plantearse para la ejecución de esta línea de avales y durante toda la vigencia de las 
operaciones. En aquellas cuestiones que puedan tener implicaciones presupuestarias o para 
su equilibro financiero, el Instituto de Crédito Oficial podrá hacer las propuestas 
correspondientes a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos para su 
consideración.

5. En relación con el cumplimiento de la normativa de Ayudas de Estado, este tramo de 
la línea de avales se configura de conformidad con el Marco Nacional Temporal relativo a las 
medidas de ayuda a empresas y autónomos consistentes en subvenciones directas, 
anticipos reembolsables, ventajas fiscales, garantías de préstamos y bonificaciones de tipos 
de interés en préstamos destinadas a respaldar la economía en el contexto del actual brote 
de COVID-19, aprobado por la Comisión Europea en su Decisión SA.56851 (2020/N), de 2 
de abril.

EXPOSICIÓN
El Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 

hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, establece una serie de medidas 
para preservar la normalidad de los flujos de financiación y los niveles de circulante y 
liquidez, contribuyendo así a que empresas y autónomos sigan abonando los salarios de los 
empleados y las facturas a proveedores, manteniendo la actividad económica. Entre estas 
medidas, el artículo 29 de esta norma prevé una línea de avales por importe máximo de 
100.000 millones de euros que aportará el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para la cobertura de la financiación otorgada por entidades 
financieras a empresas y autónomos. El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, también 
prevé que puedan beneficiarse de los avales los pagarés incorporados al Mercado de Renta 
Fija de la Asociación de Intermediarios de Activos Financieros (AIAF) y al Mercado 
Alternativo de Renta Fija (MARF), así como un reforzamiento del reaval concedido por la 
Compañía Española de Reafianzamiento, Sociedad Anónima (CERSA), aumentando así la 
capacidad de aval de las Sociedades de Garantía Recíproca.

Hasta el momento, se han puesto a disposición de empresas y autónomos 60.000 
millones de euros para avalar la financiación concedida por entidades de crédito, 
establecimientos financieros de crédito, entidades de pago y entidades de dinero electrónico, 
que se han visto complementados por 4.000 millones de euros para avalar las emisiones de 
pagarés en el MARF y 500 millones de euros para reforzar el reaval que CERSA concede a 
las Sociedades de Garantía Recíproca.

La práctica está demostrando que las pymes y los autónomos son los que están 
recurriendo de manera más destacable a la financiación avalada, cuestión lógica, dado el 
papel fundamental que juegan en el sostenimiento de la actividad económica del país. Por 
ello, mediante este Acuerdo, se liberan 20.000 millones de euros más en avales para pymes 
y autónomos. De este modo, hasta la fecha, de los 84.500 millones de euros liberados en 
avales, los autónomos y pymes se van a beneficiar de 60.000 millones de euros en avales a 
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financiación canalizada directamente por entidades de crédito establecimientos financieros 
de crédito, entidades de pago y entidades de dinero electrónico.

ANEXO I
Las condiciones aplicables y requisitos para cumplir son los siguientes:

Primero.  
Todas las condiciones y términos previstos en los Acuerdos de Consejo de Ministros de 

24 de marzo y 10 de abril de 2020, incluyendo sus anexos, y la parte relevante del Acuerdo 
de Consejo de Ministros de 5 de mayo 2020, incluyendo el anexo I, se entenderán aplicables 
también a este cuarto tramo, no siendo necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de 
Consejo de Ministros.

Segundo.  
Adicionalmente a las anteriores, se establecen las siguientes condiciones, que serán 

incorporadas en el contrato marco que las entidades hayan formalizado con ICO:
Importe total del cuarto tramo de la línea de avales: Hasta 20.000 millones de euros, 

aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital para 
renovaciones y nuevos préstamos concedidos a autónomos y empresas que reúnan la 
condición de pyme.

Plazo de solicitud de los avales: Los avales de este cuarto tramo podrán solicitarse hasta 
el 30 de septiembre de 2020. El plazo podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de 
Ayudas de Estado de la UE, por Acuerdo de Consejo de Ministros.

Tercero.  
La distribución de la línea de avales entre los operadores se llevará a cabo conforme a 

los mismos criterios que los establecidos en el Acuerdo de Consejo de ministros de 10 de 
abril para el segundo tramo, si bien para este cuarto tramo la distribución del volumen 
máximo asignado será válida hasta el 30 de junio. A partir de esa fecha, los importes de aval 
asignados y no utilizados por las entidades se distribuirán entre el resto de operadores, de 
forma proporcional al importe de aval que hubieran utilizado hasta esa fecha.

ANEXO II

Primero.  
Los límites autorizados en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020, 

para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en aplicación de los 
dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, para financiar por parte del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital los gastos de gestión y administración incurridos por ICO en la 
implementación del primer tramo de la línea de avales prevista en el artículo 29 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con cargo a la partida presupuestaria 27.03.931M.359 
«Otros gastos financieros», y que fueron ampliados en los Acuerdos de Consejo de Ministros 
de 10 de abril y 5 de mayo de 2020, se consideran asimismo ampliados y adaptados 
proporcionalmente y en plazo al tramo adicional previsto este Acuerdo.

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital: Techo máximo de gasto

Millones de euros

Tramo I
ACM 24.03.2020

Tramo II
ACM 10.04.2020

Tramo III
ACM 05.05.2020

Tramo IV
ACM 19.05.202

Tramo MARF
ACM Total

Importe avales 20.000 20.000 20.000 20.000 4.000 84.000
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Tramo I
ACM 24.03.2020

Tramo II
ACM 10.04.2020

Tramo III
ACM 05.05.2020

Tramo IV
ACM 19.05.202

Tramo MARF
ACM Total

Años Otros gastos financieros 27.03.931M. 359
2020 0 0 0 0 0 0
2021 0 0 0 0 0 0
2022 2 2 2 2 0,4 8,4
2023 2 2 2 2 0,4 8,4
2024 2 2 2 2 0,4 8,4
2025 2 2 2 2 0,4 8,4
2026 2 2 2 2 0,4 8,4
2026 0 0 0 0 0 0
2028 0 0 0 0 0 0
Total 10 10 10 10 2 42

Comisión de gestión y administración: 0,05 % flat, calculada sobre el volumen de cartera 
avalada prorrateada cinco años.

Segundo.  
ICO podrá contratar o ampliar contratos existentes directamente conforme a la excepción 

prevista en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, mediante adjudicación directa y hasta un límite de 1 millón de euros por contrato, los 
servicios de apoyo externo que sean necesarios para la puesta en marcha y seguimiento de 
las iniciativas previstas en este Acuerdo.
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§ 23

Resolución de 16 de junio de 2020, de la Secretaría de Estado de 
Economía y Apoyo a la Empresa, por la que se publica el Acuerdo 
del Consejo de Ministros de 16 de junio de 2020, por el que se 
establecen los términos y condiciones del quinto tramo de la línea de 
avales a préstamos concedidos a empresas y autónomos, a 
préstamos concedidos a pymes y autónomos del sector turístico y 
actividades conexas, y financiación concedida a empresas y 
autónomos para la adquisición de vehículos de motor de transporte 
por carretera de uso profesional, y se autorizan límites para adquirir 
compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros, en aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital
«BOE» núm. 169, de 17 de junio de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-6236

El Consejo de Ministros en su reunión del día 16 de junio de 2020, ha adoptado un 
Acuerdo por el que se establecen los términos y condiciones del quinto tramo de la línea de 
avales a préstamos concedidos a empresas y autónomos, a préstamos concedidos a pymes 
y autónomos del sector turístico y actividades conexas, y financiación concedida a empresas 
y autónomos para la adquisición de vehículos de motor de transporte por carretera de uso 
profesional, y se autorizan límites para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios 
futuros, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria.

A los efectos de dar publicidad al mencionado Acuerdo del Consejo de Ministros de 16 
de junio de 2020,

Esta Secretaría de Estado de Economía y Apoyo a la Empresa ha resuelto disponer la 
publicación del mismo en el «Boletín Oficial del Estado» como anexo a la presente 
Resolución.

ANEXO
El Consejo de Ministros acuerda:
1. Aprobar la puesta en marcha con carácter inmediato del quinto tramo de la línea de 

avales creada en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
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urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, por 
un importe de 15.500 millones de euros. Mediante este nuevo tramo, el Ministerio de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital avalará la financiación otorgada por entidades 
de crédito, establecimientos financieros de crédito, entidades de dinero electrónico y 
entidades de pagos a pymes y autónomos por un importe de 7.500 millones de euros, por un 
importe de 5.000 millones de euros a grandes empresas, por un importe de 2.500 millones 
de euros a pymes y autónomos del sector turístico y actividades conexas y por un importe de 
500 millones de euros a empresas y autónomos para la adquisición o arrendamiento 
financiero u operativo de vehículos de motor de transporte por carretera de uso profesional, 
con el fin de paliar los efectos en su actividad como consecuencia del COVID-19. Los avales 
del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital serán gestionados a través 
del Instituto de Crédito Oficial en los términos previstos en este Acuerdo.

2. Los importes correspondientes a los quebrantos que se produzcan por la ejecución de 
los avales descritos en los anexos I, II y III se atenderán conforme a los términos 
establecidos en ellos y las aplicaciones presupuestarias que en su momento determine el 
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Los gastos de gestión y 
administración del Instituto de Crédito Oficial de los avales se atenderán desde las partidas 
presupuestarias del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital establecidas 
al efecto y conforme a los términos indicados en los anexos de este Acuerdo y la 
autorización de límites para adquirir compromisos de gasto en ejercicios futuros recogida en 
el anexo IV de este Acuerdo.

3. Facultar al Instituto de Crédito Oficial para que, en el ámbito de sus competencias, a 
través de sus órganos competentes, resuelvan cuantas incidencias prácticas pudiesen 
plantearse para la ejecución de esta línea de avales y durante toda la vigencia de las 
operaciones. En aquellas cuestiones que puedan tener implicaciones presupuestarias o para 
su equilibrio financiero, el Instituto de Crédito Oficial podrá hacer las propuestas 
correspondientes a la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos para su 
consideración.

4. Autorizar al Instituto de Crédito Oficial a cargar en el Fondo de Provisión creado por el 
Real Decreto-ley 12/1995, de 28 de octubre, sobre medidas urgentes en materia 
presupuestaria, tributaria y financiera, los quebrantos por ejecución de los avales, así como 
los costes financieros y gastos de gestión y administración que para el Instituto de Crédito 
Oficial suponga la instrumentación de la línea de avales por cuenta del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital.

5. En relación con el cumplimiento de la normativa de Ayudas de Estado, este tramo de 
la línea de avales se configura de conformidad con el Marco Nacional Temporal relativo a las 
medidas de ayuda a empresas y autónomos consistentes en subvenciones directas, 
anticipos reembolsables, ventajas fiscales, garantías de préstamos y bonificaciones de tipos 
de interés en préstamos destinadas a respaldar la economía en el contexto del actual brote 
de COVID-19, aprobado por la Comisión Europea en su Decisión SA.56851 (2020/N), de 2 
de abril.

EXPOSICIÓN
Es innegable que la línea de avales habilitada por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, ha sido totalmente eficiente en el cumplimiento de su objetivo principal: mitigar las 
tensiones de liquidez que el confinamiento ha generado sobre las empresas y autónomos. 
Hasta el momento, se han liberado 84.500 millones de euros en avales. La gran mayoría 
(60.000 millones de euros) han ido destinados a pymes y autónomos, motores principales de 
la actividad económica del país. Además, se han concedido 500 millones de euros para 
reforzar el reaval de CERSA a las Sociedades de Garantía Recíproca, claves también en el 
acceso de las pymes a la financiación. A su vez, las grandes empresas han gozado de una 
cuota importante de avales, con 20.000 millones de euros liberados específicamente para 
cubrir sus necesidades. Finalmente, no sólo se ha fomentado el acceso de las empresas a 
las fuentes de financiación bancarias, sino también a los mercados de capitales, a través de 
los avales concedidos a los pagarés emitidos en MARF.

Este Acuerdo termina por liberar los 15.500 millones de euros que restaban hasta llegar 
a los 100.000 millones de euros. En línea con lo que se ha venido haciendo hasta el 

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 23  Quinto tramo de la línea de avales a préstamos concedidos a empresas y autónomos

– 141 –



momento, se pondrá a disposición de pymes y autónomos un volumen mayor de avales 
(7.500 millones de euros), pero sin desatender las necesidades financieras de las grandes 
empresas, que gozarán de 5.000 millones de euros nuevos en avales. Además, se dotan 
tramos específicos adicionales de 2.500 millones de euros para atender las necesidades de 
financiación de las pymes y autónomos del sector turístico y actividades conexas y de 500 
millones de euros para nueva financiación para la compra y arrendamiento financiero u 
operativo de vehículos a motor de transporte terrestre por empresas y autónomos.

El sector turístico es unos de los más afectados económicamente por las consecuencias 
de la crisis sanitaria de COVID-19. El Gobierno, consciente del papel clave que el turismo 
juega para el conjunto de la actividad económica española y de los efectos dañinos que la 
crisis sanitaria iba a tener especialmente sobre este sector, tomó la decisión, por vía del Real 
Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, de extender la Línea Thomas Cook a todas las 
empresas y autónomos del sector turístico para paliar inicialmente los efectos económicos 
de COVID-19. El sector turístico también se ha beneficiado de los tramos desembolsados 
hasta la fecha de la línea de avales de 100.000 millones de euros del Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital, canalizada fundamentalmente a través del Instituto de 
Crédito Oficial. No obstante, dado el gran peso del turismo sobre el PIB español y sus 
efectos arrastre sobre el empleo, se considera conveniente apoyar este sector de la 
actividad económica de manera específica, poniendo a su disposición un tramo de avales 
por importe máximo de 2.500 millones de euros. Este tramo de avales estará a disposición 
de pymes y autónomos que operen en el sector turístico y actividades conexas, permitiendo 
gozar de una cobertura máxima del 80% para préstamos por un importe nominal inferior al 
millón y medio de euros.

El sector de la automoción también juega un papel clave en la economía española como 
nexo de unión entre distintas actividades económicas y por su capacidad de generación de 
empleo directo e indirecto y su aportación en la balanza comercial y en la inversión en 
innovación. Todo ello se refleja en una constante mejora de nuestra competitividad y en la 
contribución a la transformación industrial del país hacia una economía sostenible y baja en 
carbono. Con el fin de dar un impulso a la necesaria actividad inversora en este ámbito, se 
asignan 500 millones de euros para la adquisición o arrendamiento financiero u operativo por 
empresas y autónomos de vehículos de motor de transporte terrestre para uso profesional, 
contribuyendo así a la renovación necesaria del parque de este tipo de vehículos y 
fomentando tanto la movilidad sostenible como la competitividad de aquellas actividades que 
requieren de este tipo de vehículos para su desarrollo.

ANEXO I
Las condiciones aplicables y requisitos para cumplir son los siguientes:

Primero.  
Todas las condiciones y términos previstos en los Acuerdos de Consejo de Ministros 

de 24 de marzo, 10 de abril, 5 de mayo y 19 de mayo de 2020, incluyendo sus anexos, se 
entenderán aplicables también a este tramo, no siendo necesarios trámites adicionales a 
este Acuerdo de Consejo de Ministros.

Segundo.  
Adicionalmente a las anteriores, se establecen las siguientes condiciones, que serán 

incorporadas en el contrato marco que las entidades hayan formalizado con ICO.

Importe del quinto 
tramo de la línea de 
avales

Hasta 12.500 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a autónomos 
y empresas.

Importe por 
subtramos de la 
línea de avales

– Hasta 7.500 millones de euros para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a 
autónomos y pymes.
– Hasta 5.000 millones de euros para renovaciones y nuevos préstamos concedidos a 
empresas que no reúnan la condición de pyme.
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Plazo de solicitud de 
los avales

Los avales de este tramo podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 2020. El plazo 
podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas de Estado de la UE, por 
Acuerdo de Consejo de Ministros.

Tercero.  
La distribución de la línea de avales entre los operadores se llevará a cabo conforme a 

los mismos criterios que los establecidos en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 10 de 
abril para el segundo tramo, si bien para este quinto tramo, la distribución del volumen 
máximo asignado será válida hasta el 30 de junio. A partir de esta fecha, los importes de 
aval asignados y no utilizados por las entidades se distribuirán entre el resto de operadores, 
de forma proporcional al importe del aval que hubieran utilizado hasta esa fecha.

ANEXO II
Las condiciones aplicables y requisitos para cumplir son los siguientes:

Primero.  
Todas las condiciones y términos previstos en los Acuerdos de Consejo de Ministros 

de 24 de marzo, 10 de abril, 5 de mayo y 19 de mayo de 2020, incluyendo sus anexos, se 
entenderán aplicables también a este tramo, no siendo necesarios trámites adicionales a 
este Acuerdo de Consejo de Ministros.

Segundo.  
Adicionalmente a las anteriores, se establecen las siguientes condiciones, que serán 

incorporadas en el contrato marco que las entidades hayan formalizado con ICO.

Importe total del tramo de la línea 
de avales

Hasta 2.500 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital para renovaciones y nuevos préstamos 
concedidos a autónomos y empresas que reúnan la condición de pyme.

Empresas destinatarias

Pymes y autónomos del sector turístico y actividades conexas que desarrollen su actividad en alguno de los CNAE indicados a continuación:
Sector Turístico y actividades conexas

CNAE Actividad CNAE
493 Otro transporte terrestre de pasajeros
4931 Transporte terrestre urbano y suburbano de pasajeros
4932 Transporte por taxi
4939 Otros tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.
511 Transporte aéreo de pasajeros
5110 Transporte aéreo de pasajeros
5221 Actividades anexas al transporte terrestre
5222 Actividades anexas al transporte marítimo y por vías navegables interiores
5223 Actividades anexas al transporte aéreo
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CNAE Actividad CNAE
551 Hoteles y alojamientos similares
5510 Hoteles y alojamientos similares
552 Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia
5520 Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia
553 Camping y aparcamiento para caravanas
5530 Campings y aparcamientos para caravanas
559 Otros alojamientos
5590 Otros alojamientos
56 Servicios de comidas y bebidas
561 Restaurantes y puestos de comidas
5610 Restaurantes y puestos de comidas
5621 Provisión de comidas preparadas para eventos
5629 Otros servicios de comidas
5630 Establecimientos de bebidas
7711 Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros
7721 Alquiler de artículos de ocio y deportivos
7734 Alquiler de medios de navegación
7911 Actividades de las agencias de viajes
7912 Actividades de los operadores turísticos
799 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos
7990 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos
8230 Organización de convenciones y ferias de muestras
8299 Otras actividades de apoyo a las empresas n.c.o.p.
855 Otra educación
8551 Educación deportiva y recreativa
8552 Educación cultural
8553 Actividades de las escuelas de conducción y pilotaje
8559 Otra educación n.c.o.p.
8560 Actividades auxiliares a la educación
9004 Gestión de salas de espectáculos
91 Actividades de bibliotecas, archivos, museos y otras actividades culturales

9102 Actividades de museos
9103 Gestión de lugares y edificios históricos
9104 Actividades jardines botánicos, parques zoológicos y reservas naturales
9311 Gestión de instalaciones deportivas
9319 Otras actividades deportivas
9321 Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos
9329 Otras actividades recreativas y de entretenimiento

Cobertura del aval, importe máximo 
del préstamo por cliente, 
remuneración y ampliación de la 
finalidad

La cobertura del aval será de hasta el 80% del principal del préstamo.
Con cargo a este tramo, el importe nominal del préstamo a avalar no podrá superar 1.500.000 euros por empresa o autónomo.
La finalidad de la financiación podrá ser además de la cobertura de las necesidades de liquidez, la financiación de los gastos o inversiones 
necesarios para la mejora, ampliación o adaptación de las instalaciones, equipos y servicios prestados por las pymes y autónomos.

Plazo de solicitud de los avales Los avales de este tramo podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 2020. El plazo podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de 
Ayudas de Estado de la UE, por Acuerdo de Consejo de Ministros.

Otros trámites
Otros trámites No son necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de Consejo de Ministros.
Ayudas de Estado La línea está sujeta a la normativa sobre ayudas de Estado de la Unión Europea.

Tercero.  
El importe de la línea de avales se aplicará a los operadores a demanda.

ANEXO III
Las condiciones aplicables y requisitos para cumplir son los siguientes:

Primero.  
Todas las condiciones y términos previstos en los Acuerdos de Consejo de Ministros 

de 24 de marzo, 10 de abril, 5 de mayo y 19 de mayo de 2020, incluyendo sus anexos, se 
entenderán aplicables también a este tramo, no siendo necesarios trámites adicionales a 
este Acuerdo de Consejo de Ministros.

Segundo.  
Adicionalmente a las anteriores, se establecen las siguientes condiciones, que serán 

incorporadas en el contrato marco que las entidades hayan formalizado con ICO.
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Importe total del 
tramo de la línea de 
avales

Hasta 500 millones de euros, aportados por el Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital para nueva financiación concedida a empresas y autónomos, 
incluyendo el arrendamiento financiero u operativo.

Empresas 
destinatarias

Empresas y autónomos que requieran financiación para la adquisición o arrendamiento 
financiero u operativo de nuevos vehículos de motor de transporte por carretera para su 
uso profesional.

Ampliación de la 
finalidad de la 
financiación

La finalidad de la financiación será la adquisición o arrendamiento financiero u operativo 
de nuevos vehículos de motor de transporte por carretera para el uso profesional.

Plazo de solicitud de 
los avales

Los avales de este tramo podrán solicitarse hasta el 30 de septiembre de 2020. El plazo 
podrá ampliarse, siempre en línea con la normativa de Ayudas de Estado de la UE, por 
Acuerdo de Consejo de Ministros.

Otros trámites
Otros trámites No son necesarios trámites adicionales a este Acuerdo de Consejo de Ministros.
Ayudas de Estado La línea está sujeta a la normativa sobre ayudas de Estado de la Unión Europea.

Tercero.  
El importe de la línea de avales se aplicará a los operadores a demanda.

ANEXO IV

Primero.  
Los límites autorizados en el Acuerdo de Consejo de Ministros de 24 de marzo de 2020, 

para adquirir compromisos de gasto con cargo a ejercicios futuros en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 47.3 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, para financiar por parte del Ministerio de Asuntos Económicos y 
Transformación Digital los gastos de gestión y administración incurridos por ICO en la 
implementación del primer tramo de la línea de avales prevista en el artículo 29 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, con cargo a la partida presupuestaria 27.03.931M.359 
«Otros gastos financieros», y que fueron ampliados en los Acuerdos de Consejo de Ministros 
de 10 de abril, 5 de mayo y 19 de mayo de 2020, se consideran asimismo ampliados y 
adaptados proporcionalmente y en plazo al tramo adicional previsto en este Acuerdo.

Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital: Techo máximo de gasto
Millones de euros

 
Tramo I

ACM
24.03.2020

Tramo II
ACM

10.04.2020

Tramo III
ACM

05.05.2020

Tramo IV
ACM

19.05.2020

Tramo MARF
ACM

05.05.2020

Tramo V
ACM

16.06.2020
incluidos 

subtramos turismo 
y vehículos

Totali

Importe avales 20.000 20.000 20.000 20.000 4.000 15.500 99.500
Años        
2020 0 0 0 0 0 0 0
2021 0 0 0 0 0 0 0
2022 2 2 2 2 0,4 1,55 9,95
2023 2 2 2 2 0,4 1,55 9,95
2024 2 2 2 2 0,4 1,55 9,95
2025 2 2 2 2 0,4 1,55 9,95
2026 2 2 2 2 0,4 1,55 9,95
2027 0 0 0 0 0 0 0
2028 0 0 0 0 0 0 0
Total 10 10 10 10 2 7,75 49,75

i Los 500 millones de euros de la línea de avales destinados a reforzar la actividad de CERSA no son 
gestionados por ICO.

Comisión de gestión y administración: 0,05% flat, calculada sobre el volumen de cartera avalada prorrateada 5 
años.
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Segundo.  
ICO podrá contratar o ampliar contratos existentes directamente conforme a la excepción 

prevista en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, mediante adjudicación directa y hasta un límite de 1 millón de euros por contrato, los 
servicios de apoyo externo que sean necesarios para la puesta en marcha y seguimiento de 
las iniciativas previstas en este Acuerdo.
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§ 24

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

CAPÍTULO I
Medidas de apoyo a los trabajadores, consumidores, familias y colectivos 

vulnerables

[ . . . ]
IV

Artículo 21.  Suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin 
garantía hipotecaria.

1. Se establecen medidas conducentes a procurar la suspensión temporal de las 
obligaciones contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria que 
estuviera vigente a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando esté 
contratado por una persona física que se encuentre en situación de vulnerabilidad 
económica, en la forma definida en el artículo 16, como consecuencia de la crisis sanitaria 
provocada por el COVID-19.

En todo caso, los contratos de arrendamiento financiero se entenderán incluidos dentro 
del ámbito de aplicación objetivo de la suspensión temporal a que se refiere el párrafo 
anterior.

2. Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor 
principal en los que concurran las circunstancias señaladas en el artículo 16.

Artículo 22.  Fiadores o avalistas.
Los fiadores o avalistas a los que les resulte de aplicación la suspensión de las 

obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán exigir que 
el acreedor agote el patrimonio del deudor principal antes de reclamarles la deuda 
garantizada, aun cuando en el contrato hubieran renunciado expresamente al beneficio de 
excusión.
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Artículo 23.  Solicitud de la suspensión.
Los deudores comprendidos en el ámbito de aplicación de la suspensión de las 

obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria podrán solicitar 
del acreedor, hasta el 29 de septiembre de 2020 la suspensión de sus obligaciones. Los 
deudores acompañarán, junto a la solicitud de suspensión, la documentación prevista en el 
artículo 17.

Artículo 24.  Concesión de la suspensión.
1. Una vez realizada la solicitud de la suspensión a la que se refiere el artículo 23 de 

este real decreto-ley y acreditada la situación de vulnerabilidad económica, el acreedor 
procederá a la suspensión automática de las obligaciones derivadas del crédito sin garantía 
hipotecaria.

2. Al igual que en la moratoria de los préstamos hipotecarios regulada en los artículos 7 
a 16 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, la aplicación de la suspensión no 
requerirá acuerdo entre las partes para que surta efectos, ni novación contractual alguna. La 
suspensión de las obligaciones contractuales surtirá efectos desde la solicitud del deudor al 
acreedor, acompañada de la documentación requerida, a través de cualquier medio. No 
obstante, si el crédito o préstamo estuviera garantizado mediante algún derecho inscribible 
distinto de la hipoteca o hubiera accedido al Registro de Venta a Plazos de Bienes Muebles 
a los efectos previstos en el apartado 1 del artículo 15 de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de 
Venta a Plazos de Bienes Muebles, será necesaria la inscripción de la ampliación de plazo 
que suponga la suspensión, de acuerdo con las normas generales aplicables.

3. Una vez aplicada la suspensión el acreedor comunicará al Banco de España su 
existencia y duración. Los importes que serían exigibles al deudor de no aplicarse la 
moratoria no se considerarán vencidos.

4. La suspensión tendrá una duración de tres meses ampliables mediante Acuerdo de 
Consejo de Ministros.

5. Cuando prestamista y prestatario beneficiario de la moratoria acuerden una novación, 
como consecuencia de la modificación del clausulado del contrato en aspectos distintos a la 
suspensión a la que se refiere el artículo 13 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
incorporarán, además de aquellos otros aspectos que las partes pacten, la suspensión de las 
obligaciones contractuales impuestas por este real decreto-ley y solicitadas por el deudor, 
así como el no devengo de intereses durante la vigencia de la suspensión.

6. Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en que se 
formalice, en su caso, la suspensión temporal de las obligaciones contractuales derivadas de 
todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria a que se refiere el artículo 21 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, serán los establecidos en el Decreto de 15 de 
diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 % con un límite mínimo de 25 euros y máximo 
de 50 euros, por todos los conceptos incluyendo sus copias y traslados.

Los derechos arancelarios de los registradores derivados de la constancia registral, en 
su caso, de la suspensión temporal de las obligaciones contractuales, a que se refiere el 
artículo 21 de Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, se minutarán de conformidad con 
el artículo 36.9.g) de la Ordenanza aprobada por Orden de 19 de julio 1999, por la cantidad 
fija de 6 euros.

Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 
inscripción previstos en este apartado serán satisfechos, en todo caso, por el acreedor.

7. Cuando la entidad financiera conceda, simultánea o sucesivamente, una moratoria 
legal y una moratoria convencional, el acuerdo de moratoria convencional suscrito con el 
deudor recogerá expresamente el reconocimiento de la moratoria legal, suspendiéndose los 
efectos de la moratoria convencional hasta el momento en el que finalice aquella.

8. A los efectos de este artículo, se entenderá por moratoria legal la regulada en los 
artículos 24.2 y 25 de este real decreto-ley.

9. A los efectos de este artículo, se entenderá por moratoria convencional la regulada en 
los artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 19/2020, de 26 de mayo, por el que se adoptan 
medidas complementarias en materia agraria, científica, económica, de empleo y Seguridad 
Social y tributarias para paliar los efectos del COVID-19.
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Artículo 25.  Efectos de la suspensión.
1. Durante el periodo de vigencia de la suspensión:
a) El acreedor no podrá exigir el pago de la cuota, ni de ninguno de los conceptos que la 

integran (amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni parcialmente.
b) No se devengarán ningún tipo de intereses, ni ordinarios, ni de demora.
2. La fecha del vencimiento acordada en el contrato se ampliará, como consecuencia de 

la suspensión, por el tiempo de duración de esta, sin modificación alguna del resto de las 
condiciones pactadas. Tratándose de bienes o derechos inscribibles se ajustarán a su propia 
normativa, de acuerdo con las reglas generales, y lo dispuesto en el apartado segundo del 
artículo anterior.

3. La suspensión en el pago de intereses no será aplicable a deudores o contratos 
distintos de los regulados en el presente real decreto-ley.

Artículo 26.  Consecuencias de la actuación fraudulenta del deudor en relación con la 
suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía 
hipotecaria.

Se aplicará al deudor que se hubiese beneficiado en fraude de ley de las medidas de 
suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía hipotecaria 
lo establecido en el artículo 16 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Artículo 27.  Régimen de supervisión y sanción.
1. Las entidades prestamistas supervisadas por el Banco de España remitirán cada día 

hábil a esta autoridad la siguiente información referida al día hábil precedente:
a) Número de solicitudes de suspensión presentadas por deudores.
b) Número de suspensiones concedidas.
c) Número de beneficiarios de la suspensión, desagregados, por un lado, en deudores y 

avalistas y, por otro lado, en autónomos y asalariados.
d) Número de préstamos cuyo pago se ha suspendido.
e) Saldo vivo pendiente de amortización cuyo pago se suspende.
f) CNAE de la actividad que venía realizando el deudor.
2. Los artículos 21 a 26 y el apartado primero de este artículo tendrán la consideración 

de normas de ordenación y disciplina a las que se refiere el artículo 2 de la Ley 10/2014, de 
26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito.

[ . . . ]
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§ 25

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
Disposición adicional vigésima.  Disponibilidad de los planes de pensiones en caso de 
desempleo o cese de actividad derivados de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

1. Durante el plazo de seis meses desde la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 los partícipes de los planes de pensiones 
podrán, excepcionalmente, hacer efectivos sus derechos consolidados en los siguientes 
supuestos:

a) Encontrarse en situación legal de desempleo como consecuencia de un expediente de 
regulación temporal de empleo derivado de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19.

b) Ser empresario titular de establecimientos cuya apertura al público se haya visto 
suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo.

c) En el caso de los trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad Social como tales, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y como consecuencia de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19 hayan cesado en su actividad o cuando, sin haber cesado en su actividad, su 
facturación en el mes natural anterior al que se solicita la disponibilidad del plan de 
pensiones se haya reducido, al menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio de 
facturación del semestre natural anterior, siempre que no se encuentren en alguno de los 
dos supuestos recogidos en los párrafos siguientes.

En el caso de los trabajadores autónomos agrarios de producciones de carácter 
estacional incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrario, así 
como los trabajadores de producciones pesqueras, marisqueras o de productos específicos 
de carácter estacional incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar, cuando su 
facturación promedio en los meses de campaña de producción anteriores al que se solicita la 
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prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con los mismos meses 
de la campaña del año anterior.

En el caso de los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en alguno de los 
siguientes códigos de la CNAE 2009: 5912, 5915, 5916, 5920 y entre el 9001 y el 9004 
ambos incluidos, siempre que, no cesando en su actividad, su facturación en el mes natural 
anterior al que se solicita la prestación se vea reducida en al menos un 75 por ciento en 
relación con la efectuada en los doce meses anteriores.

2. El importe de los derechos consolidados disponible no podrá ser superior a:
a) Los salarios dejados de percibir mientras se mantenga la vigencia del expediente de 

regulación temporal de empleo para el supuesto previsto en el apartado 1.a).
b) Los ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga 

la suspensión de apertura al público para el supuesto recogido en el apartado 1.b).
c) Los ingresos netos estimados que se hayan dejado de percibir mientras se mantenga 

la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 para el supuesto recogido en el 
apartado 1.c).

Los importes establecidos en los párrafos anteriores deberán ser acreditados por los 
partícipes de los planes de pensiones que soliciten la disposición de sus derechos 
consolidados.

3. Reglamentariamente podrán regularse las condiciones y términos en que podrán 
hacerse efectivos los derechos consolidados en los supuestos indicados en el apartado 1.

En todo caso, el reembolso de derechos consolidados se hará efectivo a solicitud del 
partícipe, sujetándose al régimen fiscal establecido para las prestaciones de los planes de 
pensiones. El reembolso deberá efectuarse dentro del plazo máximo de siete días hábiles 
desde que el partícipe presente la documentación acreditativa correspondiente.

4. Lo dispuesto en esta disposición será igualmente aplicable a los asegurados de los 
planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial y mutualidades de 
previsión social a que se refiere el artículo 51 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

5. El Gobierno, a propuesta de la Ministra de Asuntos Económicos y Transformación 
Digital, podrá ampliar el plazo previsto en el apartado 1 para solicitar el cobro de los planes 
de pensiones, teniendo en cuenta las necesidades de renta disponible ante la situación 
derivada de las circunstancias de la actividad económica provocadas como consecuencia de 
la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

[ . . . ]
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§ 26

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 15 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4554

[ . . . ]
Artículo 23.  Normas sobre disponibilidad excepcional de los planes de pensiones en 
situaciones derivadas de la crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.

A efectos de lo establecido en la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el 
ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, se seguirán las siguientes normas 
para la disponibilidad de derechos consolidados en planes de pensiones:

1. Podrán solicitar hacer efectivos sus derechos consolidados en los supuestos de la 
citada disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, los 
partícipes de los planes de pensiones del sistema individual y asociado, y los partícipes de 
los planes de pensiones del sistema de empleo de aportación definida o mixtos para 
aquellas contingencias definidas en régimen de aportación definida.

Los partícipes de los planes de pensiones del sistema de empleo de la modalidad de 
prestación definida o mixtos también podrán disponer, para aquellas contingencias definidas 
en régimen de prestación definida o vinculadas a la misma, de los derechos consolidados en 
caso de estar afectados por un ERTE, la suspensión de apertura al público de 
establecimientos o el cese de actividad, derivados de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, cuando lo permita el compromiso por pensiones y lo prevean 
las especificaciones del plan aprobadas por su comisión de control en las condiciones que 
estas establezcan.

2. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el apartado 1 de la disposición 
adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020 se acreditará por el partícipe del plan de 
pensiones que solicite la disposición mediante la presentación de los siguientes documentos 
ante la entidad gestora de fondos de pensiones:

a) En el supuesto de encontrarse el partícipe afectado por un expediente de regulación 
temporal de empleo (ERTE) derivado de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el 
COVID-19, se presentará el certificado de la empresa en el que se acredite que el partícipe 
se ha visto afectado por el ERTE, indicando los efectos del mismo en la relación laboral para 
el partícipe.
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b) En el supuesto de ser el partícipe empresario titular de establecimiento cuya apertura 
al público se haya visto suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 
del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se presentará declaración del partícipe en la 
que este manifieste, bajo su responsabilidad, que cumple con los requisitos establecidos en 
el apartado 1, letra b) de la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 
31 de marzo, para poder hacer efectivos sus derechos consolidados.

c) En el supuesto de ser trabajador por cuenta propia que hubiera estado previamente 
integrado en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y haya cesado en su actividad o cuya facturación se haya reducido en un 
75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado por el Gobierno, se 
presentará, según corresponda:

1.º El certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el 
órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración 
de cese de actividad declarada por el interesado; o

2.º La información contable que justifique la reducción de la facturación en los mismos 
términos que los establecidos en el artículo 17.10 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, para justificar la reducción de la facturación en la prestación extraordinaria por cese 
de actividad de los trabajadores por cuenta propia afectados por la declaración del estado de 
alarma. Los trabajadores por cuenta propia que no estén obligados a llevar los libros que 
acrediten el volumen de actividad, deberán acreditar la reducción de la facturación por 
cualquier medio de prueba admitido en derecho.

d) Si el solicitante no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos, podrá 
sustituirlo mediante una declaración responsable que incluya la justificación expresa de los 
motivos, relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal 
aportación. Tras la finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de 
un mes para la aportación de los documentos que no hubiese facilitado.

3. El importe de los derechos consolidados disponible será el justificado por el partícipe a 
la entidad gestora de fondos de pensiones, con el límite máximo de la menor de las dos 
cuantías siguientes para el conjunto de planes de pensiones de los que sea titular:

1.º Dependiendo de cuál sea el supuesto de los indicados en el apartado 1 de la 
disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo:

a) en el supuesto de encontrarse el partícipe afectado por un ERTE derivado de la 
situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19: los salarios netos dejados de 
percibir mientras se mantenga la vigencia del ERTE, con un periodo de cómputo máximo 
igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, justificados con la última 
nómina previa a esta situación;

b) en el supuesto de empresario titular de establecimiento cuya apertura al público se 
haya visto suspendida como consecuencia de lo establecido en el artículo 10 del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo: los ingresos netos estimados que se hayan dejado de 
percibir debido a la suspensión de apertura al público, con un periodo de cómputo máximo 
igual a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, justificados mediante la 
presentación de la declaración anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente al ejercicio anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido 
correspondientes al último trimestre;

c) En el supuesto de trabajadores por cuenta propia que hubieran estado previamente 
integrados en un régimen de la Seguridad Social como tal, o en un régimen de mutualismo 
alternativo a esta, y hayan cesado en su actividad o cuya facturación se haya reducido en un 
75 por ciento como consecuencia del estado de alarma decretado por el Gobierno: los 
ingresos netos que se hayan dejado de percibir durante un periodo de cómputo máximo igual 
a la vigencia del estado de alarma más un mes adicional, estimados mediante la declaración 
anual del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas correspondiente al ejercicio 
anterior y, en su caso, el pago fraccionado del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y las autoliquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido correspondientes al 
último trimestre.
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En el caso de los apartados b) y c), el solicitante deberá aportar además una declaración 
responsable en la que se cuantifique el importe mensual de reducción de ingresos.

2.º El resultado de prorratear el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM) 
anual para 12 pagas vigente para el ejercicio 2020 multiplicado por tres en la proporción que 
corresponda al período de duración del ERTE, al periodo de suspensión de la apertura al 
público del establecimiento o al periodo de cese de la actividad, según, respectivamente, 
corresponda a cada uno de los supuestos a los que se refieren los apartados a), b) y c) del 
apartado 1 de la disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo. En todo caso, en los tres supuestos el periodo de tiempo máximo a computar es la 
vigencia del estado de alarma más un mes adicional.

4. El partícipe será responsable de la veracidad de la documentación acreditativa de la 
concurrencia del supuesto de hecho que se requiera para solicitar la prestación, así como de 
la exactitud en la cuantificación del importe a percibir.

5. El reembolso deberá efectuarse dentro del plazo máximo de siete días hábiles desde 
que el partícipe presente la documentación acreditativa completa. En el caso de los planes 
de pensiones de la modalidad de empleo, dicho plazo se ampliará hasta treinta días hábiles 
desde que el partícipe presente la documentación acreditativa completa.

6. Lo dispuesto en esta disposición será igualmente aplicable a los asegurados de los 
planes de previsión asegurados, planes de previsión social empresarial y mutualidades de 
previsión social a que se refiere el artículo 51 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. En estos casos, las referencias realizadas 
en los apartados anteriores a las entidades gestoras, a los partícipes y a las especificaciones 
de planes de pensiones se entenderán referidas a las entidades aseguradoras, los 
asegurados o mutualistas, y a las pólizas de seguro o reglamento de prestaciones, 
respectivamente. En el caso de las mutualidades de previsión social que actúen como 
sistema alternativo al alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, no se podrán hacer efectivos los derechos 
económicos de los productos o seguros utilizados para cumplir con dicha función alternativa.

7. Los apartados anteriores definen los supuestos y condiciones en que podrá hacerse 
efectiva la facultad excepcional de liquidar los derechos consolidados prevista en la 
disposición adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo. En lo no 
previsto en tales apartados, se mantiene en vigor esta última disposición adicional vigésima.

8. Las cuantías y la documentación indicadas en los apartados anteriores podrán ser 
modificadas por Real Decreto, conforme a lo dispuesto en el apartado 3 de la disposición 
adicional vigésima del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051

• Véase la Orden CIN/1062/2020, de 6 de noviembre, que se dicta en cumplimiento de la 
disposición adicional duodécima del presente Real Decreto-ley, en materia de apoyo 
financiero a las actuaciones de parques científicos y tecnológicos. Ref. BOE-A-2020-14251
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§ 27

Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 65, de 13 de marzo de 2020
Última modificación: 5 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-3580

[ . . . ]
Artículo 15.  Solicitud de aplazamiento extraordinario del calendario de reembolso en 
préstamos concedidos por la Secretaría General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa.

1. Los beneficiarios de concesiones de los instrumentos de apoyo financiero a proyectos 
industriales podrán solicitar el aplazamiento del pago de principal y/o intereses de la 
anualidad en curso, siempre que su plazo de vencimiento sea inferior a 6 meses a contar 
desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando la crisis sanitaria provocada por el 
COVID-19 haya originado en dichos beneficiarios periodos de inactividad, reducción en el 
volumen de las ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de valor que les 
dificulte o impida atender al pago de la misma. Esta solicitud conllevará, en caso de 
estimarse, la correspondiente readaptación del calendario de reembolsos.

Dicha solicitud, deberá efectuarse siempre antes de que finalice el plazo de pago en 
periodo voluntario y deberá ser estimada de forma expresa por el órgano que dictó la 
resolución de concesión.

2. La solicitud presentada deberá incorporar:
a) Una memoria justificativa en la que se motive adecuadamente la dificultad de atender 

al pago del próximo vencimiento de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior. Esta 
justificación deberá incluir una imagen de las cuentas justo antes de que se produjese la 
situación a que se refiere el apartado 1, una explicación cualitativa y cuantitativa de cómo se 
ha producido esta afectación, su valoración económica y financiera, así como un plan de 
actuación para paliar esos efectos.

b) En el caso de que el plazo de realización de las inversiones no hubiera finalizado, 
deberá incluirse una memoria técnica y económica justificativa de las inversiones realizadas 
con cargo al préstamo hasta ese momento y desglosado por partidas. Se incluirá una tabla 
con los datos de las inversiones y gastos ejecutados (facturas y pagos), así como de los 
compromisos de gasto realizados, todo ello debidamente acreditado.

c) Una declaración responsable de que la empresa está al corriente de sus obligaciones 
tributarias y con la seguridad social, de que no tiene deudas por reintegros de ayudas o 
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préstamos con la Administración, y de que ha cumplido con sus obligaciones de 
presentación de cuentas ante el Registro Mercantil.

3. No podrán autorizarse modificaciones del calendario en los siguientes casos:
a) Que no exista una afectación suficientemente acreditada que justifique esa 

modificación.
b) Que la empresa no esté al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 

Social.
c) Que la empresa tenga deudas por reintegro de ayudas o préstamos con la 

Administración.
d) Que la empresa no tenga cumplidas sus obligaciones de presentación de cuentas 

ante el Registro Mercantil.
e) Que el vencimiento de deuda sea consecuencia de un reintegro por incumplimiento o 

renuncia.
f) Que en el caso de proyectos que se encuentren dentro del plazo de justificación de 

inversiones, no exista un grado de avance suficiente y que no garantice el cumplimiento de 
los objetivos comprometidos en la resolución de concesión.

4. En caso de que así se estableciera para el correspondiente programa, la solicitud de 
modificación de concesión se realizará siguiendo las instrucciones de la guía que se 
publique a estos efectos por la Secretaría General de Industria y de la Pequeña y Mediana 
Empresa.

5. El plazo máximo para la resolución del procedimiento y su notificación es de un mes 
contado a partir de la presentación de la solicitud. Si transcurrido dicho plazo el órgano 
competente para resolver no hubiese notificado dicha resolución, los interesados estarán 
legitimados para entender desestimada la solicitud.

[ . . . ]
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§ 28

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las dificultades 
transitorias consecuencia de la situación

[ . . . ]
V

Artículo 35.  Medidas financieras dirigidas a los titulares de explotaciones agrarias que 
hayan suscrito préstamos como consecuencia de la situación de sequía de 2017.

1. Se facilitará que, de manera voluntaria, los prestatarios de créditos financieros 
concedidos a titulares de explotaciones agrarias afectados por la sequía del año 2017 al 
amparo de las órdenes AAA/778/2016, de 19 de mayo, Orden APM/728/2017, de 31 de julio 
y APM/358/2018, de 2 de abril, por la que se establecen las bases reguladoras para la 
concesión de subvenciones públicas destinadas a la obtención de avales de la Sociedad 
Anónima Estatal de Caución Agraria, acuerden con las entidades financieras prolongar hasta 
en un año, que podrá ser de carencia, el periodo de amortización de los préstamos suscritos.

2. El Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación financiará el coste adicional de los 
avales concedidos por la Sociedad Anónima Estatal de Caución Agraria (SAECA) derivado 
de la ampliación del periodo de dicha operación.

3. SAECA actuará como entidad colaboradora de las subvenciones en el marco del 
convenio de colaboración suscrito al efecto con el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación, a cuyo efecto asumirá la gestión íntegra de las mismas, incluida la justificación 
y control. La presentación de la solicitud conllevará la autorización a SAECA para recabar de 
la Agencia Estatal de Administración Tributaria y de la Tesorería General de la Seguridad 
Social información relativa al cumplimiento por parte del solicitante de sus obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social siempre que no haya sido aportada dicha 
documentación por el propio solicitante. El Ministro de Agricultura, Pesca y Alimentación 
dictará resolución motivada a la vista de la propuesta de resolución que remita SAECA. El 
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periodo de admisión de solicitudes de las ayudas finalizará en un plazo de cuatro meses a 
partir de la entrada en vigor de este Real Decreto-ley.

[ . . . ]
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§ 29

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 15 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4554

[ . . . ]
Disposición transitoria quinta.  Comprobación de los requisitos de incorporación en el 
Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios.

La comprobación de la validez de las incorporaciones al Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios, establecida en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, que se encuentre 
pendiente de realizar por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social en la fecha de 
entrada en vigor de este real decreto-ley, se efectuará atendiendo a la concurrencia de los 
requisitos establecidos en el artículo 324.1 del Texto Refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
conforme a la redacción dada a dicho artículo por la disposición final sexta.

[ . . . ]
Disposición final sexta.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

Se modifican los apartados 1 y 2 del artículo 324 del texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, 
con la siguiente redacción:

«1. Quedarán incluidos en este sistema especial los trabajadores a que se refiere 
el artículo anterior que sean titulares de explotaciones agrarias y realicen en ellas 
labores agrarias de forma personal y directa, aun cuando ocupen trabajadores por 
cuenta ajena, siempre que no se trate de más de dos trabajadores que coticen con la 
modalidad de bases mensuales o, de tratarse de trabajadores que coticen con la 
modalidad de bases diarias, a las que se refiere el artículo 255, que el número total 
de jornadas reales efectivamente realizadas no supere las quinientas cuarenta y seis 
en un año, computado desde el 1 de enero a 31 de diciembre de cada año. El 
número de jornadas reales se reducirá proporcionalmente en función del número de 
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días de alta del trabajador por cuenta propia agrario en este Sistema Especial 
durante el año natural de que se trate.

Las limitaciones en la ocupación de trabajadores por cuenta ajena a que se 
refiere el párrafo anterior se entienden aplicables por cada explotación agraria.

2. A los efectos previstos en este sistema especial, se entiende por explotación 
agraria el conjunto de bienes y derechos organizados por su titular en el ejercicio de 
la actividad agraria, y que constituye en sí misma unidad técnico-económica, 
pudiendo la persona titular o titulares de la explotación serlo por su condición de 
propietaria, arrendataria, aparcera, cesionaria u otro concepto análogo, de las fincas 
o elementos materiales de la respectiva explotación agraria.

A este respecto se entiende por actividad agraria el conjunto de trabajos que se 
requiere para la obtención de productos agrícolas, ganaderos y forestales.

A los efectos previstos en este sistema especial, se considerará actividad agraria 
la venta directa por parte de la agricultora o agricultor de la producción propia sin 
transformación o la primera transformación de los mismos cuyo producto final esté 
incluido en el anexo I del artículo 38 del Tratado de funcionamiento de la Unión 
Europea, dentro de los elementos que integren la explotación, en mercados 
municipales o en lugares que no sean establecimientos comerciales permanentes, 
considerándose también la actividad agraria toda aquella que implique la gestión o la 
dirección y gerencia de la explotación.»

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051

• Véase la Orden CIN/1062/2020, de 6 de noviembre, que se dicta en cumplimiento de la 
disposición adicional duodécima del presente Real Decreto-ley, en materia de apoyo 
financiero a las actuaciones de parques científicos y tecnológicos. Ref. BOE-A-2020-14251
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§ 30

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Medidas para sostener la actividad económica ante las dificultades transitorias 
consecuencia del COVID-19

Sección 1.ª Medidas de apoyo a la industrialización

Artículo 38.  Modificación del momento y plazo para aportación de garantías en las 
convocatorias de préstamos concedidos por la SGIPYME pendientes de resolución en el 
momento de entrada en vigor del Real Decreto 462/2000, de 14 de marzo.

1. Con carácter temporal, y solo a efectos de las convocatorias de préstamos concedidos 
por la SGIPYME que se encontrasen pendientes de resolución en el momento de entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo por el que se declara el estado de alarma 
para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, las garantías 
a aportar por los solicitantes se presentarán tras la resolución de concesión y con 
anterioridad al pago del préstamo.

2. Una vez resuelta la convocatoria, los beneficiarios deberán aportar las garantías por el 
importe indicado en la resolución de concesión y en las modalidades establecidas en dichas 
convocatorias.

3. El plazo para presentar las garantías finalizará el 3 de noviembre de 2020. De no 
presentarse antes de la finalización de dicho plazo, el beneficiario perderá el derecho al 
cobro del préstamo.

4. En el momento del pago deberán cumplirse el resto de requisitos establecidos en las 
órdenes de convocatoria.

5. El artículo 10 de la Orden ICT/1100/2018, de 18 de octubre, por la que se establecen 
las bases reguladoras para la concesión de apoyo financiero a la inversión industrial en el 
marco de la política pública de reindustrialización y fortalecimiento de la competitividad, 
queda suspendido para la convocatoria correspondiente al año 2019 en lo que contradiga a 
los puntos 1 a 5 de este artículo. Queda suspendido, en los mismos términos, el apartado 
noveno de la Orden por la que se realiza la convocatoria para el año 2019.
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6. Los artículos 13 y 25 de la Orden ICT/859/2019, de 1 de agosto, por la que se 
establecen las bases para la concesión de apoyo financiero a proyectos industriales de 
Investigación, Desarrollo e Innovación en el ámbito de la industria manufacturera, quedan 
suspendidos para la convocatoria correspondiente al año 2019 en lo que contradigan a los 
puntos 1 a 5 de este artículo. Quedan derogados, en los mismos términos, los apartados 
undécimo y decimoséptimo de la Orden por la que se realiza la convocatoria para el año 
2019.

Artículo 39.  Refinanciación de los préstamos concedidos por la SGIPYME.
1. Los beneficiarios de concesiones de préstamos a proyectos industriales otorgados por 

la Secretaría General de Industria y de la PYME podrán solicitar modificaciones del cuadro 
de amortización del mismo durante el plazo de dos años y medio contados desde la entrada 
en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo; siempre y cuando la crisis sanitaria 
provocada por el COVID-19 haya provocado periodos de inactividad del beneficiario, 
reducción en el volumen de sus ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de 
valor.

Dicha solicitud, que deberá presentarse al menos dos meses antes del primer 
vencimiento del préstamo que se quiere modificar, será resuelta de forma expresa por el 
órgano que dictó la resolución de concesión. El plazo para la resolución será de 6 meses 
desde la presentación de la solicitud. Si transcurrido dicho plazo el órgano competente para 
resolver no hubiese notificado dicha resolución, los interesados estarán legitimados para 
entender desestimada la solicitud.

2. La solicitud presentada deberá incorporar:
a) Una memoria justificativa en la que se motive adecuadamente la dificultad de atender 

al calendario de pagos vigente de acuerdo con lo establecido en el apartado anterior. Esta 
justificación deberá incluir un balance y cuenta de pérdidas y ganancias provisionales justo 
antes de que se produjese la situación a que se refiere el apartado 1, una explicación 
cualitativa y cuantitativa de cómo se ha producido esta afectación, su valoración económica 
y financiera, así como un plan de actuación para paliar esos efectos.

b) En el caso de que el plazo de realización de las inversiones no hubiera finalizado, 
deberá incluirse una memoria técnica y económica justificativa de las inversiones realizadas 
con cargo al préstamo hasta ese momento y desglosado por partidas. Se incluirá una tabla 
con los datos de las inversiones y gastos ejecutados (facturas y pagos), así como de los 
compromisos de gasto realizados, todo ello debidamente acreditado.

c) Una declaración responsable de que la empresa está al corriente de sus obligaciones 
tributarias y con la seguridad social, de que no tiene deudas por reintegros de ayudas o 
préstamos con la Administración, y de que ha cumplido con sus obligaciones de 
presentación de cuentas ante el Registro Mercantil o ante el correspondiente Registro de 
Cooperativas.

d) El detalle de la modificación del cuadro solicitada.
3. No podrán autorizarse modificaciones del calendario en los siguientes casos:
a) Que no exista una afectación suficientemente acreditada que justifique esa 

modificación.
b) Que la empresa no esté al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 

Social.
c) Que la empresa tenga deudas por reintegro de ayudas o deudas por reembolso de 

préstamos con la Administración.
d) Que la empresa no tenga cumplidas sus obligaciones de presentación de cuentas 

ante el Registro Mercantil o ante el correspondiente Registro de Cooperativas.
e) Que el vencimiento de deuda sea consecuencia de un reintegro por incumplimiento o 

renuncia.
f) Que en el caso de proyectos que se encuentren dentro del plazo de justificación de 

inversiones, no exista un grado de avance suficiente y que no garantice el cumplimiento de 
los objetivos comprometidos en la resolución de concesión.

4. Las modificaciones del cuadro de amortización podrán consistir en:

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 30  Apoyo a la industrialización y aplazamiento de préstamos de CCAA y EELL [parcial]

– 162 –



a) Aumento del plazo máximo de amortización.
b) Aumento del plazo máximo de carencia, si aún no se hubiera producido vencimiento 

de alguna cuota de principal.
c) Otras modificaciones que cumplan con lo establecido en el punto 5 de este artículo.
5. Las modificaciones que se concedan se realizarán de forma que se respeten los 

mismos niveles máximos de intensidad de ayuda y mismos niveles de riesgo que en el 
momento de la concesión. La ayuda equivalente se calculará en el momento de la concesión 
de la modificación del cuadro de amortización. Para ello podrán realizarse modificaciones del 
tipo de interés y/o de las garantías asociadas a los préstamos.

Una vez estudiada la solicitud, se notificará una propuesta de modificación del calendario 
de reembolso para que, en el plazo de diez días hábiles, el solicitante acepte la propuesta o 
presente las alegaciones que estime oportunas. En el caso de que se presenten 
alegaciones, se notificará una segunda y definitiva propuesta de modificación de calendario 
de reembolsos, la cual solo podrá ser aceptada o rechazada, sin perjuicio de que el 
beneficiario pueda presentar una nueva solicitud de refinanciación.

6. Durante el plazo de dos años y medio contados desde la entrada en vigor del Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y siempre que se haya finalizado la verificación técnico-
económica del proyecto, se permitirá la subrogación de una entidad de crédito en la 
obligación de devolución del préstamo por parte del beneficiario. En aquellos préstamos con 
tipo de interés, se podrá disminuir el tipo de interés a asumir por la entidad de crédito, 
respetando el tipo de interés mínimo exigible para los préstamos otorgados por el Estado, 
fijado en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.

7. Los programas a los que se aplica esta medida son los programas de la SGIPYME de 
Reindustrialización, Competitividad de Sectores Estratégicos Industriales, Competitividad del 
Sector Automoción, Reindustrialización y Fortalecimiento de la Competitividad Industrial, 
Industria Conectada 4.0 e I+D+i en el ámbito de la industria manufacturera.

8. Quedan suspendidos por el plazo de dos años y medio contados desde la entrada en 
vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, los artículos de las órdenes de bases y de 
las convocatorias, en virtud de las cuales se otorgaron los préstamos afectados por esta 
medida, en todo lo que contradigan lo dispuesto en este artículo.

9. La presentación de una solicitud de refinanciación no supone la suspensión de los 
vencimientos de los préstamos. Si se produjera el vencimiento de alguna cuota antes de 
dictarse la resolución de modificación del calendario de reembolsos, ésta seguirá el 
procedimiento recaudatorio habitual establecido.

Artículo 40.  Devolución de gastos y concesión de ayudas por cancelación de actividades de 
promoción del comercio internacional y otros eventos internacionales.

1. Se habilita a ICEX España Exportación e Inversiones para la devolución a las 
empresas que hayan incurrido en gastos no recuperables en esta o futuras ediciones, de las 
cuotas pagadas para la participación en las ferias, u otras actividades de promoción de 
comercio internacional, que hayan sido convocadas por la entidad, cuando estas sean 
canceladas, gravemente afectadas o aplazadas por el organizador como consecuencia del 
COVID 19. En el supuesto de aplazamiento la empresa deberá justificar motivadamente su 
imposibilidad de acudir a la nueva edición.

2. Se habilita a conceder y pagar ayudas a las empresas que fueran a participar en los 
eventos internacionales organizados a través de las entidades colaboradoras de ICEX y a 
las propias entidades colaboradoras, en función de los gastos incurridos no recuperables en 
esta o futuras ediciones, cuando las actividades sean canceladas como consecuencia del 
COVID 19.

Artículo 41.  EMPRENDETUR.
Con carácter general se suspende, sin necesidad de solicitud previa y durante un 

período de un año, el pago de intereses y amortizaciones correspondientes a préstamos 
concedidos por la Secretaría de Estado de Turismo al amparo de las disposiciones 
siguientes:
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– Orden IET/2481/2012, de 15 de noviembre, por la que se aprueban las bases 
reguladoras de la concesión de ayudas para proyectos y actuaciones dentro del programa 
Emprendetur I+D+i compuesto por las líneas Emprendetur I+D y Emprendetur Desarrollo de 
productos innovadores en el marco del Plan Nacional e Integral del Turismo (BOE núm. 279, 
de 20 de noviembre de 2012).

– Orden IET/476/2013, de 14 de marzo, por la que se modifica la Orden IET/2482/2012, 
de 15 de noviembre, por la que se establecen las bases reguladoras de la concesión de 
ayudas para proyectos y actuaciones dentro del programa Emprendetur Jóvenes 
Emprendedores en el marco del Plan Nacional e Integral del Turismo (BOE núm. 73, de 26 
de marzo de 2013).

– Y Orden IET/2200/2014, de 20 de noviembre, por la que se aprueban las bases 
reguladoras de la concesión de ayudas para proyectos y actuaciones dentro del programa 
Emprendetur Internacionalización en el marco del Plan Nacional Integral de Turismo (BOE 
núm. 285, de 25 de noviembre de 2014).

En consecuencia, los pagos en concepto de intereses y amortizaciones de los referidos 
préstamos que debieran realizarse por los prestatarios a partir de la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, serán exigibles en la misma fecha del año siguiente al que figura en la 
resolución de concesión del préstamo, sin que ello implique el devengo de intereses 
adicionales.

Se amplía durante un año adicional la suspensión del pago de intereses y amortizaciones 
correspondientes a préstamos Emprendetur prevista en el presente artículo, según establece la 
disposición adicional 2 del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo. Ref. BOE-A-2021-3946

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Otras medidas

[ . . . ]
Artículo 50.  Aplazamiento extraordinario del calendario de reembolso en préstamos 
concedidos por Comunidades Autónomas y Entidades Locales a empresarios y autónomos 
afectados por la crisis sanitaria provocada por el COVID-19.

1. Aquellas empresas y trabajadores autónomos que sean prestatarios de créditos o 
préstamos financieros cuya titularidad corresponda a una Comunidad Autónoma o Entidad 
Local podrán solicitar el aplazamiento del pago de principal y/o intereses a satisfacer en lo 
que resta de 2020. Para optar a este aplazamiento extraordinario es necesario que la crisis 
sanitaria provocada por el COVID-19 o las medidas adoptadas para paliar la misma hayan 
originado en dichas empresas o autónomos periodos de inactividad, reducción significativa 
en el volumen de las ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de valor que les 
dificulte o impida atender al pago de la misma. Dicha solicitud, deberá efectuarse siempre 
antes de que finalice el plazo de pago en periodo voluntario y deberá ser estimada de forma 
expresa por el órgano que dictó la resolución de concesión en los términos establecidos en 
este artículo.

2. Este precepto solo afectará a los préstamos financieros concedidos exclusivamente 
por entidades incluidas en el sector Administraciones Públicas conforme a lo establecido en 
las letras a), b) y c) del artículo 2.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y que tengan la consideración contable de 
pasivos financieros en los prestatarios, que serán entidades empresariales que no formen 
parte del sector público y trabajadores autónomos.

El aplazamiento extraordinario regulado en este precepto no será aplicable cuando la 
Administración Pública prestamista ya haya adoptado una medida similar.
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En caso de que los préstamos financieros se hayan concedido en el marco de convenios 
con entidades de crédito, cualquier aplazamiento o modificación se realizará de acuerdo con 
dichas entidades.

Sin perjuicio de las medidas que adopten la Administración correspondiente, tampoco 
será aplicable a préstamos participativos, operaciones de capital riesgo, instrumentos de 
cobertura, derivados, subvenciones, avales financieros y, en general, cualquier operación de 
carácter financiero que no se ajuste a préstamos financieros en términos de mercado.

3. La solicitud presentada deberá incorporar:
a) Una memoria justificativa en la que se acredite la insuficiencia de recursos ordinarios 

o dificultad grave para atender al pago de los vencimientos de acuerdo con lo establecido en 
el apartado anterior. Esta justificación deberá incluir un estado de las cuentas justo antes de 
que se produjese la situación a que se refiere el apartado 1, una explicación cualitativa y 
cuantitativa de cómo se ha producido esta afectación, su valoración económica y financiera, 
así como un plan de actuación para paliar esos efectos. Podrá incluirse cualquier documento 
que se ajuste a derecho que acredite la insuficiencia o dificultad grave. La Administración 
afectada podrá aprobar un formulario normalizado de la solicitud y otra documentación 
anexa.

b) Una declaración responsable de que la empresa está al corriente de sus obligaciones 
tributarias y con la Seguridad Social, de que no tiene deudas por reintegros de ayudas o 
préstamos con la Administración, y de que ha cumplido, en su caso, con sus obligaciones de 
presentación de cuentas ante el Registro Mercantil.

c) Declaración responsable de que se respetan los límites de intensidad de ayuda 
permitidos y resto de regulación establecida por la normativa comunitaria en materia de 
ayudas de Estado.

En caso de que la documentación anterior incluya datos falsos o sesgados y que hayan 
servido de fundamento para la concesión del aplazamiento, determinará el vencimiento 
anticipado de la totalidad del préstamo, sin perjuicio de otras responsabilidades aplicables.

4. El aplazamiento podrá ser concedido por el órgano concedente de la Administración 
prestamista, previo informe favorable de la consejería o concejalía que tenga competencias 
en materia de hacienda y presupuestos. El plazo máximo para la resolución del 
procedimiento y su notificación es de un mes contado a partir de la presentación de la 
solicitud. Si transcurrido dicho plazo el órgano competente para resolver no hubiese 
notificado dicha resolución, los interesados estarán legitimados para entender desestimada 
la solicitud. Desde la solicitud del aplazamiento hasta 15 días después de su resolución 
expresa o presunta serán inaplicables las cláusulas de vencimiento anticipado vinculadas al 
impago de los vencimientos del préstamo.

5. La estimación de la solicitud llevará consigo la modificación del calendario de 
reembolsos, respetando el plazo máximo del préstamo, pudiendo las cuotas aplazadas ser 
objeto de fraccionamiento. Las cuotas aplazadas devengarán el tipo de interés fijado para el 
préstamo o crédito objeto del aplazamiento. En ningún caso, se aplicarán gastos ni costes 
financieros.

[ . . . ]
Disposición adicional séptima.  Fondos provenientes de la recaudación de la cuota de 
formación profesional para el empleo para el año 2020.

Uno. Con carácter excepcional y extraordinario, debido al impacto económico de las 
medidas aprobadas para hacer frente a la crisis sanitaria provocada por el COVID-19, los 
ingresos derivados de la cotización por formación profesional obtenidos en el ejercicio 2020, 
podrán destinarse a la financiación de cualquiera de las prestaciones y acciones del sistema 
de protección por desempleo definidas en el artículo 265 del Real Decreto legislativo 8/2015, 
de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, o para financiar programas que fomenten la contratación de personas desempleadas 
o les ayuden a recuperar empleo.

Dos. Se da nueva redacción al apartado Uno de la disposición adicional centésima 
vigésima cuarta de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2018, que queda redactado como sigue:

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 30  Apoyo a la industrialización y aplazamiento de préstamos de CCAA y EELL [parcial]

– 165 –



«Sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos provenientes de la 
cuota de formación profesional se destinarán, en la proporción que 
reglamentariamente se determine, a financiar los gastos del sistema de formación 
profesional para el empleo regulado por la Ley 30/2015, de 9 de septiembre, por la 
que se regula el Sistema de Formación Profesional para el Empleo en el ámbito 
laboral, incluyendo los correspondientes a programas públicos de empleo y 
formación, todo ello con el objeto de impulsar y extender entre las empresas y los 
trabajadores ocupados y desempleados una formación que responda a sus 
necesidades del mercado laboral y contribuya al desarrollo de una economía basada 
en el conocimiento.»

[ . . . ]
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§ 31

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2020-3824

CAPÍTULO I
Medidas de apoyo a los trabajadores, familias y colectivos vulnerables

[ . . . ]
V

Artículo 17.  Prestación extraordinaria por cese de actividad para los afectados por 
declaración del estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19.

1. Con carácter excepcional y vigencia limitada hasta el último día del mes en que 
finalice el estado de alarma declarado por Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el 
que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el COVID-19, tendrán derecho a una prestación extraordinaria por cese de 
actividad:

a) Los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos, los trabajadores autónomos agrarios incluidos en el Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios y los trabajadores autónomos incluidos en el 
Régimen Especial de Trabajadores del Mar cuyas actividades queden suspendidas, en virtud 
de lo previsto en el mencionado Real Decreto.

b) Los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos, los trabajadores autónomos agrarios incluidos en el Sistema Especial para 
Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios y los trabajadores autónomos incluidos en el 
Régimen Especial de Trabajadores del Mar que, no cesando en su actividad, su facturación 
en el mes natural anterior al que se solicita la prestación se vea reducida, al menos, en un 75 
por ciento en relación con el promedio de facturación del semestre natural anterior, siempre 
que no se encuentren en algunos de los supuestos recogidos en las letras c) y d) siguientes.

c) Los trabajadores autónomos agrarios de producciones de carácter estacional incluidos 
en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrario, así como los 
trabajadores de producciones pesqueras, marisqueras o de productos específicos de 
carácter estacional incluidos en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar, cuando su 
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facturación promedio en los meses de campaña de producción anteriores al que se solicita la 
prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con los mismos meses 
de la campaña del año anterior.

d) Los trabajadores autónomos que desarrollen actividades en alguno de los siguientes 
códigos de la CNAE 2009: 5912, 5915, 5916, 5920 y entre el 9001 y el 9004 ambos 
incluidos, siempre que, no cesando en su actividad, su facturación en el mes natural anterior 
al que se solicita la prestación se vea reducida en al menos un 75 por ciento en relación con 
la efectuada en los 12 meses anteriores.

2. Son requisitos para causar derecho a esta prestación:
a) Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma, en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

b) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo 
previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, acreditar la reducción de sus 
ingresos en, al menos, un 75 por ciento, en los periodos recogidos en las letras b), c) y d) del 
apartado anterior.

c) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si en 
la fecha de la suspensión de la actividad o de la reducción de la facturación, como 
consecuencia de la declaración del estado de alarma, no se cumpliera este requisito, el 
órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de 
treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá 
plenos efectos para la adquisición del derecho a la protección.

d) No será necesario para causar derecho a esta prestación tramitar la baja en el 
régimen de Seguridad Social correspondiente.

3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo se determinará aplicando el 70 
por ciento a la base reguladora, calculada de conformidad con lo previsto en el artículo 339 
de la Ley General de la Seguridad Social, aprobada mediante Real Decreto Legislativo 
8/2015, de 30 de octubre. Cuando no se acredite el período mínimo de cotización para tener 
derecho a la prestación, la cuantía de la prestación será equivalente al 70 por ciento de la 
base mínima de cotización en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, que les corresponda por actividad.

4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo tendrá una 
duración de un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que finalice 
el estado de alarma, en el supuesto de que este se prorrogue y tenga una duración superior 
al mes. El tiempo de su percepción se entenderá como cotizado, no existirá obligación de 
cotizar y no reducirá los períodos de prestación por cese de actividad a los que el 
beneficiario pueda tener derecho en el futuro.

Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán a cargo de los 
presupuestos de la Seguridad Social en el caso de la aportación por contingencias comunes, 
de las mutuas colaboradoras o, en su caso, entidad gestora correspondiente, en el caso de 
la aportación por contingencias profesionales y cese de la actividad, y con cargo a los 
presupuestos de las entidades correspondientes en el caso del resto de aportaciones.

5. Esta prestación será compatible con cualquier otra prestación de seguridad social que 
el beneficiario viniera percibiendo y fuera compatible con el desempeño de la actividad que 
desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será incompatible 
con la percepción de la ayudas por paralización de la flota.

6. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

7. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 31  Prestación extraordinaria por cese de actividad para los trabajadores autónomos [parcial]

– 168 –



Los trabajadores autónomos que no hubieran ejercido la opción prevista en el artículo 
83.1.b) del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, deberán, para causar derecho a esta 
prestación, presentar la solicitud ante una mutua colaboradora con la Seguridad Social, 
entendiéndose desde ese momento realizada la opción prevista en el mencionado artículo 
con efectos del primer día del mes en que se cause el derecho a la prestación extraordinaria 
por cese de actividad. Junto con la solicitud de la prestación deberán formalizar la 
correspondiente adhesión con dicha mutua, que incluirá la cobertura de las contingencias 
profesionales, incapacidad temporal por contingencias comunes y la prestación de cese de 
actividad que hasta el momento tuvieran cubiertas con el Instituto Nacional de la Seguridad 
Social y con el Servicio Público de Empleo Estatal.

La Tesorería General de la Seguridad Social tomará razón de dichas opciones en función 
de las comunicaciones que le realicen las mutuas colaboradoras sobre el reconocimiento de 
las prestaciones extraordinarias o a través de cualquier otro procedimiento que pueda 
establecer la Tesorería General de la Seguridad Social.

8. En el supuesto de suspensión de la actividad, la cotización correspondiente a los días 
de actividad en el mes de marzo de 2020 no cubiertos por la prestación regulada en este 
artículo, que no fuera abonada dentro del plazo reglamentario de ingreso, no será objeto del 
recargo previsto en el artículo 30 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social.

9. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse hasta el 
último día del mes siguiente al que se produjo la finalización del estado de alarma. Las 
entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su caso 
aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o desestimando 
el derecho. Finalizado el estado de alarma se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas. En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene 
derecho a la prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades 
indebidamente percibidas.

10. La acreditación de la reducción de la facturación se realizará mediante la aportación 
de la información contable que lo justifique, pudiendo hacerse a través de la copia del libro 
de registro de facturas emitidas y recibidas; del libro diario de ingresos y gastos; del libro 
registro de ventas e ingresos; o del libro de compras y gastos.

Aquellos trabajadores autónomos que no estén obligados a llevar los libros que acreditan 
el volumen de actividad, deberán acreditar la reducción al menos del 75 % exigida por 
cualquier medio de prueba admitido en derecho.

Toda solicitud deberá ir acompañada de una declaración jurada en la que se haga 
constar que se cumplen todos los requisitos exigidos para causar derecho a esta prestación.

11. Como excepción a lo establecido en el apartado 1 de este artículo los trabajadores 
autónomos del sector cultural que se encuentren de alta en el Censo de Empresarios, 
Profesionales y Retenedores y su actividad económica se encuentre calificada en alguno de 
los epígrafes del Impuesto sobre Actividades Económicas que se incluirán en el listado que 
se apruebe en la norma aludida en el artículo 2 bis.2 de este real decreto-ley tendrán 
derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad hasta el 31 de diciembre de 
2021.

Esta excepción será igualmente aplicable a los administradores de entidades mercantiles 
del sector cultural que se encuentren de alta en el Régimen Especial de Trabajadores 
Autónomos. Por entidades mercantiles del sector cultural se entenderán aquellas cuya 
actividad se encuentre calificada en algunos de los epígrafes indicados en el párrafo anterior.

Véase, en cuanto al derecho a la prestación de cese de actividad, el art. 7 del Real Decreto-
ley 2/2021, de 26 de enero. Ref. BOE-A-2021-1130

[ . . . ]
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§ 32

Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de 
reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de 

competitividad del sector industrial. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 178, de 27 de junio de 2020
Última modificación: 28 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-6838

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas de apoyo a los trabajadores autónomos

Artículo 8.  Exención en la cotización a favor de los trabajadores autónomos que hayan 
percibido la prestación extraordinaria de cese de durante el estado de alarma declarado por 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

1. A partir del 1 de julio de 2020, el trabajador autónomo incluido en el Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, o en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar que estuviera de alta 
en estos Regímenes y viniera percibiendo el 30 de junio la prestación extraordinaria por cese 
de actividad prevista en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, tendrán derecho a una exención de sus cotizaciones a la Seguridad Social y 
formación profesional con las consiguientes cuantías:

a) 100 por cien de las cotizaciones correspondientes al mes de julio.
b) 50 por ciento de las cotizaciones correspondientes al mes de agosto.
c) 25 por ciento de las cotizaciones correspondientes al mes de septiembre.
2. La base de cotización que se tendrá en cuenta a efectos de la determinación de la 

exención será la base de cotización que tuviera en cada uno de los meses indicados.
La exención en la cotización de los meses de julio, agosto y septiembre se mantendrá 

durante los períodos en los que los trabajadores perciban prestaciones por incapacidad 
temporal o cualesquiera otros subsidios siempre que se mantenga la obligación de cotizar.

3. La exención de cotización será incompatible con la percepción de la prestación por 
cese de actividad.
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Artículo 9.  Prestación de cese de actividad y trabajo por cuenta propia.
1. Los trabajadores autónomos que vinieran percibiendo hasta el 30 de junio la 

prestación extraordinaria por cese de actividad prevista en el artículo 17 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, podrán solicitar la prestación por cese de actividad prevista en el 
artículo 327 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, siempre que concurran los requisitos 
establecidos en los apartados a), b), d) y e) del artículo 330.1 de la norma.

Adicionalmente, el acceso a esta prestación exigirá acreditar una reducción en la 
facturación durante el tercer trimestre del año 2020 de al menos el 75 por ciento en relación 
con el mismo periodo del año 2019, así como no haber obtenido durante el tercer trimestre 
de 2020 unos rendimientos netos superiores a 5.818,75 euros.

Para determinar el derecho a la prestación mensual se prorratearán los rendimientos 
netos del trimestre, no pudiendo exceder de 1.939,58 euros mensuales.

En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse al tiempo de solicitar la prestación el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. Para ello emitirán una 
declaración responsable, pudiendo ser requeridos por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten los documentos precisos que 
acrediten este extremo.

2. Esta prestación podrá percibirse como máximo hasta el 30 de septiembre de 2020, 
siempre que el trabajador tenga derecho a ella en los términos fijados en el artículo 338 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

A partir de esta fecha solo se podrá continuar percibiendo esta prestación de cese de 
actividad si concurren todos los requisitos del artículo 330 de la Ley General de la Seguridad 
Social.

3. El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas colaboradoras o el 
Instituto Social de la Marina con carácter provisional con efectos de 1 de julio de 2020 si se 
solicita antes del 15 de julio, o con efecto desde el día siguiente a la solicitud en otro caso, 
debiendo ser regularizada a partir del 31 de enero de 2021.

4. A partir del 21 de octubre de 2020 y del 1 de febrero de 2021, las mutuas 
colaboradoras con la Seguridad Social, siempre que tengan el consentimiento de los 
interesados otorgado en la solicitud, o el Instituto Social de la Marina recabaran del 
Ministerio de Hacienda los datos tributarios de los ejercicios 2019 y 2020 necesarios para el 
seguimiento y control de las prestaciones reconocidas.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

Copia del modelo 303 de autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), 
correspondiente a las declaraciones del segundo y tercer trimestres de los años 2019 y 
2020.

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del segundo y tercer trimestres de 
los años 2019 y 2020 a los efectos de poder determinar lo que corresponde al tercer y cuarto 
trimestre de esos años.

Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la documentación 
necesaria o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los ingresos exigidos en 
este precepto.

5. Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente para el 
reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las prestaciones percibidas por 
aquellos trabajadores autónomos que superen los límites de ingresos establecidos en este 
precepto, o que no acrediten una reducción en la facturación durante el tercer trimestre del 
año 2020 de al menos el 75 por ciento en relación con el mismo periodo del año 2019.

La entidad competente para la reclamación fijara la fecha de ingreso de las cantidades 
reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo.
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Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

6. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, deberá 
ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las cotizaciones 
aplicando los tipos vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador junto con la prestación por cese en la actividad, el importe de las cotizaciones por 
contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de encontrarse el trabajador 
autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 329 
del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

7. En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 30 de 
septiembre de 2020, los límites de los requisitos fijados en este apartado se tomaran de 
manera proporcional al tiempo de la duración de la actividad, a estos efectos el cálculo se 
hará computándose en su integridad el mes en que se produzca la baja en el régimen de 
Seguridad Social en el que estuviera encuadrado.

8. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de agosto de 2020, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el tercer trimestre de 2020 o 
la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en el 
apartado 5 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Véase, en cuanto al derecho a la prestación de cese de actividad compatible con el trabajo 
por cuenta propia y la prórroga de las prestaciones ya causadas al amparo del presente artículo 
hasta el 31 de enero de 2021, lo establecido en la disposición adicional 4 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11416

Artículo 10.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores de 
temporada.

1. A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada aquellos 
trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los últimos dos años se hubiera 
desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial 
de Trabajadores del Mar durante los meses de marzo a octubre y hayan permanecido en alta 
en los citados regímenes como trabajadores autónomos durante al menos cinco meses al 
año durante ese periodo.

A estos efectos se considerará que el trabajador ha desarrollado su único trabajo durante 
los meses de marzo a octubre siempre que el alta como trabajador por cuenta ajena no 
supere los de 120 días a lo largo de los años 2018 y 2019.

2. Serán requisitos para causar derecho a la prestación:
a) Haber estado de alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 

o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta propia 
durante al menos cinco meses en el periodo comprendido entre marzo y octubre, de cada 
uno de los años 2018 y 2019.

b) No haber estado de alta o asimilado al alta durante el periodo comprendido entre el 1 
de marzo de 2018 y el 1 marzo de 2020 en el régimen de Seguridad Social correspondiente 
como trabajador por cuenta ajena más de 120 días.
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c) No haber desarrollado actividad ni haber estado dado de alta o asimilado al alta 
durante los meses de marzo a junio de 2020.

d) No haber percibido prestación alguna del sistema de Seguridad Social durante los 
meses de enero a junio de 2020, salvo que la misma fuera compatible con el ejercicio de una 
actividad como trabajador autónomo.

e) No haber obtenido durante el año 2020 unos ingresos que superen los 23.275 euros.
f) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si no 

se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para 
que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la 
protección.

3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 70 por 
ciento de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad desempeñada en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo podrá 
comenzar a devengarse con efectos de 1 de junio de 2020 y tendrá una duración máxima de 
4 meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros quince días naturales 
de julio. En caso contrario los efectos quedan fijados al día siguiente de la presentación de la 
solicitud.

5. Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 
permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente.

6. Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas por las 
entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

7. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con cualquier 
prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo salvo que fuera 
compatible con el desempeño de la actividad como trabajador por cuenta propia. Asimismo 
será incompatible con el trabajo por cuenta propia cuando los ingresos que se perciban 
durante el año 2020 superen los 23.275 euros.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será incompatible 
además con la percepción de las ayudas por paralización de la flota.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

10. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse en 
cualquier momento durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la norma y 
el mes de octubre de 2020.

Los efectos de la solicitud son los determinados en el apartado 4.
Las entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su 

caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 
desestimando el derecho.

11. A partir del 31 de enero de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social, siempre que tengan el 
consentimiento de los interesados, o el Instituto Social de la Marina recabaran del Ministerio 
de Hacienda los datos tributarios correspondientes al segundo semestre del año 2020 de los 
trabajadores autónomos.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora:
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Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2020.
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del cuarto trimestres del año 2020.
Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la documentación 
necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de agosto de 2020, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos que puede percibir por el ejercicio de la actividad 
durante el tiempo que puede causar derecho a ella superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2.e) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 15 de julio de 2020. Ref. BOE-A-2020-8095
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§ 33

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 15 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4554

[ . . . ]
Disposición adicional décima.  Opción por una mutua colaboradora con la Seguridad 
Social de los trabajadores del Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 
por Cuenta Propia o Autónomos que hubieran optado inicialmente por una entidad gestora.

Los trabajadores incluidos en el ámbito de aplicación del Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos que no hubieran 
ejercitado la opción prevista en el artículo 83.1.b) texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, ni la 
opción por una mutua, en virtud de lo dispuesto en el apartado 7 del artículo 17 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en el 
artículo 83.1.b), anteriormente citado, ejercitando la opción y formalizando el correspondiente 
documento de adhesión en el plazo de tres meses desde la finalización del estado de 
alarma. Dicha opción surtirá efectos desde el día primero del segundo mes siguiente a la 
finalización de este plazo de tres meses.

Una vez trascurrido el plazo para llevar a cabo la opción prevista en el párrafo anterior 
sin que el trabajador hubiere formalizado el correspondiente documento de adhesión, se 
entenderá que ha optado por la mutua con mayor número de trabajadores autónomos 
asociados en la provincia del domicilio del interesado, produciéndose automáticamente la 
adhesión con efecto desde el día primero del segundo mes siguiente a la finalización del 
plazo de tres meses a que se refiere el párrafo anterior. Con el fin de hacer efectiva dicha 
adhesión, el Instituto Nacional de la Seguridad Social comunicará a dicha mutua los datos 
del trabajador autónomo que sean estrictamente necesarios.

La Mutua Colaboradora de la Seguridad Social notificará al trabajador la adhesión con 
indicación expresa de la fecha de efectos y la cobertura por las contingencias protegidas.
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Disposición adicional undécima.  Efectos en la incapacidad temporal de la opción por una 
mutua colaboradora con la Seguridad Social realizada por los trabajadores del Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos para 
causar derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en el artículo 17 
del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.

La opción por una mutua colaboradora con la Seguridad Social de trabajadores del 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos realizada para causar derecho a la prestación extraordinaria por cese de 
actividad regulada en el artículo 17 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 
medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19, dará lugar a que la mutua colaboradora por la que haya optado el trabajador 
autónomo asuma la protección y la responsabilidad del pago de la prestación extraordinaria 
por cese de actividad así como del resto de prestaciones derivadas de las contingencias por 
las que se haya formalizado la cobertura, incluyendo el subsidio por incapacidad temporal 
cuya baja médica sea emitida con posterioridad a la fecha de formalización de la protección 
con dicha mutua y derive de la recaída de un proceso de incapacidad temporal anterior 
cubierta con la entidad gestora.

La responsabilidad del pago de las prestaciones económicas derivadas de los procesos 
que se hallen en curso en el momento de la fecha de formalización de la protección a que se 
refiere el párrafo primero, seguirá correspondiendo a la entidad gestora.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051

• Véase la Orden CIN/1062/2020, de 6 de noviembre, que se dicta en cumplimiento de la 
disposición adicional duodécima del presente Real Decreto-ley, en materia de apoyo 
financiero a las actuaciones de parques científicos y tecnológicos. Ref. BOE-A-2020-14251
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§ 34

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
Disposición adicional vigesimosegunda.  Compatibilidad del subsidio por cuidado de 
menor y prestación por desempleo o cese de actividad durante la permanencia del estado de 
alarma.

1. Durante la permanencia del estado de alarma declarado por Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, el subsidio por cuidado de menores afectados 
por cáncer u otra enfermedad grave, que vinieran percibiendo los trabajadores por cuenta 
ajena a 14 de marzo de 2020, no se verá afectado por la suspensión del contrato y reducción 
de jornada que tengan su causa en lo previsto en los artículos 22 y 23 del Real Decreto 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19.

En estos casos, el expediente de regulación temporal de empleo que tramite el 
empresario, ya sea por suspensión de contratos o reducción temporal de la jornada de 
trabajo, solo afectara al trabajador beneficiario de este subsidio en la parte de la jornada no 
afectada por el cuidado del menor.

Será, por tanto, compatible el percibo del subsidio por cuidado de menores afectados por 
cáncer u otra enfermedad grave, con la percepción de la prestación por desempleo que 
como consecuencia de la reducción de la jornada, afectada por un expediente de regulación 
temporal de empleo, pudiera tener derecho a percibir.

A tal efecto, la empresa al tiempo de presentar la solicitud, indicará las personas que 
tengan reducida la jornada de trabajo como consecuencia de ser titular del subsidio por 
cuidado de menores afectados por cáncer u otra enfermedad grave, señalando la parte de la 
jornada que se ve afectada por el expediente de regulación temporal de empleo.

Durante el tiempo que permanezca el estado de alarma no existirá obligación de cotizar, 
teniéndose el periodo por cotizado a todos los efectos.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será de aplicación a los trabajadores autónomos 
que vinieran percibiendo el subsidio por cuidado de menores afectados por cáncer u otra 
enfermedad grave a 14 de marzo de 2020.
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§ 35

Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la 

protección de la salud pública. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 62, de 11 de marzo de 2020
Última modificación: 10 de julio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-3434

[ . . . ]
Artículo quinto.  Consideración excepcional como situación asimilada a accidente de 
trabajo de los periodos de aislamiento, contagio o restricción en las salidas del municipio 
donde tengan el domicilio o su centro de trabajo las personas trabajadoras como 
consecuencia del virus COVID-19.

1. Al objeto de proteger la salud pública, se considerarán, con carácter excepcional, 
situación asimilada a accidente de trabajo, exclusivamente para la prestación económica de 
incapacidad temporal del sistema de Seguridad Social, aquellos periodos de aislamiento o 
contagio de las personas trabajadoras provocados por el virus COVID-19, salvo que se 
pruebe que el contagio de la enfermedad se ha contraído con causa exclusiva en la 
realización del trabajo en los términos que señala el artículo 156 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, en cuyo caso será calificada como accidente de trabajo.

Con el mismo carácter excepcional, con efectos desde el inicio de la situación de 
restricción de la salida o entrada a un municipio, y mediante el correspondiente parte de 
baja, se extenderá esta protección a aquellos trabajadores que se vean obligados a 
desplazarse de localidad para prestar servicios en las actividades no afectadas por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión 
de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, siempre que por la autoridad 
competente se haya acordado restringir la salida, o la entrada, de personas del municipio 
donde dichos trabajadores tengan su domicilio, o donde la empresa tenga su centro de 
trabajo en el caso de que el trabajador tenga su domicilio en otro municipio, y les haya sido 
denegada de forma expresa la posibilidad de desplazarse por la autoridad competente, no 
puedan realizar su trabajo de forma telemática por causas no imputables a la empresa para 
la que prestan sus servicios o al propio trabajador y no tengan derecho a percibir ninguna 
otra prestación pública.

La acreditación del acuerdo de restricción de la población donde el trabajador tiene su 
domicilio o la empresa su centro de trabajo, y la denegación de la posibilidad de 
desplazamiento se realizará mediante certificación expedida por el ayuntamiento del 
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domicilio o, en su caso, por el del centro de trabajo afectado por la restricción ante el 
correspondiente órgano del servicio público de salud.

De igual forma, la imposibilidad de realización del trabajo de forma telemática se 
acreditará mediante una certificación de la empresa o una declaración responsable en el 
caso de los trabajadores por cuenta propia ante el mismo órgano del servicio público de 
salud.

En el supuesto de trabajadores por cuenta ajena que tuvieran el domicilio en distinto 
municipio al del centro de trabajo, además de lo previsto en el párrafo anterior, se requerirá 
acreditar:

a) El domicilio del trabajador mediante el correspondiente certificado de 
empadronamiento.

b) Que el trabajador desarrolla su trabajo en el centro sito en el municipio afectado por la 
restricción, mediante la correspondiente certificación de la empresa.

c) Que la empresa no ha procedido al cierre del centro de trabajo, mediante la 
correspondiente certificación de la empresa.

2. La duración de esta prestación excepcional vendrá determinada por el parte de baja y 
la correspondiente alta.

Siempre que por la autoridad competente se haya acordado, con anterioridad a la 
entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, restringir las salidas o las 
entradas del municipio donde tengan el domicilio o en el que tenga el centro de trabajo la 
empresa en que prestan sus servicios, de tratarse de las personas trabajadoras por cuenta 
ajena a las que se refiere el artículo 1 del Real Decreto-ley 10/2020, de 29 de marzo, por el 
que se regula un permiso retribuido recuperable para las personas trabajadoras por cuenta 
ajena que no presten servicios esenciales, con el fin de reducir la movilidad de la población 
en el contexto de la lucha contra el COVID-19, se expedirá un parte de baja con efectos 
desde la fecha de inicio de la restricción y un parte de alta con efectos de 29 de marzo de 
2020.

De tratarse de trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuando la restricción 
adoptada con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
restringiera su salida del municipio donde tengan su domicilio o, teniendo su domicilio en 
otro, vieran restringida la entrada en el municipio impidiéndoles totalmente la realización de 
su actividad, el derecho a la prestación comenzará con el parte de baja desde la fecha de 
inicio de la restricción y durará hasta la fecha de finalización de la misma, no pudiendo, en 
ningún caso, durar más allá de la fecha de finalización del estado de alarma.

Este subsidio por incapacidad temporal es incompatible con los salarios que se hubieren 
percibido así como con el derecho a cualquier otra prestación económica de la Seguridad 
Social, incluida la incapacidad temporal por contingencias comunes o profesionales. En 
estos supuestos se percibirá la prestación de la Seguridad Social distinta al subsidio previsto 
en el presente artículo.

A efectos de lo previsto en el párrafo anterior, el trabajador deberá presentar ante el 
correspondiente órgano del servicio público de salud, certificación de la empresa acreditativa 
de la no percepción de salarios.

3. Podrá causar derecho a esta prestación la persona trabajadora por cuenta propia o 
ajena que se encuentre en la fecha del hecho causante en situación de alta en cualquiera de 
los regímenes de Seguridad Social.

4. La fecha del hecho causante será la fecha en la que se acuerde el aislamiento, 
restricción o enfermedad del trabajador, sin perjuicio de que el parte de baja se expida con 
posterioridad a esa fecha.»

[ . . . ]
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§ 36

Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación 
de medidas sociales en defensa del empleo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 23, de 27 de enero de 2021

Última modificación: 23 de febrero de 2022
Referencia: BOE-A-2021-1130

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas de apoyo a los trabajadores autónomos

[ . . . ]
Artículo 6.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para aquellos trabajadores 
autónomos que no puedan causar derecho a la prestación ordinaria de cese de actividad 
prevista en el artículo 7 de este real decreto-ley o a la prestación de cese de actividad 
regulada en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

1. Los trabajadores autónomos que no puedan causar derecho a la prestación ordinaria 
de cese de actividad prevista en el artículo 7 o a la prestación de cese de actividad regulada 
en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, podrán acceder a partir de la entrada en vigor de esta norma, a la prestación 
económica de cese de actividad de naturaleza extraordinaria prevista en este artículo, 
siempre que reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar dado de alta y al corriente en el pago de las cotizaciones en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar 
como trabajador por cuenta propia desde antes del 1 de abril de 2020.

No obstante, si en la fecha de la presentación de la solicitud no se cumpliera el requisito 
de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, el órgano gestor invitará al pago al 
trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las 
cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos efectos para la 
adquisición del derecho a la protección.

b) No tener rendimientos netos computables fiscalmente procedentes de la actividad por 
cuenta propia en el primer semestre de 2021 superiores a 6.650 euros.

c) Acreditar en el primer semestre del 2021 unos ingresos computables fiscalmente de la 
actividad por cuenta propia inferiores a los habidos en el primer trimestre de 2020.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el 
primer trimestre del año 2020 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos 
habidos en el primer semestre de 2021 en la misma proporción.
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2. La cuantía de la prestación será del 50 por ciento de la base mínima de cotización que 
corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación 
extraordinaria de cese de actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 
por ciento.

3. Esta prestación extraordinaria por cese de actividad podrá comenzar a devengarse 
con efectos de 1 de febrero de 2021 y tendrá una duración máxima de 4 meses, siempre que 
la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días naturales de febrero. En caso 
contrario, los efectos quedan fijados en el primer día del mes siguiente al de la presentación 
de la solicitud y su duración no podrá exceder del 31 de mayo de 2021.

4. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución por 
el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por cuenta 
ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional; con el 
desempeño de otra actividad por cuenta propia; con la percepción de rendimientos 
procedentes de una sociedad; con la percepción de una prestación de Seguridad Social 
salvo aquella que el beneficiario viniera percibiendo por ser compatible con el desempeño de 
la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

5. Durante el tiempo de percepción de la prestación se mantendrá el alta en el régimen 
especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la obligación de 
cotizar.

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de cotizar 
se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas 
por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta prestación 
extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la Tesorería 
General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los procedimientos que 
establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este apartado, tanto en el 
momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la revisión posterior, 
conforme a lo establecido en los apartados 9 y 10.

6. Los trabajadores autónomos que perciban esta prestación y no estuvieran cotizando 
por cese de actividad vendrán obligados a cotizar por este concepto a partir del mes 
siguiente en que finalice la percepción de la prestación.

7. Se extinguirá el derecho a la prestación si durante la percepción de la misma 
concurren los requisitos para causar derecho a la prestación de cese de actividad 
contemplada en el artículo 7 de esta norma o a la prestación de cese de actividad regulada 
en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, sin perjuicio 
del derecho que asiste al interesado a solicitar la prestación correspondiente.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria en los términos 
establecidos, siempre que reúnan los requisitos de este apartado.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea 
procedente, estimando o desestimando el derecho.
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Para poder admitir a trámite la solicitud se deberá aportar una declaración jurada de los 
ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, y 
autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las mutuas colaboradoras 
encargadas de la gestión de la prestación para recabar del Ministerio de Hacienda los datos 
tributarios necesarios para la revisión de los requisitos de acceso a la prestación Todo ello 
sin perjuicio de la obligación que asiste al perceptor de la prestación de presentar un 
certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad gestora de la prestación

10. A partir del 1 de septiembre de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social recabaran del Ministerio 
de Hacienda los datos tributarios correspondientes al primer trimestre del año 2020 y a los 
dos primeros trimestres del 2021 de los trabajadores autónomos.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2020 y sus 
liquidaciones trimestrales (modelos 303), así como las liquidaciones del primer y segundo 
trimestre del año 2021 (modelos 303).

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación de cada trimestre a cuenta 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del año 2020, así como las 
autoliquidaciones del primer y segundo trimestre del año 2021. Declaración de la renta de las 
personas físicas o certificado de empresas donde consten las retribuciones percibidas por 
cuenta ajena.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

11. Al tiempo de solicitar la prestación, el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de 
ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con algún 
otro tipo de ingresos.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
apartado podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de abril de 2021, surtiendo efectos 
la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el primer semestre de 2021 o 
la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en el 
apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.
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Téngase en cuenta el art. 5 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, relativo a la 
exención en la cotización a favor de los trabajadores autónomos que hayan percibido alguna 
modalidad de prestación por cese de actividad previstas en los arts. 6 y 7 del presente Real 
Decreto-ley, así como el art. 8 del citado Real Decreto-ley 11/2021, relativo a la prestación 
extraordinaria de cese de actividad. Ref. BOE-A-2021-8877

Artículo 7.  Derecho a la prestación de cese de actividad compatible con el trabajo por 
cuenta propia.

1. A partir del 1 de febrero de 2021, los trabajadores autónomos podrán solicitar la 
prestación por cese de actividad prevista en el artículo 327 del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, siempre que concurran los requisitos establecidos en este precepto y en los 
apartados a), b), d) y e) del artículo 330.1 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.

2. El acceso a la prestación exigirá acreditar en el primer semestre de 2021 una 
reducción de los ingresos computables fiscalmente de la actividad por cuenta propia de más 
del 50 % de los habidos en el segundo semestre de 2019; así como no haber obtenido 
durante el semestre indicado de 2021 unos rendimientos netos computables fiscalmente 
superiores a 7.980 euros.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el 
segundo semestre de 2019 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos habidos 
en el primer semestre de 2021 en la misma proporción.

En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse, al tiempo de solicitar la prestación, el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. Para ello emitirán una 
declaración responsable, pudiendo ser requeridos por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten los documentos precisos que 
acrediten este extremo.

3. Esta prestación podrá percibirse como máximo hasta el 31 de mayo de 2021, siempre 
que el trabajador tenga derecho a ella en los términos fijados en el artículo 338 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Asimismo, percibirán esta prestación hasta el 31 de mayo de 2021 aquellos trabajadores 
autónomos que causen derecho a ella el 1 de febrero de 2021 y vean agotado su derecho al 
cese previsto en el citado precepto antes del 31 de mayo de 2021, siempre que reúnan los 
requisitos exigidos al efecto.

A partir del 31 de mayo de 2021 solo se podrá continuar percibiendo esta prestación de 
cese de actividad si concurren todos los requisitos del artículo 330 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social.

4. El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas colaboradoras o el 
Instituto Social de la Marina con carácter provisional con efectos de 1 de febrero de 2021 si 
se solicita dentro de los primeros veintiún días naturales de febrero, o con efecto desde el 
día siguiente a la solicitud en otro caso, debiendo ser regularizada a partir del 1 de 
septiembre de 2021.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la Seguridad 
Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar 
del Ministerio de Hacienda los datos tributarios necesarios para la revisión de los requisitos 
de acceso a la prestación.

5. A partir del 1 de septiembre de 2021, las mutuas colaboradoras con la Seguridad 
Social, o el Instituto Social de la Marina recabaran del Ministerio de Hacienda los datos 
tributarios de los ejercicios 2019 y 2021 necesarios para el seguimiento y control de las 
prestaciones reconocidas.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
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trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), 
correspondiente a las declaraciones del tercer y cuarto trimestre del año 2019 y del primer y 
segundo trimestre de 2021.

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del tercer y cuarto trimestre del año 
2019 y del primer y segundo trimestre de 2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los 
ingresos exigidos en este precepto.

No obstante, y a efectos de acreditación de la reducción de los ingresos computables 
fiscalmente de la actividad por cuenta propia de más del 50 % de los habidos en el segundo 
semestre de 2019, se entenderá que las y los trabajadores autónomos han experimentado 
esa reducción siempre que el número medio diario de las personas trabajadoras con 
actividad afiliadas al sistema de la Seguridad Social en la actividad económica 
correspondiente, expresada a 4 dígitos (CNAE), durante el periodo al que corresponda la 
prestación, sea inferior en más de un 7,5 por ciento al número medio diario correspondiente 
al segundo semestre de 2019.

6. Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente para el 
reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las prestaciones percibidas por 
aquellos trabajadores autónomos que no cumplan los requisitos establecidos en este 
precepto.

La entidad competente para la reclamación fijara la fecha de ingreso de las cantidades 
reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

7. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, deberá 
ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las cotizaciones 
aplicando los tipos vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador junto con la prestación por cese en la actividad, el importe de las cotizaciones por 
contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de encontrarse el trabajador 
autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 329 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

8. En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 31 de mayo de 
2021, los límites de los requisitos fijados en este apartado se tomarán de manera 
proporcional al tiempo de la duración de la actividad. A estos efectos el cálculo se hará 
computándose en su integridad el mes en que se produzca la baja en el régimen de 
Seguridad Social en el que estuviera encuadrado.

9. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de abril de 2021, surtiendo efectos 
la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el primer semestre del año 
2021 o la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos 
en el apartado 2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.
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10. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, la prestación de cese de 
actividad podrá ser compatible con el trabajo por cuenta ajena, siendo las condiciones 
aplicables en este supuesto las siguientes:

a) Los ingresos netos computables fiscalmente procedentes del trabajo por cuenta propia 
y los ingresos procedentes del trabajo por cuenta ajena no podrá superar 2,2 veces el salario 
mínimo interprofesional. En la determinación de este cómputo, los ingresos procedentes del 
trabajo por cuenta ajena no superarán 1,25 veces el importe del salario mínimo 
interprofesional.

b) La cuantía de la prestación será el 50 % de la base de cotización mínima que le 
corresponda en función de la actividad.

c) Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación que 
asiste de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

d) Será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores siempre que no 
contradigan lo dispuesto en este apartado.

Téngase en cuenta el art. 7 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, para los 
trabajadores autónomos que a 31 de mayo de 2021 vinieran percibiendo la prestación por cese 
de actividad regulada en el presente artículo y cumplan los requisitos que se indican en el citado 
precepto. Ref. BOE-A-2021-8877

Artículo 8.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores de 
temporada.

1. A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada aquellos 
trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los años 2018 y 2019 se hubiera 
desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial 
de Trabajadores del Mar durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de seis en cada 
uno de los años.

Se considerará que el trabajador autónomo ha desarrollado un único trabajo en 2018 y 
2019 siempre que, de haber estado de alta en un régimen de seguridad social como 
trabajador por cuenta ajena, esta alta no supere los 120 días a lo largo de esos años.

2. Serán requisitos para causar derecho a la prestación:
a) Haber estado de alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 

o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta propia 
durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de seis meses de cada uno de los años 
2018 y 2019, siempre que ese marco temporal abarque un mínimo de dos meses en la 
primera mitad del año.

b) No haber estado en alta o asimilado al alta como trabajador por cuenta ajena en el 
régimen de Seguridad Social correspondiente más de 60 días durante el primer semestre del 
año 2021.

c) No obtener durante la primera mitad del año 2021 unos ingresos netos computables 
fiscalmente que superen los 6.650 euros.

d) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si no 
se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para 
que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la 
protección.

3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 70 por 
ciento de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad desempeñada en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.
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4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo podrá 
comenzar a devengarse con efectos de 1 de febrero de 2021 y tendrá una duración máxima 
de 4 meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días 
naturales de febrero. En caso contrario los efectos quedan fijados al día siguiente de la 
presentación de la solicitud y su duración no podrá exceder del 31 de mayo de 2021.

5. Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 
permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente.

6. Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas por las 
entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

7. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con cualquier 
prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo salvo que fuera 
compatible con el desempeño de la actividad como trabajador por cuenta propia. Asimismo, 
será incompatible con el trabajo por cuenta propia y con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuya actividad se haya visto afectada por el cierre, cuando los 
ingresos que se perciban en la primera mitad del año 2021 superen los 6.650 euros.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será incompatible 
además con la percepción de las ayudas por paralización de la flota.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho, en las mismas condiciones, a esta prestación extraordinaria, 
siempre que reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la Seguridad 
Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar 
del Ministerio de Hacienda los datos tributarios necesarios para la revisión de los requisitos 
de acceso a la prestación.

10. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse en 
cualquier momento durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la norma y 
el mes de mayo de 2021.

Los efectos de la solicitud son los determinados en el apartado 4.
Las entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su 

caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 
desestimando el derecho.

11. A partir del 1 de septiembre de 2021 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) Para ello las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la 
Marina recabaran del Ministerio de Hacienda los datos tributarios correspondientes al primer 
semestre del año 2021.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de declaración de los dos primeros trimestres del año 2021.
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) de los dos primeros trimestres del 
año 2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 36  Real Decreto-ley refuerzo y consolidación de medidas sociales en defensa del empleo [parcial]

– 187 –



Para ello la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de abril de 2021 surtiendo efectos la 
renuncia el mes siguiente a su comunicación.

Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos que puede percibir por el ejercicio de la actividad 
durante el tiempo que puede causar derecho a ella superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2.c) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Disposición adicional primera.  Empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa 
de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida tasa de 
recuperación de actividad.

1. Se consideran empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura 
y una reducida tasa de recuperación de actividad aquellas que tengan expedientes de 
regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 31 de mayo de 2021, 
conforme a lo establecido en el del artículo 1, y cuya actividad se clasifique en alguno de los 
códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el 
anexo de la presente norma en el momento de su entrada en vigor.

2. Quedarán exoneradas entre el 1 de febrero de 2021 y el 31 de mayo de 2021, del 
abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta, en los porcentajes y condiciones que se indican en el siguiente 
apartado, las siguientes empresas:

a) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, según lo establecido en el artículo 1, y que tengan la consideración de pertenecientes 
a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de 
empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad, según el apartado 1, cuya 
actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas –CNAE-09– previstos en el anexo de la presente norma en el momento de su 
entrada en vigor.

b) Empresas a las que se refiere la letra a) anterior, que transiten, entre el 1 de febrero y 
el 31 de mayo de 2021, desde un expediente de regulación temporal de empleo de fuerza 
mayor basado en las causas del artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a 
uno de causas económicas, técnicas, organizativas o de producción.

c) Empresas a las que se refieren las letra b) y c) del apartado 3 de la disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, que sean titulares de 
un expediente de regulación temporal de empleo basado en el artículo 23 del Real Decreto-
ley 8/2020, que hubieran tenido derecho a las exenciones reguladas en la citada disposición 
adicional primera, y cuya actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en el anexo de la presente 
norma en el momento de su entrada en vigor.

d) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, según lo establecido en el artículo 1, cuyo negocio dependa, indirectamente y en su 
mayoría, de las empresas a las que se refieren las letras anteriores, o que formen parte de la 
cadena de valor de estas.
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A tal efecto son integrantes de la cadena de valor o dependientes indirectamente de las 
empresas a que se refieren las letras anteriores, aquellas a las que se haya reconocido tal 
consideración, conforme a lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional primera 
del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Asimismo quedarán exoneradas en las condiciones establecidas en esta disposición 
adicional las empresas que, habiendo sido calificadas como dependientes o integrantes de la 
cadena de valor, hayan transitado, en los términos establecidos en el apartado 3.d) de la 
disposición adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, o transiten 
en el período comprendido entre el 1 de febrero y 31 de mayo de 2021, desde un expediente 
de regulación temporal de empleo por causas de fuerza mayor basado en el artículo 22 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a uno por causas económicas, técnicas, 
organizativas o de producción, conforme a lo establecido en el artículo 3 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre, o en el artículo 3 de este real decreto-ley.

3. Las empresas indicadas en el apartado anterior quedarán exoneradas, respecto de las 
personas trabajadoras afectadas por el expediente de regulación temporal de empleo que 
reinicien su actividad a partir del 1 de febrero de 2021, o que la hubieran reiniciado desde la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en 
defensa del empleo, en los términos de su artículo 4.2.a), y de los periodos y porcentajes de 
jornada trabajados a partir del 1 de febrero de 2021, y respecto de las personas trabajadoras 
que tengan sus actividades suspendidas entre el 1 de febrero de 2021 y el 31 de mayo 2021 
y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, en los porcentajes y 
condiciones que se indican a continuación:

a) El 85 % de la aportación empresarial devengada en febrero, marzo, abril y mayo de 
2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020.

b) El 75 % de la aportación empresarial devengada en febrero, marzo, abril y mayo de 
2021, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta a 29 de febrero de 2020.

4. Las exenciones reguladas en esta disposición adicional serán incompatibles con las 
medidas reguladas en los artículos 1 y 2. Asimismo, les resultará de aplicación el artículo 
2.3, 4, 5 y 6 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

5. Las exenciones previstas se aplicarán, respecto de las personas trabajadoras que 
tengan sus actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados 
por la suspensión, al abono de la aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, así como del relativo a las cuotas 
por conceptos de recaudación conjunta.

6. A efectos de lo establecido en este artículo, se considerará que el código de la 
CNAE-09 en que se clasifica la actividad de la empresa es el que resulte de aplicación para 
la determinación de los tipos de cotización para la cobertura de las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales respecto de las liquidaciones de cuotas 
presentadas en septiembre de 2020, según lo establecido en la disposición adicional cuarta 
de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2007.

Disposición adicional segunda.  Comisión de Seguimiento tripartita laboral.
1. La Comisión de Seguimiento tripartita laboral, estará integrada por el Ministerio de 

Trabajo y Economía social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y por la 
Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la Confederación 
Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), Comisiones Obreras (CCOO) y la 
Unión General de Trabajadores (UGT), y tendrá como funciones, desde la entrada en vigor 
de este real decreto-ley, la valoración de las medidas recogidas en este y de la evolución de 
la actividad económica y el empleo, así como el análisis de las eventuales medidas futuras 
para la protección del empleo y del tejido productivo.

2. Para el desarrollo de dichas funciones, la Comisión se reunirá, con carácter ordinario, 
cada 15 días desde la entrada en vigor de la presente norma, previa convocatoria remitida al 
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efecto por el Ministerio de Trabajo y Economía Social y, con carácter extraordinario, siempre 
que lo soliciten tres de las cuatro organizaciones integrantes de la misma.

Disposición adicional tercera.  Prórroga de la vigencia del artículo 6 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19.

El artículo 6 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, en el que se regula el Plan 
MECUIDA, permanecerá vigente hasta el 31 de mayo de 2021.

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Bases mínimas de cotización durante el año 2021.

Hasta tanto se apruebe el real decreto por el que se fija el salario mínimo interprofesional 
para el año 2021 y de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 del texto refundido de la Ley 
del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre, las bases mínimas de cotización a la Seguridad Social aplicables durante el año 
2021 serán las vigentes el 31 de diciembre de 2019.

Disposición adicional sexta.  Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social.

Se encomienda a la comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social creada al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional sexta del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 
trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y evaluación de las 
medidas establecidas en los artículos 5, 6, 7 y 8 así como en la disposición transitoria 
segunda de esta norma.

[ . . . ]
Disposición transitoria tercera.  Verificación de datos de identidad por la Administración de 
la Seguridad Social y en la gestión de los procedimientos de protección por desempleo.

En tanto no se dicten las resoluciones de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 
y Pensiones y de la Dirección General del Servicio Público de Empleo Estatal previstas en el 
artículo 129.4 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, en la redacción 
dada por este real decreto-ley, la Administración de la Seguridad Social y el Servicio Público 
de Empleo Estatal podrá llevar a cabo la verificación de la identidad de los interesados en los 
procedimientos por ella gestionados mediante el contraste de los datos o información que 
sobre aquellos obre en su poder y que pueda realizarse a través de medios no presenciales.

Disposición transitoria cuarta.  Suspensión de la aplicación del tipo de cotización 
aplicables por contingencias profesionales y por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos y en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

A partir del 1 de febrero de 2021 y mientras no se lleve a cabo la subida del salario 
mínimo interprofesional para el año 2021 no será de aplicación lo previstos en la disposición 
transitoria segunda del Real Decreto-ley 28/2018, de 28 de diciembre, para la revalorización 
de las pensiones públicas y otras medidas urgentes en materia social, laboral y de empleo, 
por lo que los tipos de cotización aplicables por contingencias profesionales y por cese de 
actividad de los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos y en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar serán los vigentes a 31 de diciembre de 2020.
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Disposición transitoria quinta.  Solicitudes de prestaciones y subsidios formuladas o 
resueltas favorablemente al amparo de los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, 
de 3 de noviembre, por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la 
protección por desempleo y de apoyo al sector cultural.

1. Las solicitudes de prestaciones y subsidios formuladas al amparo de lo dispuesto en 
los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se 
aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo y de apoyo 
al sector cultural, que se encuentren pendientes de resolución a la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, se resolverán de acuerdo con lo establecido en este.

2. En el caso de que las solicitudes ya hubieran sido resueltas favorablemente a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, sin que se hubiera agotado la prestación o el 
subsidio, se reconocerá de oficio la ampliación de su duración con arreglo a lo previsto en el 
mismo.

3. Los beneficiarios que hubieran agotado las prestaciones o subsidio reconocidos al 
amparo de los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, a la fecha 
de entrada en vigor de este real decreto-ley, podrán presentar nueva solicitud, para el 
reconocimiento de su derecho por el periodo previsto en el mismo.

Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 

dispuesto en este real decreto-ley y, expresamente:
1. La disposición adicional decimosexta del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, 

por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 
para hacer frente al COVID-19.

2. Lo dispuesto en el artículo 13 y en el artículo 14 y disposición adicional cuarta del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo.

[ . . . ]
Disposición final novena.  Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª de 
la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral y de legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social.

Disposición final décima.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo y ejecución de este real decreto-ley.

Disposición final undécima.  Entrada en vigor.
Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado»

ANEXO
CNAE-09 a los que pertenecen las empresas especialmente afectadas a las que 

se refiere la disposición adicional primera
710. Extracción de minerales de hierro.
1811. Artes gráficas y servicios relacionados con las mismas.
1812. Otras actividades de impresión y artes gráficas.
1820. Reproducción de soportes grabados.
2051. Fabricación de explosivos.
2441. Producción de metales preciosos.
2670. Fabricación de instrumentos de óptica y equipo fotográfico.
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3212. Fabricación de artículos de joyería y artículos similares.
3213. Fabricación de artículos de bisutería y artículos similares.
3316. Reparación y mantenimiento aeronáutico y espacial.
4624. Comercio al por mayor de cueros y pieles.
4634. Comercio al por mayor de bebidas.
4741. Comercio al por menor de ordenadores, equipos periféricos y programas 

informáticos en establecimientos especializados.
4932. Transporte por taxi.
4939. Otros tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.
5010. Transporte marítimo de pasajeros.
5030. Transporte de pasajeros por vías navegables interiores.
5110. Transporte aéreo de pasajeros.
5122. Transporte espacial.
5223. Actividades anexas al transporte aéreo.
5510. Hoteles y alojamientos similares.
5520. Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia.
5530. Campings y aparcamientos para caravanas.
5590. Otros alojamientos.
5610. Restaurantes y puestos de comidas.
5630. Establecimientos de bebidas.
5813. Edición de periódicos.
5914. Actividades de exhibición cinematográfica.
7711. Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros.
7722. Alquiler de cintas de vídeo y discos.
7729. Alquiler de otros efectos personales y artículos de uso doméstico.
7734. Alquiler de medios de navegación.
7735. Alquiler de medios de transporte aéreo.
7911. Actividades de las agencias de viajes.
7912. Actividades de los operadores turísticos.
7990. Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.
8219. Actividades de fotocopiado, preparación de documentos y otras actividades 

especializadas de oficina.
8230. Organización de convenciones y ferias de muestras.
9001. Artes escénicas.
9002. Actividades auxiliares a las artes escénicas.
9004. Gestión de salas de espectáculos.
9104. Actividades de los jardines botánicos, parques zoológicos y reservas naturales.
9200. Actividades de juegos de azar y apuestas.
9321. Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
9329. Otras actividades recreativas y de entretenimiento.
9601. Lavado y limpieza de prendas textiles y de piel.
9604. Actividades de mantenimiento físico.

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 18 de febrero de 2021. Ref. BOE-A-2021-2841
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§ 37

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

CAPÍTULO I
Medidas de apoyo a los trabajadores, consumidores, familias y colectivos 

vulnerables

[ . . . ]
Sección 2.ª Medidas de apoyo a los autónomos

Artículo 34.  Moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social.
1. Se habilita a la Tesorería General de la Seguridad Social a otorgar moratorias de seis 

meses, sin interés, a las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en 
cualquier régimen de la Seguridad Social, que lo soliciten y cumplan los requisitos y 
condiciones que se establecerán mediante Orden del Ministro de Inclusión, Seguridad Social 
y Migraciones, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos. La moratoria, en los casos que sea concedida, afectará al pago de las 
aportaciones empresariales a la cotización a la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta y a las cuotas de los trabajadores por cuenta propia o autónomos, 
cuyo período de devengo, en el caso de las empresas esté comprendido entre los meses de 
abril y junio de 2020 y, en el caso de los trabajadores por cuenta propia entre mayo y julio de 
2020, siempre que las actividades que realicen no se encuentren suspendidas con ocasión 
del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo.

2. Las solicitudes de moratoria deberán presentarse, en el caso de empresas, a través 
del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema 
RED) regulado en la Orden ESS/484/2013, y en el caso de los trabajadores por cuenta 
propia a través del citado Sistema RED o por los medios electrónicos disponibles en la sede 
electrónica de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social (SEDESS).

Las empresas deberán presentar solicitudes individualizadas por cada código de cuenta 
de cotización donde figuren de alta los trabajadores respecto de los que se solicita la 
moratoria en el pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta.

La Tesorería General de la Seguridad Social podrá habilitar cualquier otro medio 
electrónico distinto al Sistema RED o SEDESS para que se efectúe la solicitud.
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A estos efectos, la comunicación, a través de los medios indicados, de la identificación 
del código de cuenta de cotización y del período de devengo objeto de la moratoria, tendrá la 
consideración de solicitud de esta.

3. Las solicitudes de moratoria deberán comunicarse a la Tesorería General de la 
Seguridad Social dentro de los 10 primeros días naturales de los plazos reglamentarios de 
ingreso correspondientes a los períodos de devengo señalados en el apartado primero, sin 
que en ningún caso proceda la moratoria de aquellas cotizaciones cuyo plazo reglamentario 
de ingreso haya finalizado con anterioridad a dicha solicitud.

4. La concesión de la moratoria se comunicará en el plazo de los tres meses siguientes 
al de la solicitud, a través de los medios señalados en el apartado segundo de este artículo. 
No obstante, se considerará realizada dicha comunicación con la efectiva aplicación de la 
moratoria por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social en las liquidaciones de 
cuotas que se practiquen a partir del momento en que se presente la solicitud.

5. Esta moratoria no será de aplicación a los códigos de cuenta de cotización por los que 
las empresas hayan obtenido exenciones en el pago de la aportación empresarial así como 
en las cuotas de recaudación conjunta, regulada en el artículo 24 Del Real Decreto Ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, como consecuencia de los procedimientos de suspensión 
de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor a que se refiere dicho artículo.

6. En aplicación de lo previsto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto, las solicitudes presentadas por las empresas, o por los trabajadores por cuenta 
propia, que contuvieran falsedades o incorrecciones en los datos facilitados darán lugar a las 
sanciones correspondientes.

Se considerará a estos efectos como falsedad o incorrección haber comunicado a la 
Tesorería General de la Seguridad Social en la solicitud de inscripción como empresa, o en 
el alta del trabajador en el correspondiente Régimen Especial, o en variación de datos 
posterior a la inscripción, o al alta, una actividad económica falsa o incorrecta, así como 
aquellos otros datos que determinen la existencia de las condiciones y requisitos a los que 
se refiere el apartado primero.

El reconocimiento indebido de moratorias como consecuencia de alguno de los 
incumplimientos previstos en el párrafo anterior, dará lugar a la revisión de oficio del acto de 
reconocimiento de la moratoria. En tales supuestos, y sin perjuicio de la responsabilidad 
administrativa o penal que legalmente corresponda, la empresa, o el trabajador por cuenta 
propia, resultarán de aplicación a las cuotas a las que se hubiese aplicado indebidamente la 
moratoria el correspondiente recargo e intereses, de conformidad con lo establecido en el 
Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social.

Artículo 35.  Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social.
1. Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de 

la Seguridad social o los autorizados para actuar a través del Sistema de remisión 
electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), siempre que no 
tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en el pago de sus 
deudas con la Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar entre los 
meses de abril y junio de 2020, en los términos y condiciones establecidos en la normativa 
de Seguridad Social, pero con las siguientes particularidades:

1.ª Será de aplicación un interés del 0,5 % en lugar del previsto en el artículo 23.5 del 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.

2.ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez 
primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso anteriormente 
señalados.

3.ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia de 
los meses que comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará un plazo 
de amortización de 4 meses por cada mensualidad solicitada a partir del mes siguiente al 
que aquella se haya dictado, sin que exceda en total de 12 mensualidades.
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4.ª La solicitud de este aplazamiento determinará la suspensión del procedimiento 
recaudatorio respecto a las deudas afectadas por el mismo y que el deudor sea considerado 
al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social hasta que se dicte la 
correspondiente resolución.

2. El aplazamiento a que se refiere el presente artículo será incompatible con la 
moratoria regulada en el artículo anterior. Las solicitudes de aplazamiento por periodos 
respecto de los que también se haya solicitado la citada moratoria se tendrán por no 
presentadas, si al solicitante se le ha concedido esta última.

[ . . . ]
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§ 38

Orden ISM/371/2020, de 24 de abril, por la que se desarrolla el 
artículo 34 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que 
se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 

económico para hacer frente al COVID-19

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones
«BOE» núm. 118, de 28 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4690

Téngase en cuenta que el estado de alarma, declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, finalizó 
a las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020, por lo que debe entenderse que esta norma ha perdido su 
vigencia.

El artículo 34 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, permite que las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en 
cualquier régimen de la Seguridad Social cuya actividad no se encuentre suspendida con 
ocasión del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, 
puedan solicitar a la Tesorería General de la Seguridad Social una moratoria de seis meses, 
sin interés, en el pago de las aportaciones empresariales a la cotización a la Seguridad 
Social y por conceptos de recaudación conjunta cuyo periodo de devengo esté comprendido 
entre los meses de abril y junio de 2020, así como en el pago de las cuotas de los 
trabajadores por cuenta propia cuyo periodo de devengo esté comprendido entre los meses 
de mayo y julio de 2020.

En dicho artículo 34 se contienen las normas de procedimiento aplicables a la 
tramitación de la referida moratoria, remitiéndose únicamente a los requisitos y condiciones 
para poder beneficiarse de la medida que se establezcan mediante orden del Ministro de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, previo acuerdo de la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.

De acuerdo con ello y al objeto de asegurar la efectiva aplicación de esa moratoria se 
dicta la presente orden ministerial, en la que se determinan las actividades económicas que 
podrán acogerse a ella, de acuerdo con la vigente Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas (CNAE-2009).

Esta orden se adecua a los principios de buena regulación establecidos en el artículo 
129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

Así, es respetuosa con los principios de necesidad, eficacia y proporcionalidad, puesto 
que su regulación resulta justificada y su alcance es el imprescindible para la consecución 
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del objetivo perseguido, que no es otro que dictar las normas necesarias para poder 
asegurar la efectiva aplicación de la moratoria prevista en el artículo 34 del Real Decreto-ley 
11/2020, de 31 de marzo.

En cumplimiento del principio de seguridad jurídica, la regulación de esta orden resulta 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico, nacional y de la Unión Europea, generando 
un marco normativo estable, predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilite su 
conocimiento y comprensión.

En aplicación del principio de transparencia, el objetivo de la orden se define y justifica 
en este preámbulo, y en cumplimiento del principio de eficiencia, su regulación no supone la 
imposición de ningún tipo de obligaciones o cargas administrativas para empresas y 
trabajadores ni ninguna utilización de recursos públicos.

La presente orden se adecua plenamente al orden constitucional de distribución de 
competencias, en concreto a la competencia exclusiva atribuida al Estado en materia de 
régimen económico de la Seguridad Social por el artículo 149.1.17.ª de la Constitución 
Española.

Esta orden se dicta en uso de la habilitación conferida en el artículo 34.1 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, en el que se dispone que mediante orden del Ministro 
de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones se establecerán los requisitos y condiciones 
para poder beneficiarse de la moratoria en el pago de cuotas en él regulada.

En su virtud, previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos 
Económicos y de acuerdo con el Consejo de Estado, dispongo:

Artículo único.  Actividades económicas que podrán acogerse a la moratoria en el pago de 
cotizaciones sociales prevista en el artículo 34 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y 
económico para hacer frente al COVID-19.

La moratoria en el pago de cotizaciones sociales prevista en el artículo 34 del Real 
Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, resultará 
de aplicación a las empresas y a los trabajadores por cuenta propia cuya actividad 
económica, entre aquellas que no se encuentren suspendidas con ocasión del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, esté incluida en los 
siguientes códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas (CNAE-2009):

119 (Otros cultivos no perennes).
129 (Otros cultivos perennes).
1812 (Otras actividades de impresión y artes gráficas).
2512 (Fabricación de carpintería metálica).
4322 (Fontanería, instalaciones de sistemas de calefacción y aire acondicionado).
4332 (Instalación de carpintería).
4711 (Comercio al por menor en establecimientos no especializados, con predominio en 

productos alimenticios, bebidas y tabaco).
4719 (Otro comercio al por menor en establecimientos no especializados).
4724 (Comercio al por menor de pan y productos de panadería, confitería y pastelería en 

establecimientos especializados).
7311 (Agencias de publicidad).
8623 (Actividades odontológicas).
9602 (Peluquería y otros tratamientos de belleza).

Disposición final primera.  Título competencial.
Esta orden se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.17.ª de la Constitución 

Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de régimen 
económico de la Seguridad Social.

Disposición final segunda.  Entrada en vigor.
La presente orden entrará en vigor el día de su publicación en el «Boletín Oficial del 

Estado».
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§ 39

Resolución de 6 de abril de 2020, de la Tesorería General de la 
Seguridad Social, por la que se modifican cuantías en materia de 
aplazamientos en el pago de deudas con la Seguridad Social, fijadas 
en la Resolución de 16 de julio de 2004, sobre determinación de 
funciones en materia de gestión recaudatoria de la Seguridad Social; 
y en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio. [Inclusión 

parcial]

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones
«BOE» núm. 99, de 9 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4380

La instrucción primera de la Resolución de 16 de julio de 2004, de la Tesorería General 
de la Seguridad Social, sobre determinación de funciones en materia de gestión recaudatoria 
de la Seguridad Social, fija la competencia de diversos órganos y unidades de dicho servicio 
común de la Seguridad Social para la concesión de aplazamientos en el pago de deudas con 
la Seguridad Social, tanto en función de la cuantía de la deuda aplazable como de otras 
circunstancias que en ella se indican.

Ante la situación de emergencia sanitaria provocada por el coronavirus COVID-19 y su 
incidencia en la liquidez de las empresas y de los trabajadores por cuenta propia o 
autónomos, que puede determinar un incremento en el número de solicitudes de dichos 
aplazamientos, se hace necesario elevar el umbral de las cuantías de las deudas aplazables 
fijadas en los párrafos A) y B) de la instrucción primera de la referida Resolución de 16 de 
julio de 2004 mediante la modificación de esta, lo que permitirá resolver con mayor rapidez y 
eficacia tales solicitudes y contribuirá, en cualquier caso, a la descentralización de la gestión 
en materia de aplazamientos en el pago de deudas con la Seguridad Social, optimizando así 
los recursos de la Tesorería General de la Seguridad Social.

Por otra parte, en el artículo 33.4.b) del Reglamento general de recaudación de la 
Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, se establece, 
como uno de los supuestos en que no resulta necesaria la constitución de garantías para 
asegurar el cumplimiento del aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social, 
que el total de la deuda aplazable sea igual o inferior a 30.000 € o que, siendo la deuda 
aplazable inferior a 90.000 €, se acuerde que se ingrese al menos un tercio de esta última 
antes de que hayan transcurrido diez días desde la notificación de la concesión y el resto en 
los dos años siguientes, permitiéndose al mismo tiempo que esas cantidades puedan ser 
modificadas mediante resolución del Director General de la Tesorería General de la 
Seguridad Social.
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Las circunstancias antes indicadas sobre la emergencia sanitaria provocada por el 
coronavirus COVID-19 y su repercusión en la liquidez de las empresas y de los trabajadores 
por cuenta propia o autónomos, junto a razones de gestión, aconsejan hacer uso de la 
habilitación otorgada a esta Dirección General en el citado artículo 33.4.b) del Reglamento 
general de recaudación de la Seguridad Social para elevar, asimismo, las cuantías de las 
deudas aplazables por debajo de las cuales no será exigible la constitución de garantías 
para asegurar los aplazamientos, con el fin de facilitar la concesión de estos.

En virtud de lo expuesto, esta Dirección General, de acuerdo con las atribuciones que 
tiene conferidas sobre la materia por los artículos 31.1 y 33.4.b) del Reglamento general de 
recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de 
junio, dicta las siguientes instrucciones:

[ . . . ]
Segunda.  Modificación de las cuantías de las deudas aplazables exigidas en el artículo 
33.4.b) del Reglamento general de recaudación de la Seguridad Social, aprobado por el Real 
Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

En el supuesto previsto en el artículo 33.4.b) del Reglamento general de recaudación de 
la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio, no será 
necesaria la constitución de garantías para asegurar el cumplimiento del aplazamiento en el 
pago de deudas con la Seguridad Social cuando el total de la deuda aplazable sea igual o 
inferior a 150.000 € o cuando, siendo la deuda aplazable inferior a 250.000 €, se acuerde 
que se ingrese al menos un tercio de esta última antes de que hayan transcurrido diez días 
desde la notificación de la concesión y el resto en los dos años siguientes.

[ . . . ]
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§ 40

Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales 
en defensa del empleo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 259, de 30 de septiembre de 2020
Última modificación: 29 de septiembre de 2021

Referencia: BOE-A-2020-11416

[ . . . ]
Disposición adicional quinta.  Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social.

Se encomienda a la comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social creada al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional sexta del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del 
trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el seguimiento y evaluación de las 
medidas establecidas en los artículos 13 y 14, así como en la disposición adicional cuarta de 
esta norma.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, ha sido convalidado por Acuerdo del 
Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 15 de octubre de 2020. Ref. BOE-
A-2020-12691
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§ 41

Orden TMA/259/2020, de 19 de marzo, por la que se dictan 
instrucciones sobre transporte por carretera

Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana
«BOE» núm. 76, de 20 de marzo de 2020
Última modificación: 3 de mayo de 2020

Referencia: BOE-A-2020-3895

Téngase en cuenta que el estado de alarma, declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, finalizó 
a las 00:00 horas del día 21 de junio de 2020, por lo que debe entenderse que esta Orden ha perdido su 
vigencia.

Debido a la rapidez en la evolución de la situación de emergencia de salud pública 
ocasionada por el COVID-19, a escala nacional e internacional, el Gobierno, al amparo de 
los dispuesto en el artículo cuarto, apartados b) y d), de la Ley Orgánica 4/1981, de 1 de 
junio, de los estados de alarma, excepción y sitio, ha declarado el estado de alarma en todo 
el territorio nacional con el fin de afrontar la crisis sanitaria, mediante Real Decreto 463/2020, 
de 14 de marzo.

Por su parte, de acuerdo con los artículos 4 y 14.1 del Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, el Ministro de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, como autoridad competente 
delegada en sus áreas de responsabilidad, queda habilitado para dictar cuantos actos y 
disposiciones que, en la esfera específica de su actuación, sean necesarios para establecer 
condiciones a los servicios de movilidad, ordinarios o extraordinarios, en orden a la 
protección de personas, bienes y lugares.

Además, de conformidad con el artículo 14.4, por Resolución del Ministro de 
Transportes, Movilidad y Agenda Urbana se establecerán las condiciones necesarias para 
facilitar el transporte de mercancías en todo el territorio nacional, con objeto de garantizar el 
abastecimiento.

Es preciso, con objeto de asegurar la facilitación del transporte de mercancías que, en 
los transportes que así lo requieran por razón de su naturaleza, puedan ir dos personas 
dentro de la cabina del vehículo para poder llevar a cabo el normal desarrollo de su 
actividad.

Por otra parte, y también con el fin de garantizar el transporte de mercancías por 
carretera, así como de los transportes permitidos en el marco de la declaración del estado de 
alarma, es necesario clarificar el alcance de la aplicación del artículo 10 del Real Decreto por 
el que se declara el estado de alarma, en relación con la apertura de talleres de reparación y 
mantenimiento de vehículos.

Por ello, en virtud de lo dispuesto en los artículos 4 y 14 del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de 
crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, dispongo:
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Artículo 1.  Número máximo de personas en cabina en los transportes de mercancías por 
carretera.

(Derogado)

Artículo 2.  Apertura de talleres de reparación y mantenimiento de vehículos.
1. Con el fin de garantizar el adecuado funcionamiento de las operaciones de transporte 

de mercancías y asegurar el necesario abastecimiento de productos a la población, así como 
de los transportes permitidos en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se permite la 
apertura de talleres de reparación y mantenimiento de vehículos de motor, así como los 
establecimientos de actividades conexas de venta de piezas y accesorios con venta directa a 
los talleres de reparación, pero sin apertura al público general.

2. En todo caso, tendrán que observarse las medidas e instrucciones de protección 
indicadas por el Ministerio de Sanidad tendentes a evitar el contagio del COVID-19.

Disposición final única.  Vigencia.
1. Esta orden será de aplicación desde su publicación en el «Boletín Oficial del Estado» 

hasta la finalización de la declaración del periodo del estado de alarma o prórrogas del 
mismo.
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§ 42

Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban 
medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para 
hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019. 

[Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 126, de 6 de mayo de 2020
Última modificación: 30 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2020-4832

[ . . . ]
Artículo 2.  Acceso extraordinario a la prestación por desempleo de los artistas en 
espectáculos públicos que no se encuentren afectados por procedimientos de suspensión de 
contratos y reducción de jornada reguladas por el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 
de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 
COVID-19.

1. Como consecuencia de la crisis sanitaria derivada del COVID-19, con carácter 
excepcional y transitorio para el ejercicio 2020, se reconoce a los artistas en espectáculos 
públicos el acceso extraordinario a las prestaciones económicas por desempleo, en los 
términos previstos en el presente artículo.

El nacimiento del derecho a la prestación surtirá efectos desde el día siguiente a la fecha 
de presentación de la solicitud.

Se deberán cumplir los requisitos establecidos en el artículo 266 del texto refundido de la 
Ley General de Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre, con las especialidades que se disponen a continuación.

No será exigible encontrarse en situación de alta o asimilada al alta.
Asimismo, tampoco será exigible estar incluido en el Régimen General de la Seguridad 

Social en los términos previstos en el artículo 249 ter del texto refundido de la Ley General 
de Seguridad Social, ni al tiempo de solicitar la prestación ni durante su percepción.

La prestación será incompatible con cualquier percepción derivada de actividades por 
cuenta propia o por cuenta ajena, o con cualquier otra prestación, renta mínima, renta de 
inclusión, salario social o ayudas análogas concedidas por cualquier Administración Pública.

2. A aquellos trabajadores que, de conformidad con el apartado 3 de este artículo, 
acrediten los días de alta pertinentes en la Seguridad Social con prestación real de servicios 
en la actividad prevista en el apartado anterior, se les reconocerá en el ejercicio 2020 y a 
efectos de lo dispuesto en el artículo 266 del texto refundido de la Ley General de Seguridad 
Social, estar en situación legal de desempleo, así como tener cubierto el período mínimo de 
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cotización, siempre que no estén percibiendo o hayan optado por la prestación contributiva 
por desempleo ordinaria prevista en el artículo 262 y siguientes del texto refundido de la Ley 
General de Seguridad Social.

3. La duración de la prestación por desempleo prevista en esta disposición estará en 
función de los días de alta en Seguridad Social con prestación real de servicios en dicha 
actividad en el año anterior a la situación legal de desempleo, con arreglo a la siguiente 
escala:

Días de actividad Periodo de prestación
(en días)

Desde 20 hasta 54. 120
Desde 55 en adelante. 180

A estos efectos la fecha de la situación legal de desempleo será la del 14 de marzo de 
2020, fecha de entrada en vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se 
declara el estado de alarma.

4. La base reguladora de la prestación por desempleo prevista en los apartados 
anteriores estará constituida por la base de cotización mínima vigente en cada momento, por 
contingencias comunes, correspondiente al grupo 7 de la escala de grupos de cotización del 
Régimen General.

5. El derecho al acceso a esta prestación extraordinaria se reconocerá por una única 
vez.

No obstante, una vez reconocido el derecho a la percepción de la prestación por 
desempleo se suspenderá mientras el titular del derecho realice un trabajo por cuenta por 
cuenta propia o por cuenta ajena. La suspensión de dicho derecho supondrá la interrupción 
del abono de la prestación, que se reanudará una vez finalizado el trabajo, por el tiempo que 
reste del período de percepción que corresponda.

CAPÍTULO II
Medidas de apoyo a las artes escénicas y de la música

Artículo 3.  Sistema de ayudas extraordinarias a las artes escénicas y de la música como 
consecuencia del impacto negativo de la crisis sanitaria del COVID-19.

1. Se establece un sistema de ayudas extraordinarias a las artes escénicas y de la 
música como consecuencia del impacto negativo de la crisis sanitaria del COVID-19. Estas 
ayudas tendrán carácter excepcional y se concederán por una sola vez, con arreglo a las 
siguientes condiciones:

a) Las ayudas se otorgarán de acuerdo con los principios de publicidad, transparencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación y mediante el procedimiento de concurrencia 
competitiva, con las especialidades establecidas en la presente disposición y en la 
resolución de convocatoria.

b) Las ayudas están dirigidas a aquellas situaciones que de manera indubitada deriven 
de la emergencia provocada por el COVID-19, en los términos que se señalen en la 
resolución de convocatoria.

c) El régimen de justificación vendrá fijado en la resolución de convocatoria.
2. Podrán solicitar estas ayudas, con carácter general y en los términos establecidos en 

la resolución de convocatoria, las personas físicas, siempre que estén en alta en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos, así como las personas jurídicas, públicas o privadas, 
que se dediquen a las artes escénicas y de la música. Los solicitantes deberán tener 
establecimiento permanente en cualquiera de los Estados de la Unión Europea y demás 
Estados del Espacio Económico Europeo, con plena igualdad de trato.

Quedarán excluidos aquellos solicitantes que tengan su residencia fiscal en países y 
territorios considerados paraísos fiscales en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el 
que se determinan los países o territorios a que se refieren los artículos 2.º, apartado 3, 
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número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991.

No podrán obtener la condición de beneficiarios las personas o entidades en quienes 
concurra alguna de las prohibiciones previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

3. Las ayudas se articularán a través de las siguientes líneas, incluidas en el ámbito de 
actuación del Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música:

a) Apoyo al mantenimiento de las estructuras de las artes escénicas y musicales.
b) Ayudas a las actividades escénicas y musicales y proyectos culturales.
4. Corresponderá al Instituto Nacional de las Artes Escénicas y de la Música dictar 

cuantas resoluciones sean necesarias para la tramitación y resolución de los procedimientos 
de convocatoria y concesión, así como el pago de las ayudas.

5. En defecto de lo previsto en este real decreto-ley, será de aplicación supletoria a estas 
ayudas lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en su Reglamento de 
desarrollo.

6. Se autoriza la concesión de un crédito extraordinario en la Sección 24 «Ministerio de 
Cultura y Deporte», Servicio 01 «Ministerio, Subsecretaria y Servicios Generales», Programa 
000X «Transferencias internas», concepto 418 «Al Instituto Nacional de las Artes Escénicas 
y de la Música para necesidades excepcionales provocadas por la crisis del coronavirus 
COVID-19», por importe de 23.700.000 euros.

La repercusión del apartado anterior en el INAEM es la siguiente:
PRESUPUESTO DE INGRESOS:
A) Aplicación 24.107.400 «Del departamento por necesidades excepcionales provocadas 

por la crisis del COVID-19», 23.700.000 euros.
PRESUPUESTO DE GASTOS:
A) Aplicación 24.107.335A.462. «Ayudas a las estructuras culturales de entidades de 

actividades de danza, lírica y música para necesidades excepcionales derivadas de la crisis 
del COVID-19», 5.500.000 euros.

B) Aplicación 24.107.335A.470. «Ayudas a las actividades y proyectos culturales de 
entidades de danza, lírica y música para necesidades excepcionales derivadas de la crisis 
del COVID-19», 4.850.000 euros.

C) Aplicación 24.107.335B.463. «Ayudas a las estructuras culturales de entidades de 
actividades de teatro y circo para necesidades excepcionales derivadas de la crisis del 
COVID-19», 6.600.000 euros.

D) Aplicación 24.107.335B.472. «Ayudas a las actividades y proyectos culturales de 
entidades de teatro y circo para necesidades excepcionales derivadas de la crisis del 
COVID-19», 6.750.000 euros. La financiación de los anteriores créditos extraordinarios se 
realizará de conformidad con lo establecido en el artículo 50 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria.

7. De conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, se 
adoptarán los acuerdos necesarios para habilitar los créditos que sean precisos para atender 
las cuantías de las obligaciones que se derivan de la aplicación de este real decreto-Ley.

Artículo 4.  Contratos del Sector Público de interpretación artística y de espectáculos 
suspendidos o resueltos.

1. Cuando, como consecuencia del COVID-19 o de las medidas sanitarias o de 
contención adoptadas al respecto, se acuerde la modificación o suspensión, para ser 
ejecutados en una fecha posterior, de contratos de interpretación artística y de espectáculos 
de cuantía no superior a 50.000 euros, celebrados por las entidades pertenecientes al Sector 
Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 
Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de 
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febrero de 2014, el órgano de contratación podrá acordar que se abone al contratista hasta 
un 30 por ciento del precio del contrato, como anticipo a cuenta de dicho precio.

El pago del anticipo a cuenta no estará supeditado a la prestación de garantía por parte 
del contratista.

2. Cuando, como consecuencia del COVID-19, o de las medidas sanitarias o de 
contención adoptadas al respecto, tenga lugar la resolución de contratos de interpretación 
artística y de espectáculos de cuantía no superior a 50.000 euros, celebrados por las 
entidades pertenecientes al Sector Público, en el sentido definido en el artículo 3 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, por la causa prevista en la letra g) del apartado 1 del artículo 211 
de la misma, el órgano de contratación podrá acordar una indemnización a favor del 
contratista que no podrá ser inferior al 3, ni superior al 6 por ciento del precio del contrato.

En estos supuestos, no será de aplicación lo previsto en el artículo 213.4 de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre.

[ . . . ]
CAPÍTULO IV

Medidas de apoyo al sector del libro y del arte contemporáneo

Artículo 12.  Sistema de ayudas extraordinarias al sector del libro como consecuencia del 
impacto negativo de la crisis sanitaria del COVID-19.

1. Se establece, en el ámbito de actuación de la Dirección General del Libro y Fomento 
de la Lectura, un sistema de ayudas extraordinarias al sector del libro, para el mantenimiento 
de sus estructuras y de la cadena de suministro del libro, como consecuencia del impacto 
negativo de la crisis sanitaria del COVID-19. Estas ayudas tendrán carácter excepcional y se 
concederán por una sola vez, con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Las ayudas se otorgarán de acuerdo con los principios de publicidad, transparencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación y mediante el procedimiento de concurrencia 
competitiva, con las especialidades establecidas en la presente disposición y en la 
resolución de convocatoria.

b) Las ayudas están dirigidas a aquellas situaciones que de manera indubitada deriven 
de la emergencia provocada por el COVID-19, en los términos que se señalen en la 
resolución de convocatoria.

c) El régimen de justificación vendrá fijado en la resolución de convocatoria.
2. Podrán solicitar estas ayudas, con carácter general y en los términos establecidos en 

la resolución de convocatoria, las librerías independientes, entendiendo por tales aquellos 
negocios dedicados a la venta de libros que cuenten con uno o dos establecimientos, con 
independencia de su número de empleados o sus cifras de facturación, y cuya oferta 
editorial no esté condicionada por un mayorista o distribuidor, sino que las compras serán 
consecuencia de su decisión autónoma.

Quedarán excluidos aquellos solicitantes que tengan su residencia fiscal en países y 
territorios considerados paraísos fiscales en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el 
que se determinan los países o territorios a que se refieren los artículos 2.º, apartado 3, 
número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991.

No podrán obtener la condición de beneficiarios las personas o entidades en quienes 
concurra alguna de las prohibiciones previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

3. Corresponderá a la Dirección General del Libro y Fomento de la Lectura dictar cuantas 
resoluciones sean necesarias para la tramitación y resolución de los procedimientos de 
convocatoria y concesión, así como el pago de las ayudas.

4. En defecto de lo previsto en este real decreto-ley, será de aplicación supletoria a estas 
ayudas lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en su Reglamento de 
desarrollo.

4. bis. Además de estas ayudas regidas por lo dispuesto en este real decreto-ley y en la 
resolución de la convocatoria, el crédito extraordinario consignado podrá utilizarse para la 
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realización de otras medidas de apoyo directo a librerías y editoriales, con el objeto de 
reforzar su protección tras la difícil situación sobrevenida por el cierre de su actividad en 
estos meses de confinamiento. Entre ellas estarán: a) el establecimiento de un sistema 
bono-libro, en colaboración con las Comunidades Autónomas y las Ciudades Autónomas, al 
menos para el tramo de edad de la adolescencia y juventud, donde el hábito de la lectura, 
tan importante para una sociedad moderna, suele debilitarse. Este sistema deberá 
habilitarse permitiendo la utilización de esos bonos en cualquier librería de España. b) La 
adquisición por parte del Ministerio de Cultura y Deporte de fondos bibliográficos destinados 
a la actualización de los fondos de las bibliotecas públicas y escolares de España, debiendo 
habilitarse asimismo esa adquisición, en colaboración con las Comunidades Autónomas y 
Ciudades Autónomas, directamente en las librerías y editoriales, para ayudar al 
mantenimiento de su estructura y evitar su desaparición, con una especial atención a las 
más pequeñas.

5. Para proceder al pago de las ayudas a que se refiere este artículo, se autoriza la 
aplicación del Fondo de Contingencia y la concesión de un crédito extraordinario en el 
Ministerio de Cultura y Deporte por importe de 4.000.000 euros, en la aplicación 
presupuestaria 24.03.334B.777 «Ayudas al mantenimiento de la estructura del sector librero 
y adaptación de las librerías como consecuencia del impacto negativo de la crisis sanitaria 
del COVID-19».

La financiación de este crédito extraordinario se realizará de conformidad con el artículo 
50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

6. Para dar cumplimiento a lo anterior se realizarán las modificaciones presupuestarias 
que resulten necesarias, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre.

Artículo 13.  Sistema de ayudas extraordinarias al arte contemporáneo español como 
consecuencia del impacto negativo de la crisis sanitaria del COVID-19.

1. Se establece, en el ámbito de actuación de la Dirección General de Bellas Artes, un 
sistema de ayudas extraordinarias al arte contemporáneo español como consecuencia del 
impacto negativo de la crisis sanitaria del COVID-19.

Las ayudas se articularán a través de las siguientes líneas, incluidas en el ámbito de 
actuación de la Dirección General de Bellas Artes:

a) Ayudas para la promoción del arte contemporáneo español.
b) Adquisición específica de arte contemporáneo español.
2. Las ayudas para la promoción del arte contemporáneo español se concederán con 

arreglo a las siguientes condiciones:
a) Las ayudas se otorgarán de acuerdo con los principios de publicidad, transparencia, 

objetividad, igualdad y no discriminación y mediante el procedimiento de concurrencia 
competitiva, con las especialidades establecidas en la presente disposición y en la 
resolución de convocatoria.

b) La valoración de las solicitudes se realizará de acuerdo con los términos fijados en la 
resolución de convocatoria. Las ayudas contemplarán aquellas situaciones que de manera 
indubitada deriven de las consecuencias para el sector provocadas por el COVID-19, en los 
términos que se señalen en la resolución de convocatoria.

c) El régimen de justificación vendrá fijado en la resolución de convocatoria.
3. Las ayudas para la promoción del arte contemporáneo español podrán solicitarlas con 

carácter general y en los términos establecidos en la resolución de convocatoria, las galerías 
de arte con sede en territorio español o los artistas visuales, críticos y comisarios residentes 
en dicho territorio.

Quedarán excluidos aquellos solicitantes que tengan su residencia fiscal en países y 
territorios considerados paraísos fiscales en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el 
que se determinan los países o territorios a que se refieren los artículos 2.º, apartado 3, 
número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991.
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No podrán obtener la condición de beneficiarios las personas o entidades en quienes 
concurra alguna de las prohibiciones previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

4. Corresponderá a la Dirección General de Bellas Artes dictar cuantas resoluciones 
sean necesarias para la tramitación y resolución de los procedimientos de convocatoria y 
concesión, así como el pago de las ayudas.

5. En defecto de lo previsto en este real decreto-ley, será de aplicación supletoria a estas 
ayudas lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en su Reglamento de 
desarrollo.

6. Para proceder al pago de las ayudas a que se refiere este artículo, se autoriza la 
aplicación del Fondo de Contingencia en el Presupuesto del Ministerio de Cultura y Deporte 
por importe de 1.000.000 euros, y la autorización de las siguientes modificaciones 
presupuestarias:

a) Suplemento de crédito en la aplicación presupuestaria 24.05.333B.471 «Ayudas para 
la promoción del arte contemporáneo español» por importe de 500.000 euros.

b) Crédito extraordinario en la aplicación presupuestaria 24.05.337C.625 «adquisición de 
obras de arte contemporáneo español para las Colecciones Públicas del Estado a galerías 
de arte y a creadores, con residencia fiscal en España» por importe de 500.000 euros.

La financiación de estas modificaciones presupuestarias se realizará de conformidad con 
el artículo 50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

7. Para dar cumplimiento a lo anterior se realizarán las modificaciones presupuestarias 
que resulten necesarias, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre.

8. La autoridad competente fijará un porcentaje estable nunca inferior al 1%, durante los 
próximos cuatro años, del programa del 1,5% cultural en el desarrollo de obras públicas para 
el fomento de la creatividad artística o, lo que es lo mismo, adquisición de obras de autores 
vivos o encargos a estos para que realicen obras.

Artículo 13 bis.  Sistemas de ayudas extraordinarias al sector de la conservación-
restauración del Patrimonio Histórico Español como consecuencia del impacto negativo de la 
crisis sanitaria del COVID-19.

Se concederán subvenciones, en régimen de concurrencia competitiva, para la 
conservación, restauración e inventariado de bienes muebles e inmuebles del Patrimonio 
Histórico Español. Tendrán por objeto el fomento de la conservación-restauración, así como 
la creación y puesta al día de inventarios que mejoren la investigación, documentación y 
difusión de dichos bienes por personal técnico cualificado.

Los requisitos para solicitar las subvenciones, así como los criterios objetivos de 
valoración de las solicitudes que deben reunir las entidades y particulares solicitantes para la 
obtención de la subvención, serán determinados por la administración competente.

CAPÍTULO V
Otras medidas

Artículo 14.  Actividades culturales subvencionadas que hayan resultado canceladas como 
consecuencia del COVID-19.

Serán abonados a los beneficiarios de subvenciones y ayudas públicas otorgadas para 
la realización de actividades, objetivos o proyectos culturales aquellos gastos 
subvencionables debidamente acreditados y no recuperables en los que hayan incurrido 
para la realización del objetivo, proyecto o actividad subvencionados, cuando estos no hayan 
podido llevarse a cabo, total o parcialmente, como consecuencia de las medidas previstas en 
el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 
gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19 y sus prórrogas o de 
aquellas que se adopten por las autoridades competentes para hacer frente a la crisis 
sanitaria del COVID-19
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Artículo 15.  Ayudas convocadas por el Consejo Superior de Deportes.
En caso de que, como consecuencia del COVID-19 o de las medidas sanitarias o de 

contención adoptadas al respecto, tenga lugar la cancelación de competiciones deportivas, 
susceptibles de determinar los resultados por los que se conceden becas o ayudas públicas 
a los deportistas en convocatorias tramitadas por el Consejo Superior de Deportes, quedarán 
prorrogadas las becas y ayudas por resultados deportivos obtenidas en el ejercicio 
inmediatamente precedente.

Artículo 16.  Sistema de ayudas extraordinarias en el ámbito de la digitalización y la 
innovación en el sector de las industrias culturales como consecuencia del impacto negativo 
de la crisis sanitaria del COVID-19.

1. Se establece, en el ámbito de actuación de la Dirección General de Bellas Artes, en 
colaboración con las entidades Red.es y CDTI, un sistema de ayudas extraordinarias al arte 
contemporáneo español como consecuencia del impacto negativo de la crisis sanitaria del 
COVID-19.

Las ayudas se articularán a través de las siguientes líneas, incluidas en el ámbito de 
actuación de la Dirección General de Bellas Artes:

a) Ayudas para la digitalización de las empresas culturales.
b) Adquisición de contenidos digitales de diferentes disciplinas artísticas para difusión y 

uso de los productos culturales, en especial a aquellos que hayan sido aplazados o sufran 
con mayor intensidad el impacto de la crisis del COVID-19, a través de las plataformas 
digitales públicas.

c) Desarrollo a través de Red.es de una línea específica Acelera Pyme Cultural para 
nuevos proyectos de las empresas culturales relacionados con actividades digitales, con 
técnicos para el asesoramiento especializados en la gestión cultural.

d) En colaboración con las entidades Red.es y CDTI se desarrollará desde el Ministerio 
de Cultura un programa formativo de negocio digital destinado a las empresas culturales y 
artistas, con preferencia para aquellas empresas que hayan visto disminuidos sus ingresos 
en un 75% o más y para aquellos artistas que se encuentren en situación de desempleo a 
causa del COVID-19.

e) Desarrollo y aprobación de un Código de Buenas Prácticas para las administraciones 
públicas a efectos de que se adquieran licencias de derechos de autor para la utilización de 
los contenidos protegidos por derechos de propiedad intelectual, en especial, en el contenido 
digital.

2. Las ayudas para la digitalización y la innovación en el sector de las industrias 
culturales se concederán con arreglo a las siguientes condiciones:

a) Las ayudas se otorgarán de acuerdo con los principios de publicidad, transparencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación y mediante el procedimiento de concurrencia 
competitiva, con las especialidades establecidas en la presente disposición y en la 
resolución de convocatoria.

b) La valoración de las solicitudes se realizará de acuerdo con los términos fijados en la 
resolución de convocatoria. Las ayudas contemplarán aquellas situaciones que de manera 
indubitada deriven de las consecuencias para el sector provocadas por el COVID-19, en los 
términos que se señalen en la resolución de convocatoria.

c) El régimen de justificación vendrá fijado en la resolución de convocatoria.
3. Las ayudas para la digitalización y la innovación en el sector de las industrias 

culturales podrán solicitarlas con carácter general y en los términos establecidos en la 
resolución de convocatoria cualquier empresa cultural, o en su caso profesionales del sector, 
residentes en dicho territorio.

Quedarán excluidos aquellos solicitantes que tengan su residencia fiscal en países y 
territorios considerados paraísos fiscales en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el 
que se determinan los países o territorios a que se refieren los artículos 2.º, apartado 3, 
número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991.
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No podrán obtener la condición de beneficiarios las personas o entidades en quienes 
concurra alguna de las prohibiciones previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

4. Corresponderá a la Dirección General de Bellas Artes dictar cuantas resoluciones 
sean necesarias para la tramitación y resolución de los procedimientos de convocatoria y 
concesión, así como el pago de las ayudas.

5. En defecto de lo previsto en este real decreto-ley, será de aplicación supletoria a estas 
ayudas lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en su Reglamento de 
desarrollo.

6. Para proceder al pago de las ayudas a que se refiere este artículo, se autoriza la 
aplicación del Fondo de Contingencia en el Presupuesto del Ministerio de Cultura y Deporte 
por importe de 2.000.000 euros, y la autorización de las correspondientes modificaciones 
presupuestarias.

Artículo 17.  Sistema de ayudas extraordinarias al tejido económico ligado a la actividad 
museística y el mantenimiento patrimonial como consecuencia del impacto negativo de la 
crisis sanitaria del COVID-19.

1. Se establece, en el ámbito de actuación de la Dirección General de Bellas Artes, un 
sistema de ayudas extraordinarias al tejido económico ligado a la actividad museística y el 
mantenimiento patrimonial como consecuencia del impacto negativo de la crisis sanitaria del 
COVID-19. Las ayudas se articularán a través de las siguientes líneas, incluidas en el ámbito 
de actuación de la Dirección General de Bellas Artes: a) Ayudas para el mantenimiento de la 
estructura del tejido económico ligado a la actividad museística y el mantenimiento 
patrimonial.

2. Las ayudas para el mantenimiento de la estructura del tejido económico ligado a la 
actividad museística y el mantenimiento patrimonial se concederán con arreglo a las 
siguientes condiciones:

a) Las ayudas se otorgarán de acuerdo con los principios de publicidad, transparencia, 
objetividad, igualdad y no discriminación y mediante el procedimiento de concurrencia 
competitiva, con las especialidades establecidas en la presente disposición y en la 
resolución de convocatoria.

b) La valoración de las solicitudes se realizará de acuerdo con los términos fijados en la 
resolución de convocatoria. Las ayudas contemplarán aquellas situaciones que de manera 
indubitada deriven de las consecuencias para el sector provocadas por el COVID-19, en los 
términos que se señalen en la resolución de convocatoria.

c) El régimen de justificación vendrá fijado en la resolución de convocatoria.
3. Las ayudas para el mantenimiento de estructura del tejido económico ligado a la 

actividad museística y el mantenimiento patrimonial podrán solicitarlas con carácter general y 
en los términos establecidos en la resolución de convocatoria, personas inscritas en el 
Régimen Especial de Trabajadores Autónomos, empresas y entidades cuya actividad 
económica esté directamente ligada a la actividad museística o el mantenimiento patrimonial, 
incluyendo actividades de conservación de monumentos o arqueológicas que se hayan visto 
afectadas por el cierre o suspensión de dichas actividades como consecuencia de las 
medidas adoptadas por la crisis sanitaria del COVID-19.

Quedarán excluidos aquellos solicitantes que tengan su residencia fiscal en países y 
territorios considerados paraísos fiscales en el Real Decreto 1080/1991, de 5 de julio, por el 
que se determinan los países o territorios a que se refieren los artículos 2.º, apartado 3, 
número 4, de la Ley 17/1991, de 27 de mayo, de Medidas Fiscales Urgentes, y 62 de la Ley 
31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991.

No podrán obtener la condición de beneficiarios las personas o entidades en quienes 
concurra alguna de las prohibiciones previstas en el artículo 13 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre.

4. Corresponderá a la Dirección General de Bellas Artes dictar cuantas resoluciones 
sean necesarias para la tramitación y resolución de los procedimientos de convocatoria y 
concesión, así como el pago de las ayudas.
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5. En defecto de lo previsto en este real decreto-ley, será de aplicación supletoria a estas 
ayudas lo dispuesto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, y en su Reglamento de 
desarrollo.

6. Para proceder al pago de las ayudas a que se refiere este artículo, se autoriza la 
aplicación del Fondo de Contingencia en el Presupuesto del Ministerio de Cultura y Deporte 
por importe de 1.000.000 euros, y la autorización de las siguientes modificaciones 
presupuestarias:

a) Suplemento de crédito en la aplicación presupuestaria 24.05.3338.471 «Ayudas para 
la promoción del arte contemporáneo español» por importe de 500.000 euros.

b) Crédito extraordinario en la aplicación presupuestaria 24.05.337C.625 «adquisición de 
obras de arte contemporáneo español para las Colecciones Públicas del Estado a galerías 
de arte y a creadores, con residencia fiscal en España» por importe de 500.000 euros.

La financiación de estas modificaciones presupuestarias se realizará de conformidad con 
el artículo 50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

7. Para dar cumplimiento a lo anterior se realizarán las modificaciones presupuestarias 
que resulten necesarias, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre.

[ . . . ]
Disposición adicional novena.  Beneficios fiscales aplicables al evento "El tiempo de la 
Libertad. Comuneros V Centenario".

1. El evento cultural "El tiempo de la Libertad. Comuneros V Centenario", coincidente con 
el V Centenario de la Batalla de Villalar, tendrá la consideración de acontecimiento de 
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.

2. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2021 hasta el 31 de diciembre de 2022.

3. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes del 
programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre.

4. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002, de 23 de diciembre.

5. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre.

Disposición adicional décima.  Desarrollo de un Plan Nacional de Protección de los 
Tablaos Flamencos.

El Gobierno, en colaboración con las Comunidades Autónomas y Ciudades Autónomas, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, pondrá en marcha, dotará y actualizará un 
Plan Nacional de Protección de los Tablaos Flamencos que desarrollará las siguientes 
medidas:

1. El desarrollo de un paquete de ayudas a nuevas producciones en el año 2021, que 
permita a los artistas flamencos diseñar nuevos montajes, y que haga especial hincapié en 
producciones dirigidas a un público joven nacional.

2. La realización, durante la temporada de otoño de 2021, del «Festival Nacional de 
Flamenco sobre las tablas», fomentando la movilidad de los artistas en los tablaos 
nacionales, ahora que tienen paralizadas las giras internacionales.

3. La puesta en marcha de una campaña publicitaria que favorezca el acceso del público 
nacional a los tablaos flamencos, en especial al público más joven.

4. La creación de las Ayudas Imserso Cultural, para acercar a los mayores, ahora que no 
pueden realizar desplazamientos, al flamenco a través de los tablaos de su entorno.
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5. Impulso del Programa «Flamenco, nuestra cultura» para desarrollar acciones de 
divulgación en las principales entidades culturales del ministerio de Cultura: Museo Reina 
Sofía, Instituto Cervantes o la Biblioteca Nacional, entre otros.

6. Ayudas al equipamiento tecnológico, que permita a los tablaos acceder a un público 
digital, dentro y fuera de nuestro país, como importante herramienta de atracción turística.

7. Diseñar una guía digital de servicios turísticos donde se incluyan todos los tablaos 
existentes en España.

8. Desarrollar un fondo «SOS Tablaos» que permita la supervivencia de los tablaos hasta 
la reactivación del turismo internacional.

9. Incorporar a los Tablaos dentro de la estrategia promocional en todas las acciones que 
desde el Gobierno se lleven a cabo en el ámbito de la promoción internacional.

10. Potenciar los Tablaos como elemento único y diferenciador en la oferta turística para 
todos aquellos turistas que elijan España.

Disposición adicional undécima.  Campaña nacional de fomento del consumo de cultura 
española.

El Gobierno, en colaboración con las comunidades autónomas y ciudades autónomas, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, pondrá en marcha, dotará y actualizará 
anualmente una campaña de fomento del consumo de cultura con especial atención a la 
creada en nuestro país, con el objeto de aumentar su consumo y mejorar el respeto y el 
interés por la creación cultural y el indiscutible valor que tiene para un país.

Desde el Ministerio de Cultura y Deporte se desarrollarán las siguientes acciones:
– Poner a disposición del sector, el 20% del tiempo de publicidad institucional en los 

medios de comunicación públicos para el impulso e información de 1491 actividades 
culturales en nuestro país, durante el 2020.

– Realización de una campaña de vuelta a la actividad cultural, financiada por el 
Ministerio de Cultura y Deporte para el fomento del consumo cultural, donde se incluya 
también la oferta digital y la importancia de acceder a los contenidos a través de la oferta 
legal en contenidos digitales.

– Desarrollo de un nuevo plan calendario de ferias nacionales e internacionales y 
acciones de promoción exterior de la cultura española.

– Promoción de artistas en las webs de instituciones y museos con el fin de visibilizarlos, 
e invertir en la promoción internacional de los artistas españoles para intentar generar 
ingresos de fuentes no nacionales. Asimismo, apoyar económicamente a las plataformas y 
revistas digitales encargadas del registro de artistas y difusión de sus trabajos, tan cruciales 
para la salvaguarda del patrimonio futuro.

[ . . . ]
Disposición final decimotercera [sic].  Modificación de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español.

Se añade una nueva Disposición adicional undécima, con la siguiente redacción:

"Disposición adicional undécima.  Adquisición por las entidades del sector público de 
bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español.

1. Con independencia de los procedimientos para el ejercicio de los derechos de 
adquisición preferente previstos en los artículos 33 y 38 de la presente ley, la adquisición por 
parte de las entidades del sector público de bienes muebles integrantes del Patrimonio 
Histórico Español tendrá naturaleza de contrato privado; y su preparación y adjudicación se 
regirán por lo dispuesto en el artículo 26 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 
del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas 
del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

En cuanto a sus efectos y extinción, con carácter general les serán aplicables las normas 
de derecho privado. No obstante, cuando el contrato merezca la consideración de contrato 
sujeto a regulación armonizada con arreglo a lo previsto en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre, le será aplicable, según proceda, lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado 
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2 del artículo 26 o en el párrafo segundo del apartado 3 del artículo 26 de dicha Ley, salvo 
las normas relativas a la racionalización técnica de la contratación.

2. A las adquisiciones de estos bienes se les podrá aplicar el procedimiento negociado 
sin publicidad correspondiente a aquellos supuestos en los que la ejecución solo puede 
encomendarse a un empresario determinado, previsto en el artículo 168.a) 2.º de la Ley 
9/2017, de 8 de noviembre, según lo indicado en los apartados 3 y 4 de esta disposición, con 
las siguientes especialidades respecto de lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de 
noviembre:

a) En estos contratos, el pliego de cláusulas administrativas particulares será sustituido 
por el propio clausulado del contrato.

b) Podrá aplazarse el pago del precio convenido en varios ejercicios económicos si así 
se acuerda con el interesado.

c) La acreditación de la titularidad de los bienes, así como de los requisitos de capacidad 
del vendedor, se realizará conforme a las normas de derecho privado aplicables, no siendo 
necesario acreditar su solvencia, excepto cuando se trate de contratos sujetos a regulación 
armonizada de acuerdo con lo establecido en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre.

3. Cuando las adquisiciones de bienes del Patrimonio Histórico se destinen a museos, 
archivos o bibliotecas de titularidad estatal o autonómica, solo podrán realizarse si cuentan, 
respectivamente, con informe previo favorable emitido por la Junta de Calificación, 
Valoración y Exportación de Bienes del Patrimonio Histórico Español o del organismo 
equivalente reconocido al efecto de la Comunidad Autónoma titular del archivo, biblioteca o 
museo destinatario del bien.

Dichos informes deberán hacer referencia al precio de compra, a la pertenencia del bien 
al patrimonio histórico español, conforme a la definición del mismo del artículo 1.2 de esta 
ley, y a la unicidad del bien, a los efectos previstos en el artículo 168.a) 2.° de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, como requisito inexcusable para la aplicación del procedimiento previsto 
en esta disposición.

4. En los expedientes de adquisición de bienes de esta naturaleza destinados a 
instituciones diferentes de las contempladas en el apartado anterior y que por tanto no hayan 
sido informadas por la Junta de Calificación, Valoración y Exportación de Bienes del 
Patrimonio Histórico Español u organismo equivalente reconocido al efecto de las 
Comunidades Autónomas, además de la condición de bien del patrimonio histórico y la 
disponibilidad de crédito, deberá justificarse la oportunidad de la compra, incorporando la 
correspondiente memoria, valoración económica e informe técnico, que incluirá la Motivación 
de la unicidad en los términos previstos en el apartado anterior.

5. Cuando no concurran los requisitos previstos en los apartados 3 y 4, la adquisición se 
regulará por lo dispuesto en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre."»

Disposición final decimocuarta.  Modificación del apartado dos de la Disposición adicional 
nonagésima sexta de la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2018, para ampliar la duración del apoyo al acontecimiento "Expo Dubai 2020".

Se modifica el apartado dos de la Disposición adicional nonagésima sexta de la Ley 
6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, que queda 
redactado de la siguiente forma:

"Dos. La duración del programa de apoyo será desde el 1 de octubre de 2019 hasta el 30 
de septiembre de 2022."»

Disposición final decimoquinta.  Modificación de la Ley 10/2007, de 22 de junio, de la 
lectura, del libro y de las bibliotecas.

Se añaden los apartados 4 y 5 al artículo 1, con la siguiente redacción:
"4. Se considera al libro, a todos los efectos, bien básico y de primera necesidad. Los 

poderes públicos organizarán y ejecutarán, de manera permanente, campañas de fomento 
de la lectura y fortalecimiento del sistema bibliotecario público."

"5. Se considera a la cultura, a todos los efectos, bien básico y de primera necesidad."»
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Disposición final decimosexta.  Cláusula de salvaguardia para modificaciones de norma 
de inferior rango.

Se mantiene el rango de las normas modificadas por este real decreto-ley cuando las 
mismas sean de rango inferior.

[ . . . ]
Disposición final decimoctava.  Desarrollo reglamentario y ejecución.

Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los departamentos ministeriales, en 
el ámbito de sus competencias, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 
desarrollo y ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, y su corrección de errores, han sido convalidados 
por Acuerdo del Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 20 de mayo de 
2020. Ref. BOE-A-2020-5217
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§ 43

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las dificultades 
transitorias consecuencia de la situación

[ . . . ]
Artículo 33.  Suspensión de plazos en el ámbito tributario.

1. Los plazos de pago de la deuda tributaria previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 
62 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, los vencimientos de los plazos 
y fracciones de los acuerdos de aplazamiento y fraccionamiento concedidos, los plazos 
relacionados con el desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren 
los artículos 104.2 y 104 bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real 
Decreto 939/2005, de 29 de julio, y los plazos para atender los requerimientos, diligencias de 
embargo y solicitudes de información con trascendencia tributaria, para formular alegaciones 
ante actos de apertura de dicho trámite o de audiencia, dictados en procedimientos de 
aplicación de los tributos, sancionadores o de declaración de nulidad, devolución de ingresos 
indebidos, rectificación de errores materiales y de revocación, que no hayan concluido a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, se ampliarán hasta el 30 de mayo de 2020.

Adicionalmente, en el seno del procedimiento administrativo de apremio, no se 
procederá a la ejecución de garantías que recaigan sobre bienes inmuebles desde la entrada 
en vigor del presente real decreto-ley y hasta el día 30 de mayo de 2020.

2. Los plazos previstos en los apartados 2 y 5 del artículo 62 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, los vencimientos de los plazos y fracciones de los acuerdos de 
aplazamiento y fraccionamiento concedidos, así como los plazos relacionados con el 
desarrollo de las subastas y adjudicación de bienes a los que se refieren los artículos 104.2 y 
104 bis del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 
29 de julio, además del establecido para atender los requerimientos, diligencias de embargo, 
solicitudes de información o actos de apertura de trámite de alegaciones o de audiencia que 
se comuniquen a partir de la entrada en vigor de esta medida se extienden hasta el 30 de 
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mayo de 2020, salvo que el otorgado por la norma general sea mayor, en cuyo caso éste 
resultará de aplicación.

3. Si el obligado tributario, no obstante la posibilidad de acogerse a la ampliación de los 
plazos de los apartados anteriores o sin hacer reserva expresa a ese derecho, atendiera al 
requerimiento o solicitud de información con trascendencia tributaria o presentase sus 
alegaciones, se considerará evacuado el trámite.

En las subastas celebradas por la Agencia Estatal de Administración Tributaria, a través 
del Portal de Subastas de la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado, afectadas por lo 
establecido en los apartados 1 y 2 del presente artículo, el licitador podrá solicitar la 
anulación de sus pujas y la liberación de los depósitos constituidos.

También tendrán derecho a la devolución del depósito y, en su caso, del precio del 
remate ingresado, cuando así lo soliciten, los licitadores y los adjudicatarios de las subastas 
en las que haya finalizado la fase de presentación de ofertas y siempre que no se hubiera 
emitido certificación del acta de adjudicación de los bienes u otorgamiento de escritura 
pública de venta a la entrada en vigor del presente real decreto-ley. En este caso, no será de 
aplicación la pérdida del depósito regulada en el artículo 104.bis letra f) del Reglamento 
General de Recaudación, aprobado por Real Decreto 939/2005, de 29 de julio.

4. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de las 
especialidades previstas por la normativa aduanera en materia de plazos para formular 
alegaciones y atender requerimientos.

5. El período comprendido desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley hasta 
el 30 de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los procedimientos 
de aplicación de los tributos, sancionadores y de revisión tramitados por la Agencia Estatal 
de Administración Tributaria, si bien durante dicho período podrá la Administración impulsar, 
ordenar y realizar los trámites imprescindibles.

6. El período a que se refiere el apartado anterior no computará a efectos de los plazos 
establecidos en el artículo 66 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, ni a 
efectos de los plazos de caducidad.

7. A los solos efectos del cómputo de los plazos previstos en el artículo 66 de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, en el recurso de reposición y en los 
procedimientos económico-administrativos, se entenderán notificadas las resoluciones que 
les pongan fin cuando se acredite un intento de notificación de la resolución entre la entrada 
en vigor del presente real decreto-ley y el 30 de mayo de 2020.

El plazo para interponer recursos o reclamaciones económico-administrativas frente a 
actos tributarios, así como para recurrir en vía administrativa las resoluciones dictadas en los 
procedimientos económico-administrativos, no se iniciará hasta concluido dicho período, o 
hasta que se haya producido la notificación en los términos de la Sección Tercera del 
Capítulo II del Título III de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre General Tributaria, si esta 
última se hubiera producido con posterioridad a aquel momento.

8. Los plazos para atender los requerimientos y solicitudes de información formulados 
por la Dirección General del Catastro que se encuentren en plazo de contestación a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley se amplían hasta el 30 de mayo de 2020.

Los actos de apertura de trámite de alegaciones o de audiencia que se comuniquen a 
partir de la entrada en vigor de esta medida por la Dirección General del Catastro tendrán de 
plazo para ser atendidos hasta el 30 de mayo de 2020, salvo que el otorgado por la norma 
general sea mayor, en cuyo caso este resultará de aplicación.

Si el obligado tributario, no obstante, la posibilidad de acogerse a la ampliación de los 
plazos de los apartados anteriores o sin hacer reserva expresa a ese derecho, atendiera al 
requerimiento o solicitud de información con trascendencia tributaria o presentase sus 
alegaciones, se considerará evacuado el trámite.

El período comprendido desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el 30 
de mayo de 2020 no computará a efectos de la duración máxima de los procedimientos 
iniciados de oficio, si bien durante dicho período podrá la Administración impulsar, ordenar y 
realizar los trámites imprescindibles.

[ . . . ]
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§ 44

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Otras medidas

[ . . . ]
Artículo 53.  Suspensión de plazos en el ámbito tributario de las Comunidades Autónomas y 
de las Entidades Locales.

Lo dispuesto en el artículo 33 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas 
urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19, será 
de aplicación a las actuaciones, trámites y procedimientos que se rijan por lo establecido en 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, y sus reglamentos desarrollo y que 
sean realizados y tramitados por las Administraciones tributarias de las Comunidades 
Autónomas y Entidades Locales, siendo asimismo aplicable, en relación con estas últimas, a 
las actuaciones, trámites y procedimientos que se rijan por el texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo.

[ . . . ]
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§ 45

Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes para responder al impacto económico del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 65, de 13 de marzo de 2020
Última modificación: 5 de mayo de 2021

Referencia: BOE-A-2020-3580

[ . . . ]
Artículo 14.  Aplazamiento de deudas tributarias.

1. En el ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, a los 
efectos de los aplazamientos a los que se refiere el artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, se concederá el aplazamiento del ingreso de la deuda 
tributaria correspondiente a todas aquellas declaraciones-liquidaciones y autoliquidaciones 
cuyo plazo de presentación e ingreso finalice desde la fecha de entrada en vigor del 
presente real decreto-ley y hasta el día 30 de mayo de 2020, ambos inclusive, siempre que 
las solicitudes presentadas hasta esa fecha reúnan los requisitos a los que se refiere el 
artículo 82.2.a) de la Ley anterior.

2. Este aplazamiento será aplicable también a las deudas tributarias a las que hacen 
referencia las letras b), f) y g) del artículo 65.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

3. Será requisito necesario para la concesión del aplazamiento que el deudor sea 
persona o entidad con volumen de operaciones no superior a 6.010.121,04 euros en el año 
2019.

4. Las condiciones del aplazamiento serán las siguientes:
a) El plazo será de seis meses.
b) No se devengarán intereses de demora durante los primeros cuatro meses del 

aplazamiento.

[ . . . ]
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§ 46

Real Decreto-ley 14/2020, de 14 de abril, por el que se extiende el 
plazo para la presentación e ingreso de determinadas declaraciones 

y autoliquidaciones tributarias

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 105, de 15 de abril de 2020
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2020-4448

I
Desde la declaración de la pandemia del COVID-19 por la Organización Mundial de la 

Salud, el Gobierno de España ha venido adoptando de forma paulatina una serie de medidas 
de distinta naturaleza tendentes a paliar los graves efectos que la misma está produciendo 
en la sociedad española.

Estas medidas, cuyos ámbitos principales han sido la sanidad, la seguridad, el transporte 
y la movilidad, la economía y la defensa, se han visto plasmadas en un conjunto de reales 
decretos-leyes que van desde el Real Decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se 
adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito económico y para la protección de la 
salud pública, hasta el Real Decreto-ley 13/2020, de 7 de abril, por el que se adoptan 
determinadas medidas urgentes en materia de empleo agrario.

Desde una perspectiva tributaria, es preciso destacar el Real Decreto-ley 7/2020, de 12 
de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del 
COVID-19, cuyo artículo 14 establece el aplazamiento de deudas tributarias; el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, que incorpora, entre otras medidas, la 
suspensión de plazos en el ámbito tributario y la exención de la cuota gradual de la 
modalidad de actos jurídicos documentados en el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados en las escrituras de novación de préstamos y 
créditos hipotecarios; y el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al 
COVID-19, que adiciona otro conjunto de medidas, como que las comercializadoras de 
electricidad y gas puedan retrasar las liquidaciones del Impuesto sobre el Valor Añadido, el 
Impuesto Especial sobre la Electricidad y el Impuesto sobre Hidrocarburos, correspondientes 
a las facturas cuyo pago por los consumidores se hubiere retrasado; el aplazamiento de 
deudas derivadas de declaraciones aduaneras; la suspensión de plazos en el ámbito 
tributario de las comunidades autónomas y de las entidades locales; la ampliación del plazo 
para interponer recursos de reposición o reclamaciones económico administrativas que se 
rijan por la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, o, la suspensión de los 
plazos de prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos regulados en la 
normativa tributaria.
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En continuidad con las medidas urgentes aprobadas por el Gobierno para paliar la 
situación de crisis generada por el COVID-19 se adopta este real decreto-ley.

En el ámbito tributario, se hace preciso continuar implantando medidas que permitan a 
los obligados tributarios el cumplimiento voluntario de sus obligaciones fiscales, teniendo en 
cuenta las grandes limitaciones que en materia de movilidad se están llevando a cabo, lo 
que dificulta o impide en muchos casos tal cumplimiento.

En este sentido, hay que recordar el importante papel que, para la aplicación del sistema 
fiscal y el fomento del mencionado cumplimiento voluntario, desarrollan los profesionales 
tributarios, subrayado por su participación en el Foro de Asociaciones y Colegios 
Profesionales Tributarios y en los Códigos de Buenas Practicas Tributarias para 
Asociaciones y Colegios Profesionales y para asesores y gestores promovidos por dicho 
Foro.

La actual situación de riesgo sanitario y las medidas adoptadas para su contención, 
están produciendo problemas operativos y de funcionamiento sobre todo en pequeñas y 
medianas empresas (pymes) y autónomos y por extensión a los asesores y gestores que 
afrontan serias dificultades para recopilar la información necesaria y cumplir con las 
obligaciones fiscales de sus clientes, por lo que se extiende el plazo voluntario de 
presentación y pago de las declaraciones y autoliquidaciones tributarias.

Además, se adoptan medidas para la gestión de créditos destinados a las comunidades 
autónomas relacionados con el COVID-19.

II
De tal forma, este real decreto-ley se estructura en un artículo único, una disposición 

adicional única y tres disposiciones finales.
El artículo único dispone, para los tributos que se indican, la extensión del plazo de 

presentación e ingreso de las declaraciones y autoliquidaciones tributarias cuyo vencimiento 
se produzca a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el día 20 de mayo 
de 2020.

Dicha medida se aplicará para aquellos contribuyentes que tengan un volumen de 
operaciones no superior a 600.000 euros a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido. La 
medida también será aplicable a las Administraciones públicas, si bien en este caso por la 
configuración de estos contribuyentes, se tomará como umbral el volumen de su 
presupuesto.

La disposición adicional única prevé la gestión de créditos relacionados con el 
COVID-19, de manera que se puedan librar a las comunidades autónomas créditos para 
hacer frente a la situación derivada del COVID-19, por las cantidades que se hayan 
establecido, en un único pago en lugar de los pagos trimestrales que establece el artículo 86 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

III
La adopción de medidas de carácter económico mediante real decreto-ley ha sido 

avalada por el Tribunal Constitucional siempre que concurra una motivación explícita y 
razonada de la necesidad, entendiendo por tal que la coyuntura económica exige una rápida 
respuesta, y la urgencia, asumiendo como tal que la dilación en el tiempo de la adopción de 
la medida de que se trate mediante una tramitación por el cauce normativo ordinario podría 
generar algún perjuicio.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin 
que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 
4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3 y 189/2005, de 7 julio, F. 3), subvenir a una situación 
concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever 
requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno. Ninguna 
duda ofrece que la situación que afronta nuestro país por la declaración de emergencia de 
salud pública de importancia internacional, unida a la reciente declaración de estado de 
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alarma, generan la concurrencia de motivos que justifican la extraordinaria y urgente 
necesidad de adoptar diversas medidas.

En el actual escenario de contención y prevención del COVID-19 es urgente y necesario 
atajar la epidemia y evitar su propagación para proteger la salud pública a la vez que se 
adoptan medidas de contenido económico para afrontar sus consecuencias. Asimismo, la 
extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se inscribe en el juicio 
político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 
142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de 
prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019, Recurso de 
Inconstitucionalidad núm. 2208-2019), centradas en el cumplimiento de la seguridad jurídica 
y la salud pública. Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse demuestran que, 
en ningún caso, el presente real decreto-ley constituye un supuesto de uso abusivo o 
arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, 
de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al 
contrario, todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 
182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Debe señalarse también que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las comunidades autónomas ni al 
Derecho electoral general.

Y no lo hace porque, como señala la STC 100/2012, de 8 de mayo, en su FJ9, «del 
hecho de que la materia tributaria esté sujeta al principio de reserva de ley (arts. 31.3 y 133.1 
y 3 de la Constitución Española) y de que dicha reserva tenga carácter relativo y no absoluto 
«no se deriva necesariamente que se encuentre excluida del ámbito de regulación del 
decreto-ley, que podrá penetrar en la materia tributaria siempre que se den los requisitos 
constitucionales del presupuesto habilitante y no "afecte", en el sentido constitucional del 
término, a las materias excluidas» (SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 8; 137/2003, de 3 
de julio, FJ 6; y 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 4; y 
189/2005, de 7 de julio, FJ 7). Es decir, «el hecho de que una materia esté reservada a la 
Ley ordinaria, con carácter absoluto o relativo, no excluye eo ipso la regulación 
extraordinaria y provisional de la misma mediante Decreto-ley» (SSTC 60/1986, de 20 de 
mayo, FJ 2; y 182/1997, de 20 de octubre, FJ 8). A lo que este Tribunal debe atender al 
interpretar el límite material del art. 86.1 CE «no es, pues, al modo como se manifiesta el 
principio de reserva de Ley en una determinada materia, la tributaria en este caso (si tiene 
carácter absoluto o relativo y qué aspectos de dicha materia se encuentran amparados o no 
por dicha reserva), sino más bien al examen de si ha existido "afectación" por el Decreto-ley 
de un derecho, deber o libertad regulado en el título I de la Constitución», lo que exigirá 
«tener en cuenta la configuración constitucional del derecho o deber afectado en cada caso 
y la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se trate» (SSTC 182/1997, de 28 
de octubre, FJ 8; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; y 245/2004, 
de 16 de diciembre, FJ 4, 189/2005, de 7 de julio, FJ 7; y 329/2005, de 15 de diciembre FJ 
8). Y, sobre este particular, en la sección 2 del capítulo segundo del título I de la 
Constitución, bajo la rúbrica «De los derechos y deberes de los ciudadanos», se inserta el 
art. 31.1 CE, precepto que establece «un auténtico mandato jurídico, fuente de derechos y 
obligaciones», del que «se deriva un deber constitucional para los ciudadanos de contribuir, 
a través de los impuestos, al sostenimiento o financiación de los gastos públicos» (SSTC 
182/1997, de 28 de octubre, FJ 6; 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 5; y 189/2005, de 7 de 
julio, FJ 7), siendo, en consecuencia, uno de «los deberes cuya afectación está vedada al 
decreto-ley el deber de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos que enuncia el art. 
31.1 CE» (SSTC 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 245/2004, de 16 de diciembre, FJ 5; y 
189/2005, de 7 de julio, FJ 7).(…)

Pues bien, el art. 31.1 de la Constitución Española «conecta el citado deber de contribuir 
con el criterio de la capacidad económica» y lo relaciona, a su vez, «no con cualquier figura 
tributaria en particular, sino con el conjunto del sistema tributario», por lo que queda claro 
que «que el decreto-ley no podrá alterar ni el régimen general ni aquellos elementos 
esenciales de los tributos que inciden en la determinación de la carga tributaria, afectando 
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así al deber general de los ciudadanos de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos 
de acuerdo con su riqueza mediante un sistema tributario justo» (SSTC 182/1997, de 18 de 
octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; y 189/2005, de 7 
de julio, FJ 7). De manera que vulnerará el art. 86 CE «cualquier intervención o innovación 
normativa que, por su entidad cualitativa o cuantitativa, altere sensiblemente la posición del 
obligado a contribuir según su capacidad económica en el conjunto del sistema tributario» 
(SSTC 182/1997, de 28 de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 30 de 
junio, FJ 7; y 189/2005, de 7 de julio, FJ 7). Por tanto, será preciso tener en cuenta «en cada 
caso en qué tributo concreto incide el Decreto-ley –constatando su naturaleza, estructura y la 
función que cumple dentro del conjunto del sistema tributario, así como el grado o medida en 
que interviene el principio de capacidad económica–, qué elementos del mismo –esenciales 
o no resultan alterados por este excepcional modo de producción normativa– y, en fin, cuál 
es la naturaleza y alcance de la concreta regulación de que se trate» (SSTC 182/1997, de 28 
de octubre, FJ 7; 137/2003, de 3 de julio, FJ 6; 108/2004, de 30 de junio, FJ 7; y 189/2005, 
de 7 de julio, FJ 7).

A la luz de estas consideraciones, cabe afirmar que la medida tributaria contenida en 
este real decreto-ley no vulneran el citado artículo 31 de la Constitución ya que, como se 
señala en la antes citada STC 100/2012 (FJ9), no altera «de manera relevante la presión 
fiscal que deben soportar los contribuyentes y, por consiguiente, no ha provocado un cambio 
sustancial de la posición de los ciudadanos en el conjunto del sistema tributario, de manera 
que no ha afectado a la esencia del deber constitucional de contribuir al sostenimiento de los 
gastos públicos que enuncia el art. 31.1 CE» (SSTC 137/2003, de 3 de julio, FJ 7; y 
108/2004, de 30 de junio, FJ 8).

IV
Este real decreto-ley responde a los principios de buena regulación de necesidad, 

eficacia, proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia, y eficiencia, de conformidad con 
el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas.

A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y 
eficacia dado el interés general en el que se fundamenta la medida que se establece, siendo 
el real decreto-ley el instrumento más inmediato para garantizar su consecución. La norma 
es acorde con el principio de proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible para 
la consecución de los objetivos previamente mencionados. Igualmente, se ajusta al principio 
de seguridad jurídica, siendo coherente con el resto del ordenamiento jurídico. En cuanto al 
principio de transparencia, la norma está exenta de los trámites de consulta pública, 
audiencia e información pública que no son aplicables a la tramitación y aprobación de 
decretos-leyes. Por último, en relación con el principio de eficiencia, en este real decreto-ley 
se ha procurado que la norma genere las menores cargas administrativas para los 
ciudadanos.

Por tanto, en la medida que se adopta, concurren, por su naturaleza y finalidad, las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 
Constitución Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un real 
decreto-ley.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.10.ª y 14.ª de 
la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre régimen 
aduanero y arancelario; y Hacienda general.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Ministra de Hacienda, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 14 de abril de 2020,

DISPONGO:
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Artículo único.  Extensión del plazo para la presentación e ingreso de las declaraciones y 
autoliquidaciones.

1. En el ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, los plazos 
de presentación e ingreso de las declaraciones y autoliquidaciones tributarias de aquellos 
obligados con volumen de operaciones no superior a 600.000 euros en el año 2019 cuyo 
vencimiento se produzca a partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley y hasta el día 
20 de mayo de 2020 se extenderán hasta esta fecha. En este caso, si la forma de pago 
elegida es la domiciliación, el plazo de presentación de las autoliquidaciones se extenderá 
hasta el 15 de mayo de 2020.

No obstante lo anterior, en el caso de los obligados que tengan la consideración de 
Administraciones públicas, incluida la Seguridad Social, será requisito necesario que su 
último presupuesto anual aprobado no supere la cantidad de 600.000 euros.

Lo dispuesto en este artículo no resultará de aplicación a los grupos fiscales que 
apliquen el régimen especial de consolidación fiscal regulado en el capítulo VI del título VII 
de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, con independencia 
de su importe neto de la cifra de negocios, ni a los grupos de entidades que tributen en el 
régimen especial de grupos de entidades del Impuesto sobre el Valor Añadido regulado en el 
capítulo IX del título IX de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido, con independencia de su volumen de operaciones.

2. Lo dispuesto en este artículo no será aplicable en relación con la presentación de 
declaraciones reguladas por el Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 9 de octubre de 2013, por el que se aprueba el código aduanero de la Unión y/o 
por su normativa de desarrollo.

Disposición adicional única.  Gestión de créditos relacionados con el COVID-19.
No obstante lo dispuesto en el artículo 86.2.Quinta de la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria, los créditos extraordinarios o suplementarios que 
tengan por objeto exclusivamente hacer frente a situaciones extraordinarias derivadas del 
COVID-19, que vayan referidos a la financiación de sectores, servicios, actividades o 
materias respecto de los cuales las comunidades autónomas tengan asumidas 
competencias de ejecución, podrán librarse en su totalidad una vez se haya aprobado la 
distribución definitiva entre aquellas.

Disposición final primera.  Títulos competenciales.
Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.10.ª y 14.ª de 

la Constitución Española, que atribuye al Estado, la competencia exclusiva sobre régimen 
aduanero y arancelario; y Hacienda general, respectivamente.

Disposición final segunda.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno y a la persona titular del Ministerio de Hacienda, en el ámbito de 

sus competencias, a dictar las disposiciones y adoptar medidas necesarias para el desarrollo 
y ejecución de lo dispuesto en este real decreto-ley.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
El presente real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el 

«Boletín Oficial del Estado».

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 14/2020, de 14 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 29 de abril de 2020. Ref. BOE-A-2020-4757
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§ 47

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 15 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4554

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Medidas fiscales

[ . . . ]
Artículo 12.  No inicio del período ejecutivo para determinadas deudas tributarias en el caso 
de concesión de financiación a la que se refiere el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19.

1. En el ámbito de las competencias de la Administración Tributaria del Estado, las 
declaraciones-liquidaciones y las autoliquidaciones presentadas por un contribuyente en el 
plazo previsto en el artículo 62.1 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, 
sin efectuar el ingreso correspondiente a las deudas tributarias resultantes de las mismas, 
impedirá el inicio del periodo ejecutivo siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que el contribuyente haya solicitado dentro del plazo mencionado en el primer párrafo 
o anteriormente a su comienzo, la financiación a que se refiere el artículo 29 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, para el pago de las deudas tributarias 
resultantes de dichas declaraciones-liquidaciones y autoliquidaciones y por, al menos, el 
importe de dichas deudas.

b) Que el obligado tributario aporte a la Administración Tributaria hasta el plazo máximo 
de cinco días desde el fin del plazo de presentación de la declaración-liquidación o 
autoliquidación, un certificado expedido por la entidad financiera acreditativo de haberse 
efectuado la solicitud de financiación incluyendo el importe y las deudas tributarias objeto de 
la misma.

c) Que dicha solicitud de financiación sea concedida en, al menos, el importe de las 
deudas mencionadas.

d) Que las deudas se satisfagan efectiva, completa e inmediatamente en el momento de 
la concesión de la financiación. Se entenderá incumplido este requisito por la falta de ingreso 
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de las deudas transcurrido el plazo de un mes desde que hubiese finalizado el plazo 
mencionado en el primer párrafo de este apartado.

En caso de incumplimiento de cualquiera de los requisitos enumerados, no se habrá 
entendido impedido el inicio del periodo ejecutivo al finalizar el plazo previsto en el artículo 
62.1 de la Ley 58/2003.

2. Para el cumplimiento de sus fines, la Administración tributaria tendrá acceso directo y, 
en su caso, telemático a la información y a los expedientes completos relativos a la solicitud 
y concesión de la financiación a la que se refiere el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, 
de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19.

[ . . . ]
Disposición transitoria primera.  No inicio del período ejecutivo para determinadas deudas 
tributarias en el caso de concesión de financiación a la que se refiere el artículo 29 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19.

Lo dispuesto en el artículo 12 será de aplicación a las declaraciones-liquidaciones y 
autoliquidaciones cuyo plazo de presentación concluya entre el 20 de abril de 2020 y el 30 
de mayo de 2020.

En el caso de deudas tributarias derivadas de declaraciones-liquidaciones y 
autoliquidaciones comprendidas en el párrafo anterior que hubieran sido objeto de 
presentación con anterioridad a la entrada en vigor de este real decreto-ley, respecto de las 
que ya se hubiese iniciado el periodo ejecutivo conforme a lo dispuesto en el artículo 161 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, se considerarán en periodo 
voluntario de ingreso cuando se den conjuntamente las siguientes circunstancias:

a) Que el obligado tributario aporte a la Administración Tributaria en el plazo máximo de 
cinco días a contar desde el siguiente al de la entrada en vigor de este real decreto-ley, un 
certificado expedido por la entidad financiera acreditativo de haberse efectuado la solicitud 
de financiación en los términos del apartado 1, letra a), del artículo 12, incluyendo el importe 
y las deudas tributarias objeto de la misma.

b) Cumplimiento de los requisitos establecidos en el apartado 1, letras c) y d), del artículo 
12.

El incumplimiento de alguno de los requisitos establecidos en las letras a) y b) anteriores 
determinará el inicio o la continuación de las actuaciones recaudatorias en periodo ejecutivo 
desde la fecha en que dicho periodo se inició conforme a lo señalado en el segundo párrafo 
de esta disposición.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051

• Véase la Orden CIN/1062/2020, de 6 de noviembre, que se dicta en cumplimiento de la 
disposición adicional duodécima del presente Real Decreto-ley, en materia de apoyo 
financiero a las actuaciones de parques científicos y tecnológicos. Ref. BOE-A-2020-14251
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§ 48

Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 
extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 73, de 18 de marzo de 2020
Última modificación: 30 de junio de 2022

Referencia: BOE-A-2020-3824

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Garantía de liquidez para sostener la actividad económica ante las dificultades 
transitorias consecuencia de la situación

[ . . . ]
Artículo 32.  Atribución de competencias para el despacho aduanero.

El titular del Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria podrá acordar que el procedimiento de declaración, y el despacho 
aduanero que aquel incluye, sea realizado por cualquier órgano o funcionario del Área de 
Aduanas e Impuestos Especiales.

A estos efectos, no resultará de aplicación lo previsto en el artículo 84 de la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria.

[ . . . ]
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§ 49

Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan 
medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico 

para hacer frente al COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 91, de 1 de abril de 2020

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2020-4208

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Otras medidas

[ . . . ]
Artículo 52.  Aplazamiento de deudas derivadas de declaraciones aduaneras.

1. En el ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, a los 
efectos de los aplazamientos a los que se refiere el artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria, se concederá el aplazamiento del ingreso de la deuda 
aduanera y tributaria correspondiente a las declaraciones aduaneras presentadas desde la 
fecha de entrada en vigor del presente Real Decreto-ley y hasta el día 30 de mayo de 2020, 
ambos inclusive, siempre que las solicitudes presentadas hasta esa fecha reúnan los 
requisitos a los que se refiere el artículo 82.2.a) de la citada Ley 58/2003 y el importe de la 
deuda a aplazar sea superior a 100 euros.

2. Lo previsto en el apartado anterior no resulta aplicable a las cuotas del Impuesto sobre 
el Valor Añadido que se liquiden conforme a lo previsto en el artículo 167.Dos, segundo 
párrafo, de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido.

3. Este aplazamiento se solicitará en la propia declaración aduanera y su concesión se 
notificará en la forma prevista para la notificación de la deuda aduanera, de acuerdo con el 
artículo 102 del Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 9 
de octubre de 2013 por el que se establece el código aduanero de la Unión.

4. A efectos de lo previsto en el apartado 3 del artículo 65 de la Ley 58/2003, la garantía 
aportada para la obtención del levante de la mercancía será válida para la obtención del 
aplazamiento, quedando afecta al pago de la deuda aduanera y tributaria correspondiente 
hasta el cumplimiento íntegro por el obligado del aplazamiento concedido, sin perjuicio de lo 
previsto en el apartado 3 del artículo 112 del Reglamento (UE) n.º 952/2013 del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 9 de octubre de 2013 por el que se establece el código aduanero 
de la Unión.
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5. Será requisito necesario para la concesión del aplazamiento que el destinatario de la 
mercancía importada sea persona o entidad con volumen de operaciones no superior a 
6.010.121,04 euros en el año 2019.

6. Las condiciones del aplazamiento serán las siguientes:
a) El plazo será de seis meses desde la finalización del plazo de ingreso que 

corresponda conforme a lo previsto en el artículo 108 del Reglamento (UE) n.º 952/2013 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de octubre de 2013, por el que se establece el 
código aduanero de la Unión.

b) No se devengarán intereses de demora durante los primeros cuatro meses del 
aplazamiento.

[ . . . ]
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§ 50

Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes 
complementarias para apoyar la economía y el empleo. [Inclusión 

parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 112, de 22 de abril de 2020
Última modificación: 15 de junio de 2021

Referencia: BOE-A-2020-4554

[ . . . ]
CAPÍTULO III

Medidas fiscales

[ . . . ]
Artículo 10.  Limitación de los efectos temporales de la renuncia tácita al método de 
estimación objetiva en el ejercicio 2020.

Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que desarrollen 
actividades económicas cuyo rendimiento neto se determine con arreglo al método de 
estimación objetiva y, en el plazo para la presentación del pago fraccionado correspondiente 
al primer trimestre del ejercicio 2020, renuncien a la aplicación del mismo en la forma 
prevista en la letra b) del apartado 1 del artículo 33 del Reglamento del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, 
podrán volver a determinar el rendimiento neto de su actividad económica con arreglo al 
método de estimación objetiva en el ejercicio 2021, siempre que cumplan los requisitos para 
su aplicación y revoquen la renuncia al método de estimación objetiva en el plazo previsto en 
la letra a) del apartado 1 del artículo 33 del Reglamento del Impuesto o mediante la 
presentación en plazo de la declaración correspondiente al pago fraccionado del primer 
trimestre del ejercicio 2021 en la forma dispuesta para el método de estimación objetiva.

La renuncia al método de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y la posterior revocación previstas en el párrafo anterior tendrá los mismos 
efectos respecto de los regímenes especiales establecidos en el Impuesto sobre el Valor 
Añadido o en el Impuesto General Indirecto Canario.

Artículo 11.  Cálculo de los pagos fraccionados en el método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de la cuota trimestral del régimen 
simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido como consecuencia del estado de alarma 
declarado en el período impositivo 2020.

1. Los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que 
desarrollen actividades económicas incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 
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22 de noviembre, por la que se desarrollan para el año 2020 el método de estimación 
objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el régimen especial 
simplificado del Impuesto sobre el Valor Añadido y determinen el rendimiento neto de 
aquellas por el método de estimación objetiva, para el cálculo de la cantidad a ingresar del 
pago fraccionado en función de los datos-base a que se refiere la letra b) del apartado 1 del 
artículo 110 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, aprobado 
por el Real Decreto 439/2007, de 30 de marzo, no computarán, en cada trimestre natural, 
como días de ejercicio de la actividad, los días naturales en los que hubiera estado 
declarado el estado de alarma en dicho trimestre.

2. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que desarrollen actividades 
empresariales o profesionales incluidas en el anexo II de la Orden HAC/1164/2019, de 22 de 
noviembre, por la que se desarrollan para el año 2020 el método de estimación objetiva del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y el régimen especial simplificado del 
Impuesto sobre el Valor Añadido y estén acogidos al régimen especial simplificado, para el 
cálculo del ingreso a cuenta en el año 2020, a que se refiere el artículo 39 del Reglamento 
del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de 
diciembre, no computarán, en cada trimestre natural, como días de ejercicio de la actividad, 
los días naturales en los que hubiera estado declarado el estado de alarma en dicho 
trimestre.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2020. Ref. BOE-A-2020-5051

• Véase la Orden CIN/1062/2020, de 6 de noviembre, que se dicta en cumplimiento de la 
disposición adicional duodécima del presente Real Decreto-ley, en materia de apoyo 
financiero a las actuaciones de parques científicos y tecnológicos. Ref. BOE-A-2020-14251
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§ 51

Ley 3/2020, de 18 de septiembre, de medidas procesales y 
organizativas para hacer frente al COVID-19 en el ámbito de la 

Administración de Justicia. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 250, de 19 de septiembre de 2020
Última modificación: 24 de noviembre de 2021

Referencia: BOE-A-2020-10923

[ . . . ]
CAPÍTULO II

Medidas concursales y societarias

Artículo 3.  Modificación del convenio concursal.
1. Hasta el 31 de diciembre de 2021 inclusive, el concursado podrá presentar propuesta 

de modificación del convenio que se encuentre en periodo de cumplimiento. A la solicitud 
deberá acompañar una relación de los créditos concursales que estuvieran pendientes de 
pago y de aquellos que, habiendo sido contraídos durante el periodo de cumplimiento del 
convenio, no hubieran sido satisfechos, un plan de viabilidad y un plan de pagos.

La propuesta de modificación se tramitará con arreglo a las mismas normas establecidas 
para la aprobación del convenio originario, si bien la tramitación será escrita cualquiera que 
sea el número de acreedores. Las mayorías del pasivo exigibles para la aceptación de la 
propuesta de modificación serán las mismas que las exigidas para la aceptación de la 
propuesta del convenio originario, cualquiera que sea el contenido de la modificación. En 
ningún caso la modificación afectará a los créditos devengados o contraídos durante el 
periodo de cumplimiento del convenio originario ni a los acreedores privilegiados a los que 
se hubiera extendido la eficacia del convenio o se hubieran adherido a él una vez aprobado, 
a menos que voten a favor o se adhieran expresamente a la propuesta de modificación.

2. El juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración del 
incumplimiento del convenio se presenten por los acreedores entre el 31 de octubre de 2020 
y 31 de enero de 2021, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurran tres meses a 
contar desde la última fecha indicada. Durante esos tres meses el concursado podrá 
presentar propuesta de modificación del convenio, que se tramitará con prioridad a la 
solicitud de declaración de incumplimiento.

3. Asimismo, el juez dará traslado al concursado de cuantas solicitudes de declaración 
del incumplimiento del convenio se presenten por los acreedores entre el 31 de enero y el 30 
de septiembre de 2021, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurran tres meses a 
contar desde la última fecha indicada. Durante esos tres meses el concursado podrá 
presentar propuesta de modificación del convenio, que se tramitará con prioridad a la 
solicitud de declaración de incumplimiento.
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4. En el supuesto de que entre el 31 de enero de 2021 y la entrada en vigor del presente 
Real Decreto-ley se hayan presentado solicitudes de declaración de incumplimiento del 
convenio por los acreedores y éstas hayan sido admitidas a trámite, se suspenderá la 
tramitación del procedimiento, hasta que transcurra un plazo de tres meses a contar desde el 
30 de septiembre de 2021. Si durante esos tres meses el concursado presentara una 
propuesta de modificación del convenio, el juez archivará el procedimiento de solicitud de 
incumplimiento admitido a trámite y tramitará con prioridad la propuesta de modificación del 
convenio.

5. Las mismas reglas serán de aplicación a los acuerdos extrajudiciales de pago.

Artículo 4.  Aplazamiento del deber de solicitar la apertura de la fase de liquidación.
1. Hasta 31 de diciembre de 2021 inclusive, el deudor no tendrá el deber de solicitar la 

liquidación de la masa activa cuando conozca la imposibilidad de cumplir con los pagos 
comprometidos o las obligaciones contraídas con posterioridad a la aprobación del convenio 
concursal, siempre que el deudor presente una propuesta de modificación del convenio y 
esta se admita a trámite dentro de dicho plazo. La propuesta de modificación del convenio se 
tramitará conforme a lo establecido en el artículo 3.1.

2. Durante el plazo previsto en el apartado anterior, el juez no dictará auto abriendo la 
fase de liquidación aunque el acreedor acredite la existencia de alguno de los hechos que 
pueden fundamentar la declaración de concurso.

3. En caso de incumplimiento del convenio aprobado o modificado dentro de los dos 
años a contar desde el 14 de marzo de 2020, tendrán la consideración de créditos contra la 
masa los créditos derivados de ingresos de tesorería en concepto de préstamos, créditos u 
otros negocios de análoga naturaleza que se hubieran concedido al concursado o derivados 
de garantías personales o reales constituidas a favor de este por cualquier persona, 
incluidas las que, según la ley, tengan la condición de personas especialmente relacionadas 
con él, siempre que en el convenio o en la modificación constase la identidad del obligado y 
la cuantía máxima de la financiación a conceder o de la garantía a constituir.

Artículo 5.  Acuerdos de refinanciación.
1. Hasta el 31 de diciembre de 2021 inclusive, el deudor que tuviera homologado un 

acuerdo de refinanciación podrá modificar el acuerdo que tuviera en vigor o alcanzar otro 
nuevo, aunque no haya transcurrido un año de la anterior homologación según lo dispuesto 
en el artículo 617 del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueba 
el texto refundido de la Ley Concursal.

2. El juez dará traslado al deudor de cuantas solicitudes de declaración de 
incumplimiento del acuerdo de refinanciación se presenten por los acreedores entre el 31 
octubre de 2020 y el 31 de enero de 2021, pero no las admitirá a trámite hasta que 
transcurra un mes a contar desde la última fecha indicada. Durante ese mes el deudor podrá 
poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración de concurso que ha 
iniciado o pretende iniciar negociaciones con acreedores para modificar el acuerdo que 
tuviera en vigor homologado o para alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera transcurrido un 
año desde la anterior solicitud de homologación. Si dentro de los tres meses siguientes a la 
comunicación al juzgado, el deudor no hubiera alcanzado un acuerdo de modificación del 
que tuviera en vigor u otro nuevo, el juez admitirá a trámite las solicitudes de declaración de 
incumplimiento presentadas por los acreedores.

3. El juez dará traslado al deudor de cuantas solicitudes de declaración de 
incumplimiento del acuerdo de refinanciación se presenten por los acreedores entre el 31 de 
enero y 30 de septiembre de 2021, pero no las admitirá a trámite hasta que transcurra un 
mes a contar desde la última fecha indicada. Durante ese mes el deudor podrá poner en 
conocimiento del juzgado competente para la declaración de concurso que ha iniciado o 
pretende iniciar negociaciones con acreedores para modificar el acuerdo que tuviera en vigor 
homologado o para alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera transcurrido un año desde la 
anterior solicitud de homologación. Si dentro de los tres meses siguientes a la comunicación 
al juzgado, el deudor no hubiera alcanzado un acuerdo de modificación del que tuviera en 
vigor u otro nuevo, el juez admitirá a trámite las solicitudes de declaración de incumplimiento 
presentadas por los acreedores.
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En el supuesto de que entre el 31 de enero de 2021 y la entrada en vigor del presente 
Real Decreto-ley se hayan presentado solicitudes de declaración de incumplimiento del 
acuerdo de refinanciación y éstas hayan sido admitidas a trámite, se suspenderá la 
tramitación del procedimiento. En el plazo de un mes desde 30 de septiembre de 2021, el 
deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración del 
concurso que ha iniciado o pretende iniciar negociaciones con acreedores para modificar el 
acuerdo que tuviera en vigor homologado o para alcanzar otro nuevo, aunque no hubiera 
transcurrido un año desde la anterior solicitud de homologación. Si dentro de los tres meses 
siguientes a la comunicación al juzgado, el deudor no hubiera alcanzado un acuerdo de 
modificación del que tuviera en vigor u otro nuevo, el juez levantará la suspensión las 
solicitudes de declaración de incumplimiento presentadas por los acreedores.

Artículo 6.  Régimen especial de la solicitud de declaración del concurso de acreedores.
1. Hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, el deudor que se encuentre en estado de 

insolvencia no tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso, haya o no comunicado 
al juzgado competente la apertura de negociaciones con los acreedores para alcanzar un 
acuerdo de refinanciación, un acuerdo extrajudicial de pagos o adhesiones a una propuesta 
anticipada de convenio. El cómputo del plazo de dos meses para solicitar la declaración del 
concurso previsto en el artículo 5.1 del texto refundido de la Ley Concursal comenzará a 
contar el día siguiente a dicha fecha.

2. Hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, los jueces no admitirán a trámite las 
solicitudes de concurso necesario que se hayan presentado desde el 14 de marzo de 2020. 
Si hasta el 30 de junio de 2022, inclusive, el deudor hubiera presentado solicitud de concurso 
voluntario, ésta se admitirá a trámite con preferencia, aunque fuera de fecha posterior a la 
solicitud de concurso necesario.

Artículo 7.  Financiaciones y pagos por personas especialmente relacionadas con el deudor.
1. En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 14 de marzo de 2022 

inclusive, tendrán la consideración de créditos ordinarios, sin perjuicio de los privilegios que 
les pudieran corresponder, los derivados de ingresos de tesorería en concepto de 
préstamos, créditos u otros negocios de análoga naturaleza, que desde la declaración del 
estado de alarma le hubieran sido concedidos al deudor por quienes, según la ley, tengan la 
condición de personas especialmente relacionadas con él.

2. En los concursos de acreedores que se declaren en el periodo indicado en el apartado 
anterior, tendrán la consideración de créditos ordinarios, sin perjuicio de los privilegios que 
les pudieran corresponder, aquellos en que se hubieran subrogado quienes según la ley 
tengan la condición de personas especialmente relacionadas con el deudor como 
consecuencia de los pagos de los créditos ordinarios o privilegiados realizados por cuenta de 
este, a partir de la declaración de ese estado.

Artículo 8.  Impugnación del inventario y de la lista de acreedores.
1. Hasta el 14 de marzo de 2022 inclusive, en los incidentes que se incoen para resolver 

las impugnaciones del inventario y de la lista de acreedores, no será necesaria la 
celebración de vista, salvo que el juez del concurso resuelva otra cosa.

2. La falta de contestación a la demanda por cualquiera de los demandados se 
considerará allanamiento, salvo que se trate de acreedores de derecho público.

3. Los medios de prueba de que intenten valerse las partes deberán acompañar 
necesariamente a la demanda incidental de impugnación y a las contestaciones que se 
presenten.

Artículo 8 bis.  Incidentes de reintegración de la masa activa.
1. Hasta el 31 de diciembre de 2021 en los incidentes que se incoen para resolver las 

demandas de reintegración de la masa activa no será necesaria la celebración de vista, 
salvo que el juez del concurso resuelva otra cosa.

2. La falta de contestación a la demanda por cualquiera de los demandados se 
considerará allanamiento, salvo que se trate de acreedores de derecho público.
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3. Los medios de prueba de que intenten valerse las partes deberán acompañar 
necesariamente a la demanda incidental de impugnación y a las contestaciones que se 
presenten.

Artículo 9.  Tramitación preferente.
Hasta el 31 de diciembre de 2021 inclusive, se tramitarán con carácter preferente:
a) Los incidentes concursales en materia laboral.
b) Las actuaciones orientadas a la enajenación de unidades productivas o a la venta en 

globo de los elementos del activo.
c) Las propuestas de convenio o de modificación de los que estuvieran en periodo de 

cumplimiento, así como los incidentes de oposición a la aprobación judicial del convenio.
d) Los incidentes concursales en materia de reintegración de la masa activa.
e) La admisión a trámite de la solicitud de homologación de un acuerdo de refinanciación 

o de la modificación del que estuviera vigente.
f) La adopción de medidas cautelares y, en general, cualesquiera otras que, a juicio del 

juez del concurso, puedan contribuir al mantenimiento y conservación de los bienes y 
derechos.

g) El concurso consecutivo de una persona natural en insolvencia actual, que carezca de 
masa activa y de la posibilidad de plantear un plan de pagos, instado por mediador, en el que 
conste lista de acreedores provisional, calificación fortuita y solicitud del beneficio de 
exoneración del pasivo insatisfecho, junto con declaración responsable por parte del deudor 
en la que manifieste que no dispone de ningún activo.

h) El beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho.

Artículo 10.  Enajenación de la masa activa.
1. En los concursos de acreedores que se declaren hasta el 31 de diciembre de 2021 y 

en los que se encuentren en tramitación a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, la 
subasta de bienes y derechos de la masa activa podrá realizarse bien mediante subasta, 
judicial o extrajudicial, bien mediante cualquier otro modo de realización autorizado por el 
juez de entre los previstos en el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal. Excepcionalmente, y durante el mismo 
período, aunque en el plan de liquidación aprobado judicialmente se hubiera previsto una 
determinada modalidad de subasta extrajudicial, ésta podrá realizarse conforme a cualquier 
otra modalidad, incluida la que se realice a través de empresa especializada, sin necesidad 
de modificar el plan ni de solicitar la autorización expresa del juez del concurso. En todo 
caso, esta sustitución se hará constar en el correspondiente informe trimestral.

2. Con carácter preferente y siempre que fuere posible, la subasta se realizará de 
manera telemática.

3. Si el juez, en cualquier estado del concurso, hubiera autorizado la realización directa 
de los bienes y derechos afectos a privilegio especial o la dación en pago o para pago de 
dichos bienes, se estará a los términos de la autorización.

Artículo 11.  Aprobación del plan de liquidación.
El letrado de la Administración de Justicia acordará de inmediato la puesta de manifiesto 

en la oficina del juzgado de los planes de liquidación ya presentados por la administración 
concursal a la entrada en vigor de la presente Ley. Una vez transcurrido el plazo legal para 
formular observaciones o propuestas de modificación, lo pondrá en conocimiento del juez del 
concurso quien deberá dictar auto de inmediato, en el que, según estime conveniente para el 
interés del concurso, aprobará el plan de liquidación con las modificaciones que estime 
necesarias u oportunas.

Artículo 12.  Agilización de la tramitación del acuerdo extrajudicial de pagos, concurso 
consecutivo y beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho.

Hasta el 31 de diciembre de 2021 inclusive, se considerará que el acuerdo extrajudicial 
de pagos se ha intentado por el deudor sin éxito, si se acreditara que se han producido dos 
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faltas de aceptación del mediador concursal para ser designado, a los efectos de iniciar 
concurso consecutivo, comunicándolo al juzgado.

Artículo 13.  Suspensión de la causa de disolución por pérdidas.
1. A los solos efectos de determinar la concurrencia de la causa de disolución prevista en 

el artículo 363.1.e) del texto refundido de la Ley de Sociedades de Capital, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, no se tomarán en consideración las pérdidas 
de los ejercicios 2020 y 2021. Si en el resultado del ejercicio 2022 se apreciaran pérdidas 
que dejen reducido el patrimonio neto a una cantidad inferior a la mitad del capital social, 
deberá convocarse por los administradores o podrá solicitarse por cualquier socio en el plazo 
de dos meses a contar desde el cierre del ejercicio conforme al artículo 365 de la citada Ley, 
la celebración de Junta para proceder a la disolución de la sociedad, a no ser que se 
aumente o reduzca el capital en la medida suficiente.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior se entiende sin perjuicio del deber de solicitar la 
declaración de concurso de acuerdo con lo establecido en la presente Ley.

[ . . . ]
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§ 52

Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales 
en defensa del empleo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 259, de 30 de septiembre de 2020
Última modificación: 29 de septiembre de 2021

Referencia: BOE-A-2020-11416

[ . . . ]
Disposición adicional sexta.  Derecho a percepción del bono social por parte de 
determinados colectivos en situación de vulnerabilidad económica.

1. Tendrán consideración de consumidores vulnerables en su vivienda habitual y en los 
términos recogidos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la 
figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los 
consumidores domésticos, los consumidores que acrediten según se establece en esta 
disposición adicional y presentando la correspondiente declaración responsable incluida en 
el modelo de solicitud, a partir de la fecha de entrada en vigor del presente real decreto ley, 
que el titular del punto de suministro, cumple los requisitos establecidos en el apartado 2 de 
esta disposición adicional.

Cuando el contrato de suministro de la vivienda habitual de un profesional por cuenta 
propia o autónomo esté a nombre de la persona jurídica, el bono social deberá solicitarse 
para la persona física, lo que implicará un cambio de titularidad del contrato de suministro.

2. Para que un consumidor de energía eléctrica pueda ser considerado consumidor 
vulnerable a los efectos de la presente disposición, este debe acreditar conforme al apartado 
4, que el titular del punto de suministro, o alguno de los miembros de su unidad familiar, se 
encuentra en situación de desempleo, Expediente Temporal de Regulación de Empleo 
(ERTE), o ha visto reducida su jornada por motivo de cuidados, en caso de ser empresario, u 
otras circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no 
alcanzando por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el 
mes anterior al momento en que se presenta la solicitud del bono social completa, con toda 
la documentación requerida, las siguientes cantidades:

– 1,5 veces la doceava parte del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
(IPREM) de 14 pagas, en el caso de que no forme parte de una unidad familiar o no haya 
ningún menor en la unidad familiar;

– 2 veces la doceava parte del índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya un 
menor en la unidad familiar;

– 2,5 veces la doceava parte del índice IPREM de 14 pagas, en el caso de que haya dos 
menores en la unidad familiar.
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A estos efectos, se considera unidad familiar a la constituida conforme a lo dispuesto en 
la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de 
no Residentes y sobre el Patrimonio.

Estos multiplicadores de renta respecto del índice IPREM de 14 pagas se incrementarán, 
en cada caso, en 0,5, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias 
especiales:

a) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar tenga discapacidad 
reconocida igual o superior al 33%.

b) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar acredite la situación 
de violencia de género, conforme a lo establecido en la legislación vigente.

c) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar tenga la condición 
de víctima de terrorismo, conforme a lo establecido en la legislación vigente.

d) Que el consumidor o alguno de los miembros de la unidad familiar se encuentre en 
situación de dependencia reconocida de grado II o III, conforme a lo establecido en la 
legislación vigente.

e) Que el consumidor acredite que la unidad familiar está integrada por un único 
progenitor y, al menos, un menor. A los únicos efectos de comprobación de esta 
circunstancia especial, el comercializador comprobará a través del libro de familia y del 
certificado de empadronamiento que no reside en la vivienda a cuyo suministro se encuentra 
ligado el bono social, un segundo progenitor.

3. La condición de consumidor vulnerable definida en el apartado anterior y, por tanto, el 
derecho a percibir el bono social en los términos que corresponda, se extinguirá cuando 
dejen de concurrir las circunstancias referidas, estando obligado el consumidor a comunicar 
este hecho al comercializador de referencia en el plazo máximo de un mes.

En cualquier caso, la condición de consumidor vulnerable definida en el apartado anterior 
y, por tanto, el derecho a percibir el bono social en los términos que corresponda, se 
extinguirá con fecha 30 de junio de 2021, sin perjuicio de la posibilidad de acogerse a dicha 
condición en cualquier momento anterior o posterior a esa fecha al amparo del resto de 
supuestos previstos en el Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre.

La empresa comercializadora de referencia estará obligada a indicar al consumidor, en la 
última factura que emita antes de la fecha prevista en el apartado anterior, la fecha de tal 
vencimiento, informando de que, una vez superado dicho plazo, el consumidor pasará a ser 
facturado a PVPC por la misma comercializadora de referencia, e indicando la posibilidad de 
que el consumidor pueda, alternativamente, contratar su suministro con un comercializador 
en mercado libre.

4. Para acreditar la condición de consumidor vulnerable definida en el apartado 2 y 
solicitar la percepción del bono social, el consumidor debe remitir a un comercializador de 
referencia, a través de la dirección de correo electrónico que aparezca en su página web, el 
modelo de solicitud y declaración responsable disponible en la página web del Ministerio 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico junto con la siguiente documentación 
acreditativa:

– En caso de situación legal de desempleo, certificado expedido por la entidad gestora 
de las prestaciones.

– En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, certificado 
expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la 
Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad 
declarada por el interesado.

– Copia del NIF o NIE del titular del punto de suministro y, en caso de que forme parte de 
una unidad familiar, copia del NIF o NIE de cada uno de los miembros para los que dicho 
documento sea obligatorio.

– Certificado de empadronamiento en vigor, individual o conjunto, del titular del punto de 
suministro o de todos los miembros de la unidad familiar.

– Libro de familia, en el caso de que exista unidad familiar.
– Declaración responsable del solicitante relativa al cumplimiento de los requisitos 

exigidos en el apartado 2.
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La comercializadora de referencia remitirá al titular del punto de suministro un correo 
electrónico de confirmación de recepción de la solicitud.

5. Respecto de la tramitación de las solicitudes de percepción del bono social realizadas 
al amparo de la presente disposición, se tendrán en cuenta las siguientes consideraciones:

a) En el caso de que la solicitud fuera incompleta, el comercializador de referencia, en el 
plazo máximo de cinco días hábiles desde la recepción de la solicitud, se dirigirá al 
consumidor indicando la documentación acreditativa que le falta.

b) Una vez recibida por el comercializador de referencia la solicitud del consumidor 
completa, acompañada de la documentación acreditativa, en el plazo máximo de cinco días 
hábiles, el comercializador de referencia debe comprobar que los requisitos son acreditados 
conforme se establece en la presente disposición, comunicando al consumidor mediante 
correo electrónico, o mediante canal telefónico si el consumidor ha optado por esta opción, el 
resultado de la evaluación.

Para la comprobación de la correcta acreditación de los requisitos establecidos en la 
presente disposición, el comercializador de referencia no requerirá la utilización de la 
plataforma informática disponible en la sede electrónica del Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico, a la que hace referencia el artículo 8 del Real Decreto 
897/2017, de 6 de octubre.

c) En el supuesto de que el resultado de la comprobación de la acreditación sea positivo 
y la solicitud de bono social suponga un cambio de comercializador, en el referido plazo de 
cinco días se deberá haber realizado el cambio de comercializador y la formalización del 
contrato a Precio Voluntario para el Pequeño Consumidor.

d) El bono social se devengará a partir del primer día del ciclo de facturación en el que 
tenga lugar la recepción de la solicitud completa con la documentación acreditativa 
necesaria.

Disposición adicional séptima.  Consecuencias de la aplicación indebida del derecho a 
percepción del bono social por parte de determinados colectivos en situación de 
vulnerabilidad económica.

1. El titular del contrato de suministro que se haya beneficiado del derecho a percibir el 
bono social por parte de determinados colectivos en situación de vulnerabilidad económica 
sin reunir los requisitos previstos en el apartado 2 de la disposición adicional sexta, será 
responsable de los daños y perjuicios que se hayan podido producir, así como de todos los 
gastos generados por la aplicación de estas medidas excepcionales, sin perjuicio de las 
responsabilidades de otro orden a que la conducta de los mismos pudiera dar lugar.

2. El importe de los daños, perjuicios y gastos no podrá ser inferior al beneficio 
indebidamente obtenido por el titular del contrato de suministro por la aplicación de la norma, 
el cual incurrirá en responsabilidad, también, en los casos en los que, voluntaria y 
deliberadamente, busque situarse o mantenerse en los supuestos de vulnerabilidad 
económica con la finalidad de obtener la aplicación de las medidas reguladas por este real 
decreto-ley.

3. La administración podrá recabar en cualquier momento toda la información 
acreditativa del cumplimiento de los requisitos, incluidos los de renta, correspondientes a 
todo el periodo durante el que se haya beneficiado del bono social.

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, ha sido convalidado por Acuerdo del 
Congreso de los Diputados, publicado por Resolución de 15 de octubre de 2020. Ref. BOE-
A-2020-12691
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§ 53

Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias 
de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de 

la COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 62, de 13 de marzo de 2021
Última modificación: 30 de marzo de 2022

Referencia: BOE-A-2021-3946

I
La epidemia de la COVID-19 ha provocado una reducción significativa de los ingresos de 

muchas empresas no financieras (en adelante, empresas) y autónomos. Con el fin de 
proteger el tejido productivo y evitar un impacto estructural sobre la economía, en línea con 
el resto de países europeos, el Estado ha desplegado diferentes paquetes de medidas para 
apoyar a empresas y autónomos. En primer lugar, proporcionándoles liquidez mediante 
créditos con aval público y moratorias en sus principales deudas fiscales, de devolución de 
créditos y de pago de cotizaciones. En segundo lugar, con acciones para reducir sus costes 
fijos y variables, mediante ayudas directas para el pago de los salarios y las cotizaciones 
sociales de sus trabajadores, así como diversas medidas de alivio en el pago de alquileres. 
En tercer lugar, proporcionándoles ingresos mediante una prestación extraordinaria para los 
trabajadores autónomos y a través de las transferencias de recursos a las Comunidades 
Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla para que pudiesen atender los gastos 
extraordinarios en el ámbito sanitario y educativo y proporcionar ayudas directas a las 
empresas más afectadas por las decisiones sanitarias tomadas en su ámbito territorial.

En particular, una parte importante de las ayudas se han destinado a preservar la 
liquidez y la solvencia de empresas y autónomos. En este sentido destacan las líneas de 
avales concedidas por el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital a 
través del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias 
para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 y del Real Decreto-ley 
25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para apoyar la reactivación económica y el 
empleo. Estos avales, por un total de 140.000 millones de euros, han permitido movilizar ya 
más de 120.000 millones de euros de crédito al conjunto de la economía, facilitando la 
financiación necesaria para hacer frente a la pandemia, especialmente a las pequeñas y 
medianas empresas y autónomos, que han absorbido más del 98% de las operaciones 
financiadas con aval del Estado.

Estas medidas de apoyo a la liquidez se completaron con la creación, mediante el Real 
Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, del Fondo de apoyo a la solvencia de empresas 
estratégicas, dotado con 10.000 millones de euros y que, gestionado a través de la Sociedad 
Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), permite reforzar los balances de empresas 
estratégicas para el tejido productivo español y regional que sean fundamentalmente viables 
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pero que afronten problemas extraordinarios de solvencia como consecuencia de la 
COVID-19 y no tengan acceso a otras fuentes de financiación.

En esta misma línea, el Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, de medidas 
urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector energético, y en materia tributaria, 
amplió los periodos de carencia y vencimiento de los préstamos con aval público. Y el Real 
Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero de refuerzo y consolidación de medidas sociales en 
defensa del empleo extendió la cobertura pública extraordinaria a los Expedientes de 
Regulación Temporal de Empleo hasta el 31 de mayo, con un esquema de protección 
reforzada para los sectores más afectados por la tercera ola de la pandemia, que contempla 
bonificaciones a la Seguridad Social para todos los trabajadores, incorporados o no al centro 
de trabajo, así como la extensión del régimen de cobertura para trabajadores fijos-
discontinuos, especialmente importante en el ámbito del turismo.

En su conjunto, las ayudas acordadas ascendieron en 2020 a un 20 % del PIB, entre 
moratorias bancarias, fiscales y de Seguridad Social, líneas de avales públicos, 
subvenciones directas y otro tipo de medidas. Las medidas discrecionales de respuesta a la 
COVID-19 con impacto presupuestario ya previstas para 2021 superan el 2 % del PIB. A 
ellas se suman las moratorias vigentes para el pago de impuestos y cotizaciones y otras 
moratorias para la devolución de los créditos públicos, créditos hipotecarios y no hipotecarios 
con entidades financieras y otras medidas de alivio de costes.

Con ello, España se sitúa entre los países en el conjunto de la Unión Europea que 
mayores ayudas ha puesto a disposición de sus ciudadanos y con una mayor ejecución 
efectiva y efectos compensatorios del impacto negativo de la pandemia en términos de 
protección de empleo, reactivación empresarial y liquidez del conjunto de la economía, 
protegiendo así la estabilidad financiera y estableciendo una base para la recuperación 
económica.

Sin embargo, después de tantos meses de pandemia, el alargamiento de la crisis 
sanitaria en el primer trimestre de 2021 y los efectos en la economía de las medidas 
tomadas para frenar su expansión en todo el mundo aumentan el riesgo de un deterioro 
significativo de los balances de las empresas y un aumento del sobreendeudamiento que 
podría lastrar la recuperación y la creación de empleo a partir de la segunda parte del año.

Con el fin de responder de manera anticipada a posibles problemas de solvencia con 
impacto macroeconómico, es preciso adoptar medidas adicionales de refuerzo de la 
solvencia de aquellas empresas viables que están sufriendo una intensa caída de sus 
ingresos debido a la larga duración de la reducción de actividad en determinados sectores y 
ámbitos geográficos más afectados por la pandemia. En la mayoría de casos, las empresas 
que se están enfrentando con problemas de deterioro patrimonial gestionan negocios 
económicamente viables en sectores altamente rentables antes de la pandemia.

El objetivo del presente Real Decreto-ley es, pues, múltiple: proteger el tejido productivo 
hasta que se logre un porcentaje de vacunación que permita recuperar la confianza y la 
actividad económica en los sectores que todavía tienen restricciones; evitar un impacto 
negativo estructural que lastre la recuperación de la economía española; proteger el empleo 
en los sectores más afectados por la pandemia; y actuar de forma preventiva para evitar un 
impacto negativo superior sobre las finanzas públicas y los balances del sistema financiero. 
En línea con la actuación del Estado desde el inicio de la pandemia, se trata de establecer 
con urgencia y determinación un marco de actuación ágil, que se anticipe a la aparición de 
los problemas para minimizar el coste público y privado de una acción reactiva.

En este contexto, este Real Decreto-ley otorga un marco de protección reforzado que, 
más allá de las medidas de carácter horizontal ya desplegadas, concentre un importante 
volumen de recursos en proteger y apoyar a aquellas empresas, sectores y territorios 
potencialmente más vulnerables debido a la duración y el impacto económico de la 
pandemia, con el fin de reforzar la liquidez y solvencia y evitar el sobreendeudamiento del 
conjunto de la economía nacional, preservando así el tejido productivo y el empleo, 
impulsando la inversión y evitando una improductiva destrucción de valor de la actividad 
económica en España, sin por ello impedir la necesaria reasignación de recursos entre las 
distintas empresas y sectores en los próximos meses.

No se trata, por tanto, de medidas de rescate de empresas que no eran viables antes del 
estallido de la crisis de la COVID-19, sino de una forma de inversión en favor de la 
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recuperación y crecimiento de aquellas empresas que, a pesar de atravesar dificultades 
financieras, resultan viables por disponer de un plan a medio plazo factible y un modelo de 
negocio idóneo.

La actuación propuesta de política pública extraordinaria y acotada en el tiempo, pero al 
mismo tiempo estructurada con criterios de rentabilidad, riesgo e impacto en desarrollo 
sostenible, contribuirá a asegurar los puestos de trabajo, mantener y potenciar el tejido 
productivo y fomentar la competitividad de la economía española.

Así, se articula un conjunto de medidas para movilizar una inversión pública de hasta 
11.000 millones de euros en torno a cuatro líneas de actuación: tres fondos adicionales para 
financiar ayudas directas, restructuración de balances y recapitalización de empresas y la 
prórroga de moratorias fiscales y concursales.

En primer lugar, se crea una nueva Línea Covid de ayudas directas a autónomos y 
empresas, para reducir el endeudamiento suscrito a partir de marzo de 2020. Con cargo a 
esta Línea, que contará con una dotación total de 7.000 millones de euros, se canalizarán 
ayudas directas a las empresas y autónomos cuya actividad se ha visto más negativamente 
afectada por la pandemia. Estas ayudas directas tendrán carácter finalista, empleándose 
para satisfacer la deuda y realizar pagos a proveedores y otros acreedores, financieros y no 
financieros, así como los costes fijos por ejemplo, relativos al suministro de energía y al 
coste de cambio de potencia, incurridos por los autónomos y empresas considerados 
elegibles, primando la reducción del nominal de la deuda con aval público, siempre y cuando 
estas deudas se hayan devengado a partir de 1 de marzo de 2020 y procedan de contratos 
anteriores a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley.

En segundo lugar, esta norma habilita al Gobierno para adoptar medidas adicionales de 
flexibilización de los préstamos dotados con aval público, permitiendo así que esta 
financiación se incorpore a los procesos de refinanciación y restructuración pactados entre 
los bancos y sus clientes y, por lo tanto, protegiendo la estabilidad financiera. Para ello, se 
crea una segunda Línea para la reestructuración de deuda financiera COVID, de 3.000 
millones de euros, para permitir, como último recurso tras la articulación del resto de 
medidas de apoyo a la solvencia, la conversión de parte del aval público en transferencias a 
las empresas y autónomos más afectados por la crisis que cumplan con los requisitos 
establecidos por Acuerdo de Consejo de Ministros, dentro de un acuerdo alcanzado con las 
entidades financieras acreedoras.

Asimismo, con el fin de detallar la articulación de las operaciones de refinanciación y 
reestructuración de la financiación con aval del sector público y adaptarlas a las necesidades 
de las diferentes empresas y sectores, mediante Acuerdo de Consejo de Ministros se 
desarrollará el contenido del Código de Buenas Prácticas, que podrá ser suscrito por las 
entidades financieras para facilitar una adecuada respuesta del sector financiero ante la 
excepcional situación económica, para reforzar la solvencia empresarial y garantizar la 
liquidez de cara al futuro. La actuación coordinada del conjunto de acreedores es 
fundamental para evitar acciones unilaterales que puedan ir en contra del objetivo de 
garantizar la viabilidad futura de la empresa o trabajador autónomo.

En tercer lugar, para apoyar a aquellas empresas viables pero que se enfrentan a 
problemas de solvencia derivados de la COVID-19 que no pueden acceder al fondo 
gestionado por la Sociedad Estatal de Participaciones industriales (SEPI) para empresas y 
operaciones de mayor tamaño y necesiten un refuerzo adicional de su capital tras la 
articulación de las medidas previstas en los apartados anteriores, se crea un nuevo Fondo 
de recapitalización de empresas afectadas por COVID, dotado con 1.000 millones de euros, 
que será gestionado por COFIDES, adscrito al Ministerio de Industria, Comercio y Turismo a 
través de la Secretaría de Estado de Comercio.

Por último, en cuarto lugar, se extienden hasta finales de año las moratorias para el 
desencadenamiento automático de procesos concursales, con el fin de dotar de un margen 
de tiempo adicional para que las empresas que están pasando por mayores dificultades 
como consecuencia de la pandemia puedan restablecer su equilibrio patrimonial, evitando 
una innecesaria entrada en concurso. Además, se mantienen las mejoras de agilidad en el 
proceso concursal, mientras se completa la modernización del régimen concursal español en 
el marco de la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración 
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de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los 
procedimientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se 
modifica la Directiva (UE) 2017/1132 (Directiva sobre reestructuración e insolvencia).

En esta misma línea, se amplía a cuatro meses el aplazamiento de deudas tributarias sin 
intereses y se amplían los plazos para la devolución de los créditos públicos gestionados por 
la Secretaría General de Industria y de la PYME.

Las medidas de ayuda directa contempladas en primer lugar serán suficientes para 
resolver los problemas de solvencia de un buen número de empresas y autónomos y apoyar 
el mantenimiento de la actividad de las empresas viables. Las medidas de reestructuración 
pueden ser necesarias en otros casos para abordar problemas puntuales de solvencia de 
mayor entidad. El conjunto de instrumentos articulados para reforzar la solvencia empresarial 
se completa con la creación del nuevo fondo para recapitalización. La moratoria concursal 
proporcionará el marco adecuado para abordar el proceso de análisis y refuerzo de los 
balances y de restructuración financiera, en el curso de 2021, en paralelo con la 
modernización del marco concursal con ocasión de la transposición de la correspondiente 
Directiva. De esta manera, el conjunto de medidas contempladas en el Real Decreto-ley 
permitirá apoyar a las empresas con problemas de solvencia desde las situaciones más 
leves hasta las más severas, siempre con el objetivo de apoyar el mantenimiento de la 
actividad y el empleo.

II
El Título I de este Real Decreto-ley prevé la creación de la Línea Covid de ayudas 

directas a autónomos y empresas, que persigue apoyar la solvencia del sector privado, 
mediante la provisión a las empresas y autónomos de ayudas directas de carácter finalista 
que permitan el pago de costes fijos, por ejemplo, relativos al suministro de energía y a los 
cambios en las pautas de consumo y de potencia demandada, el pago a proveedores, la 
reducción de las deudas derivada de la actividad económica y, en caso de quedar 
remanente, deudas con acreedores bancarios.

La línea cuenta con una dotación total de 7.000 millones de euros y se articula en dos 
compartimentos. Un primer compartimento, con una dotación de 5.000 millones de euros, 
para todas las Comunidades Autónomas, salvo Baleares y Canarias, y para las Ciudades de 
Ceuta y Melilla; y un segundo compartimento, con una dotación de 2.000 millones de euros, 
para las Comunidades Autónomas de Baleares y Canarias.

La cuantía que le corresponderá a las Comunidades Autónomas del primer 
compartimento se distribuirá de manera proporcional a la asignación del REACT EU, en 
base a indicadores de renta, de desempleo y de desempleo juvenil. En el caso del segundo 
compartimento, se repartirá de forma proporcional al peso de cada Comunidad Autónoma en 
la caída en 2020 de los afiliados en términos netos.

Por su parte, las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla realizarán las 
correspondientes convocatorias para la concesión de las ayudas directas a los destinatarios 
ubicados en sus territorios. Asimismo, se encargarán de la tramitación, gestión y resolución 
de las solicitudes, del abono de las ayudas y de los controles previos y posteriores al pago.

De esta forma, los autónomos y empresas con sede social en territorio español, cuyo 
volumen de operaciones anual en 2020 haya caído como mínimo un 30 % con respecto a 
2019 y cuya actividad esté incluida en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de 
Actividades Económicas –CNAE 09– previstos en el Anexo I de este Real Decreto-ley, 
podrán tener acceso a ayudas directas que permitan satisfacer sus obligaciones de deuda y 
pagos a proveedores, acreedores financieros y no financieros, así como los costes fijos 
incurridos, siempre y cuando estas obligaciones se hubieran generado entre el 1 de marzo 
de 2020 y el 31 de mayo de 2021 y procedan de contratos anteriores a la fecha de entrada 
en vigor de este Real Decreto-ley. Se establecen los criterios para determinar las cuantías 
máximas de las ayudas directas y se modulan en función de la caída del volumen de 
operaciones entre 2019 y 2020.

Todo ello producirá un efecto dinamizador sobre el conjunto del tejido económico 
español. No solo se mejorará la posición financiera de los autónomos y empresas que 
obtengan las ayudas directas, sino que, además, al saldar las posiciones acreedoras con sus 
proveedores, el conjunto de la economía resultará claramente beneficiada por esta medida.
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El seguimiento y control de la correcta utilización de las ayudas directas por parte de los 
destinatarios finales corresponde igualmente a las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla.

Estas ayudas estarán en todo caso sujetas al compromiso de mantenimiento de 
actividad de las empresas y no reparto de dividendos, con el fin de garantizar que llevan 
efectivamente a un refuerzo de la solvencia y a una mayor capacidad de producción y 
empleo en el contexto de la recuperación económica.

El Título II de este Real Decreto-ley contiene una batería de herramientas para 
acompañar los procesos de reestructuración acordados por los acreedores financieros de los 
créditos con aval público para las empresas y autónomos que lo necesiten. El objetivo, por 
tanto, es concentrar el esfuerzo presupuestario derivado de las medidas en las empresas 
viables que están sufriendo un deterioro transitorio de sus indicadores de solvencia como 
consecuencia de la intensidad y duración de la caída de actividad extraordinaria generada 
por la pandemia.

Se trata de medidas complementarias a las adoptadas hasta la fecha, como las líneas de 
avales canalizadas a través del Instituto de Crédito Oficial (ICO) y la Compañía Española de 
Seguros de Crédito a la Exportación (CESCE) o el refuerzo de la actividad de la Compañía 
Española de Reafianzamiento, S.A. (CERSA). Así, frente al carácter general de los avales 
para todas aquellas empresas y autónomos que cumplieran con unos requisitos mínimos de 
salud financiera, en este caso el ámbito de aplicación subjetivo de las medidas quedará 
restringido a aquellos supuestos de empresas que realmente requieran de medidas 
adicionales relacionadas con su financiación avalada para garantizar la solvencia del 
negocio viable que se ha visto deteriorada como consecuencia de la COVID-19. Por tanto, 
las medidas de solvencia recogidas en este Título del Real Decreto-ley son de carácter 
selectivo, tanto por su finalidad –aliviar la carga financiera de empresas viables con 
problemas puntuales de solvencia– como por su ámbito de aplicación –limitado a empresas 
y autónomos que lo necesiten y que gracias a estas medidas de apoyo público sobre sus 
préstamos avalados puedan ver su solvencia restaurada–.

Las características de las empresas y autónomos elegibles para las medidas se 
determinarán por desarrollo normativo posterior a través de Acuerdo del Consejo de 
Ministros. En cualquier caso, para su elegibilidad, será necesario que la empresa o 
autónomo, en los casos en que le sea aplicable y siempre que el plazo de solicitud estuviera 
vigente, haya solicitado previamente las medidas de ampliación de plazos y carencias, 
recogidas en el Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre.

Las medidas contenidas en el Título II de este Real Decreto-ley articulan tres niveles de 
posible actuación en torno a la financiación avalada, para reforzar la solvencia empresarial. 
Un primer nivel es la posibilidad de extensión del plazo de vencimiento de los préstamos 
concedidos con aval público a partir del 17 de marzo de 2020, más allá de lo realizado en 
aplicación del Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre. Para aquellas empresas para 
las que la extensión adicional del vencimiento de los préstamos con aval público no fuera 
suficiente, se plantea como medida de segundo nivel, la posibilidad de convertir estos 
préstamos en préstamos participativos, manteniendo la cobertura del aval público. A través 
de esta medida, los recursos propios de las empresas beneficiarias se verán reforzados, al 
tener los préstamos participativos un tratamiento equivalente al capital a efectos mercantiles. 
Finalmente, este conjunto de herramientas financieras se vería completado por una medida 
de último recurso, de carácter excepcional, consistente en la realización de transferencias a 
autónomos y empresas para la reducción del principal de la financiación avalada contraída 
durante la pandemia.

Estas ayudas se financiarán con cargo a una nueva Línea para la reestructuración de 
deuda financiera COVID, dotada con un máximo de 3.000 millones de euros. Estas 
transferencias solo podrán realizarse a favor de las empresas y autónomos que cumplan con 
los requisitos de elegibilidad fijados por Acuerdo de Consejo de Ministros y dentro de un 
proceso de renegociación de deudas acordado previamente con las entidades financieras 
acreedoras. Por lo tanto, dentro de este proceso de renegociación, las entidades financieras 
acreedoras asumirán la parte que les corresponde de la reducción del principal pendiente del 
préstamo.
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Asimismo, el referido Acuerdo de Consejo de Ministros contendrá las características del 
Código de Buenas Prácticas creado mediante este Real Decreto-ley, de adhesión voluntaria 
para las entidades de crédito o de cualquier otra entidad que haya concedido financiación 
dotada de aval público. Las condiciones contenidas en este Código velarán por la 
implicación del sector financiero en el apoyo de las empresas viables con problemas 
puntuales de sobreendeudamiento y el buen uso de los recursos públicos. Además, este 
Código recogerá los criterios de coordinación entre las entidades a él adheridas en la 
aplicación de medidas de apoyo a las empresas y autónomos considerados elegibles, 
elemento fundamental para evitar acciones unilaterales que puedan ir en contra o poner en 
riesgo el objetivo de reforzar la viabilidad de la empresa o trabajador autónomo 
correspondiente.

El Título II del Real Decreto-ley recoge además el detalle del procedimiento de 
recuperación de los avales liberados al amparo de los Reales Decretos-leyes 8/2020, de 17 
de marzo, y 25/2020, de 3 de julio, y que eventualmente pasen a ser ejecutados. Los 
Acuerdos del Consejo de Ministros que han ido autorizando la movilización de los diferentes 
tramos de las respectivas líneas de avales han determinado el porcentaje máximo de aval 
concedido en cada operación. Asimismo, estos Acuerdos incorporan la cláusula pari passu, 
que determina que en caso de que se produzcan pérdidas como consecuencia del impago 
de las operaciones avaladas, dando lugar a una ejecución del aval, el Estado y las entidades 
financieras las asumirán de manera proporcional al nivel de cobertura del aval.

La Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, contiene un régimen 
jurídico, de carácter supletorio, aplicable a los avales otorgados por el Estado. Tal régimen 
es de aplicación salvo que la ley autorizante de los avales contemple expresamente otro 
régimen distinto. En particular, el 116 bis, en conexión con el 10.1 de la citada ley, consagran 
un régimen de autotutela administrativa para la cobranza de las cantidades a que tenga 
derecho la Administración General del Estado, atribuyendo el sistema de prerrogativas 
establecido para los tributos.

De dicho régimen habría de concluirse que, en caso de ejecución del impago, el Estado 
debería iniciar las acciones de recuperación del importe avalado y satisfecho a la entidad 
financiera. Ello se traduciría en la asunción por los servicios del Estado de los 
procedimientos tendentes a dicha recuperación, siguiendo el procedimiento administrativo. Al 
mismo tiempo, la entidad financiera seguiría sus propios procedimientos, previstos en los 
ordenamientos jurídicos civil y mercantil.

La superposición de ambos procedimientos podría llegar a resultar disfuncional, 
especialmente cuando el importe recuperado debe compartirse entre ambos acreedores en 
función de la mencionada cláusula pari passu.

En tales circunstancias, y en el marco de la excepcionalidad de la situación, se considera 
conveniente hacer decaer la aplicación del régimen y procedimientos de recuperación y 
cobranza de los avales ejecutados previstos con carácter supletorio en la Ley 47/2003, de 26 
de noviembre, General Presupuestaria, y encomendar los procedimientos de recuperación a 
las entidades financieras concedentes. Todo ello sin perjuicio de los procedimientos de 
control y gestión que puedan implementarse para prevenir la existencia de conflictos de 
interés.

Por último, en aplicación de lo ya previsto en el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de 
mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal para las subrogaciones 
del fiador en la posición del acreedor afianzado, se clarifica el rango de prelación y privilegio 
de los créditos que pudiera ostentar el Estado en el caso de ejecuciones de avales 
otorgados.

III
En el Título III de este Real Decreto-ley se crea el «Fondo de recapitalización de 

empresas afectadas por COVID», fondo carente de personalidad jurídica, cuya definición se 
concretará por Acuerdo del Consejo de Ministros.

En efecto, este Fondo, dotado con 1.000 millones de euros, se enfoca en complementar 
el Fondo gestionado por SEPI para la recapitalización de empresas estratégicas, de mayor 
tamaño, mediante el fortalecimiento y recuperación ágil y eficaz de la solvencia de aquellas 
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empresas de mediano tamaño que, siendo viables a medio y largo plazo, se están viendo 
afectadas por los efectos de la pandemia en sus balances y en sus mercados.

El Fondo de recapitalización de empresas afectadas por COVID dispondrá de distintos 
instrumentos financieros de endeudamiento, capital y cuasi capital para apoyar a las 
empresas, buscando un equilibrio entre el riesgo, el rendimiento y la utilización de los 
recursos públicos para apoyar proyectos viables. Asimismo, las operaciones llevarán 
aparejados instrumentos para la participación del Estado en los beneficios futuros de las 
empresas así como una estrategia de salida debido a la naturaleza temporal del Fondo, 
fijada en 8 años.

La gestión del Fondo corresponderá a la sociedad mercantil estatal Compañía Española 
de Financiación del Desarrollo, COFIDES, S.A., S.M.E. Se trata de una sociedad anónima 
mercantil estatal con participación público-privada y más de 20 años de experiencia en la 
gestión de otros fondos del Estado, también carentes de personalidad jurídica.

Por otra parte, para adecuar los programas de financiación que gestiona el Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo a la actual situación económica derivada de la pandemia en lo 
referente a plazos de ejecución y justificación de inversiones y la refinanciación de los 
préstamos, se procede a recuperar una serie de medidas que se aprobaron en 2020 para 
apoyar a las empresas y respecto de las que, dado su cercano plazo de vencimiento, se 
plantea su prórroga o mejora.

Así, con el objetivo de reforzar la solvencia de las empresas, facilitándoles una mayor 
flexibilidad para el cumplimiento de los proyectos subvencionados, la Disposición Adicional 
Primera permite, a instancia del beneficiario y de forma extraordinaria, la ampliación de los 
plazos de ejecución y justificación de proyectos industriales beneficiarios de ayudas o 
financiación de la Secretaría General de Industria y de la PYME que ya hubieran sido objeto 
de prórroga del plazo de ejecución con anterioridad, siempre que se aleguen circunstancias 
sobrevenidas directamente vinculadas a los estados de alarma derivados de la crisis de la 
COVID-19.

Se persigue así evitar incumplimientos atribuibles a estas causas sobrevenidas como 
consecuencia de la crisis derivada de la pandemia, con un mecanismo similar a la 
ampliación que ya se introdujo durante la vigencia del primer estado de alarma mediante el 
artículo 54 del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas 
urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente a la COVID-19. 
Asimismo, la Disposición Final Cuarta modifica el artículo 39 del citado Real Decreto-ley, que 
introdujo la posibilidad de refinanciar los préstamos de la Secretaría General de Industria y 
de la PYME, para incluir modificaciones técnicas basadas en la experiencia adquirida en la 
gestión de la refinanciación habilitada por ese artículo.

Por otro lado, el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, en su artículo 41, suspendió 
por un año el pago de intereses y amortizaciones correspondientes a préstamos 
Emprendetur, del 2 de abril de 2020 al 2 de abril de 2021. El programa Emprendetur tuvo 
lugar de 2012 a 2016, y muchos de sus préstamos tenían pendiente todavía en 2020 su 
última cuota de amortización, por lo que, en aras de evitar la declaración concursal, se 
decidió prorrogar un año el pago a la vista de la paralización del sector turístico. Teniendo en 
cuenta el impacto que han tenido en el sector turístico las medidas de contención dictadas al 
amparo del segundo estado de alarma, la Disposición Adicional Segunda del presente Real 
Decreto-ley amplía durante un año adicional la suspensión del pago de intereses y 
amortizaciones correspondientes a esos préstamos.

IV
Mediante la Disposición Final Quinta, se modifica la letra j) del apartado 2 de la 

disposición derogatoria única del Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley Concursal, con la finalidad de mantener el privilegio 
especial en caso de concurso del emisor del que tradicionalmente eran beneficiarios los 
tenedores de cédulas y bonos de internacionalización.

Dicho privilegio tiene un valor en términos de rating y, por tanto, en el precio de 
colocación y cotización de las cédulas y bonos de internacionalización. Tradicionalmente, las 
cédulas y bonos de internacionalización de algunas entidades grandes gozan de la más 
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elevada calificación crediticia posible, estando incluso algunos escalones por encima de la 
calificación de la propia entidad.

Es conveniente asegurar que las cédulas y bonos de internacionalización son 
beneficiarias del privilegio que se estableció en el momento de su emisión. Las cédulas de 
internacionalización son un instrumento de financiación emitido por las entidades de crédito, 
que tiene como conjunto de activos de cobertura créditos a la exportación garantizados por 
agencias de crédito a la exportación. Este tipo de instrumentos financieros gozan de una alta 
calificación crediticia, con cierta frecuencia mejor que la de la entidad que los emite, y son 
descontables ante el Banco Central Europeo. La normativa concursal les ha concedido 
siempre un privilegio especial frente a otros acreedores en caso de concurso, al igual que a 
las cédulas hipotecarias. No obstante, de manera no intencionada, el Real Decreto 
Legislativo 1/2020, de 5 de mayo, eliminó la disposición que concedía este privilegio. 
Cualquier demora en el reconocimiento de este privilegio especial podría suponer una 
paralización temporal en el mercado de colocación de este tipo de instrumentos, con el coste 
que ello podría tener para las entidades emisoras de cédulas y bonos de 
internacionalización.

Por otro lado, la disposición final séptima lleva a cabo una modificación de la Ley 3/2020, 
de 18 de septiembre, de medidas procesales y organizativas para hacer frente al COVID-19 
en el ámbito de la Administración de Justicia, para ampliar la vigencia de algunas de las 
medidas de esta Ley en el ámbito concursal.

Esta ley adoptó una serie de medidas que han evitado la declaración automática de 
concurso o la apertura de la fase de liquidación respecto de empresas, profesionales y 
autónomos que, con carácter previo a la crisis sanitaria de la COVID-19, eran viables y 
mantenían al día el pago de sus obligaciones derivadas de un convenio, de un acuerdo 
extrajudicial de pagos o un acuerdo de refinanciación, evitándose así un posible efecto en 
cadena, con el consiguiente impacto negativo sobre el conjunto de la economía.

El mantenimiento en el tiempo de la situación generada por la pandemia hace imperioso 
que estas empresas, que serían viables en condiciones normales de mercado (valor en 
funcionamiento superior al valor de liquidación), cuenten con instrumentos legales que les 
permitan continuar con su actividad o, en su caso, negociar con los acreedores, de forma 
que continúen en el mercado, manteniendo el empleo, una vez superada la situación.

Con el objeto de reforzar la continuidad y solvencia del conjunto del sistema económico y 
garantizar la estabilidad financiera durante el periodo de restructuración o renegociación de 
las condiciones financieras de las empresas en aquellos sectores más afectados por la 
pandemia se amplía la vigencia de algunas de estas medidas extraordinarias relativas al 
ámbito concursal, en tanto se produce la modernización del sistema en el marco de la 
transposición de la Directiva correspondiente. El objetivo último es ayudar a que las 
empresas puedan reequilibrar sus posición financiera, contando con los instrumentos 
previstos en el presente Real Decreto-ley, mediante el refuerzo de sus balances, la 
refinanciación o reestructuración de su deuda, y evitar así una situación innecesaria de 
insolvencia, sin por ello impedir la necesaria reasignación de recursos entre las distintas 
empresas o sectores, así como la puesta en marcha de procedimientos concursales, 
modificaciones de convenios, renegociaciones o restructuraciones de aquellas empresas 
cuya viabilidad no pueda ser restaurada mediante las diferentes medidas de apoyo a la 
solvencia desplegadas.

Así, en primer lugar, como acompañamiento de las medidas incluidas en este Real 
Decreto-ley, se amplía hasta 31 de diciembre de 2021 la exención del deber del deudor que 
se encuentre en estado de insolvencia de solicitar la declaración de concurso y la no 
admisión a trámite de las solicitudes de concurso necesario que presenten los acreedores. 
Se aclara también que el plazo de dos meses del que dispone el deudor para solicitar la 
declaración de concurso voluntario debe computarse a partir de la fecha de finalización del 
plazo de suspensión del citado deber.

En segundo lugar, se adoptan una serie de medidas tendentes a facilitar y fomentar que 
las empresas, profesionales y autónomos que se encuentren en dificultades para cumplir con 
un convenio, un acuerdo extrajudicial de pagos o un acuerdo de refinanciación homologado, 
puedan presentar una modificación del mismo.
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Respecto de estos deudores, por un lado, se aplaza el deber de solicitar la apertura de la 
fase de liquidación cuando, durante la vigencia del convenio, el deudor conozca la 
imposibilidad de cumplir los pagos comprometidos y las obligaciones contraídas con 
posterioridad a la aprobación de aquél, siempre que el deudor presente una propuesta de 
modificación del convenio y ésta se admita a trámite dentro de un determinado plazo.

Por otro lado, se facilita la modificación del convenio, del acuerdo extrajudicial de pagos 
o del acuerdo de refinanciación homologado. Respecto de estos últimos se permite que, 
hasta el 31 de diciembre de 2021, el deudor presente una modificación del acuerdo en vigor 
o presente uno nuevo, sin necesidad de que transcurra un año desde la homologación del 
mismo, fomentando así la negociación y los acuerdos de refinanciación con los acreedores. 
Esta posibilidad de renegociar los acuerdos de refinanciación sin necesidad de que haya 
transcurrido un año desde su homologación estaba ya vigente para todos aquellos acuerdos 
homologados hasta el 14 de marzo de 2021 cualquiera que hubiese sido la fecha de su 
homologación.

Además, en caso de que un acreedor presente una solicitud de declaración de 
incumplimiento de acuerdo de refinanciación, de convenio o de acuerdo extrajudicial de 
pagos, se prevé su inadmisión a trámite, y se da un plazo para la renegociación de un nuevo 
acuerdo o convenio. Este régimen, que se encontraba vigente para las solicitudes de 
incumplimiento presentadas hasta 31 de enero de 2021, se aplica para nuevas empresas, 
profesionales y autónomos, desde esa fecha y hasta el 30 de septiembre de 2021. Durante 
este plazo se inadmitirán a trámite por los juzgados las declaraciones de incumplimiento 
presentadas por los acreedores durante el citado período con el objeto de que produzca la 
renegociación.

Por último, se establecen una serie de normas de agilización del proceso concursal, 
como la tramitación preferente de determinadas actuaciones tendentes a la protección de los 
derechos de los trabajadores, a mantener la continuidad de la empresa y a conservar el valor 
de bienes y derechos, así como la simplificación de determinados actos e incidentes como 
las subastas de bienes, para facilitar el funcionamiento de los Juzgados de lo Mercantil y de 
Primera Instancia. Asimismo, se flexibilizan los incidentes de reintegración de la masa activa 
para facilitar el cierre de la fase común y se modifica el modo de enajenación de la masa 
activa en la fase de liquidación, con el objetivo, en ambos casos, de evitar que los bienes 
pierdan su valor por el retraso en la tramitación del concurso y de facilitar la satisfacción de 
sus créditos a los acreedores, evitando, en la medida de lo posible, insolvencias derivadas.

V
La disposición final sexta modifica el Real Decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, para aclarar 

que el Tesoro Público percibe las retribuciones por la participación en el órgano de 
administración de las empresas solicitantes del Fondo de apoyo a la solvencia de empresas 
estratégica cuando ésta corresponda a un empleado público, de forma que podrán percibirse 
personalmente las retribuciones correspondientes cuando los designados por el Consejo 
Gestor del Fondo, atendiendo a las razones técnicas y profesionales que correspondan en 
cada caso, no ostenten la condición de empleados públicos.

VI
El Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, amplió para el año 2021 algunas de 

las medidas contenidas en el capítulo V del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.
La presente norma ha considerado imprescindible que todas las sociedades de capital 

reguladas en el Real Decreto Legislativo 1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto 
refundido de la Ley de Sociedades de Capital, y el resto de personas jurídicas de Derecho 
privado (sociedades civiles, sociedades cooperativas y asociaciones) que no hayan podido 
modificar sus estatutos sociales para permitir la celebración de la junta general o asambleas 
de asociados o de socios por medios telemáticos, puedan seguir utilizando estos medios 
durante el ejercicio 2021, garantizando así los derechos de los asociados o socios 
minoritarios que no pudieran desplazarse físicamente hasta el lugar de celebración de la 
junta o la asamblea.
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Los mismos motivos justifican que ahora se despeje cualquier duda sobre la posibilidad 
de celebrar durante el año 2021 juntas exclusivamente telemáticas, con las mismas 
garantías que se han exigido para la utilización de estos medios durante la vigencia del Real 
Decreto-ley 8/2020, tal y como se recoge en la disposición final octava.

VII
La disposición final segunda refuerza el marco legal de protección de los ciudadanos e 

inversores en lo relativo a la publicidad de nuevos instrumentos y activos financieros en el 
ámbito digital.

Los criptoactivos –entendidos como representaciones digitales de valor o derechos que 
pueden transferirse y almacenarse electrónicamente, mediante la tecnología de registros 
distribuidos u otra similar– tienen cada vez más presencia en nuestro sistema financiero, sin 
que exista todavía un marco regulatorio específico apropiado a nivel europeo.

A día de hoy, estas tecnologías presentan algunos riesgos. En primer lugar, permiten la 
realización de operaciones de forma anónima lo que facilita su uso para fines ilegales. En 
segundo lugar, la adecuada custodia de las claves asociadas a los criptoactivos de los 
clientes resulta crucial para la prestación de servicios sobre estos activos y para la 
protección de los clientes. En tercer lugar, se están ofreciendo cada vez más frecuentemente 
como objeto de inversión, tanto a inversores especializados como al público en general.

La Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV) y el Banco de España han 
publicado el 9 de febrero de 2021 un comunicado conjunto, que se suma a otro de 2018, en 
el que alertan sobre los riesgos que este nuevo tipo de activos suponen para los 
participantes del sistema financiero y, muy en particular, para los pequeños inversores. El 
comunicado incide en la complejidad, la volatilidad y la potencial falta de liquidez de estas 
inversiones.

En este sentido, y para reforzar la protección del inversor se incluye en la Disposición 
Final Segunda un nuevo artículo 240 bis en el Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de 
octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores, para 
otorgar a la CNMV competencias con el fin de sujetar a control administrativo la publicidad 
de criptoactivos y otros activos e instrumentos, que no se regulan en la Ley del Mercado de 
Valores y que se ofrecen como propuesta de inversión. También se habilita a la CNMV a 
desarrollar mediante Circular el ámbito objetivo y subjetivo, así como los mecanismos y 
procedimientos de control que se aplicarán.

VIII
La Disposición Adicional Tercera establece, al abrigo de las medidas extraordinarias de 

apoyo a la solvencia adoptadas en este Real Decreto-ley, la extensión a cuatro meses del 
período en el que no se devengarán intereses de demora por los aplazamientos en el pago 
de tributos que ya se había establecido en el Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, 
de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia 
tributaria.

En consonancia con lo anterior, mediante de la Disposición Derogatoria Única queda 
derogado el artículo 8 del Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, que regulaba el 
aplazamiento de deudas tributarias, con la finalidad de ampliar de 3 a 4 meses los 
aplazamientos sin intereses.

IX
Las Disposiciones Adicionales Cuarta, Quinta y Sexta establecen criterios generales en 

relación a condiciones de elegibilidad de empresas y autónomos, sujeción a normativa de 
Ayudas de Estado de la Unión Europea y consecuencias de la aplicación indebida por el 
deudor de las medidas previstas en este Real Decreto-ley.

A su vez, la Disposición Adicional Séptima establece que, por Acuerdo del Consejo de 
Ministros, podrá determinarse la transferencia de crédito entre los fondos recogidos en los 
títulos I y II de este Real Decreto-ley.
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X
El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en 

caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general. Se configura, por tanto, esta norma como un instrumento con 
unos contornos bien definidos en los que el juicio político de oportunidad y necesidad goza 
de un amplio margen, siempre que se oriente en alcanzar un resultado concreto ante una 
situación de urgencia ineludible.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal y 
como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de 
febrero, F. 5; 11/2002, de 17 de enero, F. 4, 137/2003, de 3 de julio, F. 3, y 189/2005, de 7 
julio, F. 3; 68/2007, F. 10, y 137/2011, F. 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea 
subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales que, por razones 
difíciles de prever, requiere una acción normativa inmediata en un plazo más breve que el 
requerido por la vía ordinaria o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no 
depende del Gobierno.

Debe quedar, por tanto, acreditada «la existencia de una necesaria conexión entre la 
situación de urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella (SSTC 
29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, 
FJ 4)».

No se esconde que la situación que afronta nuestro país como consecuencia de la 
declaración de emergencia de salud pública de importancia internacional, unida a la segunda 
declaración de estado de alarma, y prórroga del mismo, generan la concurrencia de motivos 
que justifican la extraordinaria y urgente necesidad de adoptar diversas medidas de apoyo a 
la solvencia empresarial.

De acuerdo con una consolidada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, iniciada en la 
mencionada STC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3, el control del presupuesto habilitante del 
artículo 86.1 CE exige, primero, que el Gobierno haga una definición «explícita y razonada» 
de la situación concurrente y, segundo, que exista además una «conexión de sentido» entre 
la situación definida y las medidas que en el decreto-ley se adopten.

Las medidas contempladas en esta norma nacen bajo este escenario de pandemia en el 
que la rapidez de respuesta, a través de la adopción de medidas económicas y jurídicas, es 
un requisito imprescindible para asegurar su efectividad. Los objetivos que se pretenden con 
la aprobación inmediata de estas medidas no podrían conseguirse a través de la tramitación 
de un proyecto de ley por el procedimiento de urgencia y, por tanto, está plenamente 
justificado el recurso al Real Decreto-ley desde la perspectiva de la concurrencia de su 
presupuesto habilitante.

Las medidas de este Real Decreto-ley centran sus esfuerzos en la preservación del 
tejido empresarial y de los autónomos de nuestro país. Por ello, además de las medidas 
anteriores citadas, se suman otras dirigidas a permitir la viabilidad de las empresas que 
están sufriendo un deterioro transitorio de sus indicadores de solvencia como consecuencia 
de la intensidad y duración de la caída de actividad extraordinaria generada por la pandemia.

A estas medidas, se suman otras que tienen como objetivo prorrogar otras ya adoptadas 
en normas anteriores y que han demostrado su efectividad.

Los motivos de oportunidad que acaban de exponerse demuestran que, en ningún caso, 
el presente Real Decreto-ley constituye un supuesto de uso abusivo o arbitrario de este 
instrumento constitucional (SSTC 61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, FJ 
8; 237/2012, de 13 de diciembre, FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al contrario, todas 
las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la presente norma. 
A tal fin, la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de enero de 2021 (recurso de 
inconstitucionalidad núm. 2577-2020) es clara cuando afirma que la doctrina constitucional 
ha establecido que «la valoración de la extraordinaria y urgente necesidad de una medida 
puede ser independiente de su imprevisibilidad e, incluso, de que tenga su origen en la 
previa inactividad del propio Gobierno siempre que concurra efectivamente la 
excepcionalidad de la situación» (STC 1/2012, de 13 de enero, FJ 6), pues «lo que aquí 
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debe importar no es tanto la causa de las circunstancias que justifican la legislación de 
urgencia cuanto el hecho de que tales circunstancias efectivamente concurran» (SSTC 1 
1/2002, de 17 de enero, FJ 6, y 68/2007, de 28 de marzo, FJ 8),

Debe señalarse también que este Real Decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el Título I de la Constitución Española, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Por lo demás, este Real Decreto-ley se adecua a los principios de buena regulación 
previstos en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

De este modo, se cumple con el principio de necesidad que ha quedado plenamente 
justificado. Igualmente, se da cumplimiento a los principios de seguridad jurídica, 
proporcionalidad y eficacia, destacándose que las medidas que incorpora son congruentes 
con el ordenamiento jurídico e incorporan la mejor alternativa posible dada la situación de 
excepcionalidad, al contener la regulación necesaria e imprescindible para la consecución de 
los objetivos previamente mencionados.

En cuanto al principio de transparencia, dado que se trata de un real decreto-ley, su 
tramitación se encuentra exenta de consulta pública previa y de los trámites de audiencia e 
información públicas, conforme el artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del 
Gobierno.

Finalmente, respecto al principio de eficiencia, no se imponen más cargas que las 
estrictamente necesarias.

El presente Real Decreto-ley consta de un preámbulo y una parte dispositiva, 
estructurada en 17 artículos, 7 disposiciones adicionales, 2 disposiciones transitorias, una 
disposición derogatoria única, 11 disposiciones finales y dos Anexos, y se dicta al amparo de 
lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 6.ª, 8.ª, 10.ª, 11.ª, 13.ª y 14.ª de la Constitución, que 
atribuye al Estado la competencia exclusiva sobre las condiciones básicas que garanticen la 
igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los 
deberes constitucionales; la legislación mercantil, procesal y civil; el régimen aduanero y 
arancelario; comercio exterior; bases de la ordenación del crédito, banca y seguros; bases y 
coordinación de la planificación general de la actividad económica; y de Hacienda general.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra de 
Asuntos Económicos y Transformación Digital, del Ministro de Justicia, de la Ministra de 
Hacienda, y de la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día 12 de marzo de 2021,

DISPONGO:

TÍTULO I
Línea Covid de ayudas directas a autónomos y empresas

Artículo 1.  Objeto, ámbito de aplicación y creación de la Línea de ayudas directas a 
empresarios y profesionales.

1. Se crea la Línea Covid de ayudas directas a autónomos (empresarios y profesionales) 
y empresas para el apoyo a la solvencia y reducción del endeudamiento del sector privado.

Con cargo a los recursos de esta Línea se concederán ayudas directas en los términos 
previstos en este Real Decreto-ley.

Los destinatarios de las ayudas serán las empresas no financieras y los autónomos más 
afectados por la pandemia, siempre y cuando tengan su domicilio fiscal en territorio español 
o cuando se trate de entidades no residentes no financieras que operen en España a través 
de establecimiento permanente. Estas ayudas directas tendrán carácter finalista, 
empleándose para satisfacer la deuda y realizar pagos a proveedores y otros acreedores, 
financieros y no financieros, así como los costes fijos incurridos por los autónomos y 
empresas considerados elegibles.
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2. La dotación de esta línea asciende a 7.000 millones de euros, concediéndose de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 2, los siguientes créditos extraordinarios al 
Presupuesto en vigor:

a) En la sección 37 «Otras relaciones financieras con Entes Territoriales», servicio 01 
«Secretaría General de Financiación Autonómica y Local. Comunidades Autónomas», 
programa 941O «Otras transferencias a Comunidades Autónomas», concepto 450 «Línea 
Covid de ayudas directas a autónomos y empresas. Transferencias a las Comunidades 
Autónomas, excluidas Baleares y Canarias», y a las Ciudades de Ceuta y Melilla por importe 
de 5.000 millones de euros.

b) En la sección 37 «Otras relaciones financieras con Entes Territoriales», servicio 01 
«Secretaría General de Financiación Autonómica y Local. Comunidades Autónomas», 
programa 941O «Otras transferencias a Comunidades Autónomas», concepto 451 «Línea 
Covid de ayudas directas a autónomos y empresas. Transferencias a las Comunidades 
Autónomas de Baleares y Canarias», por importe de 2.000 millones de euros.

Los dos créditos extraordinarios que se conceden en este apartado se financiarán de 
conformidad con el artículo 46 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2021.

3. Las ayudas directas recibidas por los autónomos y empresas considerados elegibles 
tendrán carácter finalista y deberán aplicarse a satisfacer la deuda y a realizar pagos a 
proveedores y otros acreedores, financieros y no financieros, así como a compensar los 
costes fijos incurridos siempre y cuando éstos se hayan generado entre el 1 de marzo de 
2020 y el 30 de septiembre de 2021 y procedan de contratos anteriores al 13 de marzo de 
2021. En primer lugar, se satisfarán los pagos a proveedores y otros acreedores no 
financieros, por orden de antigüedad; si procede, en segundo lugar, se reducirá la deuda con 
acreedores financieros, primando la reducción de la deuda con aval público. Por último, se 
podrá destinar el remanente de la ayuda a compensar los costes fijos incurridos, que 
incluyen las pérdidas contables propias de la actividad empresarial que no hayan sido ya 
cubiertas con estas u otras ayudas.

Artículo 2.  Compartimentos de la Línea y asignación entre Comunidades Autónomas y las 
Ciudades de Ceuta y Melilla.

1. La línea estará compuesta por dos compartimentos:
a) Un primer compartimento, con una dotación de 5.000 millones de euros, que se 

asignarán a todas las Comunidades Autónomas y a las Ciudades de Ceuta y Melilla, salvo a 
las Comunidades Autónomas a que se refiere el apartado b).

b) Un segundo compartimento, con una dotación de 2.000 millones de euros, que se 
asignarán a las Comunidades Autónomas de Baleares y Canarias.

2. Los recursos de ambos compartimentos se repartirán según los siguientes criterios:
En el caso del primer compartimento se distribuirán de manera proporcional a la 

asignación del REACT EU, en base a indicadores de renta, de desempleo y de desempleo 
juvenil. En concreto, el reparto se basa en los siguientes tres indicadores:

a) Indicador de renta: mide el peso de cada Comunidad Autónoma en la caída del PIB en 
2020, moderado en función de la prosperidad relativa de cada una de ellas, medida a través 
de la renta per cápita respecto a la media nacional.

b) Indicador de desempleo: considera la media ponderada entre el peso de la 
Comunidad Autónoma en el total de parados registrados en enero de 2020 y su contribución 
al incremento del paro registrado nacional en 2020.

c) Indicador de desempleo juvenil (16 – 25 años): análogamente al criterio anterior, 
considera la media ponderada entre el peso de la Comunidad Autónoma en el total de 
jóvenes parados registrados en enero de 2020 y su contribución al incremento del paro 
juvenil registrado nacional en 2020.

Las ponderaciones así obtenidas se ajustarán sin considerar a las Comunidades 
Autónomas del segundo compartimento.
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En el caso del segundo compartimento se repartirán de forma proporcional al peso de 
cada Comunidad Autónoma en la caída en 2020 de los afiliados en términos netos, esto es, 
descontando el efecto de los ERTEs, de acuerdo con el certificado que a tal efecto emita el 
Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones.

3. La cuantía de la distribución definitiva entre las Comunidades Autónomas y Ciudades 
de Ceuta y Melilla de los recursos de ambos compartimentos, en aplicación de los criterios 
establecidos en el apartado 2 de este artículo, se determinará por Orden de la persona titular 
del Ministerio de Hacienda. Esta cuantía tendrá carácter limitativo a efectos de las 
convocatorias que realicen las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla. 
En esta Orden ministerial podrán concretarse las cuestiones necesarias para la aplicación de 
este Título.

Véase la Orden HAC/283/2021, de 25 de marzo, por la que se concretan los aspectos 
necesarios para la distribución definitiva, entre las Comunidades Autónomas y Ciudades de 
Ceuta y Melilla, de los recursos de la Línea COVID de ayudas directas a autónomos y empresas 
prevista en el Título I del presente Real Decreto-ley. Ref. BOE-A-2021-4727

4. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla realizarán las 
correspondientes convocatorias para la asignación de las ayudas directas a los destinatarios 
sitos en sus territorios, asumirán la tramitación y gestión de las solicitudes, así como su 
resolución, el abono de la subvención, los controles previos y posteriores al pago y cuantas 
actuaciones sean necesarias para garantizar la adecuada utilización de estos recursos, de 
acuerdo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y su 
normativa de desarrollo reglamentario.

Artículo 3.  Marco básico de los requisitos de elegibilidad y de los criterios para fijación de la 
cuantía de la ayuda.

1. A los efectos de este Real Decreto-ley, se considerarán destinatarios:
a) Los empresarios o profesionales y entidades adscritas a los sectores definidos en el 

anexo I y los que añadan en su territorio las Comunidades Autónomas y las Ciudades de 
Ceuta y Melilla según lo establecido en el apartado 5 de este artículo, y cuyo volumen de 
operaciones anual declarado o comprobado por la Administración, en el Impuesto sobre el 
Valor Añadido o tributo indirecto equivalente en 2020 haya caído más de un 30 % con 
respecto a 2019. Esta información se suministrará por la Administración Tributaria 
correspondiente a petición de las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y 
Melilla.

Los empresarios o profesionales que apliquen el régimen de estimación objetiva en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas adscritos a los sectores definidos en el 
anexo I y los que añadan en su territorio las Comunidades Autónomas y las Ciudades de 
Ceuta y Melilla según lo establecido en el apartado 5 de este artículo.

b) Para el caso de grupos consolidados que tributen en el Impuesto sobre Sociedades en 
el régimen de tributación consolidada, se entenderá como destinatario a efectos del 
cumplimiento de los requisitos de elegibilidad y transferencias, el citado grupo como un 
contribuyente único, y no cada una de las entidades que lo integran, por lo cual el volumen 
de operaciones a considerar para determinar la caída de la actividad será el resultado de 
sumar todos los volúmenes de operaciones de las entidades que conforman el grupo.

c) No se consideran destinatarios aquellos empresarios o profesionales, entidades y 
grupos consolidados que cumplan los requisitos establecidos en los dos epígrafes anteriores 
y que en la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
correspondiente a 2019 hayan declarado un resultado neto negativo por las actividades 
económicas en las que hubiera aplicado el método de estimación directa para su 
determinación o, en su caso, haya resultado negativa en dicho ejercicio la base imponible del 
Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto de la Renta de no Residentes, antes de la 
aplicación de la reserva de capitalización y compensación de bases imponibles negativas. 
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Esta información se suministrará por la Administración Tributaria correspondiente, a petición 
de las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla.

d) Dentro de la asignación establecida en el artículo 2, las Comunidades Autónomas y 
Ciudades de Ceuta y Melilla podrán establecer excepciones a los criterios recogidos en el 
párrafo c) del apartado 1 de este artículo atendiendo a circunstancias excepcionales 
acontecidas en 2019 debidamente justificadas en sus convocatorias.

2. Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla establecerán los criterios 
para las ayudas por destinatario, de forma que no se superen los siguientes límites máximos:

a) 3.000 euros cuando se trate de empresarios o profesionales que apliquen el régimen 
de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

b) Para aquellos empresarios y profesionales cuyo volumen de operaciones anual 
declarado o comprobado por la Administración, en el Impuesto sobre el Valor Añadido o 
tributo indirecto equivalente, haya caído más del 30 % en el año 2020 respecto al año 2019, 
la ayuda máxima que se concederá será:

i. El 40 % de la caída del volumen de operaciones en el año 2020 respecto del año 2019 
que supere dicho 30 %, en el caso de empresarios o profesionales que apliquen el régimen 
de estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, así como las 
entidades y establecimientos permanentes que tengan un máximo de diez empleados.

ii. El 20 % del importe de la caída del volumen de operaciones en el año 2020 respecto 
del año 2019 que supere dicho 30 %, en el caso de entidades y empresarios o profesionales 
y establecimientos permanentes que tengan más de diez empleados.

Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados b) i y b) ii anteriores, la ayuda no podrá ser 
inferior a 4.000 euros ni superior a 200.000 euros.

c) En el caso de los grupos a que se refiere el apartado 1 del artículo 3.1.b), los límites 
anteriores se aplicarán al grupo en su conjunto.

d) Las Comunidades Autónomas del segundo compartimento podrán aumentar los 
porcentajes de cobertura de pérdidas y límites máximos de las ayudas dispuestas en los 
apartados b).i y b).ii del presente artículo 3.2.

3. Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla determinarán los 
parámetros a aplicar para los supuestos incluidos en el apartado 1.d), así como para los 
supuestos de altas o empresas creadas entre el 1 de enero de 2019 y el 31 de marzo de 
2020, de empresas que hayan realizado una modificación estructural de la sociedad 
mercantil entre el 1 de enero de 2019 y el 31 de diciembre de 2020, y de empresarios o 
profesionales que hayan estado de alta durante un periodo inferior al año en el ejercicio 2019 
o en el ejercicio 2020.

4. Se podrá concurrir a convocatorias realizadas por distintas Comunidades Autónomas 
y Ciudades de Ceuta y Melilla para la asignación de las ayudas directas previstas en este 
Título.

Cuando se trate de empresarios, profesionales o entidades cuyo volumen de 
operaciones en 2020 haya sido inferior o igual a 10 millones de euros y no apliquen el 
régimen de grupos en el Impuesto sobre Sociedades solamente podrán concurrir a la 
convocatoria realizada por la Comunidad Autónoma o, en su caso, las Ciudades de Ceuta y 
Melilla, en la que se ubique su domicilio fiscal.

Los grupos y los empresarios, profesionales o entidades cuyo volumen de operaciones 
en 2020 haya sido superior a 10 millones de euros que desarrollen su actividad económica 
en más de un territorio autonómico o en más de una Ciudad Autónoma, podrán participar en 
las convocatorias que se realicen en todos los territorios en los que operen. Para estos 
casos, la Orden del Ministerio de Hacienda de desarrollo del presente Real decreto-ley 
establecerá el criterio de distribución de la caída de la actividad entre los diferentes territorios 
en los que operen, atendiendo al peso de las retribuciones de trabajo personal satisfechas a 
los trabajadores con que cuenten en cada territorio.

5. Los destinatarios de estas ayudas deberán acreditar una actividad que se clasifique en 
alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE 09– 
previstos en el anexo I de la presente norma en el momento de su entrada en vigor.
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Excepcionalmente, y dentro de la asignación establecida en el artículo 2, las 
Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla podrán otorgar ayudas con cargo a 
esta Línea COVID de ayudas directas a empresarios o profesionales y entidades adscritas a 
actividades que se clasifiquen en códigos de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas –CNAE 09– no incluidos en el anexo I que se hayan visto particularmente 
afectados en el ámbito de su territorio, debidamente justificadas en sus convocatorias.

6. No podrá concederse ninguna ayuda directa de las recogidas en este título pasado el 
31 de diciembre de 2021.

Artículo 4.  Seguimiento y control de las ayudas directas.
1. Las Comunidades Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla procederán al reintegro 

al Tesoro Público de los importes correspondientes conforme a los siguientes apartados:
a) Con anterioridad a 31 de diciembre de 2021 deberán reintegrar la diferencia entre el 

importe asignado a la Comunidad Autónoma o Ciudad por este Real Decreto-ley y el importe 
máximo derivado de las solicitudes recibidas.

b) Asimismo, con anterioridad a 31 de diciembre de 2021, podrán reintegrar la diferencia 
entre el importe máximo derivado de las solicitudes y el importe adjudicado, sin perjuicio de 
que puedan retener los fondos necesarios para hacer frente a los pagos que eventualmente 
puedan derivarse de la estimación de los recursos en vía administrativa interpuestos contra 
resoluciones denegatorias dictadas antes del 31 de diciembre de 2021 y que estén 
pendientes de resolución.

c) En todo caso, el resto del saldo no ejecutado se deberá reintegrar antes del 30 de 
junio de 2022.

Antes de 30 de junio de 2022, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y 
Melilla remitirán al Ministerio de Hacienda y Función Pública un estado de ejecución, 
indicando las cuantías totales de compromisos de créditos, obligaciones reconocidas y 
pagos realizados.

Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla deberán remitir junto 
con la información enumerada en este apartado, informe de sus respectivos órganos de 
intervención y control en el que se acredite y certifique el importe de los reintegros.

2. En el primer trimestre de 2023, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta 
y Melilla remitirán al Ministerio de Hacienda los reintegros de ayudas derivados del 
incumplimiento de las condiciones establecidas para su concesión.

3. Será responsabilidad de las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y 
Melilla destinar estos recursos a la finalidad para la que han sido concedidos. En 
consecuencia, las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla que gestionen 
los créditos a que se refiere el presente Título deberán proceder a un adecuado control de 
los fondos recibidos que asegure la correcta obtención, disfrute y destino de los mismos por 
los perceptores finales. Las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y Melilla 
gestoras de los fondos serán las responsables de rendir cuentas, en su caso, ante los 
órganos de control externo, sin perjuicio de las funciones de control y verificación del 
cumplimiento de estas obligaciones que pudiera realizar la Intervención General de la 
Administración del Estado.

4. El Ministerio de Hacienda y las Comunidades Autónomas y las Ciudades de Ceuta y 
Melilla suscribirán un convenio que articule la necesaria colaboración entre ambas 
Administraciones públicas de cara a la ejecución de lo previsto en el presente Título, 
contemplando cuestiones como el intercambio de información entre las Administraciones 
Tributarias; la mención en todas las actuaciones y soportes que se utilicen al origen de los 
fondos que financian estas ayudas, señalándose que son financiadas por el Gobierno de 
España; y la obligación de suministrar información detallada sobre las convocatorias 
realizadas y los resultados de las mismas.

Estos Convenios deberán firmarse en el plazo de un mes desde la entrada en vigor del 
presente Real Decreto-Ley, procediéndose por el Ministerio de Hacienda a la transferencia 
de los fondos correspondientes a cada Comunidad Autónoma dentro de los 10 días 
siguientes a la fecha en que adquiera eficacia cada convenio.
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5. La empresa beneficiaria de estas ayudas deberá justificar ante el órgano concedente 
el mantenimiento de la actividad que da derecho a las ayudas a 30 de junio de 2022. En 
caso contrario, procederá el reintegro de las ayudas percibidas al amparo de este título.

Se exceptúa de dicha obligación a las empresas beneficiarias radicadas en la isla de La 
Palma.

6. La Secretaría de Estado de Hacienda podrá solicitar información de las ayudas 
directas concedidas, en base a la obligación de suministro de información amparada en el 
artículo 6 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.

TÍTULO II
Línea para la reestructuración de deuda financiera Covid

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 5.  Objeto.
Las disposiciones contenidas en este Título tienen por objeto establecer medidas de 

apoyo público e introducir un Código de Buenas Prácticas que, entre otros aspectos, 
fomente la coordinación de entidades financieras en la adopción de medidas que contribuyan 
a reforzar la solvencia de las empresas y autónomos con domicilio social en España.

Artículo 6.  Ámbito de aplicación.
1. Las medidas previstas en este Título se aplicarán a las empresas y autónomos con 

sede social en España, que hayan suscrito operaciones de financiación que cuenten con 
aval público, que se hubieran concedido por las entidades de crédito o por cualquier otra 
entidad supervisada por el Banco de España que realice la actividad de concesión de 
préstamos o créditos a empresas y autónomos con sede social en España, entre el 17 de 
marzo de 2020 y la fecha de publicación de este Real Decreto-ley. También podrán aplicarse 
estas medidas a las operaciones de financiación concedidas entre el 17 de marzo de 2020 y 
la fecha de publicación de este Real Decreto-ley y que cuenten con reaval concedido por la 
Compañía Española de Reafianzamiento, S.A. (CERSA). En este sentido, CERSA recibirá el 
mismo tratamiento que la Administración General del Estado y podrá beneficiarse, en 
particular, del apoyo de la línea regulada en el artículo 10.

2. Las condiciones aplicables y los requisitos a cumplir para acogerse a las medidas 
previstas en este Título, incluyendo el plazo máximo para su solicitud, se establecerán por 
Acuerdo de Consejo de Ministros, sin que se requiera desarrollo normativo ulterior para su 
aplicación.

3. Adicionalmente, para su elegibilidad como beneficiario de estas medidas, la empresa 
o autónomo, en los casos en que le sea aplicable y siempre que el plazo de solicitud 
estuviera vigente, deberá haber solicitado previamente a las entidades financieras y estas 
haber comunicado la formalización a ICO las medidas de ampliación de plazos y carencias, 
recogidas en el Real Decreto-ley 34/2020, de 17 de noviembre, de medidas urgentes de 
apoyo a la solvencia empresarial y al sector energético, y en materia tributaria.

CAPÍTULO II
Medidas de apoyo público a la solvencia

Artículo 7.  Extensión de los plazos de vencimiento y de carencia o suspensión temporal del 
pago de cuotas de amortización del principal de las operaciones de financiación que han 
recibido aval público.

El plazo de vencimiento de los avales otorgados por la Administración General del 
Estado o por cuenta del Estado podrá extenderse por un periodo adicional, en los términos 
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que se determinarán por Acuerdo de Consejo de Ministros. La medida será efectiva dentro 
de los acuerdos de renegociación de deudas que se puedan alcanzar entre los deudores y 
las entidades financieras acreedoras en los términos fijados mediante Acuerdo de Consejo 
de Ministros, de tal manera que éstas extenderán el plazo de vencimiento de las operaciones 
avaladas por el mismo plazo de extensión del vencimiento del aval correspondiente. El 
Código de Buenas Prácticas para el marco de renegociación para clientes con financiación 
avalada determinará los sectores, casos y condiciones en que procederá la suspensión 
temporal del pago de cuotas de amortización del principal de las operaciones avaladas, sea 
mediante una ampliación del plazo de carencia vigente o mediante una carencia adicional si 
el plazo de carencia hubiera expirado.

Artículo 8.  Mantenimiento del aval público en caso de la conversión de las operaciones del 
principal pendiente en operaciones de financiación con aval público.

Se mantendrá el aval público de aquellas operaciones de financiación que cuentan con 
aval otorgado por la Administración General del Estado o por cuenta del Estado y que, en los 
términos fijados mediante Acuerdo de Consejo de Ministros, se conviertan en préstamos 
participativos, regulados en el artículo 20 del Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, sobre 
medidas urgentes de carácter fiscal y de fomento y liberalización de la actividad económica.

Artículo 9.  Medidas para la reducción de su endeudamiento.
1. El Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital podrá realizar 

transferencias a las empresas y autónomos que cumplan con los requisitos establecidos por 
el Código de Buenas Prácticas con la finalidad exclusiva de reducir el principal pendiente de 
las operaciones financieras a las que se refiere el artículo 6. Estas transferencias se 
producirán en el marco de los acuerdos de renegociación de deudas que alcancen los 
deudores y las entidades financieras acreedoras.

2. Las transferencias públicas previstas en este artículo se abonarán directamente a 
través de la entidad concedente de la operación financiera, que la aplicará con carácter 
inmediato a reducir el capital pendiente de dicha operación, incluido en su caso el capital 
vencido, impagado o con el aval ejecutado, si lo hubiere.

3. Estas transferencias por parte del Estado se producirán dentro de los acuerdos de 
renegociación de deudas que alcancen los deudores y las entidades financieras acreedoras, 
que a su vez asumirán las reducciones del principal pendiente del préstamo que les 
correspondan en los términos que se establecerán por Acuerdo de Consejo de Ministros.

4. La entidad concedente no aplicará comisión alguna por la cancelación anticipada de la 
deuda realizada con los fondos recibidos correspondientes al apoyo público concedido.

Artículo 10.  Creación de la «Línea para la reestructuración de deuda financiera Covid».
Se crea la Línea para la reestructuración de deuda financiera Covid, para atender los 

gastos derivados de las medidas para la reducción del endeudamiento recogidas en el 
artículo 9, con una dotación inicial que asciende a 3.000 millones de euros, concediéndose 
un crédito extraordinario al Presupuesto en vigor de la sección 27 «Ministerio de Asuntos 
Económicos y Transformación Digital», servicio 04 «Secretaría General del Tesoro y 
Financiación Internacional», 931M «Previsión y política económica», 470 «Línea para la 
reestructuración de deuda financiera Covid con aval del Estado». Este crédito extraordinario 
se financiará de conformidad con el artículo 46 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2021.

Código de Buenas Prácticas

Artículo 11.  Sujeción al Código de Buenas Prácticas por las entidades financieras 
adheridas.

1. El Código de Buenas Prácticas, cuyo contenido se aprobará mediante Acuerdo de 
Consejo de Ministros, será de adhesión voluntaria por parte de las entidades de crédito o de 
cualquier otra entidad que cuente con operaciones incluidas en el ámbito de aplicación 
definido en el artículo 6 de este Real Decreto ley.
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Véase la Resolución de 12 de mayo de 2021 por la que se publica el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 11 de mayo de 2021, por el que se aprueba el Código de Buenas Prácticas para 
el marco de renegociación para clientes con financiación avalada, previsto en el presente Real 
Decreto-ley. Ref. BOE-A-2021-7908

2. Las entidades comunicarán su adhesión, por escrito, a la Secretaría General del 
Tesoro y Financiación Internacional.

3. Desde la adhesión de la entidad financiera, y una vez que se produzca la acreditación 
por parte del deudor que así lo solicite de que se cumplen las condiciones y requisitos 
establecidos en el Código de Buenas Prácticas, la entidad financiera aplicará las medidas 
recogidas en ese Código, en los términos en él previstos. Sin perjuicio de lo anterior, las 
partes deberán cumplir las formalidades previstas en las normas para que los actos y 
contratos resultantes desplieguen toda su eficacia. En particular, cuando exista obligación 
legal de inscripción de los actos y contratos afectados, deberá procederse a la formalización 
de la escritura pública y a la inscripción en el Registro correspondiente.

4. En el caso de que las medidas contenidas en el Código de Buenas Prácticas se 
aplicaran sobre una deuda con garantía hipotecaria, la novación del contrato tendrá los 
efectos previstos en el artículo 4.3 de la Ley 2/1994, de 30 de marzo, sobre Subrogación y 
Modificación de Préstamos Hipotecarios, con respecto a los préstamos y créditos novados.

5. La adhesión de la entidad al Código de Buenas Prácticas se entenderá producida por 
un plazo equivalente a la duración prevista del Código, salvo denuncia expresa de la entidad 
adherida, notificada por escrito a la Secretaría General del Tesoro y Financiación 
Internacional con una antelación mínima de tres meses.

6. El contenido del Código de Buenas Prácticas se aplicará exclusivamente a las 
entidades adheridas, deudores y contratos a los que se refiere este Título, que serán 
concretados por medio de Acuerdo de Consejo de Ministros. No procederá, por tanto, la 
extensión de su aplicación, con carácter normativo o interpretativo, a ningún otro ámbito no 
incluido expresamente en su ámbito de aplicación.

7. Las entidades financieras habrán de informar adecuadamente a sus clientes sobre su 
adhesión o no al Código de Buenas Prácticas y la posibilidad de acogerse a lo dispuesto en 
el Código. Esta información habrá de facilitarse especialmente a través de su red comercial 
de oficinas en la forma y en los términos que se recojan en el propio Código de Buenas 
Prácticas.

Artículo 12.  Seguimiento del cumplimiento del Código de Buenas Prácticas.
1. El cumplimiento del Código de Buenas Prácticas por parte de las entidades adheridas 

será supervisado por una comisión de control constituida al efecto, que presidirá el 
Secretario General del Tesoro y Financiación Internacional y cuya composición se 
desarrollará por Acuerdo de Consejo de Ministros.

2. Las entidades adheridas remitirán al Banco de España, con carácter mensual, la 
información que les requiera la comisión de control. Esta información incluirá los elementos 
que así se determinen por Acuerdo de Consejo de Ministros.

3. Las reclamaciones sobre la incorrecta aplicación de estas medidas seguirán la misma 
tramitación y resolución que el resto de reclamaciones sobre incumplimientos por parte de 
las entidades financieras. Inicialmente, la reclamación se formulará ante los servicios, 
departamentos o defensores del cliente de la entidad acreedora. Posteriormente, si no hay 
una solución satisfactoria para el cliente, éste podrá presentar una reclamación ante el 
Banco de España.
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CAPÍTULO III
Formalización en escritura pública

Artículo 13.  Formalización en escritura pública.
1. Los derechos arancelarios notariales y registrales derivados de la formalización e 

inscripción de las operaciones recogidas en este Título y en el Acuerdo de Consejo de 
Ministros de desarrollo, se bonificarán en un 50 por ciento, en los siguientes términos:

a) Por el otorgamiento de la escritura se devengará el arancel correspondiente a las 
escrituras de novación hipotecaria, previsto en la letra f) del apartado 1 del número 1 del 
anexo I del Real Decreto 1426/1989, de 17 de noviembre, por el que se aprueba el arancel 
de los Notarios, reducidos al 50 por ciento, sin que se devengue cantidad alguna a partir del 
quinto folio de matriz y de copia, sea copia autorizada o copia simple. En todo caso, la suma 
de todos los aranceles notariales aplicables a la escritura será de un mínimo de 30 euros y 
un máximo de 75 euros por todos los conceptos.

b) Los derechos arancelarios notariales derivados de la intervención de pólizas en que 
se formalice, en su caso, los aplazamientos previstos en esta norma derivadas de todo 
préstamo o crédito sin garantía hipotecaria serán los establecidos en el Decreto de 15 de 
diciembre de 1950 y se bonificarán en un 50 por ciento.

En todo caso, la suma de todos los aranceles notariales aplicables a la póliza será de un 
mínimo de 25 euros y un máximo de 50 euros por todos los conceptos, incluyendo sus 
copias y traslados.

c) Cuando exista garantía real inscribible, por la práctica de la inscripción se aplicará el 
arancel previsto, según corresponda, en el caso de los registradores de la propiedad, para 
las novaciones modificativas en artículo 2.1.g) del anexo I del Real Decreto 1427/1989, de 
17 de noviembre, por el que se aprueba el Arancel de los Registradores, en el caso de los 
registradores mercantiles, conforme a lo previsto en el artículo 36 de la Orden de 19 de julio 
de 1999 por la que se aprueba la Ordenanza para el Registro de Venta a Plazos de Bienes 
Muebles. Al resultado se le aplicará una bonificación del 50 por ciento. En todo caso, la 
suma de todos los aranceles registrales aplicables al documento será de un mínimo de 24 
euros y un máximo de 50 euros por todos los conceptos.

2. Lo previsto en los apartados anteriores también será de aplicación para aquellos 
supuestos en los que, con motivo de la formalización del aplazamiento, se proceda a la 
elevación a público o intervención de la operación de financiación objeto del acuerdo.

Artículo 14.  Moderación de los intereses moratorios.
En todos los contratos de crédito o préstamo a empresas y autónomos que se 

encuentren dentro del ámbito de aplicación de este Título, el interés moratorio aplicable 
desde el momento en que el deudor solicite a la entidad financiera la aplicación de 
cualquiera de las medidas del Código de Buenas Prácticas, y acredite ante la citada entidad 
que se encuentra en dicha circunstancia, será, como máximo, el resultante de sumar a los 
intereses remuneratorios pactados en el préstamo un 1 por cien sobre el capital pendiente 
del préstamo.

CAPÍTULO IV
Régimen sancionador

Artículo 15.  Régimen sancionador.
Lo previsto en el apartado 4 del artículo 9, en los apartados 3 y 7 del artículo 11, y en el 

apartado 2 del artículo 12, tendrá la condición de normativa de ordenación y disciplina de las 
entidades correspondientes, conforme a lo previsto en la Ley 10/2014, de 26 de junio, de 
ordenación, supervisión y solvencia de entidades de crédito, y el incumplimiento de las 
obligaciones que derivan de los mismos se considerará infracción leve, en caso de 
incumplimiento ocasional y grave, en caso de incumplimiento reiterado, que se sancionará 
de acuerdo con lo establecido en dicha Ley.
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Régimen de cobranza aplicable a los avales otorgados en virtud de los Reales 
Decretos-leyes 8/2020, de 17 de marzo, y 25/2020, de 3 julio

Artículo 16.  Régimen de cobranza.
1. A los avales otorgados en virtud del artículo 29 del Real decreto-ley 8/2020, de 17 de 

marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 
del COVID-19 y del artículo 1 del Real decreto-ley 25/2020, de 3 de julio, de medidas 
urgentes para apoyar la reactivación económica y el empleo les será aplicable el régimen 
jurídico de recuperación y cobranza que se especifica en este artículo.

2. En caso de ejecución de los avales otorgados, por aplicación de los Reales decretos-
leyes 8/2020, de 17 de marzo, y 25/2020, de 3 de julio, se seguirá para el conjunto del 
principal de la operación avalada el mismo régimen jurídico de recuperación y cobranza que 
corresponda a la parte del principal del crédito no avalada por el Estado, de acuerdo con la 
normativa y prácticas de las entidades financieras, y no serán de aplicación los 
procedimientos y las prerrogativas de cobranza previstos en el artículo 116 bis y 10.1 de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. Corresponderá a las entidades 
financieras la formulación de reclamaciones extrajudiciales o ejercicio de acciones judiciales 
por cuenta y en nombre del Estado para la recuperación de los importes impagados de 
créditos de la Hacienda Pública derivados de la ejecución de estos avales. No obstante, las 
entidades de crédito no podrán conceder aplazamientos, fraccionamientos y quitas de las 
cantidades reclamadas por cuenta y en nombre del Estado sin recabar previamente su 
aprobación por parte del Departamento de Recaudación de la Agencia Estatal de la 
Administración Tributaria.

Mediante Acuerdo del Consejo de Ministros se podrán otorgar autorizaciones generales 
en determinados supuestos para conceder a dichas operaciones aplazamientos y 
fraccionamientos.

Asimismo, mediante Real Decreto del Consejo de Ministros, previo dictamen del Consejo 
de Estado, se fijarán las condiciones en que estas entidades podrán proceder a las 
operaciones de quita generales.

3. En caso de declaración de concurso del deudor avalado será de aplicación, las reglas 
generales de representación y defensa en juicio establecidas en la Ley 52/1997, de 27 de 
noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.

Los créditos derivados de la ejecución de estos avales podrán quedar afectados por los 
acuerdos extrajudiciales de pagos y se considerarán pasivo financiero a efectos de la 
homologación de los acuerdos de refinanciación.

Asimismo, si el deudor reuniera los requisitos legales para ello, el beneficio de 
exoneración de pasivo insatisfecho se extenderá igualmente a los citados créditos.

4. Los créditos de la Hacienda Pública derivados de la ejecución de los avales otorgados 
al amparo de los Reales decretos-leyes 8/2020, de 17 de marzo, y 25/2020, de 3 de julio 
ostentarán el rango de crédito ordinario en caso de declaración de concurso del deudor 
avalado.

Véase la Resolución de 12 de mayo de 2021, por la que se publica el Acuerdo del Consejo 
de Ministros de 11 de mayo de 2021, por el que se extiende el plazo de solicitud y se adaptan 
las condiciones de los avales regulados por los Reales Decretos-leyes 8/2020, de 17 de marzo, 
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y 25/2020, de 3 de julio, y se desarrolla el régimen de cobranza de los avales ejecutados, 
establecido en el presente artículo. Ref. BOE-A-2021-7909

TÍTULO III
Fondo de recapitalización de empresas afectadas por Covid

Artículo 17.  Creación del Fondo de recapitalización de empresas afectadas por Covid.
1. De conformidad con lo previsto en el artículo 137 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 

de Régimen Jurídico del Sector Público, se crea el Fondo de recapitalización de empresas 
afectadas por Covid, fondo carente de personalidad jurídica, adscrito al Ministerio de 
Industria, Comercio y Turismo a través de la Secretaría de Estado de Comercio.

2. El Fondo tiene por objeto aportar apoyo público temporal bajo criterios de rentabilidad, 
riesgo e impacto en desarrollo sostenible, para reforzar la solvencia de las empresas con 
sede social en España, cuyos criterios básicos de elegibilidad se determinarán por Acuerdo 
de Consejo de Ministros. En concreto, el Fondo aportará dicho apoyo exclusivamente en 
forma de instrumentos de deuda, de capital e híbridos de capital, o una combinación de 
ellos, a empresas no financieras, que previamente lo hubieran solicitado y que atraviesen 
dificultades de carácter temporal a consecuencia de la pandemia de la COVID-19.

En ningún caso el Fondo apoyará financieramente a empresas que con anterioridad a la 
crisis de la COVID-19 tuvieran problemas de viabilidad o a aquellas que se consideren 
inviables a futuro.

La financiación otorgada con cargo a este Fondo será incompatible con la otorgada por 
el Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas, previsto en el Real Decreto-ley 
25/2020, de 3 de julio, de medidas urgentes para la reactivación económica y el empleo.

El análisis previo de viabilidad y riesgo al que se supedita la concesión del apoyo público 
temporal previsto en el primer párrafo de este apartado valorará las eventuales 
reestructuraciones de deuda que la empresa potencialmente beneficiaria haya realizado, 
incluidas las previstas en los artículos 7, 8 y 9 del presente real decreto ley, en la medida en 
que mejoren su perfil de riesgos y contribuyan a su viabilidad.

3. La dotación del Fondo asciende a 1.000 millones de euros. Se integrará en el Tesoro 
Público el importe de los dividendos, intereses, plusvalías y cualesquiera otras 
remuneraciones que resulten de las inversiones u operaciones que se realicen; las 
remuneraciones que eventualmente perciban los consejeros, ya sean empleados públicos ya 
empleados de la gestora, nombrados para participar, en su caso, en los órganos de 
administración de las empresas solicitantes; así como los resultados de las desinversiones y 
reembolsos efectuados, minorándose por las minusvalías y gastos.

No será de aplicación lo previsto en el párrafo anterior a las remuneraciones que 
eventualmente pudieran percibir los consejeros nombrados para participar, en su caso, en 
los órganos de administración de las empresas solicitantes que no tengan la condición de 
empleados públicos o empleados de la gestora.

A los efectos indicados en el párrafo primero del presente apartado, se concede un 
crédito extraordinario al presupuesto en vigor de la Sección 20 «Ministerio de Industria, 
Comercio y Turismo», servicio 07 «Dirección General de Política Comercial», programa 4310 
«Ordenación y modernización de las estructuras comerciales», concepto 875 «Fondo de 
recapitalización de empresas afectadas por Covid» por importe de 1.000 millones de euros. 
El crédito extraordinario que se concede en este apartado se financiará de conformidad con 
el artículo 46 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2021.

4. El Fondo forma parte del sector público estatal como fondo sin personalidad jurídica a 
los efectos del artículo 2.2.f) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, estando sujeto al régimen de presupuestación, contabilidad y control 
previsto en la misma. El Fondo se rige por lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
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de Régimen Jurídico del Sector Público, en el presente real decreto-ley y en el resto de las 
normas de derecho administrativo general y especial que le resulten de aplicación.

5. La gestión del Fondo queda encomendada a la sociedad mercantil estatal Compañía 
Española de Financiación del Desarrollo, COFIDES, S.A., S.M.E. El presidente consejero 
delegado de COFIDES tendrá la consideración de cuentadante a efectos de la rendición de 
cuentas ante el Tribunal de Cuentas. Las competencias de la gestora del Fondo se 
determinarán por Acuerdo del Consejo de Ministros. En todas las operaciones y acciones 
relativas al Fondo, su gestora actuará en nombre propio y por cuenta de la Administración 
General del Estado, ejerciendo de depositaria de los títulos y contratos representativos de 
las operaciones de activo realizadas, así como ejerciendo, si así se considerara oportuno, 
los derechos que como administrador pudiera corresponder a la participación de la 
Administración General del Estado.

Todas las operaciones efectuadas con cargo al Fondo serán registradas en contabilidad 
específica, separada e independiente de la de la gestora del Fondo. Los acreedores que 
pudieran surgir de obligaciones contraídas por la gestora del Fondo con cargo al mismo y 
por cuenta de la Administración General del Estado no podrán hacer efectivos sus créditos 
contra el patrimonio de aquella ni contra el de la Administración General del Estado, cuya 
responsabilidad se limita al importe de su aportación al Fondo. Igualmente, con el patrimonio 
del Fondo únicamente se responderá por las obligaciones contraídas por su gestora con 
cargo a aquel y por cuenta de la Administración General del Estado.

No formarán parte del Patrimonio de la Administración General del Estado las 
participaciones, acciones, títulos y demás instrumentos que se pudieran adquirir por aquella 
con cargo al Fondo no resultándoles de aplicación lo previsto en el título VII de la Ley 
33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

6. Se crea un Comité Técnico de Inversiones, órgano colegiado interministerial adscrito 
al Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, cuya composición, funcionamiento y 
competencias se regularán por Acuerdo de Consejo de Ministros. El Comité Técnico de 
Inversiones será el órgano de control y seguimiento de las operaciones que realice la 
gestora con cargo al Fondo.

Una vez realizado por la gestora el estudio de viabilidad y evaluación de riesgos de las 
propuestas de financiación recibidas de acuerdo con lo señalado en el apartado 2, ésta, 
respecto de las propuestas viables que haya recibido con la documentación completa, 
solicitará al Comité Técnico de Inversiones la aprobación para realizar las operaciones o 
acciones correspondientes.

7. Para el desarrollo de las actuaciones que correspondan a la gestora del Fondo en 
ejecución del presente real decreto ley, la gestora podrá contratar con cargo al Fondo y con 
arreglo a la normativa de contratación que le sea aplicable en cada momento todos aquellos 
servicios de apoyo externo que sean necesarios para la efectividad y puesta en marcha, 
desarrollo, ejecución y liquidación del Fondo y de todas las operaciones financiadas con 
cargo al mismo, pudiendo contratar dichos servicios que resulten de inaplazable necesidad 
de forma análoga a la prevista en el artículo 120 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, de concurrir las circunstancias en él previstas.

8. A efectos de que la gestora del Fondo pueda llevar a cabo de manera eficiente las 
labores encomendadas en el presente real decreto-ley y con el fin de que se le retribuyan 
económicamente las actividades inherentes a la gestión del Fondo, por Orden de la titular del 
Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, se establecerán los oportunos mecanismos de 
remuneración de dicha labor de gestión del Fondo con cargo al mismo.

Dicha remuneración deberá ser suficiente, en lo referente a la cobertura de los costes de 
gestión y los de capital, tanto en el período de inversión como en las fases de seguimiento, 
desinversión y recuperación; incentivar la eficiencia en la gestión del Fondo y remunerar de 
distinta manera en función, entre otros criterios, de las fases de desarrollo de una inversión y 
de su resultado.

Asimismo, se dotará a la gestora de los medios humanos necesarios adicionales para 
que pueda desarrollar sus funciones adecuadamente.

9. Todas las transmisiones patrimoniales, operaciones societarias y actos derivados, 
directa o indirectamente de la aplicación de esta disposición e, incluso, las aportaciones de 
fondos o ampliaciones de capital, que eventualmente se ejecuten para la capitalización o 
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reestructuración financiera y patrimonial de las empresas participadas con cargo al Fondo, 
estarán exentos de cualquier tributo estatal, autonómico o local, sin que proceda, en este 
último caso, la compensación a que se refiere el artículo 9.2 del Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley reguladora de las 
Haciendas Locales. Igualmente, todas las transmisiones, operaciones y actos antes 
mencionados gozarán de exención del pago de cualesquiera aranceles y honorarios 
profesionales devengados por la intervención de fedatarios públicos y de Registradores de la 
Propiedad y Mercantiles.

10. En supuestos de participación en el capital social de las empresas elegibles, la 
gestora ejercerá por cuenta de la Administración General del Estado los derechos de voto y 
demás derechos políticos que le correspondan sin necesidad de autorización previa por 
parte del Comité Técnico de Inversiones. Asimismo, decidirá caso por caso sobre la 
oportunidad de proponer o no el nombramiento de consejeros en los órganos de 
administración de las sociedades participadas, pudiendo, con sujeción a lo previsto en la 
normativa mercantil vigente en cada momento, proponer el nombramiento de empleados 
públicos, de empleados de la propia gestora o de otras personas físicas o jurídicas, según 
convenga a la mejor defensa de los intereses públicos.

11. La responsabilidad que en los casos previstos en las leyes le pudiera corresponder, 
en su caso, tanto a los empleados públicos como a los empleados de la gestora, miembros 
de los consejos de administración de las empresas objeto de participación en su capital 
social nombrados a propuesta de la gestora será directamente asumida por la 
Administración General del Estado, quien podrá exigir de oficio al consejero nombrado la 
responsabilidad en que hubiera incurrido por los daños y perjuicios causados en sus bienes 
o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o negligencia grave, conforme a lo 
previsto en las leyes administrativas en materia de responsabilidad patrimonial.

Lo previsto en el párrafo anterior no será de aplicación a la responsabilidad en que 
eventualmente pudieran incurrir, en los casos previstos en las leyes, los miembros de los 
consejos de administración de las empresas participadas con cargo al Fondo que no tengan 
la condición de empleado público ni sean empleados de la gestora.

12. La adquisición de las participaciones en el capital social con cargo al Fondo quedará 
exenta de la obligación de formular oferta pública de adquisición en los supuestos previstos 
en los artículos 128 y 129 del Real Decreto Legislativo 4/2015, de 23 de octubre, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Mercado de Valores.

13. El funcionamiento, movilización de recursos y liquidación del Fondo; las condiciones 
básicas aplicables y requisitos a cumplir en las operaciones del apartado 2 de esta 
disposición se determinarán por Acuerdo de Consejo de Ministros, sin requerir ulterior 
desarrollo normativo.

14. Las operaciones financiadas con cargo al Fondo se ajustarán a la normativa de 
Ayudas de Estado y no se concederán apoyos financieros con cargo a este Fondo en tanto 
en cuanto la Comisión Europa no lo haya autorizado expresamente.

15. Los datos, documentos e informaciones que obren en poder del Comité Técnico de 
Inversiones y de la gestora del Fondo en virtud de las funciones que les encomienda este 
real decreto-ley tendrán carácter reservado y, con las excepciones previstas en la normativa 
vigente, no podrán ser divulgados a ninguna persona o autoridad, ni utilizados con 
finalidades distintas de aquellas para las que fueron obtenidos. Quedarán también obligados 
a guardar secreto y a no utilizar la información recibida con finalidades distintas de aquella 
para la que les sea suministrada los auditores de cuentas, asesores legales y demás 
expertos independientes que puedan ser designados por el Comité Técnico de Inversiones y 
por la gestora del Fondo en relación con el cumplimiento de las funciones que, 
respectivamente tengan atribuidas. Este carácter reservado cesará desde el momento en 
que los interesados hagan públicos los hechos a los que los datos, documentos e 
informaciones se refieren.

16. Conforme al artículo 90 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, este Fondo sin 
personalidad jurídica estará integrado en el concepto de Tesoro Público. El Fondo se 
extinguirá por Orden de la Ministra de Industria, Comercio y Turismo, una vez transcurrido un 
plazo máximo de ocho años a contar desde su creación. No obstante, lo anterior, previo 
informe de la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, el Consejo de Ministros podrá 
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prorrogar el plazo de extinción. En el momento de la supresión del Fondo, el saldo 
remanente de tesorería del Fondo será ingresado en el Tesoro Público.

17. Se aprueba el Presupuesto de Explotación y Capital del Fondo para el ejercicio 2021, 
que se incluye en el Anexo II de esta norma.

Véase el Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de junio de 2021, por el que se establece 
el funcionamiento del Fondo de recapitalización de empresas afectadas por la COVID-19, 
F.C.P.J., publicado por Resolución de 15 de junio de 2021. Ref. BOE-A-2021-10027

Disposición adicional primera.  Ampliación extraordinaria del plazo de ejecución y 
justificación de los proyectos financiados por la Secretaría General de Industria y de la 
PYME.

1. En los procedimientos de concesión de apoyo a proyectos industriales competencia de 
la Secretaría General de Industria y de la PYME y que ya hubieran sido objeto de una 
ampliación, ordinaria conforme al procedimiento recogido en la correspondiente orden de 
bases o extraordinaria, del plazo de ejecución, las resoluciones podrán ser modificadas a 
instancia del beneficiario para ampliar los plazos de ejecución de la actividad y, en su caso, 
de justificación y comprobación de dicha ejecución, aunque no se hubiera contemplado en 
las correspondientes bases reguladoras.

2. Dicha instancia requerirá de una solicitud que deberá efectuarse antes de que finalice 
el plazo de ejecución del proyecto según se fije en las correspondientes resoluciones y 
deberá ser aceptado de forma expresa por el órgano que dictó la resolución de concesión, 
notificándose al interesado. El plazo para la resolución será de 3 meses desde la 
presentación de la solicitud. Si transcurrido dicho plazo el órgano competente para resolver 
no hubiese notificado dicha resolución, los interesados estarán legitimados para entender 
desestimada la solicitud.

3. Solo se podrá alegar como circunstancias que justifican la necesidad de una 
modificación extraordinaria de los plazos establecidos en las correspondientes, resoluciones 
las causas sobrevenidas directamente como consecuencia de la crisis de la COVID-19.

4. No podrán autorizarse ampliaciones de plazo en el caso de que concurra alguna de 
las siguientes circunstancias:

a) Que no exista una afectación suficientemente acreditada que justifique esa 
ampliación.

b) Que la empresa no esté al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 
Social.

c) Que la empresa tenga deudas por reintegro de ayudas o reembolso de préstamos con 
la Administración.

d) Que la empresa no tenga cumplidas sus obligaciones de presentación de cuentas 
ante el Registro Mercantil o ante el correspondiente Registro de Cooperativas.

El beneficiario deberá incluir en la solicitud señalada en el apartado 2 una declaración 
responsable confirmando que no concurren estas circunstancias.

Disposición adicional segunda.  Ampliación del plazo de suspensión de pagos y devengos 
de préstamos Emprendetur de la Secretaría de Estado de Turismo.

Se amplía durante un año adicional la suspensión del pago de intereses y 
amortizaciones correspondientes a préstamos Emprendetur, prevista en el artículo 41 del 
Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes 
complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente a la COVID-19.

Disposición adicional tercera.  Aplazamiento de deudas tributarias.
1. En el ámbito de las competencias de la Administración tributaria del Estado, a los 

efectos de los aplazamientos a los que se refiere el artículo 65 de la Ley 58/2003, de 17 de 
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diciembre, General Tributaria, se concederá el aplazamiento del ingreso de la deuda 
tributaria correspondiente a todas aquellas declaraciones-liquidaciones y autoliquidaciones 
cuyo plazo de presentación e ingreso finalice desde el día 1 de abril hasta el día 30 de abril 
de 2021, ambos inclusive, siempre que las solicitudes presentadas hasta esa fecha reúnan 
los requisitos a los que se refiere el artículo 82.2.a) de la citada ley.

2. Este aplazamiento será aplicable también a las deudas tributarias a las que hacen 
referencia las letras b), f) y g) del artículo 65.2 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria.

3. Será requisito necesario para la concesión del aplazamiento que el deudor sea una 
persona o entidad con volumen de operaciones no superior a 6.010.121,04 euros en el año 
2020.

4. Las condiciones del aplazamiento serán las siguientes:
a) El plazo será de seis meses.
b) No se devengarán intereses de demora durante los primeros cuatro meses del 

aplazamiento.

Disposición adicional cuarta.  Condiciones de elegibilidad de empresas y autónomos.
1. Los destinatarios de las medidas previstas en los Títulos I, II y III de este Real decreto 

Ley deberán cumplir en el momento de presentación de la solicitud los siguientes requisitos:
a) No haber sido condenado mediante sentencia firme a la pena de pérdida de la 

posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas o por delitos de prevaricación, 
cohecho, malversación de caudales públicos, tráfico de influencias, fraudes y exacciones 
ilegales o delitos urbanísticos.

b) No haber dado lugar, por causa de la que hubiese sido declarada culpable, a la 
resolución firme de cualquier contrato celebrado con la Administración.

c) Hallarse al corriente de pago de obligaciones por reintegro de subvenciones o ayudas 
públicas.

d) Hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y frente a la 
Seguridad Social.

e) No haber solicitado la declaración de concurso voluntario, no haber sido declarados 
insolventes en cualquier procedimiento, no hallarse declarados en concurso, salvo que en 
éste haya adquirido la eficacia un convenio, no estar sujetos a intervención judicial o haber 
sido inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya 
concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del concurso.

f) No tener la residencia fiscal en un país o territorio calificado reglamentariamente como 
paraíso fiscal.

2. Los destinatarios de las medidas previstas en los Títulos I, II y III asumen asimismo los 
siguientes compromisos:

a) Deberán mantener la actividad correspondiente a las ayudas hasta el 30 de junio de 
2022, con la excepción prevista en el segundo párrafo del artículo 4.5 del presente Real 
Decreto-ley.

b) No podrán repartir dividendos durante 2021 y 2022.
c) No aprobar incrementos en las retribuciones de la alta dirección durante un periodo de 

dos años desde aplicación de alguna de las medidas.
3. Por Acuerdo de Consejo de Ministros podrán establecerse requisitos adicionales.

Disposición adicional quinta.  Sujeción a la normativa de Ayudas de Estado de la Unión 
Europea.

1. Todas las medidas de apoyo público recogidas en este Real Decreto-ley cumplirán con 
la normativa de la Unión Europea en materia de Ayudas de Estado. No se concederá 
ninguna medida de apoyo público hasta que no se cuente con la autorización expresa para 
ello de la Comisión Europea.

2. En particular, en lo referente a las ayudas directas y transferencias, con el fin de 
garantizar el respeto de los umbrales cuantitativos correspondientes y las reglas de 
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acumulación, será necesario que la empresa o autónomo potencialmente beneficiario realice 
una declaración responsable del conjunto de ayudas públicas recibidas hasta la fecha. En 
aquellos casos en que la ayuda total acumulada por empresa supere los 1,8 millones de 
euros, la empresa deberá justificar los costes fijos no cubiertos y resto de requisitos exigidos 
por la normativa de Ayudas de Estado de la Unión Europea.

Disposición adicional sexta.  Consecuencias de la aplicación indebida por el deudor de las 
medidas establecidas en este Real Decreto-ley.

1. La empresa o autónomo que se hubiese beneficiado de las medidas establecidas en 
este Real Decreto-ley sin reunir los requisitos previstos en el mismo, será responsable de los 
daños y perjuicios que se hayan podido producir, en su caso, así como de todos los gastos 
generados por la aplicación de estas medidas de apoyo, sin perjuicio de las 
responsabilidades de otro orden a que su conducta pudiera dar lugar.

2. El importe de la responsabilidad por los daños, perjuicios y gastos no podrá resultar 
inferior al beneficio indebidamente obtenido por el deudor por la aplicación de la norma.

3. También incurrirá en responsabilidad la empresa o autónomo que busque situarse o 
mantenerse en las condiciones que este Real Decreto-ley o sus normas de desarrollo 
establecen para la concesión de las medidas de apoyo, con la finalidad de obtener la 
aplicación de estas medidas.

Disposición adicional séptima.  Transferencia de fondos.
Por Acuerdo del Consejo de Ministros, podrá determinarse la transferencia de crédito 

entre los fondos recogidos en los Títulos I y II de este Real Decreto-ley. A la citada 
transferencia de crédito no le resultarán de aplicación las limitaciones recogidas en el 
artículo 52.1 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.

Disposición transitoria primera.  Procedimiento transitorio de gestión de expedientes entre 
el Fondo de apoyo a la solvencia de empresas estratégicas y el Fondo de recapitalización de 
empresas afectadas por COVID.

SEPI dará traslado a COFIDES de los expedientes correspondientes a empresas que 
hubieran iniciado el trámite de solicitud de apoyo público temporal con cargo al Fondo de 
apoyo a la solvencia de empresas estratégicas con anterioridad a la fecha de publicación de 
este Real Decreto-ley en el «Boletín Oficial del Estado» sin alcanzar los umbrales mínimos 
de inversión por este Fondo y que soliciten apoyo del Fondo de recapitalización de empresas 
afectadas por COVID-19.

Disposición transitoria segunda.  Régimen transitorio de cobranza de avales.
1. Lo dispuesto en el artículo 16 será de aplicación a todas las operaciones de 

financiación formalizadas al amparo de los Reales Decretos leyes 8/2020 y 25/2020 desde la 
entrada en vigor de los mismos con independencia de la fecha de formalización de la 
operación.

2. Lo dispuesto en el artículo 16.2 se aplicará a las reclamaciones extrajudiciales y al 
ejercicio de acciones judiciales que se inicien a partir de su entrada en vigor. No obstante lo 
anterior, si ejecutado el aval, se hubiera iniciado procedimiento administrativo de 
recaudación para la cobranza de los importes impagados, se dejará sin efecto la providencia 
de apremio y se ejercitarán las acciones conforme a lo dispuesto en el artículo 16.2.

3. Asimismo, lo dispuesto en el artículo 16.3, resultará de aplicación a todos los 
procedimientos concursales con independencia de la fase de tramitación en que se 
encuentren.

4. Finalmente, lo dispuesto en el artículo 16.4 únicamente resultará de aplicación a los 
procedimientos concursales en tramitación en los que no se haya emitido el informe de la 
administración concursal.
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Disposición derogatoria única.  Derogación normativa.
Queda derogado el artículo 8 del Real Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de 

medidas urgentes de apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia 
tributaria.

[ . . . ]
Disposición final novena.  Títulos competenciales.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.1.ª, 6.ª, 8.ª, 
10.ª, 11.ª, 13.ª y 14.ª de la Constitución, que atribuye al Estado la competencia exclusiva 
sobre las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el 
ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales; la legislación 
mercantil, procesal y civil; el régimen aduanero y arancelario; comercio exterior; bases de la 
ordenación del crédito, banca y seguros; bases y coordinación de la planificación general de 
la actividad económica; y de Hacienda general.

Disposición final décima.  Desarrollo reglamentario y habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para aprobar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo, aplicación y ejecución de lo establecido en este real decreto-ley.

Disposición final undécima.  Entrada en vigor.
Este Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».

ANEXO I

CNAE-2009 Descripción actividad
0710 Extracción de minerales de hierro.
1052 Elaboración de helados.
1083 Elaboración de café, té e infusiones.
1101 Destilación, rectificación y mezcla de bebidas alcohólicas.
1103 Elaboración de sidra y otras bebidas fermentadas a partir de frutas.
1413 Confección de otras prendas de vestir exteriores.
1419 Confección de otras prendas de vestir y accesorios.
1420 Fabricación de artículos de peletería.
1439 Confección de otras prendas de vestir de punto.
1811 Artes gráficas y servicios relacionados con las mismas.
1812 Otras actividades de impresión y artes gráficas.
1813 Servicios de pre-impresión y preparación de soportes.
1814 Encuadernación y servicios relacionados con la misma.
1820 Reproducción de soportes grabados.
2051 Fabricación de explosivos.
2441 Producción de metales preciosos.
2670 Fabricación de instrumentos de óptica y equipo fotográfico.
2731 Fabricación de cables de fibra óptica.
3212 Fabricación de artículos de joyería y artículos similares.
3213 Fabricación de artículos de bisutería y artículos similares.
3316 Reparación y mantenimiento aeronáutico y espacial.
3530 Suministro de vapor y aire acondicionado.
4616 Intermediarios del comercio de textiles, prendas de vestir, peletería, calzado y artículos de cuero.
4617 Intermediarios del comercio de productos alimenticios, bebidas y tabaco.
4624 Comercio al por mayor de cueros y pieles.
4634 Comercio al por mayor de bebidas.
4636 Comercio al por mayor de azúcar, chocolate y confitería.
4637 Comercio al por mayor de café, té, cacao y especias.
4638 Comercio al por mayor de pescados y mariscos y otros productos alimenticios.
4639 Comercio al por mayor, no especializado, de productos alimenticios, bebidas y tabaco.
4644 Comercio al por mayor de porcelana, cristalería y artículos de limpieza.
4648 Comercio al por mayor de artículos de relojería y joyería.
4719 Otro comercio al por menor en establecimientos no especializados.
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CNAE-2009 Descripción actividad

4724 Comercio al por menor de pan y productos de panadería, confitería y pastelería en 
establecimientos especializados.

4725 Comercio al por menor de bebidas en establecimientos especializados.

4741 Comercio al por menor de ordenadores, equipos periféricos y programas informáticos en 
establecimientos especializados.

4751 Comercio al por menor de textiles en establecimientos especializados.

4762 Comercio al por menor de periódicos y artículos de papelería en establecimientos 
especializados.

4771 Comercio al por menor de prendas de vestir en establecimientos especializados.
4772 Comercio al por menor de calzado y artículos de cuero en establecimientos especializados.
4777 Comercio al por menor de artículos de relojería y joyería en establecimientos especializados.

4782 Comercio al por menor de productos textiles, prendas de vestir y calzado en puestos de venta y 
en mercadillos.

4789 Comercio al por menor de otros productos en puestos de venta y en mercadillos.

4799 Otro comercio al por menor no realizado ni en establecimientos, ni en puestos de venta ni en 
mercadillos.

4931 Transporte terrestre urbano y suburbano de pasajeros.
4932 Transporte por taxi.
4939 Tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.
5010 Transporte marítimo de pasajeros.
5030 Transporte de pasajeros por vías navegables interiores.
5110 Transporte aéreo de pasajeros.
5221 Actividades anexas al transporte terrestre.
5222 Actividades anexas al transporte marítimo y por vías navegables interiores.
5223 Actividades anexas al transporte aéreo.
5510 Hoteles y alojamientos similares.
5520 Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia.
5530 Campings y aparcamientos para caravanas.
5590 Otros alojamientos.
5610 Restaurantes y puestos de comidas.
5621 Provisión de comidas preparadas para eventos.
5629 Otros servicios de comidas.
5630 Establecimientos de bebidas.
5813 Edición de periódicos.
5914 Actividades de exhibición cinematográfica.
7420 Actividades de fotografía.
7711 Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros.
7712 Alquiler de camiones.
7721 Alquiler de artículos de ocio y deportivos.
7722 Alquiler de cintas de vídeo y discos.
7729 Alquiler de otros efectos personales y artículos de uso doméstico.
7733 Alquiler de maquinaria y equipo de oficina, incluidos ordenadores.
7734 Alquiler de medios de navegación.
7735 Alquiler de medios de transporte aéreo.
7739 Alquiler de otra maquinaria, equipos y bienes tangibles n.c.o.p.
7911 Actividades de las agencias de viajes.
7912 Actividades de los operadores turísticos.
7990 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.

8219 Actividades de fotocopiado, preparación de documentos y otras actividades especializadas de 
oficina.

8230 Organización de convenciones y ferias de muestras.
8299 Otras actividades de apoyo a las empresas.
9001 Artes escénicas.
9002 Actividades auxiliares a las artes escénicas.
9004 Gestión de salas de espectáculos.
9102 Actividades de museos.
9103 Gestión de lugares y edificios históricos.
9104 Actividades de los jardines botánicos, parques zoológicos y reservas naturales.
9200 Actividades de juegos de azar y apuestas.
9311 Gestión de instalaciones deportivas.
9313 Actividades de los gimnasios.
9319 Otras actividades deportivas.
9321 Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
9329 Otras actividades recreativas y de entretenimiento.
9523 Reparación de calzado y artículos de cuero.
9525 Reparación de relojes y joyería.
9601 Lavado y limpieza de prendas textiles y de piel.
9604 Actividades de mantenimiento físico.
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ANEXO II
Fondo de Recapitalización de Empresas afectadas por Covid

N.ºcuentas
Balance

–
Activo

Presupuesto miles de EUR
–

2021
 A) Activo no corriente 250.000
 l. Inversiones financieras a largo plazo en entidades del grupo, multigrupo y asociadas  

2400, (2930) 1. Inversiones financieras en patrimonio de entidades de derecho público  
2401, 2402, 2403, (248), (2931) 2. Inversiones financieras en patrimonio de sociedades mercantiles  

241, 242, 245, (294), (295) 3. Créditos y valores representativos de deuda  
246, 247 4. Otras inversiones  

 ll. Inversiones financieras a largo plazo 250.000
250, (259), (296) 1. Inversiones financieras en patrimonio  

251, 252, 256, 257, (297), (298) 2. Créditos y valores representativos de deuda 250.000
253 3. Derivados financieros  

258, 26 4. Otras inversiones financieras  
 B) Activo corriente 746.164
 l. Deudores y otras cuentas a cobrar  

460, (4900) 1. Deudores por actividad principal  
469, (4901), 555, 558 2. Otras cuentas a cobrar  

47 3. Administraciones públicas  
 ll. Inversiones financieras a corto plazo en entidades del grupo, multigrupo y asociadas  

530, (539), (593) 1. Inversiones financieras en patrimonio de sociedades mercantiles  
531, 532, 535, (594), (595) 2. Créditos y valores representativos de deuda  

536, 537, 538 3. Otras inversiones  
 III. Inversiones financieras a corto plazo 281

540, (549), (596) 1. Inversiones financieras en patrimonio  
541, 542, 546, 547, (597), (598) 2. Créditos y valores representativos de deuda 281

543 3. Derivados financieros  
545, 548, 565, 566 4. Otras inversiones financieras  

480, 567 IV. Ajustes por periodificación  
577 V. Efectivo y otros activos líquidos equivalentes 745.883

570, 571 1. Otros activos líquidos equivalentes  
 2. Tesorería 745.883
 Total activo (A+B) 996.165

N.ºcuentas
Balance

–
Patrimonio neto y pasivo

Presupuesto miles de EUR
–

2021
100 A) Patrimonio neto 992.165

 I. Patrimonio aportado 1.000.000
 ll. Patrimonio generado –7.835

120 1. Resultados de ejercicios anteriores  
129 2. Resultados del ejercicio –7.835
-557 3. Distribución de resultados a cuenta  
133 III. Ajustes por cambio de valor  
133 1. Activos financieros disponibles para la venta  
134 2. Operaciones de cobertura  

131, 132 IV. Otros incrementos patrimoniales pendientes de imputación a resultados  
 B) Pasivo no corriente 0

14 l. Provisiones a largo plazo  
 ll. Deudas a largo plazo 0

171, 172, 178, 18 1. Deudas a largo plazo  
176 2. Derivados financieros  
16 III. Deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas a largo plazo  

 C) Pasivo corriente 4.000
58 l. Provisiones a corto plazo  

 ll. Deudas a corto plazo 0
521, 522, 528, 560, 561 1. Deudas a corto plazo  

526 2. Derivados financieros  
51 III. Deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas a corto plazo  

 IV. Acreedores y otras cuentas a pagar 4.000
420 1. Acreedores por operaciones derivadas de la actividad 4.000

429, 554 2. Otras cuentas a pagar  
47 3. Administraciones públicas  

485, 568 V. Ajustes por periodificación  
 Total patrimonio neto y pasivo (A+B+C) 996.165

N.ºcuentas
Presupuesto de explotación

–
Cuenta del resultado económico patrimonial

Presupuesto miles de EUR
–

2021
 A) Total ingresos de gestión ordinaria (1+2+3) 0
 5. Otros gastos de gestión ordinaria –8.117

-62 a) Suministros y servicios exteriores –8.117

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 53  Real Decreto-ley de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial [parcial]

– 268 –



N.ºcuentas
Presupuesto de explotación

–
Cuenta del resultado económico patrimonial

Presupuesto miles de EUR
–

2021
-676 b) Otros  

 B) Total de gastos de gestión ordinaria (4+5) –8.117
 l. Resultado (ahorro o desahorro) de la gestión ordinaria (A+B) –8.117
 6. Otras partidas no ordinarias  

778 a) Ingresos  
-678 b) Gastos  

 ll. Resultado de las operaciones no financieras (1+6) –8.117
 7. Ingresos financieros 281
 a) De participaciones en instrumentos de patrimonio 281

7630 a.1) En entidades del grupo, multigrupo y asociadas  
760 a.2) En otras entidades 281

 b) De valores negociables y de créditos del activo inmovilizado  
7631, 7632 b.1) En entidades del grupo, multigrupo y asociadas  

761, 762, 769, 76454, (66454) b.2) Otros  
 8. Gastos financieros 0
 a) Por deudas con entidades del grupo, multigrupo y asociadas  
 b) Otros  
 9. Variación del valor razonable en activos y pasivos financieros  
 a) Derivados financieros  
 b) Otros activos y pasivos a valor razonable con imputación en resultados  
 c) Imputación al resultado del ejercicio por activos financieros disponibles para la venta  

768, (668) 10. Diferencias de cambio  
 11. Deterioro de valor, bajas y enajenaciones de activos y pasivos financieros 0

7960, 7961, 7965, 766, (6960), (6961),(6965)(666),7970,(6970),
(6670) a) De entidades del grupo, multigrupo y asociadas  

765, 7966, 7971, (665), (6671), b) Otros  
 III. Resultado de las operaciones financieras (7+8+9+10+11) 281
 IV. Resultado (ahorro o desahorro) neto del ejercicio (11+111) –7.835

Presupuesto de capital
–

Estado de flujos de efectivo

Presupuesto miles de EUR
–

2021
l. Flujos de efectivo de las actividades de gestión  
A) Cobros (+)  
1. Transferencias y subvenciones recibidas  
2. Intereses y dividendos cobrados  
3. Otros cobros  
B) Pagos (–) –4.117
4. Transferencias y subvenciones concedidas  
5. Otros gastos de gestión –4.117
6. Intereses pagados  
7. Otros pagos  
Flujos netos de efectivo por actividades de gestión (A+B) –4.117
ll. Flujos de efectivo de las actividades de inversión  
C) Cobros (+)  
Venta de activos financieros  
D) Pagos (–) –250.000
Compra de activos financieros –250.000
Flujos netos de efectivo por de inversión (C+D) –250.000
III. Flujos de efectivo de las actividades de financiación  
E) Aumentos en el patrimonio (+) 1.000.000
1. Aportaciones de la entidad en la que se integra el Fondo 1.000.000
Flujos netos de efectivo por actividades de financiación (E+F+G+H) 1.000.000
IV. Flujos de efectivo pendientes de clasificación  
I) Cobros pendientes de aplicación (+) J) Pagos pendientes de aplicación (–)  
Flujos netos de efectivo pendientes de clasificación (1+J)  
V. Efecto de las variaciones de los tipos de cambio (+1–)  
VI. Incremento/disminución neta del efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo (1+11+111+1V+V) 745.883
Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al inicio del ejercicio 0
Efectivo y activos líquidos equivalentes al efectivo al final del ejercicio 745.883

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 25 de marzo de 2021. Ref. BOE-A-2021-4910
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§ 54

Real Decreto-ley 6/2021, de 20 de abril, por el que se adoptan 
medidas complementarias de apoyo a empresas y autónomos 

afectados por la pandemia de COVID-19. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 95, de 21 de abril de 2021
Última modificación: sin modificaciones

Referencia: BOE-A-2021-6305

I
El impacto negativo de la pandemia de la COVID-19 en la actividad económica de 

muchas empresas y autónomos ha supuesto una importante reducción de sus ingresos, 
afectando directamente a su liquidez y solvencia y, por ende, a su capacidad para hacer 
frente a sus obligaciones tanto con otras empresas como con las diversas administraciones 
públicas en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de naturaleza no tributaria.

En el ámbito de las deudas de naturaleza pública, no tributarias ni aduaneras, que 
derivan del reintegro y/o reembolso de préstamos concedidos por la Administración General 
del Estado, las principales medidas de apoyo financiero a los obligados al pago se han 
aprobado en el ámbito de los Departamentos ministeriales concedentes de los préstamos.

Todas las medidas de apoyo financiero a beneficiarios de ayudas y préstamos 
concedidos por la Administración General del Estado aprobadas hasta el momento se han 
circunscrito al ámbito de competencias de los Ministerios concedentes de los préstamos, 
esto es, a las cuotas no vencidas. Sin embargo, en la mayoría de las ocasiones, como 
consecuencia del impacto negativo generado en su actividad por la pandemia, los 
beneficiarios de los préstamos se enfrentan a la incapacidad para poder hacer frente a 
aquellas cuotas que ya se encuentran vencidas y que no han podido ser objeto de 
reconsideración en su calendario de vencimientos por parte del Ministerio concedente, bien 
por quedar fuera del ámbito de aplicación de las medidas o bien como consecuencia de que 
fueron objeto de un aplazamiento o fraccionamiento por las Delegaciones de Economía y 
Hacienda, con carácter previo a la crisis sanitaria de la COVID-19 y, por tanto, a la 
aprobación de las citadas medidas, quedando fuera de la esfera competencial de los 
Ministerios.

La mencionada imposibilidad se une a las dificultades tanto de financiación como para la 
obtención de garantías en forma de aval de entidad de crédito o sociedad de garantía 
recíproca o certificado de seguro de caución destinadas a garantizar los aplazamientos y/o 
fraccionamientos de las deudas no tributarias derivadas del reembolso y/o del reintegro de 
muchas de estas empresas que resultaron beneficiarias de las ayudas públicas o de 
préstamos.

Los artículos 44 y siguientes del Reglamento General de Recaudación, aprobado por 
Real Decreto 939/2005, de 29 de julio, regulan el procedimiento de aplazamiento y 
fraccionamiento del pago de las deudas frente a la Hacienda Pública. En particular, los 
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artículos 46.5 y 50 prevén la posibilidad de obtener una dispensa total o parcial de garantía 
en las resoluciones de aplazamiento y fraccionamiento de las deudas de derecho público.

No obstante, en la misma línea de las medidas señaladas que se han adoptado con 
anterioridad para preservar el tejido productivo y garantizar el mantenimiento del empleo y la 
actividad, atendiendo a la excepcional situación que la actual pandemia de la COVID-19 está 
provocando en los obligados al pago, resulta necesario dar un impulso adicional en la 
adopción de medidas dirigidas a permitir un cumplimiento de las obligaciones de carácter no 
tributario, acudiendo a la flexibilización del procedimiento de concesión de aplazamientos y 
fraccionamientos con dispensa de garantía por las Delegaciones de Economía y Hacienda.

Por este motivo, el presente real decreto-ley aprueba un procedimiento excepcional y 
temporal, durante los ejercicios 2021 y 2022, para la concesión por las Delegaciones de 
Economía y Hacienda de aplazamientos y/o fraccionamientos del pago de deudas de 
naturaleza pública, no tributarias ni aduaneras, derivadas del reintegro y/o reembolso de 
ayudas o de préstamos concedidos por la Administración General del Estado, con dispensa 
de garantía. El objetivo es proporcionar a las Delegaciones de Economía y Hacienda la 
documentación que les aporte elementos de juicio para analizar el carácter transitorio de las 
dificultades económico-financieras de las empresas y su futura viabilidad, 
fundamentalmente, con la aportación por el solicitante de un plan de viabilidad o de 
negocios, verificado por un auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. En 
estos casos, las Delegaciones podrán conceder un periodo de carencia total para el pago de 
la deuda de hasta dos años de duración desde la fecha de su vencimiento, y un 
fraccionamiento posterior de la deuda de hasta dos años.

II
El 12 de marzo de 2021 se aprobó el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de 

medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de 
la COVID-19, dirigidas a seguir protegiendo el tejido productivo, evitar un impacto estructural 
en la economía y preservar el empleo

De entre las medidas aprobadas por el citado real decreto-ley, que ascienden a 11.000 
millones de euros, destaca la creación de la Línea COVID de ayudas directas a autónomos y 
empresas, por importe de 7.000 millones de euros, destinada a las comunidades autónomas 
y ciudades autónomas de Ceuta y Melilla para que canalicen ayudas a los autónomos y 
empresas de los sectores más afectados por la pandemia.

La identificación de los sectores más afectados se realizó sobre la base de criterios 
objetivos a nivel nacional, como son el porcentaje de trabajadores en ERTE en cada sector –
que muestra en impacto en el empleo derivado de la pandemia– y el porcentaje de 
reincorporación de trabajadores en ERTE al mercado laboral que se ha producido en cada 
sector desde mayo de 2020 hasta el 1 de marzo de 2021.

El Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, utilizaba estos indicadores para concentrar 
las ayudas en el refuerzo de la solvencia de las empresas en los sectores que mantienen 
una mayor afectación en términos de actividad y empleo. No obstante, en algunas regiones 
puede haber sectores que se hayan visto particularmente afectados sin que a nivel nacional 
superen los umbrales fijados en la definición de criterios objetivos establecidos en el Real 
Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo.

Esta idiosincrasia regional hace aconsejable habilitar a las comunidades autónomas y 
ciudades de Ceuta y Melilla de forma que puedan tener cierto margen de flexibilidad para 
que, siempre dentro de la asignación total establecida para cada una de ellas, puedan añadir 
al listado de sectores elegibles para recibir ayudas con cargo a la Línea COVID establecido 
en el anexo I del citado Real Decreto Ley otros sectores adicionales que se hayan visto 
particularmente afectados en el ámbito de su territorio.

Igualmente, de manera excepcional las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y 
Melilla podrán otorgar ayudas a empresas viables que en 2019 hayan tenido un resultado 
negativo en la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o haya 
resultado negativa la base imponible del Impuesto sobre Sociedades o del Impuesto de la 
Renta de no Residentes como consecuencia de circunstancias excepcionales.

El límite establecido en el Marco temporal de la Unión Europea, que determina que las 
ayudas tienen que estar otorgadas antes del 31 de diciembre de 2021, aconseja incorporar 
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con carácter urgente estas dos modificaciones, de forma que las convocatorias de ayudas 
por parte de las comunidades autónomas ya puedan incorporar esta previsión.

III
En las medidas que se proponen concurren, por su naturaleza y finalidad, las 

circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad que exige el artículo 86 de la 
Constitución Española como presupuestos habilitantes para la aprobación de un real 
decreto-ley.

El aludido artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar decretos-
leyes «en caso de urgente y extraordinaria necesidad», siempre que no afecten al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades 
de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades 
Autónomas ni al Derecho electoral general.

Por lo que respecta al primer aspecto, el empleo de este instrumento normativo con 
rango de ley está condicionado a la existencia de circunstancias concretas que «por razones 
difíciles de prever, [se] requiere de una acción normativa inmediata en un plazo más breve 
que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación 
parlamentaria de leyes» (STC 6/1983, de 4 de febrero).

El Tribunal Constitucional ha declarado que esa situación de extraordinaria y urgente 
necesidad puede deducirse «de una pluralidad de elementos», entre ellos, «los que quedan 
reflejados en la exposición de motivos de la norma» (STC 6/1983, de 4 de febrero). Por su 
parte, entre la situación de extraordinaria y urgente necesidad que habilita el empleo del real 
decreto-ley y las medidas contenidas en él debe existir una «relación directa o de 
congruencia». Por tanto, para la concurrencia del presupuesto de la extraordinaria y urgente 
necesidad, la STC 61/2018, de 7 de junio, (FJ 4), exige, por un lado, «la presentación 
explícita y razonada de los motivos que han sido tenidos en cuenta por el Gobierno para su 
aprobación», es decir, lo que ha venido a denominarse la situación de urgencia; y, por otro, 
«la existencia de una necesaria conexión entre la situación de urgencia definida y la medida 
concreta adoptada para subvenir a ella».

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que el fin 
que justifica la legislación de urgencia, sea, tal como reiteradamente ha exigido nuestro 
Tribunal Constitucional (SSTC 6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; 11/2002, de 17 de enero, FJ 4; 
137/2003, de 3 de julio, FJ 3, y 189/2005, de 7 julio, FJ 3), subvenir a una situación concreta, 
dentro de los objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una 
acción normativa inmediata en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por 
el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando 
la determinación de dicho procedimiento no depende del Gobierno.

La extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se inscribe en el 
juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, de 7 de junio, 
FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone una ordenación 
de prioridades políticas de actuación (STC, de 30 de enero de 2019), centradas en el 
cumplimiento de la seguridad jurídica y la salud pública. Los motivos de oportunidad que 
acaban de exponerse demuestran que, en ningún caso, el presente real decreto-ley 
constituye un supuesto de uso abusivo o arbitrario de este instrumento constitucional (SSTC 
61/2018, de 7 de junio, FJ 4; 100/2012, de 8 de mayo, FJ 8; 237/2012, de 13 de diciembre, 
FJ 4; 39/2013, de 14 de febrero, FJ 5). Al contrario, todas las razones expuestas justifican 
amplia y razonadamente la adopción de la presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, 
FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3).

Se debe insistir en que la situación que afronta nuestro país por la declaración de 
emergencia de salud pública de importancia internacional, unida a la segunda declaración de 
estado de alarma y prórroga del mismo, generan la concurrencia de motivos que justifican la 
extraordinaria y urgente necesidad de adoptar diversas medidas. En el actual escenario de 
contención y prevención del COVID-19 es urgente y necesario atajar la epidemia y evitar su 
propagación para proteger la salud pública a la vez que se adoptan medidas de contenido 
económico para afrontar sus consecuencias.

Por tanto mediante las medidas recogidas en esta norma que son por un lado de apoyo 
financiero a beneficiarios de ayudas y préstamos concedidos por la Administración General 
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del Estado y por el otro permiten habilitar a las comunidades autónomas y ciudades de 
Ceuta y Melilla de forma que puedan tener cierto margen de flexibilidad para añadir al listado 
de sectores elegibles para recibir ayudas con cargo a la Línea COVID establecido en el 
anexo I del citado Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de mazo otros sectores adicionales que se 
hayan visto particularmente afectados en el ámbito de su territorio, permiten mitigar los 
efectos económicos adversos provocados por la pandemia.

Debe señalarse también que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al 
Derecho electoral general.

En este sentido, y en relación con la prohibición de afectación a los derechos, deberes y 
libertades de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución Española, la 
consolidada doctrina constitucional l, que resume la STC 139/2016, de 31 de julio (FJ 6), 
«1.º) (…) este Tribunal ha rechazado una interpretación extensiva de dicho límite que 
supondría el vaciamiento de la figura del decreto-ley, haciéndolo «inservible para regular con 
mayor o menor incidencia cualquier aspecto concerniente a las materias incluidas en el título 
I de la Constitución; 2.º) La cláusula restrictiva debe ser entendida de modo que no se 
reduzca a la nada la figura del decreto-ley, de suerte que lo que se prohíbe 
constitucionalmente es que se regule un régimen general de estos derechos, deberes y 
libertades o que vaya en contra del contenido o elementos esenciales de algunos de tales 
derechos (STC 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 8, confirmada por otras posteriores); 3.º) El 
Tribunal no debe fijarse únicamente en el modo en que se manifiesta el principio de reserva 
de ley en una determinada materia, sino más bien ha de examinar si ha existido ‘afectación’ 
por el decreto-ley de un derecho, deber o libertad regulado en el título I CE, lo que exigirá 
tener en cuenta la configuración constitucional del derecho, deber o libertad afectado en 
cada caso e incluso su ubicación sistemática en el texto constitucional y la naturaleza y 
alcance de la concreta regulación de que se trate (…)».

IV
Concurren en este real decreto-ley, además, los principios de necesidad, eficacia, 

proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia, exigidos por el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

A estos efectos, se pone de manifiesto el cumplimiento de los principios de necesidad y 
eficacia dado el interés general en el que se fundamenta las medidas que se establecen, 
siendo el real decreto-ley el instrumento más inmediato para garantizar su consecución. La 
norma es acorde con el principio de proporcionalidad, ya que no restringe derechos ni 
impone nuevas obligaciones. Igualmente, se ajusta al principio de seguridad jurídica, siendo 
coherente con el resto del ordenamiento jurídico. En cuanto al principio de transparencia, la 
norma está exenta de los trámites de consulta pública, audiencia e información pública que 
no son aplicables a la tramitación y aprobación de decretos-leyes. Por último, en relación con 
el principio de eficiencia, en este real decreto-ley se ha procurado que la norma genere las 
menores cargas administrativas para los ciudadanos.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1. 13.ª y 14.ª 
de la Constitución, que atribuyen al Estado, respectivamente, las competencias exclusivas 
sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; y de 
Hacienda general.

En su virtud, en uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución, a 
propuesta de las Ministras de Asuntos Económicos y Transformación Digital y de Hacienda, 
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 20 de abril de 2021,

DISPONGO:
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Artículo único.  Concesión por las Delegaciones de Economía y Hacienda de 
aplazamientos y/o fraccionamientos del pago de deudas de naturaleza pública, no tributarias 
ni aduaneras, derivadas del reintegro y/o reembolso de ayudas o de préstamos concedidos 
por la Administración General del Estado, con dispensa de garantía.

1. Los obligados al pago de deudas de naturaleza pública, no tributarias ni aduaneras, 
derivadas del reintegro y/o reembolso de ayudas o de préstamos concedidos por la 
Administración General del Estado, cuya gestión recaudatoria corresponda a las 
Delegaciones de Economía y Hacienda, podrán solicitar el aplazamiento y/o fraccionamiento 
de las mismas, en los términos que se recogen en los apartados siguientes, durante los 
ejercicios 2021 y 2022, siempre y cuando la crisis sanitaria provocada por la COVID-19 y las 
medidas adoptadas para controlar su propagación, hayan provocado periodos de inactividad 
del obligado al pago, reducción en el volumen de sus ventas o interrupciones en el 
suministro en la cadena de valor.

Las solicitudes podrán referirse tanto a deudas que se encuentren en periodo voluntario 
de pago, como a deudas que previamente hubieran sido aplazadas y/o fraccionadas por las 
Delegaciones de Economía y Hacienda, siempre que no se encuentren en periodo ejecutivo 
de pago. En el supuesto de reconsideraciones de aplazamientos y/o fraccionamientos 
previos, la admisión a trámite de la solicitud suspenderá automáticamente el procedimiento 
de gestión recaudatoria de las deudas afectadas con efectos desde la presentación de la 
solicitud hasta que dicte la correspondiente resolución; y, en el caso de que su pago se 
encontrara domiciliado en una entidad bancaria, su domiciliación quedará automáticamente 
anulada para aquellos plazos que aún no se hubiesen enviado al cobro.

2. Aquellos obligados al pago que se acojan a lo dispuesto en este real decreto-ley 
efectuarán la solicitud de aplazamiento y/o fraccionamiento en período voluntario ante la 
Delegación de Economía y Hacienda competente, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
45 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 939/2005, de 29 
de julio, y en el plazo establecido en el artículo 46.1.a) del mismo.

3. La solicitud de aplazamiento y/o fraccionamiento contendrá los datos y se acompañará 
de los documentos necesarios previstos en los apartados 2, 3.b) y c) y 5 del artículo 46 del 
Reglamento General de Recaudación.

Adicionalmente, a la solicitud se deberá acompañar los documentos que a continuación 
se relacionan:

a) Una memoria justificativa en la que se motive adecuadamente la dificultad de atender 
a las deudas de acuerdo con el vencimiento o el calendario de pagos vigente, como 
consecuencia de la crisis sanitaria provocada por la COVID-19. Se deberá justificar de forma 
detallada que las citadas dificultades tienen su origen en la pandemia y en las medidas 
adoptadas para controlar su propagación, con una explicación cualitativa y cuantitativa en 
términos de cómo se ha producido la afectación.

b) Una certificación sobre las deudas tributarias y con la Seguridad Social que mantiene 
el solicitante, expedida por los órganos competentes a solicitud del interesado, así como una 
declaración responsable del solicitante sobre las deudas por reintegros y/o reembolsos de 
ayudas o préstamos con las administraciones públicas, distintas de las que forman parte de 
la solicitud de aplazamiento y/o fraccionamiento.

c) Plan de viabilidad o de negocio, aprobado por el máximo órgano de administración, 
que contenga las medidas que se prevén adoptar para superar las dificultades económico-
financieras que le impiden, de forma transitoria, efectuar el pago en el plazo o en el 
calendario establecidos, así como la evolución del negocio prevista para poder afrontar el 
aplazamiento y una justificación de los datos incluidos.

El plan deberá tener un ámbito temporal que, como mínimo, cubra el periodo al que se 
extienda el calendario de pagos solicitado en el aplazamiento y/o fraccionamiento.

Deberá incluir unos estados financieros previsionales (balance de situación, cuenta de 
pérdidas y ganancias y estado de flujos de efectivo que detalle las disponibilidades líquidas 
que se prevén generar y, cuáles, de ellas, se prevén destinar a la devolución de las deudas 
aplazadas y/o fraccionadas).

Cuando la solicitud se refiera a deudas que superen los 150.000 euros, o, de forma 
acumulada con solicitudes anteriores formuladas al amparo de este real decreto-ley, superen 
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los 250.000 euros, el plan de viabilidad o de negocio deberá acompañarse de un informe de 
auditor inscrito en el Registro Oficial de Auditores de Cuentas. Dicho informe deberá 
expresar una opinión técnica en la que se manifestará, de forma clara y precisa, si las 
hipótesis y previsiones utilizadas por el solicitante en la elaboración del plan son razonables 
atendiendo a criterios económicos y si las cifras contenidas en el mismo tienen un soporte en 
la información contable proporcionada.

Tanto el plan de viabilidad o de negocio como el informe de auditor tendrán una validez 
de un año desde su emisión.

Estos documentos podrán contribuir a justificar el cumplimiento de los requisitos exigidos 
en los apartados 3.c) y 5.d) del artículo 46 del Reglamento General de Recaudación.

d) Para aquellas deudas que ya contaran con una garantía total o parcial, deberá 
aportarse documentación firmada por el garante que acredite que la operación aplazada y/o 
fraccionada sigue estando garantizada en los mismos términos que la deuda original. En 
caso de que las garantías estuvieran depositadas ante la Caja General de Depósitos, deberá 
procederse a la sustitución de las garantías, extendiendo la cobertura del aval a las 
operaciones aplazadas y/o fraccionadas y presentar como documentación acreditativa de la 
sustitución los resguardos emitidos por la Caja General de Depósitos.

4. La Delegación de Economía y Hacienda competente, tras la verificación de los 
documentos y requisitos establecidos en este artículo, podrá dictar resolución acordando el 
aplazamiento y/o fraccionamiento con dispensa de garantía, que se realizará en los 
siguientes términos:

a) La deuda aplazada y/o fraccionada con arreglo a este procedimiento devengará a 
favor de la Hacienda pública los intereses de demora, calculados tal y como establece el 
artículo 53 del Reglamento General de Recaudación.

b) Previa solicitud del obligado al pago, se podrá conceder un periodo de aplazamiento 
para el pago de la deuda de hasta dos años de duración desde la fecha de vencimiento que 
corresponda, y un fraccionamiento posterior de la deuda de hasta 2 años.

5. En lo no previsto por este real decreto-ley, serán de aplicación con carácter supletorio 
las normas reguladoras de los aplazamientos y fraccionamientos del pago de las deudas de 
derecho público que recoge el Reglamento General de Recaudación, a excepción de lo 
dispuesto en su artículo 50.

6. Lo establecido en los apartados anteriores podrá ser aplicado a solicitudes de 
aplazamiento y/o fraccionamiento de deudas que se correspondan con procedimientos ya 
iniciados y en los que todavía no haya recaído resolución en la fecha de entrada en vigor de 
este real decreto-ley, siempre que se cumplan los requisitos establecidos en los apartados 
anteriores de este artículo, con la aportación de la documentación adicional necesaria.

7. No podrán acogerse a lo dispuesto en este real decreto-ley aquellas deudas que 
hayan sido o sean aplazadas y/o fraccionadas de conformidad con el procedimiento regulado 
en la Orden PCM/519/2020, de 9 de junio, por la que se concretan determinados aspectos 
del procedimiento para el aplazamiento y fraccionamiento del pago con dispensa de garantía 
a pequeñas y medianas empresas de alta intensidad inversora en I+D+i, para las cuotas de 
préstamos de determinadas convocatorias de los subprogramas Investigación Aplicada 
Colaborativa, INNPACTO y Retos Colaboración.

[ . . . ]
Disposición final segunda.  Título competencial.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª y 14.ª de 
la Constitución, que atribuyen al Estado, respectivamente, las competencias exclusivas 
sobre las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica; y de 
Hacienda general.

Disposición final tercera.  Entrada en vigor.
Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
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Información relacionada

• El Real Decreto-ley 6/2021, de 20 de abril, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso de 
los Diputados, publicado por Resolución de 13 de mayo de 2021. Ref. BOE-A-2021-8264
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§ 55

Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, sobre medidas urgentes 
para la defensa del empleo, la reactivación económica y la protección 

de los trabajadores autónomos

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 127, de 28 de mayo de 2021
Última modificación: 23 de febrero de 2022

Referencia: BOE-A-2021-8877

I
La persistencia de los efectos negativos sobre las empresas y el empleo de la situación 

de emergencia sanitaria causada por el SARS-CoV-2, así como el mantenimiento de cierta 
dosis de incertidumbre sobre la plena capacidad de recuperación y el restablecimiento de la 
actividad empresarial, que en estos momentos se presume asimétrica y sectorizada, exige 
mantener las medidas excepcionales previstas en las diferentes normas adoptadas desde el 
comienzo de la crisis sanitaria, todo ello sin perjuicio de la previsible y paulatina 
normalización de la situación sanitaria.

Asimismo y, pese a la finalización, el pasado día 9 de mayo, del estado de alarma 
establecido por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que se declara el estado 
de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2, las 
autoridades sanitarias disponen de competencias para adoptar medidas excepcionales a fin 
de prevenir, contener y mitigar la crisis sanitaria derivada de la pandemia originada por el 
SARS-CoV-2, previstas en la legislación ordinaria, con el fin de impulsar el desarrollo 
normalizado de la actividad empresarial.

La buena marcha del proceso de vacunación y las señales positivas que arrojan los 
indicadores macroeconómicos sitúan a la economía española en una fase de transición 
dentro del proceso de recuperación. En efecto, la evolución contenida de la incidencia se ha 
traducido en una disminución progresiva de las restricciones a la movilidad y a la actividad 
por parte de las comunidades autónomas.

En esta nueva fase, los incentivos planteados por las políticas públicas deberán 
acompañar la recuperación, contribuyendo a la reactivación del mercado laboral, 
minimizando el daño estructural provocado por la pandemia y permitiendo así alcanzar los 
niveles de actividad económica previos al estallido de la crisis del virus del SARS-CoV-2.

Por otra parte, el pasado día 27 de enero de 2021, se publicó en el «Boletín Oficial del 
Estado» el Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de medidas 
sociales en defensa del empleo, norma cuyo título I contenía el IV Acuerdo Social en 
Defensa del Empleo (IV ASDE), alcanzado en el seno de la Comisión de Seguimiento 
tripartita laboral integrada por el Ministerio de Trabajo y Economía Social, el Ministerio de 
Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y los agentes sociales.

Todas las medidas adoptadas en el mismo, con especial referencia a los expedientes 
temporales de regulación de empleo, así como el conjunto de medidas sociales y 
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complementarias que los acompañan, han demostrado su eficacia y efectos favorables, en 
pro de la preservación del tejido empresarial y de la protección de las personas trabajadoras, 
a través de la mejora de las condiciones prestacionales reguladas por la legislación ordinaria 
y, sobre todo, a través de impulsar el mantenimiento del empleo, incluyendo el empleo 
temporal, que, de otra manera, se hubiesen traducido en una reducción persistente del 
empleo de difícil recuperación.

Así, las organizaciones sindicales UGT y CC.OO., las patronales CEOE y CEPYME, el 
Ministerio de Trabajo y Economía Social y el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y 
Migraciones, se han venido reuniendo de nuevo en torno a la Comisión de Seguimiento 
tripartita laboral, con el objetivo de valorar la necesidad de adoptar o, en su caso, prorrogar, 
las medidas de defensa del empleo, en aras de continuar haciendo frente a la situación de 
crisis derivada del impacto del virus del SARS-CoV-2.

El día 26 de mayo de 2021 se alcanzó, en el seno de la citada Comisión de Seguimiento 
tripartita laboral y fruto del diálogo social, el V Acuerdo Social en Defensa del Empleo (V 
ASDE), cuyo contenido refleja, precisamente, la confianza de las organizaciones y 
ministerios firmantes en las medidas que, desde el 1 de octubre de 2020, están sirviendo de 
auxilio indispensable a nuestra economía, coincidiendo, todas las partes, en la necesidad del 
mantenimiento de las mismas por el tiempo imprescindible, al objeto de garantizar, de 
manera adecuada, una recuperación sostenible e inclusiva.

El propósito, por tanto, del V ASDE, cuyo contenido se refleja en este real decreto-ley, es 
establecer un conjunto de medidas necesarias para defender el empleo y garantizar la 
viabilidad futura de las empresas, cubriendo, a tal fin, los siguientes objetivos:

a) Prorrogar la aplicación de cuantas medidas de flexibilidad se han adoptado desde el 
comienzo de la crisis sanitaria y en los términos previstos en el Real Decreto-ley 2/2021, de 
26 de enero, incluidas las medidas extraordinarias en materia de exoneraciones en las 
cotizaciones a la Seguridad Social de las empresas.

b) Prorrogar las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo de las 
personas trabajadoras recogidas en el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de 
medidas sociales en defensa del empleo.

c) Prorrogar todas aquellas medidas complementarias de protección del empleo que se 
entienden precisas para garantizar la necesaria estabilidad, evitando despidos y destrucción 
de puestos de trabajo, previstas en los artículos 2 y 5 de la Ley 3/2021, de 12 de abril, por la 
que se adoptan medidas complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos 
derivados del COVID-19, y en la disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 8/2020, de 
17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, en la redacción dada por el Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, 
de medidas sociales en defensa del empleo, así como los límites relacionados con el reparto 
de dividendos y transparencia fiscal y el uso de horas extraordinarias y nuevas 
externalizaciones.

Asimismo y, con la finalidad de llevar a cabo una valoración de las medidas ahora 
adoptadas, se ha considerado necesario volver a encomendar a la Comisión de Seguimiento 
tripartita laboral, constituida al amparo de la disposición adicional segunda del Real Decreto-
ley 18/2020, de 12 de mayo, y cuyas funciones se adaptan en la disposición adicional tercera 
del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de reactivación del 
empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector industrial, el 
seguimiento y evaluación de las medidas que se establecen en este real decreto-ley, tal y 
como ya hiciera la disposición adicional segunda del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre y la disposición adicional segunda del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero.

II
Por otra parte, en el ámbito docente de las universidades y, en particular, en relación con 

el profesorado asociado es necesario establecer las medidas previstas en la disposición 
adicional quinta, con el fin de impulsar la renovación de los contratos, por parte de las 
Universidades, de dicho profesorado asociado.

La situación socioeconómica provocada por el virus del SARS-CoV-2 ha traído como 
consecuencia que determinadas profesoras y profesores asociados se hayan visto afectados 
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por extinciones o suspensiones de sus relaciones laborales o por cancelaciones de su 
actividad profesional externa al ámbito académico.

Este contexto aconseja que, de forma excepcional y con un ámbito temporal acotado al 
curso 2021-2022, se exima del requisito de acreditar el ejercicio de una actividad fuera del 
ámbito universitario en los procesos de renovación de dichos contratos de profesorado 
asociado. Esta medida faculta a las universidades a proceder a dicha renovación 
permitiendo, no únicamente el mantenimiento de dichos empleos, sino mantener la 
capacidad y calidad de los docentes.

De forma adicional, este real decreto-ley incorpora en su disposición final primera una 
modificación de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la mejora del crecimiento y del 
empleo, con el fin de reconocer a los empleadores una bonificación en la cuota empresarial 
a la Seguridad Social por la contratación indefinida de las personas con capacidad intelectual 
límite, a efectos de promover el acceso al empleo de dichas personas. Esta medida se 
complementa con otras que, con la misma finalidad, se establecen a través de un proyecto 
de real decreto que se ha tramitado de forma paralela, habida cuenta de que es ese el 
instrumento jurídico adecuado para adoptarlas, en tanto que implican la modificación de 
normas reglamentarias, y en el que, asimismo, se incluye la definición, a efectos laborales, 
del mencionado colectivo beneficiario.

No en vano, los efectos negativos que la emergencia sanitaria producida por la 
pandemia del virus del SARS-CoV-2 han provocado sobre el mercado laboral, han incidido 
de una forma más acuciante sobre ciertos colectivos de personas más vulnerables, como es, 
en este caso, el de las personas con capacidad intelectual límite que han visto mermadas 
sus opciones de acceso al mercado laboral y, por ende, las posibilidades de su participación 
activa en la vida social y en su interacción con el entorno. Es por ello imprescindible, en el 
actual contexto sanitario, social y económico, la habilitación inmediata de instrumentos que 
favorezcan la incorporación de este colectivo al mercado laboral. De esta manera, a través 
de la previsión legal de un nuevo estímulo eficaz para la contratación indefinida de estas 
personas con especiales dificultades para su incorporación al mercado de trabajo, se da 
cumplimiento íntegro al mandato previsto en la disposición adicional sexta de la Ley 26/2011, 
de 1 de agosto, de adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos 
de las Personas con Discapacidad, sobre «Medidas en favor de las personas con capacidad 
intelectual límite», que otorgaba al Gobierno un plazo de doce meses para implementar 
medidas de acción positiva tendentes a promover el acceso al empleo de las personas con 
capacidad intelectual límite.

Además, con ello se da respuesta a las recomendaciones formuladas por el Defensor del 
Pueblo, en reiteradas ocasiones, así como a las organizaciones representativas de las 
personas con discapacidad, que han planteado con insistencia la necesidad de prever con la 
máxima urgencia posible medidas de fomento del empleo para dicho colectivo concreto.

A la luz del lapso de tiempo transcurrido desde la finalización del mencionado plazo y, 
teniendo en consideración que la medida incluida en este real decreto-ley prevé un 
instrumento valioso para impulsar la contratación indefinida de las personas con capacidad 
intelectual límite, que están viendo limitado, durante esta pandemia, su acceso al mercado 
laboral, y cuya aprobación debe realizarse en un plazo más breve que el requerido por la vía 
normal o por el procedimiento de urgencia para la tramitación parlamentaria de las leyes, 
queda acreditada la concurrencia de la extraordinaria y urgente necesidad de su aprobación 
mediante este real decreto-ley.

Por otra parte, se incorpora en la disposición final segunda, la modificación puntual del 
Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se aprueban medidas sociales 
complementarias para la protección por desempleo y de apoyo al sector cultural.

En concreto, el Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban 
medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19, reconocía un acceso extraordinario a la prestación por 
desempleo para los artistas en espectáculos públicos que no se encontrasen afectados por 
procedimientos de suspensión de contratos y reducción de jornada reguladas por el Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo.

Con ello, se pretendía dar respuesta a un colectivo, especialmente vulnerable en las 
circunstancias concurrentes, dado que, debido a la intermitencia que caracteriza a la 
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actividad artística, no alcanzaban a reunir los requisitos para tener derecho a la prestación 
por desempleo. A tal objeto, se habilitaba un acceso extraordinario a dicha prestación para 
los artistas en espectáculos públicos, de la que podían beneficiarse ante la falta de actividad 
por el cierre establecido de los locales o instalaciones, ya sean abiertos o cerrados, donde 
desarrollan sus actividades profesionales, como consecuencia del COVID-19.

En la medida en que la evolución de la pandemia y las medidas de contención y 
limitaciones adoptadas por las autoridades sanitarias impedían el normal desenvolvimiento 
de las actividades culturales, fue necesario ampliar el acceso extraordinario a la prestación 
por desempleo de este colectivo hasta el 31 de enero de 2021, en virtud del Real Decreto-ley 
32/2020, de 3 de noviembre.

Igualmente, en esta disposición se hizo efectiva la protección de otros colectivos que, 
también por las peculiaridades del desempeño ordinario de su profesión, tienen dificultades 
para acogerse a los mecanismos generales de cobertura de prestación por desempleo. Por 
un lado, el personal técnico y auxiliar del sector de la cultura, que presta servicios técnicos 
indispensables para que los espectáculos y actividades culturales tengan lugar y que 
participan de la misma intermitencia y falta de continuidad propia de los artistas, siendo, por 
ello, necesario articular un mecanismo que haga posible su percepción.

Por otro lado, los profesionales taurinos, que se vieron afectados inicialmente por la 
suspensión de las actividades realizadas en plazas, recintos e instalaciones taurinas y, 
posteriormente, por las medidas de contención y limitaciones acordadas por las autoridades 
sanitarias competentes.

A la vista de lo expuesto, y coherentemente con la ampliación de las restantes medidas 
extraordinarias de protección de las personas trabajadoras, en virtud del Real Decreto-ley 
2/2021, de 26 de enero, se amplió la duración de las prestaciones y subsidios reconocidos 
en los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, hasta el 31 de 
mayo de 2021.

Procede ahora también prolongar estas medidas hasta el 30 de septiembre de 2021, de 
forma análoga a los demás mecanismos sociales de protección.

Asimismo, resulta también necesario ampliar el acceso extraordinario a la prestación por 
desempleo de los artistas, permitiendo que pueda reconocerse dicha prestación también a 
quien, una vez finalizado el estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, de 14 
de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación sanitaria 
ocasionada por el COVID-19 y, pese a las restricciones derivadas de las medidas sanitarias 
y de contención, haya podido desarrollar su actividad después. A tal objeto, se establece un 
mínimo de cinco días de actividad entre el 11 de junio de 2020 y el 31 de mayo de 2021, que 
es la cuarta parte de los veinte días exigidos en el acceso extraordinario original del Real 
Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo. Y ello por cuanto que, desde que se declaró el estado 
de alarma por vez primera, el 14 de marzo de 2020, los espacios escénicos continuaron 
cerrados prácticamente hasta el 30 de septiembre, dando inicio la temporada de forma 
paulatina y sin poder ofrecer una apertura plena de los mismos, como consecuencia de los 
cierres perimetrales, las limitaciones de aforo variables y las continuas suspensiones 
producidas por la COVID-19. La combinación de todas estas variables permite concluir que, 
en función del tiempo previo de prestación de servicios establecido para el acceso a la 
prestación extraordinaria, se debe exigir una acreditación de cinco días en alta en el período 
indicado, lo que supone un 25 % de lo exigido en el Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, 
dado que se estima que, en el mejor de los casos, los espacios han permanecido abiertos 
plenamente ese porcentaje. Por lo demás, los requisitos y condiciones coinciden con los del 
mencionado acceso extraordinario original, con una duración de la prestación que se 
extiende hasta el 30 de septiembre de 2021.

Del mismo modo, se amplía el periodo de cotización en el que deben computarse los 
días exigidos, a fin de reconocer el subsidio por desempleo excepcional al personal técnico y 
auxiliar del sector de la cultura, de modo que el periodo de cotización mínimo de treinta y 
cinco días exigido para causar derecho al subsidio se computará hasta el 31 de mayo de 
2021, permitiendo, de esta forma, tener en consideración los días que este personal haya 
podido trabajar durante la pandemia.
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III
Por otra parte, teniendo en cuenta que los efectos provocados por la pandemia generada 

por el virus del SARS-CoV-2 se están prolongando, cabe prever incluso la necesidad de 
suspender nuevamente determinadas actividades. En este contexto, la situación de los 
trabajadores autónomos, al frente de pequeñas y medianas empresas, es especialmente 
grave, ya que una gran parte de ellos vieron interrumpida su actividad debido a las medidas 
de contención y limitaciones adoptadas por las autoridades sanitarias, quedando suprimidos 
sus ingresos e incluso, muchos de aquellos que no se vieron obligados a suspender la 
actividad, o la han reanudado tras la finalización del estado de alarma, han visto reducida su 
facturación por la contracción de la demanda y las limitaciones impuestas a causa del 
COVID-19.

El Gobierno ha establecido, desde la declaración del estado de alarma por el Real 
Decreto 463/2020, de 14 de marzo, medidas excepcionales en materia de seguridad social 
en favor de los trabajadores autónomos más afectados por las consecuencias de la crisis 
sanitaria producida por el virus del SARS-CoV-2, si bien el 31 de mayo finaliza el plazo 
previsto para las últimas medidas adoptadas y previstas en el Real Decreto-ley 2/2021, de 
26 de enero.

De esta forma, conforme al este Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, se regulaba, 
en el artículo 5, la prestación extraordinaria por cese de actividad de forma similar a la 
introducida por el artículo 13.1 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, en favor 
de aquellos trabajadores autónomos que se vean obligados a suspender totalmente sus 
actividades, en virtud de la resolución que pueda adoptarse al respecto.

Asimismo, el artículo 6 del citado Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero introducía la 
posibilidad de acceder a una prestación extraordinaria de cese de actividad a aquellos 
trabajadores autónomos que no siendo afectados por el cierre de su actividad vean 
reducidos sus ingresos y no tengan acceso a la prestación ordinaria de cese de actividad 
regulada en su artículo 7 o en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de 
octubre.

Del mismo modo, el artículo 8 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero establecía 
una prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores autónomos de 
temporada que desarrollen su actividad al menos durante tres meses en la primera mitad del 
año, mientras que la disposición transitoria segunda prorrogaba la prestación extraordinaria 
de cese de actividad para los trabajadores autónomos afectados por una suspensión 
temporal de toda la actividad, como consecuencia de resolución de la autoridad competente 
como medida de contención de la propagación del virus COVID-19 contemplada en el 
apartado 1 del artículo 13 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, siempre que 
mantengan, a 1 de febrero, el requisito de carencia que dio lugar a su reconocimiento.

Estas medidas, como se ha indicado, finalizan el 31 de mayo de 2021 sin que se haya 
solucionado la situación de crisis sanitaria provocada por el virus del SARS-CoV-2 y siendo, 
por tanto, preciso mantener hasta el 30 de septiembre de 2021 la prestación por cese de 
actividad para aquellos trabajadores autónomos en quienes concurran las condiciones para 
su percepción, así como facilitar el acceso a aquellos otros trabajadores autónomos que, no 
habiendo percibido la prestación extraordinaria por cese de actividad prevista en el Real 
Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, acrediten las condiciones exigidas por este real decreto-
ley para tener derecho a esta prestación que, también en este caso, se podrá percibir hasta 
el 30 de septiembre de 2021.

Asimismo, se incorpora una nueva medida que ya se contempló en el Real Decreto-ley 
24/2020, de 26 de junio, permitiendo la exención en la cotización de los trabajadores 
autónomos. Estas nuevas medidas tienen como objeto proteger tanto a los trabajadores 
autónomos que tienen carencia para causar el derecho a la prestación ordinaria de cese de 
actividad, como a aquellos otros que no alcancen a tener la carencia requerida o sean 
trabajadores autónomos de temporada y ello tanto si existe un cese total en la actividad, 
como si prestan servicios por cuenta propia o ajena, siempre que se cumplan los requisitos 
exigidos en este real decreto-ley.

Además, y con la finalidad de llevar a cabo una valoración de las medidas ahora 
adoptadas, se ha considerado necesario encomendar a la Comisión de Seguimiento de las 
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medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el 
ámbito de la Seguridad Social, constituida al amparo de la disposición adicional sexta del 
Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, el seguimiento y evaluación de las medidas que se 
establecen en este real decreto-ley.

IV
El real decreto-ley incluye nueve artículos, distribuidos en dos títulos, siete disposiciones 

adicionales, dos disposiciones transitorias, cinco disposiciones finales y un anexo.
El V Acuerdo Social en Defensa del Empleo queda recogido en el título I, que incluye los 

cuatro primeros artículos, así como en las disposiciones adicionales primera, segunda, 
tercera y cuarta.

El artículo 1 establece la prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo 
de fuerza mayor basados en causas relacionadas con la situación pandémica hasta el 30 de 
septiembre de 2021, con el objeto de extender esta medida de protección social y del 
empleo que ha demostrado una eficacia transcendental en esta situación. Asimismo, se 
prorrogan las medidas extraordinarias en materia de cotización vinculadas a los mismos, si 
bien se acomete una actualización en el porcentaje de exoneración en las cotizaciones a la 
Seguridad Social, de conformidad con la mejora de la situación epidemiológica, la 
flexibilización de las restricciones y el incremento de la actividad.

El artículo 2 regula las reglas aplicables a nuevos expedientes de regulación temporal de 
empleo por impedimento y limitaciones que puedan producirse a partir de la entrada en vigor 
del presente real decreto-ley, prorrogando las ya previstas en el artículo 2 del Real Decreto-
ley 2/2021, de 26 de enero, y cuyo régimen en materia de exoneración de cuotas a la 
Seguridad Social se actualiza.

El artículo 3 prorroga los contenidos complementarios de las medidas extraordinarias 
recogidas en el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

El artículo 4, por su parte, recoge las medidas extraordinarias de protección de las 
personas trabajadoras reguladas en el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, con 
las particularidades y referencias incluidas en dicho precepto, incluidas aquellas relativas a la 
protección por desempleo en el ámbito de los expedientes de regulación temporal de empleo 
como la prestación extraordinaria para las personas con contrato fijo-discontinuo.

El artículo 5 establece la exención en la cotización a favor de los trabajadores 
autónomos que hayan percibido alguna modalidad de prestación por cese de actividad, al 
amparo de lo dispuesto en el Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero.

El artículo 6 regula la prestación extraordinaria por cese de actividad para los 
trabajadores autónomos afectados por una suspensión temporal de toda la actividad como 
consecuencia de resolución de la autoridad competente como medida de contención de la 
propagación del virus COVID-19.

El artículo 7 prevé la prórroga de la prestación por cese de actividad compatible con el 
trabajo por cuenta propia.

El artículo 8 establece la prestación extraordinaria de cese de actividad para aquellos 
trabajadores autónomos que ejercen actividad y a 31 de mayo de 2021 vinieran percibiendo 
la prestación de cese de actividad prevista en el artículo 7 del Real Decreto-ley 2/2021, de 
26 de enero y no puedan causar derecho a la prestación ordinaria de cese de actividad 
prevista en el artículo 7 de este real decreto-ley.

Por su parte, el artículo 9 recoge la prestación extraordinaria de cese de actividad para 
los trabajadores autónomos de temporada.

Asimismo, la disposición adicional primera incluye a las empresas pertenecientes a 
sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de 
empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad, y que tengan expedientes de 
regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 30 de septiembre de 
2021, conforme a lo establecido en el artículo 1, y cuya actividad se clasifique en alguno de 
los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en 
el anexo de la presente norma en el momento de su entrada en vigor, y que se encuentren 
incluidas en alguno de los apartados recogidos en la citada disposición adicional.
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La disposición adicional segunda vuelve a referir las funciones ya clásicas de la 
Comisión de Seguimiento tripartita laboral, que también reedita composición y calendario de 
reuniones previsto.

La disposición adicional tercera, por su parte, dispone respecto de las personas 
trabajadoras con contrato fijo-discontinuo y aquellas que realizan trabajos fijos y periódicos 
que se repitan en fechas ciertas, obligaciones para las empresas, tales como la 
incorporación efectiva durante los períodos teóricos de llamamiento de las personas 
trabajadoras, de conformidad con la descripción incluida en la citada disposición y su 
afectación por los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a fecha de 
entrada en vigor de esta norma o autorizados con posterioridad a esta, en el caso en que, 
como consecuencia de las restricciones y medidas de contención sanitaria no puedan 
desarrollar su actividad en el periodo de llamamiento indicado.

Asimismo, incluye de manera expresa el ámbito y alcance de la prestación extraordinaria 
regulada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, cuya vigencia 
prorroga el artículo 4.2, y que resultará aplicable cuando el periodo teórico de llamamiento 
no esté comprendido entre el 1 de junio y el 30 de septiembre, una vez finalizado este, así 
como durante las interrupciones ordinarias de actividad en aquellos casos en que haya 
incorporación efectiva y las demás situaciones no reguladas en esta disposición adicional 
que afecten a personas trabajadoras a las que se refiere el citado artículo 9 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

La disposición adicional cuarta recoge de manera específica los efectos de las 
exenciones en la cotización a la Seguridad Social y su consideración como periodo de 
ocupación cotizada a todos los efectos.

La disposición adicional quinta establece medidas respecto del personal docente e 
investigador de las universidades, en particular, en relación con el profesorado asociado que, 
según el artículo 53 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, es 
contratado con carácter temporal y con una dedicación parcial al contar con una actividad 
profesional adicional ajena a la universidad.

La disposición adicional sexta prevé, por último, la prórroga del artículo 6 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, por el que se regula el Plan MECUIDA.

Por último, la disposición adicional séptima encomienda a la Comisión de seguimiento de 
las medidas de apoyo para la recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en 
el ámbito de la Seguridad Social, establecida en el Real Decreto-Ley 24/2020, de 26 de 
junio, el seguimiento y evaluación de las medidas establecidas en los artículos 5, 6, 7, 8 y 9, 
así como en la disposición transitoria segunda de esta norma.

La disposición transitoria primera establece el régimen aplicable a las solicitudes de 
prestaciones o subsidios que ya hubieran sido formuladas o resueltas favorablemente al 
amparo del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre.

La disposición transitoria segunda regula el mantenimiento de la prestación 
extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores autónomos afectados por una 
suspensión temporal de toda la actividad, como consecuencia de resolución de la autoridad 
competente como medida de contención de la propagación del virus COVID-19 contemplada 
en el artículo 5 y en la disposición transitoria segunda del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de 
enero.

Respecto de las disposiciones finales, la disposición final primera incorpora una 
modificación de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, en cuyo artículo 2 se añade un apartado 
4 quáter, en el que se prevé que los empleadores que contraten por tiempo indefinido a 
personas con capacidad intelectual límite tengan derecho a una bonificación de la cuota 
empresarial a la Seguridad Social.

La disposición final segunda introduce modificaciones puntuales en el Real Decreto-ley 
32/2020, de 3 de noviembre, con el fin de ampliar la duración de la prestación por desempleo 
de artistas en espectáculos públicos, personal técnico y auxiliar del sector de la cultura y 
profesionales taurinos, y reconocer un acceso extraordinario a dicha prestación para los dos 
primeros colectivos.

La disposición final tercera se refiere a los títulos competenciales al amparo de los 
cuales se dicta este real decreto-ley, la disposición final cuarta habilita al gobierno para el 
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desarrollo y ejecución de lo previsto en esta norma y la disposición final quinta se refiere a su 
entrada en vigor.

V
Respecto del supuesto habilitante de extraordinaria y urgente necesidad establecido en 

el artículo 86.1 de la Constitución Española, el contenido del real decreto-ley se fundamenta 
en motivos objetivos, de oportunidad política y extraordinaria urgencia que requieren su 
aprobación inmediata, destacando, entre otros, la situación grave y excepcional que persiste 
como consecuencia de la situación de crisis sanitaria provocada por el COVID-19, lo que 
hace indispensable dar una respuesta adecuada a las necesidades que se plantean en el 
ámbito laboral y social.

El artículo 86 de la Constitución Española permite al Gobierno dictar reales decretos-
leyes «en caso de extraordinaria y urgente necesidad», siempre que no afecten al 
ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades 
de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al régimen de las comunidades 
autónomas ni al Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye, de esta forma, un instrumento constitucionalmente lícito, 
siempre que, tal y como reiteradamente ha exigido nuestro Tribunal Constitucional (SSTC 
6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; 11/2002, de 17 de enero, FJ 4, 137/2003, de 3 de julio, FJ 3, y 
189/2005, de 7 julio, FJ 3; 68/2007, FJ 10, y 137/2011, FJ 7), el fin que justifica la legislación 
de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los objetivos gubernamentales, 
que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata en un plazo más 
breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho 
procedimiento no depende del Gobierno.

En definitiva, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se 
inscribe en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno (SSTC 61/2018, 
de 7 de junio, FJ 4; 142/2014, de 11 de septiembre, FJ 3) y esta decisión, sin duda, supone 
una ordenación de prioridades políticas de actuación (STC 14/2020, de 28 de enero, FJ 4), 
centradas en dar una respuesta adecuada que permita restablecer el funcionamiento normal 
de la actividad económica y productiva de las empresas, la necesaria seguridad jurídica y la 
protección de los colectivos que pudieran resultar vulnerables ante la concurrencia de la 
situación descrita y que se definen por su condición extraordinaria y urgente.

Todas las razones expuestas justifican amplia y razonadamente la adopción de la 
presente norma (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, FJ 3; 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 5; 
182/1997, de 20 de octubre, FJ 3), existiendo la necesaria conexión entre la situación de 
urgencia expuesta y la medida concreta adoptada para subvenir a ella, sin que constituya un 
supuesto de uso abusivo o arbitrario del referido instrumento constitucional.

En suma, en las medidas que se adoptan en este real decreto-ley concurren las 
circunstancias de extraordinaria y urgente necesidad previstas en el artículo 86 de la 
Constitución Española, tal y como se ha expuesto anteriormente, considerando, por otra 
parte, que los objetivos que se pretenden alcanzar con el mismo no pueden conseguirse a 
través de la tramitación de una ley por el procedimiento de urgencia.

Asimismo, debe señalarse que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las 
instituciones básicas del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos 
regulados en el título I de la Constitución Española, al régimen de las comunidades 
autónomas ni al Derecho electoral general.

VI
Esta norma se ajusta a los principios de buena regulación contenidos en el artículo 129 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas, y, en particular, a los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad, seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

Así, de acuerdo con los principios de necesidad y eficacia, la iniciativa normativa se 
encuentra justificada por una razón de interés general, habiéndose identificado los fines 
perseguidos y entendiéndose que es el real decreto-ley el instrumento más adecuado para 
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garantizar su consecución. Por otra parte, las medidas contenidas en el real decreto-ley son 
adecuadas y proporcionadas a las necesidades que exigen su dictado, habiéndose 
constatado que no existen otras medidas menos restrictivas de derechos, o que impongan 
menos obligaciones a los destinatarios. A su vez, como garantía del principio de seguridad 
jurídica, esta iniciativa normativa se adopta de manera coherente con el resto del 
ordenamiento jurídico, generando un marco normativo de certidumbre, que facilita su 
conocimiento y, en consecuencia, la actuación y toma de decisiones de las personas y 
empresas afectadas.

Con esta norma, de igual manera, se observa el principio de transparencia, al definir 
claramente la situación que la motiva y sus objetivos, descritos en la parte expositiva del 
texto y en el apartado correspondiente de la memoria, sin que se hayan realizado los 
trámites de participación pública que se establecen en el artículo 26 de la citada Ley 
50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, al amparo de la excepción que, para los reales 
decretos-leyes, regula el apartado 11 del aludido precepto.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª de 
la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral y de legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la 
Constitución Española, a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra de 
Trabajo y Economía Social y del Ministro de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 27 de mayo de 2021,

DISPONGO:

TÍTULO I
V Acuerdo Social en Defensa del Empleo

Téngase en cuenta que se prorrogan las medidas recogidas en el presente Título en la 
forma establecida por la disposición transitoria única del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de 
septiembre. Ref. BOE-A-2021-15768

Artículo 1.  Prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo de fuerza mayor 
basados en causas relacionadas con la situación pandémica y medidas extraordinarias en 
materia de cotización.

1. Los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a la fecha de entrada en 
vigor de este real decreto-ley, basados en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 
de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, se prorrogarán automáticamente hasta el 30 de septiembre de 2021.

2. Asimismo, se entienden prorrogados los expedientes de regulación temporal de 
empleo por impedimento en el desarrollo de la actividad autorizados en base a lo dispuesto 
en el apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de 
junio, de medidas sociales de reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y 
de competitividad del sector industrial, que se mantendrán vigentes, en los términos 
recogidos en las correspondientes resoluciones estimatorias, expresas o por silencio 
administrativo.

No obstante, desde el 1 de junio de 2021 y hasta el 30 de septiembre de 2021, 
resultarán aplicables a dichos expedientes de regulación temporal de empleo los porcentajes 
de exoneración recogidos en el apartado 3 de este artículo, para los expedientes de 
regulación temporal de empleo por impedimento en el desarrollo de la actividad autorizados 
en base a lo dispuesto en el artículo 2.1 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, 
de medidas sociales en defensa del empleo, o en el artículo 2.1 del Real Decreto-ley 2/2021, 
de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de medidas sociales en defensa del empleo.
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3. Los expedientes de regulación temporal de empleo por impedimento en el desarrollo 
de la actividad autorizados en base a lo dispuesto en el artículo 2.1 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre, o en el artículo 2.1 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de 
enero, se mantendrán vigentes en los términos recogidos en las correspondientes 
resoluciones estimatorias, expresas o por silencio administrativo, resultándoles de aplicación 
las medidas extraordinarias en materia de cotización previstas en el artículo 2.1 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, durante el período de cierre y hasta el 30 de 
septiembre de 2021.

4. Los expedientes de regulación temporal de empleo por limitación al desarrollo 
normalizado de la actividad vigentes, basados en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre o en el artículo 2.1 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de 
enero, se prorrogarán automáticamente hasta el 30 de septiembre de 2021.

Las exoneraciones aplicables a estos expedientes, desde el 1 de junio de 2021, serán 
las siguientes:

a) Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 
actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial devengada en los meses de 
junio, julio, agosto y septiembre de 2021, alcanzará el 85 %, 85 %, 75 % y 75 %, 
respectivamente, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas 
trabajadoras o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de 
febrero de 2020.

b) Respecto de las personas trabajadoras de estas empresas que tengan sus 
actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la 
suspensión, la exención respecto de la aportación empresarial devengada en los meses de 
junio, julio, agosto y septiembre de 2021 alcanzará el 75 %, 75 %, 65 % y 65 %, 
respectivamente, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras 
o asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 
2020.

5. Las exoneraciones a las que se refieren los apartados 2, 3 y 4 anteriores se aplicarán 
respecto de las personas trabajadoras y respecto del abono de la aportación empresarial 
prevista en el artículo 273.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, así como del relativo a 
las cuotas por conceptos de recaudación conjunta.

El procedimiento y requisitos para la aplicación de las exoneraciones de cuotas a las que 
se refieren los apartados 2, 3 y 4 serán los establecidos en el artículo 2 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 2.2 y 3 de este real 
decreto-ley.

Téngase en cuenta el art. 1 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, en cuanto a 
la autorización de prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a 
fecha de 30 de septiembre de 2021 en base a lo dispuesto en el presente artículo. Ref. BOE-
A-2021-15768

Artículo 2.  Expedientes de regulación temporal de empleo por impedimento o limitaciones 
de actividad.

1. Las empresas y entidades afectadas por restricciones y medidas de contención 
sanitaria podrán solicitar un expediente de regulación de empleo por impedimento o 
limitaciones a la actividad en los términos recogidos en el artículo 2 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre, a partir del 1 de junio de 2021 y hasta el 30 de septiembre de 
2021, salvo que les resulte de aplicación lo previsto en el apartado 2 siguiente.

El procedimiento y requisitos para la exoneración de cuotas a la Seguridad Social 
aplicables en dichos supuestos serán los previstos en el citado artículo 2 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre.
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Los porcentajes para la exoneración de cuotas a la Seguridad Social aplicables a los 
expedientes de regulación temporal de empleo basados en impedimento a la actividad, para 
los meses de junio a septiembre de 2021, serán los regulados en el artículo 2.1 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Los porcentajes para la exoneración de cuotas a la Seguridad Social aplicables a los 
expedientes de regulación temporal de empleo basados en limitaciones a la actividad, para 
los meses de junio a septiembre de 2021, serán los previstos en el artículo 1.4.

2. Una vez constatada la concurrencia de alguna de las situaciones constitutivas de 
fuerza mayor a que se refiere el apartado anterior por parte de la autoridad laboral, mediante 
la correspondiente resolución estimatoria, expresa o por silencio administrativo, el paso de la 
situación de impedimento a la de limitación o viceversa, como consecuencia de las 
modulaciones en las restricciones sanitarias adoptadas por las autoridades competentes, no 
requerirá la tramitación de un nuevo expediente de regulación temporal de empleo.

Sin perjuicio de lo anterior, resultarán aplicables, en cada momento, los porcentajes de 
exoneración correspondientes, en función de la naturaleza impeditiva o limitativa de la 
situación de fuerza mayor en la que se encuentre la empresa.

3. Las empresas cuya situación se viese modificada en los términos descritos en el 
apartado 2 deberán comunicar el cambio de situación producido, la fecha de efectos, así 
como los centros y personas trabajadoras afectadas, a la autoridad laboral que hubiese 
aprobado el expediente y a la representación legal de las personas trabajadoras.

Las empresas que hayan comunicado dicho cambio de situación a la autoridad laboral, 
deberán presentar una declaración responsable ante la Tesorería General de la Seguridad 
Social, en los términos establecidos en el artículo 2.3 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de 
septiembre, siendo dicha declaración responsable suficiente para la aplicación de los 
porcentajes de exención correspondientes, en función de la naturaleza impeditiva o limitativa 
de la situación de fuerza mayor en la que se encuentre la empresa en cada momento.

La autoridad laboral trasladará dicha comunicación a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, a efectos del desarrollo de aquellas acciones de control que se determinen 
sobre la correcta aplicación de las exenciones en el pago de las cuotas de la Seguridad 
Social.

4. Las previsiones de los apartados 2 y 3 resultarán aplicables, asimismo, cuando la 
resolución estimatoria de la autoridad laboral, expresa o por silencio administrativo, hubiese 
tenido lugar en aplicación de lo previsto en el artículo 2 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 
de enero, en el artículo 2 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, o en virtud de 
lo dispuesto en la disposición adicional primera, apartado 2, del Real Decreto-ley 24/2020, 
de 26 de junio, cuando se produzca el paso de la situación de impedimento a otra de 
limitación en el desarrollo normalizado de su actividad, como consecuencia de decisiones o 
medidas adoptadas por las autoridades españolas competentes, o viceversa.

Téngase en cuenta el art. 1 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, en cuanto a 
la autorización de prórroga de los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a 
fecha de 30 de septiembre de 2021 en base a lo dispuesto en el presente artículo. Ref. BOE-
A-2021-15768

Artículo 3.  Prórroga de contenidos complementarios del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo.

1. A los expedientes de regulación temporal de empleo basados en causas económicas, 
técnicas, organizativas o de producción vinculadas al COVID-19, iniciados tras la entrada en 
vigor de este real decreto-ley y hasta el 30 de septiembre de 2021, les resultarán de 
aplicación las previsiones establecidas en el artículo 3 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre.

Asimismo, las previsiones contenidas en el artículo 3.4 del Real Decreto-ley 30/2020, de 
29 de septiembre, continuarán siendo de aplicación, hasta el 30 de septiembre de 2021, a 
los expedientes de regulación temporal de empleo basados en causas económicas, técnicas, 
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organizativas o de producción vinculadas al COVID-19 iniciados antes de la entrada en vigor 
de este real decreto-ley.

2. Los límites y previsiones relacionados con reparto de dividendos a los que se refiere el 
artículo 4 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrán vigentes hasta 
el 30 de septiembre de 2021, para todos los expedientes, autorizados con anterioridad o en 
virtud de la presente norma, a los que se apliquen las exoneraciones previstas en este real 
decreto-ley.

3. Los límites y previsiones relacionados con transparencia fiscal a los que se refiere el 
artículo 4 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrán vigentes hasta 
el 30 de septiembre de 2021, para todos los expedientes, autorizados con anterioridad o en 
virtud de este real decreto-ley.

4. La salvaguarda del empleo será de aplicación de acuerdo con lo previsto en el artículo 
5 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, en relación con los periodos anteriores 
y con el que se deriva de los beneficios recogidos en la presente norma y de conformidad 
con los plazos correspondientes.

5. Los límites y excepciones en relación con la realización de horas extraordinarias, 
nuevas contrataciones y externalizaciones a los que se refiere el artículo 7 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrán vigentes hasta el 30 de septiembre de 
2021 y resultarán igualmente de aplicación a todos los expedientes autorizados en virtud de 
este real decreto-ley.

6. Los artículos 2 y 5 de la Ley 3/2021, de 12 de abril, por la que se adoptan medidas 
complementarias, en el ámbito laboral, para paliar los efectos derivados del COVID-19, 
permanecerán vigentes hasta el 30 de septiembre de 2021.

Artículo 4.  Prórroga de las medidas de protección de las personas trabajadoras recogidas 
en el Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, de medidas sociales en defensa del 
empleo.

1. Las medidas extraordinarias en materia de protección por desempleo reguladas en el 
artículo 8 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, serán de aplicación hasta el 30 
de septiembre de 2021, tanto para las personas afectadas por los expedientes de regulación 
temporal de empleo a los que se refiere dicho precepto, como para las afectadas por los 
expedientes de regulación de empleo que se contemplan en el Real Decreto-ley 2/2021, de 
26 de enero y en este real decreto-ley, con las siguientes particularidades:

a) El artículo 8.7 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, se mantendrá 
vigente según los términos y plazos previstos en el mismo.

b) Las empresas que ya hubieran presentado solicitud colectiva de acceso a la 
prestación por desempleo en virtud de lo dispuesto en el artículo 8.2 del Real Decreto-ley 
30/2020, de 29 de septiembre, no estarán obligadas a la presentación de nueva solicitud 
respecto de las personas trabajadoras incluidas en la anterior.

2. De igual manera, las medidas extraordinarias para la protección de las personas 
trabajadoras previstas en el segundo párrafo del artículo 8.1 y en el artículo 9 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, serán de aplicación hasta el 30 de septiembre de 
2021, entendiéndose las referencias que dicho precepto realiza a la fecha del 31 de enero de 
2021, efectuadas al 30 de septiembre de 2021.

3. Las medidas extraordinarias para la protección de las personas trabajadoras previstas 
en los artículos 10 y 11 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, serán de 
aplicación hasta el 30 de septiembre de 2021, tanto para las personas afectadas por los 
expedientes de regulación temporal de empleo a los que se refieren dichos preceptos, como 
para las afectadas por los expedientes de regulación de empleo que se contemplan en el 
Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, así como en este real decreto-ley.
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TÍTULO II
Medidas para la protección de los trabajadores autónomos

Artículo 5.  Exención en la cotización a favor de los trabajadores autónomos que hayan 
percibido alguna modalidad de prestación por cese de actividad al amparo de lo dispuesto en 
el Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de medidas sociales 
en defensa del empleo.

1. A partir del 1 de junio de 2021, los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, o en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, que estuvieran de alta 
en estos regímenes y vinieran percibiendo el 31 de mayo alguna de las prestaciones por 
cese de actividad previstas en los artículos 6 y 7 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de 
enero, tendrán derecho a una exención de sus cotizaciones a la Seguridad Social y 
formación profesional con las siguientes cuantías:

a) 90 % de las cotizaciones correspondientes al mes de junio.
b) 75 % de las cotizaciones correspondientes al mes de julio.
c) 50 % de las cotizaciones correspondientes al mes de agosto.
d) 25 % de las cotizaciones correspondientes al mes de septiembre.
Para que sean aplicables estos beneficios en la cotización los trabajadores autónomos 

deberán mantener el alta en el correspondiente régimen especial de la Seguridad Social 
hasta el 30 de septiembre de 2021.

2. La base de cotización, a efectos de la determinación de la exención, será la base de 
cotización por la que venía cotizando el trabajador autónomo antes de acceder a la 
prestación por cese de actividad.

3. La percepción de la prestación por cese de actividad en cualquiera de sus 
modalidades será incompatible con la exención en la cotización establecida en este 
precepto.

4. La obtención de las exenciones contempladas en este precepto que resulten 
indebidas como consecuencia de la pérdida del derecho a las prestaciones de cese de 
actividad contemplada en los artículos 6 y 7 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, 
dará lugar a la revisión de oficio por parte de la entidad u organismo competente.

5. Lo dispuesto en este precepto será de aplicación a los trabajadores autónomos que 
agoten las prestaciones a las que se refiere el artículo 6 de este real decreto-ley, a partir de 
la finalización de las exenciones a las que se refiere el apartado 4 de dicho artículo y hasta el 
30 de septiembre de 2021.

Artículo 6.  Prestación extraordinaria por cese de actividad para los trabajadores autónomos 
afectados por una suspensión temporal de toda la actividad como consecuencia de 
resolución de la autoridad competente como medida de contención de la propagación del 
virus COVID-19.

1. A partir del 1 de junio de 2021, los trabajadores autónomos que se vean obligados a 
suspender todas sus actividades como consecuencia de una resolución adoptada por la 
autoridad competente como medida de contención en la propagación del virus COVID-19, o 
mantengan por los mismos motivos la suspensión de su actividad iniciada con anterioridad a 
la fecha indicada, tendrán derecho a una prestación económica por cese de actividad de 
naturaleza extraordinaria, en los términos que se establecen en este precepto, siempre que 
se reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar afiliados y en alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, al menos treinta días naturales antes de la 
fecha de la resolución que acuerde la suspensión de la actividad y, en todo caso, antes de la 
fecha de inicio de la misma cuando esta se hubiese decretado con anterioridad al 1 de junio 
de 2021.

b) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si en 
la fecha de la suspensión de la actividad no se cumpliera este requisito, el órgano gestor 
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invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días 
naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos 
efectos para la adquisición del derecho a la protección.

2. La cuantía de la prestación será del 70 % de la base mínima de cotización que 
corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación 
extraordinaria por cese de actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 
%.

3. El derecho a la prestación nacerá desde el día siguiente a la adopción de la medida de 
cierre de actividad adoptada por la autoridad competente, o desde el 1 de junio de 2021 
cuando se mantenga la suspensión de actividad iniciada con anterioridad a esta fecha.

4. Durante el tiempo que permanezca la actividad suspendida se mantendrá el alta en el 
régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la 
obligación de cotizar. La exoneración del ingreso de las cuotas se extenderá desde el primer 
día del mes en el que se adopte la medida de cierre de actividad, o desde el 1 de junio de 
2021 cuando se mantenga la suspensión de actividad iniciada con anterioridad a esta fecha, 
hasta el último día del mes siguiente al que se levante dicha medida, o hasta el 30 de 
septiembre de 2021 si esta última fecha fuese anterior.

El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de cotizar 
se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas 
por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta prestación 
extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la Tesorería 
General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los procedimientos que 
establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este apartado, tanto en el 
momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la revisión posterior, 
conforme a lo establecido en el apartado 9.

5. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución por 
el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por cuenta 
ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional, con el 
desempeño de otra actividad por cuenta propia, con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuyo actividad se haya visto afectada por el cierre, así como con 
la percepción de una prestación de Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario viniera 
percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de 
actividad será, además, incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

6. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

7. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

8. La percepción de esta nueva prestación tendrá una duración máxima de cuatro 
meses, finalizando el derecho a la misma el último día del mes en que se acuerde el 
levantamiento de las medidas o el 30 de septiembre de 2021, si esta última fecha fuese 
anterior.

El tiempo de percepción de la prestación no reducirá los periodos de prestación por cese 
de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro.

9. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo deberá solicitarse dentro 
de los primeros veintiún días naturales siguientes a la entrada en vigor del acuerdo o 
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resolución de cierre de actividad, o antes del 21 de junio cuando la suspensión de actividad 
se hubiera acordado con anterioridad al 1 de junio de 2021 y no se estuviera percibiendo la 
prestación extraordinaria contemplada en el artículo 5 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de 
enero.

En el caso de que la solicitud se presente fuera del plazo establecido, el derecho a la 
prestación se iniciará el primer día del mes siguiente al de la solicitud. En estos casos, el 
trabajador autónomo quedará exento de la obligación de cotizar desde el día que tenga 
derecho a percibir la prestación.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea 
procedente, estimando o desestimando el derecho. Finalizada la medida de cierre de 
actividad se procederá a revisar todas las resoluciones provisionales adoptadas. En el 
supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la prestación, se 
iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente percibidas, debiendo 
además en estos casos ingresar las cotizaciones correspondientes a todo el periodo de 
percepción indebida de la prestación, aplicándose el procedimiento de gestión recaudatoria 
del sistema de la Seguridad Social en todos sus términos.

10. En la solicitud de la prestación el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de 
ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con alguno 
otro tipo de ingresos, debiendo constar, asimismo, el consentimiento de todos los miembros 
de la unidad familiar para el acceso a la información tributaria.

Para poder admitir a trámite la solicitud, el interesado deberá aportar una declaración 
jurada de los ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por 
cuenta ajena, así como una autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las 
mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar de la 
administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la revisión de 
los requisitos de acceso a la prestación. Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al 
perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa y la declaración de la 
renta a la entidad gestora de la prestación.

Artículo 7.  Prestación por cese de actividad compatible con el trabajo por cuenta propia.
1. A partir del 1 de junio de 2021, los trabajadores autónomos que a 31 de mayo de 2021 

vinieran percibiendo la prestación por cese de actividad compatible con el trabajo por cuenta 
propia regulada en el artículo 7 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero y no hubieran 
agotado los periodos de prestación previstos en el artículo 338.1 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 
de octubre, podrán continuar percibiéndola hasta el 30 de septiembre de 2021, siempre que, 
durante el segundo y tercer trimestre de 2021, cumplan los requisitos que se indican en este 
precepto.

Asimismo, podrán solicitar la prestación por cese de actividad prevista en el artículo 327 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, los trabajadores autónomos en 
los que concurran las condiciones establecidas en los apartados a), b), d) y e) del artículo 
330.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y cumplan los requisitos 
que se contemplan en este artículo. El derecho a la percepción de esta prestación finalizará 
el 30 de septiembre de 2021.

2. El acceso a la prestación exigirá acreditar en el segundo y tercer trimestre de 2021 
una reducción de los ingresos computables fiscalmente de la actividad por cuenta propia de 
más del 50 % de los habidos en el segundo y tercer trimestre de 2019, así como no haber 
obtenido durante el segundo y tercer trimestre de 2021 unos rendimientos netos 
computables fiscalmente superiores a 7.980 euros.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el 
segundo y tercer trimestre de 2019 y se comparará con el segundo y tercer trimestre de 
2021.

En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse, al tiempo de solicitar la prestación, el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. A tal objeto, los 
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trabajadores autónomos emitirán una declaración responsable, pudiendo ser requeridos por 
las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten 
los documentos precisos que acrediten este extremo.

3. Quien a 31 de mayo de 2021 viniera percibiendo la prestación contemplada en el 
artículo 7 del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, solo podrá causar derecho a esta 
prestación si no hubiera consumido en aquella fecha la totalidad del periodo previsto en el 
artículo 338.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

4. El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas colaboradoras o el 
Instituto Social de la Marina con carácter provisional con efectos de 1 de junio de 2021, si se 
solicita dentro de los primeros veintiún días naturales de junio, o con efecto desde el día 
primero del mes siguiente a la solicitud en otro caso, debiendo ser regularizada a partir del 1 
de enero de 2022.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la Seguridad 
Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar 
de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la 
revisión de los requisitos de acceso a la prestación.

5. Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
recabaran de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios del ejercicio 
2021, a partir del 1 de abril de 2022.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora o al Instituto Social de la 
Marina en los diez días siguientes a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), 
correspondiente a las declaraciones del segundo y tercer trimestre de 2019 y 2021.

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del primer, segundo y tercer 
trimestre de 2019 y 2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los 
ingresos exigidos en este precepto.

No obstante, y a efectos de acreditación de la reducción de los ingresos computables 
fiscalmente de la actividad por cuenta propia de más del 50 % de los habidos en el segundo 
y tercer trimestre de 2019, se entenderá que los trabajadores autónomos han experimentado 
esa reducción siempre que el número medio diario de las personas trabajadoras con 
actividad afiliadas al sistema de la Seguridad Social en la actividad económica 
correspondiente, expresada a 4 dígitos (CNAE), durante el periodo al que corresponda la 
prestación, sea inferior en más de un 7,5 % al número medio diario correspondiente al 
segundo y tercer trimestre de 2019.

6. Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente para el 
reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las prestaciones percibidas por 
aquellos trabajadores autónomos que no cumplan los requisitos establecidos en este 
precepto.

La entidad competente para la reclamación fijará la fecha de ingreso de las cantidades 
reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

7. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, deberá 
ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las cotizaciones 
aplicando los tipos vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador junto, con la prestación por cese en la actividad, el importe de las cotizaciones por 
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contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de encontrarse el trabajador 
autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 329 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

8. En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 30 de 
septiembre de 2021, los límites de los requisitos fijados en este artículo se tomarán de 
manera proporcional al tiempo de la duración de la actividad. A estos efectos, el cálculo se 
hará computándose en su integridad el mes en que se produzca la baja en el régimen de 
Seguridad Social en el que estuviera encuadrado.

9. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

a) Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de agosto de 2021, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

b) Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los rendimientos netos computables fiscalmente durante el 
segundo y tercer trimestre del año 2021 superarán los umbrales establecidos en el apartado 
2 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

10. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, la prestación de cese de 
actividad podrá ser compatible con el trabajo por cuenta ajena, siendo las condiciones 
aplicables en este supuesto las siguientes:

a) Los ingresos netos computables fiscalmente procedentes del trabajo por cuenta propia 
y los ingresos procedentes del trabajo por cuenta ajena no podrá superar 2,2 veces el salario 
mínimo interprofesional. En la determinación de este cómputo, los ingresos procedentes del 
trabajo por cuenta ajena no superarán 1,25 veces el importe del salario mínimo 
interprofesional.

b) La cuantía de la prestación será el 50 % de la base de cotización mínima que le 
corresponda en función de la actividad.

c) Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación que 
asiste de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

d) Será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores siempre que no 
contradigan lo dispuesto en este apartado.

Téngase en cuenta los arts. 8, 10 y 11 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, 
en cuanto a los trabajadores autónomos que vinieran percibiendo el 30 de septiembre alguna de 
las prestaciones por cese de actividad previstas en el presente artículo.  Ref. BOE-
A-2021-15768

Artículo 8.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para aquellos trabajadores 
autónomos que ejercen actividad y a 31 de mayo de 2021 vinieran percibiendo alguna de las 
prestaciones de cese de actividad previstas en los artículos 6 y 7 del Real Decreto-ley 
2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación de medidas sociales en defensa del 
empleo y no puedan causar derecho a la prestación ordinaria de cese de actividad prevista 
en el artículo 7 de este real decreto-ley.

1. Los trabajadores autónomos que ejercen actividad y a 31 de mayo de 2021 vinieran 
percibiendo alguna de las prestaciones de cese de actividad previstas en los artículos 6 y 7 
del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero y no puedan causar derecho a la prestación 
ordinaria de cese de actividad prevista en el artículo anterior podrán acceder, a partir de 1 de 
junio de 2021, a la prestación económica de cese de actividad de naturaleza extraordinaria 
prevista en este artículo, siempre que reúnan los siguientes requisitos:
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a) Estar dado de alta y al corriente en el pago de las cotizaciones en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar 
como trabajador por cuenta propia desde antes del 1 de abril de 2020.

No obstante, si en la fecha de la presentación de la solicitud no se cumpliera el requisito 
de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, el órgano gestor invitará al pago al 
trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las 
cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos efectos para la 
adquisición del derecho a la protección.

b) No tener rendimientos netos computables fiscalmente procedentes de la actividad por 
cuenta propia en el segundo y tercer trimestre de 2021 superiores a 6.650 euros.

c) Acreditar en el segundo y tercer trimestre del 2021 unos ingresos computables 
fiscalmente de la actividad por cuenta propia inferiores a los habidos en el primer trimestre 
del 2020.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el 
primer trimestre de 2020 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos habidos 
en el segundo y tercer trimestre de 2021 en la misma proporción.

2. La cuantía de la prestación será del 50 % de la base mínima de cotización que 
corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta u otra prestación 
de cese de actividad, la cuantía de esta prestación será del 40 %.

3. En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse, al tiempo de solicitar la prestación, el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. A tal objeto, emitirán una 
declaración responsable, pudiendo ser requeridos por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten los documentos precisos que 
acrediten este extremo.

4. Esta prestación extraordinaria por cese de actividad podrá comenzar a devengarse 
con efectos de 1 de junio de 2021 y tendrá una duración máxima de cuatro meses, siempre 
que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días naturales de junio. En caso 
contrario, los efectos quedan fijados en el primer día del mes siguiente al de la presentación 
de la solicitud. La duración de esta prestación no podrá exceder del 30 de septiembre de 
2021.

5. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución por 
el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, con el desempeño de otra actividad por cuenta 
propia, con la percepción de rendimientos procedentes de una sociedad y con la percepción 
de una prestación de Seguridad Social, salvo aquella que el beneficiario viniera percibiendo 
por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

6. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, deberá 
permanecer en alta en el régimen de Seguridad Social correspondiente e ingresar en la 
Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las cotizaciones aplicando los tipos 
vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador autónomo junto con la prestación por cese en la actividad, el importe de las 
cotizaciones por contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de 
encontrarse el trabajador autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 329 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta prestación 
extraordinaria será, en todo caso, la establecida en el momento de inicio de dicha prestación.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la Tesorería 
General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los procedimientos que 
establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este apartado, tanto en el 
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momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la revisión posterior, 
conforme a lo establecido en los apartados 8 y 9 de este artículo.

7. Se extinguirá el derecho a la prestación si durante la percepción de la misma 
concurren los requisitos para causar derecho a la prestación de cese de actividad 
contemplada en el artículo 7 de esta norma o a la prestación de cese de actividad regulada 
en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, sin perjuicio del derecho que asiste al interesado a solicitar la prestación 
correspondiente.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria en los términos 
establecidos, siempre que reúnan los requisitos para ello.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea 
procedente, estimando o desestimando el derecho.

Para poder admitir a trámite la solicitud se deberá aportar una declaración jurada de los 
ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, y 
autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las mutuas colaboradoras 
encargadas de la gestión de la prestación para recabar de la administración tributaria 
correspondiente los datos tributarios necesarios para la revisión de los requisitos de acceso 
a la prestación. Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al perceptor de la 
prestación de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

10. A partir del 1 de enero de 2022 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) A tal objeto, las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social recabarán de la 
administración tributaria correspondiente los datos tributarios relativos al primer trimestre de 
2020 y los tres primeros trimestres de 2021.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2020 y sus 
liquidaciones trimestrales (modelos 303), así como las liquidaciones del segundo y tercer 
trimestre del año 2021 (modelos 303).

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación de cada trimestre a cuenta 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del año 2020, así como las 
autoliquidaciones del primer, segundo y tercer trimestre del año 2020. Declaración de la 
renta de las personas físicas o certificado de empresas donde consten las retribuciones 
percibidas por cuenta ajena.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

No obstante, y a efectos de acreditación de la reducción de los ingresos computables 
fiscalmente de la actividad por cuenta propia, así como el límite de rendimientos netos, se 
entenderá que los trabajadores autónomos han experimentado estas circunstancias siempre 
que el número medio diario de las personas trabajadoras con actividad afiliadas al sistema 
de la Seguridad Social en la actividad económica correspondiente, expresada a cuatro 
dígitos (CNAE), durante el periodo al que corresponda la prestación, sea inferior en más de 
un 7,5 % al número medio diario correspondiente al segundo y tercer trimestre de 2019.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.
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A tal objeto, la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social.

11. Al tiempo de solicitar la prestación, el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de 
ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con algún 
otro tipo de ingresos.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

a) Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de agosto de 2021, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

b) Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el primer y segundo trimestre 
de 2021 o la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales 
establecidos en el apartado 1 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Téngase en cuenta los arts. 8 y 11 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, en 
cuanto a los trabajadores autónomos que vinieran percibiendo el 30 de septiembre alguna de 
las prestaciones por cese de actividad previstas en el presente artículo. Ref. BOE-
A-2021-15768

Artículo 9.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores autónomos 
de temporada.

1. A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada aquellos 
trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los años 2018 y 2019 se hubiera 
desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial 
de Trabajadores del Mar durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de siete meses 
en cada uno de los años referidos.

Se considerará que el trabajador autónomo ha desarrollado un único trabajo en 2018 y 
2019 siempre que, de haber estado de alta en un régimen de seguridad social como 
trabajador por cuenta ajena, dicha alta no supere los ciento veinte días a lo largo de esos 
años.

2. Serán requisitos para causar derecho a la prestación:
a) Haber estado de alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 

o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta propia 
durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de siete meses de cada uno de los años 
2018 y 2019, siempre que ese marco temporal abarque un mínimo de dos meses entre los 
meses de junio y septiembre de esos años.

b) No haber estado en alta o asimilado al alta como trabajador por cuenta ajena en el 
régimen de Seguridad Social correspondiente más de sesenta días durante el segundo y 
tercer trimestre del año 2021.

c) No obtener durante el segundo y tercer trimestre del año 2021 unos ingresos netos 
computables fiscalmente que superen los 6.650 euros.

d) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si no 
se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para 
que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la 
protección.
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3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 70 % de la 
base mínima de cotización que corresponda por la actividad desempeñada en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en 
su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar.

4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo podrá 
comenzar a devengarse con efectos de 1 de junio de 2021 y tendrá una duración máxima de 
cuatro meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días 
naturales de junio. En caso contrario, los efectos quedarán fijados al día primero del mes 
siguiente de la presentación de la solicitud y su duración no podrá exceder del 30 de 
septiembre de 2021.

5. Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 
permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente.

6. Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas por las 
entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

7. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con cualquier 
prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo salvo que fuera 
compatible con el desempeño de la actividad como trabajador por cuenta propia. Asimismo, 
será incompatible con el trabajo por cuenta propia y con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuya actividad se haya visto afectada por el cierre, cuando los 
ingresos que se perciban en el segundo y tercer trimestre del año 2021 superen los 6.650 
euros.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será, asimismo, 
incompatible con la percepción de las ayudas por paralización de la flota.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho, en las mismas condiciones, a esta prestación extraordinaria, 
siempre que reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la Seguridad 
Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar 
de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la 
revisión de los requisitos de acceso a la prestación.

10. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse en 
cualquier momento durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la norma y 
el mes de agosto de 2021.

Los efectos de la solicitud son los determinados en el apartado 4.
Las entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su 

caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 
desestimando el derecho.

11. A partir del 1 de enero de 2022 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) A tal objeto, las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de 
la Marina recabarán de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios 
correspondientes al segundo y tercer trimestre del año 2021.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de declaración del segundo y tercer trimestre del año 2021. 
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del primer, segundo y tercer trimestre del año 
2021.
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2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

A tal objeto, la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social.

12. El trabajador autónomo de temporada que haya solicitado el pago de la prestación 
regulada en este artículo podrá:

a) Renunciar a ella en cualquier momento antes del 30 de agosto de 2021 surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

b) Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos que puede percibir por el ejercicio de la actividad 
durante el tiempo que puede causar derecho a ella superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2.c) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Disposición adicional primera.  Empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa 
de cobertura por expedientes de regulación temporal de empleo y una reducida tasa de 
recuperación de actividad.

1. Se consideran empresas pertenecientes a sectores con una elevada tasa de cobertura 
y una reducida tasa de recuperación de actividad aquellas que tengan expedientes de 
regulación temporal de empleo prorrogados automáticamente hasta el 30 de septiembre de 
2021, conforme a lo establecido en el artículo 1, y cuya actividad se clasifique en alguno de 
los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– previstos en 
el anexo de la presente norma en el momento de su entrada en vigor.

2. Quedarán exoneradas, entre el 1 de junio de 2021 y el 30 de septiembre de 2021, del 
abono de la aportación empresarial a la cotización a la Seguridad Social y por conceptos de 
recaudación conjunta, en los porcentajes y condiciones que se indican en el siguiente 
apartado, las siguientes empresas:

a) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, según lo establecido en el artículo 1, y que tengan la consideración de pertenecientes 
a sectores con una elevada tasa de cobertura por expedientes de regulación temporal de 
empleo y una reducida tasa de recuperación de actividad, según el apartado 1, cuya 
actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades 
Económicas –CNAE-09– previstos en el anexo de la presente norma en el momento de su 
entrada en vigor.

b) Empresas a las que se refiere la letra a) anterior, que transiten, entre el 1 de junio y el 
30 de septiembre de 2021, desde un expediente de regulación temporal de empleo de fuerza 
mayor basado en las causas del artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, a 
uno de causas económicas, técnicas, organizativas o de producción.

c) Empresas a las que se refieren las letra b) y c) del apartado 3 de la disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, y aquellas a las que se 
refiere la letra b) del apartado 2 de la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 
2/2021, de 26 de enero, que sean titulares de un expediente de regulación temporal de 
empleo basado en el artículo 23 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, que hubieran 
tenido derecho a las exenciones reguladas en las citadas disposiciones adicionales, y cuya 
actividad se clasifique en alguno de los códigos de la Clasificación Nacional de Actividades 
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Económicas –CNAE-09– previstos en el anexo de la presente norma en el momento de su 
entrada en vigor.

d) Empresas a las que se prorrogue automáticamente el expediente de regulación 
temporal de empleo vigente, basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, según lo establecido en el artículo 1, cuyo negocio dependa, indirectamente y en su 
mayoría, de las empresas a las que se refieren las letras anteriores, o que formen parte de la 
cadena de valor de estas.

A tal efecto, son integrantes de la cadena de valor o dependientes indirectamente de las 
empresas a que se refieren las letras anteriores aquellas a las que se haya reconocido tal 
consideración, conforme a lo establecido en el apartado 2 de la disposición adicional primera 
del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Asimismo, quedarán exoneradas en las condiciones establecidas en esta disposición 
adicional las empresas que, habiendo sido calificadas como dependientes o integrantes de la 
cadena de valor, hayan transitado, en los términos establecidos en el apartado 3.d) de la 
disposición adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, o en los 
términos establecidos en el apartado 2.d) de la disposición adicional primera del Real 
Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, o transiten, en el período comprendido entre el 1 de 
junio y el 30 de septiembre de 2021, desde un expediente de regulación temporal de empleo 
por causas de fuerza mayor basado en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de 
marzo, a uno por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción, conforme a lo 
establecido en el artículo 3 del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre, o en el 
artículo 3 de este real decreto-ley.

3. Las empresas indicadas en el apartado anterior quedarán exoneradas, respecto de las 
personas trabajadoras afectadas por el expediente de regulación temporal de empleo que 
reinicien su actividad a partir del 1 de junio de 2021, o que la hubieran reiniciado desde la 
entrada en vigor del Real Decreto-ley 18/2020, de 12 de mayo, de medidas sociales en 
defensa del empleo, en los términos de su artículo 4.2.a), y de los periodos y porcentajes de 
jornada trabajados a partir del 1 de junio de 2021, en los porcentajes y condiciones que se 
indican a continuación:

a) El 95 %, de la aportación empresarial devengada en junio, julio, agosto y septiembre 
de 2021, cuando la empresa hubiera tenido menos de cincuenta personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020.

b) El 85 % de la aportación empresarial devengada en junio, julio, agosto y septiembre 
de 2021, cuando la empresa hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras o 
asimiladas a las mismas en situación de alta a 29 de febrero de 2020.

4. Las empresas indicadas en el apartado 2 quedarán exoneradas, respecto de las 
personas trabajadoras que tengan sus actividades suspendidas entre el 1 de junio y el 30 de 
septiembre de 2021 y de los periodos y porcentajes de jornada afectados por la suspensión, 
en los porcentajes y condiciones que se indican a continuación:

a) El 85 % de la aportación empresarial devengada en junio, julio, agosto de 2021, y 70 
% de la devengada durante en septiembre de 2021, respectivamente, cuando la empresa 
hubiera tenido menos de cincuenta personas trabajadoras o asimiladas a las mismas en 
situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020.

b) El 75 % de la aportación empresarial devengada en junio, julio, agosto de 2021, y 60 
% de la devengada en el mes de septiembre de 2021, respectivamente, cuando la empresa 
hubiera tenido cincuenta o más personas trabajadoras o asimiladas a las mismas en 
situación de alta en la Seguridad Social a 29 de febrero de 2020.

5. Las exenciones reguladas en esta disposición adicional serán incompatibles con las 
medidas reguladas en los artículos 1 y 2 de este real decreto-ley. Asimismo, a estas 
empresas les resultará de aplicación lo previsto en los artículos 2.3, 4 y 6 del Real Decreto-
ley 30/2020, de 29 de septiembre.

6. Las exenciones previstas se aplicarán, respecto de las personas trabajadoras que 
tengan sus actividades suspendidas, y de los periodos y porcentajes de jornada afectados 
por la suspensión, al abono de la aportación empresarial prevista en el artículo 273.2 del 
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texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, así como del relativo a las cuotas 
por conceptos de recaudación conjunta.

7. A efectos de lo establecido en este artículo, se considerará que el código de la 
CNAE-09 en que se clasifica la actividad de la empresa es el que resulte de aplicación para 
la determinación de los tipos de cotización para la cobertura de las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales respecto de las liquidaciones de cuotas 
presentadas en septiembre de 2020, según lo establecido en la disposición adicional cuarta 
de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2007.

Téngase en cuenta que se prorrogan las previsiones recogidas en la presente disposición 
en la forma establecida por la disposición transitoria única del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 
de septiembre. Ref. BOE-A-2021-15768

Disposición adicional segunda.  Comisión de Seguimiento tripartita laboral.
1. La Comisión de Seguimiento tripartita laboral estará integrada por el Ministerio de 

Trabajo y Economía Social, el Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones y por 
la Confederación Española de Organizaciones Empresariales (CEOE), la Confederación 
Española de la Pequeña y Mediana Empresa (CEPYME), Comisiones Obreras (CC.OO.) y la 
Unión General de Trabajadores (UGT), y tendrá como funciones, desde la entrada en vigor 
de este real decreto-ley, la valoración de las medidas recogidas en este y de la evolución de 
la actividad económica y el empleo, así como el análisis de las eventuales medidas futuras 
para la protección del empleo y del tejido productivo.

2. Para el desarrollo de dichas funciones, la Comisión se reunirá, con carácter ordinario, 
cada quince días desde la entrada en vigor de la presente norma, previa convocatoria 
remitida al efecto por el Ministerio de Trabajo y Economía Social y, con carácter 
extraordinario, siempre que lo soliciten tres de las cuatro organizaciones integrantes de la 
misma.

Disposición adicional tercera.  Incorporación efectiva y aplicación de los expedientes de 
regulación temporal de empleo a las personas con contrato fijo-discontinuo o a las que 
realizan trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas ciertas.

1. Las empresas deberán incorporar efectivamente a las personas con contrato fijo-
discontinuo y a aquellas que realizan trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas 
ciertas durante el periodo teórico de llamamiento, entendido como aquel correspondiente al 
trabajo efectivo desarrollado por cada una de ellas entre el 1 de junio y el 30 de septiembre 
de 2019.

En el supuesto en que la contratación de la persona trabajadora se hubiera producido 
con posterioridad al 30 de septiembre de 2019, se tomará como referencia el mismo periodo 
teórico de llamamiento correspondiente al ejercicio 2020.

2. En el caso en que, como consecuencia de las restricciones y medidas de contención 
sanitaria, las personas referidas en el apartado anterior no puedan desarrollar actividad 
efectiva en el periodo de llamamiento indicado, estas deberán ser afectadas en ese 
momento por los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a fecha de entrada 
en vigor de esta norma o autorizados con posterioridad a esta, y mantenerse en dicha 
situación hasta que tenga lugar su reincorporación efectiva o, en su caso, hasta la fecha de 
interrupción de su actividad, dentro del periodo referido en el apartado 1.

Las empresas tendrán un plazo de quince días desde la afectación, para solicitar, de no 
haberse hecho previamente, la incorporación de estas personas al expediente de regulación 
temporal de empleo, ante la autoridad laboral y para tramitar ante la entidad gestora la 
solicitud colectiva de prestaciones por desempleo.

3. La prestación extraordinaria regulada en el artículo 9 del Real Decreto-ley 30/2020, de 
29 de septiembre, que mantiene su vigencia conforme a lo previsto en el artículo 4.2 de este 
real decreto-ley, resultará aplicable cuando el periodo teórico de llamamiento no esté 
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comprendido entre el 1 de junio y el 30 de septiembre y una vez finalizado este, así como 
durante las interrupciones ordinarias de actividad en aquellos casos en que haya 
incorporación efectiva, y en las demás situaciones no reguladas en esta disposición adicional 
que afecten a personas trabajadoras a las que se refiere el citado artículo 9 del Real 
Decreto-ley 30/2020, de 29 de septiembre.

Disposición adicional cuarta.  Efectos de las exenciones en la cotización a la Seguridad 
Social.

1. Las exenciones en la cotización a la Seguridad Social establecidas en los artículos 1, 
2, 5 y en la disposición adicional primera de este real decreto-ley no tendrán efectos para las 
personas trabajadoras, manteniéndose la consideración del periodo en que se apliquen 
como efectivamente cotizado a todos los efectos, sin que resulte de aplicación lo establecido 
en los apartados 1 y 3 del artículo 20 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social.

2. La previsión del apartado anterior será también de aplicación con relación a las 
exenciones en la cotización a la Seguridad Social establecidas en el artículo 24 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 
al impacto económico y social del COVID-19, en el artículo 4 del Real Decreto-ley 18/2020, 
de 12 de mayo, de medidas sociales en defensa del empleo, en el artículo 4, 8 y disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 24/2020, de 26 de junio, de medidas sociales de 
reactivación del empleo y protección del trabajo autónomo y de competitividad del sector 
industrial, en el artículo 2 y disposición adicional primera del Real Decreto-ley 30/2020, de 29 
de septiembre, de medidas sociales en defensa del empleo, en el artículo 7 del Real 
Decreto-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, 
la hostelería y el comercio y en materia tributaria, y en los artículos 1 y 2 y disposición 
adicional primera del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y consolidación 
de medidas sociales en defensa del empleo, desde la correspondiente fecha de entrada en 
vigor de las referidas disposiciones.

Disposición adicional quinta.  Renovación por las universidades de los contratos de 
profesorado asociado para el curso 2021-2022.

La contratación de profesoras y profesores asociados en las universidades se ajustará a 
las reglas establecidas en el artículo 53 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades.

No obstante, excepcionalmente, por motivos justificados y con un ámbito temporal 
limitado al curso 2021-2022, la renovación de dichos contratos podrá realizarse sin que sea 
necesario acreditar por parte de la persona contratada el ejercicio de una actividad 
profesional fuera del ámbito académico universitario.

Disposición adicional sexta.  Prórroga de la vigencia del artículo 6 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto 
económico y social del COVID-19.

Se prorroga, hasta el 30 de septiembre de 2021, el artículo 6 del Real Decreto-ley 
8/2020, de 17 de marzo, por el que se regula el Plan MECUIDA.

Disposición adicional séptima.  Comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social.

Se encomienda a la comisión de seguimiento de las medidas de apoyo para la 
recuperación de la actividad de los trabajadores autónomos en el ámbito de la Seguridad 
Social creada al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional sexta del Real Decreto-
ley 24/2020, de 26 de junio, el seguimiento y evaluación de las medidas establecidas en los 
artículos 5, 6, 7, 8 y 9, así como en la disposición transitoria segunda de esta norma.
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Disposición transitoria primera.  Solicitudes de prestaciones y subsidios formuladas o 
resueltas favorablemente al amparo de los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, 
de 3 de noviembre, por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la 
protección por desempleo y de apoyo al sector cultural.

1. Las solicitudes de prestaciones y subsidios formuladas al amparo de lo dispuesto en 
los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se 
aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo y de apoyo 
al sector cultural, que se encuentren pendientes de resolución a la entrada en vigor de este 
real decreto-ley, se resolverán de conformidad con lo establecido en este.

2. En el caso de que las solicitudes ya hubieran sido resueltas favorablemente a la 
entrada en vigor de este real decreto-ley, sin que se hubiera agotado la prestación o el 
subsidio, se reconocerá de oficio la ampliación de su duración, con arreglo a lo previsto en el 
mismo.

3. Los beneficiarios a los que, a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, se 
les hubiera denegado o hubieran agotado las prestaciones o subsidio reconocidos al amparo 
del artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas 
de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y 
social del COVID-19, o de los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de 
noviembre, podrán presentar nueva solicitud, para el reconocimiento de su derecho por el 
periodo previsto en el mismo.

Disposición transitoria segunda.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los 
trabajadores autónomos afectados por una suspensión temporal de toda la actividad que 
vinieran percibiendo a 31 de mayo de 2021 la prestación contemplada en el artículo 5 o en la 
disposición transitoria segunda del Real Decreto-ley 2/2021, de 26 de enero, de refuerzo y 
consolidación de medidas sociales en defensa del empleo.

Los trabajadores autónomos que, a 31 de mayo de 2021, vinieran percibiendo la 
prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores autónomos afectados 
por una suspensión temporal de toda la actividad, como consecuencia de resolución de la 
autoridad competente, como medida de contención de la propagación del virus COVID-19 
contemplada en el artículo 5 o en la disposición transitoria segunda del Real Decreto-ley 
2/2021, de 26 de enero, podrán percibir la prestación prevista en el artículo 6 de este real 
decreto-ley durante el tiempo en que permanezca la actividad suspendida y hasta el último 
día del mes siguiente en el que se acuerde el levantamiento de las medidas o hasta el 30 de 
septiembre de 2021, si esta última fecha es anterior.

Disposición final primera.  Modificación de la Ley 43/2006, de 29 de diciembre, para la 
mejora y el crecimiento del empleo.

Se añade un nuevo apartado 4 quáter al artículo 2 de la Ley 43/2006, de 29 de 
diciembre, para la mejora y el crecimiento del empleo, con la siguiente redacción:

«4 quater. Los empleadores que contraten por tiempo indefinido a personas con 
capacidad intelectual límite tendrán derecho, desde la fecha de celebración del 
contrato, a una bonificación mensual de la cuota empresarial a la Seguridad Social o, 
en su caso, por su equivalente diario, por trabajador contratado de 125 euros/mes 
(1.500 euros/año) durante cuatro años.

Se considerarán personas con capacidad intelectual límite aquellas que el 
Gobierno determine reglamentariamente.»

Disposición final segunda.  Modificación del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, 
por el que se aprueban medidas sociales complementarias para la protección por desempleo 
y de apoyo al sector cultural.

El Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, por el que se aprueban medidas 
sociales complementarias para la protección por desempleo y de apoyo al sector cultural, 
queda modificado como sigue:

Uno. Se modifica el artículo 2, que queda redactado del siguiente modo:
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«1. Con carácter excepcional, y como consecuencia de la crisis sanitaria 
derivada del COVID-19, los artistas en espectáculos públicos que tuvieran derecho al 
acceso extraordinario a las prestaciones económicas por desempleo, en los términos 
previstos en el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se 
aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer 
frente al impacto económico y social del COVID-19, podrán continuar percibiéndolas 
hasta el 30 de septiembre de 2021.

2. La prestación será incompatible con la realización de actividades por cuenta 
propia o por cuenta ajena, o con la percepción de cualquier otra prestación, renta 
mínima, renta de inclusión, salario social o ayudas análogas concedidas por 
cualquier Administración Pública.

El derecho a la percepción de la prestación se suspenderá, una vez reconocido, 
mientras el titular del derecho realice un trabajo por cuenta propia o por cuenta ajena. 
La suspensión de dicho derecho supondrá la interrupción del abono de la prestación, 
que se reanudará una vez finalizado el trabajo, por el tiempo que reste del período de 
percepción que corresponda y como máximo hasta el 30 de septiembre de 2021.

3. Será de aplicación en todo caso lo dispuesto en el artículo 2 del Real Decreto-
ley 17/2020, de 5 de mayo, salvo lo relativo a la duración de la prestación, que se 
extenderá hasta la fecha indicada en el apartado 1.

4. Asimismo, tendrán derecho al acceso extraordinario a las prestaciones 
económicas por desempleo reconocido en el artículo 2 del Real Decreto-ley 17/2020, 
de 5 de mayo, aquellos trabajadores que no hubieran accedido a este con 
anterioridad y, en el periodo comprendido entre el 11 de junio de 2020 y el 31 de 
mayo de 2021, acrediten cinco días de alta en la Seguridad Social con prestación 
real de servicios en la actividad prevista en el apartado 1. A estos trabajadores se les 
reconocerá en el ejercicio 2021, y a efectos de lo dispuesto en el artículo 266 del 
texto refundido de la Ley General de Seguridad Social, estar en situación legal de 
desempleo, así como tener cubierto el período mínimo de cotización, siempre que no 
estén percibiendo o hayan optado por la prestación contributiva por desempleo 
ordinaria prevista en el artículo 262 y siguientes del texto refundido de la Ley General 
de Seguridad Social.

La duración de la prestación por desempleo se extenderá hasta el 30 de 
septiembre de 2021.

En lo no previsto en este apartado, será de aplicación lo establecido en el artículo 
2 del Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo.»

Dos. Se modifica la letra e) del apartado 1 y el apartado 4 del artículo 3, que pasan a 
tener la siguiente redacción:

«e) Acreditar, desde el 1 de agosto de 2019 hasta el 31 de mayo de 2021, un 
periodo de ocupación cotizada en el Régimen General de la Seguridad Social de, al 
menos, treinta y cinco días, que no haya sido computado para el reconocimiento de 
un derecho anterior, y durante el cual se haya trabajado por cuenta ajena como 
personal técnico o auxiliar para empresas del sector de la cultura incluidas en alguna 
de las actividades previstas en los códigos CNAE 5912, 5915, 5916, 5920, o entre el 
9001 y el 9004.»

«4. El subsidio excepcional se extinguirá el 30 de septiembre de 2021, y no podrá 
percibirse en más de una ocasión.»

Tres. Se modifica el apartado 3 del artículo 4, que queda redactado del siguiente modo:
«3. El derecho a la prestación por desempleo regulada en este artículo quedará 

extinguido el día 30 de septiembre de 2021, con independencia de los días de 
derecho que hasta esa fecha se hayan consumido.

Dicha extinción no constituye agotamiento de una prestación contributiva por 
desempleo, a los efectos del acceso a los subsidios por desempleo regulados en el 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.»
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Téngase en cuenta que se prorroga la duración de las prestaciones y subsidios previstos en 
los artículos 2, 3 y 4 del Real Decreto-ley 32/2020, de 3 de noviembre, en la redacción dada por 
la presente disposición, hasta el día 28 de febrero de 2022, según establece la disposición 
adicional 10 del Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre. Ref. BOE-A-2021-15768

Disposición final tercera.  Título competencial.
Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.7.ª y 17.ª de 

la Constitución Española, que atribuye al Estado las competencias exclusivas en las 
materias de legislación laboral y de legislación básica y régimen económico de la Seguridad 
Social.

Disposición final cuarta.  Habilitación normativa.
Se habilita al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el 

desarrollo y ejecución de este real decreto-ley.

Disposición final quinta.  Entrada en vigor.
Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Por excepción, la disposición final primera entrará en vigor el día 1 de junio de 2021.

ANEXO
Códigos de la Clasificación Nacional de Actividades Económicas –CNAE-09– 
de aquellas empresas beneficiarias de las medidas dispuestas en la 

disposición adicional primera de este real decreto-ley

710 Extracción de minerales de hierro.
1419 Confección de otras prendas de vestir y accesorios.
1812 Otras actividades de impresión y artes gráficas.
1820 Reproducción de soportes grabados.
2051 Fabricación de explosivos.
2441 Producción de metales preciosos.
3212 Fabricación de artículos de joyería y artículos similares.
3213 Fabricación de artículos de bisutería y artículos similares.
3316 Reparación y mantenimiento aeronáutico y espacial.
4624 Comercio al por mayor de cueros y pieles.
4634 Comercio al por mayor de bebidas.
4637 Comercio al por mayor de café, té, cacao y especias.
4932 Transporte por taxi.
4939 Tipos de transporte terrestre de pasajeros n.c.o.p.
5010 Transporte marítimo de pasajeros (2).
5030 Transporte de pasajeros por vías navegables interiores (2).
5110 Transporte aéreo de pasajeros.
5223 Actividades anexas al transporte aéreo.
5510 Hoteles y alojamientos similares.
5520 Alojamientos turísticos y otros alojamientos de corta estancia.
5530 Campings y aparcamientos para caravanas.
5590 Otros alojamientos.
5610 Restaurantes y puestos de comidas.
5630 Establecimientos de bebidas.
5813 Edición de periódicos.
5914 Actividades de exhibición cinematográfica.
7420 Actividades de fotografía.
7711 Alquiler de automóviles y vehículos de motor ligeros.
7722 Alquiler de cintas de vídeo y discos.
7729 Alquiler de otros efectos personales y artículos de uso doméstico.
7735 Alquiler de medios de transporte aéreo.
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7911 Actividades de las agencias de viajes.
7912 Actividades de los operadores turísticos.
7990 Otros servicios de reservas y actividades relacionadas con los mismos.
8219 Actividades de fotocopiado, preparación de documentos y otras actividades especializadas de oficina.
8230 Organización de convenciones y ferias de muestras.
9001 Artes escénicas.
9002 Actividades auxiliares a las artes escénicas.
9004 Gestión de salas de espectáculos.
9104 Actividades de los jardines botánicos, parques zoológicos y reservas naturales.
9200 Actividades de juegos de azar y apuestas.
9321 Actividades de los parques de atracciones y los parques temáticos.
9329 Otras actividades recreativas y de entretenimiento.
9601 Lavado y limpieza de prendas textiles y de piel.
9604 Actividades de mantenimiento físico.

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, ha sido convalidado por Acuerdo del Congreso 
de los Diputados, publicado por Resolución de 10 de junio de 2021. Ref. BOE-A-2021-10227

COVID-19: TRABAJADORES AUTÓNOMOS

§ 55  Defensa del empleo, la reactivación económica y la protección de los trabajadores autónomos

– 305 –

http://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2021-10227


§ 56

Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, de medidas urgentes 
para la protección del empleo, la recuperación económica y la mejora 

del mercado de trabajo. [Inclusión parcial]

Jefatura del Estado
«BOE» núm. 233, de 29 de septiembre de 2021

Última modificación: 26 de junio de 2022
Referencia: BOE-A-2021-15768

[ . . . ]
TÍTULO II

Medidas para la protección de los trabajadores autónomos

Artículo 8.  Exención en la cotización a favor de los trabajadores autónomos que hayan 
percibido alguna modalidad de prestación por cese de actividad al amparo de lo dispuesto en 
el Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, sobre medidas urgentes para la defensa del 
empleo, la reactivación económica y la protección de los trabajadores autónomos.

1. A partir del 1 de octubre de 2021, los trabajadores autónomos incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, o en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, que estuvieran de alta 
en estos regímenes y vinieran percibiendo el 30 de septiembre alguna de las prestaciones 
por cese de actividad previstas en los artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de 
mayo, tendrán derecho a una exención de sus cotizaciones a la Seguridad Social y 
formación profesional con las siguientes cuantías:

a) 90 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de octubre.
b) 75 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de noviembre.
c) 50 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de diciembre.
d) 25 por 100 de las cotizaciones correspondientes al mes de enero de 2022.
Para que sean aplicables estos beneficios en la cotización los trabajadores autónomos 

deberán mantener el alta en el correspondiente régimen especial de la Seguridad Social 
hasta el 31 de enero de 2022.

2. La base de cotización, a efectos de la determinación de la exención, será la base de 
cotización por la que venía cotizando el trabajador autónomo antes de acceder a la 
prestación por cese de actividad.

3. La percepción de la prestación por cese de actividad en cualquiera de sus 
modalidades será incompatible con la exención en la cotización establecida en este 
precepto.
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4. La obtención de las exenciones contempladas en este precepto que resulten 
indebidas como consecuencia de la pérdida del derecho a las prestaciones de cese de 
actividad contemplada en los artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, 
dará lugar a la revisión de oficio por parte de la entidad u organismo competente.

5. Lo dispuesto en este precepto será de aplicación a los trabajadores autónomos que 
agoten las prestaciones a las que se refiere el artículo 9 de este Real Decreto-Ley, a partir 
de la finalización de las exenciones a las que se refiere el apartado 4 de dicho artículo y 
hasta el 31 de enero de 2022.

6. Las exenciones en las cotizaciones establecidas en este artículo serán asumidas por 
las mutuas colaboradoras y, en su caso, por el Instituto Social de la Marina, como entidades 
con cargo a cuyos presupuestos se cubrieron las correspondientes prestaciones de los 
artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, que originan el derecho a estas 
exenciones. Asimismo, se actuará cuando a las exenciones a las que se refiere este artículo 
se acceda como consecuencia de lo establecido en el apartado anterior.

Artículo 9.  Prestación extraordinaria por cese de actividad para los trabajadores autónomos 
afectados por una suspensión temporal de toda la actividad como consecuencia de 
resolución de la autoridad competente como medida de contención de la propagación del 
virus COVID-19.

1. A partir del 1 de octubre de 2021, los trabajadores autónomos que se vean obligados 
a suspender todas sus actividades como consecuencia de una resolución adoptada por la 
autoridad competente como medida de contención en la propagación del virus COVID-19, o 
mantengan por los mismos motivos la suspensión de su actividad iniciada con anterioridad a 
la fecha indicada, tendrán derecho a una prestación económica por cese de actividad de 
naturaleza extraordinaria, en los términos que se establecen en este precepto, siempre que 
se reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar afiliados y en alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, al menos treinta días naturales antes de la 
fecha de la resolución que acuerde la suspensión de la actividad y, en todo caso, antes de la 
fecha de inicio de la misma cuando esta se hubiese decretado con anterioridad al 1 de 
octubre de 2021.

b) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si en 
la fecha de la suspensión de la actividad no se cumpliera este requisito, el órgano gestor 
invitará al pago al trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días 
naturales ingrese las cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos 
efectos para la adquisición del derecho a la protección.

2. La cuantía de la prestación será del 70 por 100 de la base mínima de cotización que 
corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta prestación 
extraordinaria por cese de actividad, la cuantía de cada una de las prestaciones será del 40 
por 100.

3. El derecho a la prestación nacerá desde el día siguiente a la adopción de la medida de 
cierre de actividad adoptada por la autoridad competente, o desde el 1 de octubre de 2021 
cuando se mantenga la suspensión de actividad iniciada con anterioridad a esta fecha.

4. Durante el tiempo que permanezca la actividad suspendida se mantendrá el alta en el 
régimen especial correspondiente quedando el trabajador autónomo exonerado de la 
obligación de cotizar. La exoneración del ingreso de las cuotas se extenderá desde el primer 
día del mes en el que se adopte la medida de cierre de actividad, o desde el 1 de octubre de 
2021 cuando se mantenga la suspensión de actividad iniciada con anterioridad a esta fecha, 
hasta el último día del mes siguiente al que se levante dicha medida, o hasta el 28 de febrero 
de 2022 si esta última fecha fuese anterior.
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El periodo durante el cual el trabajador autónomo esté exento de la obligación de cotizar 
se entenderá como cotizado y las cotizaciones que correspondan al mismo serán asumidas 
por las entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta prestación 
extraordinaria será en todo caso la establecida en el momento de inicio de dicha prestación.

La duración máxima y resto de condiciones de aplicación de las deducciones en la 
cotización a las que pueda tener derecho el trabajador beneficiario de esta prestación 
extraordinaria por cese en la actividad no se modificará por el percibo de esta última.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la Tesorería 
General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los procedimientos que 
establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este apartado, tanto en el 
momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la revisión posterior, 
conforme a lo establecido en el apartado 9.

5. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución por 
el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, salvo que los ingresos del trabajo por cuenta 
ajena sean inferiores a 1,25 veces el importe del salario mínimo interprofesional, con el 
desempeño de otra actividad por cuenta propia, con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuyo actividad se haya visto afectada por el cierre, así como con 
la percepción de una prestación de Seguridad Social salvo aquella que el beneficiario viniera 
percibiendo por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de 
actividad será, además, incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

6. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre que 
reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

7. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

8. La percepción de esta nueva prestación tendrá una duración máxima de cinco meses, 
finalizando el derecho a la misma el último día del mes en que se acuerde el levantamiento 
de las medidas o el 28 de febrero de 2022, si esta última fecha fuese anterior.

El tiempo de percepción de la prestación no reducirá los periodos de prestación por cese 
de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el futuro.

9. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo deberá solicitarse dentro 
de los primeros veintiún días naturales siguientes a la entrada en vigor del acuerdo o 
resolución de cierre de actividad, o antes del 21 de octubre cuando la suspensión de 
actividad se hubiera acordado con anterioridad al 1 de octubre de 2021 y no se estuviera 
percibiendo la prestación extraordinaria contemplada en el artículo 6 del Real Decreto-ley 
11/2021, de 27 de mayo.

En el caso de que la solicitud se presente fuera del plazo establecido, el derecho a la 
prestación se iniciará el primer día del mes siguiente al de la solicitud. En estos casos, el 
trabajador autónomo quedará exento de la obligación de cotizar desde el día que tenga 
derecho a percibir la prestación.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea 
procedente, estimando o desestimando el derecho. Finalizada la medida de cierre de 
actividad se procederá a revisar todas las resoluciones provisionales adoptadas. En el 
supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la prestación, se 
iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente percibidas, debiendo 
además en estos casos ingresar las cotizaciones correspondientes a todo el periodo de 
percepción indebida de la prestación, aplicándose el procedimiento de gestión recaudatoria 
del sistema de la Seguridad Social en todos sus términos.

10. En la solicitud de la prestación el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de 
ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con alguno 
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otro tipo de ingresos, debiendo constar, asimismo, el consentimiento de todos los miembros 
de la unidad familiar para el acceso a la información tributaria.

Para poder admitir a trámite la solicitud, el interesado deberá aportar una declaración 
jurada de los ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por 
cuenta ajena, así como una autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las 
mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar de la 
administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la revisión de 
los requisitos de acceso a la prestación. Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al 
perceptor de la prestación de presentar un certificado de empresa y la declaración de la 
renta a la entidad gestora de la prestación.

Artículo 10.  Prestación por cese de actividad compatible con el trabajo por cuenta propia.
1. A partir del 1 de octubre de 2021, los trabajadores autónomos que a 30 de septiembre 

de 2021 vinieran percibiendo la prestación por cese de actividad compatible con el trabajo 
por cuenta propia regulada en el artículo 7 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, y 
no hubieran agotado los periodos de prestación previstos en el artículo 338.1 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
8/2015, de 30 de octubre, podrán continuar percibiéndola hasta el 28 de febrero de 2022, 
siempre que durante el tercer y cuarto trimestres de 2021, cumplan los requisitos que se 
indican en este precepto.

Asimismo, podrán solicitar la prestación por cese de actividad prevista en el artículo 327 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, los trabajadores autónomos en 
los que concurran las condiciones establecidas en los apartados a), b), d) y e) del artículo 
330.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social y cumplan los requisitos 
que se contemplan en este artículo. El derecho a la percepción de esta prestación finalizará 
el 28 de febrero de 2022.

2. El acceso a la prestación exigirá acreditar en el tercer y cuarto trimestre de 2021 una 
reducción de los ingresos computables fiscalmente de la actividad por cuenta propia de más 
del 50 por 100 de los habidos en el tercer y cuarto trimestre de 2019, así como no haber 
obtenido durante el tercer y cuarto trimestre de 2021 unos rendimientos netos computables 
fiscalmente superiores a 8.070 euros.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el 
tercer y cuarto trimestre de 2019 y se comparará con el tercer y cuarto trimestre de 2021.

En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse, al tiempo de solicitar la prestación, el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. A tal objeto, los 
trabajadores autónomos emitirán una declaración responsable, pudiendo ser requeridos por 
las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten 
los documentos precisos que acrediten este extremo.

3. Quien a 30 de septiembre de 2021 viniera percibiendo la prestación contemplada en el 
artículo 7 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, solo podrá causar derecho a esta 
prestación si no hubiera consumido en aquella fecha la totalidad del periodo previsto en el 
artículo 338.1 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

4. El reconocimiento a la prestación se llevará a cabo por las mutuas colaboradoras o el 
Instituto Social de la Marina con carácter provisional, con efectos de 1 de octubre de 2021 si 
se solicita dentro de los primeros veintiún días naturales de octubre, o con efectos desde el 
día primero del mes siguiente a la solicitud en otro caso, debiendo ser regularizada a partir 
del 1 de mayo de 2022.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la Seguridad 
Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar 
de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la 
revisión de los requisitos de acceso a la prestación.

5. Las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina 
recabarán de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios del ejercicio 
2021, a partir del 1 de mayo de 2022.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
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trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora o al Instituto Social de la 
Marina en los diez días siguientes a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de autoliquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA), 
correspondiente a las declaraciones del tercer y cuarto trimestre de 2019 y 2021.

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del segundo y cuarto trimestre de 
2019 y 2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria o cualquier otro medio de prueba que sirva para acreditar los 
ingresos exigidos en este precepto.

No obstante, y a efectos de acreditación de la reducción de los ingresos computables 
fiscalmente de la actividad por cuenta propia de más del 50 por 100 de los habidos en el 
tercer y cuarto trimestre de 2019, se entenderá que los trabajadores autónomos han 
experimentado esa reducción siempre que el número medio diario de las personas 
trabajadoras con actividad afiliadas al sistema de la Seguridad Social en la actividad 
económica correspondiente, expresada a 4 dígitos (CNAE), durante el periodo al que 
corresponda la prestación, sea inferior en más de un 7,5 por 100 al número medio diario 
correspondiente al tercer y cuarto trimestre de 2019.

6. Comprobados los datos por la entidad colaboradora o gestora competente para el 
reconocimiento de la prestación, se procederá a reclamar las prestaciones percibidas por 
aquellos trabajadores autónomos que no cumplan los requisitos establecidos en este 
precepto.

La entidad competente para la reclamación fijará la fecha de ingreso de las cantidades 
reclamadas que deberán hacerse sin intereses o recargo.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social, aprobado por 
el Real Decreto 1415/2004, de 11 de junio.

7. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, deberá 
ingresar en la Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las cotizaciones 
aplicando los tipos vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador junto, con la prestación por cese en la actividad, el importe de las cotizaciones por 
contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de encontrarse el trabajador 
autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 329 
del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

8. En los supuestos de cese definitivo en la actividad con anterioridad al 28 de febrero de 
2022, los límites de los requisitos fijados en este artículo se tomarán de manera proporcional 
al tiempo de la duración de la actividad. A estos efectos, el cálculo se hará computándose en 
su integridad el mes en que se produzca la baja en el régimen de Seguridad Social en el que 
estuviera encuadrado.

9. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

a) Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de enero de 2022, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

b) Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los rendimientos netos computables fiscalmente durante el 
tercer y cuarto trimestres del año 2021 superarán los umbrales establecidos en el apartado 2 
con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

10. No obstante lo establecido en los apartados anteriores, la prestación de cese de 
actividad podrá ser compatible con el trabajo por cuenta ajena, siendo las condiciones 
aplicables en este supuesto las siguientes:
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a) Los ingresos netos computables fiscalmente procedentes del trabajo por cuenta propia 
y los ingresos procedentes del trabajo por cuenta ajena no podrá superar 2,2 veces el salario 
mínimo interprofesional. En la determinación de este cómputo, los ingresos procedentes del 
trabajo por cuenta ajena no superarán 1,25 veces el importe del salario mínimo 
interprofesional.

b) La cuantía de la prestación será el 50 % de la base de cotización mínima que le 
corresponda en función de la actividad.

c) Junto con la solicitud se aportará una declaración jurada de los ingresos que se 
perciben como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, sin perjuicio de la obligación que 
asiste de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

d) Será de aplicación lo dispuesto en los apartados anteriores siempre que no 
contradigan lo dispuesto en este apartado.

Artículo 11.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para aquellos trabajadores 
autónomos que ejercen actividad y a 30 de septiembre de 2021 vinieran percibiendo alguna 
de las prestaciones de cese de actividad previstas en los artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 
11/2021, de 27 de mayo, sobre medidas urgentes para la defensa del empleo, la reactivación 
económica y la protección de los trabajadores autónomos y no puedan causar derecho a la 
prestación ordinaria de cese de actividad prevista en el artículo 10 de este real decreto-ley.

1. Los trabajadores autónomos que ejercen actividad y a 30 de septiembre de 2021 
vinieran percibiendo alguna de las prestaciones de cese de actividad previstas en los 
artículos 7 y 8 del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo y no puedan causar derecho a 
la prestación ordinaria de cese de actividad prevista en el artículo anterior podrán acceder, a 
partir de 1 de octubre de 2021, a la prestación económica de cese de actividad de naturaleza 
extraordinaria prevista en este artículo, siempre que reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar dado de alta y al corriente en el pago de las cotizaciones en el Régimen 
Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar 
como trabajador por cuenta propia desde antes del 1 de abril de 2020.

No obstante, si en la fecha de la presentación de la solicitud no se cumpliera el requisito 
de estar al corriente en el pago de las cotizaciones, el órgano gestor invitará al pago al 
trabajador autónomo para que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las 
cuotas debidas. La regularización del descubierto producirá plenos efectos para la 
adquisición del derecho a la protección.

b) No tener rendimientos netos computables fiscalmente procedentes de la actividad por 
cuenta propia en el tercer y cuarto trimestre de 2021 superiores al 75 por 100 del salario 
mínimo interprofesional en dicho periodo.

c) Acreditar en el cuarto trimestre del 2021 un total de ingresos computables fiscalmente 
de la actividad por cuenta propia inferior en un 75 por 100 a los habidos en el cuarto 
trimestre de 2019.

Para el cálculo de la reducción de ingresos se tendrá en cuenta el periodo en alta en el 
cuarto trimestre de 2019 y se comparará con la parte proporcional de los ingresos habidos 
en el cuarto trimestre de 2021 en la misma proporción.

2. La cuantía de la prestación será del 50 por 100 de la base mínima de cotización que 
corresponda por la actividad desarrollada.

No obstante, cuando convivan en un mismo domicilio personas unidas por vínculo 
familiar o unidad análoga de convivencia hasta el primer grado de parentesco por 
consanguinidad o afinidad, y dos o más miembros tengan derecho a esta u otra prestación 
de cese de actividad, la cuantía de esta prestación será del 40 por 100.

3. En el caso de los trabajadores autónomos que tengan uno o más trabajadores a su 
cargo, deberá acreditarse, al tiempo de solicitar la prestación, el cumplimiento de todas las 
obligaciones laborales y de Seguridad Social que tengan asumidas. A tal objeto, emitirán una 
declaración responsable, pudiendo ser requeridos por las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o por la entidad gestora para que aporten los documentos precisos que 
acrediten este extremo.
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4. Esta prestación extraordinaria por cese de actividad podrá comenzar a devengarse 
con efectos de 1 de octubre de 2021 y tendrá una duración máxima de cinco meses, siempre 
que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días naturales de octubre. En 
caso contrario, los efectos quedan fijados en el primer día del mes siguiente al de la 
presentación de la solicitud. La duración de esta prestación no podrá exceder del 28 de 
febrero de 2022.

5. El percibo de la prestación será incompatible con la percepción de una retribución por 
el desarrollo de un trabajo por cuenta ajena, con el desempeño de otra actividad por cuenta 
propia, con la percepción de rendimientos procedentes de una sociedad y con la percepción 
de una prestación de Seguridad Social, salvo aquella que el beneficiario viniera percibiendo 
por ser compatible con el desempeño de la actividad que desarrollaba.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será además 
incompatible con las ayudas por paralización de la flota.

6. El trabajador autónomo, durante el tiempo que esté percibiendo la prestación, deberá 
permanecer en alta en el régimen de Seguridad Social correspondiente e ingresar en la 
Tesorería General de la Seguridad Social la totalidad de las cotizaciones aplicando los tipos 
vigentes a la base de cotización correspondiente.

La mutua colaboradora o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, abonará al 
trabajador autónomo junto con la prestación por cese en la actividad, el importe de las 
cotizaciones por contingencias comunes que le hubiera correspondido ingresar de 
encontrarse el trabajador autónomo sin desarrollar actividad alguna, en aplicación de lo 
dispuesto en el artículo 329 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

La base de cotización aplicable durante todo el periodo de percepción de esta prestación 
extraordinaria será, en todo caso, la establecida en el momento de inicio de dicha prestación.

Las mutuas colaboradoras y el Instituto Social de la Marina proporcionarán a la Tesorería 
General de la Seguridad Social la información necesaria, a través de los procedimientos que 
establezca esta última, para la aplicación de lo establecido en este apartado, tanto en el 
momento del reconocimiento provisional de la prestación como en la revisión posterior, 
conforme a lo establecido en los apartados 8 y 9 de este artículo.

7. Se extinguirá el derecho a la prestación si durante la percepción de la misma 
concurren los requisitos para causar derecho a la prestación de cese de actividad 
contemplada en el artículo 10 de esta norma o a la prestación de cese de actividad regulada 
en los artículos 327 y siguientes del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, sin perjuicio del derecho que asiste al interesado a solicitar la prestación 
correspondiente.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria en los términos 
establecidos, siempre que reúnan los requisitos para ello.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Las entidades encargadas de la gestión de esta prestación, de acuerdo con la solicitud 
presentada y los documentos en su caso aportados, dictará la resolución provisional que sea 
procedente, estimando o desestimando el derecho.

Para poder admitir a trámite la solicitud se deberá aportar una declaración jurada de los 
ingresos que se perciben, en su caso, como consecuencia del trabajo por cuenta ajena, y 
autorización a la Administración de la Seguridad Social y a las mutuas colaboradoras 
encargadas de la gestión de la prestación para recabar de la administración tributaria 
correspondiente los datos tributarios necesarios para la revisión de los requisitos de acceso 
a la prestación. Todo ello sin perjuicio de la obligación que asiste al perceptor de la 
prestación de presentar un certificado de empresa y la declaración de la renta a la entidad 
gestora de la prestación.

10. A partir del 1 de mayo de 2022 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.
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a) A tal objeto, las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social recabarán de la 
administración tributaria correspondiente los datos tributarios relativos a los tres últimos 
trimestres de 2019 y 2021.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 390 de declaración resumen anual IVA del año 2019 y sus 
liquidaciones trimestrales (modelos 303), así como las liquidaciones del segundo, tercer y 
cuarto trimestre del año 2021 (modelos 303).

Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación de cada trimestre a cuenta 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) de los años 2019, 2020 y 2021. 
Declaración de la renta de las personas físicas o certificado de empresas donde consten las 
retribuciones percibidas por cuenta ajena.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

No obstante, y a efectos de acreditación de la reducción de los ingresos computables 
fiscalmente de la actividad por cuenta propia, así como el límite de rendimientos netos, se 
entenderá que los trabajadores autónomos han experimentado estas circunstancias siempre 
que el número medio diario de las personas trabajadoras con actividad afiliadas al sistema 
de la Seguridad Social en la actividad económica correspondiente, expresada a cuatro 
dígitos (CNAE), durante el periodo al que corresponda la prestación, sea inferior en más de 
un 7,5 % al número medio diario correspondiente al cuarto trimestre de 2019.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

A tal objeto, la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social.

11. Al tiempo de solicitar la prestación, el interesado deberá comunicar a la mutua o a la 
entidad gestora de la prestación los miembros que integran la unidad familiar y si alguno de 
ellos es o puede ser perceptor de la prestación de cese de actividad o si cuentan con algún 
otro tipo de ingresos.

12. El trabajador autónomo que haya solicitado el pago de la prestación regulada en este 
artículo podrá:

a) Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de enero de 2022, surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

b) Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos percibidos durante el cuarto trimestre de 2021 o 
la caída de la facturación en ese mismo periodo superarán los umbrales establecidos en el 
apartado 1 con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

Artículo 12.  Prestación extraordinaria de cese de actividad para los trabajadores 
autónomos de temporada.

1. A los efectos de este precepto se consideran trabajadores de temporada aquellos 
trabajadores autónomos cuyo único trabajo a lo largo de los años 2018 y 2019 se hubiera 
desarrollado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos o en el Régimen Especial 
de Trabajadores del Mar durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de siete meses 
en cada uno de los años referidos.
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Se considerará que el trabajador autónomo ha desarrollado un único trabajo en 2018 y 
2019 siempre que, de haber estado de alta en un régimen de seguridad social como 
trabajador por cuenta ajena, dicha alta no supere los ciento veinte días a lo largo de esos 
años.

2. Serán requisitos para causar derecho a la prestación:
a) Haber estado de alta y cotizado en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos 

o en el Régimen Especial de Trabajadores del Mar como trabajador por cuenta propia 
durante un mínimo de cuatro meses y un máximo de siete meses de cada uno de los años 
2018 y 2019, siempre que ese marco temporal abarque un mínimo de dos meses entre los 
meses de octubre a diciembre de esos años.

b) No haber estado en alta o asimilado al alta como trabajador por cuenta ajena en el 
régimen de Seguridad Social correspondiente más de sesenta días durante el tercer y cuarto 
trimestres del año 2021.

c) No obtener durante el tercer y cuarto trimestres del año 2021 unos ingresos netos 
computables fiscalmente que superen los 6.725 euros.

d) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si no 
se cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para 
que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas. La 
regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del derecho a la 
protección.

3. La cuantía de la prestación regulada en este artículo será el equivalente al 70 por 100 
de la base mínima de cotización que corresponda por la actividad desempeñada en el 
Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores del Mar.

4. La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada en este artículo podrá 
comenzar a devengarse con efectos de 1 de octubre de 2021 y tendrá una duración máxima 
de cinco meses, siempre que la solicitud se presente dentro de los primeros veintiún días 
naturales de octubre. En caso contrario, los efectos quedarán fijados al día primero del mes 
siguiente de la presentación de la solicitud y su duración no podrá exceder del 28 de febrero 
de 2022.

5. Durante la percepción de la prestación no existirá obligación de cotizar, 
permaneciendo el trabajador en situación de alta o asimilada al alta en el régimen de 
Seguridad Social correspondiente.

6. Las cotizaciones por las que no exista obligación de cotizar serán asumidas por las 
entidades con cargo a cuyos presupuestos se cubra la correspondiente prestación.

7. Esta prestación será incompatible con el trabajo por cuenta ajena y con cualquier 
prestación de Seguridad Social que el beneficiario viniera percibiendo salvo que fuera 
compatible con el desempeño de la actividad como trabajador por cuenta propia. Asimismo, 
será incompatible con el trabajo por cuenta propia y con la percepción de rendimientos 
procedentes de la sociedad cuya actividad se haya visto afectada por el cierre, cuando los 
ingresos que se perciban en el tercer y cuarto trimestres del año 2021 superen los 6.725 
euros.

Por lo que se refiere a los trabajadores por cuenta propia incluidos en el Régimen 
Especial de los Trabajadores del Mar, la prestación por cese de actividad será, asimismo, 
incompatible con la percepción de las ayudas por paralización de la flota.

8. Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 
su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 
corresponda tendrán derecho, en las mismas condiciones, a esta prestación extraordinaria, 
siempre que reúnan los requisitos establecidos en este artículo.

9. La gestión de esta prestación corresponderá a las mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social o al Instituto Social de la Marina.

Para poder admitir a trámite la solicitud se autorizará a la Administración de la Seguridad 
Social y a las mutuas colaboradoras encargadas de la gestión de la prestación para recabar 
de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios necesarios para la 
revisión de los requisitos de acceso a la prestación.
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10. El reconocimiento de la prestación regulada en este artículo podrá solicitarse en 
cualquier momento durante el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la norma y 
el mes de enero de 2022.

Los efectos de la solicitud son los determinados en el apartado 4.
Las entidades gestoras, de acuerdo con la solicitud presentada y los documentos en su 

caso aportados, dictará la resolución provisional que sea procedente, estimando o 
desestimando el derecho.

11. A partir del 1 de mayo de 2022 se procederá a revisar todas las resoluciones 
provisionales adoptadas.

a) A tal objeto, las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de 
la Marina recabarán de la administración tributaria correspondiente los datos tributarios 
correspondientes al tercer y cuarto trimestre del año 2021.

Si las mutuas colaboradoras con la Seguridad Social o el Instituto Social de la Marina no 
pudieran tener acceso a los datos obrantes en las administraciones tributarias, los 
trabajadores autónomos deberán aportar a la mutua colaboradora en los diez días siguientes 
a su requerimiento:

1.º Copia del modelo 303 de declaración del tercer y cuarto trimestre del año 2021.
Copia del modelo 130 correspondiente a la autoliquidación en pago fraccionado del 

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas (IRPF) del tercer y cuarto trimestre del año 
2021.

2.º Los trabajadores autónomos que tributen en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas (IRPF) por estimación objetiva (modelo 131) deberán aportar la 
documentación necesaria para acreditar los ingresos exigidos en este precepto.

b) En el supuesto de que se desprenda que el interesado no tiene derecho a la 
prestación, se iniciarán los trámites de reclamación de las cantidades indebidamente 
percibidas.

A tal objeto, la entidad competente para el reconocimiento de la prestación dictará 
resolución fijando el importe de la cantidad a reintegrar que deberá hacerse sin intereses o 
recargo en el plazo que se determine en la resolución.

Transcurrido el plazo fijado en la resolución que al efecto se dicte, la Tesorería General 
de la Seguridad Social procederá a reclamar la deuda pendiente, con los recargos e 
intereses que procedan conforme al procedimiento administrativo de recaudación 
establecido en el Reglamento General de Recaudación de la Seguridad Social.

12. El trabajador autónomo de temporada que haya solicitado el pago de la prestación 
regulada en este artículo podrá:

a) Renunciar a ella en cualquier momento antes del 31 de enero de 2022 surtiendo 
efectos la renuncia el mes siguiente a su comunicación.

b) Devolver por iniciativa propia la prestación por cese de actividad, sin necesidad de 
esperar a la reclamación de la mutua colaboradora con la Seguridad Social o de la entidad 
gestora, cuando considere que los ingresos que puede percibir por el ejercicio de la actividad 
durante el tiempo que puede causar derecho a ella superarán los umbrales establecidos en 
el apartado 2.c) con la correspondiente pérdida del derecho a la prestación.

[ . . . ]
Disposición transitoria única.  Prórroga de las medidas recogidas en el título I y la 
disposición adicional primera del Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, sobre medidas 
urgentes para la defensa del empleo, la reactivación económica y la protección de los 
trabajadores autónomos.

Las previsiones recogidas en el título I y la disposición adicional primera del Real 
Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo, seguirán siendo de aplicación hasta el 31 de octubre 
de 2021, respecto de los expedientes de regulación temporal de empleo vigentes a 30 de 
septiembre de 2021, con los porcentajes de exención que les hubiere correspondido durante 
el mes de septiembre de 2021.
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Las previsiones a que se refiere el párrafo anterior se aplicarán igualmente a los 
expedientes de regulación temporal de empleo que se aprueben o comuniquen entre el 1 y 
el 31 de octubre, en los mismos supuestos y con las mismas condiciones y exenciones que 
les hubiesen correspondido durante el mes de septiembre de 2021, según proceda 
respectivamente para cada tipo de expediente y en los términos y condiciones establecidos 
en el Real Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo.

La tramitación de estos últimos se llevará a cabo conforme a lo dispuesto en el Real 
Decreto-ley 11/2021, de 27 de mayo. Sin perjuicio de lo anterior, les resultará de aplicación lo 
establecido en la disposición adicional quinta en los mismos términos que a los expedientes 
que, a partir del 1 de noviembre, se autoricen o comuniquen conforme al artículo 2 de este 
real decreto-ley.

Téngase en cuenta que se prorrogarán hasta el 31 de marzo de 2022 los expedientes de 
regulación temporal de empleo vigentes a la fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 
2/2022, de 22 de febrero, y que hubiesen sido autorizados con arreglo a la presente disposición, 
según establece su disposición adicional primera. Ref. BOE-A-2022-2849

[ . . . ]
Disposición final quinta.  Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

[ . . . ]

Información relacionada

• El Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, ha sido convalidado por Acuerdo del 
Congreso de los Diputados publicado por Resolución de 14 de octubre de 2021. Ref. BOE-
A-2021-17045
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